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			Sinopsis

		

		
			En España se han instalado un clima de demonización del empresario, una demagogia tributaria con figuras impositivas confiscatorias selectivas y un desorbitado esfuerzo fiscal. En consecuencia, es más necesario que nunca recuperar el modelo de la curva de Laffer, que permite entender los efectos que provoca el nivel de imposición sobre la actividad, el empleo y el bienestar de una sociedad. Este ensayo demuestra, a partir de una evidencia empírica incuestionable, que cuando los tipos de gravamen se reducen, aumentan las bases imponibles, y viceversa.

			Los autores, tres reputados economistas, ofrecen una reinterpretación de la historia económica considerando las consecuencias de la política tributaria. Desde la introducción del impuesto sobre la renta, la economía ha sufrido enormes caídas. Sin embargo, cuando se ha recortado el tipo máximo, se han producido etapas de prosperidad asombrosas. La obra también sostiene que las subidas impositivas sobre los más ricos perjudican al conjunto de la sociedad y, en mayor medida, a los más pobres.

			Los impuestos tienen consecuencias redescubre los beneficios de las rebajas fiscales para reflotar la actividad económica sumergida y atraer flujos de capital, y permite concluir que el bienestar se alcanza mejor combatiendo la pobreza que erradicando la riqueza.

		

	
		
			Los impuestos tienen consecuencias

			El análisis definitivo acerca del efecto del impuesto sobre la renta en la economía

			Arthur Laffer
Brian Domitrovic 
Jeanne Cairns Sinquefield

			 

			 Traducción de Diego Sánchez de la Cruz 
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			Prólogo

			El Instituto de Estudios Económicos (IEE), desde su fundación en 1979 gracias al impulso de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), ha tenido como objetivo introducir y difundir los planteamientos de la economía de la oferta en España, en lo que hemos llamado la «lluvia fina» de ideas. El primer número que inauguró la revista del IEE fue, precisamente, un monográfico sobre «Política económica de la oferta», que se publicó en 1982. De esto hace ahora cuarenta años, lo que no deja de ser una incuestionable declaración de intenciones.

			En aquellos años, el IEE participó, junto con la editorial Planeta, en la edición en castellano del libro de George Gilder Riqueza y pobreza, que es otra de las grandes obras de referencia obligada de la escuela de la oferta. En los últimos años, de la mano de la estadounidense Tax Foundation, se ha publicado, adaptándolo a la realidad española, el informe anual del índice de competitividad fiscal, el cual siempre es objeto de gran repercusión en todo tipo de medios de comunicación.

			Por citar los trabajos fiscales más recientes, hemos acometido varias obras que han permeado la opinión pública española y han sido objeto de debates y múltiples citas, no sólo en medios de comunicación, sino también en los principales debates parlamentarios, como el de la última moción de censura del Gobierno de España del año 2022. Es el caso de nuestro Libro Blanco para la reforma fiscal en España o de los monográficos sobre «la eficiencia del gasto público», «el impuesto sobre las grandes fortunas» o «la inconstitucionalidad de los impuestos selectivos sobre el sector financiero y energético».

			En este ya largo período de nuestra vida como laboratorio de pensamiento, hemos trabajado sin descanso en la defensa de la economía de mercado y la configuración de un clima económico favorable a la actividad empresarial, siguiendo y difundiendo para ello los postulados de recortes impositivos de la economía de la oferta en España. Actualmente, gracias al trabajo colectivo de todas las personas que nos han apoyado y que han participado en nuestros proyectos, el IEE es reconocido por la mayor parte de la sociedad como el think tank español privado más referenciado y seguido, entre otros ámbitos, en el fiscal y tributario.

			Como continuación de nuestra trayectoria ya citada, nos es especialmente grato poder participar en la publicación en castellano de esta obra, Los impuestos tienen consecuencias, y colaborar con este prólogo institucional en el que intentamos repasar el trabajo desde la perspectiva de la realidad española más actual y reciente, cuyo autor material es el profesor Gregorio Izquierdo Llanes, actual director general del Instituto de Estudios Económicos y miembro de él desde hace más de treinta años.

			Nuestra intención última es reconocer las aportaciones y la figura del profesor Arthur Laffer, que ha tenido el privilegio de ser uno de los más admirados y reconocidos economistas de los últimos cincuenta años, y que, sin duda, puede tener el orgullo de haber contribuido, de forma incuestionable, a la mejora del bienestar material de la humanidad, y con el que el IEE se reconoce en permanente deuda de gratitud al ser fuente de inspiración permanente a lo largo de su historia.

			Todo nace en una servilleta

			Nunca una servilleta de un restaurante ha contribuido tanto al análisis económico como aquella sobre la que Arthur Laffer dibujó, en 1974, durante una cena en el hotel Washington, su famosa curva. Desde entonces, los economistas han tratado de poner de manifiesto que los agentes reaccionan a las distorsiones generadas por el nivel de imposición modificando su comportamiento, de modo que el resultado de una subida impositiva puede ser justo el contrario al esperado.

			El modelo de Laffer es un punto de partida obligado para poder entender los efectos que provoca el nivel de imposición sobre la actividad, el empleo y el bienestar de una sociedad, cuya evidencia empírica es incuestionable. No obstante, se debe comprender e interpretar debidamente. De hecho, esta famosa curva se desplaza en el tiempo en función de diversos factores, como, por ejemplo, el momento del ciclo, con puntos de saturación más bajos en las recesiones que en las etapas de bonanza, o debido a las consecuencias de los errores y aciertos de política económica que afecten a la capacidad de crecimiento de la economía.

			La curva de Laffer, más que un modelo matemático, que también lo es, ha de interpretarse como una metáfora fácilmente comprensible (de ahí su éxito) de la relación entre el nivel relativo de las cargas tributarias y el desempeño de la recaudación, teniendo en cuenta que los canales de transmisión son tanto la incidencia sobre el nivel de la actividad económica como la propensión de los contribuyentes a cumplir con sus obligaciones tributarias.

			La recaudación tributaria no es sino el resultado de aplicar los tipos impositivos a las bases imponibles que gravan, factores ambos que tienden a moverse de manera inversa. Esto es, cuando los tipos de gravamen se reducen, aumentan las bases imponibles, y viceversa. Ante una subida de impuestos, los agentes pueden reaccionar inhibiéndose de actuar, trasladándose a la economía informal o deslocalizándose a otras jurisdicciones geográficas, mientras que lo contrario sucede cuando se produce una rebaja fiscal, ya que se anima a los agentes a actuar, afloran actividades de la economía sumergida y se atraen (o no se expulsan) flujos de capital (incluyendo el capital humano y el talento).

			La interpretación de Laffer no puede reducirse, como en ocasiones se hace, a la recaudación de la figura tributaria que haya sido objeto de modificación normativa al alza o a la baja, sino que debe considerarse su incidencia completa sobre el conjunto de la actividad económica y el nivel conjunto de los ingresos tributarios.

			Una incuestionable respuesta a Piketty

			El hecho de que haya habido otros trabajos recientes que hayan adoptado un enfoque histórico como justificación tributaria, sin duda ha podido influir y motivar esta obra de Arthur Laffer, Brian Domitrovic y Jeanne Cairns Sinquefield. De hecho, los autores reconocen que la evidencia empírica recopilada en la muy difundida obra de Thomas Piketty ha sido utilizada en el trabajo, aunque, a su vez, señalan que sus conclusiones son equivocadas en cuanto que son incompatibles con sus propios datos.

			Aunque no se reconozca explícitamente, la obra constituye, en el fondo, una respuesta elegante al trabajo El capital en el siglo xxi de Thomas Piketty, cuya principal conjetura es que el capitalismo es una perversión que desembocaría en el largo plazo, de forma inevitable, en una expulsión de las rentas del trabajo de la renta nacional, lo que llevaría a un escenario apocalíptico, de máxima desigualdad, que haría inevitable imponer medidas tan extremas como imposiciones totalmente confiscatorias. Después del fracaso del comunismo real, como ya no se puede negar la propiedad privada de forma directa, ahora se intenta convertirla en un derecho vacío de contenido a través de la vía del sistema tributario.

			Este equivocado planteamiento impositivo es permanentemente refutado por Laffer, Domitrovic y Sinquefield a partir del análisis de la evidencia de la historia fiscal y económica de Estados Unidos que, entre otros aspectos, evidencia que las subidas impositivas sobre los más ricos perjudican en mayor medida a los más pobres. Es más, los recortes impositivos sobre los más pudientes generan ciclos de prosperidad que benefician, especialmente, a los colectivos más vulnerables.

			Esta obra denuncia que las fuertes variaciones en la renta del colectivo de los ricos y las consiguientes variaciones en la desigualdad señaladas por Piketty «no son más que ilusiones estadísticas [...]. Usar los ingresos antes de impuestos como un indicador de los verdaderos ingresos de las rentas más altas en épocas de impuestos elevados supone elegir la estadística equivocada. Cuando las tasas impositivas son altas, surge un abismo entre los ingresos reales de los que ganan más y los ingresos declarados a efectos fiscales».

			En el libro se señala que la participación del colectivo de los más contribuyentes en la renta nacional ha sido relativamente estable y se estima en un orden de la quinta parte de ella, pero para su correcta medición es obligado agregar a sus rentas declaradas también sus rentas directas e indirectas no declaradas a lo largo del tiempo. El problema metodológico es que la propensión al fraude fiscal, mediante la no declaración de rentas, y la tendencia a la elusión fiscal, a través de la no generación de rentas gravables, son muy variables en el tiempo, ya que dependen, en última instancia, del nivel de carga tributaria.

			Los incentivos importan

			Una reflexión conceptual muy relevante es que en el trabajo se plantea que el incentivo existente en cada gravamen está más vinculado a las variaciones en la denominada tasa de retención (1 – tipo impositivo) que a las variaciones de los propios tipos impositivos. Así pues, una misma reducción porcentual en toda la tarifa de la escala progresiva de un impuesto provocaría una mayor respuesta relativa de supresión de distorsiones en las decisiones de los individuos que soportan mayores tipos que en aquellos contribuyentes sujetos a menores tipos.

			Dicho de otra forma, existen colectivos para los que el efecto sustitución entre decisiones es mucho más relevante que el efecto renta, por lo que tendrían que esforzarse más para recuperar su capacidad económica perdida mediante el pago de impuestos. Por tanto, se produce el dilema clásico entre eficiencia (menores distorsiones) y equidad (gravar más a los que más ganan).

			Estados Unidos, al igual que España, tiene distintos niveles de Administración territorial que, a su vez, tienen competencias propias de corresponsabilidad fiscal. En el trabajo también se aborda esta cuestión, y se llega a la conclusión de que las brechas en desempeño económico de los territorios se corresponden, en buena medida, con las decisiones diferenciales en política tributaria.

			Los territorios que elevaron más los impuestos fueron, a la postre, los que menos crecimiento económico y demográfico registraron, ya que, en un contexto de alta movilidad de personas y de actividad, les hizo perder competitividad, producción, empleo, población e ingresos tributarios en última instancia, lo que, a su vez, generó espirales viciosas de subidas impositivas, configurando una dinámica muy difícil de revertir desde el punto de vista político, una vez que se ha entrado en ellas. Por el contrario, aquellos estados que apostaron por bajos impuestos consiguieron un crecimiento mayor, unas bases tributarias más amplias y unos mejores servicios públicos, refutando, así, el prejuicio de que éstos se resienten con las bajadas impositivas.

			En este sentido, es importante recordar que en España se ha evidenciado que una de las mayores ventajas del ejercicio de la corresponsabilidad fiscal, mediante bajadas impositivas en las figuras altamente distorsionantes de la imposición patrimonial, no sólo ha mejorado la competitividad y el desempeño económico y demográfico de las comunidades que lo han implementado, sino que, a su vez, se ha producido una mejora de la eficiencia en la gestión de su gasto público, que es, en última instancia, uno de los determinantes más críticos de la calidad y disponibilidad de los distintos servicios públicos.

			En relación con la época más reciente, el trabajo también denuncia los efectos indirectos de las políticas de gasto y trasferencias hacia determinados colectivos decretadas en la Administración Obama, en un contexto de fuertes subidas impositivas para su financiación. De esta forma, dan una respuesta, también fiscal, al problema de la gran renuncia del mercado de trabajo estadounidense, a la vez que plantean que estas políticas también sirven como explicación del denominado «estancamiento secular».

			Tras leer el libro, la reflexión inevitable es que la prosperidad se garantiza mejor creando condiciones para que mejore la situación de los que tienen menores recursos que generando un entorno que empeore las condiciones de los que más tienen, ya que el bienestar, a largo plazo, se alcanza mejor combatiendo la pobreza que erradicando la riqueza.

			Los impuestos contra los «ricos» son un problema 
de todos

			Los denominados ricos son los grandes protagonistas del relato económico del libro, aunque ahora como palancas tractoras de prosperidad y no como culpables de todos los males, como injustamente son señalados por algunos. Este enfoque se justifica en que es normalmente el colectivo al que a más impuestos se le pretende someter, pero también es el segmento de población con una mayor alteración de incentivos. Especialmente importante es el reconocimiento, en el libro, de la estrecha y fuerte interrelación entre este colectivo y los procesos de inversión y crecimiento empresarial, que, a su vez, son las dos principales palancas del crecimiento económico a largo plazo.

			La pretensión de castigar fiscalmente a los ricos, en palabras de Laffer y sus colaboradores, «golpea y sacude la eficiencia económica, afectando de forma negativa a la sociedad en su conjunto [...], los aspectos fundamentales del crecimiento económico se ven comprometidos [...]. La ineficiencia está en el corazón de este fenómeno porque, al obligar a los ricos a refugiarse, el crecimiento económico se va ralentizando».

			Este prejuicio sobre los denominados ricos ha sido especialmente dañino a lo largo de la historia fiscal estadounidense, por lo que su conocimiento nos puede ayudar a evitar repetir estos errores en nuestro país. Por desgracia, en España, al margen de esta incuestionable evidencia, se ha apostado por demonizar a estos colectivos para justificar figuras tributarias selectivas, que, de partida, incumplen el principio tributario constitucional de que los impuestos deben ser generales, y que pretenden castigar a colectivos, como los acaudalados o a determinadas empresas.

			Los modelos de castigo tributario necesitan, para su legitimación, de convenciones y segmentaciones artificiales e impostadas de la sociedad, para poder así deslindar el colectivo al que se pretende discriminar y penalizar. Se utiliza la división en función de la renta y la riqueza para clasificar a los ciudadanos en ricos y pobres, o en relación con su naturaleza funcional, rentas del trabajo y del capital. Ambos criterios tienen el atractivo adicional de exacerbar emociones que alimentan las tensiones sociales.

			La premisa de partida no sólo es injusta, sino totalmente falsa, ya que, en un sistema económico tan interdependiente como es una sociedad moderna, no se puede penalizar arbitrariamente a los principales motores de la riqueza sin que ello afecte al resto de la sociedad. Como dicen Laffer y sus colaboradores, «cada vez que los ricos se volvieron más pobres, todos los demás también se empobrecieron». Y es que no se pueden olvidar las fuertes interrelaciones existentes entre los distintos actores que operan en las economías de mercado, como que el nivel de inversión, que depende de las expectativas de beneficios, está relacionado positivamente con el nivel de empleo y, por lo tanto, con el volumen de rentas del trabajo de la economía. De hecho, en España se ha estimado que tres cuartas partes de la desigualdad se explican por el desempleo y éste evoluciona en sentido contrario a la inversión empresarial.

			Una referencia teórica obligada para comprender esta realidad es la del fenómeno de la traslación impositiva, que es mucho mayor en una economía abierta, de pequeño tamaño y con libertad de circulación de factores, como la española, que la que se da en Estados Unidos. En este tipo de circunstancias, los impuestos que tienen como objeto gravar a los factores más móviles, como pueden ser los acaudalados y sus ahorros e inversiones, en la práctica se trasladan hacia los factores más inmóviles, como pueden ser los trabajadores. Además, este incremento de gravamen a los más acaudalados sólo puede elevarse hasta que su rentabilidad, después de impuestos, sea, al menos, la de sus alternativas de inversión equivalentes en el exterior, ya que, de no ser así, se produciría su deslocalización en el medio y largo plazo. Así pues, en los supuestos de movilidad perfecta de factores, estos impuestos que recaen en apariencia sobre el capital, en la práctica acaban recayendo, total o parcialmente, en el resto de los agentes o factores más inmóviles en términos relativos.

			Una paradoja de las tesis de Laffer es que «los impuestos altos, en teoría sobre las mayores rentas y capitales, aunque no se llegaran a pagar en la práctica, se mantenían en cuanto que ello justificaba que las clases medias y bajas accedieran a una mayor imposición sobre ellas». Esto es, los impuestos excesivos sobre los más ricos, aunque no lleguen a materializarse, son el mejor argumento para que la clase media pueda aceptar niveles desproporcionados de esfuerzo fiscal, ante el aparente alivio de que otros están aún peor.

			El prejuicio tributario contra los ricos es erróneo en cuanto que, al centrarse sólo en el resultado del proceso económico, la riqueza o la renta, obvian que estas variables obtenidas en el marco de las economías de mercado no son sino el reconocimiento de las aportaciones de los individuos al producto social. Pero es materialmente imposible intentar revertir los resultados del proceso de éxito de la economía de mercado a través de fuertes intervenciones tributarias, sin que en el camino se pierdan, a su vez, los incentivos a futuro que guiaron su generación (inversión, innovación, asunción de riesgos, trabajo y esfuerzo) para el conjunto de la sociedad.

			La reinterpretación de la historia económica incorporando las consecuencias de los impuestos

			El trabajo Los impuestos tienen consecuencias contiene nuevos argumentos que reinterpretan la duración e intensidad de la Gran Depresión de la década de 1930, que señalan que su principal causa fueron las rápidas y fuertes subidas impositivas decretadas en aquellos años, incluidas como tales las subidas arancelarias. Los impuestos sobre la renta y la imposición patrimonial se elevaron de forma rápida e intensa a principios de los años treinta, alcanzado niveles históricos en términos nominales, y se volvieron aún más asfixiantes como consecuencia de la deflación del momento.

			Esta perspectiva de la «economía de la oferta» no contradice, de ningún modo, la visión monetarista de la Gran Depresión, sino que la enriquece, ya que la política fiscal de persistentes déficits públicos con subidas impositivas excesivas resulta singularmente contractiva. Por tanto, es una explicación adicional, y no una refutación, del acierto de la visión monetarista de este ominoso período, que imputaba la misma a la equivocada orientación restrictiva de la política monetaria.

			La economía de Estados Unidos en la Segunda Guerra Mundial también es profundamente analizada e incorpora explicaciones originales y novedosas con relación al multiplicador keynesiano. El gasto en defensa del momento, que superó el 44 por ciento del PIB en 1944, no tuvo el efecto multiplicador que se aduce, y como prueba de ello, señalan algo que es incuestionable: «Una vez que la Segunda Guerra Mundial llegó a su fin y se produjo una reducción masiva en los gastos de defensa, no se produjo ninguna depresión generalizada en los niveles de vida [...] que se mantuvieron tremendamente bajos durante los quince años que van desde 1930 hasta 1945», y eso a pesar de que las horas de trabajo se dispararon para poder mantener la producción de bienes y servicios distintos de los producidos para la defensa.

			En el actual contexto, en el que se plantea una necesidad en la Unión Europea de aumentar el gasto en defensa, el desarrollo del libro daría justificación para excluirlo de los límites de las reglas fiscales, en cuanto que, a diferencia de otro gasto público, no generaría tensiones indirectas en la demanda agregada, adicionales a las derivadas del proceso de producción de este tipo de gastos.

			La fuerte expansión económica de Estados Unidos posterior a la Segunda Guerra Mundial también se interpreta en la obra, partiendo de que el análisis del ciclo ha de completar no sólo el PIB, sino también el PIB propiamente privado (PIB total – gastos en defensa), que fue el que verdaderamente configuró un salto en el nivel de vida, aprovechando, eso sí, los recursos liberados de inversión y de capital humano (choque positivo de la oferta) tras el conflicto bélico. El ajuste del gasto público en defensa fue colosal, pero, a la vez, tanto en 1945 como en 1948 se aprobaron fuertes rebajas impositivas para dejar atrás los niveles confiscatorios en que se había situado el sistema fiscal estadounidense desde 1930, con lo que el efecto conjunto final fue de expansión económica.

			En la posguerra mundial se puso de manifiesto que los multiplicadores expansivos de los recortes de impuestos, especialmente cuando éstos parten de niveles excesivos y se concentran en las figuras de la imposición directa, son de mucha mayor magnitud que los multiplicadores contractivos de la normalización del gasto público. La ciencia económica hoy es mucho más consciente de estos problemas contractivos de las subidas de impuestos gracias a los trabajos de Alberto Alesina y los más recientes de Valery Ramey, pero durante no poco tiempo se pensó lo contrario, como consecuencia de la explicación que dio, en su día, con su famoso teorema, Haavelmo. Cabe mencionar aquí la reflexión de que los modelos son instrumentos para el análisis e interpretación de la realidad económica, pero la observación directa de la realidad siempre es mucho mejor guía que el mejor de los modelos que tenga como objetivo su simulación.

			La vuelta a las subidas impositivas coincidiendo con la guerra de Corea supusieron un cierto estancamiento económico en la década de 1950, hasta la presidencia de Kennedy, que aprobó un importante plan de recortes impositivos que dio lugar a una fuerte expansión de la economía estadounidense en la primera mitad de la década de 1960. Las medidas más destacables fueron la deducción por inversiones en el impuesto sobre sociedades y las fuertes rebajas en los tipos marginales de renta. El resultado fue un profundo aumento del nivel de vida y la mejora de los ingresos fiscales.

			La crisis de los años setenta generó una nueva patología fiscal, la «inflación fiscal», entendida como el aumento de la recaudación derivado de la inflación como consecuencia del fenómeno de la progresividad en frío, es decir, de gravar rentas nominales y no reales, al no corregir el efecto artificial de la inflación en la determinación de las bases imponibles. Este problema era especialmente visible en las rentas de capital, en las que se tributaba como ganancias por operaciones que económicamente, teniendo en cuenta la inflación, eran realmente pérdidas. Por su parte, las rentas del trabajo fueron penalizadas por su desplazamiento hacia escalas de renta asfixiantemente progresivas.

			Esta interacción perversa entre inflación e impuestos ensancha la brecha, o cuña fiscal, entre lo que pagaban los empresarios por contratar y lo que cobraban los trabajadores en términos netos, con lo que la tensión entre salarios, impuestos y precios lastraba la rentabilidad de las inversiones y, por ende, el empleo, enquistándose así en el tiempo la patología de la estanflación de bajo crecimiento con inflación.

			En el libro se detallan los aciertos de los recortes fiscales acordados por el presidente Reagan, tanto en los tipos marginales de renta, en la tributación de las rentas de capital mobiliario, como en el impuesto sobre sociedades, que generaron un choque positivo de oferta y de crecimiento vertiginoso. Entre las medidas específicas que citan están la exención tributaria en las ventas de viviendas y las cuentas de diferimiento fiscal de jubilación. Una gran transformación estructural, como consecuencia de esta política de oferta, fue animar y cultivar el crecimiento del espíritu y la inversión empresarial, y el consiguiente nacimiento y desarrollo de múltiples empresas.

			Sorprende la distancia con la que los autores narran el triunfo de las políticas de oferta en Estados Unidos en los años ochenta, eludiendo reivindicar su protagonismo inspirador. En cualquier caso, las mejoras no solamente recortaron la carga tributaria, sino que, además, redujeron su exceso de gravamen en términos de neutralidad y eficiencia, ya que, en este contexto de aplicar tipos nominales lo más reducidos posible, se ampliaron las bases imponibles, y se simplificaron y redujeron las exenciones e incentivos existentes.

			La economía de la oferta como mejor respuesta al reto de la pobreza

			Llegados a este punto, es oportuno hacer una reflexión sobre la desigualdad, que es la justificación actual de los equivocados modelos tributarios que, reiteradamente, combate la obra de Laffer, Domitrovic y Sinquefield. La utopía del igualitarismo sirve para justificar las intervenciones públicas incompatibles casi siempre con la libertad de empresa y el derecho de propiedad, elementos ambos que son los pilares de la economía de la oferta, en cuanto que son las condiciones más determinantes en la generación de incentivos naturales de las personas.

			Estos planteamientos son especialmente injustificados en un momento histórico, como es el actual, en el que la generalización de la economía de mercado ha conseguido reducir la pobreza absoluta a los menores niveles de la historia. Pero más que celebrar este incuestionable éxito, se imposta que la desigualdad, y no la pobreza, es el verdadero problema, dando a entender que son realidades paralelas cuando no lo son.

			El problema es que, si bien hay bastante consenso en cuanto a que la pobreza es un problema social y económico universalmente aceptado, no lo hay tanto con respecto a la desigualdad, salvo que coincida con la pobreza, ya que es más subjetiva que objetiva. Es verdad que la desigualdad puede derivar en emociones negativas interpersonales, como, por ejemplo, la frustración o la envidia, pero también en emociones positivas como la emulación o la ejemplaridad, que pueden favorecer incentivos de mejora social.

			En el pasado hubo estudios que creían que habían encontrado una relación inversa entre mayor desigualdad y menor crecimiento económico. La disfunción es que todos estos estudios se hicieron para países que no solamente tenían desigualdad, sino también verdadera pobreza, y es ésta precisamente la que explicaba el menor crecimiento económico. De hecho, los estudios más recientes señalan lo contrario, que los países, cuanto más crecen, si bien suelen asistir a reducciones de la pobreza, también pueden sufrir inevitables incrementos transitorios de la desigualdad.

			De cualquier modo, si para corregir la desigualdad se afecta negativamente a los motores del crecimiento, se puede cambiar el problema de la desigualdad por otro incuestionablemente peor: el de la pobreza. Por el contrario, la creación de un clima tributario favorable a la empresa y a la inversión fomenta las palancas del emprendimiento, la igualdad de oportunidades, la innovación, la acumulación y asignación eficiente del capital, y el esfuerzo personal, generándose un círculo virtuoso de progreso económico y social, y, por consiguiente, de reducción de la pobreza.

			Una reflexión de cierre

			Un riesgo de las sociedades democráticas modernas es que, a través de las libertades políticas de elección de los representantes, se pueden llegar a legitimar sistemas fiscales «confiscatorios» que quebrantan las propiedades básicas que configuran la naturaleza humana. Esto sería en realidad una tiranía, ya que lo que legitima a una democracia no es sólo la manera de acceder y rotarse en el poder, que también, sino, sobre todo, que funcione como un régimen constitucional que preserve los derechos naturales e irrenunciables de los individuos, como son la libertad y la propiedad.

			Hay realidades que son tan obvias y evidentes que olvidamos que se pueden perder fácilmente si se derrumban las instituciones que las han hecho posibles, y conviene no olvidar que nuestro nivel de vida es de los más elevados del mundo, no sólo en el momento actual, sino en el contexto histórico. Ahora bien, nadie está a salvo de perder lo ya conquistado. Una de las grandes enseñanzas del siglo XX es que, si se niega la libre empresa y la propiedad privada, podemos fácilmente hacer pobres a los ricos, pero, a la vez, haremos imposible que el resto de la sociedad tenga oportunidades mínimas para prosperar por su esfuerzo, que es la verdadera palanca del progreso y el bienestar social. Los países comunistas, que negaban la propiedad privada, no tenían sólo un problema de desigualdad, sino también de pobreza y de retraso en el nivel de vida. Por ello, los que plantean tributaciones confiscatorias para aproximarse a la utopía del igualitarismo de resultados tienen razón en una cuestión, que sus profecías apocalípticas pueden cumplirse, ya que la pobreza es el resultado inevitable de negar la propiedad privada y, por ende, los incentivos a su acumulación.

			El progreso económico es el resultado de la acción conjunta de múltiples factores, de ahí que sea difícil de alcanzar y, sobre todo, de mantener, pero perderlo, en cambio, resulta bastante fácil. Posiblemente, la forma más sencilla de hacerlo sea vaciar, a través de sistemas tributarios asfixiantes y confiscatorios, el contenido esencial de las dos instituciones que más han contribuido al bienestar de la humanidad: la propiedad privada y la libre empresa. Por eso es tan importante conocer y comprender esta última y trascendental obra de Laffer y sus coautores, porque aunque nos digan que siempre se puede aprender de nuestros errores, es mucho más inteligente aprender de los errores y aciertos de los demás, especialmente si éstos son tan agudos y expertos como los reconocidos autores de este libro, gracias al cual aportan nuevos argumentos de la vigencia pasada, presente y futura de la economía de la oferta y de los recortes impositivos.

			Director del Instituto de Estudios Económicos
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			«Sea cual fuere»

			Probablemente, la acusación más amplia y grave que se ha dirigido contra esta ley es que esconde algo muy parecido a una mentira: es decir, establece que se gravan los ingresos a tasas muy progresivas, pero a renglón seguido proporciona una batería de vías de escape tan convenientes que prácticamente nadie, por rico que sea, acabará pagando las tasas tan altas que se manejan en los titulares, ni nada que se les parezca.

			, sobre la fiscalidad estadounidense,
en Business adventures (1969)

			Los impuestos tienen consecuencias. Un impuesto aplicado a un bien o servicio, a la renta o a la propiedad, cambia la manera en que las personas se comportan en la economía. Un principio básico que debemos tener meridianamente claro es el que establece que si algo queda sujeto a un gravamen, su precio sube. Con ese aumento, la demanda de cualquier bien o servicio disminuye necesariamente. Además, en la medida en que un impuesto es un coste añadido a la producción, lo que hace es reducir la cantidad de dinero que obtienen los proveedores a cambio de la venta de un bien o servicio. Esto también influye en que la oferta baje. Los impuestos, por tanto, reducen el apetito de los compradores, pero también inciden en los beneficios empresariales, desanimando a los productores. Peor aún, como refleja la cita de John Brooks, el diseño de los impuestos no siempre es el apropiado, de modo que se crean incentivos para buscar formas de eludir o mitigar su incidencia.

			El impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) fue introducido en Estados Unidos hace unos cien años, en 1913, con la ratificación de la Decimosexta Enmienda a la Constitución. El IRPF no es diferente a los gravámenes que se aplican sobre cualquier otro aspecto de la economía. Si quienes obtienen ingresos pagan un impuesto por ello, ganarán y gastarán menos, y buscarán formas de minimizar esos pagos. Las personas con ingresos más altos serán las que más se espabilarán en este sentido porque tienen más medios y, por tanto, más opciones. Por ejemplo, pueden alterar la forma en que declaran sus ingresos, tanto en lo tocante a su residencia como en lo referido a los ejercicios en los que materializan sus rentas. Incluso pueden modificar la forma en que perciben sus honorarios, por ejemplo, con ingresos en especie en vez de monetarios. La historia de la tributación, en general, y el recorrido de los impuestos en Estados Unidos, en particular, nos brindan numerosos ejemplos de esta circunstancia.

			Las implicaciones prácticas que se derivan de la economía de la fiscalidad aplicada sobre la renta son muchas y muy significativas. En 1979 nos reunimos con el entonces candidato a la presidencia, Ronald Reagan, para ilustrarlo sobre las implicaciones de los gravámenes aplicados sobre los ingresos personales. Queríamos persuadirlo del poder que tienen los incentivos en la economía. El ejemplo que tomamos como referencia fue una reforma fiscal que estábamos desarrollando a instancias del gobierno de Puerto Rico. Tomemos el caso de dos gerentes de la cadena de hoteles Hilton que, después de impuestos, recibían una paga extra o bonus de 50.000 dólares cada uno. Uno era el gerente del Hilton Caribe, en San Juan, la capital de Puerto Rico, y el otro era el director del Hilton Miami, en Florida. Para la cadena Hilton, el coste total de hacer estos pagos ascendía a 385.000 dólares, en el caso del Hilton Caribe, puesto que la tasa impositiva más alta en Puerto Rico llegaba al 87 por ciento. En cambio, en el caso del Hilton Miami, el coste total de pagar esta prima salarial era de 100.000 dólares, ya que la tasa impositiva más alta era del 50 por ciento. Por lo tanto, a la cadena Hilton le costaba cuatro veces más bonificar al gerente de su hotel en San Juan que hacer lo mismo con el director de su establecimiento de Miami, a pesar de que ambos recibían el mismo incentivo de 50.000 dólares. Los impuestos tienen consecuencias. Por eso, nuestra reforma fiscal abogó por reducir los impuestos en Puerto Rico hasta igualarlos con los que se venían aplicando en Florida. Desde su aprobación, el tramo superior del IRPF soportado por los trabajadores residentes en la isla quedó fijado en el 50 por ciento. Tras su victoria electoral y su llegada a la presidencia de Estados Unidos en 1980, Reagan tomó este ejemplo como referencia y empezó a promover la reducción del IRPF aplicado en todo Estados Unidos.1

			La renta de los trabajadores ha quedado sujeta al pago de impuestos, de manera similar a lo que ocurre con otro tipo de circunstancias económicas. En este caso, aplicar un gravamen es más importante, si cabe, puesto que la renta es, en sí misma, un indicador capital del bienestar económico de la población. Los ingresos que obtiene cada persona son la base para poder comprar, invertir, ahorrar, donar... El consumo y las inversiones de cada uno, así como el dinero que transferimos a causas benéficas o el capital que somos capaces de acumular, provienen en última instancia de los ingresos que hemos obtenido previamente. Así, cuando los impuestos aumentan o reducen el coste de conseguir ingresos, o cuando reducen la demanda y la oferta de personas dispuestas a trabajar para lograr una renta determinada, el efecto sobre la economía será notable, hasta el punto de que, si los cambios adoptados son de calado, la economía puede verse afectada hasta la médula. Los impuestos sobre la renta funcionan, pues, como el precio de obtener esa misma renta.

			Este libro recoge los tiempos desenfrenados que Estados Unidos ha vivido a la hora de diseñar sus normas tributarias, especialmente en lo tocante al IRPF, vigente desde 1913. Y hablamos de tiempos desenfrenados porque, sin duda, el último siglo ha estado repleto de grandes variaciones. A veces se han adoptado tipos ridículamente elevados y, en algunas ocasiones, los tramos han sido más moderados e incluso podría decirse que reducidos. Por ejemplo, en la década de 1940, durante los años de la Segunda Guerra Mundial, el IRPF llegó a alcanzar un pico o máximo del 94 por ciento. De igual manera, durante buena parte de las décadas de 1950 y 1960, se mantuvo en un 91 por ciento. En cambio, a finales década de 1920 y comienzos de la de 1930, el tipo superior era de un 25 por ciento. Igualmente, en la segunda parte de la década de 1980, dicho gravamen tocaba techo en el 28 por ciento. Por otro lado, algunas de estas variaciones son muy intensas, con diferenciales muy acusados en la transición de impuestos bajos a altos, o viceversa. Por ejemplo, Herbert Hoover aumentó el tipo superior del IRPF del 25 al 63 por ciento, y lo hizo de golpe, en 1932, de modo que aquellos que en 1931 conservaban 75 céntimos por cada dólar de renta, pasaron a ganar apenas 37 céntimos por ese mismo dólar de ingreso personal, con lo que se reducía a la mitad la rentabilidad de obtener tales ingresos. En la misma línea, la rebaja de impuestos del presidente John F. Kennedy recortó el tramo superior del IRPF del 91 al 70 por ciento entre los años 1963 y 1965, lo que aumentó en un 233 por ciento la rentabilidad de obtener ingresos, simplemente gracias al tratamiento fiscal de ese tramo de renta. Los asalariados que apenas se quedaban con 9 céntimos de cada dólar obtenido conseguían ahora un ingreso neto de 30 céntimos. Treinta dividido por nueve: de ahí sale esa variación del 233 por ciento. En apenas dos años, las actividades generadoras de rentas altas triplicaron su rentabilidad.

			«Mucho wow», dirían asombrados quienes han adoptado el lenguaje propio de los memes y de internet. Y, sin duda, tal es el efecto que puede llegar a tener el impuesto sobre la renta sobre la economía. Si sus tipos son altos o bajos, si son estables o variables, si incentivan la oferta o la demanda... Todo eso influye de forma muy directa en la producción. En este libro abordamos cómo ha reaccionado la economía ante los distintos cambios que se han dado en este tributo, desde 1913 hasta nuestro tiempo.

			En Los impuestos tienen consecuencias nos preocupamos por el efecto de la fiscalidad en la economía estadounidense, de modo que nos centramos en el impacto de la tributación sobre los cientos de millones de personas que participan en ese mercado, pero no sólo hoy, sino durante los últimos cien años. Sin embargo, es cierto que el enfoque central de nuestro trabajo está en los contribuyentes que más ganan, es decir, en los «ricos». Esto es así, y debe ser así, por varias razones. La primera es que el sistema del impuesto sobre la renta siempre ha sido progresivo. Cuanto más dinero gana una persona a lo largo del ejercicio fiscal, mayor es la tasa impositiva que se le aplica conforme se registra un incremento adicional en su nivel de renta. En los últimos años, por ejemplo, los primeros 10.000 dólares percibidos a partir de las deducciones estándar están sujetos a un tipo del 10 por ciento, mientras que los ingresos superiores a 500.000 dólares soportan una tasa que llega al 37 por ciento. Cuanto más dinero ganan los contribuyentes, más impuestos pagan. Por tanto, en la medida en que el sistema del IRPF descansa sobre la progresividad desde su misma creación en 1913, la importancia del tramo superior es especialmente notable, puesto que determina qué incentivos tienen las personas que más ganan.

			Una segunda razón para centrarse en el tramo superior del IRPF y en el comportamiento fiscal de los contribuyentes sujetos a dicho nivel de tributación es que estas personas suelen mostrar una particular determinación a la hora de tomar decisiones con respecto a la manera en que su trabajo termina gravado por este impuesto. Dado que los que más ganan se enfrentan al tipo más alto, tienen una justificación más evidente para intentar que sus ingresos no queden totalmente sujetos a tales niveles de retención. Estas personas de ingresos altos están, por tanto, más interesadas que cualquier otro contribuyente en buscar algún tipo de ventaja pecuniaria a la hora de diseñar la forma en que reportan sus ingresos al fisco. Y, de hecho, los ricos también tienen una mayor capacidad de tomar medidas para proteger parte de sus ingresos del impacto de los impuestos.

			En su conocida Investigación sobre la naturaleza y las causas de la riqueza de las naciones, Adam Smith describió este tipo de fenómeno refiriéndose a las «mercancías», es decir, a los bienes y servicios que se producen en la economía. Sin embargo, su argumentación también es válida con respecto a los ingresos. Así, al abordar la relación entre las subidas impositivas y los ingresos obtenidos por esa vía, Smith planteó la siguiente reflexión:

			Los impuestos altos proporcionan frecuentemente al gobierno unos ingresos menores que los que podrían obtenerse con gravámenes más moderados, algunas veces porque disminuyen el consumo de las mercancías gravadas y otras porque fomentan el contrabando.

			Como exponemos con detalle (a veces quizá demasiado vehementemente) en los próximos capítulos, la experiencia estadounidense muestra que los tramos superiores del IRPF se ven atemperados por numerosas exenciones, deducciones o bonificaciones. La extensión de la legislación tributaria supera las 70.000 páginas, precisamente por el sinfín de cláusulas que, en la práctica, se aplican especialmente a quienes se sitúan en el tramo de ingresos más altos. Al fin y al cabo, si sólo tuviésemos que tomar en consideración los tipos de referencia, la normativa fiscal ocuparía apenas uno o dos folios. En la práctica, esas 70.000 páginas recogen la larga lista de excepciones con las que los contribuyentes pueden reducir el tipo efectivo por el que terminan contribuyendo. Y, como es lógico, las personas de ingresos más altos aprovechan estas oportunidades y las usan a su favor. No en vano, el grueso del gasto que realizan los ricos en materia de lobby y cabildeo está vinculado a la consolidación de estas ventajas tributarias.2

			Hay otra razón por la cual hemos optado por centrarnos en los que más ganan: a saber, que este grupo de ingresos influye sobremanera en la asignación del capital de inversión y la gestión de las empresas comerciales, de modo que su impacto general en la economía es muy significativo. Poner en peligro los ingresos de este segmento a través de impuestos más altos incide en la rentabilidad de las inversiones y la actividad empresarial, de modo que las consecuencias permean toda la economía, influyendo en su funcionamiento. Si los tipos impositivos son muy altos, los gerentes dedicarán más tiempo a salvaguardar, en la medida de lo posible, sus ingresos. No podemos ignorar esta cuestión. Al subirles los impuestos a los ricos, una de las cosas que conseguimos es que estos contribuyentes se concentren en buscar maneras de aminorar el efecto último de la fiscalidad sobre sus bolsillos. En cambio, con tipos más bajos, las rentas más altas siguen su inclinación natural, que no es otra que volcarse en conseguir que sus recursos generen más rentabilidad para ellos, para sus empresas y proyectos, y para la economía en general.

			Las palabras clave

			En 1913, el impuesto sobre la renta llegó definitivamente a Estados Unidos. La Decimosexta Enmienda a la Constitución fue ratificada ese año y especificó que «el Congreso tendrá facultades para establecer y recaudar impuestos sobre los ingresos, sea cual fuere la fuente de donde provengan». El poder legislativo aprovechó la oportunidad y estableció el impuesto sobre la renta para las personas físicas (IRPF). Al principio, sólo se aplicaba a un pequeño subconjunto de contribuyentes. Los tramos iban del 1 al 7 por ciento y, cuanto mayor fuese el nivel de ingresos, mayor sería la tasa aplicable. A lo largo del último siglo, los tipos han variado ampliamente, especialmente en lo tocante a las personas con ingresos más altos. En la década de 1920, el tramo superior superó el 75 por ciento y luego cayó al 25 por ciento. De 1932 a 1980, las rentas altas pagaron siempre un tipo de al menos un 60 por ciento. Desde 1987 hasta 2020, el umbral máximo osciló entre el 28 y el 40 por ciento.3

			Resulta muy interesante evaluar qué ocurre con la renta de quienes más ganan cuando dichos contribuyentes sufren cambios muy bruscos en su fiscalidad. Desde 1913 hasta hoy se han dado muchos cambios, pero hay algo que se ha mantenido constante: sean cuales fueren los tipos impositivos aplicados, el famoso 1 por ciento que más gana ha pagado siempre una proporción muy similar de sus ingresos en concepto de imposición sobre la renta.

			Para ser precisos, esa proporción ha tendido a situarse en el 20 por ciento. Así, cuando los tipos eran muy altos, caso de las cinco décadas anteriores a 1980, los que más ganaban retocaban sus asuntos económicos de tal manera que sus ingresos declarados generaran un pago cercano al 20 por ciento de sus ingresos reales totales. De igual forma, cuando los tipos impositivos fueron más moderados, como en buena parte de la década de 1920 o a partir de 1980, los que más ganaban gestionaban sus cuentas para que sus pagos impositivos ascendieran, aproximadamente, al 20 por ciento de sus ingresos reales totales. La diferencia entre un modelo y otro es que el primero exige poner en marcha todo tipo de estrategias para protegerse de la fiscalidad, en conjunción con caídas de los niveles de renta en períodos de ingresos altos para todo el conjunto de los contribuyentes (no sólo de quienes más ganaban), mientras que con impuestos más bajos, la protección contra la fiscalidad fue a menos, la aportación de los más ricos en impuestos creció y todos los tramos de renta se enriquecieron.4

			La clave para entender todo lo que ha supuesto la aprobación de la Decimosexta Enmienda a la Constitución de Estados Unidos está en la cláusula que considera válida la imposición sobre la renta «sea cual fuere» su procedencia. Esto significa que todo tipo de ingreso puede ser gravado, sin importar «la fuente de donde provenga». Todo depende, pues, de lo que decidan los políticos. Esto quiere decir que se deben definir unas bases imponibles que determinen qué ingresos están sujetos a imposición y cuáles no. El Congreso ha hecho tales distinciones desde el primer momento y después de un siglo esta tendencia se ha exacerbado. Así, si repasamos la normativa tributaria, sin duda prolija y extensa, pronto apreciamos que los tipos son solamente una parte de la conversación, porque también hay que tomar en consideración las reglas según las cuales se distingue el tratamiento fiscal de una u otra forma de ingreso. En 1913, por ejemplo, el Congreso determinó que las rentas del trabajo quedaban incluidas en el IRPF, pero excluyó de este tratamiento las rentas del ahorro generadas por los rendimientos de los bonos de deuda emitidos por las Administraciones estatales y locales. El «sea cual fuere», por tanto, es siempre subjetivo.

			Fue esta circunstancia la que hizo que las personas ricas y de altos ingresos empezasen a adoptar estrategias para lidiar con cinco décadas de elevadísimos tipos impositivos. Su pretensión no era otra que mantener más o menos constante el porcentaje de su ingreso total que podían retener, sin importar las variaciones en los tramos del IRPF. Así, cambiaron los tipos y las bases imponibles, pero también cambió la forma en que estos contribuyentes estructuraron sus rentas con ánimo de sufrir el menor castigo impositivo posible. Con tipos altos, el 1 por ciento que más gana ha tendido a reportar menos ingresos sujetos a estos tramos y, en cambio, ha canalizado un mayor porcentaje de su renta hacia aquellas fuentes que el Congreso ha dejado al margen de los tipos más elevados. Sin embargo, cuando los tipos del IRPF son más moderados, las personas de ingresos altos tienden a abstenerse de hacer grandes estrategias y se limitan a pagar según los tipos generales de referencia.

			La historia de cómo han evolucionado estas cuestiones desde 1913 hasta nuestros días es digna de estudio y merece un análisis a fondo por derecho propio. En Estados Unidos, como en otros países, las normas tributarias han demostrado ser lo suficientemente subjetivas como para que los que más ganan puedan actuar con audacia y aprovechar determinadas oportunidades que les permiten reducir su factura fiscal. Las estrategias que se pueden llegar a emplear son increíbles. Pero hay algo más importante detrás de la circunstancia de quienes más ganan: el impacto más general que tienen los impuestos sobre el conjunto de la economía y sobre nuestra sociedad.

			El escalón más alto de los adinerados es un grupo único y diferenciado, y lo ha sido desde hace más de un siglo, cuando países como Estados Unidos completaron su Revolución Industrial y alcanzaron una posición de preeminencia en la economía global. Desde entonces, quienes más ganan y quienes más tienen han sido los principales gestores de la economía, una economía que, en el caso estadounidense, se ha convertido en la de mayor tamaño conocido por el hombre a lo largo de la historia. Pues bien, estas élites son las que han aportado el capital inversor, la visión empresarial y el talento de gestión, impulsando los proyectos productivos que han transformado nuestros niveles de vida y nuestra prosperidad a nivel mundial. Ellos son los que han movilizado y entrenado a las masas que antaño eran un colectivo empobrecido, pero hoy conforman una clase media productiva y próspera. Y ellos, los que más ganan y los que más tienen, han exhibido una gran capacidad de liderazgo, puesto que los niveles de bienestar que han conseguido países como Estados Unidos no se comparan con los alcanzados por las potencias de cualquier otra época.

			Por tanto, en la era posterior a 1913, cada vez que los ricos y las personas de ingresos más altos se tuvieron que dedicar a proteger sus ingresos y a esquivar unas tasas impositivas excesivas, necesariamente se produjo una fuerte pérdida de eficiencia en la economía. Para seguir conservando unos ingresos altos o un patrimonio elevado, se hacía necesario alterar las formas de actividad e inversión, lo que golpea y sacude la eficiencia económica, y afecta de forma negativa a la sociedad en su conjunto. Si se adopta un IRPF muy elevado y las personas que se ven golpeadas por dicho tratamiento fiscal tienen que dirigir su dinero hacia inversiones alternativas, que no habrían hecho en otras condiciones, los aspectos fundamentales del crecimiento económico se ven comprometidos y entonces estamos poniendo en jaque la estructura de capital y los modelos económicos que soportan el trabajo, y, con ello, el principal medio de subsistencia de millones y millones de personas. En cambio, un modelo de impuestos bajos favorece que los ricos y las personas de ingresos altos sigan tomando decisiones sin interferencias. Esa normalidad y esa ausencia de interrupciones contribuyen a que la producción económica conduzca a una prosperidad generalizada.

			En este libro hablamos de cómo y por qué los impuestos han tenido consecuencias drásticas para la economía estadounidense, desde la creación del impuesto sobre la renta en 1913 hasta nuestros días. Pondremos de manifiesto que un sistema fiscal que insiste en aplicar tipos impositivos elevados a las personas ricas y de ingresos altos incentiva a que dicho grupo se dedique a evitar tales gravámenes. En las páginas y capítulos que siguen, mostramos evidencia de cómo las personas que más tienen y más ganan han manejado ingeniosamente sus ingresos para terminar obteniendo las mismas rentas después de impuestos, sin importar los tipos de referencia que supuestamente afectan a este segmento de contribuyentes. Y, por supuesto, contaremos esta historia tomando en cuenta en todo momento cuál ha sido el efecto colateral de la política fiscal sobre la economía en general. Invariablemente, cuando las altas tasas impositivas obligan a los que más ganan a concentrarse en reorganizar sus asuntos para disminuir su exposición a los cambios en la política tributaria, encontramos que la economía entra en suspenso, porque necesita de más capital y atención por parte de sus empresarios y gerentes. De modo similar, las rebajas impositivas aplicadas a quienes más ganan o más tienen han animado a los ricos a volver a comprometerse con el desarrollo de proyectos empresariales generadores de ganancias. El efecto de esto último es un mayor nivel de empleo, una mayor abundancia de bienes de consumo para el conjunto de la población y una economía que ofrece más oportunidades de desarrollo.

			Nuestra crónica de las consecuencias que han tenido los impuestos en la economía de Estados Unidos nos exige acabar con algunos mantras sagrados. Concluimos, por ejemplo, que los pagos de impuestos de los ricos, en comparación con todos los demás, son más altos cuando los tipos aplicados son más bajos. Por lo tanto, no tiene sentido seguir diciendo que los ricos pagarán más si se les suben los impuestos, porque la evidencia muestra que no siempre es así y, de hecho, tiende a suceder lo contrario. El ejemplo por excelencia lo tenemos en la década de 1920, cuando las rebajas de los tipos aplicadas a quienes más ganaban condujeron a un aumento de las contribuciones fiscales aportadas por este segmento de contribuyentes, favoreciendo once años de superávits presupuestarios, a pesar de que el gobierno lidiaba con las cargas financieras derivadas de la Primera Guerra Mundial.

			De igual forma, en nuestros capítulos dedicados a la Gran Depresión, pondremos en evidencia cómo esa horrible crisis se vio exacerbada y profundizada por varios villanos fiscales. De 1930 a 1932, el presidente Herbert Hoover aprobó subidas radicales de la fiscalidad federal. De igual modo, desde comienzos de la década de 1930, los gobiernos estatales y locales aprobaron medidas similares, contribuyendo sobremanera a la crisis bancaria e hipotecaria que caracterizó esos años. Algo similar ocurrió bajo mandato de Roosevelt. En este caso, presentamos abundante evidencia que muestra cómo la década de 1930 estuvo marcada por importantísimas subidas de impuestos, lo que tira por tierra el mito de que el «capitalismo» o el «patrón oro» fueron los causantes de la Gran Depresión.

			Asimismo, abordamos el mito de que la Segunda Guerra Mundial terminó con la Gran Depresión y explicamos que, en realidad, lo que sucedió fue todo lo contrario. De hecho, la economía de guerra profundizó la Gran Depresión, reduciendo el nivel de vida de los estadounidenses. Y no sólo eso: el final de la crisis se produjo por dos razones de índole fiscal. La primera fueron las rebajas de impuestos (para todos los tramos de renta, incluidos los superiores) que se aprobaron inmediatamente tras finalizar al conflicto, en 1945, y que se mantuvieron durante el resto de la década, a raíz de la presión popular ejercida sobre el Congreso y la Presidencia. La segunda, al menos tan decisiva como la anterior, fue que esta rebaja impositiva vino acompañada por un histórico recorte del gasto público (lo que atestigua que éste, que absorbe parte de los bienes y servicios que genera la economía, proviene de la tributación). En cuanto a la prosperidad de la década de 1950, mostramos que, de hecho, fue menos boyante de lo que tiende a asumirse, puesto que hubo cuatro recesiones en los once años que van de 1949 a 1960. Por otro lado, en estos años, el tramo superior del impuesto sobre la renta fue del 91 por ciento o 92 por ciento, lo que sólo podía contribuir a dañar el desempeño económico. Pero, tal y como ponemos de manifiesto, estos tipos no estuvieron exentos de errores de diseño. Por ejemplo, el Congreso creó todo tipo de lagunas que permitieron evadir legalmente los tipos tan altos que se habían codificado. Quienes más ganaban se las apañaron para ser creativos y litigaron cuando fue necesario, de manera que los tramos superiores que se habían adoptado no tuvieron validez práctica, en la medida en que nadie pagaba realmente esos niveles de impuestos. Por tanto, sostenemos que una de las principales razones por las que hubo cierto grado de prosperidad económica en la década de 1950 es precisamente porque los elevados tipos impositivos de la época no tuvieron validez práctica. Para que un marco tributario produzca uno u otro efecto, lo primero es que se aplique mínimamente.

			La década de 1960 puso en marcha una nueva época, que terminó marcada por las rebajas de impuestos y el giro a tipos fiscales más moderados, un modelo que prevaleció al menos hasta el año 2020. John F. Kennedy redujo los tipos del IRPF por la parte superior, lo que ocasionó un auge del crecimiento económico y permitió elevar los niveles de actividad en comparación con 1950. Sin embargo, los sucesores de Kennedy en la Casa Blanca aprobaron subidas impositivas en la segunda mitad de la década de 1960 y durante buena parte de la siguiente. Ocurrió algo parecido a nivel estatal y local. El resultado fue un crecimiento lento combinado con la inflación de los precios. Fue la diabólica «estanflación», un período que sólo hizo que la década de crecimiento de Kennedy luciese aún mejor en el retrovisor. En cambio, las rebajas de impuestos que desarrolló el presidente Ronald Reagan en la década de 1980 generaron acuerdos amplios entre republicanos y demócratas, y establecieron las bases del régimen fiscal que se mantuvo en pie durante las siguientes cuatro décadas. El tramo superior se estableció por debajo del 40 por ciento durante todo este período. El crecimiento fue variable durante esos años: mucho más fuerte en las décadas de 1980 y 1990 que en las de 2000 y 2010. Sin embargo, en clave recaudatoria, el motor de los ingresos fiscales federales fueron las rentas de quienes más ganaban, a pesar de que dichos contribuyentes pagaron gravámenes inferiores al 40 por ciento.

			Es de sabios tratar de aprender las lecciones que nos deja la historia, y sin duda las consecuencias que han tenido los impuestos en la economía de Estados Unidos desde que se aprobaron en 1913 nos ofrecen lecciones de gran claridad. Así, hemos podido comprobar con el paso de los años que, en términos de incentivos, el efecto que tienen los impuestos altos aplicados a los ricos es profundo, mucho más que para cualquier otro segmento de renta. En un sistema tributario progresivo, en el que las tasas que pagan los ciudadanos aumentan conforme suben sus ingresos, los que ganan más se enfrentan también a unos tipos más elevados. Esto supone un golpe por partida doble: cuanto mayor sea la tasa, mayor será el incentivo para evitarla y menor será el incentivo para obtener más ingresos. Por tanto, las rentas que no pueden protegerse debidamente de la voracidad recaudatoria se ocultarán o no se llevarán a término. Así, cuanto más rico sea el contribuyente, mayor será la determinación y los medios que desplegará para evitar la incidencia de los impuestos altos. Esto también implica dejar de invertir, emprender y trabajar. Y tales decisiones importan, porque ese segmento del que estamos hablando no es uno cualquiera, sino que son los gestores y custodios de la economía estadounidense.

			El capital y el talento de los ricos fluye a todo tipo de actividad económica en tiempos de impuestos bajos o, cuando menos, cuando la carga fiscal se reduce. Inevitablemente, el resultado que tienen estas dinámicas es una mayor prosperidad económica generalizada. Por el contrario, cuando los impuestos son altos o, al menos, cuando van en aumento, entonces los ricos cambian su comportamiento y adoptan una posición defensiva, centrando su capital y su talento en sus propios asuntos, con ánimo de salvaguardar, proteger y mantener su patrimonio. Inevitablemente, los altos impuestos dan como resultado una economía deficiente, que incluso puede caer en crisis prolongadas tan horribles como fue la Gran Depresión. Una de las garantías que han hecho tan prósperos a países como Estados Unidos ha sido la sabiduría democrática y popular que ha entendido que disparando los impuestos a quienes tienen más ingresos no se obtienen buenos resultados y, por tanto, es más conveniente que los tributos aplicados a estos contribuyentes sean bajos o moderados.

			Una relación chocante

			Informar de sus ingresos y declararlos para pagar los impuestos pertinentes se ha convertido en un deber cívico en la vida del estadounidense medio, que cada año debe cumplir con el mandato de presentar su liquidación del impuesto federal sobre la renta. Todos esos ingresos declarados —y también los no declarados— proporcionan la información de referencia que nos permite entender en qué medida los impuestos tienen consecuencias para el funcionamiento de la economía. En cuanto a los ingresos declarados y no declarados a efectos fiscales, existe un ejemplo muy revelador de lo que ocurría en los años de tipos muy altos, cuando el tramo superior del IRPF alcanzaba el 91 por ciento. Entonces, en la década de 1950, una de las personas más ricas de Estados Unidos, viuda de uno de los fundadores de la compañía de automoción Dodge, declaraba que sus ingresos sujetos al pago del IRPF eran prácticamente inexistentes. En cambio, su fortuna se estimaba en 56 millones de dólares, que serían equivalentes a unos 500 millones de dólares actuales. ¿Qué ocurría? La señora Dodge había depositado todo su dinero en bonos de deuda municipal, unos títulos, como ocurría con las obligaciones financieras de los gobiernos estatales, que generaban unas rentas libres de imposición a nivel federal. De hecho, como este tipo de ingreso estaba exento de tributar, ni siquiera era necesario reportarlo en los formularios anuales del Servicio de Impuestos Internos, la agencia de recaudación estadounidense.

			El ejemplo de la señora Dodge nos permite entender un fenómeno importante. Cuando se aplica un impuesto al precio de un producto, el coste para hacerse con él aumenta y la ganancia derivada de la venta mengua. Con un precio más alto, se reduce la demanda, y con un beneficio más bajo, se reduce la oferta. Pues bien, los impuestos aplicados a los ingresos de los ricos funcionan de esa misma manera. Si los tipos aplicados a los ricos aumentan, éstos procurarán elevar sus ingresos para mantener su renta, pero, al comprobar que el ingreso neto se reduce, también retirarán (parcial o totalmente) su actividad del mercado.

			Sin embargo, si usamos las declaraciones de impuestos sobre la renta para estudiar los ingresos de los ricos, nos quedamos sólo con la base imponible, pero acabamos dejando a un lado parte importante de la realidad. Por ejemplo, la señora Dodge ganaba cada año más de un millón de dólares gracias a sus inversiones, una cifra que hoy supondría en torno a 10 millones por ejercicio. Si conforme suben los tipos impositivos, los ingresos de los ricos menguan (como sucedería en este caso, ya que la señora Dodge tomó en su momento la decisión de cambiar sus inversiones, pasando de una cartera compuesta por títulos empresariales a una conformada por bonos municipales exentos de tributación), entonces tenemos una prueba fehaciente, por no decir una prueba indiscutible, de que algo no va bien y no estamos registrando los ingresos correctamente. Cuando los ingresos que comunican los ricos en sus declaraciones de impuestos muestran una tendencia a la baja en un contexto de impuestos más altos, lo más probable es que buena parte de esos ingresos no hayan desaparecido, sino que se han transformado, diferido, alterado... para protegerse y escapar del tipo fiscal tan elevado que se les pretendía aplicar. Este fenómeno no es en absoluto menor, puesto que quedarse de brazos cruzados implicaría perder hasta el 91 por ciento del dinero ganado.

			El siguiente gráfico es sorprendente. Construido a partir de las declaraciones de impuestos oficiales, reconstruye el ingreso promedio del 1 por ciento de personas con ingresos más altos y muestra asimismo la tasa de retención, que no es otra cosa que el porcentaje del ingreso bruto que obtienen de forma neta estos contribuyentes una vez que han pagado el IRPF correspondiente.

			Gráfico 1.1. Renta media del 1 % que más gana (según 
sus declaraciones de la renta) versus ingresos retenidos por 
el 1 % que más gana después de pagar el IRPF (1913-2018)

			[image: ]

			Nota: los datos de ingresos vienen expresados en dólares de 2018 y han sido desestacionalizados a base de ajustarlos por componentes tendenciales. Al aislar las tendencias, se postula una tasa estándar de aumento (en este caso, del 1,5 por ciento por año) que evoluciona desde un punto inicial hasta un punto final. El primer y último año que figuran se corresponden con la tendencia, es decir, presentan una desviación del 0 por ciento. En cambio, cuando se dan valores superiores al 0, esto indica que la renta lograda hasta la fecha subió por encima del 1,5 por ciento anual. De igual modo, si los valores son inferiores a 0, esto indica que la renta ha subido menos del 1,5 por ciento anual hasta la fecha. Por tanto, un aumento indica que el desempeño registrado es mejor que la tendencia, mientras que una caída sugiere, por su parte, que el descenso viene a empeorar la tendencia.

			Fuente: Tax Policy Center, PSZ.

			Este gráfico muestra una relación muy directa. A medida que aumenta la tasa de retención, calculada como la resta del cien por cien y el tipo impositivo máximo, observamos que también aumenta el ingreso promedio declarado por los ricos. Y, a medida que la tasa de retención va disminuyendo y el dinero que conservan después de pagar el IRPF se reduce, también se produce un descenso en el ingreso promedio de los ricos. Recordemos que estas estadísticas sobre los ingresos de los ricos provienen de las declaraciones de impuestos que ellos mismos presentan. Los ingresos declarados disminuyen con tipos impositivos mayores y crecen con retenciones tributarias menores. Pero ¿qué ocurre con el ingreso total real, en vez de solamente con los ingresos declarados? Al fin y al cabo, ya hemos visto lo que hacía la señora Dodge para ganar mucho dinero y esquivar por completo el pago del IRPF, a pesar de que, en la década de 1950, los impuestos generalmente aplicables a los ricos eran altos.

			Pues bien, lo que ocurre cuando los tipos progresivos son tan altos es que la declaración de la renta está claramente amañada, a veces hasta llegar a extremos ridículos, como explicaremos en los siguientes capítulos. Pero para el historiador económico con mentalidad de detective que esté interesado en este tema, lo importante no es eso, sino ir más allá, seguir adelante y ver a dónde se van esos ingresos no declarados que siguen teniendo los ricos en tiempos de tipos impositivos elevados. Sin lugar a dudas, ese ingreso no fluye hacia los no ricos. Y es que, por mucho que haya una creencia común que sostiene que los impuestos altos aplicados a los ricos generarán más ingresos para los no ricos, lo cierto es que tal argumentación carece de base teórica o fáctica para esta creencia. La renta declarada por quienes más ganan es la más volátil de todas, porque quienes perciben ingresos altos no están tan desesperados por materializar todas sus fuentes de renta en el corto plazo y, por lo tanto, pueden tomar medidas para adaptarse al marco fiscal. Subir los impuestos a estos contribuyentes tiene dos efectos. El primero es que sus ingresos irán a menos, y el segundo es que los ingresos que declararán también irán a menos para protegerse del fisco.

			Cuando los tipos impositivos aplicados a las rentas altas aumentan, pero la declaración de impuestos de estas mismas personas va a menos, lo que verdaderamente ocurre es que parte importante de esos ingresos serán derivados a mecanismos o regímenes que estén sujetos a menos tributación o, incluso, exentos de pagar al fisco. La ineficiencia está en el corazón de este fenómeno porque, al obligar a los ricos a refugiarse, el crecimiento económico se va ralentizando. Esto afecta a los propios ricos, que también obtienen menos ingresos, como resultado de ese menor dinamismo de la producción. Pero todo parte del hecho de tener que reorganizar el capital para blindarse ante grandes subidas de impuestos. En el gráfico anterior vemos que a mediados del siglo XX se produjo una caída en los ingresos que declararon los ricos, pero esto sólo se ceñía a los ingresos declarados. ¿Qué pasó en realidad? Que los ricos dejaron de participar en la economía como venían haciendo y pasaron a centrarse en canalizar sus ingresos de forma más competitiva desde el punto de vista fiscal. El ingreso promedio del 1 por ciento que más gana va a menos, como cabe esperar, cuando se aplican tipos impositivos más altos, pero no podemos ignorar que ese descenso se explica por estrategias orientadas a pagar menos tributos. Por lo tanto, la economía crece menos y la renta de los ricos no pasa a ser de los no ricos, al contrario de lo que se suele afirmar. ¡Ay de cualquier economía en la que los ricos desistan de darles a sus activos de capital, además de a su experiencia, un uso apropiado y vigoroso!

			En busca de un refugio

			En principio, los ingresos promedio antes de impuestos que declara el 1 por ciento de más renta se reducen cuando aumentan los tipos máximos del IRPF. Esta relación es fácil de entender sobre el papel. Si se aumentan los impuestos y las élites económicas reportan menos ingresos antes de impuestos, parece que podemos dar por seguro que estas personas sí están ganando menos. Sin embargo, si tomamos en cuenta la naturaleza del sistema tributario y la determinación del 1 por ciento de blindar sus ingresos y protegerse de una fiscalidad confiscatoria, resulta evidente que el incentivo que tienen estas personas para proteger sus ingresos del impacto de los impuestos habrá ido en aumento. Esa búsqueda de blindaje fiscal reduce los ingresos declarados, lo que conduce a menos recaudación. En paralelo, tal desarrollo tiene otro efecto secundario importante, en la medida en que los esfuerzos de los ricos dejan de estar concentrados en la economía real.

			Como empezaremos a exponer con más detalle en el capítulo 2, el 1 por ciento de más renta siempre ha tenido un amplio abanico de refugios fiscales a su disposición. Además, estos contribuyentes tienen los medios para utilizar estos refugios de forma inteligente y sin riesgo legal alguno. Asimismo, hay un punto crucial que explica que esto ocurra: el hecho de que estas personas tienen motivos de sobra para intentar blindarse. Proteger su dinero de unos tipos impositivos excesivos se convierte en una prioridad de primer orden siempre que se dé cualquiera de estas dos condiciones: que los tipos sean altos cuando se está ganando mucho dinero o que tengamos ante nosotros un flujo de ingresos importante. No olvidemos que, sin opciones para eludir las subidas de impuestos, lo que veríamos sería unos ingresos declarados crecientes que luego se traducen en una recaudación creciente. En cambio, como existen y siempre han existido alternativas, lo que ocurre es que el ingreso declarado cae y, con ello, se reduce la recaudación.

			A continuación enumeramos algunos de los mecanismos de protección fiscal favoritos de los ricos en los últimos tiempos. Muchas de estas prácticas siguen vigentes y gozan de gran aceptación entre las personas con mayores ingresos. Estos contribuyentes:

			
					Eligen formas de canalizar sus ingresos sujetas a impuestos más bajos, por ejemplo, el aumento de las ganancias de capital no realizadas. Tanto en la actualidad como durante buena parte de la historia, las ganancias de capital no realizadas han estado exentas de tributación. Si estas ganancias se transfieren en herencia o en donación a una institución benéfica o educativa, pasan a tener una «base incrementada», lo que significa que nunca se habrán pagado impuestos sobre las ganancias no realizadas.

					Rotan sus activos para priorizar aquellos que producen flujos de ingresos que la ley impositiva golpea de forma más leve, por ejemplo, los intereses de los bonos de deuda municipal, que en Estados Unidos siempre han estado libres de impuestos.

					Evaden impuestos mediante la no declaración de ingresos que, a priori, sí deberían haber sido comunicados dentro de la base imponible del IRPF. Es un delito penal, claro está, pero esta práctica puede llegar a ser generalizada bajo ciertas circunstancias.

					Trasladan el cobro de sus ingresos para dejar de materializarlo en lugares con impuestos altos y hacerlo en su lugar en jurisdicciones con niveles de tributación más bajos, caso de ciertos territorios estadounidenses donde la fiscalidad es más atractiva o de paraísos fiscales ubicados más allá de las fronteras nacionales.

					Bajan su factura fiscal cambiando el momento en que perciben sus ingresos a través de mecanismos como los arreglos de compensación diferida, algo muy recurrente entre los ejecutivos empresariales en la década de 1950, o los planes de pensiones para la jubilación y los fideicomisos de salto generacional.

					Recurren a fórmulas de trueque que están exentas de pagar impuestos, en vez de recurrir al cobro de sus ingresos a través de fórmulas que sí están gravadas.

					Reciben parte de sus ingresos en forma de beneficios empresariales o formas de remuneración en especie que quedan libres de tributación, como son las tarjetas o cuentas de gastos, la incorporación de lujosas oficinas en rascacielos adornadas con las mejores obras de arte, el pago de la cuota de membresía de todo tipo de asociaciones o clubes privados, el uso de aviones o jets privados formalmente vinculados a la empresa, la financiación de matrículas educativas para sus hijos, el uso de automóviles de empresa, etcétera. Estas prácticas fueron especialmente populares a mediados del siglo XX.

					Retienen los ingresos conseguidos por la empresa como una ganancia de capital no realizada para financiar después los gastos cotidianos a partir de deudas deducibles de intereses que están garantizadas por el capital retenido en el negocio.

					Hacen un uso extensivo de los créditos, deducciones o bonificaciones fiscales en vigor.

					Incluyen como gastos de empresa (vinculados a actividades de representación o relación con los clientes) algunos de sus hobbies, como la pertenencia a un club de golf o de equitación, los abonos de temporada para asistir al estadio de su equipo deportivo favorito, etcétera. Estas soluciones fueron muy frecuentes en la década de 1930. 

			

			Con estos diez puntos tenemos suficiente para dar cuenta del grueso de la variación observada en el gráfico 1.1. El propósito de estas medidas de elusión fiscal no es otro que mantener el nivel de vida que tienen las personas con ingresos más altos. Se trata de reducir los ingresos declarados, pero no de ganar menos, sino de ganar de otra forma, para seguir viviendo bien y no tener que enfrentar una fiscalidad confiscatoria. En todos los casos, estos dispositivos pensados para pagar menos impuestos son muy sensibles ante la adopción de gravámenes más altos, porque sirven para alterar la distribución de los ingresos totales reales a partir de los cambios introducidos en la declaración de impuestos. Por ejemplo, en la década de 1960, un ejecutivo se jactaba de «no haber pagado un almuerzo en treinta y un años». ¿Qué hacía? Su corporación pagó todas esas comidas como forma de remunerar al ejecutivo y evitar, al mismo tiempo, que éste acabase pagando un impuesto muy alto sobre su renta. Además, la empresa podía deducirse dichos gastos en las declaraciones del impuesto de sociedades.5 Por lo tanto, hay muchas fórmulas especiales que permiten encontrar amparo legal y que se han mantenido en funcionamiento con la aquiescencia de la clase política, lo que explica el extraño curso que siguen los ingresos declarados por los ricos estadounidenses desde que se introdujo el IRPF en 1913 hasta nuestros días. Pero ¿qué hay del efecto que tiene todo esto sobre el conjunto de la economía?

			Impuestos altos y bajos: una saga económica

			La aplicación de tasas muy altas ha incentivado el giro a estrategias de elusión de impuestos por parte de los ricos. Al verse obligados a adoptar este tipo de mecanismos, los ricos han dejado de estar plenamente concentrados en la producción económica, lo que ha hecho que la economía experimente períodos de desempeño deficiente. Tales etapas se corresponden con las fases en las que los ingresos declarados por los ricos fueron a menos y, como veremos, no se correspondieron con una mejora de los ingresos de los no ricos.

			Los siguientes quince capítulos de Los impuestos tienen consecuencias narran esta historia y su anverso, abordando lo sucedido en tiempos de impuestos altos y bajos. Nos hemos esforzado por recoger los datos de forma detallada y también hemos procurado darle a lo comentado la importancia que merece. Pero antes de desgranar nuestra investigación, echemos un vistazo anticipado a nuestros hallazgos generales:

			1913-1923

			Durante el período de tiempo que va desde la creación del impuesto sobre la renta en 1913 hasta el año 1923, hubo un breve intervalo en el que se aplicaron tipos impositivos muy altos para los más ricos. En 1918, el tramo superior se incrementó hasta alcanzar el 77 por ciento, frente al 7 por ciento que se venía pagando en 1915. Para contribuir al 77 por ciento, el sujeto tenía que declarar ingresos superiores a lo que hoy serían 15 millones de dólares. Pues bien, toda esta franja estuvo marcada por la recesión, con la economía en barrena desde 1918 hasta 1921. El ingreso promedio del 1 por ciento de más renta cayó drásticamente entre 1916 y 1921, ya que las personas adineradas protegieron sus ingresos y dejaron de declararlos en su totalidad, esquivando así los tipos que llegaban al 77 por ciento. 

			1924-1928

			Las importantes rebajas impositivas en los tipos máximos acompañaron una explosión de actividad económica y dieron pie a una producción increíblemente robusta, conocida como los locos años veinte. La economía estadounidense rugía mientras los tipos fiscales se reducían. Los ricos declararon muchos más ingresos, al quedar sujetos a impuestos mucho más bajos. La mejora en el nivel de vida de los ciudadanos fue generalizada. En 1928, con el tramo superior reducido hasta el 25 por ciento (frente al 77 por ciento de una década antes), el ingreso promedio declarado por el 1 por ciento superior había aumentado abruptamente y, en consecuencia, los ingresos fiscales obtenidos de ese 1 por ciento de mayor renta aumentaron prodigiosamente.

			1929-1932

			Las drásticas reducciones de los ingresos declarados por quienes más ganaban comenzaron a apreciarse cuando la Administración Hoover firmó el proyecto de Ley Arancelaria, más conocida como Ley Smoot-Hawley, que supuso el mayor aumento de impuestos conocido en tiempos de paz sobre la compra de productos importados. La medida entró en vigor en junio de 1930. Anticipándose a la subida arancelaria, el mercado de valores comenzó su corrección en 1929. El índice Dow Jones Industrial cerró el año con una caída del 35 por ciento. La economía real empezó a describir una desaceleración en 1929. La disminución del ingreso promedio declarado por los ricos fue a más a medida que se fueron acercando los nuevos aumentos de impuestos, lo que dio lugar a un empeoramiento de la economía.

			Después de que la Ley Smoot-Hawley quedase plenamente aprobada en junio de 1930, los acontecimientos se desencadenaron de forma virulenta. El mercado de valores se desplomó, los ingresos fiscales se hundieron y el desempleo se disparó. En 1932 entró en vigor un fuerte incremento del tramo superior del impuesto sobre la renta, que pasó del 25 por ciento al 63 por ciento. El desempleo oscilaba entre el 20 por ciento y el 25 por ciento. Los que más ganaban tomaron medidas para reducir el impacto de esas tasas impositivas mucho más altas, con unas consecuencias monstruosas. Las altas tasas impositivas se correlacionaron fuertemente con una disminución de los ingresos declarados de los ricos, coincidiendo con el colapso económico general que experimentó la economía de Estados Unidos.

			1933-1941

			El presidente Franklin D. Roosevelt (FDR), tras heredar una economía en ruinas, se negó en un primer momento a aumentar la estructura impositiva que le legó Hoover. Esto condujo a un cierto aumento de los ingresos declarados por parte del 1 por ciento de más renta y favoreció cierto repunte del crecimiento económico a mediados de la década de 1930. Sin embargo, FDR terminó cambiando de rumbo. En 1936, optó por aumentar los impuestos y elevó la tasa impositiva máxima del IRPF hasta el 79 por ciento. El resto de la década, Estados Unidos fue un laboratorio de pruebas para grandes proyectos de obras públicas. Fueron años en los que el desempleo alcanzó niveles asombrosos, los ingresos no declarados por parte de los ricos se dispararon y una persistente pobreza golpeó a millones de personas. El ingreso promedio de los ricos no pudo seguir la mejora de mediados de la década de 1930, volvió al contexto inicial de la Gran Depresión y se mantuvo en niveles históricamente bajos.

			1942-1945

			Estos fueron los peores años para el nivel de vida de los estadounidenses y coincidieron con la Segunda Guerra Mundial, cuando los tramos superiores del IRPF se elevaron hasta llegar al 94 por ciento. La confiscación de bienes de producción se disparó para su despliegue en las batallas militares que se estaban librando en Europa y el Pacífico. El consumo privado por hora trabajada cayó a mínimos no vistos desde los tiempos más duros del siglo anterior. La vida de la persona común era penosa según cualquier criterio de medición: jornadas de trabajo más largas, escasos bienes disponibles para el consumo, consecuencias terribles derivadas de la guerra. De nuevo, el ingreso medido de los ricos se mantuvo bajo.

			1946-1949

			En el tiempo de la posguerra, Estados Unidos ya se había acostumbrado a la adopción de tipos impositivos altísimos. Tras el choque inicial, cada vez había más profesionales capaces de enfrentar este reto: abogados, contables, expertos financieros... Todos ellos estaban más capacitados para hacer su magia en las declaraciones de impuestos. Las normas y regulaciones tributarias se convirtieron en herramientas que los más hábiles asesores supieron usar a favor de sus clientes, con ánimo de buscar y encontrar jugosos «agujeros» por los que colar parte de los ingresos y reducir la renta declarada y supuesta a tipos tan elevados. Obtener y conservar el mayor volumen de ingresos posible se había convertido en un juego propio de los más adinerados. En cambio, al carecer de las habilidades financieras y los recursos necesarios para evitar unos tipos fiscales más altos, los pobres se vieron, efectivamente, bloqueados e incapaces de acceder al escalón superior de los más prósperos, incluso a pesar de las buenas rachas, el buen desempeño o la buena suerte. Los códigos impositivos, marcados por una complejidad abrumadora y unos tipos muy elevados, garantizaban que las personas que ocasionalmente conseguían ingresos más altos nunca llegaban a hacerse ricas.

			En el período de cuatro años desde finales de 1945 hasta 1949, hubo una enorme reducción en el gasto público y ciertas rebajas de los impuestos aplicados a los ricos. El resultado fue una mejora considerable de la prosperidad. Todos estaban mejor, ricos y pobres por igual. El tramo superior del IRPF bajó del 94 por ciento, en 1945, al 80 por ciento, en 1948.

			1950-1960

			De 1950 a 1952 se revirtieron las rebajas de impuestos de la segunda mitad de los años cuarenta. Nuevamente, el tramo superior creció, esta vez del 82 por ciento al 91 por ciento. Esta medida fue justificada por el gobierno por la participación de Estados Unidos en la guerra de Corea. De nuevo, el ingreso promedio declarado por el 1 por ciento de mayor renta fue a menos, al igual que ocurrió con todos los ámbitos de la economía, salvo la defensa, de modo que el nivel de vida de la población fue a menos. Bajo la presidencia de Dwight Eisenhower (1953-1961), Estados Unidos sufrió niveles de crecimiento lentos, un desempleo relativamente alto y tres recesiones. Todo ello mientras se aplicaban tipos impositivos altos que condujeron al florecimiento de los paraísos fiscales y la elusión fiscal. En Washington D. C., los lobbies dedicados a buscar excepciones en las normas tributarias prosperaron como nunca antes. Los ingresos declarados por los ricos se mantuvieron en un rango bajo, donde permanecieron hasta que el presidente Kennedy llegó al poder. La indiferencia de Washington hacia las consecuencias que tuvo la aplicación de tipos impositivos extraordinariamente altos hizo que se produjese una caída drástica de los ingresos declarados. La economía registró un crecimiento económico ligeramente inferior al promedio.

			1961-1967

			En la era protagonizada por John F. Kennedy, la economía de los años sesenta, Estados Unidos floreció, el mercado de valores subió rápidamente, el desempleo disminuyó y el presupuesto se aproximó al equilibrio conforme los tipos impositivos aplicados a las rentas altas se redujeron drásticamente. El tipo más alto del impuesto sobre la renta cayó del 91 por ciento al 70 por ciento, el impuesto de sociedades pasó del 52 por ciento al 48 por ciento y los aranceles bajaron no sólo en Estados Unidos, sino en todo el mundo. El ingreso promedio declarado por los ricos se disparó, puesto que había incentivos para sacar parte de los ingresos de las carteras, activos y mecanismos en los que se habían refugiado. En este tiempo coexistieron amistosamente unos impuestos más bajos, una prosperidad general inequívoca y unos ingresos crecientes entre quienes formaban parte del 1 por ciento más rico.

			1968-1982

			Después de las efectivas rebajas de impuestos de Kennedy, Estados Unidos volvió a vivir una larga y desalentadora era de mediocridad económica. De nuevo, en estos años se redujo con fuerza el monto de ingresos declarados por los contribuyentes más ricos. Todo comenzó con aumentos de los tramos superiores del IRPF. El primer aumento aplicado tuvo lugar en 1968. Además, el tramo superior aplicado sobre las ganancias de capital aumentó diez puntos en 1969. La inflación de precios alcanzó niveles extremos y actuó en la práctica como otro aumento de impuestos que afectó a toda la población. Los impuestos no estaban indexados al IPC, lo que significaba que, si uno lograba mejorar su sueldo para compensar el encarecimiento del coste de la vida (en la década de 1970 y a comienzos de la década de 1980 el IPC describía aumentos de en torno a un 10 por ciento anual), terminaba enfrentando tipos impositivos más altos, a pesar de que la mejora sólo era nominal y el ingreso real no había experimentado ningún salto. En 1964 bastaba con ganar 1,75 millones (en dólares de 2021) para estar en la categoría impositiva más alta, mientras que, en 1981, este umbral llegaba a partir de los 325.000 dólares (de nuevo, en dólares de 2021). Éste fue un aumento de impuestos muy fuerte aplicado a los contribuyentes de ingresos más altos. En el gráfico 1.1, el ingreso promedio declarado por los ricos tocó fondo en 1933 pero, salvando la caída de la Gran Depresión, el mayor descenso se produjo en 1976.

			Durante los últimos años del presidente Lyndon Johnson, bajo el gobierno de los presidentes Richard Nixon, Gerald Ford y Jimmy Carter, y hasta el segundo año en el cargo de Ronald Reagan, la disminución del ingreso promedio reconocido por los ricos tuvo un gran coste. Estados Unidos sufrió la lacra de un crecimiento económico insignificante con una inflación de precios muy significativa. El nombre que recibió este fenómeno fue el de «estanflación». Sin embargo, en 1978 se aprobó una rebaja del impuesto a las ganancias de capital que anunció la llegada de una nueva era.

			1983-1989

			Cuando Ronald Reagan asumió la presidencia en 1981, el tramo superior del impuesto sobre la renta de las personas físicas llegaba al 63 por ciento y se había mantenido en niveles iguales o superiores desde 1932. En cambio, al final del mandato de Reagan (1989), el tipo más alto era del 28 por ciento. De igual modo, la fiscalidad de las rentas de capital, que alcanzaba niveles efectivos superiores al 40 por ciento, había bajado en 1978 al 28 por ciento y volvió a bajar con la rebaja de impuestos de Reagan en 1981, hasta llegar al 20 por ciento. El impuesto de sociedades también se redujo, pasando del 46 por ciento al 34 por ciento. Los tramos impositivos del IRPF se indexaron para quedar ajustados a la inflación. Desde 1990, el tramo superior del IRPF ha estado por encima del 28 por ciento al que lo redujo Reagan, pero siempre se ha mantenido por debajo del 40 por ciento. Asimismo, la fiscalidad de las rentas de capital y los impuestos sobre los beneficios empresariales se han mantenido cerca o por debajo de los mínimos alcanzados en el mandato de Reagan. Por otro lado, a lo largo de las dos presidencias de Reagan, las rebajas impositivas fueron de la mano de grandes aumentos en los niveles de empleo (veinte millones de nuevos puestos de trabajo creados entre 1982 y 1990), así como una fuerte disminución de la inflación (que acabó con la estanflación) y, en clave geopolítica, el final de la Guerra Fría. Dados estos desarrollos, los ingresos de impuestos declarados por quienes se ubican en la parte superior de la distribución de la renta se dispararon. Igualmente, las personas de ingresos altos redujeron drásticamente el uso de prácticas de ingeniería tributaria o el recurso a paraísos fiscales porque, simple y llanamente, esos mecanismos ya no eran necesarios.

			1990-1994

			El presidente George H. W. Bush se alejó del precedente que había sentado Reagan. La tasa impositiva más alta del IRPF subió poco a poco bajo el gobierno de Bush, a partir de 1990, y coincidiendo con el primer año en el cargo del presidente Bill Clinton (1993), quedó establecida en un 39,6 por ciento, por encima del 28 por ciento con el que había abandonado el cargo su antecesor Reagan. La economía se tambaleó, como refleja la recesión de 1990-1991, precipitada por los aumentos de impuestos de Bush a los ricos, que golpearon incluso la producción de bienes y servicios considerados de lujo. La fuerte caída en el ingreso promedio del 1 por ciento de más renta vino nuevamente acompañada de una recesión, como ha ocurrido siempre. Con tipos impositivos más altos, llegó una vez más un proceso de mayor protección fiscal y una economía desanimada.

			1995-2000

			Los años que siguieron a Bush padre vinieron marcados por dos tipos de política económica bajo un mismo presidente: Bill Clinton. En 1993-1994, el mandatario elevó los tipos impositivos exigidos a las rentas altas e impulsó un gran programa de gasto sanitario público por parte del gobierno federal. Las estrepitosas derrotas que sufrieron los demócratas en las elecciones que se celebraron a mediados de su primer mandato, en noviembre de 1994, coincidieron con el mal desempeño de los mercados de acciones y bonos, que tocaron fondo. En cambio, una tremenda ola de crecimiento se extendió por Estados Unidos cuando Clinton cambió de rumbo, reformó el estado de bienestar para eliminar o reformar programas mal diseñados o que desincentivaban el empleo, redujo el gasto público y bajó los impuestos aplicados a las rentas de capital, y todo ello mientras lideró la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (NAFTA, por sus siglas en inglés) que Reagan había propuesto y que Clinton consiguió sacar adelante. Con menos gasto público y unos impuestos más bajos —menos aranceles y tipos más bajos sobre las rentas de capital—, se llegó a alcanzar un crecimiento económico del 4 por ciento anual, amén de una poderosa recuperación del mercado de valores y la creación de otros diecinueve millones de nuevos empleos.

			2001-2020

			A lo largo del mandato de Clinton, así como durante las presidencias de George W. Bush, Barack Obama y Donald Trump, los ingresos de impuestos declarados por el 1 por ciento de mayor renta aumentaron de forma sostenida, salvo en los momentos en que el mercado financiero evolucionó a la baja y en las recesiones asociadas con el comienzo y el final del mandato del presidente George W. Bush: la de 2001 (conocida como la crisis de las puntocom) y la de 2008-2009 (identificada como la Gran Recesión). Las personas de ingresos altos empezaron a declarar el grueso de las rentas que percibían realmente. En estas recesiones, el porcentaje de la renta obtenido antes de impuestos por el 1 por ciento de mayores ingresos fue a menos. Como siempre, con tipos impositivos más altos y recesiones económicas, los ingresos observados por la parte superior de la distribución de la renta menguaron. En 2017-2019, las rebajas impositivas coincidieron con una caída en la tasa de desempleo, que alcanzó mínimos históricos.

			Paradojas

			La paradoja del ingreso promedio de los ricos, frente a la tasa de retención máxima del impuesto sobre la renta, es que, a medida que aumenta el coste de obtener ingresos más elevados (los impuestos pagados al tipo superior del IRPF afectan sólo a quienes tienen rentas más altas), el nivel de ingresos reportado por este segmento experimenta una caída. En pocas circunstancias, el precio de cualquier cosa baja cuando se le impone un impuesto. Si no fuera por las estrategias de protección fiscal, los ingresos declarados de los ricos deberían haber aumentado a pesar de los aumentos en los tipos impositivos aplicados sobre sus rentas. Si los ingresos declarados por los ricos se redujeran con la adopción de tipos impositivos más altos, y si no hubiese estrategias de protección fiscal en juego, entonces significaría que los ricos no tienen problema alguno a la hora de trabajar e invertir lo mismo que antes, por mucho que ahora recibirán menos a raíz de los aumentos tributarios.

			El hecho de que los ingresos de estas élites se reduzcan cuando hay un aumento en el coste fiscal de obtener esos niveles de renta —es decir, cuando sube el tramo superior del IRPF— sugiere que las personas con ingresos altos toman medidas y actúan con ánimo de proteger sus ingresos ante estas nuevas circunstancias tributarias. Los tipos altos del impuesto sobre la renta producen una combinación negativa: más estrategias de elusión fiscal, ingresos declarados más bajos que conducen a menos recaudación y una economía dañada por el hecho de que sus grandes gestores han sido desincentivados. Todo esto tiene, a su vez, una consecuencia adicional: como el 1 por ciento que más gana declara menos impuestos, se hace preciso imponer nuevas exacciones fiscales sobre el resto de la población. Éste es un tema que exploraremos de forma más extensa en los próximos capítulos.

			Sin duda, los incentivos que tiene el 1 por ciento que más gana para intentar protegerse de la voracidad fiscal son evidentes. En la década de 1950 se llegaron a dar situaciones absurdas, puesto que los tipos impositivos máximos llegaron a superar el 90 por ciento. Cuanto mayor sea la tasa impositiva, más profunda será la necesidad de los ricos de velar para que estos niveles de imposición tengan el menor efecto posible sobre sus ingresos reales. Como regla general, si tomamos como referencia un tipo impositivo máximo del 25 por ciento, los perceptores de tal nivel de renta dedicarán el 25 por ciento de sus esfuerzos a tratar de reducir el impacto fiscal en sus ganancias, pero concentrarán el 75 por ciento de su desempeño en elevar sus ganancias. Sin embargo, si el tramo superior alcanza el 75 por ciento, entonces la situación se invierte: el 75 por ciento de su esfuerzo se concentra en reducir el impacto de la fiscalidad y apenas el 25 por ciento se vuelca en elevar las ganancias. 

			Además, como nos muestra la historia fiscal estadounidense desde 1913, con tipos impositivos más altos, la actividad económica de los ricos se ha vuelto mucho menos rentable. Los repuntes tributarios han reducido el trabajo productivo y los niveles de inversión de este grupo tan decisivo económicamente hablando. En gran parte, las mejoras del ingreso quedaron protegidas a través de refugios y mecanismos diversos. En la medida en que este tipo de desviaciones resultan rentables, los flujos de la inversión y la actividad económica se alteran y la producción termina siendo menos dinámica en general. Las consecuencias de subir impuestos a los ricos terminan repercutiendo sobre toda la economía, que registra un peor desempeño a todos los niveles. Cada vez que los ricos se volvieron más pobres, los demás también se empobrecieron.

			Esta última observación es fundamental. Los datos muestran sin ambigüedades que quienes no forman parte del 1 por ciento de mayor renta no mejoran su situación en tiempos de impuestos altos a los ricos. De hecho, si comparamos el ingreso promedio del 50 por ciento de menor renta con otras cohortes de la distribución de las remuneraciones, encontramos que la paga obtenida por dicho segmento ha ido bajando constantemente durante los últimos setenta y cinco años, sin importar los tipos fiscales aplicados (incluidos los tramos superiores que han pagado las personas de mayor renta, para quienes se han dado grandes oscilaciones durante el período estudiado). En el siguiente gráfico, trazamos el ingreso promedio del 50 por ciento inferior de los asalariados y vemos que, con independencia de lo que haya ocurrido fiscalmente con los que más ganan, lo único que ha hecho este indicador es bajar. Los ingresos promedio del 1 por ciento superior y del 49 por ciento superior (el 50 por ciento superior excluyendo al 1 por ciento superior) presentan variaciones, pero no ocurre lo mismo con el ingreso medio del 50 por ciento inferior. Cuando los impuestos a las rentas altas fueron elevados (en las décadas de 1950, 1960 y 1970), los ingresos de la mitad inferior se redujeron en comparación con sus pares. Lo mismo sucedió después de que los impuestos de quienes más ganan disminuyeran y se mantuvieron en niveles moderados a partir de la década de 1980 (véase gráfico 1.2).

			Como se explica en los capítulos siguientes, en épocas de tipos impositivos altos sobre los ricos, el 95 por ciento de los que reciben menos renta (incluyendo el 50 por ciento de los trabajadores con niveles más reducidos de renta) vieron cómo cada vez tuvieron que pagar más impuestos del total recaudado. En cambio, el porcentaje relativo de la recaudación que proviene de los que más ganan se ha mantenido constante a lo largo de los años y casi no ha visto alterado su peso sobre el PIB. Del mismo modo, cuando las tasas impositivas en la cima han sido más bajas (sobre todo en la década de 1920, pero también después de 1980), los impuestos totales pagados por los no ricos cayeron sustancialmente como proporción del PIB, mientras que la aportación fiscal de los ricos se disparó. El gráfico 1.3 muestra esta evolución.

			Gráfico 1.2. Ingreso real promedio (anual, 1943-2017, indexado 1943 = 100, en dólares de 2018) del 1 % que más gana, el 49 % que más gana (excluyendo 1 % que más gana) y el 50 % que menos gana
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			Fuente: Agencia Tributaria de Estados Unidos (Internal Revenue Service, IRS).

			Gráfico 1.3. Ingresos tributarios obtenidos del 1 % de mayor renta (como porcentaje del PIB) versus ingresos tributaries obtenidos por el 95 % de menor renta, y versus el tramo superior del impuesto sobre la renta (datos anuales, 1916-2013)
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			Fuente: Informes de recaudación de la Agencia Tributaria Estadounidense (Internal Revenue Service Statistics of Income), Laffer Associates.

			Así que, si echamos la vista atrás un siglo y repasamos la evidencia disponible, encontramos que la imposición aplicada a los ricos arroja lecciones importantes. Si aumentamos los gravámenes cobrados a dicho grupo, la respuesta será un festival de estrategias de ingeniería fiscal en busca de refugio, lo que deja el ingreso total declarado por dicho segmento en un nivel más bajo. Esto deja a la economía en el lamentable estado de tener que valerse por sí misma, sin contar con toda la atención y recursos propios de quienes ostentan una posición de liderazgo. El panorama para los no ricos es sombrío. En cambio, reducir los tipos impositivos máximos permite a la economía obtener todos los servicios y ventajas derivadas de la intervención de las personas de mayor riqueza, que se empeña de forma más eficiente, lo que redunda en una prosperidad masiva, como muestra la historia de Estados Unidos, un país que ha alcanzado niveles de desarrollo sin precedentes a nivel global y en clave histórica. En esas circunstancias, todos, los de arriba y los de abajo, están mejor y pueden prosperar.

			La «U»

			En los últimos años, un grupo de economistas progresistas encabezado por Thomas Piketty ha argumentado que los tipos impositivos exigidos a los ricos deben aumentar drásticamente, más allá del 70 por ciento. El libro de Piketty publicado en 2014, El capital en el siglo xxi, recoge esta idea. El lanzamiento de la obra fue un fenómeno editorial y vendió más de dos millones de copias. Su mensaje central puede resumirlo una «curva en forma de U» que muestra el curso de la «desigualdad de ingresos» a partir de los datos de renta antes de impuestos declarados desde 1910 hasta hoy. Para Estados Unidos, la curva vendría a decir que el 1 por ciento que más gana obtuvo un porcentaje importante de los ingresos declarados por todos los contribuyentes, tanto al principio como al final del período. Sin embargo, entre ambos extremos temporales, en la época que va desde la década de 1930 hasta la de 1970, el 1 por ciento superior obtuvo un porcentaje más pequeño de la renta nacional. De ahí la «U»: la desigualdad de ingresos era alta hace un siglo y volvería a serlo ahora (esto representa los dos extremos de la «U»), pero a mediados de siglo se habrían dado cotas más bajas de desigualdad (fase coincidente con la parte inferior de la «U»). Superpuesto a la U se presentaría el tipo impositivo soportado por las rentas altas, que tendría una forma de «U» invertida. Parecería que hay, por tanto, algún tipo de correlación. El mensaje resultante vendría a decir, pues, que la desigualdad aumenta con tramos superiores bajos y, en cambio, disminuye si los tributos sobre las rentas altas se reducen. Pero, por supuesto, como sabemos, estas altas tasas impositivas no minaron los ingresos reales totales, sino solamente los ingresos declarados ante el fisco. Además, las personas con ingresos más bajos sufrieron enormemente y tuvieron que pagar un mayor porcentaje de impuestos. ¿Por qué querría alguien una mayor igualdad si esto significa que todo el mundo está peor?6

			Piketty desarrolló esta curva con su colega Emmanuel Saez. Estos dos economistas se han unido a otros investigadores, en particular Stefanie Stantcheva y Gabriel Zucman, y han seguido profundizando en el tema. Para la investigación que presenta este libro, hemos aceptado los datos fiscales que han recopilado estos economistas de izquierdas, fuente de los datos que presentamos para el período que va de 1913 a la Segunda Guerra Mundial. La evidencia estadística que han recopilado Piketty y sus asociados es impresionante, novedosa y, además, muy útil para nuestros propósitos. Es difícil imaginar un libro como éste sin contar con dicha investigación. El problema es que las conclusiones de Piketty, Saez, Stantcheva o Zucman no encajan con sus propios datos.

			Nuestra perspectiva y conclusiones son, por tanto, diferentes. Al considerar la evidencia de la historia fiscal y económica estadounidense desde 1913 hasta hoy, encontramos que los aumentos y disminuciones en la desigualdad no son más que ilusiones estadísticas que enmascaran desarrollos económicos reales que, de hecho, son mucho más importantes. Hemos hallado que, si bien los ricos reciben un golpe cuando los tipos impositivos son más altos, los que ganan menos se ven más perjudicados. Y hemos descubierto también que a los ricos les va bastante bien si los impuestos que se les demandan son bajos, pero ello no va en detrimento de nadie, más bien al revés, porque en estos escenarios vemos que la gran mayoría de la sociedad prospera y que los ricos aportan una parte mayor de los impuestos recaudados, a través de un grado de cumplimiento voluntario más alto.

			Los impuestos tienen consecuencias: éste es el título y el tema central de nuestro libro. Pues bien, la principal de estas consecuencias es que, a lo largo de los muchos años de aplicación del impuesto sobre la renta, las subidas de dicho gravamen han sido un obstáculo para la consolidación del sueño americano. De igual modo, gravar a los ricos de forma moderada o ligera ha contribuido consistentemente a la materialización de ese mismo ideal de progreso entre todas las capas de la población.
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			Elusión de impuestos: por qué los ingresos de los ricos no son lo que parecen

			Un impuesto sobre la renta es, quizá, la política más invasiva que un gobierno puede imponer a sus ciudadanos, sólo por detrás del reclutamiento militar forzoso. Según el código fiscal estadounidense, el IRPF requiere que los ciudadanos divulguen anualmente «todos sus ingresos, sea cual fuere su fuente», a fin de presentar tales cuentas y así determinar el nivel de tributación exigible. Esto supone revelar todo tipo de aspectos referidos a las circunstancias económicas de cada persona, lo que sin duda alguna resulta muy exigente y, hasta cierto punto, asombrosamente invasivo en una democracia, algo más propio de un régimen tiránico.1

			De hecho, Estados Unidos cuenta con una profunda y firme tradición de gobierno representativo que evitó durante décadas la imposición de todos y cada uno de los ingresos obtenidos por los ciudadanos, incluidos los de mayor renta. Desde el principio, ha existido un acuerdo tácito entre el gobierno y las personas con más nivel de ingresos: cuando los impuestos son bajos, éstas se contentan con revelar todos sus caudales de renta y a cambio permiten un embargo modesto de su renta. Sin embargo, cuando los tipos exigibles son elevados, estos contribuyentes aprovechan todas las oportunidades que tengan a su alcance para evitar revelar la totalidad de sus ingresos y canalizar parte de ellos por vías que gozan de un mejor tratamiento fiscal.

			Decíamos en el párrafo anterior que los ricos aprovechan «todas las oportunidades que tengan a su alcance» para reducir sus bases imponibles. Esto supone reconocer que, en efecto, «los ricos no son como tú ni como yo», tal y como escribió en su día Francis Scott Fitzgerald. Las vías que siguen las personas de rentas altas para no someter la totalidad de sus ingresos y esquivar las tasas impositivas más altas han sido muy variadas durante los más de cien años de existencia del impuesto sobre la renta. Las personas de ingresos altos tienen la capacidad de obtener mucho dinero y, por tanto, también exhiben un ferviente deseo de conservarlo en la medida de lo posible. Cuando los impuestos han aumentado, las personas con ingresos altos han ideado estrategias oportunas para esquivar retenciones que, en caso de practicarse plenamente, serían confiscatorias. Las personas con ingresos altos pueden concebir y diseñar distintas formas que les permiten derivar parte de sus ingresos hacia canales en los que los gravámenes son menores o incluso no aplicables. Esta habilidad no puede desarrollarse con igual capacidad por parte de cualquier persona común y, de hecho, puede llegar a ser mayor de lo que los funcionarios y burócratas del gobierno conciben. Como muestra nuestro libro, donde hay voluntad, hay un camino.2

			En lo tocante a la subida de impuestos a los ricos, la secuencia típica de los acontecimientos observada a lo largo de la historia fiscal estadounidense describe el siguiente patrón: primero se anuncia una subida de impuestos, luego se codifica dicho aumento para que se convierta en ley y finalmente el gobierno incorpora su proyección de obtener más ingresos a sus previsiones de recaudación. Sin embargo, como hemos visto, los ricos toman medidas para canalizar sus rentas de forma más eficiente, de modo que los ingresos terminan siendo inferiores a lo proyectado. En este sentido, el paso del tiempo acaba revelando las distintas herramientas empleadas por los ricos para no tener que declarar todos sus ingresos, de forma que queden retenidos a tasas abultadas. Por ejemplo, en la década de 1910, y hasta comienzos de la década de 1920, el tramo superior del IRPF llegó a superar el 70 por ciento. Sin embargo, los ingresos obtenidos de las rentas altas se hundieron y los funcionarios empezaron a preguntarse qué estaba pasando. Las declaraciones del impuesto sobre el patrimonio revelaron algunas de las claves. Por ejemplo, en 1924, uno de los socios propietarios de la petrolera Standard Oil, William Rockefeller, reveló que poseía 51 millones de dólares, cifra que hoy supondría unos 850 millones. De esta cifra, 7 millones estaban invertidos en acciones de su propia empresa y otros 44 millones en una cartera compuesta casi en su totalidad por bonos de deuda de los gobiernos locales. Estos títulos (más conocidos como munis, por su naturaleza municipal) estaban exentos de tributar en el IRPF. Por tanto, lo que hizo Rockefeller ante la subida del tramo superior del gravamen fue desviar parte importante de sus acciones de Standard Oil a una cartera de deuda municipal que le generaba ingresos exentos de tributación. A partir del año 1921, estos ingresos derivados de la tenencia de títulos de deuda municipal ni siquiera tenían que ser incluidos en las declaraciones del impuesto sobre la renta. De igual modo, los impuestos sobre los dividendos de Standard Oil estaban sujetos a tipos inferiores al tramo superior del IRPF.3

			Ya en 1937, el Congreso estableció un comité conjunto de trabajo en el que la Cámara y el Senado se propusieron determinar por qué los ingresos de la Agencia Tributaria federal (el Internal Revenue Service o IRS) se habían situado un 10 por ciento por debajo de lo estimado apenas seis meses antes. La comisión descubrió una amplia gama de fórmulas de esquivar los impuestos empleadas por parte de los contribuyentes de ingresos más altos, que entonces debían pagar un tipo de referencia del 70 por ciento. Tales mecanismos habían desbordado por completo a las autoridades tributarias y al Tesoro. Una de las soluciones que encontraron consistía en hacerse con embarcaciones de lujo (yates y similares). Si el rico en cuestión tenía cierta afición a la navegación a motor, podía manejar la embarcación como una sociedad y, a través de ella, desarrollar una sociedad con capital social invertido en instrumentos financieros varios. A continuación, los gastos de operación del yate quedaban sujetos a posibles deducciones. Además, la sociedad podía descontarse el pago de intereses y dividendos del capital social. De este modo, una persona de renta alta que viviese de las rentas y dividendos derivados de sus activos podía dedicarse a navegar a bordo de un yate que también servía para reducir drásticamente la tributación.

			En 1986 se repitió la historia. En el Congreso, republicanos y demócratas se habían cansado de la elusión generalizada de impuestos por parte de las personas con ingresos más altos. Como respuesta, optaron por reducir los tipos aplicables a quienes más ganan de manera drástica. Aquello no era más que una invitación a lograr que se declarasen más ingresos, acabando así con las lagunas que venían reduciendo la tributación en términos efectivos. El tramo superior del IRPF se redujo al 28 por ciento (había llegado a ser del 70 por ciento en 1981) merced a una votación que mostró una alta aceptación por parte de todo el Senado, que arrojó un resultado de noventa y siete apoyos y apenas tres votos desfavorables. Joe Biden, el actual presidente de Estados Unidos, fue uno de los noventa y siete que votó a favor. Los ingresos obtenidos no fueron a menos, sino que crecieron después de la reducción de impuestos.

			Sin embargo, estos ejemplos son episodios relativamente puntuales. Cuando los tipos han sido elevados, la historia del impuesto sobre la renta estadounidense ha sido, en esencia, una historia de creatividad e ingenio a la hora de minimizar el pago de impuestos. Los ricos han encontrado formas muy variadas de lograr esquivar legalmente la tributación confiscatoria que se les ha intentado imponer no declarando los ingresos antes de impuestos. Por lo tanto, cuando hablamos de las rentas de los ricos y de sus impuestos, y cuando empleamos curvas como la «U» trazada por Piketty y Saez, no podemos quedarnos solamente en los ingresos declarados, sino que tenemos que rastrear la elusión fiscal, es decir, las formas en que estos contribuyentes han reducido sus ingresos declarados. Si no hacemos ese ejercicio, nos estamos quedando a medias a la hora de entender lo que verdaderamente está pasando.

			Los ingresos antes de impuestos comunicados al fisco estadounidense han sido variados a lo largo del tiempo. Con impuestos más altos, los ricos han reportado menos ingresos sujetos a tributación. Sin embargo, esto no significa que sus rentas se hayan desplomado. Más bien lo que sugiere es que parte de los ingresos obtenidos se han canalizado a través de fórmulas que no deben pagar los tipos impositivos más altos. Los ingresos siguen existiendo, pero no se declaran dentro de la base imponible de referencia.

			A la hora de estudiar lo que sucede con estos ingresos, tanto el historiador como el economista se enfrentan con un desafío interesante y, al mismo tiempo, complejo y hasta desalentador. Y es que los ingresos no declarados no son fáciles de detectar ni de contabilizar con exactitud. Por ejemplo, los almuerzos indescriptiblemente opulentos que disfrutaban los altos cargos empresariales fueron una costumbre muy propia de los mediodías de las grandes ciudades estadounidenses en las décadas de 1950 y 1960, cuando el IRPF llegaba al 91 por ciento. Esto suponía un ingreso en especie muy importante para estos empresarios y ejecutivos, que no sólo no tenían la obligación de declarar fiscalmente por este tipo de ingresos (estaban comiendo con todos los lujos a cargo de la cuenta de gastos corporativa, de modo que no estaban percibiendo un salario convencional y, por lo tanto, no tenían que tributar en el IRPF), sino que además podían entregar estos gastos a los contables de la empresa y emplear dichos desembolsos como un gasto deducible a efectos fiscales, lo que también permitía aplicar ciertas deducciones en el pago del IRPF. En esta circunstancia, quienes sí tributaban eran los propietarios del restaurante en cuestión, tanto por sus ganancias como por el salario que entregaban a sus trabajadores. Sin embargo, el ingreso de los ricos se canalizaba de otra forma, de modo que, si bien los ricos estaban teóricamente sujetos a un gravamen muy alto, lo cierto es que parte importante de la renta efectiva no quedaba sujeta a ese gravamen, todo lo contrario de lo que ocurría con los trabajadores no ricos que servían los almuerzos.

			Cualquier esfuerzo por estimar los ingresos de las rentas altas deja de considerar los ejemplos descritos anteriormente. En el ejemplo del yate, la corporación no tiene ingresos netos y no agrega ningún flujo de renta al propietario. Sin embargo, sus trabajadores (capitán, tripulación y mecánicos que trabajan en el barco) sí tributan por el IRPF. En ausencia de un esquema de estas características, los ricos sí tendrían que reflejar un ingreso que debe tributar en el impuesto sobre la renta. Los tipos altos tienen el efecto de reducir la renta declarada, pero no la renta que realmente perciben quienes más ganan. Se reduce la base imponible comunicada al fisco, pero no los ingresos.4

			Éste es un problema insuperable para los economistas que quieren medir las diferencias de retribución por dos razones centrales: el alcance y la extensión de estas prácticas. La elusión de impuestos por parte de quienes más ganan alcanza cotas muy altas, casi humorísticas, en tiempos de impuestos altos. La ambición por esquivar los impuestos confiscatorios despliega estrategias ingeniosas que consiguen logros sorprendentes y, de hecho, se desarrollan de formas muy diversas. A continuación ofrecemos una cronología de los principales ejemplos de referencia. Hemos recogido una veintena, por cuestiones de brevedad y simplicidad, aunque esto supone dejar a un lado otros mecanismos igualmente significativos que han sido de uso recurrente desde 1913 hasta el presente.

			Tipos altos, ingeniería fiscal sin fin

			1. Intereses generados por la inversión en bonos municipales

			El impuesto sobre la renta se estableció por ley en octubre de 1913, varios meses después de que se aprobase la Decimosexta Enmienda a la Constitución. Entonces, el Congreso forjó lo que se convirtió en la principal exención del gravamen, eximiendo del pago del IRPF los intereses derivados de la tenencia de estos bonos de deuda de los estados y de los municipios. Esta decisión vino motivada por una decisión de la Corte Suprema en el caso McCulloch vs. Maryland, de 1819. Dicha sentencia sentó las bases para que estos productos financieros quedasen exentos de pagar impuestos. El entendimiento de los legisladores que se reunieron en el Congreso para impulsar el IRPF en 1913 fue que sería inconstitucional recaudar impuestos sobre los instrumentos de deuda estatales y locales. Por lo tanto, lo aconsejable era establecer claramente esta exención y así prevenir posibles impugnaciones de inconstitucionalidad que pudiesen descarrilar la nueva ley federal que condujo a la creación del impuesto.

			Gráfico 2.1. Volumen de los intereses devengados por la tenencia de deuda municipal como porcentaje de los ingresos declarados por el 1 % de mayor renta (datos anuales, 1929-2017)
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			Fuente: PSZ, Reserva Federal de Estados Unidos.

			 

			El tipo máximo del impuesto sobre la renta aplicable en 1913 era solamente del 7 por ciento. Cuando esta tasa máxima subió, y se mantuvo por encima del 60 por ciento a partir de 1917, empezó a producirse un cambio drástico en la cartera de activos de las personas de mayor renta. A principios de la década de 1920, estas prácticas habían alcanzado proporciones épicas. El secretario del Tesoro, Andrew W. Mellon, una de las personas más ricas del país, era todo un experto en este tipo de cuestiones y no dudó en publicar un libro sobre el asunto, titulado Taxation: The people’s business (1924). Mellon estimó que solamente por la inversión en bonos de deuda municipal y estatal, los contribuyentes estaban logrando desplazar fuera de la base imponible del IRPF unos 12.000 millones de dólares de la época, cifra que hoy equivaldría a 180.000 millones de dólares y que, en aquel tiempo, suponía el 13,8 por ciento del PIB.

			Abrir la veda a invertir en estos títulos y obtener a cambio un tratamiento fiscal muy ventajoso resultó valioso, sobre todo porque el saldo vivo de estas inversiones ascendía a una cifra muy abultada (12.000 millones de dólares). Además, la protección constitucional de estos ingresos estaba muy reforzada, a raíz de la sentencia de 1819, de modo que los ricos sabían que tenían una forma segura de esquivar el pago de impuestos.

			Mellon señaló en su libro que los ingresos municipales ni siquiera tenían que incluirse como ingresos en la declaración de impuestos, de modo que ni siquiera era preciso deducirse estas inversiones. De hecho, a menudo no se divulgaban estos ingresos, salvo en el caso de fallecimiento y transmisión en herencia de estos activos. Esto no sólo privó al gobierno de ingresos fiscales más altos, sino que también deprimió el dinamismo de los mercados de capitales, que se perdieron toda esa riqueza privada. En su libro, Mellon lo expresó así:

			Estos contribuyentes están retirando su capital de negocios productivos e invirtiéndolo en su lugar en valores exentos de impuestos, adoptando métodos legales para evitar su realización como parte de la base imponible en el impuesto sobre la renta. El resultado es que las transacciones comerciales que normalmente se estarían llevando a cabo no se están materializando y que se está desanimando a los hombres ricos de asumir riesgos propios del desarrollo de nuevos negocios. Siempre habrá formas de evitar impuestos, destructivos como son en su naturaleza, y la única manera de salvar tal situación es aplicar unos diseñados de forma razonable, para que los negocios continúen funcionando y la industria se desarrolle de manera efectiva. [...]

			La cantidad de bonos estatales y locales en circulación en Estados Unidos ha aumentado con mayor rapidez que la cantidad de valores corporativos y de otro tipo negociados durante los últimos años (con la salvedad de la deuda federal).

			Mellon lamentó que las principales empresas del país requerían procesos de inversión y reinversión constante, pero se vieron perjudicadas por el hecho de que las fuentes ordinarias de ese capital fueron navegando hacia los munis, los bonos de deuda municipal y estatal que quedaban exentos de tributación. El secretario del Tesoro mencionó los ferrocarriles y la vivienda como dos ejemplos. Mellon había identificado que estas dos variables habían evolucionado a peor por la falta de inversión privada. Los ferrocarriles estaban decrépitos y muchos barrios habían experimentado un declive que los condujo a la generalización de la marginalidad. Para Mellon, la desincentivación de estas inversiones era una de las consecuencias de incentivo implícito a la tenencia de títulos de deuda local y estatal.

			Durante la década de 1920, Mellon logró que los recortes en el tramo superior del IRPF fuesen avanzando y justificó estas medidas por los problemas que había vinculado al marco de impuestos altos que pretendía revertir. Pero como exploraremos en un próximo capítulo, la exención fiscal aplicable a los bonos estatales y locales volvió a ejercer un papel importante en la aceleración de la Gran Depresión a comienzos de la década de 1930.5

			2. La regla de George M. Cohan

			En 1930, un tribunal federal dictaminó que el productor y compositor de Broadway George M. Cohan podía deducirse decenas de miles de dólares de gastos derivados de la producción de sus espectáculos, tumbando así el criterio de las autoridades tributarias (IRS). Cohan ni siquiera tenía todos los recibos de esos gastos, pero argumentó con éxito que la cultura de su negocio (el vodevil de alto presupuesto) propiciaba la comida y las celebraciones ociosas entre las personas del ambiente.

			Pagar cenas de precio desmesurado y after-parties era costumbre en el sector. Con ello se agasajaba a la crítica, a los actores y a los empresarios. Era, por tanto, un gasto comercial necesario para alguien que estaba en su posición y se dedicaba a esta línea de trabajo. De igual modo, la justicia interpretó que no era de recibo pedir facturas de una actividad celebratoria tan explosiva, señalando que sería una carga indebida.6

			La «regla Cohan» que emanó de esta decisión judicial se convirtió en la piedra angular de nuevas prácticas de elusión de impuestos a lo largo de las siguientes décadas, marcadas por el regreso a impuestos más altos. Al reconocer que la cultura del mundo del entretenimiento debía ser considerada a la hora de evaluar la deducibilidad de un gasto, se alentaba a las empresas a establecer culturas corporativas más despilfarradoras. Las «fiestas de la nobleza» que Tom Wolfe describió en sus libros apostaban, por ejemplo, por costosos banquetes de negocios. Su popularidad fue muy significativa en la década de 1960 y se derivó de la victoria judicial de Cohan.

			3. Sociedades de cartera personales

			Cuando los presidentes Herbert Hoover y Franklin D. Roosevelt dispararon los tipos del impuesto sobre la renta por encima del 60 por ciento e incluso del 70 por ciento entre los años 1932 y 1936, las personas de ingresos más altos respondieron creando «sociedades de cartera personales». De hecho, en 1934 se aprobaron medidas orientadas a frenar o desalentar estas prácticas. Para lidiar con tipos demasiado elevados sobre las rentas obtenidas vía intereses y dividendos, las personas ricas establecieron como alternativa la constitución de sociedades de cartera personales en las que depositar acciones y bonos. Estas empresas tributarían en el impuesto de sociedades, que en su punto más alto, a mediados de la década de 1930, se situaba sesenta puntos por debajo del tramo superior del IRPF.

			Los ricos que se hacían con estas compañías se convertían en dueños de este tipo de sociedades y empleaban el dividendo conseguido con sus inversiones para cubrir gastos y consumos personales. Los más ricos reportaban en el IRPF sólo aquella parte de sus ingresos que acababan consumiendo, dejando a un lado una fracción mucho más grande de rentas percibidas que no habían sido desembolsadas y pasaban a agrandar su patrimonio.

			En el mundo actual, una persona con un alto patrimonio neto, en lugar de obtener ingresos imponibles de los activos, pediría dinero prestado tomando como colateral sus activos y posteriormente deduciría sus gastos en forma de intereses contra otros ingresos recibidos. La apreciación en el valor de los activos no se realizaría y, por tanto, no quedaría gravada.

			4. La incorporación de las actividades de ocio

			El ejemplo del yate que apuntamos antes fue uno de los muchos que se dieron en la década de 1930, bajo el régimen de tipos altos que acompañó al New Deal y que llevó el IRPF por encima del 70 por ciento. El secretario del Tesoro de Roosevelt, Henry Morgenthau, se lamentó en 1937 de que fuese posible «autoproclamarse instructor de golf para así sufragar todos los gastos derivados de dicha práctica frente a una declaración de cero ingresos por no tener alumnos a su cargo». No era un ejemplo inventado. Cuando Morgenthau y su adjunto, Roswell Magill, comparecieron ante el Comité Conjunto del Congreso formado para evaluar el problema de la elusión de impuestos entre las personas de mayor renta, resultó evidente que todo tipo de pasatiempos y actividades de ocio estaban recibiendo este tratamiento.7

			Los yates tenían un serio competidor en el mundo de los caballos. Los ricos que exploraban esta vía constituían una empresa, construían establos y criaderos de caballos, y luego gastaban todo el flujo de efectivo de estas sociedades para cubrir su consumo. Con frecuencia, había gastos muy por encima de los ingresos, lo que daba derecho a créditos fiscales en el futuro y anulaba el pago de impuestos corporativos. A cambio, estos millonarios podían disfrutar de su afición y cultivar su gusto por la propiedad de caballos. Ninguno de los ingresos que financiaban estos desembolsos estaba sujeto a impuestos. De nuevo, quienes sí pagaban IRPF eran aquellos que estaban empleados por esta estructura, caso de los trabajadores de los establos, los criadores y entrenadores, los obreros y carpinteros, y otros asalariados que tributaban toda la renta que les pagaba la «empresa». En las mediciones de la desigualdad que dicen que los ricos ganaban menos en esta época nos topamos, por tanto, con una ilusión estadística, porque el poderoso hacendado que controlaba esos ranchos tenía menos ingresos declarados en el IRPF, pero seguía ganando y gastando mucho. De igual modo, esta circunstancia hace que parezca que los trabajadores ganaban más y reducían su brecha con las rentas altas, cuando lo primero era cierto, pero no lo segundo.

			En principio, las autoridades podrían haber actuado sobre estas explotaciones hípicas. Sin embargo, en los años de gobierno de Franklin Delano Roosevelt (FDR) se dieron varios intentos de prohibir este tipo de «lagunas» tributarias que beneficiaban a las rentas altas y, finalmente, el Congreso, la Presidencia y el Tesoro asumieron que la mejor estrategia sería la de la persuasión moral, es decir, convencer a más gente de que no era patriótico dejar parte de la renta fuera de la aplicación general de los impuestos en vigor. Querían, por tanto, ponerle puertas al campo.

			5. Empresas en el extranjero

			Otra fuga de ingresos tributarios observada a partir de la década de 1930 fue la propiciada por la creación de empresas radicadas en el extranjero, a menudo en un paraíso fiscal. En este caso, la persona rica transferiría acciones y bonos a una compañía de su propiedad radicada en un lugar donde el IRPF y el impuesto de sociedades alcanzaban niveles mínimos o nulos. Los refugios favoritos fueron las Bahamas (que de hecho llegó a vivir una visita oficial de agentes de la Secretaría del Tesoro en la década de 1930), Panamá, Terranova (que por aquel entonces era una colonia británica con autonomía) o Liechtenstein.

			Mediante esta estrategia, la empresa obtendría intereses y dividendos sobre el capital social, ingresos que luego abonaba al propietario de la mercantil (la persona rica). El origen foráneo de estas ganancias hacía que quedasen libres de impuestos. Ante esta circunstancia, el Congreso organizó una serie de sesiones públicas con las que se intentó avergonzar a quienes recurrieron a este tipo de prácticas, caso del magnate de las maquinillas de afeitar, Jacob Schick, o el fundador de una firma de valores y destacado coleccionista de arte, Jules Bache.

			El gobierno admitió nuevamente que, por sí sola, la ley no podría cerrar nunca este tipo de agujeros. Tenía que haber algún tipo de consenso nacional, un compromiso generalizado y estricto en torno a la idea de que los contribuyentes no deberían hacer tales cosas. Pero ese consenso y ese compromiso fue muy débil en las fases finales del New Deal y, de hecho, se siguió erosionando conforme pasaron las décadas.8

			6. Asesores tributarios

			El secretario del Tesoro, Morgenthau, dijo lo siguiente en 1937:

			Actualmente, tenemos una cifra de abogados colegiados, contables y asesores fiscales que ronda el umbral de los 45.000. Frente a ellos, contamos con unos 2.800 agentes e inspectores que se dedican a completar las investigaciones tributarias del gobierno. La contienda es, por tanto, desigual. Los honorarios de estos asesores, abogados y contables superan, por mucho, el salario de sus oponentes, que perciben un sueldo público. De esta forma, los cerebros más ingeniosos del ámbito y la práctica legales se dedican activamente a tratar de conseguir que sus clientes esquiven el efecto de los impuestos. Algunas de estas personas se formaron, de hecho, en la Administración pública y luego usaron la habilidad que adquirieron entonces para ayudar a quienes incurren en estas prácticas. Con su salida, la plantilla de trabajadores encargados de investigar estas cuestiones se vuelve más joven e inexperta. Por tanto, nos hemos convertido en una suerte de escuela de formación que prepara a quienes luego se convierten en sus oponentes.

			Morgenthau estaba describiendo un problema que no podía resolver, salvo si hubiese optado por ajustar a la baja los impuestos. El escenario que planteaba era un círculo vicioso. Ante gravámenes confiscatorios, los ricos reclutaban a los mejores asesores, incluyendo aquí a inspectores y funcionarios públicos que sabían cuáles eran las lagunas de estos niveles recalcitrantes de tributación. Conforme se asentó esta práctica, cada vez más trabajadores públicos dieron el salto al sector privado y, con la experiencia adquirida, ganaron diez veces más a base de mostrar a los ricos cómo evitar los tipos impositivos.9

			Abordar el problema con más agentes podía exacerbar más aún la situación. Contratando a más funcionarios, técnicos e inspectores, el Estado podía estar preparando a más expertos que, el día de mañana, se irían a trabajar con los ricos, sirviendo como asesores fiscales y ayudando a combatir la efectividad de los impuestos. Desde la perspectiva de la elección pública, el marco de impuestos altos resultaba manejable para todos aquellos que tenían ingresos altos. Los funcionarios salían bien parados, porque acababan empleados en el sector privado y desarrollaban una carrera más lucrativa. Las asociaciones profesionales también se fortalecían, con más miembros y más contribuciones. Las personas con altos ingresos no salieron tan beneficiadas, pero sí lograron salir ilesas, porque recurrieron a yates, establos y todo tipo de argucias para mantener su factura fiscal lo más baja posible. En cambio, las personas con ingresos más bajos fueron las que acabaron pagando más impuestos debido a la elusión generalizada. Además, tal y como admitió explícitamente Morgenthau, había una diferencia cualitativa clave operando en todo esto. Los «cerebros» que ayudaban y apuntalaban las prácticas legales que conducían a la elusión fiscal eran, por regla general, más brillantes que aquellos que se dedicaban a recaudar ingresos del gobierno. La única salida (aunque nadie lo reconocía así en aquel momento) era eliminar la necesidad de llegar a esos extremos y adoptar unos impuestos más moderados.

			7. División de ingresos

			En las décadas de 1920 y 1930 empezaron a explorarse algunas ventajas legales ligadas al modelo de «propiedad comunitaria» que inspira el sistema jurídico de ocho territorios estadounidenses (otros cuarenta tienen un sistema de «derecho consuetudinario» o common law). Bajo el primer modelo, los ingresos que obtiene uno de los cónyuges se pueden atribuir a ambos, de manera que los altos ejecutivos de ingresos más altos empezaron a declarar la mitad de sus ingresos totales, mientras que sus esposas reportaron el 50 por ciento restante (por aquel entonces, en las décadas de 1920 y 1930, no había prácticamente ninguna diferencia entre el tratamiento de las declaraciones individuales o familiares/conjuntas). De esta forma se lograban grandes ahorros fiscales, puesto que el resultado de dividir los ingresos resultaba en una factura fiscal más baja. Por lo general, el ahorro para una persona de ingresos altos rondaba el 30 por ciento de lo que el contribuyente venía pagando en concepto del IRPF exigido por el gobierno federal.

			A pesar de que el Ejecutivo se enfureció al conocer esta práctica, y después de cierta confusión inicial, la Corte Suprema falló consistentemente a favor de ella, que llegó a conocerse como la estrategia de la «división de ingresos». A medida que avancemos en los próximos capítulos, veremos cómo, en la década de 1930, el fracaso de Oklahoma a la hora de intentar cambiar a un modelo de «propiedad comunitaria» hizo que muchas de las personas de mayores ingresos que residían en dicho estado huyeran a jurisdicciones que sí tenían este marco y estaban geográficamente cerca, sobre todo después de la entrada en vigor de las subidas de impuestos del New Deal. La privación económica que golpeó a Oklahoma en aquel tiempo no se explicó solamente por las tormentas de polvo (dust bowl), puesto que también en esos años se produjo una subida impositiva que afectó a quienes más ganaban y, como consecuencia, un progresivo éxodo de las rentas altas en busca de lugares con menos tributación, de modo que los productores del estado se quedaron con mucho menos capital para financiar sus empresas y seguir generando empleo.

			Tras la conclusión de la Segunda Guerra Mundial en 1945, varios estados cambiaron sus regímenes legales de derecho consuetudinario a uno de propiedad comunitaria. Pronto quedó claro que todos los territorios de la Unión lo harían de forma progresiva si el gobierno federal no autorizaba la división de ingresos y la recogía en la normativa tributaria federal. Por tres veces, el Congreso votó a favor de dar el paso, en votaciones celebradas en 1947 y 1948. El presidente Harry S. Truman vetó el proyecto de ley en los dos primeros intentos, pero su tercer bloqueo fue superado, de modo que la división de ingresos se convirtió en ley federal.

			Éste es un ejemplo sorprendente de cómo las personas de ingresos altos fueron capaces de utilizar las prerrogativas del gobierno de los estados para obligar al gobierno federal a plantear una reducción en los impuestos. Estas lagunas, como las sociedades de cartera personales o las corporaciones que permitían financiarse los pasatiempos y ahorrar impuestos, eran otro tipo de solución: podríamos describirlas como fórmulas ingeniosas mediante las cuales los ricos podían explorar formas creativas que permitían reducir la base imponible de ingresos declarados ante el fisco. Lo hacían, además, con la asesoría de profesionales que se habían formado, precisamente, en la Administración pública. En cambio, la división de ingresos era una estrategia diferente, un paso a la ofensiva por parte de los hogares de ingresos altos. Los ricos estaban dándole un ultimátum al gobierno federal: o se adoptaban rebajas de impuestos a través del federalismo y la supremacía de las tradiciones jurisprudenciales estatales, o el gobierno federal capitulaba y recogía al fin la posibilidad de dividir los ingresos de forma legal. Esto último es lo que sucedió en 1948, a pesar del triple veto presidencial.10

			8. La cultura de la elusión fiscal

			El juez federal Learned Hand escribió lo siguiente en 1934:

			Cualquiera puede organizar sus asuntos de modo que sus pagos de impuestos sean lo más bajos posible; no estamos obligados a seguir el patrón que arroje más ingresos para el Tesoro; ni siquiera existe un deber patriótico de aumentar la recaudación de impuestos.

			Ya en 1947, el magistrado manifestó lo siguiente:

			Una y otra vez los tribunales han dicho que no hay nada siniestro en arreglar los asuntos de cada uno para mantener el pago de impuestos lo más bajo posible. Todo el mundo lo hace, ricos o pobres; y todos actúan bien al hacerlo, porque nadie tiene el deber público de pagar más de lo que exige la ley. Los impuestos son exacciones forzosas, no contribuciones voluntarias. Exigir más en nombre de la moral es mera hipocresía.

			En la década de 1950, Estados Unidos subió el tramo superior del IRPF al 91 por ciento y lo mantuvo en estos niveles hasta la década de 1960. Entonces, la elusión de impuestos se democratizó y generalizó. Se convirtió, incluso, en un pasatiempo nacional, puesto que los contribuyentes entendieron que tomar medidas para proteger sus ingresos era lógico y normal. Como dijo William F. Buckley, «cualquier persona debe seguir estrategias de elusión que le permitan pagar tanto como sus vecinos, pero en ningún caso más». En este sentido, el discurso moralista del gobierno federal demostró ser ineficaz tanto en los años treinta como en los cuarenta, porque fue calando una cultura tendente a la elusión fiscal que, de hecho, coincidió con la era dorada de prosperidad que siguió a la Segunda Guerra Mundial.11

			9. Remuneración de ejecutivos: plusvalías

			Aunque el tipo máximo del impuesto sobre la renta se mantuvo en el 91 por ciento desde 1953, el gravamen aplicado a las rentas de capital fue mucho menor, de un 25 por ciento. Las empresas empezaron a retribuir a sus ejecutivos mediante opciones sobre acciones (stock options), que al ser ejercidas quedaban sujetas a esa tasa reducida del 25 por ciento, frente al 91 por ciento de referencia para las rentas del trabajo más altas. Alcoa, la empresa de aluminio, fue un ejemplo claro de esta práctica. A lo largo de la década de 1950, la compañía retribuyó a su presidente, I. W. Wilson, con una importante dotación de stock options que él fue realizando progresivamente, entre breves intervalos. Pues bien, de 1952 a 1959, sus ingresos anuales después de impuestos fueron de 388.000 dólares, cerca de 4 millones en dólares actuales. Si Alcoa le hubiera pagado a Wilson un salario suficiente para que el presidente ganase esa misma cantidad después de pagar impuestos, tendría que haber gastado 3,7 millones de dólares más por año, una cantidad inaudita en la década de 1950. Al igual que ocurre con los datos que dan pie al cálculo de la desigualdad de ingresos, el ingreso antes de impuestos de este ejecutivo se articuló a través de las rentas de capital para que fuera mucho más bajo y no se aplicase el marco ordinario del IRPF. Por lo tanto, con este marco impositivo, las rentas altas reportaban un ingreso bajo antes de impuestos y una renta alta después de cumplir con el fisco.12

			En la década de 1950 y a comienzos de la de 1960, ésta era una práctica habitual. El Congreso pensó en subir el impuesto aplicable a las rentas de capital, pero los líderes corporativos adujeron que las stock options eran vitales para atraer y retener a los mejores talentos gerenciales. En la legislación tributaria actual de Estados Unidos (similar a la de la década de 1950), las opciones sobre acciones que se catalogan como un «incentivo» pueden quedar sometidas a este trato más ventajoso, mientras que otras stock options no logran esta catalogación y, por lo tanto, quedan sujetas a los tipos ordinarios del impuesto sobre la renta.

			10. Compensación ejecutiva: la cuenta de gastos

			A partir de 1958, los gastos anotados en cuentas de gastos ascendían, oficialmente, a 5.000 millones de dólares anuales, que entonces suponían el 1 por ciento del PIB estadounidense. Otras estimaciones del gobierno elevaban esta cifra a los 10.000 millones. Estos desembolsos no quedaban sujetos a ningún tipo de impuesto o declaración de ingresos. La gran mayoría de ellos eran desembolsos realizados por altos cargos empresariales, que eran aquellos a quienes se aplicaban los tipos tan elevados que se adoptaron en el IRPF. Para el año 1958, Piketty, Saez y sus colaboradores encontraron que los ingresos antes de impuestos declarados por el 1 por ciento de mayor renta eran, aproximadamente, el 10 por ciento del ingreso total obtenido por el fisco. Sin embargo, en estos ingresos declarados no se incluían los desembolsos que se derivaban a la cuenta de gastos. Por lo tanto, esta fórmula permitía elevar en un 10 por ciento el ingreso real del 1 por ciento que más ganaba. Se trata de un aumento muy considerable que, sin embargo, no aparece en las bases de datos que emplea el equipo de Piketty-Saez. Las empresas favorecieron esta forma de remunerar a sus ejecutivos, y lo hicieron con razón. Las cuentas de gastos eran deducibles en la declaración corporativa y no gravables para el beneficiario. Estudios contemporáneos sobre el tema consideran que la mitad del gasto en habitaciones de hotel, restaurantes de lujo o discotecas se desembolsaba a través de estas cuentas de gastos y, por tanto, no figuraba en la declaración de la renta de quienes se beneficiaban de estos ingresos. En inglés, se hablaba de ello como el swindle sheet, la «hoja del engaño».13

			En 1953, los aviones empresariales superaban en número a los aviones comerciales regulares por un factor de siete a uno. Volar en ellos era un gasto comercial y no generaba ingresos para nadie, excepto para los asistentes, pilotos y mecánicos que trabajaban en el vuelo. Como observaron los autores del manual Compensating the corporate executive (1942), «la corporación también puede ofrecer el servicio de instalaciones recreativas y de ocio, brindar exámenes médicos gratuitos a sus empleados, proporcionar el consumo de almuerzos, cubrir la cuota de afiliación a los clubes de campo [...], pagar gastos en hoteles turísticos para el descanso y la recuperación de los ejecutivos» u ofrecer el uso de terrenos y apartamentos, quedando todo ello libre de obligación tributaria para cualquier persona o entidad. La distinción que estaban dispuestos a tolerar los jueces fue clara: la compensación monetaria podía ser, incluso, inferior a los gastos anotados en estas cuentas de gastos. Por tanto, el sistema tributario de la era de 1950 fomentó directamente el ocultamiento de parte de los ingresos máximos reales. De modo que si el salario era moderado y la compensación en especie muy alta, la tributación era baja. La escala de este fenómeno alcanzó miles de millones de dólares de la época y suponía varios puntos porcentuales del PIB cada año.14

			11. Almuerzos en Manhattan

			En 1983, Tom Wolfe publicó en la revista Esquire el siguiente texto, en el que recordaba la década de 1960:

			En el Este, en Nueva York, los ejecutivos trataban el almuerzo como un festín diario propio de la nobleza, una celebración suntuosa de su eminencia, en los restaurantes de Manhattan donde se pagaban con cargo a la cuenta de gastos. Los restaurantes de East y West Fifties de Manhattan parecían sacados de un sueño. Reclutaban a los mejores chefs de toda Europa y Oriente. Pasta primavera, saucisson, mousse de acedera, langosta a la cardinal, terrina de legumbre Montesquieu, paillard de pichón, medallones de carne, ternera Valdostana, pavo asado a la verbena con boniatos Hayman traídos desde la costa este de Virginia, suflé de frambuesa, Alaska al horno, zabaglione, tarta de pera, crème brûlée... ¡Y los vinos! ¡Y los aguardientes! ¡Y el oporto! ¡Y la sambuca! ¡Y los cigarros! ¡Y la decoración! Paredes con carpintería lacada y espejos parpadeantes, con candelabros y pequeñas pantallas plisadas color melocotón... Todo diseñado por los mismos decoradores que acompañaban a las duquesas a las fiestas de Halston, en Eaton Square. Y los maître d’ y camareros que te hablaban un francés de película y montaban una auténtica escena ante tus clientes, amigos o jefes. Aquello era el Monte Olimpo en el centro de Manhattan. Todos los días desde las doce y media hasta las tres de la tarde. Luego salían a la luz gris perla de la ciudad con tal ambrosía bombeando a través de sus venas que incluso resultaba elegante pasearse por las calles llenas de atascos, con los camiones de la basura maniobrando entre gritos de «’mon back, ’mon back, ’mon back» [echa pa’ tras, pa’ tras, pa’ tras] dándole al entorno ese aire de barrio rudo. ¡Mezclarse en ese ambiente también era parte de la dicha y la eminencia que alcanzaban quienes estaban en la cima del mundo corporativo! Por eso, muchos ejecutivos mantuvieron su sede en Nueva York mucho después de que hubiera desaparecido la última razón racional para seguir allí, ¡y todo por la inefable experiencia de ser un alto ejecutivo y almorzar cinco días a la semana en Manhattan! 

			Ninguno de los ingresos que financian este tipo de gastos y consumos habría sido recogido en las declaraciones de impuestos. Por tanto, la curva en «U» con la que se pretende describir la desigualdad de la renta pasa totalmente por alto esta parte tan relevante de la economía personal de los beneficiarios de estas cuentas de gastos.15

			12. De John Brooks a Bill Gates

			En 2014, Bill Gates señaló que Warren Buffett le había confesado que Business adventures (1969), un ensayo del columnista neoyorquino John Brooks, era el mejor libro de negocios que había leído. Gates explicó que, tras leerlo, pasó a contarlo también como su favorito dentro de dicho género.

			Uno de los capítulos centrales de Business adventures comienza así:

			Sin duda, muchos estadounidenses prósperos, inteligentes y muy muy inteligentes han hecho en los últimos años cosas que, para un observador ingenuo, podrían parecer extravagantes, si acaso no verdaderamente propias de lunáticos. Hombres que han heredado grandes fortunas, algunos de ellos dados a la crítica sistemática de toda acción del gobierno, se han mostrado apasionadamente interesados por la cuestión de las finanzas de los gobiernos estatales y municipales de nuestro país, aportando cuantiosos recursos para este fin. Las bodas entre personas de ingresos muy altos y otras de rentas más moderadas tienden a celebrarse a finales de diciembre, no a comienzos de enero. A gentes excepcionales, sobre todo en el mundo de las artes, sus asesores financieros les han ordenado de forma abrupta y urgente que dejen de trabajar y no realicen más acciones lucrativas durante el resto del año, deteniendo su actividad incluso en meses como mayo o junio [...]. En el ámbito de las películas, se ha vuelto recurrente que las grandes estrellas abandonen su país natal y se instalen en el extranjero por largos períodos de dieciocho meses, regresando siempre en el mes diecinueve con la puntualidad propia de un reloj. Luego están los hombres de negocios que viajan en aviones, se desplazan en taxis y cenan en restaurantes, pero anotan compulsivamente ciertos apuntes en pequeños cuadernos que, en caso de ser cuestionados, calificarían como «diarios». Sin embargo, lejos de ser descendientes espirituales de Samuel Pepys o Philip Hone, lo que anotaban era lo que costaba todo. Por su parte, los amos y señores de los negocios del país han hecho todo tipo de arreglos para compartir sus propiedades con sus hijos menores, sin importar cuán jóvenes sean; de hecho, conozco al menos un caso de un acuerdo de sociedad que se ha retrasado a la espera del nacimiento de uno de los socios. Nunca se constituye una corporación ni se llevan a cabo sus asuntos cotidianos de gestión sin hacer una consideración seria de todo lo que supone el impuesto sobre la renta [...]. Lejos de aquí, en Venecia, un visitante estadounidense se sobresaltó hace unos años al encontrar una placa de latón adherida a una caja de donaciones para el fondo de mantenimiento de la basílica de San Marcos que recogía las siguientes palabras: «Aportación deducible para fines del impuesto sobre la renta en Estados Unidos». [...]

			Probablemente, la acusación más amplia y grave que se esconde detrás de todo esto es que, en el fondo, la mentira está muy cerca del corazón de la ley, de modo que se prevé gravar los ingresos a tipos muy pronunciados, pero se proporciona una serie de vías de escape tan convenientes que casi nadie, por rico que sea, termina pagando ni mucho menos los impuestos tan altos de los que se nos habla en términos generales.

			Para ofrecer más detalles, Brooks citó la proliferación de manuales que explicaban cómo evitar el impuesto sobre la renta:

			Un hombre de negocios que entretiene a otro en un «ambiente de negocios tranquilo», como un restaurante sin un espectáculo en marcha, puede reclamar una deducción del gasto asociado al almuerzo, incluso si, en realidad, en la comida no se habla en ningún momento de negocios. Basta con que la reunión tenga un propósito comercial. En términos generales, cuanto más ruidoso, confuso o propicio a la distracción sea el entorno, más claro debe quedar que ha habido una charla de negocios. Las regulaciones sí afectan a este punto y, por ejemplo, si lo que hacen los ejecutivos es tomar cócteles en un espacio ruidoso y lleno de distracciones, deberán acreditar una conspicua discusión de negocios antes, durante o después de tal encuentro. Por otro lado, una comida servida a un socio de negocios en casa del anfitrión puede ser deducible sin tal discusión en absoluto. Eso sí, como apunta el J. K. Lasser Tax Institute en su célebre manual Tu impuesto sobre la renta, uno debe «estar listo para demostrar que el motivo del encuentro [...] fue comercial, en vez de social». Dicho con otras palabras, para estar seguro, hay que hablar de negocios siempre. Hellerstein [autor de un libro sobre la elusión de impuestos] ha escrito que «de ahora en adelante, los asesores fiscales indudablemente instarán a sus clientes a hablar de negocios en todo momento y les pedirán a estos ejecutivos que adviertan a sus esposas que no se deben oponer a hablar de negocios si quieren continuar con el estilo de vida al que se han acostumbrado».

			Y proseguía:

			Los hombres de negocios pueden deducirse la depreciación y los gastos de operación de una «instalación de recreo» —por ejemplo, un yate, un pabellón de caza, una piscina, una bolera o un avión, por poner sólo algunos—, pero sólo si la usan más de la mitad del tiempo para hacer negocios».

			Ninguna de estas formas de retribución se contaba en aquella época como ingresos sujetos al pago de impuestos. Ocurría lo mismo con los intereses generados por los bonos de deuda municipal, de los que hablamos antes, y que también son abordados de forma minuciosa por Brooks en su obra Business adventures.16

			13. La arquitectura del poder

			Como observó Tom Wolfe en otro escrito, los años sesenta fueron también testigos del relanzamiento del centro de las ciudades más importantes de la Costa Este estadounidense, que se reconfiguraron para dar pie al levantamiento de poderosos rascacielos. Dos fervientes críticos izquierdistas como Paul Baran y Paul Sweezy se expresaron así en 1966:

			Hoy en día es la propia corporación la que tiene que publicitar un alto nivel de vida, y lo hace levantando grandiosos edificios que le sirvan como sede y dotando a sus trabajadores de oficinas que año tras año se vuelven más lujosas. A estos trabajadores se los transporta en jets privados que forman parte de la flota corporativa, así como en Cadillacs [...]. Todo esto [...] está correlacionado de forma negativa con la eficiencia productiva, con la que tiene poco o nada que ver, pero ninguna gran empresa osaría dejar a un lado este aspecto de sus operaciones.

			Baran y Sweezy parecen haber entendido mal la conexión entre la arquitectura empresarial y la eficiencia de estas producciones. Este tipo de gastos era esencial para remunerar debidamente a los empleados. Con tipos impositivos más altos (el umbral máximo del impuesto sobre la renta superó el 70 por ciento entre 1964 y 1981), la remuneración adquiría otras formas, entre ellas el lujo no sujeto a impuestos que el directivo tenía a su alcance mientras desempeñaba sus obligaciones profesionales.17

			La novela Expense account (1958), de Joe Morgan, nos muestra al protagonista desconcertado «sobre su pertenencia, de lunes a viernes, a la aristocracia de la cuenta de gastos, que contrasta con la dispar realidad de los fines de semana, que pasaba con los plebeyos acostumbrados a la nómina, los presupuestos y las facturas, así como a la búsqueda de gangas o descuentos y la financiación vía préstamos bancarios». El gran estilo libre de impuestos que uno vivía en la oficina era fundamental, por tanto, para entender el sistema de compensación de los ejecutivos en el período de posguerra, marcado por una fiscalidad muy alta sobre las rentas altas.18

			14. El arte de poder

			Wolfe observó lo siguiente en referencia a 1975:

			Todos estos años yo, como tantos otros, me detuve ante mil, dos mil o Dios sabe cuántos miles de cuadros y obras de Pollock, Kooning, Newman, Noland, Rothko, Rauschenberg, Judd, Johnse, Olitski, Louise, Still, Franz Kline, Frankenthaler, Kelly o Frank Stella... El arte moderno estuvo tremendamente de moda desde la década de 1950 hasta la de 1970. En un libro de 1973, el crítico Hilton Kramer se refiere a este período como la era del Avant-Garde.

			Los principales mecenas de estas nuevas formas de arte eran las corporaciones, que buscaban apuntalar y adornar sus rascacielos. Baran y Sweezy citaban en su libro el caso del Chase Manhattan Bank, que en los años sesenta construyó su nuevo rascacielos en Manhattan y llenó el edificio con una copiosa cantidad de arte moderno. El edificio, de casi 250 metros de alto...

			No fue sólo diseñado para funcionar, sino también para expresar. Sus altísimas angulosidades denotaban una era, más que una necesidad transitoria [...]. Cuando el edificio estaba en un estado embrionario, se decidió que el elemento decorativo que mejor complementaría la absoluta simplicidad de su arquitectura moderna serían las bellas artes. En consecuencia, el banco contrató los servicios de un comité de expertos en arte para que seleccionaran obras que contribuyeran a crear un ambiente cálido y estimulante en el que los empleados trabajasen a gusto y, al mismo tiempo, se expresase claramente la preocupación del banco por las cosas más queridas por el ser humano. Las obras elegidas para adornar estas oficinas privadas, así como las áreas de recepción, van desde las últimas tendencias al impresionismo abstracto [...]. El edificio 1 Chase Manhattan Plaza, es, ciertamente, muchas cosas en una [...]: un punto de referencia en la historia de la arquitectura [...], una galería de arte como ninguna otra en el mundo [...]». 

			Baran y Sweezy añadieron en tono jocoso que «todos los estadounidenses pueden compartir un orgullo legítimo en torno a este monumento a lo que el hombre más aprecia, más aún porque, como contribuyentes, han financiado aproximadamente la mitad de su coste».19

			Lo que es importante comprender, dada la aplicación de tipos impositivos muy altos (el tramo superior del 91 por ciento todavía estaba en vigor en 1963) era que el arte del poder con el que se decoraban los rascacielos corporativos era, en sí mismo, parte importante de la compensación entregada al cuadro ejecutivo. Para atraer, retener y hacer felices a los mejores ejecutivos, una empresa no podía compensar a estos trabajadores con un salario que quedase gravado al 91 por ciento. Sin embargo, las «obras elegidas para adornar oficinas privadas», todas ellas expresión del arte más elevado, eran un asunto completamente diferente. En vez de un salario adicional sujeto a impuestos, el ejecutivo entraba al trabajo todos los días con la seguridad de que podría disfrutar de una vida lujosa y exclusiva. La famosa y documentada serie de televisión Mad Men describe la cultura empresarial de los años sesenta y, naturalmente, recoge todo esto. Entre innumerables ejemplos, el jefe de una agencia de publicidad que está a punto de ser comprada vislumbra las consecuencias: en las puertas interiores de las oficinas ahora será posible «colocar diamantes en los picaportes». En la primera década del siglo XXI, los guionistas de televisión tenían claro cómo se habían configurado las retribuciones salariales de los ejecutivos estadounidenses de mediados del siglo XX, y, en cambio, los estudiosos de la desigualdad habían caído en el engaño de unas estadísticas abstractas.20

			Como sí entendieron Baran y Sweezy, la extraordinaria compensación en especie entregada a los ejecutivos bancarios y empresariales en sus lugares de trabajo (que también lo eran de ocio: por ejemplo, había «clubes de almuerzo» en el edificio 1 Chase Manhattan Plaza al que hemos aludido) representaba un ingreso muy alto, pero exento de cualquier impuesto. El resultado era que podían trabajar «en una galería de arte mejor que cualquier pinacoteca». Además, el coste de hacerse con estas piezas se descontaba de los gastos corporativos, de modo que también contribuía a reducir los impuestos que pagaba la empresa.

			La renta imponible generada por el encargo e instalación de la obra de arte era, exclusivamente, la retribución entregada a los miembros del comité de arte, a los galeristas, a los propios artistas, a las empresas de mudanzas y aseguradoras, etcétera. Las rentas altas obtenían una compensación libre de impuestos en forma de una artística y elegante oficina en la que trabajar, mientras que los trabajadores de menos renta pagaban impuestos corrientes sobre sus salarios.

			15. Reino Unido antes de Thatcher

			Otro ejemplo anecdótico de Reino Unido ilustra las actitudes y prácticas que condujeron a la generalización de la elusión de impuestos en las islas, donde también había un modelo de impuestos altos, al igual que en Estados Unidos. En la década de 1970, los tipos del IRPF alcanzaron niveles de hasta el 98 por ciento, hasta que la primera ministra Margaret Thatcher tomó las riendas del país en 1979 y empezó a adoptar reformas.

			Hasta entonces, los entendidos comentaban un chiste que exponía la hipocresía de afirmar que los ricos pagarían casi el cien por cien de lo que ganaban. Decía así: supuestamente, un hombre rico acudió a su prestigioso médico privado quejándose de un dolor fuerte en el costado; el facultativo encontró que su amigo sufría una apendicitis aguda y que era necesario extirpar el apéndice rápidamente; entonces, el caballero adinerado le preguntó al médico famoso cuál sería el cargo derivado de practicar una apendicectomía, a lo que el médico respondió que la factura ascendería a 50.000 libras esterlinas; horrorizado, el rico caballero preguntó cómo era posible que el médico cobrara tanto, pero el médico respondió que, por mucho que 50.000 libras esterlinas puedan parecer mucho para el paciente, una tasa impositiva del 98 por ciento significaba que sólo retendría 1.000 libras esterlinas para los servicios del médico, lo cual era razonable; a renglón seguido, el paciente le preguntó al médico si sabía cuántos ingresos tendría que ganar él para obtener 50.000 libras esterlinas netas con las que pagarse la operación él mismo y, tras un momento de silencio, ambos se dieron cuenta de que, con una tasa impositiva del 98 por ciento, el hombre rico tendría que percibir 2,5 millones de libras esterlinas para obtener las 50.000 libras esterlinas netas que le permitiesen pagarle al médico, que a su vez sólo recibiría 1.000 libras esterlinas; ambos, al darse cuenta del absurdo, acordaron como compensación una caja de whisky escocés premium y así todas las cuentas quedarían saldadas...

			Esta suerte de trueque proverbial en Reino Unido, ocurrido bajo el tipo impositivo máximo del 98 por ciento, habría reducido los ingresos declarados antes de impuestos, pero no el nivel de vida de los que más ganan. El trueque reemplaza los ingresos cuando los gravámenes aplicables son excepcionalmente altos y reduce la parte declarada, pero no real, de los ingresos totales que perciben los que ganan más, el 1 por ciento de más renta.

			16. Gucci Gulch

			En 1986, el Congreso estaba debatiendo la reducción de las tasas máximas del impuesto sobre la renta y del impuesto de sociedades para situar sus tipos por debajo del 50 por ciento y el 46 por ciento, respectivamente. Un factor que animó este debate fue el uso generalizado de exenciones y la constatación de que, incluso después de la primera ronda de recortes de tasas impositivas del presidente Ronald Reagan en 1981, seguía habiendo lagunas fiscales. En el proyecto de ley, que se aprobó ese año (con noventa y siete votos a favor en el Senado y sólo tres en contra), se reducían o eliminaban muchas estrategias empleadas para reducir la base imponible.

			El interés de la deuda de los préstamos al consumo pasó de no ser parte de la base imponible a quedar sujeto a exacción fiscal, al igual que ocurrió con el interés hipotecario más allá de la segunda vivienda. Las contribuciones caritativas unificadas se declararon ilegales: ahora tenían que exceder el 2 por ciento de los ingresos reconocidos antes de impuestos. En el caso de las comidas de negocios y de otras formas de entretenimiento, los gastos deducibles bajaron del cien por cien al 80 por ciento.

			Mientras el Congreso debatía estos puntos en la sala del comité, los cabilderos y lobistas que percibían un ingreso de hasta 400 dólares por hora (950 dólares por hora en términos actuales) susurraban y comentaban los unos con los otros el número de deducciones y exenciones que se estaban eliminando a través de aquel proceso. Sus trajes eran tan lujosos que a aquel pasillo, repleto de gente bien vestida, se le conocía como el Gucci Gulch. El término se popularizó poco después al ser elegido como título de un libro sobre el tema.

			En Showdown at Gucci Gulch (1987), los autores Jeffrey H. Birnbaum y Allan S. Murray escriben sobre una idea que defendían con especial ahínco el senador por Oregón, Bob Packwood, y el asesor del Comité de Finanzas, Bill Diefenderfer. Mientras preparaban el proyecto de ley en abril de 1986, ambos plantearon lo que describieron como «el enfoque radical»:

			Packwood y Diefenderfer lo llamaban el «enfoque radical». Aludían a la eliminación de todas las deducciones, exenciones y créditos fiscales recogidos en el código tributario y defendían que esto permitiría reducir a la mitad la tasa impositiva máxima del IRPF, que pasaría del 50 por ciento al 25 por ciento. Con una tasa tan baja, Packwood razonó que «la gente dejaría de preocuparse por si la deducción o la exención particular que les preocupaba se mantenía o desaparecía». La idea era extraordinaria, pero también sencilla. Aunque muchos estadounidenses caían en tramos impositivos que podían llegar al 50 por ciento, pocos pagaban impuestos por más del 25 por ciento de sus ingresos reales. Por tanto, no había ninguna razón para que la tarifa máxima fuera más alta que eso [...]. Packwood había deslizado algunas insinuaciones sobre este tema en tiempos anteriores y, por ejemplo, en las audiencias del Comité de Finanzas, preguntó a los testigos que comparecieron cuál sería la tasa a partir de la cual ya no se preocuparían por la aplicación de deducciones.

			Cuando el proyecto de ley se convirtió en ley, el tipo máximo del impuesto sobre la renta se fijó en el 28 por ciento. Era, con diferencia, la tasa más baja de las últimas cinco décadas. La era de la elusión fiscal dio paso a una nueva cultura de mayor transparencia, pero también de impuestos más bajos. El precio tributario de reportar toda la renta obtenida se redujo considerablemente y, como consecuencia, el 1 por ciento de más renta reportó una mayor parte de sus ingresos. Piketty, Saez y sus semejantes pensaron, en cambio, que los ricos se estaban haciendo más ricos.21

			17. El ocaso del arte corporativo

			The Wall Street Journal informó de lo siguiente en el año 1995:

			En 1989, la International Business Machines Corp. presentó con orgullo una exposición de ciento cincuenta obras titulada «Cincuenta años de coleccionismo: arte en IBM». Instalada en la propia galería de la empresa en Manhattan, la muestra demostró el «sólido compromiso» de la tecnológica con el arte, según rezaba el folleto adjunto. Sin embargo, seis años después, la galería desapareció y también se esfumaron gran parte de sus piezas, que pasaron a ser subastadas por Sotheby’s. En la primera ronda, las obras seleccionadas se vendieron por 10,2 millones de dólares y, en suma, se espera que todas las ventas generen más de 25 millones. Estas enajenaciones han sido descritas por la compañía como «parte de un movimiento general para garantizar que obtenemos el mayor valor posible de todos los activos que controlamos» [...]. De manera similar, la colección de arte contemporáneo de Alcoa [...] pasó a ser considerada «un campo en el que queremos inmovilizar los activos corporativos», según explicó un portavoz de la empresa [...]. En 1967, una muestra de la colección de arte de Alcoa se embarcó en una extensa gira nacional, y el entonces presidente de la compañía describió la muestra como una demostración de su «preocupación por las artes». Ahora la preocupación de la compañía era otra: saber cuánto dinero podía obtener por ese arte. Se estimaba que las sesenta y tres obras que saldrían a subasta en Sotheby’s generarían de 1,4 a 1,9 millones de dólares [...]. También se están dando ventas masivas de obras de arte controladas por empresas como USX, Pacific Enterprises, Coral Petroleum, Regis, Sterling Regal, Transco, [o] Forbes Magazine.22

			Los salarios de los ejecutivos, y otras formas de compensación directa, se dispararon en las décadas de 1980 y 1990 a medida que cayeron las tasas impositivas sobre dichos ingresos. El tramo superior del impuesto sobre la renta, que antes alcanzaba el 70 por ciento, pasó al 28 por ciento. Las rentas de capital pasaron del rango efectivo del 28-49 por ciento alcanzado en década de 1970 al 20 por ciento aplicado en las décadas de 1980 y 1990. El tipo del impuesto de sociedades cayó del 48 por ciento al 34-35 por ciento. La caída abrupta de la inflación en la década de 1980 redujo también los tributos, por ejemplo en el impuesto a las rentas de capital, que no estaba indexado.

			Por tanto, las formas de compensación ejecutiva en especie que habían sido frecuentes y regulares en tiempos de impuestos altos fueron desapareciendo cuando los tributos volvieron a ser moderados. Las corporaciones desecharon las colecciones de arte que habían adornado sus oficinas. La rebaja de la fiscalidad empresarial hizo que el coleccionismo de arte fuera menos valioso, al no estar sujeto a deducción. De igual modo, las rebajas aplicadas en el IRPF hicieron más atractivo que los ejecutivos fuesen recompensados con un salario ordinario. Esta compensación monetaria pasó a ser reportada como ingreso en las bases imponibles de las declaraciones de impuestos, mientras que las anteriores formas de retribución en especie no sólo no entraban en el IRPF, sino que, además, se descontaban fiscalmente de la declaración corporativa.

			18. Almuerzos en tiempos de destrucción creativa

			Cuando Tom Wolfe recordó en 1983 los lujosos almuerzos de las empresas de la Lista Fortune 500 en el Nueva York de los años cincuenta y sesenta, comparó aquellos despilfarros con lo que ocurría en las empresas emergentes arquetípicas de la nueva era, como la compañía de microprocesadores Intel:

			En Intel, el almuerzo tiene un aspecto muy diferente. Uno podía saber cuándo era mediodía en Intel porque, a esa hora, unos hombres con delantales blancos llegaban a la entrada principal de la sede, jadeando por el peso de las bandejas que portaban. Esas bandejas estaban repletas de bocadillos y vasos de papel cerrados con plástico transparente, con burbujas de Sprite o Diet Shasta deslizándose en el interior. Ése era tu almuerzo en Intel. Te comías unos sándwiches de rosbif o de pollo rebanado, cortados en translúcidas lonchas por una máquina en una planta de procesamiento y luego colocadas sobre el pan, dispuestas en capas que despedían húmedos olores de hormonas y químicos. El almuerzo se regaba con Sprite o Diet Shasta. Y para dar cuenta de él, uno se sentaba entre tabiques de madera aglomerada, comiendo ante un escritorio de metal y manteniendo la mente en la reunión del comité.

			Una vez que las tasas impositivas sobre las rentas de capital y los salarios se redujeron de manera sustancial a partir de 1978 (año en que se aprobaron las primeras reducciones de las tasas impositivas aplicadas sobre las rentas de capital y los beneficios de las empresas), la cultura corporativa cambió decisivamente, en respuesta al nuevo marco. A los ejecutivos y a los empleados de más alto rendimiento se los remuneró cada vez más en efectivo, en vez de mantener la ingeniosa compensación en especie de tiempos anteriores.23

			Desde la perspectiva de las mediciones de la desigualdad, este desarrollo arrojó más ingresos declarados por parte de los que más ganan, pero también menos ingresos en especie. Los estudios contemporáneos de la desigualdad económica han abordado los ingresos comunicados oficialmente y recogidos en la base imponible de las declaraciones, pero por el camino se ha perdido una transición muy relevante en las formas de compensación empresarial.

			Cuando autores como Piketty y Saez analizan la participación de la propiedad en el «capital» a lo largo de las décadas, centrándose en la propiedad de los activos corporativos, no logran apreciar una distinción crucial, propia de la era de impuestos altos vivida durante el siglo XX. Los ricos obtenían una proporción menor de los activos corporativos que antes de aplicarse unos gravámenes tan altos. Sin embargo, esto fue precisamente porque, cuando el impuesto de sociedades fue más alto, se acumulaban menos beneficios y más gastos empresariales. En las décadas de 1950 y 1960, los ejecutivos no querían controlar más activos corporativos porque ello los obligaba a pagar más impuestos, de modo que preferían beneficiarse de unos gastos empresariales que no estaban sujetos a impuestos y podían alcanzar niveles muy altos, incluso excesivos. Sin embargo, los economistas que hablan de la desigualdad suelen confundir esta situación, haciendo una errónea interpretación de los datos que conduce a una devastadora confusión sobre lo que realmente ha pasado.

			19. El curioso caso de Warren Buffett

			El tipo máximo del impuesto sobre la renta, que desde 1993 incluía un recargo obligatorio dedicado a financiar el gasto sanitario de Medicare, llegó al 42,5 por ciento desde que empezaron a aplicarse los aumentos de impuestos de Bill Clinton, en la década de 1990, preludio de las subidas fiscales de Barack Obama en la década de 2010. La protección y elusión fiscal se han mantenido, a pesar del impulso que empezó a afianzarse con los drásticos recortes de impuestos de la década de 1980.

			El curioso caso de Warren Buffett resulta ilustrativo. En 2010, Buffett era la persona más rica de Estados Unidos pero, según los datos del IRS, sus ingresos lo clasificaban en el puesto número 15.000 en la lista de contribuyentes con ingresos más altos. Buffett se refirió a esta cuestión en un artículo de opinión en The New York Times:

			El año pasado mi factura derivada del pago de impuestos federales (el impuesto sobre la renta que liquidé, así como las retenciones sobre la nómina pagados por mí y a mi nombre) ascendió a 6.938.744 dólares. Sin duda, puede parecer un montón de dinero. En cambio, lo que pagué en concepto de impuestos ascendió a apenas un 17,4 por ciento de mi ingreso sujeto a impuestos. De hecho, éste es un porcentaje más bajo que el que soportaron cualquiera de las otras veinte personas que trabajan en nuestra oficina. En el caso de mis empleados, su carga fiscal osciló entre el 33 por ciento y el 41 por ciento, con un promedio del 36 por ciento.

			Buffett dice que, en 2010, pagó 6.938.744 dólares en concepto de impuestos sobre la renta y la nómina. Si esta cifra representa, como él mismo dice, el 17,4 por ciento de su renta imponible, esto significa que el monto total ascendía a 39.877.839 dólares.24

			La definición estándar de lo que constituye un ingreso plantea como tal la cantidad de gastos (consumo) y aportaciones (donaciones) que uno puede llegar a financiar sin reducir su riqueza. De manera equivalente, el ingreso alcanzado durante un determinado período de tiempo sería el consumo y los recursos entregados a terceros, más cualquier aumento en la riqueza. Según esta definición, los sueldos y salarios son parte de los ingresos, al igual que los intereses bancarios o derivados de bonos de deuda, los dividendos en acciones y las rentas de capital, realizadas o no. El National Tax Journal lo expresa de la siguiente manera, refiriéndose a la definición clásica de ingreso elaborada en las décadas de 1920 y 1930 por los economistas Robert Haig y Henry Simons:

			Según la definición de Haig-Simons, el ingreso integral es igual al valor monetario del aumento neto del poder de compra de un individuo durante un período. Esto equivale a la cantidad de gasto consumida realmente más los aumentos netos en la riqueza.

			Pues bien, según Forbes, el patrimonio neto de Buffett aumentó 10.000 millones de dólares en 2010, hasta alcanzar los 47.000 millones. Ese incremento representa una ganancia de capital no realizada que no está gravada ni se debe reportar al IRS, pero forma parte del ingreso total del contribuyente. De hecho, durante la década anterior, el patrimonio neto de Buffett aumentó en 21.400 millones, lo que significa que el aumento total promedio en las rentas de capital no realizadas fue de más de 2.000 millones por año.25

			Sin embargo, incluso en este punto, estas cifras subestiman los ingresos de Buffett en 2010. Su donación de ese año a la Fundación de Bill y Melinda Gates (una aportación exenta de impuestos) fue de 1.600 millones. Según el criterio empleado por Haig-Simons, esto también debería incluirse en sus ingresos. Las donaciones que Buffett hizo a ésta y otras fundaciones, en todo caso operaciones exentas de impuestos (incluidos los de su esposa e hijos, para hablar solamente de los aumentos de sus ingresos que conocemos) serían deducibles hasta en un 30 por ciento del ingreso bruto ajustado. Además, las donaciones eliminan cualquier impuesto futuro sobre las ganancias de capital no realizadas inherentes a tales aportaciones por parte de las fundaciones donantes o receptoras. De modo que la donación de Buffett a la Fundación Gates entró en el stock de Berkshire Hathaway y muy probablemente consistió, en gran medida, en la transferencia de rentas de capital no realizadas.26

			Por tanto, los ingresos de Buffett en 2010 fueron más bien de unos 11.600 millones de dólares, no 40 millones, como Buffett había apuntado en su artículo de opinión. Su tipo efectivo fue, por tanto, la centésima parte de 1 por ciento, en vez de un 17,4 por ciento. Éste es un ejemplo de cómo una de las personas más ricas y más admirablemente exitosas de Estados Unidos logra declarar legalmente de una manera que sus ingresos antes de impuestos se vean muy reducidos.

			20. La elusión fiscal en el siglo XXI

			Los salarios han subido y la edad de oro de los beneficios corporativos es cosa del pasado. Sin embargo, proteger los ingresos ante tasas impositivas crecientes sigue siendo una prioridad.

			Los políticos y funcionarios públicos no están obligados a pagar impuestos sobre las rentas de capital cuando venden para asumir un cargo oficial en el gobierno o en el sector público.

			Las donaciones a organizaciones benéficas o educativas de la categoría 501(c)(3) ascienden anualmente a cientos de miles de millones de dólares (471.000 millones en 2020) y, si se realizan a partir de activos apreciados, como en el caso de Buffett, tales aportaciones eximen al propietario de pagar el impuesto sobre las rentas de capital, al tiempo que brindan un porcentaje de deducción de otros ingresos (generalmente el 30 por ciento) que se descuenta del monto de la donación realizada. En este caso, una persona adinerada no sólo evita el impuesto a las rentas de capital al enajenar una propiedad apreciada a través de una donación, sino que también reduce sus ingresos declarados.27

			Y luego está la abrumadora cuestión de la complejidad fiscal. Como han señalado Arthur Laffer y John Childs, por cada dólar de impuestos sobre la renta recaudados cada año, los estadounidenses gastan 0,30 centavos adicionales para cumplir con el código fiscal, lo que significa que se sigue invirtiendo mucho en buscar y aprovechar los paraísos, refugios y lagunas fiscales disponibles. Las cifras son asombrosas. Según el estudio de Laffer y Childs, basado en datos de 2011, los estadounidenses se gastaron 431.000 millones para cumplir con las obligaciones que impone el sistema tributario.28

			Impuestos, igualdad e historia

			Un comentario de 1992 firmado por el editor de The Wall Street Journal, Robert L. Bartley, sigue teniendo plena vigencia en la actualidad. En sus memorias, The seven fat years, apuntó que el gobierno no necesita «lanzarse a una misión de busca y captura» si pretende acabar con las peculiaridades y excepcionalidades fiscales. Con rebajas de los tipos impositivos se «secarán» estas lagunas, haciéndolas insuficientemente rentables para seguir persiguiéndolas. Según los cálculos del senador Packwood para la década de 1980, si el impuesto sobre la renta se hubiera limitado al 25 por ciento, los cabilderos de Gucci Gulch se hubiesen ido a casa y habrían tenido que buscar otra línea de trabajo.29

			El valor de la exención aplicada en un impuesto es directamente proporcional a su tasa impositiva. Mellon fue explícito en la década de 1920 cuando habló de los tipos impositivos como el «precio» que se paga para no evadir impuestos. Según escribió, «el impuesto sobre la renta es el precio que cobra el gobierno por el privilegio de tener renta imponible». Cuanto más alto sea ese precio, menos renta imponible se «comprará» Por el contrario, uno «comprará» más ingresos no imponibles. El precio de ese ingreso son los rendimientos perdidos (los rendimientos más bajos de los munis, por ejemplo, se vuelven más atractivos fiscalmente en comparación con las inversiones al uso) junto con los pagos a especialistas profesionales en eludir impuestos. Mellon diseñó rebajas de los tipos impositivos para que el tipo máximo se limitase al 25 por ciento. Se movió hacia este objetivo al comprobar que, con tributos superiores al 70 por ciento, se dieron cambios masivos en las inversiones de cartera, por ejemplo, se volcaron en invertir en bonos de deuda municipal.30

			Así pues, cuando los impuestos más altos predominan durante una era prolongada, caso de 1932-1980 (cuando el tramo superior del impuesto sobre la renta no bajó del 63 por ciento), los ingresos declarados «antes de impuestos» pierden su utilidad como medida de los ingresos que perciben los asalariados sujetos a tasas impositivas muy altas (es decir, los profesionales de ingresos más altos). Usar los ingresos antes de impuestos como un indicador de los verdaderos ingresos de las rentas más altas en épocas de impuestos elevados supone elegir la estadística equivocada. Cuando las tasas impositivas son altas, surge un abismo entre los ingresos reales de los que ganan más y los ingresos declarados a efectos fiscales.

			Además, evaluar y contar el alcance del ingreso total real es algo que está más allá de la capacidad del historiador o del economista más dedicado. ¿Cómo contar cuántas sociedades de cartera personales había en Estados Unidos o en el resto del mundo? ¿Cuántas operaciones de elusión se pusieron de moda durante el New Deal, como el caso ya descrito de la posesión de yates? ¿Cómo contabilizar todas las operaciones aconsejadas por los «cerebros» que se dedican a asesorar fiscalmente a sus clientes? Como insinuó el entonces secretario del Tesoro Morgenthau, muchos de los funcionarios expertos en la legislación tributaria acababan militando en el campo de la abogacía privada dedicada a asuntos fiscales.

			Evaluar la propiedad de los activos corporativos es el mecanismo favorito de los economistas que se refieren en sus trabajos a la desigualdad, pero esta métrica no ayuda en nada. Los ranchos y propiedades lujosas de los que hablamos en páginas anteriores eran operaciones que, sobre el papel, perdían dinero y carecían de cualquier flujo de ganancias. Al final, la elusión (legal) de impuestos hace que parezca que los empleados aumentan sus ingresos en comparación con los propietarios, pero sólo es una ilusión estadística.

			En cuanto a la compensación de ejecutivos corporativos en la década de 1950 y principios de la de 1960, cuando la tasa impositiva máxima era del 91 por ciento, era históricamente baja: ésta es una declaración absurda, que constituye el centro mismo de la literatura sobre la desigualdad de ingresos en la línea de Piketty y Saez.

			Los impuestos altos aplicables a la parte superior de la distribución del ingreso daban prioridad a la realización de aquellos ingresos que no tenían que declararse. Los almuerzos de lujo, las cuotas de clubes de campo pagadas por la empresa, la demolición de los viejos centros urbanos para construir lujosos y poderosos rascacielos de oficinas, el coleccionismo que tomó el control del mundo del arte, la manía de las cuentas de abultados gastos durante cinco días a la semana... Todo esto alteró la contabilidad nacional y la puso del revés en la década de 1960, de acuerdo con la evaluación de John Brooks. Sin duda, como decía el título de su libro, estamos ante auténticas «aventuras empresariales».

			Estas asombrosas, remunerativas y ubicuas actividades de elusión de impuestos en la supuesta era dorada de la igualdad revelaron cómo la élite se administró para disfrutar al máximo de sus abundantes recursos. Se produjo, pues, una disminución en la compensación de dinero líquido percibido por quienes más ganan y, en consecuencia, un descenso en los niveles de inversión y empleo. Y todo mientras esas mismas élites desarrollaron una normativa fiscal que insiste en sostener la falacia de que los impuestos se aplican a «todos los ingresos», «sea cual fuere la fuente de donde provengan».
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			Más allá de Piketty: la curva de Laffer sigue en pie y en buena forma

			Cuando aumentan los impuestos a los ricos, crecen también los ingresos obtenidos de estos contribuyentes, a raíz del aumento de las bases imponibles. De igual modo, cuando suben los gravámenes aplicados a quienes más ganan, los incentivos cambian y las bases imponibles se reducen, puesto que resulta más aconsejable alterar la forma en que se canalizan los ingresos. Por tanto, una subida de impuestos no tiene por qué arrojar un aumento de los ingresos. Estamos, pues, ante una cuestión que merece un análisis empírico.

			En este capítulo, nos adentramos en esta cuestión y nos preguntamos cuáles han sido los resultados derivados de gravar los ingresos del 1 por ciento que más gana con tipos altos y bajos. Abarcamos, pues, el tramo superior del IRPF estadounidense, desde 1913 hasta nuestros días, y lo comparamos con los ingresos tributarios que han generado las subidas y las bajadas impositivas. Nuestra conclusión general es que los ingresos tributarios obtenidos del 1 por ciento de mayor renta han aumentado cuando ese grupo ha estado gravado a tasas más bajas y, en sentido contrario, tal recaudación ha disminuido cuando a dicho colectivo se le han aplicado tipos más elevados.

			La relación teórica entre tipos impositivos e ingresos fiscales viene expresada en la llamada curva de Laffer. Como muestra el gráfico presentado a continuación, aplicar un tipo del 0 por ciento o del cien por cien resultaría en cero ingresos, porque nadie trabajaría con un gravamen confiscatorio del cien por cien y porque una tasa del 0 por ciento no genera ningún ingreso. Por tanto, nos moveremos entre ambos extremos. El gráfico presenta una curva bulbosa con un punto máximo que determina el punto de inflexión a partir del cual los tipos fiscales se sitúan en el rango «prohibitivo» de la curva de Laffer. En esos niveles de tributación, cualquier aumento de los impuestos reduce, no aumenta, los ingresos fiscales. Hasta llegar a ese punto, los tipos estarían en el rango «normal», de modo que si se bajan los impuestos también disminuirán los ingresos. Nuestra investigación empírica, desglosada en este capítulo, demuestra que los tipos aplicados a los ricos estadounidenses han estado en el rango prohibitivo de la curva de Laffer durante buena parte de la historia del IRPF. Así pues, creemos que la aplicación de impuestos más bajos podría redundar en una mayor prosperidad y, por el camino, generar un aumento en la recaudación fiscal obtenida de estos contribuyentes de rentas altas.1

			Gráfico 3.1. La curva de Laffer
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			Fuente: elaboración propia.

			Antes de embarcarnos en la presentación de nuestros métodos y en los hallazgos que se derivan de nuestro análisis de la fiscalidad del 1 por ciento de mayor renta, nos gustaría enfatizar un punto crucial. Puesto que el impuesto sobre la renta siempre ha sido progresivo, las tarifas impositivas aplicadas a las personas de ingresos más altos siempre han sido más altas que las exigidas a quienes tienen menos ingresos. La progresividad conlleva siempre que los ricos tendrán una mayor tendencia a reportar menos ingresos a efectos fiscales, sobre todo en comparación con todos los demás. Y, partiendo de esa base, la mayor capacidad y la desproporcionada habilidad que tienen estos contribuyentes de alterar la forma en que se estructuran sus ingresos contribuye a dicho efecto general sobre los ingresos recaudados.

			Los ricos tienen más flexibilidad que otras personas para reportar menos ingresos antes de impuestos. De entrada, ya tienen dinero, de modo que no viven esperando a cobrar la próxima nómina, y pueden jugar con su flujo de ingresos como mejor les parezca, lo que les permite hacer los cambios precisos para blindar su situación. Aunque se les apliquen impuestos más altos, pueden tomar medidas para amortiguar parte del impacto. Además, pueden contratar a los mejores especialistas y asesores fiscales para saber de qué forma pueden reducir sus bases imponibles y rebajar así sus aportaciones tributarias. Podríamos pensar, entonces, que los ricos encontrarán formas de estar bien tanto si los impuestos son altos como si se aplican tributos más bajos, pero en cierto modo esto no es cierto porque los impuestos altos sacan a los ricos de su propio curso de acción natural y los obligan a dedicar parte importante de su tiempo a estos asuntos, en vez de a cuestiones referidas a la producción y la inversión. Los comportamientos económicos que se adoptan para cumplir el objetivo de protegerse de una fiscalidad alta resultan menos productivos, económicamente hablando, que las decisiones tomadas en ausencia de tal distorsión. Por tanto, el fenómeno no resulta inocuo y, de hecho, recorta el crecimiento económico a largo plazo y afecta a los medios de subsistencia de todos, incluidos los ricos. En resumen, con tipos más altos, los ricos pagarán menos porque declararán bases imponibles más escuetas.

			Creemos que esta diferencia en la declaración de ingresos antes de impuestos es suficiente para explicar por qué los ingresos promedio del 1 por ciento superior han variado tanto en tiempos de impuestos altos o bajos (la referencia que incluimos en el capítulo 1 para abordar esta cuestión aparece nuevamente en este capítulo, en el gráfico 3.3).

			Las conclusiones que hemos esbozado aquí son básicas y no deberían resultar especialmente controvertidas. El actual sistema fiscal es una mezcolanza confusa y compleja de normas, con lagunas tributarias de todo tipo y una progresividad extrema. Superar tal fiasco pasaría por adoptar una reforma con tres características principales. De entrada, aspirar a una base imponible lo más amplia posible. En segundo lugar, simplificar las deducciones, exenciones y créditos fiscales para eliminar la gran mayoría de estas cláusulas especiales. Y, en tercer lugar, aplicar un impuesto de tarifa plana, con un tipo único y reducido que genere los mejores incentivos para combatir la elusión y la ingeniería fiscal.

			Tipos impositivos, incentivos, tasas de retención 
e ingresos tributarios

			La gente no trabaja para pagar impuestos. ¿Quién haría eso? ¡Nadie! La gente trabaja para obtener ingresos, en concreto los que retendrá después de pagar los correspondientes impuestos. Lo que no es tan obvio, y depende de cada caso, es cuál será la renta neta tras cumplir con el fisco y qué efecto concreto tiene en nuestro bolsillo esforzarse más para ganar más. Nuestra observación central es que el incentivo inherente a cada gravamen, medido como la tasa de retención (1 – tipo impositivo), resulta mucho más determinante para la economía que los tipos en sí mismos. Los tipos impositivos y las tasas de retención son dimensiones bastante diferentes, conceptualmente hablando. Comprender la diferencia es vital para entender las formas en que los impuestos alteran el comportamiento y los resultados económicos.

			Cuando los tipos fiscales son altos, aplicar pequeños cambios en dichos umbrales dará como resultado grandes cambios en los incentivos que tienen las personas para declarar ingresos. Cuando las tasas impositivas son bajas, los pequeños cambios que puedan darse en dichos umbrales resultarán en cambios pequeños en los incentivos personales para declarar ingresos. Con impuestos muy altos se reducen de forma desproporcionada los incentivos que tienen las personas con mayores ingresos, lo que activa comportamientos defensivos. Si se trata de obtener más ingresos, cuanto mayor sea el tipo fiscal, más probable es que un aumento adicional de dicho gravamen reduzca los ingresos fiscales. En sentido contrario, si los impuestos son bajos, es más probable que una subida del tipo impositivo aumente los ingresos que recibe el fisco. Por lo que respecta a las tasas impositivas excepcionalmente altas que se han aplicado históricamente (que han llegado incluso al 91-94 por ciento en el caso de las rentas más altas), es ilógico que adoptar nuevas subidas hubiese podido resultar en un cierto aumento de los ingresos.

			Las rebajas de impuestos de Kennedy en la década de 1960 nos proporcionan una ilustración sencilla de todo esto. Bajo su presidencia, Estados Unidos redujo el tramo superior del IRPF del 91 por ciento al 70 por ciento, recortó el tramo inferior del 20 por ciento al 14 por ciento y aplicó otras rebajas proporcionales a los tramos intermedios.

			Antes de los recortes de impuestos, una persona con ingresos altos que estuviese sujeta al tramo superior del 91 por ciento tenía que ganar 100 dólares de ingresos antes de impuestos para quedarse con 9 dólares después de impuestos. Una vez que las rebajas de Kennedy se implementaron por completo, el tramo superior pasó a ser del 70 por ciento, de modo que conseguir ingresos de 100 dólares resultaba en 30 dólares de ganancia neta. Dicho con otras palabras, con una reducción del 23 por ciento en la tasa impositiva máxima (21 por ciento / 91 por ciento = 23 por ciento), el incentivo de las personas con altos ingresos para ganar 100 dólares pasó de 9 a 30 dólares por cada 100 dólares de ingreso, lo que supone un cambio en los incentivos del 233 por ciento (21 dólares / 9 dólares).

			Aquellos cuyos ingresos se veían afectados por el tramo más bajo experimentaron una reducción de la tasa impositiva aplicable del 30 por ciento, puesto que el tipo de referencia para este segmento de renta pasó del 20 al 14 por ciento (6 por ciento / 20 por ciento). Estos perceptores de ingresos, después de la reducción de impuestos, pasaron a retener 86 dólares después de impuestos por cada 100 dólares percibidos antes de impuestos, en lugar de los 80 dólares que venían ganando en términos netos. Esto supone un aumento de 6 dólares por cada 100 dólares percibidos y, en términos porcentuales, significa que el incentivo para las personas con ingresos más bajos aumentó en un 7,5 por ciento (6 dólares / 80 dólares).

			Si usamos variables porcentuales y abarcamos el ingreso antes y después de impuestos, el aumento en el incentivo para las personas de ingresos más altos fue del 233 por ciento a cambio de un recorte del 23 por ciento en la tasa impositiva máxima. Para las personas de ingresos más bajos, la mejora de incentivos fue del 7,5 por ciento y el recorte del tipo impositivo alcanzó el 30 por ciento. Si los aumentos de incentivos son el beneficio, y la reducción de las tasas impositivas es el coste estático de obtener ingresos, entonces la ratio beneficio/coste de las rebajas de impuestos de Kennedy fue del 10/1 en el caso de los ricos y de 4/1 en el caso de las rentas bajas. Fijarnos en el cambio de incentivos a partir del ingreso neto después de impuestos resulta de mayor interés y, de hecho, es un enfoque de referencia en la investigación económica académica, en contraste con el mero análisis de los tipos impositivos aplicados.

			El daño desproporcionado que tienen unos tramos superiores más altos debe estudiarse, pues, tomando en consideración su impacto sobre los incentivos. Por este motivo, debemos esgrimir la experiencia como un argumento poderoso contra un posible regreso al pasado que implique recuperar umbrales de tributación tan duros. Si se exigen impuestos altos a las personas de ingresos más altos no sólo dañamos la economía, sino que también aplicamos un marco fiscal que resulta contraproducente de cara a aumentar los ingresos fiscales. En relación con las rebajas de impuestos de Kennedy, nadie expresó mejor este argumento que Walter Heller, el presidente del Consejo de Asesores Económicos de JFK, que en 1977 compareció ante el Congreso y resumió del siguiente modo los efectos de las medidas adoptadas en la década de 1960:

			Lo que sucedió con la reducción de impuestos en 1965 es difícil de precisar, pero si conseguimos aislarlo de cualquier otra dinámica, encontramos que el efecto fue tremendamente estimulante, hasta el punto de difundirse y multiplicarse por toda la economía. La rebaja fiscal fue el principal factor que condujo al país a alcanzar un superávit presupuestario de 3.000 millones de dólares a mediados de 1965, antes de que nos golpeara el aumento del gasto militar por la escalada de la guerra en Vietnam. La rebaja de impuestos ascendió a 12.000 millones, que hoy en día serían 33.000 millones o 34.000 millones, pero en apenas un año, los ingresos obtenidos por el Tesoro en concepto de impuestos federales ya estaban por encima de los niveles que venían dándose antes de la reducción de impuestos [...] ¿Se financió a sí misma la rebaja de impuestos? Creo que la evidencia es muy sólida y sugiere que sí lo hizo.2

			Por definición, las personas con ingresos más altos tienen los medios necesarios para contratar expertos y profesionales que los guíen a la hora de declarar sus ingresos. Recurren a sus abogados, contables, especialistas, asesores y cabilderos para reducir sus obligaciones tributarias. El hecho de que no sólo tengan estos recursos, sino de que también se les incentive a desplegarlos, resulta letal. Si tienen la capacidad y tienen motivos, la historia del IRPF estadounidense pone de manifiesto que siempre se ha producido una respuesta consistente en buscar todo tipo de fórmulas que permitan reducir la carga fiscal a partir de alterar la base de impuestos declarados, tal y como vimos en el capítulo 2. ¿Acaso es de extrañar que los ingresos fiscales recaudados de los ciudadanos con más altos ingresos sean sensibles a los tipos impositivos que se les exigen?

			Rentas altas: tramos superiores, tipos efectivos 
e ingresos tributarios 

			El tramo impositivo superior puede ser muy alto, pero el tipo efectivo que enfrentan realmente los ricos siempre tenderá a ser mucho menor (el tipo efectivo son los impuestos pagados divididos por los ingresos obtenidos). Aplicar un tramo superior del IRPF más alto o más bajo desencadena respuestas de comportamiento que afectan a la cantidad de ingresos imponibles reportados por los contribuyentes. El tipo efectivo, junto con el ingreso imponible total que se declara, explica la evolución de la recaudación fiscal.

			El gráfico 3.2 muestra el tipo de referencia aplicable al 1 por ciento de mayor renta, así como el tipo efectivo abonado por dicho segmento, con datos de 1916 a 2017. Desde 1948 (poco después de la Segunda Guerra Mundial), el tipo efectivo del 1 por ciento de más renta se ha mantenido increíblemente estable. Durante setenta años, ha oscilado entre el 22 por ciento y el 35 por ciento, aunque el tramo superior aplicable haya variado en ese mismo lapso de años de forma notable, oscilando entre el 28 por ciento y el 91 por ciento.

			Hay muchas razones por las que los tipos efectivos siguen un patrón similar tan uniforme. No todos los ingresos del 1 por ciento de mayor renta se gravan de acuerdo con el tramo superior. No todas las formas de ingresos están sujetas al gravamen de referencia. Cuanto más progresivo sea el código tributario, más variaciones veremos entre el tipo efectivo y el tramo superior. Y en la medida en que los tramos superiores que sirven como referencia tiendan a desalentar la obtención de ingresos por parte del 1 por ciento que más gana, se reducirá la relación existente entre los tipos efectivos y los tramos superiores aplicados a las rentas altas. Ambas series aparecen debidamente trazadas en el gráfico 3.2.

			Gráfico 3.2. IRPF del 1 % de mayor renta: tipo efectivo 
versus tramo superior (1916-2017)

			[image: ]

			Fuente: Tax Policy Center, Agencia Tributaria de Estados Unidos (Internal Revenue Service).

			Se pueden hacer varias observaciones a partir de este gráfico. En primer lugar, los tipos impositivos pagados en términos efectivos por el 1 por ciento de mayor renta siempre son más bajos que los umbrales que, en teoría, se exigen a dicho segmento en forma de tramos superiores del IRPF. En segundo lugar, ambas series de datos describen generalmente el mismo patrón, coincidente en auges y caídas. En tercer lugar, las oscilaciones del tipo efectivo son mucho más moderadas que las del tipo aplicado al tramo superior. Y, en cuarto lugar, la brecha entre el tipo efectivo y el tramo superior del gravamen se reduce drásticamente a medida que se aplican reducciones en el segundo. Nos enfocamos en los tipos efectivos que paga el 1 por ciento de más renta porque este indicador, así como la base imponible y el número de declarantes, resulta vital para determinar los ingresos fiscales totales.

			El gráfico 3.3 mapea los ingresos promedio que declara el 1 por ciento de mayor renta y la tasa de retención aplicable a dicho subgrupo (de nuevo, se calcula como 1 – tramo superior del IRPF), cubriendo el período que va desde 1916 hasta 2018. Los tipos impositivos y las tasas de retención están expresados en porcentaje y no tienen ninguna tendencia natural. Por el contrario, los datos referidos a la evolución, en promedio, de los ingresos declarados antes de impuestos (medidos en dólares constantes de 2019) sí presentan una tendencia natural. Las rentas comunicadas al fisco crecen en períodos largos de crecimiento económico positivo, como ocurrió en buena parte del siglo pasado. Por tanto, hemos aislado la tendencia en nuestro análisis del ingreso promedio que declara antes de impuestos el 1 por ciento de más renta y mostramos las desviaciones respecto al promedio para aquellos datos en que se supere una tasa de mejora del 1,5 por ciento anual, porcentaje que va en línea con el que fue el crecimiento real promedio de los ingresos del 1 por ciento que más gana para los más de cien años de historia que han transcurrido desde 1913. Es notable lo cerca que están las tasas de retención de los ingresos promedio aislados de tendencia. Con tramos superiores más altos (es decir, con tasas de retención más bajas) vemos que hay una acusada correlación con una caída en el ingreso medio declarado ante el fisco. En cambio, si los tramos superiores son más bajos (y la tasa de retención es más alta), entonces vemos cómo los ingresos declarados antes de impuestos van en aumento. La gente, y más especialmente la gente rica, responde a los incentivos. Aquellos con más riqueza se apresuran a refugiarse y a buscar soluciones o incluso paraísos fiscales cuando los tramos superiores que se pretende aplicar sobre sus rentas alcanzan niveles elevados.

			Antes de la Segunda Guerra Mundial, sólo los estadounidenses más ricos estaban sujetos al impuesto federal sobre la renta. Por tanto, desde 1913 hasta 1940, la serie estadística del IRS (la Agencia Tributaria de Estados Unidos) no recoge más que los ingresos del 1 por ciento de mayor renta que estaba obligado a declarar. Piketty y sus colegas han reconstruido esta serie de datos para recoger la evolución de la renta del conjunto de los ciudadanos. Esto habilita la comparabilidad a lo largo de los años, como vemos en los gráficos 3.3 y 3.5.

			Gráfico 3.3. Tasa de retención del 1 % de mayor renta* 
versus renta media del 1 % de mayor renta** 1913-2018)

			[image: ]

			Nota: la renta media se expresa en dólares de 2019; la tendencia a partir de la cual se ajustan los datos arroja un crecimiento anual medio del 1,5 %.

			 *: la tasa de retención se deriva de los tipos impositivos aplicados históricamente y recogidos en las bases de datos del Internal Revenue Service (IRS). Se calcula como la resta de 1 – tipo superior IRPF.

			**: ingreso medio a partir de los cálculos realizados por Piketty, Saez y Zucman.

			Fuente: Agencia Tributaria de Estados Unidos (Internal Revenue Service), Piketty, Saez y Zucman.

			El punto que salta a la vista al revisar el gráfico anterior es la relación notablemente estrecha entre el incentivo que tiene el 1 por ciento de más renta para declarar sus ingresos imponibles y la cantidad promedio de ingresos que, en efecto, acaba declarando dicho segmento de la población. La correlación es estrecha. Las rentas altas, al parecer, son muy sensibles a las tasas impositivas más elevadas. Cuanto más se las grava, menos declaran en concepto de ingresos sujetos al correspondiente pago de impuestos. Lo que no muestra la figura anterior es qué porcentaje de la variación en el ingreso máximo promedio proviene de las estrategias orientadas a reducir el pago de impuestos y qué peso tiene una caída real de los ingresos reales de dicho subgrupo. A efectos de la recaudación fiscal, se trata de una distinción sin relevancia. Los ingresos reales promedio declarados por los ricos están estrecha y negativamente correlacionados con la aplicación de tipos impositivos elevados. Se reafirma así un viejo adagio: no se puede gravar onerosamente una economía y pretender que prospere. Esta relación, la estrecha conexión entre las tasas de retención después de impuestos y el ingreso declarado por las rentas altas, es un elemento esencial de la historia fiscal de Estados Unidos. Los siguientes párrafos ofrecen un recorrido por dicha historia.3

			En 1921, el tramo superior del IRPF se redujo drásticamente hasta alcanzar un mínimo del 24 por ciento, mientras que el ingreso promedio declarado por el 1 por ciento de más renta aumentó de manera constante y poderosa. Como vemos en el gráfico 3.3, el ingreso promedio antes de impuestos declarado por el 1 por ciento de mayor renta alcanzó en 1928 un pico de casi un 20 por ciento por encima de la tendencia a largo plazo para el período 1913-2018.

			A partir de 1929, el ingreso promedio declarado por el 1 por ciento de más renta comenzó a disminuir, pero aún permanecía en niveles elevados y cercanos a su pico de 1928. En cambio, en 1930, debido a la aprobación de la infame Ley Smoot-Hawley (tema que abordaremos en el capítulo 5), el ingreso promedio del 1 por ciento de más renta se hundió. Llegado el año 1932, cuando el tramo superior del IRPF se elevó al 63 por ciento, la renta media declarada por el 1 por ciento más rico cayó más de un 50 por ciento por debajo de la tendencia. De 1928 a 1932, el descenso fue de aproximadamente un 70 por ciento, un desplome claramente ligado a las subidas de impuestos. Y, como indica el gráfico 3.2, aunque el tramo superior aumentó del 25 por ciento al 63 por ciento, el tipo efectivo de dicho subgrupo cayó de 1928 a 1932. Los tres componentes clave (renta media, tipo impositivo y número de contribuyentes) disminuyeron a lo largo de este intervalo. Por un momento, dejaremos a la imaginación del lector determinar lo que sucedió con los ingresos tributarios (para adelantarse y echar un vistazo, consultad el gráfico 3.5).

			Desde 1932 hasta principios de la década de 1960, el ingreso promedio declarado por el 1 por ciento más rico se mantuvo muy por debajo de los niveles de finales de la década de 1920. Los tramos superiores del IRPF se movían en el rango que va del 63 por ciento al 94 por ciento. El ingreso promedio comenzó a recuperarse precisamente cuando entraron en vigor las rebajas de impuestos de Kennedy, a mediados de la década de 1960. Y la recuperación fue, sin duda, intensa. Sin embargo, después del período de rebajas de impuestos de Kennedy, el ingreso promedio declarado por el 1 por ciento de más renta y ajustado por componentes tendenciales disminuyó drásticamente desde los máximos de mediados de los años sesenta. A finales de la década, y a lo largo de la de 1970, este indicador se estancó. En esos años, los tipos efectivos aumentaron no sólo por ley, sino también por la «progresividad en frío» generada por la inflación (es decir, la no deflactación de los tramos y umbrales del IRPF como mecanismo para ajustar el efecto del IPC).4

			A partir de 1980, el tramo superior experimentó un fuerte descenso, pero el ingreso promedio antes de impuestos declarado por el 1 por ciento de más renta se disparó, como muestra el gráfico 3.3. A medida que caían los tipos impositivos, las personas con mayores ingresos ganaban más, pero sobre todo declaraban más. La caída en la tasa efectiva que pagaba el 1 por ciento de mayores ingresos fue proporcionalmente menos intensa que el aumento en el ingreso promedio de dicho segmento. No sorprende, pues, que los ingresos fiscales obtenidos de las élites económicas se disparasen a partir de 1982.

			Gracias a otra ley de impuestos aprobada en 1986, se eliminaron las deducciones que compensaban las pérdidas estáticas de ingresos derivadas de las rebajas fiscales. De 1981 a 1988, bajo la presidencia de Ronald Reagan, el ingreso promedio del 1 por ciento de mayor renta aumentó un 74 por ciento, en dólares constantes ajustados a la inflación. En términos de desviación de la tendencia, el ingreso promedio del tramo superior aumentó de forma progresiva, de modo que pasó de estar un 41,5 por ciento por debajo de la tendencia en 1981 a situarse un 8 por ciento por debajo de la tendencia en 1988.5

			Ingresos tributarios obtenidos del 1 por ciento 
de mayor renta

			Los ingresos fiscales totales pagados por el 1 por ciento superior de los declarantes por IRPF se determinan a partir de tres factores: el tipo efectivo medio (gráfico 3.2), el ingreso medio declarado (gráfico 3.3) y la base imponible o número de contribuyentes que figuran dentro de dicho subgrupo.

			El desglose de los ingresos tributarios de acuerdo con estas tres variables nos ofrece un fácil acceso al efecto que tiene el aumento (o la reducción) de los tramos superiores aplicados a los ricos, determinando qué cambios generan estas modificaciones en los ingresos tributarios pagados por este segmento. Por lo general, hay tres conclusiones evidentes:

			
					Si todos los demás factores se mantienen constantes, el aumento del tramo superior debería aumentar el tipo efectivo medio del 1 por ciento (véase gráfico 3.2). 

					Si todos los demás factores se mantienen constantes, un aumento del tramo superior debería reducir el ingreso promedio declarado por el 1 por ciento de mayor renta (véase gráfico 3.3). Los tipos efectivos y el ingreso promedio responden a los cambios que se dan en el tipo máximo del gravamen, pero lo hacen evolucionando en direcciones opuestas. Existe, pues, un conflicto directo entre estas dos fuerzas primarias, que determinan los ingresos fiscales totales obtenidos de estos contribuyentes.

					El aumento del tramo superior del IRPF, a menos que se especifique lo contrario, debería reducir la cantidad de contribuyentes que quedan sujetos al pago de dicha tasa.

			

			Con estas conclusiones en mente, hemos construido una serie de datos que plasma los ingresos de los contribuyentes de mayor renta. Creemos que este enfoque permite hacer buenas comparaciones de las diferencias observadas de un año a otro. Nuestro método se desarrolla de la siguiente manera: de entrada, la serie identifica el ingreso real promedio del 1 por ciento superior para cada año desde 1916 hasta 2017. A continuación, se identifica el tipo efectivo pagado por el 1 por ciento de más renta para cada año de dicho período. Y, por último, se multiplican estos dos términos para así obtener el ingreso fiscal promedio en términos per cápita de estos contribuyentes, año por año. Una vez más, eliminamos la tendencia de los resultados para descontar la tasa media de mejora de los ingresos medios de estos contribuyentes, que asciende al 1,5 por ciento para todo el período analizado. Los valores que presentamos son los ingresos tributarios promedio del 1 por ciento de mayor renta, medidos ejercicio por ejercicio frente a la tendencia de esta variable a largo plazo.

			Al proceder de esta manera, nos aseguramos de que el número de integrantes incluidos en el 1 por ciento de más ingresos —número que varió ampliamente, particularmente en los primeros años del impuesto sobre la renta— nos sirve para calcular el pago fiscal que abonan, en promedio, estos ciudadanos. Se trata de una cifra crucial para determinar si el sistema tributario tiene o no éxito en la recaudación de ingresos impositivos entre los miembros del grupo con mayor renta. Los datos que discutimos a continuación están incorporados en los gráficos 3.4.A, 3.4.B y 5. Lo que sigue es un escrutinio de nuestros hallazgos sobre el historial de ingresos fiscales del 1 por ciento superior desde 1916.6

			En los primeros cuatro años del impuesto sobre la renta (1913-1916), pocas personas de ingresos altos estaban obligadas a declarar sus rentas ante el IRS. Los datos de esta época sobre lo que llamaríamos el 1 por ciento de mayores ingresos son imprecisos y no resultan estrictamente comparables con datos posteriores. En el período que va de 1913 a 1916, el número de contribuyentes que entraban en el 1 por ciento de más renta nunca superó el umbral de las 4.300 personas. En cambio, en 1917, el número de contribuyentes que formaban parte del 1 por ciento superior había aumentado hasta ser casi 35.000. Nuestra serie comienza el año anterior, en 1916, cuando el tramo superior aumentó del 7 al 15 por ciento y el total de contribuyentes era aún reducido. Entre 1916 y 1920, la cifra de integrantes del 1 por ciento sujetos al pago del IRPF se multiplicó por siete, pasando de menos de 4.300 a cerca de 73.000 contribuyentes. Por aquel entonces, la población tenía un tamaño aproximado de 100 millones de personas. El aumento de una cifra reducida de contribuyentes a un número más abultado complica las comparaciones con el período previo a 1917. En cualquier caso, estimamos que los ingresos tributarios del 1 por ciento real, ajustados a la inflación, aumentaron hasta llegar a su pico al final de la Primera Guerra Mundial, en 1918, cuando el tramo superior del IRPF alcanzaba el 77 por ciento y el número de contribuyentes crecía hasta alcanzar máximos históricos.

			Sin embargo, el ingreso promedio del 1 por ciento superior empezó a caer drásticamente ese mismo año, en 1918. El ingreso promedio de dicho grupo se desplomó en relación con la tendencia y siguió bajando hasta 1921. En este período, el tramo superior del IRPF se mantuvo muy alto, en un 73 por ciento. Pero a medida que se redujeron los tipos fiscales a partir de 1922, y durante buena parte de la década, lo cierto es que los ingresos promedio del 1 por ciento superior aumentaron de forma igualmente drástica. En términos absolutos, los ingresos fiscales del 1 por ciento superior, medidos en dólares de 2017, alcanzaron un máximo de 13.400 millones en 1928, cuando el tramo superior del IRPF era del 25 por ciento. En 1929, se produjo una caída a 12.200 millones. Cabe señalar que los tipos impositivos de 1929 habían sido del 25 por ciento durante todo el año, pero en diciembre se redujo dicho umbral retroactivamente, para aplicar un 24 por ciento. Mencionamos este pequeño cambio para recalcar que el efecto práctico del incentivo fiscal aprobado en 1929 no fue del 24 por ciento, sino del 25 por ciento. Las personas con altos ingresos apenas recibieron una modesta e inesperada ganancia a expensas de los ingresos fiscales.

			Después de 1929, los ingresos fiscales reales totales de los ricos cayeron drásticamente al calor del colapso económico derivado de la Ley Arancelaria o Smoot-Hawley. Frente a la tendencia, los ingresos fiscales del 1 por ciento de más renta cayeron alrededor de catorce puntos porcentuales entre 1928 y 1934. Durante el resto de la década de 1930, se mantuvieron en este nivel tan bajo. En cambio, las tasas impositivas aplicadas a la parte superior de la distribución de la renta iban en aumento. En 1932, el tramo superior subió al 63 por ciento. En 1936, al 79 por ciento. En los primeros años de la Gran Depresión, se produjo una contracción en el número de contribuyentes. La base de declarantes de impuestos cayó a menos de la mitad. En 1931, las declaraciones de impuestos del 1 por ciento superior ascendieron a 32.250 contribuyentes. Por el contrario, en 1923 había cerca de 77.000 personas en esta circunstancia.

			Los ingresos fiscales obtenidos de las rentas altas aumentaron rápidamente después de la subida de los impuestos aprobada a mediados de la década de 1930. Esto se debió, en particular, a que el número de declarantes aumentó, hasta incluir a casi 76.000 personas en 1939. Con todo, los ingresos fiscales totales generados por el 1 por ciento de más renta apenas crecieron a finales de la década de 1930 y principios de la década de 1940, y de hecho no fueron mayores que los niveles que se dieron a finales de la década de 1920, con gravámenes más bajos. En dólares de 2019, los ingresos fiscales aportados por el 1 por ciento superior alcanzaron un máximo de 16.000 millones de dólares en 1936. En 1939, su aportación había bajado a 9.000 millones. El tamaño del grupo era mayor en 1936 que en 1928: 54.000 frente a 41.000 personas, sin embargo, fue con esos 41.000 declarantes con quienes se alcanzó un máximo de 13.400 millones de recaudación. Durante la Gran Depresión, aplicar impuestos mucho mayores no sirvió de nada para obtener más ingresos entre el 1 por ciento de más renta.

			La legislación tributaria aprobada a lo largo de los años para modificar el IRPF no sólo afecta al tramo superior del gravamen. De entrada, se han sucedido los tramos diferenciados para cada nivel de renta. Además, se han introducido numerosas exenciones, deducciones o bonificaciones. Todo esto afecta a los ingresos fiscales reales que se obtienen en total. Para nosotros, y para los estadísticos del IRS que recopilan los informes anuales de recaudación con los que obtenemos nuestros datos, la clave de tales factores se encuentra en todas y cada una de las declaraciones de impuestos presentadas. La forma en que cada contribuyente de mayor renta aprovechó otras vías para declarar sus ingresos (por ejemplo, canalizándolos como rentas de capital) nos dice mucho de cuál es el efecto de los tipos impositivos en el comportamiento de las personas con mayores ingresos. Elegimos centrarnos en el tipo efectivo pagado y en el ingreso promedio declarado por los ricos desde el entendimiento de que, con la eliminación de tendencias, esto nos ayudará a establecer comparaciones interanuales en igualdad de condiciones. Además, hemos analizado los ingresos fiscales reales totales abonados por el 1 por ciento de más renta, y comprobamos que esta cifra depende, en gran medida, del número total de declarantes del IRPF. A este respecto, la cantidad de declaraciones de impuestos presentadas ha marcado una gran diferencia en los cambios de los ingresos fiscales totales generados por el 1 por ciento superior, pero solamente en varias ocasiones o episodios importantes (más específicamente, unos pocos años comprendidos entre 1917 y 1945).

			De 1938 a 1947, el número de contribuyentes se multiplicó por nueve. El crecimiento de los ingresos fiscales reales del 1 por ciento superior de los declarantes de ingresos durante esta era de tipos impositivos altos fue del 1,54 por ciento anual. Esta cifra se alcanza comparando los comienzos del sistema tributario moderno, a mediados de la década de 1940, con los números de 1982, cubriendo así un período de treinta y siete años. Durante dicho intervalo temporal, el crecimiento medio anual de los ingresos fiscales obtenidos del 1 por ciento de mayor renta fue del 1,54 por ciento, una tasa ciertamente baja. De hecho, es mucho más baja que la observada a partir de 1982, cuando los impuestos sobre los ricos eran más bajos. La excepción que rompe este patrón tan flagrante de práctico estancamiento en la mejora de los ingresos tributarios obtenidos del 1 por ciento que más gana durante el período que va de 1945 a 1982 sería la breve franja temporal que siguió a las rebajas de impuestos de Kennedy, desde principios hasta mediados de los años sesenta, cuando sí se observó una mejora de las cifras de recaudación. Por el contrario, y como decíamos anteriormente, las rebajas de impuestos aprobadas bajo presidencia de Reagan dieron pie a una subida en los ingresos obtenidos del 1 por ciento que más gana. De hecho, entre 1987 y 2017, el crecimiento de los ingresos fiscales del 1 por ciento de más renta alcanzó, en términos reales, un promedio del 4,44 por ciento anual. Lo vemos en el gráfico 3.4.A.7

			El período 1982-2017 coincide con un tramo superior promedio del 38,3 por ciento en el IRPF. De hecho, a partir de 1986, el tramo superior del IRPF nunca excedió el 40 por ciento (véase gráfico 3.4.A). Pues bien, comparando los dos períodos de referencia (1945-1982 y 1982-2017), encontramos un marcado contraste. Por ejemplo, en lo referido a los ingresos declarados por el 1 por ciento de mayores ingresos, encontramos que su tasa de aumento anual promedio fue del 0,46 por ciento para el intervalo temporal comprendido entre 1945 y 1982, pero pasó a ser del 3,71 por ciento a partir de las rebajas fiscales aprobadas desde 1982, en las cuales se redujo la tributación de los ricos.

			Si queremos evaluar cómo los tramos superiores afectan al conjunto de los ingresos tributarios, podemos eliminar el número de contribuyentes de nuestra ecuación, puesto que no ha habido grandes cambios en esta variable. Desde 1945, el porcentaje de ciudadanos sujetos al IRPF pasó del 35 por ciento al 40 por ciento alcanzado en 1982 o el 44 por ciento en 2017. Las oscilaciones en la base imponible sólo afectaron notablemente a los ingresos obtenidos del 1 por ciento más rico al final de la década de 1910 y a comienzos de la de 1940. En ambos momentos se produjo una subida significativa del número de declarantes. Sin embargo, en el resto del período analizado, el cambio en la base de contribuyentes tuvo un efecto de minimis sobre la recaudación total. Hoy, Estados Unidos tiene una capacidad limitada de modificar, o más específicamente de aumentar, el número de declarantes por IRPF. De modo que, pensando en el futuro de las finanzas públicas, el número de contribuyentes no es una variable muy importante.

			Quedan, pues, dos componentes que dan cuenta de los cambios en los ingresos tributarios que se obtienen de los contribuyentes de mayor renta: su ingreso medio y el tipo efectivo que pagan en el IRPF. Tanto en la era anterior a la Segunda Guerra Mundial (1916 a 1940) como en la época posterior a dicho conflicto bélico (1945 a 2017), las oscilaciones en los ingresos fiscales reflejan, casi en su totalidad, los movimientos observados en el ingreso medio del 1 por ciento superior. Estos movimientos están correlacionados negativa y significativamente con las subidas de los tramos superiores. Los cambios en la fiscalidad provocan a su vez cambios en el ingreso promedio, y los cambios en el ingreso promedio producen cambios en los ingresos tributarios. Es tan simple como eso. Dado el precedente que nos brindan los más de cien años de historia del impuesto sobre la renta, si el objetivo es obtener más ingresos fiscales, es evidente que se deberían reducir los tramos superiores del IRPF. Además, como beneficio adicional, la economía también funcionaría mejor.

			Cuando los tramos del IRPF aumentan para los niveles superiores de la distribución de la renta, los ingresos promedio que reportan las rentas altas se reducen y, como consecuencia de ello, ese 1 por ciento de mayores ingresos acaba pagando menos impuestos al fisco.

			Gráfico 3.4.A. Ingresos tributarios aportados por el 1 % de mayor renta versus tramo superior del IRPF (dato anual, 1943-2017, cifras de recaudación expresadas en miles de millones de dólares de 2019)
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			Fuente: Tax Policy Center, Piketty, Saez y Zucman.

			Gráfico 3.4.B. Cambio porcentual en la renta media y el promedio de ingresos fiscales obtenidos del 1 % de mayor renta (dato anual, 1946-2017)
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			Fuente: datos de la Agencia Tributaria de Estados Unidos (IRS).

			Ajustando los datos para descontar la inflación, hemos calculado los ingresos fiscales que genera el 1 por ciento de mayor renta usando el siguiente método: para empezar, hemos tomado como referencia la serie que mide el ingreso medio de dicho subgrupo, ajustado por componentes tendenciales, y a continuación hemos multiplicado el resultado de dicha variable por el tipo efectivo. El ejercicio se hizo año a año, para cubrir todo el período que va de 1916 a 2017. Los resultados aparecen recogidos en el gráfico 3.5. Además, hemos comparado estos resultados con los ingresos obtenidos del 1 por ciento de mayor renta que reporta la serie del IRS, con datos a partir de 1945. Los gráficos 3.4.A y 3.4.B recogen estos datos. Como puede verse, los resultados son prácticamente idénticos a los del gráfico 3.5. El gráfico 3.4.A muestra el tramo superior promedio frente a los ingresos fiscales que se obtienen de los ricos. El gráfico 3.4.B describe los cambios en el ingreso promedio que declaran los ricos frente a los cambios en los ingresos tributarios que se obtienen de dicho segmento.8

			El gráfico 3.4.A muestra un fuerte contraste entre las épocas de impuestos altos y los tiempos de gravámenes más moderados. De 1945 a 1982, con tramos superiores muy elevados, el ritmo de aumento de los ingresos federales recaudados de entre el 1 por ciento de más renta fue muy pequeño. En cambio, durante la era de impuestos más bajos, a partir de 1982, el ritmo de aumento de los ingresos federales recibidos del 1 por ciento de mayor renta fue mucho más intenso. El gráfico 3.4.B muestra una inconfundible correlación entre el ingreso promedio que declara el segmento de mayor renta y los ingresos tributarios que se obtienen de esa fuente. Esta circunstancia es muy notable. Los ingresos que generan los ricos son mayores cuando aumentan los ingresos que declaran. En cambio, los ricos aportan menos cuando declaran menos renta. En ambos casos, los cambios porcentuales que se aprecian cuando se mide la evolución de los ingresos y de sus contribuciones fiscales describen oscilaciones muy similares. El gráfico 3.5, por su parte, habla por sí solo. Cuando los tramos superiores aumentan, los ingresos fiscales que aportan los ricos caen, y cuando bajan los gravámenes aplicados a quienes más ganan, los ingresos tributarios que se obtienen de esa misma fuente van a más. Esto es lo que explica el rango prohibitivo de la curva de Laffer, un rango en el que el código tributario estadounidense ha venido situando a los ricos de forma reiterada desde la adopción del IRPF.

			En el gráfico 3.5 vemos dos períodos, marcados como A y B, que destacan por ser un tanto anómalos. Durante el que hemos identificado como A, los ingresos tributarios promedio obtenidos del 1 por ciento más rico en términos reales cayeron sustancialmente, mientras que la tasa de retención se mantuvo prácticamente sin cambios. Esto fue durante la década de 1970, un tiempo en el que la elevada y galopante inflación empujaba a todos los contribuyentes a pagar tramos impositivos cada vez más altos, puesto que los umbrales que determinaban los tipos del IRPF no estaban deflactados o ajustados a la inflación. En la década de 1970, aunque los tipos no aumentaron en términos formales, los tipos efectivos sobre los ricos aumentaron desmesuradamente como resultado de la inflación. Por ejemplo, se pagaban muchos más impuestos sobre las rentas de capital, pero tales ganancias eran ilusorias porque no eran reales, sino apenas nominales, ya que la inflación devoraba estos márgenes. De ahí la caída de los ingresos medios de los ricos en un contexto de estabilidad de la tasa de retención. En 1985, la rebaja de impuestos de Reagan indexó los tramos del impuesto sobre la renta a la inflación.

			Gráfico 3.5. Promedio de ingresos fiscales obtenidos del 1 % de mayor renta versus tasa de retención (1916-2017, datos ajustados por componentes tendenciales, a partir del promedio histórico del 1,5 %)
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			Fuente: Tax Policy Center, Agencia Tributaria de Estados Unidos (IRS), y Piketty, Saez y Zucman.

			El período A también fue una etapa histórica en la cual imperó una distinción entre ingresos «devengados» y «no devengados» en el código tributario. La renta devengada se refería a sueldos y salarios, mientras que la no devengada hacía referencia a intereses, dividendos y similares. Así pues, aunque el tipo aplicado a los ingresos del trabajo se redujo en 1969 del 70 por ciento al 50 por ciento, dicho umbral siguió en vigor para los ingresos «no laborales». Ésa es la tasa que se muestra en el gráfico 3.5. En 1982, la rebaja de impuestos de Reagan eliminó la distinción entre ingresos devengados y no devengados, y ambas fuentes de ingresos quedaron gravadas al 50 por ciento.

			El segundo período, el B, fue un tiempo en el que virtualmente todos los miembros del 1 por ciento de mayor renta terminaron pagando el umbral más elevado del IRPF. Las élites económicas quedaban sujetas al tramo más alto de forma muy generalizada. Además, se eliminaron innumerables deducciones, exenciones y demás excepcionalidades para equilibrar los ingresos fiscales tras las reducciones de los tipos de referencia. Ésta fue una de las raras ocasiones en las que la caída del tramo superior tuvo un impacto negativo significativo sobre los ingresos fiscales. El tipo efectivo medio aplicable al 1 por ciento más rico era superior al 33 por ciento en 1986, pero en 1990 había caído al 23,2 por ciento.

			Los ingresos fiscales promedio (es decir, el tipo efectivo medio multiplicado por el ingreso real promedio, ajustado por componentes de tendencia) del 1 por ciento de más renta guardan una correlación muy estrecha con el tramo superior. Los umbrales máximos del IRPF están, pues, íntimamente ligados a unos ingresos tributarios más bajos. En sentido inverso, cuando los tramos superiores son más bajos, el promedio de ingresos tributarios es más alto. El gráfico 3.5 muestra en qué medida el sistema fiscal de Estados Unidos ha hecho que los ricos queden sujetos al rango prohibitivo de la curva de Laffer.

			Nuestra investigación recoge una secuencia de hallazgos con claras implicaciones de política económica:

			
					El tipo efectivo medio que pagaba el 1 por ciento de más renta está débil y positivamente correlacionado con los tramos superiores del IRPF. Su evolución exhibe mucha menos volatilidad y se mantiene relativamente estable. 

					Los elevados tramos de IRPF que paga el 1 por ciento de más renta están correlacionados de manera estrecha y negativa con los ingresos promedio que declara dicho segmento de contribuyentes.

					En términos porcentuales, los ingresos promedio declarados por el 1 por ciento de más renta describen movimientos mucho más grandes, proporcionalmente hablando, que los tipos efectivos. Por tanto, si hablamos de ingresos tributarios, la renta media que declara 1 por ciento que más gana tiene un efecto sustancialmente mayor sobre la recaudación tributaria que las alteraciones en los tipos impositivos.

					Los tramos superiores del IRPF exigidos al 1 por ciento de más renta están negativamente correlacionados con los ingresos fiscales que se obtienen de este subgrupo.

			

			De todo esto podemos concluir lo siguiente: la historia fiscal de Estados Unidos nos muestra que, durante casi todo el período de aplicación del impuesto sobre la renta, la fiscalidad aplicada al 1 por ciento de mayor renta ha estado en el rango prohibitivo de la curva de Laffer. Con tramos superiores más bajos se han observado mayores ingresos fiscales, y viceversa.

			El quid de la cuestión es que si se elevan los tipos fiscales que se aplican a los ingresos declarados antes de impuestos por los contribuyentes que más ganan, estas personas ajustarán su comportamiento económico para reportar menos ingresos y pagar menos impuestos. Hay muchas formas mediante las cuales se puede reducir la base imponible: trabajar menos mientras los impuestos sean mayores, trasladarse a territorios con una fiscalidad más baja, percibir ingresos en especie, alterar la forma en que se percibe el salario, aplicar todo tipo de deducciones y exenciones, adoptar estrategias de ingeniería fiscal... e incluso evadir impuestos. Pero, independiente de cómo lo hagan, las personas de más altos ingresos buscarán formas de reducir los ingresos declarados antes de impuestos si los tipos máximos del IRPF que se les pretende cobrar son también muy elevados.

			Bajo este tipo de escenario, el 1 por ciento de más renta reportará menos ingresos al fisco. Independientemente de cuál sea la fórmula empleada, lo cierto es que las subidas de los tramos superiores del IRPF se han revelado como una fórmula segura de reducir las contribuciones fiscales que realiza dicho subgrupo.

			En su Informe económico de la Presidencia de enero de 1963, el presidente John F. Kennedy defendió de la siguiente manera los beneficios derivados de rebajar los tipos impositivos:

			La reducción de impuestos, por tanto, desencadena un proceso que puede generar ganancias para todos, obtenidas merced a la movilización de recursos que, de otro modo, permanecerían inactivos. Resulta en más trabajadores con empleo, en más mercados para la producción agrícola e industrial. Sin embargo, muchos contribuyentes parecerían estar dispuestos a negarle a la nación los frutos de la reducción de impuestos porque cuestionan la decisión de reducirlos en un contexto en el que el presupuesto federal está en una situación de déficit. Permítanme aclarar por qué, en la economía actual, la prudencia y la responsabilidad fiscal exigen, de hecho, una reducción de impuestos, incluso si ello aumenta temporalmente el déficit federal. Y es que reducir los impuestos es la mejor manera que tenemos para aumentar los ingresos.

			Los tipos superiores del impuesto sobre la renta y los datos de las declaraciones de dicho gravamen muestran la validez de la curva de Laffer. Específicamente, el país estadounidense estuvo en el «rango prohibitivo» de dicha curva desde muchos años antes de los recortes de impuestos aprobados en la década de 1980. Habida cuenta de que la pieza central de la macroeconomía académica progresista contemporánea es la curva de la desigualdad que han descrito Thomas Piketty y Emmanuel Saez con forma de «U», podemos formular la relevancia de otra curva que también describe esa trayectoria, pero cuya «U» recoge cómo los ingresos fiscales que se obtienen de los ricos fueron más altos al comienzo y al final de la serie histórica, coincidiendo con impuestos más bajos, mientras que estas rentas se redujeron en el intervalo temporal central, en un tiempo en que la fiscalidad era más elevada.9
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			Los recortes de impuestos de los locos años veinte

			Decidí preguntar a algunos expertos en impuestos y activistas políticos por el punto máximo de la curva de Laffer en el actual impuesto sobre la renta y, más particularmente, el tramo superior. Quería saber cuál consideran que es la tasa que maximiza los ingresos.

			,
bloguero de The Washington Post, 2010

			El tipo que maximiza los ingresos es [...] el 73 por ciento, lo que significa que el tramo superior debería ser del 69 por ciento y, a esta cifra, se le sumarían cuatro puntos porcentuales por los recargos que se aplican en el impuesto sobre la renta, en virtud de la tasa que financia Medicare, los gravámenes estatales o el efecto que tiene el IVA en términos de poder adquisitivo y renta neta. Ese 73 por ciento sería una tasa muy superior al 35 por ciento que está en vigor o el 39,6 por ciento que se propone actualmente.

			Respuesta del economista ,
profesor de la Universidad de California en Berkeley

			Cuando se adoptó el impuesto federal sobre la renta estadounidense en 1913, pocas personas perceptoras de rentas del trabajo estaban obligadas a presentar declaraciones de ingresos (apenas unas 350.000 personas, que suponían menos del 4 por ciento de la población). Para aquellos que sí presentaban la declaración, el tramo superior era del 7 por ciento. En 1916, el umbral se elevó al 15 por ciento. Sin embargo, en cuestión de dos años, la subida fue propia de una montaña rusa, alcanzándose una tasa del 77 por ciento. Esta tasa formó una alianza impía con los años finales de la Primera Guerra Mundial y la pandemia global de la gripe, que alcanzó proporciones bíblicas. Llegado el año 1920, la legislación fiscal ya era aplicable a muchos más trabajadores. El total de contribuyentes se multiplicó por veinte, hasta alcanzar los 7,2 millones de personas. Sin duda, fueron golpes duros y muy súbitos, pero hubo una reacción.

			Pocos años después de la Primera Guerra Mundial, a comienzos de la década de 1920, cuando la pandemia ya había remitido, la tasa impositiva máxima fue reducida de manera gradual hasta el 25 por ciento. De hecho, se mantuvo en dicho umbral durante siete años, desde 1925 hasta 1931.

			Curiosamente, el período de tres años que va de 1919 a 1921 fue el único momento en el que el tramo superior del IRPF alcanzó exactamente lo que los economistas progresistas identifican hoy en día como el punto de equilibrio de la curva de Laffer. Emmanuel Saez, colaborador de Piketty, ha argumentado que sus trabajos matemáticos muestran que la tasa impositiva máxima sobre la renta de los contribuyentes que más ganan que podría maximizar los ingresos tributarios sería el 73 por ciento, «sustancialmente por encima de los niveles actuales, que rondan el 42,5 por ciento cuando se consideran todos los recargos e impuestos añadidos al IRPF». En este sentido, cuando la Universidad de Harvard otorgó a Saez un título honorario en 2019, lo hizo en virtud de sus investigaciones, «que recomiendan un tipo marginal del 73 por ciento o más para las rentas altas».1

			Pues bien, Estados Unidos aplicó este gravamen de 1919 a 1921. En cambio, a partir de 1922, dicho umbral se redujo cuatro veces seguidas, hasta alcanzar el 25 por ciento en 1925. El resultado fue notable y constituye el mejor ejemplo histórico de cómo se puede llegar a propiciar un aumento repentino de los ingresos tributarios a partir de cambios en los incentivos fiscales y, más especialmente, en los impuestos de las rentas altas. Aquel episodio sirvió como estándar para los resultados que buscaban replicar otras rebajas de impuestos, como las de las décadas de 1960 y 1980. Sin lugar a dudas, y contrariamente a la teoría económica progresista, el tramo superior del 73 por ciento vigente en 1919-1921 estaba muy por encima del punto de inflexión que marca la entrada en el rango prohibitivo de la curva de Laffer.

			Las mejoras de la recaudación observadas en la era de rebajas de impuestos de la década de 1920 no estuvieron concentradas en las aportaciones de las personas con ingresos más altos. Es cierto que los cambios afectaban principalmente a aquellos con mayor renta, pero sus efectos económicos provocaron aumentos de ingresos en todos los segmentos de la distribución de ingresos, así como en las aportaciones derivadas de otros gravámenes. En los nueve años que van de 1920 a 1929, y a medida que los tipos del tramo superior del IRPF se redujeron en casi cincuenta puntos porcentuales, la cantidad real (en dólares) recaudada por las Administraciones públicas aumentó en un 36 ciento. Éstos son los datos: el tramo superior aplicado a los ricos se redujo más del 65 por ciento y, en cambio, los ingresos aumentaron considerablemente.

			Qué nos dicen las cifras 

			La tabla 4.1 ofrece una cronología de la política fiscal y la economía de Estados Unidos durante la década de 1920. El tramo superior del IRPF bajó del 73 por ciento vigente en 1921 al mínimo del 24 por ciento alcanzado en 1929 (columna 2). Los ingresos declarados por el 1 por ciento superior se quintuplicaron (columna 3), mientras que el tipo efectivo que pagaba el 1 por ciento de mayor renta se redujo a la mitad (columna 4) y los ingresos declarados por dicho segmento se duplicaron con creces (columna 5). En la década de 1920, la curva de Laffer no estaba, ni de cerca, en torno al 73 por ciento.

			Además de lo que sucedió con el 1 por ciento de mayor renta, entre 1921 y 1929 el ingreso total declarado por los contribuyentes estadounidenses aumentó un 30 por ciento y el PIB se incrementó en un 45 por ciento (columnas 10 y 12). Como porcentaje del PIB, los ingresos fiscales totales (sumando todas las capas de la Administración pública de Estados Unidos, es decir, los ingresos tributarios federales, estatales y locales en su conjunto) disminuyeron levemente a lo largo de los ocho años. Los ingresos fiscales aumentaron a un ritmo distinto, pero la tasa de crecimiento económico fue aún mayor. Y todo esto ocurrió mientras el tramo superior del IRPF bajaba del 73 al 24 por ciento.

			Tabla 4.1. Política fiscal, ingresos y aportación fiscal del 1 % de mayor renta y el conjunto de la economía estadounidense (datos anuales, 1920-1929)
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							1921

						
							
							73

						
							
							12,8

						
							
							32,5

						
							
							4,2
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							41,1

						
							
							150,9
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							58
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							46
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							25
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							24
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							362,9
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							1.213,70

						
					

				
			

			
			Fuente: IRS, Oficina del Censo, MeasuringWorth, USGovernmentRevenue.com, USGovernmentSpending.com.

			A principios de la década de 1920, los tipos aplicados sobre la renta del 1 por ciento más rico eran muy altos. En 1920-1921, el tipo supuestamente óptimo del 73 por ciento que sugieren los economistas progresistas se aplicaba a quienes percibían más de 1 millón de dólares, equivalentes hoy en día a unos 15 millones. El sistema era complejo: había cincuenta y seis tipos diferentes, desde el 4 por ciento hasta el 73 por ciento, dependiendo del menor o mayor nivel de renta. Por ejemplo, con una renta de 66.000 dólares de la época, el gravamen era del 40 por ciento, pero ascendía al 50 por ciento para quienes ganaban 86.000 dólares, y al 60 por ciento para personas con ingresos de 100.000 dólares (todo en dólares de 1920).

			En 1920, el 1 por ciento que más ganaba pagaba, en promedio, el 36,9 por ciento de los ingresos que declaraban. El tipo efectivo aparece en la columna 4 de la tabla 4.1. Esta cifra generó 5.200 millones de ingresos tributarios (en dólares constantes de 2018). Las rebajas impositivas comenzaron en 1922. Ese año, el tramo superior cayó del 73 al 58 por ciento. En 1924, bajó al 46 por ciento (con un crédito fiscal retroactivo que redujo el tramo superior aplicado en 1923 varios puntos). Ya en 1925, el umbral aplicado a las rentas más altas cayó al 25 por ciento, donde se mantuvo durante el resto de la década. En 1929, a final del año, se aplicó retroactivamente un crédito fiscal general que redujo hasta el 24 por ciento el tramo superior exigido sobre los impuestos percibidos ese mismo año. El número de tramos impositivos se redujo considerablemente durante la década de 1920, pasando de los increíbles cincuenta y seis tramos que llegaron a aplicarse a un total de veintitrés umbrales, una simplificación importante, pero sin duda insuficiente puesto que la cifra seguía siendo muy alta. A partir de 1925, el tramo superior pasó a ser efectivo a partir de un umbral de renta de 100.000 dólares. Hasta la adopción de estas rebajas de impuestos, tal nivel de ingresos venía soportando un tipo del 60 por ciento, si no más.

			Los ingresos fiscales obtenidos del 1 por ciento de mayores ingresos (expresados en dólares de 2018) se dispararon, pasando de 4.200 millones en 1921 a 9.800 millones en 1929 (columna 5 de la tabla 4.1). Éste es un ejemplo excepcionalmente claro de lo que supone situar en el rango prohibitivo de la curva de Laffer a los contribuyentes de más altos ingresos. Además, la diferencia entre el tramo superior y el tipo efectivo que experimentaban quienes más ganaban se redujo a veintisiete puntos porcentuales, frente a los treinta y seis de 1920. Llegado el año 1929, la brecha era de nueve puntos porcentuales. Los historiadores especializados en asuntos fiscales se maravillaron con estos datos. Así lo describió el economista Richard McKenzie en 1973:

			Se demuestra que no sólo hay una diferencia entre los tipos formales y los efectivos, sino que es claramente posible, y hay bases teóricas que lo justifican, que los aumentos de los tipos legalmente exigidos pueden resultar en ingresos tributarios más bajos (es decir, en tipos efectivos más bajos para estos grupos). Además, afirmo que es más probable que este efecto perverso ocurra entre los ricos.2

			El aumento de los ingresos tributarios obtenidos de quienes más ganan —ingresos generados con tramos más moderados y tipos efectivos más bajos— fue parte de un conjunto más amplio de impactos positivos sobre la renta nacional, la recaudación total de impuestos y la solidez fiscal apreciada en la década de 1920. En otras figuras impositivas, como el impuesto de sociedades o el de sucesiones, las bases imponibles se ensancharon notablemente en la década de 1920. Tales gravámenes fueron introducidos en décadas anteriores, pero sus ingresos aumentaron en esta época debido al crecimiento vigoroso y sostenido de los ingresos percibidos por el 1 por ciento de mayor renta, que también se benefició (al igual que otros segmentos) de la mejora en los precios de las acciones. En distintos gravámenes, la recaudación fue en aumento a pesar de que los tipos no cambiaron, todo gracias a la subida de los ingresos propiciada por los efectos de la reducción del IRPF.

			El aumento sostenido de los ingresos tributarios obtenidos del 1 por ciento más rico se correspondió con una intensa reactivación de la economía, en beneficio claro de la actividad empresarial, la producción, el valor de los activos, las ventas y el empleo. A medida que los ingresos aumentaron con cada vez más fuerza y en todos los ámbitos, y conforme se asentaron las rebajas tributarias, la carga fiscal se desplazó decisivamente hacia los que más ganaban. Pasar del 73 por ciento al 24-25 por ciento y simplificar los tramos del gravamen tuvo efectos notables. Las personas con mayores ingresos pagaron proporcionalmente muchos impuestos, es decir, aumentaron su aportación relativa al conjunto de la recaudación. Por comparación, todos los demás grupos pagaron un menor porcentaje de la recaudación, y no lo olvidemos, la economía creció masivamente.

			Como vemos en la columna 7 de la tabla 4.1, la parte del IRPF abonada por el 1 por ciento más alto de los asalariados era del 38,3 por ciento cuando el tramo superior alcanzaba el 73 por ciento. A medida que avanzaron los recortes fiscales, esta cuota fue en aumento. En 1923, ya era del 45 por ciento. En 1929, alcanzaba el 66,6 por ciento. A finales de los locos años veinte, con la rebaja del 73 por ciento al 24 por ciento observada durante la década, el grueso de la carga del IRPF se había desplazado de tal manera que el 1 por ciento de los que más ganaban pasaron a pagar dos tercios de todos los ingresos federales en concepto de IRPF.

			Un debate nacional

			Las rebajas del IRPF aprobadas en la década de 1920 no llegaron de golpe, sino que se introdujeron gradualmente entre 1921 y 1925. Esta forma de hacer las cosas se repitió con las rebajas de los años sesenta y ochenta, que se fueron introduciendo gradualmente en los períodos de 1964-1965 y 1981-1985, respectivamente. Un problema asociado a este enfoque es que tales calendarios escalonados retrasan la materialización del potencial que tienen estas medidas, minando la actividad económica y afectando a la plenitud de la recuperación. Si alguien cree que los impuestos serán más bajos el próximo año, se genera un incentivo para trasladar las rentas del presente al futuro y se reduce el crecimiento hoy a cambio de acelerarlo mañana. En materia fiscal, el tiempo de aplicación de las rebajas impositivas es un factor relevante.

			Asimismo, es importante señalar que Estados Unidos fue el único de los principales países que combatieron en la Primera Guerra Mundial que se comprometió con una política de reducción significativa de la carga fiscal aplicada en tiempos de guerra. Como observó Piketty en su gran éxito superventas El capital en el siglo xxi (2014), «en Francia [...], sólo después de la guerra, en un contexto político y financiero radicalmente diferente, la fiscalidad alcanzó niveles “modernos”: 50 por ciento en 1920, 60 por ciento en 1924 y hasta el 72 por ciento en 1925». Reino Unido también aumentó los tramos superiores del IRPF por encima del 50 por ciento, y lo hizo después de la guerra, en 1919, para volver a subir dichos umbrales a comienzos de la década de 1920, hasta llegar al 60 por ciento. Por su parte, la Alemania de Weimar aumentó el tramo superior del IRPF desde menos del 10 por ciento en tiempos de guerra, a niveles del 40 por ciento en 1920. El siguiente gráfico, tomado del libro de Piketty, describe esta tendencia.3

			Gráfico 4.1. Tramos superiores del IRPF (1910-1940)

			[image: ]

			Fuente: Piketty, 2014.

			En la década de 1920, Estados Unidos redujo al fin su tramo superior del IRPF al 24 por ciento. En cambio, los países europeos aumentaron sus tasas máximas. En términos de desempeño económico, la producción del Viejo Continente se estancó, mientras que la contraparte estadounidense prosperó como nunca antes. Fue en esos años cuando Estados Unidos se convirtió en un destino preferente para el capital, tanto global como nacional, y la bolsa de valores de Nueva York se disparó.

			Desentrañar cómo se produjeron los recortes fiscales de la década de 1920 es una historia divertida. Los debates políticos fueron intensos, cuando no encarnizados. La estructura de los partidos políticos modernos comenzó a tomar forma como resultado de estas polémicas de alcance nacional. Sin embargo, es importante señalar que, al comienzo de la historia de los recortes fiscales, y dado que la noción de que era preciso reducir las tasas impositivas era una idea reciente, lo cierto es que tanto los demócratas como los republicanos mostraron un gran interés en relación con la conveniencia de bajar los impuestos.

			En 1919 y en 1920, el año de las elecciones presidenciales, éste fue un tema importante y un elemento central de la discusión política nacional. Los políticos debatían sobre cómo se podrían ajustar los elevados umbrales de tributación que se habían aplicado durante la Primera Guerra Mundial, que finalizó en noviembre de 1918. Existía el temor de que estas medidas pudiesen poner en peligro la capacidad financiera del gobierno federal y comprometiesen su habilidad de pagar la deuda acumulada durante la guerra. Una discusión acalorada se estableció en el Congreso, de la que se hicieron eco los periódicos y las revistas, y se extendió a las campañas políticas.

			Puede sorprender a los lectores modernos que fueron los principales dirigentes demócratas quienes asumieron con mayor entusiasmo la causa de la reducción de impuestos. En 1919-1920 se produjo una fuerte caída de la producción total que coincidió con la desmovilización de las actividades asociadas a la economía de la guerra, que propició una caída abrupta en el gasto del presupuesto dedicado a la defensa. Un año después, los acontecimientos vinieron seguidos de una recesión excepcionalmente aguda, que golpeó a Estados Unidos en 1920-1921. Fue esta experiencia la que, una generación más tarde, convenció a la profesión económica de que, si la Segunda Guerra Mundial llegaba a su fin, la nación estaba destinada a volver a atravesar condiciones similares a las de los años treinta, marcados por la Gran Depresión. Lo que los economistas de la década de 1940 no vieron (en un capítulo posterior citamos a Paul Samuelson sobre este asunto) fue que, en 1919 y 1920, los principales líderes demócratas entendieron que la rebaja de impuestos era necesaria para sacar al país de su espiral recesiva. En última instancia, fue esa visión la que prevaleció en la década de 1920.

			Una declaración notable al respecto es la que se produjo en un discurso pronunciado en diciembre de 1919 por William G. McAdoo, que había sido el secretario del Tesoro del presidente Woodrow Wilson hasta 1918 (también era su yerno). Tras haber ayudado a Wilson a aumentar los tipos del IRPF por encima del 60 por ciento cuando Estados Unidos se preparaba para entrar en la guerra, y hasta el 77 por ciento cuando el país entró en combate, McAdoo entendió que aplicar tipos tan elevados sería de lo más destructivo en tiempos de paz. Los impuestos altos solamente habían estado justificados para «golpear al káiser», según dijo en aquel discurso. «Ahora, los impuestos propios de la guerra deben reducirse», sentenció. McAdoo tenía los ojos puestos en la presidencia mientras pronunciaba estas palabras y dijo que la legislación fiscal se había vuelto «implacable» y llegaba a todas partes, «ya sea el bolsillo de los ricos o el de los pobres. Si bien los pobres no pagan estos impuestos directamente, lo hacen indirectamente, porque los impuestos aumentan el precio de [...] todo artículo consumido o usado por el pueblo». McAdoo también podría haber mencionado que los impuestos reducen el ritmo de crecimiento y afectan negativamente a los salarios y los niveles de empleo.

			Gracias a una de las primeras grabaciones de audio de buena calidad de los archivos que atesoran las piezas más antiguas de la retórica política estadounidense, podemos escuchar a McAdoo pronunciar su discurso de viva voz. Se puede acceder a la grabación en el sitio web de la Biblioteca del Congreso, en la dirección que figura en la nota a pie de página.4 En su intervención, provocó a los republicanos y los señaló como un partido que no hacía nada y se mostraba indiferente ante los impuestos altos. Quizá el hecho de que McAdoo hablara de esta manera en diciembre de 1919 ayudó a impulsar a los republicanos a abordar este tema con seriedad y buen criterio, como sin duda hicieron en las elecciones de 1920. Los republicanos, de hecho, se impusieron en las elecciones federales de noviembre.

			La votación presidencial de 1920 enfrentaba al republicano Warren G. Harding y a su aspirante a vicepresidente, Calvin Coolidge, ante el candidato demócrata, el gobernador de Ohio, James Cox, y su número dos, el secretario de la Marina, Franklin D. Roosevelt. El propio McAdoo estuvo a punto de obtener la nominación demócrata, que Wilson también deseaba, a pesar de estar enfermo y pese al carácter casi sagrado que sentó el precedente de George Washington de limitar la presidencia a dos mandatos.

			Es probable que si McAdoo o Wilson hubieran ganado la nominación en la convención de San Francisco de aquel año (que dirimió la elección de Cox por apenas cuarenta y cuatro votos), y si cualquiera de ellos hubiese ganado las elecciones presidenciales, un eventual gobierno de los demócratas habría presionado por la reducción de impuestos, en la misma línea de lo que hicieron los republicanos tras hacerse con el poder. En su discurso sobre el estado de la Unión de diciembre de 1919, Wilson dijo lo siguiente:

			El Congreso haría bien en considerar si los elevados tipos impositivos aplicados sobre la renta y las ganancias pueden, en tiempos de paz, resultar efectivamente generadores de ingresos o si, por el contrario, pueden ser destructivos para la actividad comercial y productiva, generando desperdicio y eficiencia. Hay un punto en el que, en tiempos de paz, aplicar impuestos tan altos sobre la renta y los beneficios empresariales desalienta la energía, elimina el incentivo para nuevas empresas, alienta gastos exorbitantes y produce el estancamiento industrial, con el consiguiente desempleo y otros males concomitantes.

			El secretario del Tesoro de Wilson después de McAdoo, Carter Glass, señaló aspectos similares en su informe anual de noviembre de 1919:

			Los tipos más altos ya desbordan el punto de productividad y la única consecuencia de cualquier subida adicional sería la de impulsar a los poseedores de estos ingresos tan altos a colocar cada vez más riqueza, sus miles de millones de dólares, en títulos de valores que están totalmente exentos fiscalmente, como los bonos de deuda de los gobiernos estatales, municipales o incluso títulos federales. Este proceso no sólo destruye una fuente de ingresos para el Estado, sino que tiene el efecto de retirar el capital de los hombres más ricos, que dejan de invertir en el desarrollo de nuevas empresas y se limitan a depositar estos recursos en las arcas de los gobiernos estatales y municipales, cuestión que les resulta más sencilla [...] y que estimula, al mismo tiempo, un gasto despilfarrador e improductivo por parte de estas capas de la Administración.5

			Estos dirigentes demócratas veían lo que le estaba sucediendo a la economía mientras se imponía, en tiempos de paz, un sistema de impuestos coronado por un tramo superior del 73 por ciento. En 1918 y 1919, sus advertencias no trajeron ningún cambio inmediato en la política. Sin embargo, pasado muy poco tiempo, las consecuencias económicas de mantener en pie la estructura fiscal de la guerra resultaban extremadamente evidentes. La recesión que llegó a su fin en 1919 encontró más de una contrapartida en la aguda recesión de dieciocho meses de 1920-1921. El desempleo, que aún no era una estadística calculada de manera oficial, alcanzó en 1921 niveles cercanos al 18 por ciento, de acuerdo con estimaciones elaboradas posteriormente. La inversión privada en campos como la vivienda o los ferrocarriles se paralizó. Los precios al consumidor eran muy altos, hasta el punto de que los niveles de 1920 duplicaban los de 1914. Se sucedió una ola de huelgas, atentados con bombas anarquistas y masacres raciales que golpearon a la sociedad estadounidense en el período de 1919-1921. En Seattle se proclamó una gran huelga general. El crecimiento económico (de acuerdo con reconstrucciones modernas) fue negativo entre 1919 y 1921, con una caída del 3 por ciento.

			En las elecciones de noviembre de 1920, Harding y Coolidge derrotaron a Cox y Roosevelt. El diferencial en el voto popular fue de veintiséis puntos porcentuales, un margen nunca antes visto, que supone el récord electoral de los últimos doscientos años. Harding había hecho campaña para devolver la nación a una situación de «normalidad». Presumiblemente, esto implicaba una reducción del nuevo IRPF, que apenas existía desde 1913 y que sólo desde 1917 había superado niveles del 15 por ciento. Sin duda, los tramos del gravamen tenían que reducirse. La manera de hacerlo, eso sí, no estaba clara. Tradicionalmente, los republicanos habían defendido otra forma de tributación: los aranceles. En 1921, los republicanos consiguieron la primera reducción del IRPF, llevando el tramo superior al 58 por ciento a partir de 1922. Sin embargo, poco después aumentaron los impuestos a las importaciones con el arancel Fordney-McCumber de 1922. El crecimiento económico se mantuvo comparativamente lento conforme se daban estos desarrollos contradictorios. Como vimos en la tabla 4.1, después de los primeros recortes del IRPF, los ingresos del 1 por ciento de mayor renta y la participación en el pago de impuestos de dicho grupo comenzaron a aumentar. Sin embargo, las grandes ganancias llegaron después, cuando se asentó el cambio de política económica.6

			Una vez que se aprobaron los nuevos aranceles y la primera ronda de rebajas del IRPF, durante los años 1921 y 1922, emergió una figura clave que unió a los republicanos en la causa de la rebaja del IRPF. Se trataba del secretario del Tesoro de Harding (y, posteriormente, de Coolidge y Hoover), el banquero e industrial de Pittsburgh, Andrew W. Mellon. Es difícil imaginar que cualquiera de las maravillas económicas de la década de 1920 pudieran haber ocurrido sin alguien como él. Mellon era un hombre reticente y poco locuaz. Tanto él como el lacónico Coolidge hablaban con pausas, como se decía por aquel entonces de su estilo comunicativo. Pero cuando llegó el momento de actuar para lograr que los impuestos bajasen mucho más del 58 por ciento, Mellon se reveló como un gran artífice.

			Escribió un libro explicando sus puntos de vista y lo hizo cuidándose de citar numerosos ejemplos de opiniones similares a las suyas, pero emitidas por los demócratas. Además, se aseguró de que la obra se distribuyera ampliamente, puesto que buscaba construir un consenso político nacional que obligase al Congreso a aprobar nuevas leyes de ingresos capaces de reducir drásticamente los impuestos. La obra se titulaba Taxation: The people’s business (1924).

			Los impuestos siguieron explícitamente la línea de argumentación de Wilson-McAdoo-Glass, que coincidían a la hora de señalar el impacto que tenía mantener en tiempos de paz los niveles de fiscalidad aprobados durante la guerra. (Hablaban de «impuestos adicionales» en referencia a las subidas fiscales que se adoptaron en aquellos años y, además de aludir al tramo superior, también se referían al aumento que sufrieron otros niveles de renta.) Mellon señaló que «entonces, con gravámenes que llegaban al 77 por ciento, los impuestos fueron asumidos sin quejas por el pueblo estadounidense». Sin embargo, «aunque durante un corto tiempo estas tasas adicionales generaron grandes ingresos», Mellon tenía claro que aquello fue sólo puntual y coyuntural, como estaban demostrando los datos de una economía que iba a peor:

			Desde el final de la guerra, la gente ha llegado a considerar los impuestos como un gasto comercial y, por tanto, ha tratado de esquivar ese gasto tanto como sea posible. La historia de la tributación muestra que los impuestos que son intrínsecamente excesivos no se pagan sin más. Los impuestos altos inevitablemente ejercen presión sobre el contribuyente para que retire su capital de los negocios productivos y lo invierta en valores exentos de impuestos [principalmente bonos municipales] o lo dedique a otros métodos legales de evitar la realización de ingresos que serían imponibles. El resultado es que las fuentes de impuestos se están secando, la riqueza no aporta lo debido a la carga fiscal y el capital se está desviando por cauces que no generan ingresos para el gobierno ni beneficios para el pueblo.7

			El libro de Mellon repasaba los problemas asociados a los impuestos altos, no sólo en lo tocante al IRPF, sino también en referencia a los gravámenes de sociedades, patrimonio, rentas de capital... El autor describió las estrategias que estaban empleando las personas con ingresos altos para defenderse de estas subidas fiscales, por ejemplo, los bonos municipales. Citaba generosamente a Wilson, McAdoo y Glass, luminarias demócratas de la Administración anterior, para mostrar cómo estos dirigentes expresaron una consternación similar por lo destructivas que resultaban las exacciones fiscales de la guerra en tiempos de paz. El libro tuvo los resultados esperados por el autor. En 1924, coincidiendo con su lanzamiento, se aprobó el proyecto de ley para la rebaja de impuestos. Dos años después, en 1925, salió adelante la Ley de Ingresos de 1926, que dejó el tramo superior en el 25 por ciento.8

			Décadas antes de que se hablase por vez primera de la curva de Laffer, y poco después de que terminara la Primera Guerra Mundial, los más altos responsables políticos republicanos y demócratas contemplaban el tramo superior del IRPF, que rebasaba el 70 por ciento, y señalaron al unísono que, como explicó Mellon, había llegado el momento de «considerar si los elevados tipos impositivos aplicados sobre la renta y las ganancias pueden, en tiempos de paz, resultar efectivamente generadores de ingresos o si, por el contrario, pueden ser destructivos para la actividad comercial y productiva». Algunos líderes demócratas selectos y buena parte de los republicanos seguían el razonamiento de Mellon y estaban seguros de que, como también había dicho Glass, «los tipos más altos ya desbordan el punto de productividad». Surgió así un breve consenso bipartidista, hoy esencialmente olvidado, en torno a la necesidad de bajar el IRPF, partiendo de la base de que abandonar los niveles de tributación de comienzos de la década de 1920, que superaban el 70 por ciento, traería consigo más ingresos fiscales, así como la restauración de la vitalidad de la economía. Hizo falta tiempo y esfuerzo para asentar estos esfuerzos, la recesión de comienzos de la década demoró la adopción de las medidas y fueron necesarias concesiones como la subida arancelaria o la aplicación de las ayudas adicionales a los veteranos, pero finalmente se aplicó una liberal rebaja de los tipos aplicados en el IRPF. Eventualmente, prevaleció la visión partidaria de la reducción de impuestos. El rugido de la economía en los años veinte dio la razón a Mellon y sigue constituyendo un estándar histórico a la hora de analizar la prosperidad que la economía estadounidense ha sido capaz de generar.

			Cómo deshacer el «efecto desplazamiento»

			Al igual que luego haría Mellon, Wilson y sus asociados habían comprobado que, al final de la década de 1910 y comienzos de la de 1920, los estadounidenses con ingresos más altos estaban dedicándose a comprar bonos de deuda de los gobiernos estatales y municipales. Como ya se ha explicado en páginas anteriores, esto fue así porque el interés de estos bonos no estaba sujeto al IRPF, según la normativa introducida en 1913. En cambio, los ingresos ordinarios podían llegar a estar gravados a tipos que superaban el 70 por ciento.

			Toda esa compra de bonos de deuda (salvo la deuda del gobierno federal) comenzó a poner en peligro la solvencia de la capa central de la Administración y el desempeño general de la economía. Las rentas de los más ricos empezaron a componerse, esencialmente, de intereses derivados de la posesión de estos títulos. Esto significó que las preferencias de inversión de las personas con ingresos más altos se habían desplazado desde la esfera privada, con todo su dinamismo, a un espectro muy limitado del ámbito público. Las subidas de impuestos federales habían producido el temido «efecto desplazamiento», también conocido como «efecto expulsión» (crowding out). Con tramos superiores del IRPF que rondaban el 70 por ciento, el capital de inversión privada buscaba refugio en los títulos de deuda pública municipal, que estaban libres de impuestos.

			En 1920, el gasto total del gobierno —combinando los desembolsos federales, estatales y locales— ascendió a 11.500 millones, en dólares corrientes y en términos reales. Esto suponía el doble que apenas diez años antes. Los gobiernos estatales y locales se «engancharon» a la posibilidad de endeudarse de forma más ventajosa. Con la creciente demanda que generaban sus instrumentos de financiación, estas capas de la Administración gastaban en 1923 dos veces más (en términos reales) que en 1910 para pagar los intereses asociados a la financiación de sus obligaciones.

			Las rebajas de impuestos que cobraron prioridad en la década de 1920 bajo el liderazgo del Departamento del Tesoro que comandaba Mellon prometían detener y revertir estos procesos. La parte de los recortes de impuestos que beneficiaba a las rentas altas tendría efectos financieros simultáneos. En primer lugar, el atractivo de los bonos de deuda estatal y municipal se reduciría. En segundo lugar, el atractivo de los vehículos de inversión privada iría a más. En tercer lugar, la base imponible crecería, al atraer más capital de quienes más ganan y apuntalar así la financiación de actividades económicas sujetas al pago de tributos federales. Y, en cuarto lugar, las rebajas propiciarían un mayor crecimiento económico debido al aumento del capital privado dedicado al sector privado.

			En efecto, eso es lo que produjo la rebaja fiscal. El crecimiento económico en la década de 1920, coincidiendo con el anuncio, la implementación y el sostenimiento de las rebajas de impuestos, alcanzó entre 1921 y 1929 los más vigorosos y resplandecientes niveles conocidos a lo largo de la historia de Estados Unidos (tabla 4.1, columna 12). Fuera del sector agrícola, donde la mano de obra tuvo un desempeño más complejo debido a la innovación en ingeniería y transporte, el desempleo observado en otras ramas de la producción se desvaneció hasta el punto de que se alcanzó lo que hoy llamamos «pleno empleo», sin paro estructural. El pueblo estadounidense disfrutó de una prosperidad masiva como nunca antes se había visto. Nuevos barrios, automóviles, radios, aviones, películas, electrodomésticos... Todos éstos y muchos más eran los frutos de la inversión privada, que aumentó la producción y la abundancia material en un tiempo en el que la nación experimentó lo que hoy se recuerda como el episodio más legendario en los anales de la generación masiva de riqueza: los locos años veinte.

			En cuanto al grado de equilibrio fiscal de todas las capas de la Administración, lo cierto es que su desempeño durante la década de 1920 mejoró hasta alcanzar un nivel de solidez y respetabilidad que, desde la perspectiva moderna, puede antojarse casi irreal. Durante once años consecutivos, entre 1920 y 1930, el gobierno federal de Estados Unidos generó un superávit presupuestario. Esto fue así a pesar de que el país tenía una inmensa carga de deuda adquirida durante la Primera Guerra Mundial. Todo sucedió en un período en el que los impuestos se redujeron drásticamente. No había nada contraintuitivo en esto último: las rebajas de los impuestos fueron, de hecho, fundamentales para propiciar y revitalizar la resiliencia económica que permitió, en efecto, el superávit.

			Otro efecto de la prosperidad creciente alcanzada por Estados Unidos fue la reducción del gasto federal. El sector privado se ocupaba del grueso de las necesidades de los habitantes de la nación. El auge del empleo, de las oportunidades, de los medios de subsistencia y de los niveles de patrimonio y riqueza neta redujeron drásticamente las obligaciones que asumía el gobierno para mantener la seguridad económica de la población. El gasto federal se redujo casi un 50 por ciento durante la década de 1920 (tabla 4.1, columna 9). Cada año, se pudo dedicar una mayor parte del presupuesto a los pagos de intereses porque el gasto general era cada vez más reducido. El pueblo estadounidense se hizo cargo de sí mismo en los locos años veinte y semejante fenómeno económico redundó vigorosamente en propiciar el progreso.

			El gasto estatal y municipal, en cambio, siguió un desempeño más siniestro. En 1920 se situaba alrededor de medio punto por encima de su norma histórica, del 5,2 por ciento del PIB. Sin embargo, luego superó todos los precedentes, hasta alcanzar el 8 por ciento en 1928. Las rebajas fiscales del gobierno federal habían disparado el crecimiento (de forma escalonada, como en los años sesenta con Kennedy o en los ochenta con Reagan). Esto condujo a un auge en los ingresos de los gobiernos estatales y locales, que a su vez vino seguido rápidamente de un repunte en el gasto. De ahí podemos extraer una lección importante. Las rebajas de impuestos pueden funcionar tan bien que deben generar nuevos recortes fiscales en todos los niveles y capas de la Administración, y en todos los rincones y normas del código tributario, para que el gobierno no crezca y aumente su peso relativo aprovechando los efectos de la curva de Laffer. Es interesante, en este sentido, que un grupo de conservadores con cierta influencia en las décadas de 1970 y 1980 encontrara la idea de unos ingresos crecientes derivados de las rebajas impositivas como una circunstancia ofensiva y desagradable. Su idea era matar de hambre a la bestia.9

			Tal vez todo esto suene como un mundo diferente al que tenemos hoy: superávits, rebajas tributarias de calado, ingresos fiscales crecientes, crecimiento económico masivo, poca dependencia social del Estado, etcétera. De hecho, también en la década de 1930 el recuerdo de los diez años anteriores se antojaba para muchos como un sueño distante. En los próximos capítulos comentaremos con más detalle la Gran Depresión en la que se vio sumida la economía estadounidense. Sin embargo, que nadie se equivoque: la década de 1920 estuvo repleta de lecciones sobre cómo seguir una política fiscal adecuada y apropiada, y de cómo garantizar que la economía estadounidense pueda rugir de prosperidad, y esas lecciones siguen siendo relevantes en la actualidad.

			A comienzos de 2020, algunos comentaristas hicieron lo propio y recalcaron que deberíamos aspirar a la repetición, cien años después, del legendario desempeño económico alcanzado en la década de 1920. Sin duda, los comienzos de aquel boom fueron complicados, pero rápidamente resultó evidente que los impuestos altos no eran la respuesta. Ha pasado un siglo, hemos vuelto a enfrentar una pandemia y la solución por la que deberíamos apostar implica reducir el peso del Estado sobre la economía, apoyándonos de hecho en los precedentes históricos que llaman la atención sobre este punto.

			En cuanto a la identificación por parte de los célebres economistas progresistas de una supuesta tasa impositiva óptima del 73 por ciento, ¿qué podemos decir? Sin duda, tal gravamen desafía la evidencia histórica de lo que ocurrió cuando prevaleció realmente ese mismo tipo fiscal. En cambio, cuando se redujo sin contemplaciones ese nivel de tributación, lo que se produjo a renglón seguido fue una gran historia de crecimiento que, a su vez, trajo más recaudación fiscal y superávits presupuestarios continuados.
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			La Ley Smoot-Hawley, la subida de impuestos de 1932 y el golpe de la Gran Depresión

			Estados Unidos experimentó con la adopción de impuestos muy altos en los años de la Primera Guerra Mundial y en el período inmediatamente posterior, pero incluso aquellos que habían defendido la aplicación de unos tributos tan elevados, caso del presidente demócrata Woodrow Wilson, cambiaron su discurso en tiempos de paz y reivindicaron la reducción radical de la carga tributaria, toda vez que la guerra ya había llegado a su fin. Las rebajas de impuestos fueron una realidad en la década de 1920, durante la cual Estados Unidos recortó el tramo superior del IRPF en más de dos tercios, pasando del 73 por ciento al 24 por ciento. La economía respondió con la que fue la racha de prosperidad masiva más legendaria de la historia del país: los locos años veinte.

			En la década de 1930, Estados Unidos revirtió la política que había funcionado tan bien en los años veinte y obtuvo los resultados más desastrosos que se recuerdan. En esa década, en palabras del economista progresista Emmanuel Saez, Estados Unidos «se dio cuenta de que, una vez has dado el paso de aumentar los impuestos, puedes llegar a dispararlos hasta que alcancen niveles que hubieran resultado inimaginables unos pocos años atrás».1 En la década de 1930 subió el IRPF, el de sucesiones, los impuestos especiales, los gravámenes estatales y locales, y la presión ejercida vía aranceles. Las subidas, en la gran mayoría de los casos, no fueron tímidas, sino notables. Además, se aplicaron nuevos impuestos y recargos sobre la nómina de los trabajadores, como las nuevas cotizaciones a la Seguridad Social. La secuencia de estas subidas observada en la década que siguió a los locos años veinte fue, verdaderamente, «inimaginable»... y el evento económico asociado con estos desarrollos no fue otro que la Gran Depresión.

			La conexión entre los aumentos de impuestos y la Gran Depresión es clara y fácil de demostrar. Sin embargo, esta conexión permanece oculta a simple vista. La interpretación comúnmente aceptada de la Gran Depresión sostiene que tal episodio representó una «crisis del capitalismo». El sector privado habría fracasado y su hundimiento sería responsable de tan horrible episodio. Esta mirada es incorrecta. La principal causa de la Gran Depresión fueron los impuestos. Tal como explicamos en este capítulo y los dos que siguen, fueron unos impuestos altos y crecientes los que provocaron la Gran Depresión y la agravaron a cada paso.2

			Los libros de texto de economía, empezando por los manuales de Paul Samuelson y (más tarde) por la Economía de William Nordhaus, cuya primera edición data de 1948, han argumentado que la «paradoja del ahorro», el stock de dinero, el sistema de pagos internacionales o el patrón oro fueron los principales factores que provocaron la Gran Depresión. Todas estas teorías son interesantes. Ciertamente, han sido ampliamente divulgadas en las revistas especializadas, en el ámbito de la educación o en el debate público. En el capítulo siguiente citaremos otro trabajo reciente de nuestra autoría en el que refutamos la principal teoría académica sobre las causas de la Gran Depresión. Y es que, con las mejores intenciones, muchos economistas han querido enfatizar la importancia de los fenómenos monetarios como el asunto central en la llegada de la Gran Depresión, pero éste no fue el factor explicativo.

			Pero de momento en este capítulo centramos nuestra atención en tres años de la historia económica y fiscal estadounidense: 1930, 1931 y 1932. A lo largo de dicho trienio, Estados Unidos vio cómo se producía una cascada de subidas de impuestos, algo para lo que no había precedentes en tiempos de paz y cuyo impacto fue enorme. Hubo dos aumentos de impuestos en este breve período y ambos fueron gigantescos. El primero fue a raíz de la Ley Smoot-Hawley de 1930, que constituía la mayor subida tributaria sobre bienes de consumo jamás observada en la historia de Estados Unidos. El segundo fue la generada a partir de la Ley de Ingresos de 1932, que con diferencia constituye la mayor subida porcentual en tiempos de paz del IRPF. Una economía que estaba en auge en la década de 1920 sufrió una caída importante en la de 1930 y, cuando debía recuperarse, se topó con estos dos obstáculos fiscales. Al final, las trabas que imponían estos gravámenes acabaron prevaleciendo.

			Por qué los formuladores de políticas públicas optaron por aumentar los impuestos de manera tan punitiva tras un desempeño económico tan glorioso es, indudablemente, una pregunta de difícil respuesta. El caso es que estas subidas de impuestos acabaron con el modelo que trajo el boom de los locos años veinte y resultaron en una larga y dura crisis como fue la Gran Depresión.

			El curso básico que siguieron los acontecimientos fue bastante simple. En el marco de las tensiones geopolíticas que de hecho desembocaron en la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos aprobó una gran subida arancelaria en junio de 1930. Su impacto negativo no se hizo evidente al principio, pero sí a medida que pasaron los meses. En 1931, la economía se estaba desacelerando gravemente y los ingresos federales decaían debido al efecto de los aranceles. Pensando en qué hacer a lo largo de ese año y a principios de 1932, quisieron tratar de remediar el problema a través de un enorme aumento retroactivo de los impuestos, recogido en la Ley de Ingresos de 1932. La economía respondió muy negativamente, experimentando una desgarradora contracción.

			De modo que se dio un gran aumento de impuestos, seguido de un debate poco claro y apresurado que desembocó en otro gran aumento de impuestos. Fue un fracaso, y la economía estadounidense se hundió en el abismo. Ésa fue la secuencia básica de la política económica del país norteamericano en los años 1930, 1931 y 1932. Se aprecia, pues, una diferencia muy marcada con la década de 1920. Hasta la década de 1930, las subidas de impuestos habían sido de calado y se habían aprobado de forma sostenida y continuada, alentando el crecimiento económico, el superávit en el presupuesto federal y la disminución progresiva del tamaño del Estado y su peso sobre el conjunto de la economía. La lectura que sigue es sombría, enloquecedora y un tanto patética. A continuación, detallamos los desalentadores pasos en falso que dio el liderazgo político estadounidense en aquellos años y que, en última instancia, se tradujo en los aumentos de impuestos que propiciaron y prolongaron la Gran Depresión en la década de 1930.

			La Gran Contracción, parte I: la Ley Smoot-Hawley

			El primer aumento devastador de los impuestos fue el arancel aplicado sobre todo tipo de productos y bienes de consumo comercializados en la economía estadounidense e importados del extranjero. La Ley Arancelaria de junio de 1930 se conoce comúnmente como la Ley Smoot-Hawley, en referencia a los apellidos de los legisladores que sacaron adelante la medida. Nos referiremos a ellos en párrafos posteriores.

			En línea con las tarifas comerciales aplicadas en aquel tiempo, la Ley Smoot-Hawley incluía tres tipos de medidas. De entrada, desglosaba una lista de productos gravados con tasas específicas. En segundo lugar, aplicaba una tarifa general para todos los artículos manufacturados que se quedaban fuera de la primera sección (es decir, un tipo de referencia aplicable a todos los bienes de importación para los que no se adoptaban unos tipos determinados). Además, se adjuntaba comúnmente una lista de productos exentos del arancel (la llamada «lista libre»). Esto resultaba, en la práctica y en promedio, en tipos del 60, 20 y 0 por ciento, respectivamente.

			La Ley Smoot-Hawley venía desglosada en una pieza normativa larga, de más de noventa páginas de escritura densa, dedicada a enumerar todos los impuestos específicos recogidos en la subida fiscal. Como todos los textos dedicados a entorpecer el libre comercio, su lectura es ciertamente curiosa, sobre todo porque la especificidad era microscópica, como vemos por ejemplo en este pasaje, que resulta muy representativo del grado de detalle recogido en este tipo de normativa:

			Los pañuelos total o parcialmente de encaje y los pañuelos bordados (ya sea con una inicial lisa o decorados con fantasías varias, monogramas o patrones de otro tipo, y sin importar si el bordado tiene o no un borde festoneado), con aplicaciones o con hilos, dibujados, punzonados o cortados, o producidos con hilos después de tejer para rematar u ornamentar la pieza, incluyan o no una hilera de dobladillos rectos contiguos al dobladillo genérico; todo lo anterior, sea un bien terminado o sin terminar, de cualquier materia compuesta, valorado en no más de 70 centavos por docena, 3 centavos cada uno y 40 por ciento ad valorem...

			Una y otra vez, el estatuto arancelario incurría en este tipo de lenguaje, describiendo todos los productos imaginables que podrían importarse y asignándoles un determinado tipo arancelario. La «lista libre» era, en cambio, un capítulo menor de la ley y estaba limitado a cuestiones menores. Por ejemplo, la influencia religiosa hizo que los «altares, púlpitos, mesas de comunión y pilas bautismales» que fueran «importados de buena fe» quedarían exentos del pago de estos impuestos aduaneros. Parecería que los legisladores no querían provocar la ira del todopoderoso... Pero, más allá de estas exenciones, la evaluación académica común que se hace de la Ley Smoot-Hawley concluye que fue el aumento más pronunciado de este tipo de gravámenes en toda la historia de Estados Unidos, tanto en términos del nivel aplicado en sus tarifas como en lo referente a la vasta extensión de bienes que cubría.3

			El Congreso presentó el proyecto de ley que luego resultó en tal subida arancelaria en 1928. El mercado de valores se tambaleó como respuesta. Al parecer, la caída de la bolsa representaba un lenguaje ininteligible para quienes ocupaban responsabilidades políticas. En su libro de 1978, The way the world works, Jude Wanniski relató cómo el mal desempeño de las acciones cotizadas desde finales de 1928 hasta la primavera de 1930, incluida la crisis de octubre de 1929, siguieron muy de cerca la evolución del proceso de tramitación de la subida arancelaria. De hecho, a pesar del crac de 1929, lo cierto es que la bolsa se empezó a recuperar a principios de 1930 y parecía ir camino de regresar a los niveles de comienzos de 1929. Dicho de otro modo, el destino del mercado no estaba sellado. Sin embargo, en junio de 1930, el Senado aprobó el proyecto de ley por un estrecho margen y el presidente Herbert Hoover lo firmó para convertirlo en ley. Después de estos desarrollos, las acciones cayeron definitivamente mientras la economía entraba en lo que se convirtió en la fase inaugural de la Gran Contracción, etapa inicial de la Gran Depresión.4

			El gráfico 5.1 muestra el progreso del mercado de valores y la evolución de la apertura comercial (exportaciones más importaciones en Estados Unidos) para reflejar su comportamiento antes, durante y después de que la Ley Smoot-Hawley entrara en vigor:

			Gráfico 5.1. Evolución de la bolsa de valores y de la apertura comercial en torno a la aprobación de la Ley Smoot-Hawley

			[image: ]

			Nota: la evolución de la bolsa de valores se mide a partir de la cotización mensual media del índice Dow Jones, desde enero de 1925 hasta diciembre de 1939. El comercio se mide en términos anuales y en miles de millones de dólares para el período 1925-1939.

			Fuente: IRS.

			Como puede verse, la subida arancelaria, sumada a las subidas que se dieron en los demás países como represalia, contribuyó significativamente a reducir el comercio de Estados Unidos con el resto del mundo. El volumen total de importaciones y exportaciones cayó monumentalmente, reduciéndose en términos nominales en más de dos tercios entre los años 1929 y 1932. La correspondencia de dicho desarrollo con el desempeño del mercado de valores fue asombrosa. En el gráfico vemos la evolución de las acciones del Promedio Industrial Dow Jones en relación con el volumen de comercio exterior observado en la economía. Las escalas son proporcionales entre sí. Pues bien, a partir de 1930 y durante toda la década de la Gran Depresión, el comportamiento del mercado de valores fue de la mano con el desempeño del comercio internacional, medido como suma de las importaciones y las exportaciones.

			La Ley Arancelaria de 1930 entró en vigor con la firma de Hoover el 17 de junio de ese mismo año, trece días antes del 30 de junio, fecha en la que se produce el cierre del año fiscal de 1930 por parte del gobierno federal. Por tanto, las cuentas fiscales del gobierno para 1930 reflejan el statu quo de la política fiscal previo a la subida arancelaria. En el año fiscal de 1930 se registró un superávit presupuestario de 738 millones. Durante este ejercicio, la Ley Smoot-Hawley solamente estuvo operativa en los trece últimos días de un total de 365.

			Los ingresos obtenidos vía aranceles durante el año previo a la aprobación de la ley eran mucho menores, pero esto no impedía que el presupuesto federal estuviese bien equilibrado y registrase un superávit durante los doce meses del año fiscal, que van de julio de 1929 a junio de 1930. Eso sí: tras anunciarse la aprobación del arancel, los ingresos obtenidos por esta vía se dispararon, puesto que los importadores se apresuraron a comprar bienes en el extranjero durante la primavera, con la expectativa de esquivar el golpe del arancel, cuya aprobación se veía muy probable y cercana.

			Así lo explicó el Tesoro en su informe de noviembre de 1930 sobre las finanzas de dicho año fiscal:

			Los últimos meses del año fiscal 1930 [es decir, los meses anteriores a julio] fueron testigos de un aumento anormal en las importaciones de productos afectados por las revisiones al alza de las tarifas arancelarias. Dichas modificaciones estaban entonces en la etapa final de su tramitación. Pues bien, los ingresos obtenidos durante estos meses alcanzaron cifras récord. En junio se obtuvieron más de 72 millones por este concepto, en comparación con los 52 millones de junio del año anterior.

			Presumiblemente, la mayor parte de esos 72 millones de dólares de ingresos arancelarios obtenidos en junio de 1930 se puede explicar por las importaciones previas a la entrada en vigor de la Ley Smoot-Hawley. De igual modo, en esas fechas previas se constató un mayor volumen de entrada de bienes y un repunte general de la actividad económica. Parte de esas importaciones se almacenó para abastecer la producción y el consumo en verano y otoño. Los bienes de capital permitieron una mayor producción en las instalaciones estadounidenses a corto plazo, como viene reflejado en el año fiscal de 1931. Así, a partir del verano de 1930, cuando comenzó el año fiscal de 1931, se dio una oleada de actividad económica que, a priori, negaba los miedos a la entrada en vigor de la Ley Arancelaria.5

			Por tanto, el verano de 1930 estuvo marcado por un aparente repunte de la actividad económica que dio una falsa sensación de mejora en las condiciones económicas. Esta falsa sensación se sintió particularmente en las arcas de Hacienda. Los encargados de las cuentas del gobierno tardaron bastante en darse cuenta de que las perspectivas fiscales de medio y largo plazo irían terriblemente a peor. Cuando el Tesoro presentó su gran informe anual sobre el ejercicio fiscal de 1930, en noviembre de dicho año, hizo referencias ocasionales a la posibilidad de que la aparente mejora viniese seguida de «un período de desarrollo comercial desfavorable», pero, por lo general, su mensaje fue claramente triunfalista. En la misma página que abría el informe se afirmó tajantemente que «las finanzas del gobierno federal para el año fiscal de 1930 continúan con el registro favorable de años anteriores».6

			La peculiar forma en que se recaudaba entonces el IRPF también contribuía al espejismo. En aquel entonces, aunque algunas personas físicas y jurídicas pagaban sus tributos de forma trimestral, la inmensa mayoría hacía el grueso de sus contribuciones al fisco en el mes de marzo, cuando terminaba el plazo para hacerlo. El 15 de marzo de 1930, por ejemplo, era preciso abonar los impuestos devengados del año fiscal de 1929 que, por descontado, fueron asombrosamente elevados, puesto que aquel curso sí figuró dentro del boom de los locos años veinte. De hecho, con ingresos tan altos, el Congreso y la Presidencia hicieron efectivo en diciembre de 1929 una pequeña rebaja del IRPF, que por ejemplo redujo su tramo superior del 25 por ciento al 24 por ciento, pero solamente por un año. Llegado el año fiscal de 1930, el gobierno federal sacaba pecho con el superávit presupuestario que había alcanzado (el undécimo consecutivo). En cambio, en noviembre de 1930, cuando el Tesoro proclamó el esplendoroso estado en el que se encontraban las finanzas del gobierno a raíz de todo lo observado en los doce meses anteriores a julio de 1930, lo que hizo no fue otra cosa que dar testimonio de un mundo que se estaba desvaneciendo.

			En cuanto a los ingresos fiscales del año fiscal de 1931, el aumento del consumo y la producción en el verano de 1930, ligado al aumento puntual de las importaciones observado hasta el 17 de junio de 1930, tuvo el efecto de ensanchar la base imponible. Esto condujo a unos ingresos federales más altos en lo referido a los impuestos especiales y, hasta cierto punto, a un crecimiento de los ingresos (sobre todo en las aduanas) durante los primeros meses del año fiscal de 1931, que comenzó en julio de 1930. A finales de verano y durante el otoño, estos bienes de consumo importados fueron encontrando salida en el mercado. Las manufacturas desarrolladas con bienes de capital importados (que empezaban a depreciarse) empezaron a reducirse, puesto que el arancel dificultaba la compra de insumos en el extranjero y las represalias de política comercial contra el proteccionismo estadounidense también redujeron las ventas en el extranjero. A medida que estos desarrollos tomaron forma, a finales de 1930 empezó a resultar evidente que los ingresos fiscales totales iban a disminuir drásticamente. Estados Unidos estaba cayendo en una importante contracción económica.

			Sin embargo, hubo un factor que siguió contribuyendo a que el estado de las finanzas del gobierno pareciese menos malo de lo que realmente era: la recaudación del IRPF obtenida en marzo de 1931. Estos caudales se correspondían con el grueso de los pagos del año fiscal de 1930. El tramo superior era del 25 por ciento, un punto más que en 1929, porque la reducción del 1 por ciento aprobada en diciembre de 1929 no se renovó. Los impuestos sobre la renta abonados en marzo de 1931 respondían a los ingresos que se habían obtenido a lo largo de 1930. Esto incluyó la primera mitad de 1930, cuando la actividad económica se intensificó en un esfuerzo por anticiparse a los aranceles. En la segunda mitad de 1930, cuando los comerciantes y productores vendieron las mercancías obtenidas a través del aumento récord de las compras al extranjero anteriores a la Ley Smoot-Hawley de verano de 1930, se dio una nueva oleada de ingresos sobre los que se recaudarían más impuestos para el mes de marzo siguiente. Sin duda, hubo una caída significativa en la producción económica a lo largo de 1930. Hoy se estima que el desplome fue del 8,5 por ciento del PIB. Sin embargo, hasta marzo de 1931, Estados Unidos siguió beneficiándose fiscalmente de distintos efectos distorsionadores que, aparentemente, suponían sacudidas al alza de los ingresos, pero no eran más que un falso indicador de solidez que, de hecho, evitó que el declive económico se tradujese en una importante crisis fiscal. Solamente desde marzo de 1931 en adelante podría resultar evidente la verdadera situación de las cuentas públicas.

			En primavera, verano y otoño de ese año, la economía siguió contrayéndose. El PIB cayó un 6,4 por ciento con respecto a 1929, el desempleo afectó a varios millones de personas y, en un desarrollo sumamente siniestro, se sucedieron las quiebras bancarias. Hasta noviembre de 1930, el número de quiebras bancarias observadas a nivel nacional se había mantenido justo por encima de las cotas observadas a finales de la década de 1920. Sin embargo, las quiebras se dispararon en los dos últimos meses de 1930 y siguieron siendo muy altas en 1931. En el bienio 1930-1931 (y, sobre todo, desde noviembre de 1930 en adelante), quebraron 4.000 bancos, en comparación con los 560 que cesaron su actividad en 1929. Solamente a partir de marzo de 1931, con el pago de impuestos del año anterior ya zanjado, el gobierno empezó a fijarse en el próximo ejercicio y poco a poco comprobó que el Tesoro terminaría sufriendo una grave caída de los ingresos. Esto resultaría especialmente evidente en marzo de 1932, cuando se recaudara el grueso del IRPF del curso anterior. La economía había capeado el efecto inicial de la Ley Smoot-Hawley debido a la oleada de bienes importados, de capital y de consumo, que habían entrado en Estados Unidos en la primera mitad de 1930. Estos bienes se desplegaron a lo largo y ancho de la producción y se pusieron a la venta al por menor, pero la mejora temporal se esfumó en 1931, los ingresos federales cayeron muy por debajo de lo habitual y las quiebras bancarias se desataron. Empezó a resultar más evidente que quizá sí era cierto que se avecinaba una enorme crisis.7

			La Gran Contracción, parte II: la gran subida retroactiva del impuesto sobre la renta de 1932

			Herbert Hoover y Andrew W. Mellon habían tenido posiciones enfrentadas en el gabinete de la Administración Harding a principios de la década de 1920. El primero era el secretario de Comercio y el segundo, el del Tesoro. Hoover era el «niño prodigio», en palabras de Calvin Coolidge, y había logrado reunir importantes recursos privados para resolver calamitosos problemas que sufrían Europa y Rusia después de la Primera Guerra Mundial y del estallido de la Revolución bolchevique. Hoover era un republicano partidario de los presupuestos equilibrados y miraba con recelo el éxito que Mellon había cosechado en la década de 1920, con la aparente paradoja de haber logrado un aumento de los ingresos a partir de distintas rebajas de impuestos.8

			Hoover padecía una enfermedad fatal... para la economía. Décadas más tarde, Jude Wanniski la denominó «parábola-fobia», en referencia a su «miedo incontrolable a la curva de Laffer». Tal vez a Hoover le preocupaba que el gran aumento de los ingresos del gobierno federal, observado como resultado de las rebajas de impuestos de Mellon, pudiese animar al gobierno a ser más derrochador en sus gastos. En The way the world works, Wanniski relata cómo el presidente saliente, Calvin Coolidge, dejó sin resolver la tensión entre ambos y se negó a impulsar otra rebaja de impuestos en diciembre de 1928, a pesar de que el gobierno federal registró un nuevo superávit presupuestario:

			Esta situación se debió a la influencia de Ogden Mills, quien había sido elegido por el nuevo presidente, Herbert Hoover, para reemplazar a Andrew Mellon al frente del Tesoro. Hoover, consciente de que Mellon no era uno de los suyos y de que se había opuesto a su nominación como candidato presidencial, no lo tenía fácil para reemplazar a Mellon y nombrar a Mills, puesto que Mellon era un republicano de prestigio y casi estaba considerado como un héroe nacional en aquellos momentos. De igual modo, si Coolidge hubiera buscado la reelección, probablemente la hubiera ganado. En ese caso, no hay duda de que Mellon habría utilizado el superávit presupuestario para solicitar una mayor reducción de impuestos en 1929.

			El movimiento a favor de la reducción del IRPF que había florecido en la década de 1920 se vio sofocado con la llegada de la nueva Administración. La única medida de rebaja de impuestos que Hoover aprobó bajo su mandato fue la reducción puntual del 1 por ciento en los tramos de 1929, adoptada retroactivamente en el último mes de dicho año.9

			Con todo, Mellon acabó siguiendo al mando de la Secretaría del Tesoro durante los años 1929, 1930 y 1931, con Hoover en la presidencia. Fue él quien coordinó las grandes rebajas de la tasa del IRPF durante la década de 1920; por ejemplo, llevó el tramo superior del 73 por ciento al 25 por ciento y así consiguió superávits presupuestarios sucesivos de 1920 a 1930. El saldo positivo de 1927 llegó a ser de más de 1.000 millones, según algunas actualizaciones modernas de las cifras de la época. Ahora, el nombre de Mellon aparecía como el del autor de cabecera de los informes de Hoover sobre el estado del Tesoro y figuraba como el actor central que impulsó la acción legislativa del gobierno a comienzos de la década de 1930. Pero, como indicó Wanniski, aunque Mellon siguiese en el cargo, ya no podría bajar impuestos debido a la postura de Hoover y al avance de una nueva mayoría demócrata en la Cámara de Representantes a partir de 1931.

			La némesis política de Mellon, además del propio Hoover, fue el representante Wright Patman, un demócrata elegido por el estado de Texas que llegó a la Cámara en 1929. Como ha señalado la historiadora Janet Schmelzer, «Patman fue el más cáustico de los críticos de Mellon. Estaba decidido a destituirlo de su cargo, acusándolo de violar las leyes de Estados Unidos. En un discurso tras otro, de 1929 a 1932, denunció con vehemencia los presuntos abusos que había cometido Mellon». Entre las dispersas y abstractas acusaciones de Patman estaba el cargo de haber obtenido réditos personales de su cargo en la Administración. El legislador defendía esta argumentación señalando que Mellon contaba con grandes participaciones en varios negocios (especialmente, en Alcoa, la Aluminium Company of America) que crecieron mucho en la década de 1920. Patman quería sugerir que el boom económico propiciado por las rebajas de impuestos de Mellon le generaba un conflicto de intereses al ser él mismo el propio secretario del Tesoro. El aluvión de ataques llegó a su punto culminante en enero de 1932, cuando Patman instó a la Cámara a establecer un proceso de acusación formal contra Mellon. El Comité Judicial accedió a ello y Hoover decidió que era mejor destinar a Mellon como embajador de Estados Unidos en Reino Unido. Hoover hizo que Mellon dejara su puesto en el Tesoro para que el procedimiento de juicio político quedase en suspenso. Ogden Mills se convirtió al fin en secretario del Tesoro, Mellon se fue a Inglaterra y la Cámara abandonó su investigación.10

			Éste es un antecedente crucial para evaluar el informe del Tesoro de noviembre de 1931, que llevaba la firma de Mellon y, supuestamente, había sido supervisado por él. El documento apuntaba lo siguiente en sus primeras páginas:

			Durante el año fiscal que finalizó el 30 de junio de 1931, las finanzas federales reflejaron por primera vez [énfasis añadido] y en un grado sustantivo la disminución de la actividad económica que ha venido dándose, con apenas algunas interrupciones menores, desde mediados de 1929. Se constata una disminución considerable en los ingresos federales, junto con un aumento de los gastos, resultando en un déficit de [903 millones de dólares], en contraste con el superávit [...] observado durante el anterior año fiscal [...]. Los ingresos ordinarios totales de [3.300 millones de dólares] han bajado [en 861 millones de dólares] con respecto al ejercicio anterior.

			El informe continuó detallando que, durante el período de julio de 1930 a junio de 1931, los ingresos por aranceles de las aduanas habían disminuido en un 36 por ciento, mientras que la recaudación del impuesto de sociedades había disminuido en un 20 por ciento y los caudales generados por el IRPF habían caído un 31 por ciento. La fiscalidad había entrado, pues, en el rango prohibitivo de la curva de Laffer. A lo largo del informe, se observaba también cómo las buenas señales que aparentemente seguían viéndose en el plano fiscal eran poco más que espejismos o secuelas de la actividad económica heredada de la década de 1920 y del boom puntual previo al aumento de aranceles de 1930:

			Los impuestos recaudados de ciertas fuentes, como las aduanas [...], se basan principalmente en las operaciones corrientes en el comercio y la industria y, por lo tanto, se ven afectados más o menos inmediatamente por los cambios en la actividad comercial. Los ingresos del IRPF, por otro lado, que por lo general proporcionan más de la mitad de los caudales públicos del gobierno federal, no están relacionados con las condiciones económicas en el momento de la recaudación. Los impuestos sobre los ingresos declarados para un año determinado se recaudan, en su mayor parte, durante el año de calendario siguiente. En 1929 [...], el beneficio de las corporaciones [...] fue algo mayor que el año anterior, mientras que los ingresos individuales [...] fueron sólo moderadamente menores, de modo que, en los ingresos fiscales de 1931, seguimos viendo los efectos de lo ocurrido en los años de calendario de 1929 y 1930, de modo que se no refleja toda la fuerza de la depresión.

			Era noviembre de 1931 y el Tesoro estaba argumentando que el panorama de los ingresos federales estaba a punto de volverse horrible. Llegado el año fiscal de 1932, ya no existiría el colchón de las contribuciones derivadas de años de ingresos más altos, como 1929 y parte de 1930. Ahora, las fuentes de ingresos provendrían de la economía posterior a la subida arancelaria. Dicho de otro modo: la recaudación pasaría a ser la propia de la economía de la Gran Depresión.11

			En la tabla 5.1 y el gráfico 5.2 que se muestran a continuación resulta evidente que, a comienzos de la década de 1930, no cabía esperar que se produjese un aumento de los ingresos a base de cultivar la actividad económica de los ciudadanos de mayor renta. De 1929 a 1931, como vemos en la columna 2 de la tabla 5.1, los ingresos netos del 1 por ciento de mayor salario cayeron tremendamente, reduciéndose en casi dos tercios en términos reales, al pasar de 65.500 millones a 22.700 millones de dólares (en dólares de 2018). La depresión que siguió a la subida arancelaria fue indescriptiblemente difícil para los pobres, pero perjudicó también a los ricos. No se puede ser insensible a esta circunstancia. Sin embargo, el debate de los legisladores en aquellas amargas condiciones de 1931 versaba casi exclusivamente sobre cómo gravar más a los que más ganan para hacer frente a la crisis. Trágicamente, estos legisladores no se dieron cuenta (a pesar de que los datos del Tesoro sí proporcionaban esta información tan relevante) de que las personas con mayores ingresos habían salido golpeadas tan duramente por el hundimiento de la producción que no tenían tantos recursos a los que dirigir los tributos públicos. Si el Congreso hubiese entendido esta situación, podría haber evitado la locura de subir los impuestos a los que más ganan en un contexto en el que ellos, y todos los demás, estaban ganando mucho menos. Esto, a su vez, podría haber proporcionado una chispa a ese sector de los más ricos y ayudarlos a comprometer más inversiones para animar la producción y, por el camino, salvar a los bancos.

			Aunque llevaba su firma, no está claro hasta qué punto Mellon influyó en toda la preparación, redacción y planteamientos del informe del Tesoro de noviembre de 1931. Este documento planteaba que los tramos del IRPF recuperasen sus niveles de 1924 (es decir, llevar el umbral superior del 25 por ciento al 46 por ciento a partir de 1931) y, además, sugería una rebaja del umbral de ingresos a partir del cual se aplicaba esta tributación.

			Tabla 5.1. Política fiscal, ingresos y aportación fiscal del 1 % de mayor renta y el conjunto de la economía 
estadounidense (datos anuales, 1929-1944)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año fiscal

						
							
							Ingreso neto del 1 % de mayor renta (en miles de millones de dólares de 2018)

						
							
							Tipo efectivo medio pagado por el 1 % de mayor renta

						
							
							Tramo superior del IRPF

						
							
							Ingresos tributarios aportados por el 1 % de mayor renta (en miles de millones de dólares de 2018)

						
							
							Porcentaje de la recaudación federal por IRPF abonada por el 1 % de mayor renta

						
							
							Porcentaje de la recaudación total de todas las capas de las Administraciones públicas obtenido del 1 % de mayores ingresos tributarios

						
							
							Ingresos totales por IRPF (en miles de millones de dólares de 2018)

						
							
							Ingresos totales por IRPF (en miles de millones de dólares de 2018)

						
							
							Recaudación total de todas las capas de las Administraciones públicas de Estados Unidos (en miles de millones de dólares de 2018)

						
							
							Recaudación total de todas las capas de las Administra-
ciones públicas de Estados Unidos (en porcentaje del PIB)
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							1929

						
							
							65,5

						
							
							14,90

						
							
							24

						
							
							9,8

						
							
							66,60

						
							
							5

						
							
							14,7

						
							
							362,9

						
							
							196,9

						
							
							12,90

						
							
							1.529,7

						
					

					
							
							1930

						
							
							32,3

						
							
							14

						
							
							25

						
							
							4,5

						
							
							62,80

						
							
							2,20

						
							
							7,2

						
							
							272,4

						
							
							202,6

						
							
							14,60

						
							
							1.385,7

						
					

					
							
							1931

						
							
							22,7

						
							
							11,50

						
							
							25

						
							
							2,6

						
							
							64,60

						
							
							1,30

						
							
							4,1

						
							
							224,6

						
							
							208,1

						
							
							16,30

						
							
							1.277,6

						
					

					
							
							1932

						
							
							16

						
							
							19

						
							
							63

						
							
							3

						
							
							50,10

						
							
							1,60

						
							
							6,1

						
							
							214,6

						
							
							189,4

						
							
							17,30

						
							
							1.095,7

						
					

					
							
							1933

						
							
							18,3

						
							
							21,50

						
							
							63

						
							
							3,9

						
							
							54,20

						
							
							1,90

						
							
							7,3

						
							
							213,8

						
							
							209,6

						
							
							18,90

						
							
							1.109,9

						
					

					
							
							1934

						
							
							18,4

						
							
							29,30

						
							
							63

						
							
							5,4

						
							
							56,40

						
							
							2,60

						
							
							9,6

						
							
							240,2

						
							
							212,1

						
							
							16,90

						
							
							1.253,6

						
					

					
							
							1935

						
							
							22

						
							
							31

						
							
							63

						
							
							6.8
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							12
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							31,4

						
							
							39,20
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							348,3

						
							
							246

						
							
							16

						
							
							1.535,7

						
					

					
							
							1937

						
							
							29,2

						
							
							37,60

						
							
							79

						
							
							11

						
							
							55,10

						
							
							4

						
							
							19,9

						
							
							370,9

						
							
							271,3

						
							
							16,70

						
							
							1.624

						
					

					
							
							1938

						
							
							22,1

						
							
							31,30

						
							
							79

						
							
							6,9

						
							
							53,40

						
							
							2,20

						
							
							12,9

						
							
							332,6
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							20

						
							
							1.556,7
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							26,9

						
							
							32

						
							
							79

						
							
							8,6

						
							
							53,50

						
							
							2,70

						
							
							16,1

						
							
							414,1
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							30
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							81,10

						
							
							12,7

						
							
							49

						
							
							4

						
							
							25,8
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							81

						
							
							18,4
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							5,30
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							36,8
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							88

						
							
							23,6
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							5,40

						
							
							135,7
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							436

						
							
							17,10

						
							
							2.551,8
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							43,5

						
							
							66,50

						
							
							88

						
							
							28,9

						
							
							13,80

						
							
							5,40
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							534,3

						
							
							18,10

						
							
							2.945,9
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							59,3

						
							
							56,50

						
							
							94

						
							
							33,5

						
							
							14,50

						
							
							3,60

						
							
							231,5

						
							
							1.666,1

						
							
							924,7

						
							
							28,90

						
							
							3.204

						
					

				
			

			
			Fuente: IRS, Oficina del Censo, Federal Reserve Bank of St. Louis.

			 

			Gráfico 5.2. Renta neta después de impuestos del 1 % de mayores ingresos versus tramo superior del IRPF

			[image: ]

			Nota: dato anual, 1929-1944; renta expresada en miles de millones de dólares de 2018; tramo superior del IRPF expresado en porcentaje, según tipo aplicable.

			Fuente: IRS.

			Lo que sí está claro es que a Hoover no le agradaba Mellon. Patman había provocado una situación desquiciada con sus críticas al secretario del Tesoro y, mientras alumbraba el juicio político, la economía agonizaba y el déficit del presupuesto federal se estaba expandiendo. En cuanto a la cuestión de los ingresos fiscales proyectados para 1932, a finales de 1931 resultaba evidente que serían mucho menores de lo esperado. La principal razón por la que la recaudación se anticipaba tan baja era que los ingresos de quienes más ganaban se habían reducido en dos tercios. Entonces, en 1929, los ingresos tributarios obtenidos de las personas con mayor renta representaban dos tercios de toda la recaudación por IRPF. Teniendo en cuenta esta circunstancia, así como la evidencia expuesta en el propio informe del Tesoro, no queda claro por qué el documento sugería un aumento de impuestos. El caso es que con Mellon bajo asedio político, la situación se resolvió de esta forma errática.

			En abril de 1932, el legislador republicano elegido por Utah y coimpulsor de la Ley Smoot-Hawley, Reed Smoot, relató cómo había llegado al Comité de Finanzas del Senado el nuevo proyecto de ley con el que se pretendían aumentar los impuestos especiales y otros tributos:

			Hace meses, resultó evidente que sería necesaria una revisión de las leyes de ingresos durante la actual sesión del Congreso. El informe anual del secretario del Tesoro [de noviembre de 1931] presentó al Congreso un análisis detallado del estado de las finanzas públicas e incluyó una recomendación de aumentar el IRPF y el impuesto de sociedades, así como la tributación patrimonial [etcétera].

			El secretario del Comité de Finanzas relató el proyecto de ley considerado por la Cámara:

			En consideración de la necesaria revisión [...], la Cámara de Representantes celebró una serie de audiencias desde el 13 de enero de 1932 hasta el 4 de abril. Este comité formuló una propuesta [...]. Después de un largo debate sobre la medida, el proyecto de ley quedó aprobado por la Cámara [...] y llegó al Senado el 4 de abril.

			Mientras Mellon estaba haciendo las maletas, la Cámara y el Senado se ocuparon de asegurar un gran aumento de la carga fiscal. Fue muy notable que, a principios de 1932, mientras los negocios, la banca, la vivienda, el comercio y todo tipo de ramas de actividad se contraían de una forma desgarradora y sin precedentes, el Congreso se dedicaba a debatir un proyecto de ley basado en un importante aumento de los impuestos. El nuevo secretario del Tesoro, Mills, compareció ante el Senado, se posicionó a favor del proyecto de ley y lo justificó con una extraña razón:

			Señores, quiero decir, con toda la seriedad de la que soy capaz, que considero que el equilibrio del presupuesto es esencial para el bienestar de nuestra nación [...]. No hay tiempo para debates y no hay nada más que podamos aprender de tales discusiones [...]. Cada fase de la situación tributaria que enfrentamos nos es conocida. En vista de lo que considero que es una grande y muy real emergencia, debo pedirles que se fíen de mi palabra. Los insto a encontrar si acaso hay alguna otra forma de lograr esos 285 millones de dólares [que se van a recaudar a través de las subidas de impuestos y de la creación de nuevas figuras tributarias] [...] [Y] les digo que ésa es la forma más fácil y apropiada de aumentar los ingresos, en la situación actual, y que su aprobación traerá al país, más que ningún otro cambio, la seguridad absoluta de que el presupuesto va a estar equilibrado, porque se apoyará sobre una base tan amplia que podemos anticipar los resultados con considerable confianza [...]. Lo que busco es un presupuesto equilibrado; un presupuesto equilibrado a toda costa. [La] única cosa que quiere saber el país es que las finanzas descansan sobre una base firme y van a estar en orden durante los doce próximos meses. Si se corre la voz de que eso es lo que haremos, la noticia electrificará al país [...]. Por mi parte, estoy muy seguro de que, el día en que el presupuesto del gobierno de Estados Unidos esté equilibrado más allá de toda duda, las condiciones serán las adecuadas para un cambio.12

			El presupuesto del gobierno federal había estado equilibrado todos los años, desde el año fiscal de 1920 hasta el de 1930. El superávit de 1930 era, en realidad, un residuo de tiempos mejores. El tramo superior del IRPF se redujo durante todo el período y llegó a ser del 24 por ciento. Sin embargo, dos años después, el gobierno y los legisladores se dedicaban a rastrear cualquier indicio de actividad económica con ánimo de identificarlo. Todo era susceptible de ser gravado. Sin embargo, si los políticos hubieran consultado la propia serie de tablas de ingresos netos del informe del Departamento del Tesoro de noviembre de 1931, habrían encontrado que las rentas altas, grupo sobre el que centraban sus expectativas recaudatorias, se habían desplomado en casi dos tercios, como se puede ver en la tabla 5.1.

			Mills sabía, incongruentemente, que su tarea era casi inútil. En relación con la doble imposición de los dividendos, una medida a la que se opuso, comentó lo siguiente:

			Con los negocios hundidos, no podemos permitirnos sobresaltos innecesarios. Tenemos que equilibrar este presupuesto y tenemos que defenderlo, pero si tratamos de reactivar los negocios equilibrando el presupuesto, no podemos crucificar al mismo tiempo al sector productivo, cuya expansión estamos buscando y no debemos impedir.

			Todo eso era cierto, pero también era absurdo plantear que se podían aumentar los tramos superiores del IRPF (así como otros impuestos) y evitar «sobresaltos innecesarios». James Mirrlees, premio Nobel de Economía de 1996 (y autor muy influyente en los escritos de Emmanuel Saez sobre la «tasa impositiva óptima del 73 por ciento para las rentas altas»), escribió de forma abundante sobre los niveles adecuados de tributación y sostuvo que los tipos apropiados son aquellos que, teniendo en cuenta la situación de los individuos y variando incluso para adaptarse a ésta, se corresponden con las distintas habilidades, capacidades y voluntades que muestran los actores económicos ante la perspectiva de seguir produciendo y obteniendo ingresos frente a uno u otro nivel de tributación. Cuando hay una depresión profunda, por definición, la mayoría de las personas se sienten menos dispuestas a trabajar. Desde los antiguos trabajadores de ingresos altos hasta los más humildes, todos suelen sufrir enormemente debido al deterioro de la producción. En un contexto como el de la década de 1930, tratar de gravar más los ingresos sólo podía traer más de lo mismo, es decir, un frenazo aún más intenso de la producción y de la recaudación de ingresos.13

			El proyecto de ley que finalmente asumió la Cámara en enero de 1932 consideró las propuestas del Tesoro como «suelo» del nuevo régimen tributario, al igual que haría el Senado en abril. Era una imprudencia actuar de esta forma en medio de las terribles condiciones económicas del invierno y la primavera de 1932. Al final, el tramo superior del IRPF no subió al 46 por ciento, en línea con la tasa de referencia hasta 1924 y con la sugerencia del Tesoro, sino que lo hizo hasta el 63 por ciento. Se trata de un aumento de casi el 150 por ciento. Con el impuesto sobre el patrimonio, el juego era similar y la subida fue del 125 por ciento, al pasar del 20 por ciento al 45 por ciento. En uno y otro caso, fue un aumento limpio, súbito y de un plumazo. Cuando el profesor Saez alude a la década de 1930 y a las fases previas a la Primera Guerra Mundial para defender subidas de impuestos muy sustanciosas, se refiere a esta etapa histórica.

			Como hemos señalado en los capítulos iniciales, las personas y las empresas prestan sus servicios porque esperan obtener unos determinados ingresos después de pagar los correspondientes impuestos. A medida que éstos aumentan, los rendimientos netos, que son tan importantes para animar a las personas y las empresas a producir más o menos, experimentan una disminución que, proporcionalmente, se da en cantidades cada vez mayores. Si los tramos de referencia son del 10 por ciento, por ejemplo, entonces un aumento del 10 por ciento reducirá la tasa de retención en poco más de un 1 por ciento (de 90 centavos por dólar a 89); sin embargo, si los tramos llegan a ser del 80 por ciento, un aumento del 10 por ciento en el tipo impositivo aplicable reduce las tasas de retención otro 40 por ciento (de 20 centavos por dólar a 12). El documento intentaba trasladar una cierta simetría, obviando las horribles consecuencias que tenían los aumentos del 150 por ciento en el IRPF y el 125 por ciento en el impuesto sobre el patrimonio. Los legisladores pasaron por alto el impacto de tales modificaciones en las tasas de retención.

			Aquella subida fiscal constituyó una exhibición de falso profesionalismo burocrático y tramposa uniformidad, y se aprobó, además, en el peor momento imaginable. La sensibilidad de la economía ante nuevos choques era, evidentemente, muy alta. Los primeros meses de 1932 habían sido amargos. Bancos en quiebra, familias perdiendo los ahorros de toda una vida, colas del hambre... La gravedad social de la depresión fue excepcionalmente aguda. En ese contexto, decretar un gran aumento en los tipos impositivos aplicables era una falta de respeto a la frágil realidad y, por mucho que persiguiese dar la sensación de que se aplicaba una medida lineal a quienes más tienen, no era más que un error que estaba destinado a aplastar toda la economía. Si acaso hubiese sido procedente la subida de impuestos, tendría que haberse hecho con mucho más cuidado. Sin embargo, los formuladores de estas políticas públicas se limitaron a aplicar grandes subidas lineales, reflejando no sólo una falta de voluntad, sino una manifiesta incapacidad, para enfrentar aquella terrible situación de forma consciente y responsable, asumiéndola como realmente era.

			Las reuniones y audiencias del Senado continuaron durante la primavera de 1932. Los sin techo debían encontrarse reseñas de estos debates en los periódicos que encontraban por las calles y usaban para tapar sus agujereados zapatos. Los políticos seguían a lo suyo y, por fin, el Senado remató sus deliberaciones añadiendo la guinda del pastel: la retroactividad de las subidas impositivas incluidas en el proyecto de ley. Ahora, las medidas recaudatorias no entrarían en vigor cuando Hoover firmase el proyecto de ley, como ocurrió con la Ley Smoot-Hawley, sino a partir del 1 de enero de 1932. Mills quería ir incluso más lejos y buscaba llevar la retroactividad hasta 1931. Era una jugada de dudosa constitucionalidad: puesto que los pagos del impuesto sobre la renta de 1931 no vencían hasta el 15 de marzo de 1932, el nuevo IRPF podría ser aplicado para las declaraciones del primer trimestre de 1932, de modo que, cuando se recibiese el grueso de la recaudación, se lograría un aparente equilibrio económico. Según el Tesoro, esto podía propiciar la recuperación de la economía porque las cuentas del gobierno parecerían estar en orden...

			El proyecto de ley que finalmente prevaleció dejó la fecha de vigencia en el primer día del año, es decir, el 1 de enero de 1932. Sin duda, solamente desde el desconocimiento o la ignorancia se puede aplicar este criterio que, en la práctica, endurecía la fiscalidad sobre la cual se habían tomado decisiones empresariales o de consumo durante los seis meses anteriores. La Ley de Ingresos de 1932, impulsada a mediados de año, hacía precisamente eso. Hoover firmó su aprobación definitiva el 6 de junio. El resultado sigue siendo uno de los ejemplos más temibles de irresponsabilidad y desorientación de la historia de la política económica estadounidense. Pero el caso era «disparar» los impuestos y eso fue lo que hicieron el Congreso y la Presidencia en 1932.

			Las consecuencias fueron asombrosas. En 1930 y 1931, el tramo superior del IRPF era del 25 por ciento. Por tanto, el asalariado que quedaba sujeto a este umbral de presión fiscal retenía 75 centavos por cada dólar percibido. Sin embargo, al llevar el tramo superior al 63 por ciento, la tasa de retención bajó a ser de apenas 37 centavos. Por tanto, el incentivo que tenían estos trabajadores para seguir facturando ingresos y declarándolos al fisco se redujo a la mitad, en línea con un aumento del 150 por ciento en su tipo impositivo de referencia. Y lo peor de todo es que ésta era solamente una parte del problema.

			Además, dada la retroactividad, las rentas del trabajo obtenidas desde comienzos de 1932 quedaban sujetas a una imposición adicional a la que, en teoría, se aplicaba de enero a junio. Como resultado, los trabajadores debieron guardar parte de su capital y reservarlo para asumir este pago adicional, adeudado en marzo de 1933. Durante un semestre, los contribuyentes habían tomado decisiones económicas partiendo de una fiscalidad del 25 por ciento. Durante el resto del año, el aumento al 63 por ciento obligó a ahorrar lo necesario para apartar el dinero adeudado. Esto significa que la demanda se redujo justo cuando la economía caía en espiral hacia las profundidades de la depresión. El mercado de valores reflejó este desarrollo con precisión. El Promedio Industrial Dow Jones se mantuvo en torno a los ochenta puntos durante los primeros tres meses del año. Cuando el Senado se hizo cargo del proyecto de ley de impuestos, el selectivo empezó a tambalearse, cayendo por debajo de setenta en abril y hundiéndose hasta el nivel mínimo de toda la era de la Gran Depresión, los cuarenta y un puntos alcanzados en julio. Las personas que enfrentaban nuevos impuestos adeudados sobre los ingresos que habían percibido en el primer semestre de 1932 tenían que vender activos para recaudar efectivo y asumir el futuro pago tributario de marzo de 1933. Fue un sorprendente y duro golpe para la economía, y se dio en un momento desesperado.

			Además del aumento del IRPF, la Ley de Ingresos de 1932 dispuso una subida del impuesto sobre el patrimonio, un aumento del de sociedades del 12 por ciento al 13,75 por ciento y un nuevo impuesto sobre donaciones. El propósito de este último gravamen era «prevenir el vaciamiento del impuesto sobre el patrimonio», como expresaba un texto jurídico de la época dedicado a la revisión de la ley. Otras disposiciones de la Ley de Ingresos de 1932 detallaban veinte nuevos impuestos especiales, aplicables sobre automóviles, llantas, radios o certificados de propiedad de acciones y bonos. El impuesto de sucesiones ahora se aplicaba a partir de los 50.000 dólares, en comparación con los 100.000 dólares a los que se aplicaban antes. Las pérdidas de acciones sólo podrían contabilizarse contra los ingresos y descontarse de la base imponible si entre los ingresos declarados había también ganancias derivadas de la tenencia de acciones, una disposición ridícula en el contexto de los mercados en 1932, marcados por pérdidas tan generalizadas que la perspectiva de compensar pérdidas declarando algunos ingresos por venta de acciones era, en la práctica, lo mismo que nada. En el IRPF, además del aumento de tramos, se redujeron los umbrales a partir de los cuales se aplicaba el gravamen. Por la franja inferior, pasó de 1.500 dólares a 1.000 dólares, y la fiscalidad de dicho tramo subió del 1,5 por ciento al 4 por ciento. Para estos trabajadores también era aplicable la retroactividad. ¡Dios sabe cuántas retiradas bancarias se produjeron por esto, agravando la crisis financiera! Y lo mismo podemos decir del dinero perdido en consumo o donaciones caritativas, todo ello en un contexto de hambre y pobreza crecientes.14

			Hoover dijo lo siguiente al firmar el proyecto de ley: «La voluntad de nuestro pueblo de aceptar esta carga adicional en estos tiempos para así mantener inexpugnable la capacidad de financiación del gobierno federal constituye un gran tributo a su sabiduría y coraje». Sin embargo, la Ley de Ingresos de 1932 era una gran contradicción. Su teoría, si acaso puede llamarse así a su endeble razonamiento, sostenía que si la economía podía soportar nuevas y crecientes cargas fiscales, la mejora subsiguiente de las cuentas públicas propiciaría la recuperación económica y permitiría dejar atrás la Gran Depresión. Sin embargo, la contradicción de esta forma de pensar radicaba en el hecho de que si bastaba con subir los impuestos para obtener más ingresos, entonces no había motivo alguno para creer que la economía había entrado en una situación de crisis y de déficit en las cuentas públicas.15

			Interpretar el caos

			Los resultados, por supuesto, fueron catastróficos. El giro fiscal de 1932-1933 coincide con la hora más sombría de la historia económica estadounidense. Los números son, de hecho, asombrosos. El PIB se redujo al menos en una cuarta parte (según muestran reconstrucciones estadísticas modernas de la contabilidad nacional) y se mantuvo en niveles paupérrimos durante un período aparentemente interminable que se alargó cuatro años, hasta 1933 (tabla 5.1, columna 12). El desempleo (tampoco contabilizado oficialmente entonces, sino basado en reconstrucciones estadísticas recientes) también se situó en torno al 25 por ciento. Hubo miles de quiebras bancarias, numerosas ejecuciones hipotecarias de casas y granjas, un repunte muy visible de la mendicidad, un colapso general de la producción y un franco deterioro en la capacidad de las personas de ganarse la vida por sí mismas o incluso buscar de forma autónoma su sustento. Todas estas características de la Gran Depresión de la década de 1930 emergieron sombríamente cuando la Gran Contracción de 1929-1933 alcanzó su punto más bajo, cuando Hoover dejó el cargo en marzo de 1933. Posteriormente llegarían otros momentos muy duros bajo la presidencia de Roosevelt. El senador Smoot, al igual que Hoover, perdió su cargo en su campaña a la reelección en noviembre de 1932. El representante republicano, Willis C. Hawley, ni siquiera ganó la nominación de su partido para la reelección a la Cámara de Oregón en 1932.

			Los ingresos declarados por el 1 por ciento de mayor renta, subgrupo de contribuyentes que constituía el objetivo principal del aumento de impuestos codificado en la Ley de Ingresos de 1932, sufrieron una caída del 30 por ciento a lo largo de dicho año, como vemos en la tabla 5.1. Desde 1929, perdieron un 75 por ciento. Ante la retroactividad de la subida fiscal, los ricos atesoraron su capital para afrontar esta repentina subida en su factura tributaria, en vez de comprometer más dinero en forma de inversión y producción económica. Esto provocó una mayor contracción de la actividad y el consumo, reduciendo más aún la recaudación. De igual modo, las empresas que seguían operando despidieron a más trabajadores, redujeron el alcance de su producción y, con los ahorros generados, acumularon efectivo para enfrentar los nuevos pagos de impuestos que se les exigían. De esta forma, iban a menos los ingresos y cada vez había más ociosidad y escasez. El presupuesto federal nunca más se acercó a un escenario de equilibrio durante la década de 1930. Y, como veremos en el próximo capítulo, la Ley de Ingresos de 1932 sirvió como precedente para los nuevos aumentos de impuestos desarrollados durante la era del New Deal, incluso a pesar de que la gran mayoría de los principales impulsores de las subidas fiscales de comienzos de los años treinta fueron expulsados de sus cargos en las elecciones de noviembre de 1932.

			El período de 1917 a 1939 fue ciertamente inusual, puesto que se dieron grandes cambios en los impuestos, con sus correspondientes oscilaciones extremas en los ingresos declarados (véase gráfico 1.1) y en los niveles de producción (pasando de una extrema prosperidad a una extrema depresión), todo ello marcado por el impacto de las guerras mundiales. Las lecciones que se deben extraer de este período de la historia económica del país norteamericano son fundamentales para comprender la macroeconomía moderna, el efecto de los impuestos, la evolución de los ingresos declarados, las dinámicas de la desigualdad de renta y la manera en que los estadounidenses se comportan naturalmente dentro de los procesos propios de la economía.

			Los locos años veinte pusieron de manifiesto que la adopción de tramos superiores del IRPF mucho menores al 73 por ciento generaron grandes caudales públicos para las Administraciones. Dicha década también puso de manifiesto que la reducción de los tipos impositivos induce una prosperidad creciente. Dadas estas realidades, los intentos de lograr una mayor igualdad de ingresos —por ejemplo, con las subidas de impuestos de la década de 1930— no podían tener otro resultado que no fuese un gran coste para la economía. De hecho, lograr una mayor igualdad de ingresos seguía siendo un objetivo tan escurridizo y distante como siempre, porque las subidas de impuestos aplicadas a las personas de rentas más altas acabaron empobreciendo a todos.

			Cuando la renta antes de impuestos se antoja más igualitaria, en medio de niveles de tributación mucho más altos para los que más ganan, lo que estamos viendo es, en gran medida, una ilusión. En tales circunstancias, los ricos se limitan a declarar una parte más pequeña de sus ingresos reales. En cambio, los ingresos de los pobres caen como resultado del descenso de la inversión, la demanda y la producción. En la década de 1930 vemos cómo, tras la subida de impuestos a las rentas altas, los ingresos de las rentas bajas no solamente no fueron a mejor, sino que se hundieron.

			El gráfico 5.3.A muestra el período 1917-1938 y alude a la famosa curva de la desigualdad en forma de «U» planteada por los profesores Piketty y Saez. Sin embargo, también incorporamos la tasa de empleo (1 – tasa de paro) que presentaba la economía estadounidense durante ese mismo período (véase, de nuevo, el gráfico 1.1). Como resulta evidente, hay una fuerte asociación entre la tasa de empleo y el peso del 1 por ciento de mayor renta sobre la renta nacional.

			Gráfico 5.3.A. Participación del 1 % que más gana sobre 
la renta nacional versus tasa de empleo (1 – tasa de paro)

			[image: ]

			Nota: el paro se expresa en datos anuales para 1917-1938 y la cuota de la renta nacional que percibe el 1 por ciento de mayor renta, en porcentaje. 

			Fuente: PSZ, Historical statistics of the United States (vol. 2).

			Durante los períodos de prosperidad, a los ricos les va relativamente bien. Esta relación no debería sorprender a nadie. Por un lado, los ingresos declarados aumentan como resultado de una economía más fuerte y productiva. La mejora del mercado de valores ensancha las ganancias derivadas de las rentas de capital, lo que repercute de forma especialmente positiva en la situación del 1 por ciento de mayor renta. Los beneficios empresariales también se ensanchan, con idénticas consecuencias.

			Por otro lado, en el extremo inferior de la distribución de ingresos nos topamos con los trabajadores de bajos salarios que entran y salen de la fuerza laboral ocupada. En un contexto de expansión económica, vemos mayores niveles de empleo. Entonces, los trabajadores de ingresos bajos ven cómo sus ingresos van a más y cada vez más personas se enriquecen. Por cada cien nuevos asalariados, habrá uno que se incorpore al 1 por ciento de mayor renta, es pura aritmética. Por tanto, con tasas de empleo más altas y un crecimiento del PIB más acelerado, el ingreso que recibe el 1 por ciento de mayor renta va en aumento, al igual que el tamaño de dicho subgrupo.

			Las personas de ingresos bajos están claramente en mejor situación si tienen un trabajo que si lidian con el problema del paro. Sin embargo, su desempeño puede sesgar la medida de la desigualdad. Si pasa a haber más personas empleadas, puede que el salario promedio no aumente lo suficiente como para reflejar una menor desigualdad. En cambio, si estas estadísticas también incluyesen a quienes abandonan la fuerza laboral o a quienes no tienen empleo y pierden sus ingresos, entonces los indicadores de desigualdad crecerían menos en tiempos de creación de empleo y expansión de la producción. Cuando el PIB y las tasas de empleo disminuyen, ocurre el proceso inverso. Caen los ingresos de los perceptores de ingresos que figuran dentro del 1 por ciento superior y hay menos personas incluidas en dicho subgrupo porque también desaparecen muchas personas del segmento de rentas bajas, ahora afectadas por la inactividad laboral o el paro.

			El gráfico 5.3.B muestra que los impuestos no siempre se miden mejor refiriendo solamente el tramo impositivo más alto. La Ley Smoot-Hawley, promulgada en junio de 1930, supuso en la práctica el aumento de impuestos más grande e intrusivo que jamás se ha dado en la historia de Estados Unidos sobre la compraventa de bienes. Causó estragos. La caída del mercado de valores de 1929 fue un resultado directo del miedo que desató la propuesta y el hundimiento de la actividad que causó su entrada en vigor. Cuando se analiza su efecto junto con la evolución del tramo superior del IRPF, entonces sí se puede ver de forma más clara el duro golpe fiscal que devastó la economía estadounidense en aquella época. El gráfico 5.3.B muestra el tramo superior del IRPF y aparición de la Ley Smoot-Hawley (durante su proceso de aprobación en el Senado y en la Cámara, y en el momento de la firma presidencial de Hoover que permitió su entrada en vigor) cruzados con la tasa de paro de Estados Unidos, a lo largo del período 1917-1938.

			Gráfico 5.3.B. Ley Smoot-Hawley, tramo superior del IRPF 
y tasa de paro (datos anuales, 1917-1938)
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			Fuente: Tax Policy Center, Historical statistics of the United States (vol. 2).

			Como vemos en los gráficos 5.3.A y 5.3.B, el tramo superior del IRPF cayó del 73 por ciento en 1921 al 25 por ciento en 1930, mientras que la cuota de la renta nacional percibida por el 1 por ciento de mayores ingresos aumentó drásticamente. Con impuestos bajos para las rentas altas, la igualdad de renta se reduce debido al afloramiento de más rentas declaradas por parte de quienes más ganan. Este tipo de marco tributario también redunda en una economía mucho más dinámica, con claros avances en el bienestar de todos los niveles de renta que coinciden con el aumento estadístico de la desigualdad de ingresos. Ése era el precedente de la década de 1920 que se abandonó en la década de 1930.

			El gráfico 5.3.C muestra que la cuota de la renta nacional declarada por el 1 por ciento de mayor renta iba en declive antes de que los impuestos subiesen del 25 al 63 por ciento. El pico ocurrió en 1928-1929, justo antes de la Ley Smoot-Hawley. El descenso vertiginoso comenzó justamente en el año en que se promulgó la subida arancelaria, entre dos y tres años antes de que empezase a tramitarse la subida del tramo superior del IRPF. Esta cadena de eventos es inconsistente con cualquier relato que insista en señalar que las subidas de impuestos por sí solas se correlacionan con una menor participación del 1 por ciento de mayores ingresos en la renta nacional. Hay una serie de factores, caso de las subidas fiscales, que impactan en el resultado y, por el camino, causan un gran declive económico. Ese descenso de la producción reduce, a su vez, la cuota de la renta nacional que percibe el 1 por ciento de mayores ingresos. Pero, como vemos, reducir la cuota de la renta nacional que va a manos del 1 por ciento superior no conduce a una mayor prosperidad económica para el resto.

			Gráfico 5.3.C. Ley Smoot-Hawley, tramo superior del IRPF 
y cuota de la renta nacional percibida por el 1 % de mayor renta (dato anual, 1917-1938)
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			Fuente: Tax Policy Center, Historical statistics of the United States (vol. 2).

			La evidencia en contra de la adopción de impuestos altos es clara. Si todos los tipos impositivos se elevaran al cien por cien, entonces habría una condición de perfecta igualdad de ingresos... pero nadie ganaría nada.16

			Es importante señalar que los enormes aumentos de la fiscalidad aprobados el 17 de junio de 1930 y el 1 de enero de 1932 se dieron, precisamente, al comienzo de la Gran Depresión y precipitaron su fase de mayor gravedad y severidad.

			El capitalismo y el mercado no tuvieron nada que ver con la acelerada crisis económica de 1930-1932. Los impuestos, de hecho, sí tuvieron que ver con esta acelerada caída de la producción. En 1930 entró en vigor la subida arancelaria, de alcance masivo. En 1931 se hizo patente el efecto del proteccionismo, en forma de disminución de la actividad y, a renglón seguido, de la recaudación tributaria. En 1932 se produjo otra reacción negativa, que ahondó la crisis debido a la subida de los impuestos y su carácter retroactivo. Esta situación aceleró más aún la crisis económica y fiscal. Por tanto, fue la acción del gobierno la que provocó la Gran Depresión.

			La izquierda progresista tiene un problema grave a la hora de aceptar esta circunstancia. Por ejemplo, en El capital en el siglo xxi resulta evidente que Thomas Piketty no es capaz de pronunciarse con claridad sobre esta evidencia fáctica. Al comentar el período en el que se aprobaron estos importantes aumentos de impuestos, escribe lo siguiente:

			La Gran Depresión de la década de 1930 golpeó Estados Unidos con extrema fuerza [...]. Roosevelt llegó al poder en 1933, cuando la crisis ya llevaba tres años de recorrido y la cuarta parte del país estaba desempleada. Inmediatamente, decidió poner en marcha un fuerte aumento en la tasa máxima del impuesto sobre la renta, que se había reducido al 25 por ciento a finales de la década de 1920 y había bajado nuevamente bajo la desastrosa presidencia de Hoover. El tramo superior del IRPF subió al 63 por ciento a partir de 1933.17

			Este relato no es correcto. El tramo superior del 63 por ciento se aplicó desde el 1 de enero de 1932, bajo la presidencia de Hoover, que no de Roosevelt, y el aumento de impuestos fue una realidad para todos los niveles de renta, no sólo para el tramo superior, desde entonces. Roosevelt, que asumió el cargo de presidente en 1933, no aumentó el tramo superior del IRPF en 1933, 1934 ni 1935. En sus tres primeros años de gobierno dejó dicho umbral de tributación en el mismo nivel en el que lo había heredado. En el próximo capítulo comentaremos esta cuestión con más detalle. Pero, de momento, basta con señalar que no es correcto afirmar que Roosevelt llegó al cargo y puso en marcha una gran subida de impuestos.

			Incluso el comentario de que la tasa del 25 por ciento disminuyó «nuevamente» bajo Hoover es cuestionable. Piketty desliza este apunte en referencia a la reducción del 1 por ciento que se aprobó puntualmente en 1929, pero aquella medida sólo estuvo vigente aquel año. En 1930, bajo el gobierno de Hoover, las tasas subieron «nuevamente» en un punto porcentual, lo que hizo que la tasa máxima volviera al 25 por ciento.

			Saez y su coautor, Gabriel Zucman, son algo más precisos en su libro de 2019, El triunfo de la injusticia. Esto es lo que escriben: «Desde su creación hasta la década de 1930, el objetivo del IRPF había sido recaudar ingresos. El impuesto obligaba a los ricos a contribuir a las arcas públicas en proporción a su capacidad de pago».18 Pero esa tesis de la «obligación» es problemática. En la década de 1920, los tramos superiores eran mucho menores que antes: bajaron al 25 por ciento, frente a los niveles del 73 por ciento que se habían llegado a adoptar. Entonces, lo que sucedió no fue tanto que se «obligó» a las rentas altas a tributar más aún, sino que se aprobó una rebaja fiscal que aumentó la tasa de retorno (la renta neta después de impuestos) y, por ese camino, se invitó a declarar más ingresos al fisco. No es más que la curva de Laffer en acción. De hecho, las subidas de impuestos de 1930 y 1932 provocaron que los ingresos tributarios obtenidos de la renta declarada por el 1 por ciento de mayores ingresos cayeran de 9.800 millones de dólares en 1929 a 4.500 millones en 1930, 2.600 millones en 1931 y 3.000 millones en 1932 (como vemos en la tabla 5.1).

			Se ha culpado de la Gran Depresión al capitalismo, se ha dicho que el modelo de prosperidad económica por goteo (trickle down economics) fue otro de los aspectos que indujo el hundimiento de la economía... pero tales comentarios ignoran los hechos reales del período 1930-1932.

			En la raíz de la contracción económica que inició la Gran Depresión había tres factores:

			
					El golpe de la subida arancelaria, aprobada en junio de 1930. 

					El efecto del proteccionismo en 1931, con el problema añadido de su impacto retrasado en las cuentas públicas por efectos de calendario. 

					La enorme subida del IRPF, del impuesto sobre el patrimonio y de otros gravámenes, aplicada a partir del 1 de enero de 1932, que tuvo el efecto de retirar capital de sus usos productivos en la economía como nunca antes había ocurrido.

			

			Todo esto sucedió, además, en tiempos de paz. Estados Unidos nunca había tenido un arancel tan alto como el de 1930. De igual modo, nunca había aplicado un impuesto sobre la renta tan elevado como el de 1932. La combinación de ambas subidas resultó imposible de superar, y el resultado de todo ello fue la Gran Depresión.
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			Cómo los impuestos prolongaron la Gran Depresión

			El progreso legislativo de tramitación de la Ley Smoot-Hawley hizo que el mercado de valores tocase techo en 1929 y que la inversión flaqueara. Cuando el presidente Hoover convirtió en ley esta medida proteccionista, en junio de 1930, la bolsa se desplomó y la inversión se redujo. La entrada en vigor del arancel condujo, como muestran los informes del Tesoro, al colapso de los ingresos federales. Este hundimiento en los caudales públicos percibidos por Hacienda se tradujo en nuevos esfuerzos para aumentar los impuestos. Dado que las fuentes extranjeras se secaron por la subida arancelaria, los aumentos adicionales de impuestos tenían que provenir de la economía nacional. Por tanto, en junio de 1932, dos años después de la aplicación de la Ley Smoot-Hawley, se aprobó una importante subida fiscal que afectaba a los ingresos, las propiedades, los bienes de consumo y las donaciones de los contribuyentes. Una vez más, esta iniciativa del legislativo contó con la firma del presidente Hoover. El aumento del tramo superior del impuesto sobre la renta del 25 al 63 por ciento, ligado a la aprobación de la Ley de Ingresos de 1932, se introdujo, además, de forma retroactiva, desde el 1 de enero de 1932.

			Fue así como la economía se hundió en la Gran Depresión, un brutal colapso económico observado entre 1929 y 1932. Tras la época de gobierno de Hoover, Franklin D. Roosevelt asumió la presidencia. Salvo una o dos excepciones notables, la nueva Administración de Roosevelt no hizo ningún cambio importante en materia de política económica. FDR continuó e incluso intensificó las políticas de Hoover mientras culpaba a su antecesor de las consecuencias. La Gran Depresión persistió durante toda la década de 1930. De hecho, las tímidas mejoras de la economía que se empezaron a dar después de 1933 se atribuyeron a la rebaja ocasional de impuestos y la liberalización económica. Por tanto, de forma general, el legado económico de FDR en sus primeros años de gobierno no fue más que la continuidad de la subida de impuestos de Hoover, que prolongó la depresión por una década.

			La Gran Depresión se desató, pues, tras una serie de continuos aumentos de impuestos consecutivos que arrancó con el presidente Herbert Hoover y fue continuada por Roosevelt. Cada subida de impuestos intentaba corregir los daños causados por la anterior, pero este empeño fue de fracaso en fracaso. Los repuntes ocasionales en el desempeño económico, a mediados de la década de 1930, se correspondían con pausas o vaivenes ocasionales en la secuencia generalizada de subidas de impuestos. La Gran Depresión acabó siendo la norma de toda la década una vez que Roosevelt decidió convertirse en un presidente consagrado a subirle los impuestos a los ricos a partir de 1936. Ese año, FDR elevó el tramo superior del 63 por ciento que había dejado Hoover al 79 por ciento que se aplicó en la segunda mitad de la década.

			FDR I: para empezar, el impuesto sobre la riqueza

			Cuando se convirtió en presidente, en marzo de 1933, FDR dejó que las subidas del IRPF que heredó de Hoover siguieran en pie. El presidente demócrata tenía otras cosas en mente: un impuesto sobre el patrimonio, pero «disfrazado» a través de diversas intervenciones en el mercado monetario.

			Dos días después de asumir el cargo, FDR cerró los bancos de la nación, decretando la famosa «vacación bancaria» de una semana de duración, del 6 al 13 de marzo de 1933. Con los bancos cerrados y el efectivo lejos del alcance de los ciudadanos, Roosevelt preparó la legislación que requería que los estadounidenses entregaran al Tesoro de Estados Unidos todo el oro (o certificados de oro) que tuviesen en su posesión y que acumulasen un valor total superior a los 100 dólares. A cambio de cada onza, el tenedor recibiría 20,67 dólares, que era el nuevo precio oficial de tal cantidad del metal precioso. La orden se aplicó a principios de abril y la gente debía hacerla efectiva antes del 1 de mayo. Los estadounidenses entregaron debidamente sus onzas de oro, cuya valoración ascendía a 400 millones en monedas de oro y a 715 millones en certificados de oro. Y, a cambio, se les entregó un billete de 20 dólares y unos centavos. 1

			Una vez que el gobierno federal se hizo con todo el oro, Roosevelt empezó a subir el precio oficial de 20,67 dólares. En 1934 fijó el precio definitivo de 35 dólares la onza, que de hecho se mantuvo hasta la década de 1970. Aquellos que habían entregado sus activos en la primavera anterior vieron cómo se les despojó de parte importante de sus ahorros. Así lo ha explicado uno de nosotros (Laffer):

			En menos de un año, el gobierno confiscó todo el oro que pudo, pagándolo a 20,67 dólares la onza, y luego devaluó el dólar en relación con el oro, recortando el tipo oficial de cambio en casi un 40 por ciento. Esta confiscación costó a los tenedores de oro [y dólares] unas pérdidas de más de 6.000 millones, en dólares de 1933. Como referencia, el PIB nominal era en aquel entonces de 57.500 millones. Hablamos, pues, de una medida equivalente a un impuestazo.

			En efecto, la confiscación del oro operó, simple y llanamente, como un impuesto a la riqueza. El gobierno se quedó con las ganancias íntegras de dicha maniobra. Los tenedores de oro se vieron privados de la apreciación del precio que se produjo con la devaluación del dólar, del 40 por ciento. Ahora, la divisa nacional se cambiaba por la onza de oro a razón de 35 dólares, frente a los 20,67 dólares que se aceptaban antes. Esto no afectó solamente al poder adquisitivo de los estadounidenses, sino también a las importaciones. No en vano, de 1932 a 1934, la libra esterlina se apreció cerca de un 50 por ciento en relación con el dólar, mientras que el franco francés y el marco alemán lo hicieron casi un 70 por ciento. A los bancos estadounidenses se les prohibió, por un tiempo, comprar o vender divisas extranjeras u oro. Finalmente, llegado el año 1935, se anularon las «cláusulas de oro» que servían para blindar los contratos ante la devaluación del dólar. Una decisión de la Corte Suprema, con cinco votos a favor y cuatro en contra, habilitó este golpe definitivo.

			FDR II: al fin, cierto repliegue

			La Ley Arancelaria de 1930 inició una cascada de subidas de impuestos que arrastró a la economía hacia abajo año tras año, prolongando la Gran Depresión durante buena parte de los años treinta. Cada subida de impuestos hacía que la actividad económica disminuyera, lo que a su vez provocaba que los ingresos tributarios se redujeran, animando entonces nuevas medidas recaudatorias. Era un círculo vicioso, y ese peligroso bucle siguió reproduciéndose de forma prácticamente inalterada desde la Ley Arancelaria de 1930 hasta la Ley de Ingresos de 1932, pasando por la confiscación del oro en 1933, y llegando hasta los años de la Segunda Guerra Mundial. En el gráfico 6.1 describimos la senda que siguió el desempleo en Estados Unidos desde el 1 de enero de 1928 hasta el 31 de diciembre de 1939. Como puede verse, el comportamiento del mercado laboral reflejó de manera fiel las principales decisiones de política económica asumidas a nivel federal.

			Gráfico 6.1. Tasa de paro de Estados Unidos 
(dato mensual, de enero de 1928 a diciembre de 1939)

			[image: ]

			Fuente: BLS, Historical statistics of the United States.

			La primera etapa cubre el proceso de aprobación de la Ley Smoot-Hawley, que primero fue debatida y aprobada por el Congreso, más tarde fue convertida en ley con la firma del presidente Hoover y finalmente quedó implementada en las aduanas. El nivel general de precios en Estados Unidos cayó dramáticamente (un 15 por ciento) entre 1929 y 1931 (comentaremos este tema en el capítulo 8) y esto tuvo el efecto de conducir a un aumento más acusado de los ingresos fiscales, dadas las disposiciones de la legislación. La mayoría de las cláusulas de la Ley Arancelaria eran específicas, no ad valorem. Los tres centavos por pañuelo recogidos en el ejemplo que expusimos en el capítulo anterior son sólo un ejemplo. Dado que el nivel de precios cayó, el derecho de aduana pasó a suponer una parte mucho mayor del precio final de importación del producto. Los efectos de esta circunstancia sobre el empleo y los precios de las acciones fueron enormes.

			La Ley Smoot-Hawley fue el primero de una serie de experimentos claros que pusieron de manifiesto las diferencias entre el keynesianismo, el monetarismo y la economía de la oferta (supply-side economics). Según la lógica keynesiana, el arancel debería haber «estimulado» el PIB y la economía. Las importaciones se reducirían por el impuesto que se les había aplicado y esa caída de la demanda foránea se reemplazaría con mayores compras a los productores nacionales, aumentando así la producción, el empleo y la actividad. Sin embargo, las exportaciones, otro componente esencial del PIB, cayeron casi exactamente en la misma medida en que lo hicieron las importaciones. En este sentido, el saldo neto fue que la ganancia derivada de las mayores compras a los productores locales se anuló con las menores ventas del sector exterior al extranjero. Desde este prisma, el PIB no debía haberse hundido. Para un keynesiano, el PIB es igual a los gastos autónomos por el multiplicador. El PIB, sin embargo, sí bajó y, de hecho, colapsó.

			La economía de la oferta, por el contrario, anticiparía en un escenario así que las exportaciones caerían al unísono con las importaciones como consecuencia indirecta de la aplicación de un impuesto sobre las importaciones, es decir, un arancel. Para nuestro análisis, referiremos el famoso teorema de la simetría del profesor Abba Lerner. Puesto que las exportaciones se venden para adquirir los medios que nos permiten comprar importaciones, no hay diferencia económica entre un impuesto a la exportación y un impuesto a la importación. Esto significa que el daño causado por la Ley Smoot-Hawley de 1930 sobre los exportadores de países extranjeros y los importadores domésticos fue equivalente al daño causado a los exportadores estadounidenses y los importadores de otros países.

			De acuerdo con la economía de la oferta, la razón por la que un arancel de alcance masivo, como fue el caso de la Ley Arancelaria, tiene un efecto tan debilitante en la producción es que reduce los salarios reales de forma idéntica a lo que ocurriría con un impuesto al uso sobre los salarios. La gente trabaja, al menos en parte, para poder comprarse los productos extranjeros que necesita a diario. Sumando el arancel y la deflación, esos bienes foráneos se volvieron más difíciles de adquirir. Por tanto, el arancel, como cualquier impuesto, redujo el valor asociado a cualquier salario dado. El efecto de los impuestos no es otro que la reducción de la producción. Y la caída en el nivel de precios observada a partir de 1929 aumentó el peso relativo de los aranceles sobre el coste final de los bienes importados.

			A medida que la desolación económica se fue extendiendo a mediados de la década de 1930, FDR movió ficha para contrarrestar lo que estaba sucediendo. En 1934 se dio una de las pocas excepciones que rompieron el patrón de los continuos aumentos de impuestos propios de la época. En junio de ese año, el Congreso aprobó la Ley de Aranceles Recíprocos a instancias de FDR. Esta norma le dio al presidente la autoridad de negociar acuerdos comerciales con naciones individuales. Hasta entonces, los aranceles no diferenciaban según el mercado de origen y solamente se centraban en gravar cada producto con un recargo determinado. Por tanto, las medidas de 1930 constituían un impuesto casi universal a todo tipo de bienes producidos en el extranjero.

			En cambio, con la Ley de Aranceles Recíprocos de junio de 1934 se produjo un cambio fundamental que, como resultó evidente después, terminó introduciendo una serie de cambios permanentes en la normativa arancelaria estadounidense. A partir de aquel cambio, el presidente tenía la discreción de negociar acuerdos comerciales con países individuales. Si Venezuela, por ejemplo, quería vender sus exportaciones en Estados Unidos, y si los productores o consumidores del país norteamericano deseaban tener acceso a esos bienes, el Ejecutivo podía autorizar una excepción que eximiese dichos productos de la aplicación del arancel general. Éste fue, sin duda, un proceso engorroso (y atractivo para los cabilderos), pero dada la devastación que produjo la Ley Smoot-Hawley, y en ausencia de una derogación general de dicha medida proteccionista, esta cláusula de reciprocidad podía servir para amortiguar parte del golpe.

			Fue apropiado que el Congreso y el presidente transformaran este proyecto legislativo en ley. Los demócratas habían sido durante mucho tiempo un partido defensor del libre comercio, mientras que los republicanos y sus predecesores, los whigs, se habían mostrado más partidarios de los aranceles. Siguiendo esa tradición, y durante el lustro posterior a la aprobación de la Ley de Aranceles Recíprocos, FDR negoció acuerdos comerciales con un total de diecinueve países, incluidos los principales socios comerciales del país norteamericano, por ejemplo, la vecina Canadá o el Reino Unido. En cada caso, el efecto de estas negociaciones no fue otro que derribar las barreras aduaneras introducidas por la Ley Smoot-Hawley.

			A medida que se completaron estos acuerdos, el comercio se recuperó de forma progresiva, como era natural esperar. Entre 1933 y 1935, en el marco de unos aranceles descendentes, los ingresos aduaneros del Tesoro aumentaron un 37 por ciento en términos nominales. Cuando este proceso empezó a desarrollarse en 1934, el informe anual del Tesoro señaló que «los ingresos de las aduanas mostraron en 1934 su primer aumento interanual desde 1929». Al fin, un «brote verde» de actividad económica, cinco años después de la Gran Depresión y merced a una rebaja de impuestos.2

			Otro cambio a mejor en materia de liberalización económica se produjo a finales de 1933. La ratificación de la Vigésima Primera Enmienda en diciembre derogó la era de la prohibición. La importación de alcohol se disparó como resultado de ello. En la subida de los ingresos arancelarios del año 1934 quedaba recogida esta evolución. Las importaciones de estos productos animaron el mercado nacional de consumición de estas bebidas. De igual manera, la producción nacional, suspendida desde el comienzo de la prohibición en 1920, volvió a cobrar vigor.

			El crecimiento económico evolucionó a mejor a raíz de estos desarrollos de política económica. En las reconstrucciones estadísticas modernas del PIB de la época se estima que la producción subió alrededor de un 10 por ciento entre 1933 y 1934 (tabla 5.1). En los cuatro años anteriores, el descenso había sido constante, hasta acumular una caída agregada del 25 por ciento. En ese período, las subidas de impuestos y la confiscación del oro fueron las principales medidas de política tributaria. En cambio, cuando al fin se tomaron algunas medidas de liberalización, bajando impuestos a la actividad de comercio internacional y legalizando una industria que había quedado prohibida por los legisladores, la economía reaccionó al alza, dejando claro que la Gran Depresión era un tigre de papel. Los malos tiempos no eran obligados y se acabarían si el gobierno avanzaba con decisión hacia un contexto en el que la economía pudiera producir y comerciar por sí sola.3

			FDR firmó la Ley de Ingresos de 1934 durante su segundo año en el cargo. En estos primeros años, no subió el tramo superior del IRPF (se quedó en el 63 por ciento), modificó a la baja los aranceles y legalizó el alcohol. Para una subida del IRPF de las rentas altas bajo presidencia de Roosevelt fue preciso esperar a su cuarto año al frente del Ejecutivo, en 1936. Hasta entonces, la Casa Blanca no se mostró preocupada por la «desigualdad de la renta» y simplemente se limitó a procurar obtener más ingresos de los ricos.

			El objetivo principal de la Ley de Ingresos de 1934 era abordar el problema de la elusión de impuestos que se había derivado de los fortísimos aumentos fiscales incluidos en la Ley de 1932. El Congreso y el Tesoro encontraron que, con tipos de hasta el 63 por ciento en el tramo superior del IRPF, las personas de ingresos más altos estaban empezando a encontrar formas ingeniosas de eludir la incidencia de una tributación tan elevada. Los ricos, por ejemplo, llevaban años constituyendo sociedades para someter una parte más amplia de su renta total al impuesto de sociedades, cuyo tipo era mucho menor al tramo superior del IRPF (13,75 por ciento frente al 63 por ciento). Los que más ganaban crearon «sociedades de cartera personales», como se las conocía en la época, y se esmeraron por transformar los ingresos del trabajo que percibían de forma personal y de manera ordinaria en rentas corporativas canalizadas a través de estas sociedades mercantiles. La ley de 1934 creó un nuevo lenguaje legal que prohibía este tipo de comportamiento. Era perfectamente comprensible que los ricos buscasen lagunas para pagar menos y, de hecho, ésta era otra buena indicación de por qué había una depresión. Al fin y al cabo, los impuestos habían subido tanto que las personas más productivas —los que más ganaban— se dedicaban cada vez más a evitar, en lo posible, el golpe de los impuestos, en vez de centrar su actividad cotidiana en asuntos de la producción real.

			La Ley de Ingresos de 1934 también elevó los tipos del impuesto de sucesiones y del nuevo impuesto de donaciones, llevándolos mucho más allá de la Ley de Ingresos de 1932. Sucesiones aumentó del 45 por ciento al 60 por ciento y el impuesto de donaciones creció del 33,5 por ciento al 45 por ciento. En la línea de lo que planteamos en el capítulo 2, un resumen académico publicado en 1935 referido a la elusión fiscal concluyó lo siguiente:

			La Ley de Ingresos de 1934 representa meramente otra escaramuza en la batalla perenne entre el gobierno y el contribuyente [...] [Sólo] mediante un estado de alerta constante, el gobierno podría llegar a estar al día de todos los ingenios de los más astutos abogados, que rápidamente descubren cómo la reparación de una fuga en la complicada estructura fiscal da como resultado la apertura de otra fuga [...]. [La idea central de la ley] era una campaña concertada para prevenir la elusión fiscal.4

			Los aumentos tributarios de 1932 llevaron a una proliferación de nuevas estrategias de ingeniería y planificación fiscal por parte de las rentas más altas, lo que evitó que los aumentos de tipos se tradujesen en mejoras recaudatorias. La ley de 1934 era un nuevo intento de detener estas prácticas. Sin embargo, como ya hemos visto, esta aproximación no fue el único desarrollo económico de la legislatura, puesto que también se aprobó un alivio de los impuestos arancelarios durante este período, que rompió con cuatro años de continuas subidas de impuestos que tuvieron siempre los mismos resultados.

			Los cantos de sirena de los impuestos altos seducen 
a Roosevelt

			En un artículo de la revista económica American Economic Review (AER) publicado en 1935, Roy y Gladys Blakey comentaron lo siguiente en referencia al tercer año de la presidencia de FDR:

			El presidente Roosevelt sorprendió al país, y al parecer también a los líderes del Congreso y de su partido [énfasis en el original] con un mensaje fiscal especial remitido al Congreso el 19 de junio de 1935. En su comunicación del 7 de enero sobre los presupuestos había dicho que no consideraba aconsejable proponer cualquier impuesto nuevo o subida adicional de cara al año fiscal de 1936 [...]. [En junio] propuso nuevos impuestos a las herencias y un refuerzo de otros aspectos de la tributación de las sucesiones [...] y de las donaciones [...], afirmando que «la creatividad empresarial no se ve estimulada cuando se transfieren grandes herencias» [...]. Su segunda propuesta en este sentido giró en torno al aumento de los impuestos aplicados a los individuos de rentas muy altas, señalando que los tramos en vigor del IRPF se detenían al alcanzarse un millón de dólares de ingreso anual. Su tercera propuesta consistía en que el impuesto de sociedades [...] fuese ajustado [...] al 16,75 por ciento.5

			Así pues, queda claro que FDR mantuvo la política impositiva de Hoover desde 1933 hasta mediados de 1935. Entonces, «sorprendió al país, y al parecer también a los líderes del Congreso y de su partido» con su propuesta de distintas subidas impositivas que se centraban particularmente sobre las personas de rentas más altas y patrimonios más abultados.

			Cuando asumió el cargo, y tras poner en marcha la confiscación del oro, FDR enfrió las expectativas de nuevas subidas impositivas y dejó en pie el IRPF heredado de Hoover. Aprobó ciertos aumentos de la fiscalidad de las sucesiones, sobre todo para cerrar lagunas de la tributación de este tipo de circunstancias, pero también recortó significativamente los aranceles aplicados a los principales socios comerciales de Estados Unidos y, al mismo tiempo, permitió la importación, producción, venta y distribución de alcohol. El resultado fue un crecimiento del 10 por ciento que permitió que la economía empezase a rebotar en 1934 con respecto a los mínimos que se habían alcanzado en los peores momentos de la Gran Depresión. En sus primeros años, FDR incurrió en excesos regulatorios y de gasto, amén de la citada confiscación del oro, pero su historial fiscal sí muestra que, por lo general, Roosevelt no solamente no exacerbó la presión impositiva, sino que incluso la alivió. No puede sorprender que el primer episodio de crecimiento económico desde el estallido de la Gran Depresión se produjera cuando FDR aprobó este tipo de medidas tendentes a reducir el peso de los impuestos.

			Como vimos antes, los observadores en la época se «sorprendieron» cuando FDR dio marcha atrás y, desde junio de 1935, dijo que era necesario un aumento de impuestos. Defendió, de hecho, un aumento serio y de calado volcado en los ricos y las rentas altas. Y obtuvo lo que quería, porque el Congreso aprobó el proyecto de ley que FDR solicitó ese verano cuando sacó adelante la Ley de Ingresos de 1935. Las disposiciones incluidas en dicha modificación pasaban por un aumento del tramo superior del IRPF, que pasó del 63 por ciento al 79 por ciento, una mayor progresividad del impuesto de sociedades, cuyo tipo general subió al 15 por ciento, un recargo sobre los «beneficios excesivos», un aumento de los impuestos sobre el patrimonio, las sucesiones y las donaciones, y un tributo aplicado a las «sociedades de cartera» que, continuando con la Ley de 1934, querían evitar que las personas físicas canalizasen el grueso de sus ingresos reales como personas jurídicas. Las subidas de impuestos entrarían en vigor el 1 de enero de 1936.

			La Ley de Ingresos de FDR aprobada en 1935 suponía un aumento de los impuestos similar a la Ley de Ingresos que aprobó Hoover en 1932. Fue diseñada, de hecho, a partir de dicho precedente. Como explicaron los Blakey en AER, «en lo referido a su forma, la Ley de Ingresos de 1935 no es completamente nueva ni una modificación independiente de la legislación tributaria pasada, sino que más bien se erige como una suerte de enmienda a las anteriores modificaciones de 1932 y 1934, de modo que debe interpretarse como una continuación de éstas». Después de moderar la estructura fiscal de Hoover entre 1933 y 1935, un interregno durante el cual la economía finalmente comenzó a crecer y a dejar atrás lo peor de la recesión, FDR decidió recuperar el precedente fiscal que había sentado Hoover y exacerbar sus subidas de impuestos.6

			¿Por qué FDR cambió repentinamente su postura y presionó con ahínco hasta conseguir una subida de impuestos que nadie (ni él mismo) planteó hasta el verano de 1935? Es una pregunta de difícil respuesta. De hecho, su propio secretario del Tesoro desconocía el motivo por el que se procedió a este cambio de política fiscal. Así lo explicaban las páginas de la revista AER:

			Aunque el secretario del Tesoro [Henry S.] Morgenthau compareció [ante el Congreso], no tenía casi nada que decir y prácticamente nada pudo sonsacársele [...]. Desde el punto de vista del Tesoro, señaló que consideraba que el objetivo principal de las propuestas del presidente era la mejora de los ingresos, pero no quiso compartir ninguna opinión sobre qué otras consideraciones podían estar pasando por la mente del presidente. Su comparecencia posterior ante el Senado [...] fue muy similar, tan cortés y educada como evasiva e infructuosa.

			Morgenthau no estaba al tanto del cambio de discurso de FDR y, en última instancia, no tenía muy claro en qué medida estas propuestas podrían generar más ingresos. Quizá todo lo que Roosevelt estaba haciendo era una arremetida política. En mayo de 1935, un mes antes del sorpresivo cambio de postura de Roosevelt, la Corte Suprema declaró inconstitucional la Ley Nacional de Recuperación Industrial, un ambicioso plan regulatorio de FDR. La decisión se tomó de forma unánime. El presidente había hecho de esta iniciativa parte importante de su presidencia y, de hecho, la aprobó apenas unos pocos meses después de asumir el poder, en junio de 1933.

			Durante dos años, 1933-1935, FDR y los líderes empresariales se enzarzaron en una encarnizada batalla retórica sobre la autoridad y los poderes regulatorios del gobierno federal. La decisión de la Corte Suprema, emitida en mayo de 1935, convirtió el núcleo de su Ley Nacional de Recuperación Industrial en papel mojado. De igual modo, sus grandes críticos se sintieron vencedores. La primera parte del mandato se saldó, pues, con una derrota para FDR.

			Dice el refrán que la venganza se sirve en un plato frío. Pues bien, el sorprendente cambio de planes de Roosevelt se dio apenas un mes después de aquella derrota y se centró casi exclusivamente en personas con altos ingresos, altos ejecutivos de empresas y grandes patrimonios. Cuando presentó su propuesta, FDR puso en evidencia que ésta podía ser su motivación, al defender un gran aumento del impuesto sobre el patrimonio con distintos comentarios dedicados a menospreciar o minusvalorar la aportación económica o empresarial de los ricos:

			Un impuesto sobre el poder económico heredado es una tasa sobre la riqueza estática, no sobre la riqueza dinámica que contribuye a la sana difusión del bien económico [...]. Hay quienes argumentan a favor de los beneficios que brindan los ricos al conjunto de la sociedad al invertir en el desarrollo de grandes empresas. Pues bien, quienes sostienen estas tesis deben tomar en consideración que un impuesto de estas características no altera el principal legado que dejan los creadores de grandes empresas. Al fin y al cabo, el mecanismo de producción que han generado, su empresa, sigue en pie. También se mantienen los beneficios que logra esa corporación. De igual manera, no se alteran las mejoras de organización empresarial y agrupación productiva que haya podido alcanzar dicha compañía, como tampoco se retiran las patentes concedidas por el gobierno. Lo que sí se va es la iniciativa, la energía y el genio del carácter de los creadores de estas empresas, y esto sucede por causa de su muerte.7

			El ímpetu y el genio empresarial, pues, quedaban definidos por Roosevelt como algo prescindible. Una vez que se lanzaban los grandes proyectos empresariales, podían seguir funcionando sin la aportación de sus creadores. Desde este planteamiento, transferir parte importante de la riqueza de la nación al gobierno a base de subir los impuestos no tenía, supuestamente, ningún efecto sobre la productividad. FDR defendía, pues, que al llegar la muerte de los propietarios de los negocios, el Estado podía confiscar sus bienes sin que eso afectase negativamente a la productividad.

			Esta visión era, sin duda, inaudita. Sin embargo, se situó de la noche a la mañana en el centro de la filosofía del gobierno y, ese mismo verano, se tradujo en las subidas impositivas de la Ley de Ingresos de 1935. El Congreso, intimidado por la decisión de una Corte Suprema que afirmaba sus prerrogativas e invocaba la separación de poderes, se involucró en el proceso promovido por Roosevelt con voluntad de reafirmar su relevancia política. El debate apenas duró dos meses, frente a los cinco de la Ley de Ingresos de 1932. La Cámara y el Senado aceptaron buena parte de las sugerencias del presidente. La única recomendación de FDR que el Congreso omitió en su totalidad era una enmienda constitucional que permitiera al gobierno federal gravar los ingresos derivados de la posesión de bonos de deuda emitidos por las Administraciones estatales y locales.

			Estados Unidos registró un déficit presupuestario muy abultado en 1935. Ascendió a 2.800 millones de dólares, el 4 por ciento del PIB. Sin embargo, esta situación venía dándose de forma continuada desde 1931, de modo que el déficit no era la justificación de lo que estaba pasando. De hecho, en el mensaje al Congreso que sirvió para presentar su propuesta, Roosevelt mencionó solamente una vez la palabra deuda. Para ser precisos, el presidente dijo que los ingresos derivados del nuevo impuesto de sucesiones debían invertirse en un fondo para la amortización de las obligaciones del Tesoro. Por lo demás, el resto de las explicaciones que compartió para justificar las subidas de impuestos se enmarcaron en la retórica propia de la «guerra de clases». Por ejemplo, su justificación de nuevos aumentos en el impuesto sobre la renta no recogía ni la menor preocupación por el equilibrio presupuestario:

			Los efectos perturbadores sobre la vida nacional derivados de grandes herencias de riqueza y poder pueden reducirse en el futuro [...] mediante un aumento definido de los impuestos que hoy gravan los ingresos netos más elevados.

			Lo mismo puede decirse de su referencia a las lagunas fiscales que se pretendían cerrar:

			El malestar social y el sentimiento cada vez más profundo de injusticia son un verdadero peligro para la nación y debemos minimizar su incidencia con métodos rigurosos. La gente sabe que las rentas altas no sólo provienen del esfuerzo, la habilidad o la suerte de quienes las perciben, sino también de ventajas que el propio Estado tolera. Por tanto, recae sobre el Estado el deber de restringir tales ingresos mediante la adopción de impuestos muy elevados.

			En la misma línea iba su posicionamiento a favor de un impuesto de sociedades más progresivo:

			Parece justo, por tanto, ajustar nuestro sistema tributario de acuerdo con la capacidad económica, el grado de ventaja económica y las circunstancias de cada empresa. Las corporaciones más pequeñas no deben soportar cargas más allá de su capacidad, pero las grandes concentraciones de capital deben estar dispuestas a soportar tributos acordes con su poder y su privilegio.

			Los déficits presupuestarios se habían vuelto tan recurrentes que FDR defendió subidas impositivas a las rentas altas o los grandes patrimonios sin que estas medidas tuviesen apenas efecto sobre los ingresos tributarios. Saez y Zucman aportan evidencia de sus verdaderas intenciones en El triunfo de la injusticia (2019), donde afirman que «tras su elección, el presidente Franklin Delano Roosevelt se fijó un nuevo objetivo: asegurar que nadie ganase más de cierta cantidad de dinero. En suma, confiscar los ingresos excesivos».8

			Buena parte de los nuevos impuestos entraron en vigor a partir de 1936. El crecimiento económico continuó su rebote, pero siguió muy por debajo de la tendencia establecida por la década de 1920. No había atisbo alguno de recuperación. ¿Fueron efectivos los aumentos tributarios? El precedente era la Ley de Ingresos de 1934, que había tratado de capturar los ingresos que se estaban filtrando a través de distintas lagunas de la legislación tributaria. Entonces, las personas de rentas más altas demostraron inteligencia y capacidad a la hora de replantear su estructura de ingresos y esquivar el aumento de la presión fiscal. Los ingresos tributarios bajaron, a pesar del drástico aumento de los tipos exigidos. Pues bien, esa misma historia se repitió en 1936. En marzo, tres meses después de la entrada en vigor de la gran subida del tramo superior del IRPF, Roosevelt ya estaba pidiendo otro aumento de la fiscalidad, y la razón era que los ingresos obtenidos por Hacienda se estaban quedando cortos. El presidente culpó de ello a otra decisión de la Corte Suprema sobre el alcance de otro programa del New Deal, pero también denunció la «elusión de impuestos» por parte de las personas de ingresos más altos. Más específicamente, FDR se mostró molesto por el hecho de que las grandes corporaciones estuviesen «reteniendo» sus ganancias, en vez de pagándolas como dividendos, para evitar la tributación asociada a este tipo de pagos, a los que se practicaba una retención que podía llegar al 79 por ciento. Los beneficios no distribuidos y retenidos por las empresas quedaban gravados al 15 por ciento, es decir, al tipo de referencia del impuesto de sociedades, cuyo aumento había sido, de hecho, mucho menor que el observado en el IRPF o los tributos de patrimonio, sucesiones y donaciones. Así, tres meses después de la entrada en vigor de la Ley de Ingresos de 1936, FDR justificaba de la siguiente forma la necesidad de adoptar nuevos aumentos tributarios:

			Tal como está la ley ahora, los impuestos empresariales se dividen entre los pagos que realizan aquellos accionistas que necesitan cobrar los dividendos y el ahorro fiscal de quienes pueden permitirse el lujo de no distribuir sus ganancias y evitar de tal forma las actuales cargas tributarias. Esta forma de los impuestos en vigor constituye un problema tan antiguo como la propia ley del impuesto sobre la renta. Los repetidos intentos del Congreso para prevenir esta forma de evasión no han sido exitosos. Este mal ha ido en aumento. De hecho, ha alcanzado proporciones inquietantes desde el punto de vista de la desigualdad que representa y de su grave efecto sobre los ingresos tributarios federales.9

			Si subes los impuestos a quienes más ganan, éstos dejarán parte de sus rentas sin distribuir, apilando beneficios no distribuidos para esquivar el golpe impositivo. Gravar a los ricos no es tarea sencilla.

			Pero el Congreso obedeció a Roosevelt, de modo que el elemento central de la Ley de Ingresos de 1936 fue un gigantesco impuesto adicional del 27 por ciento (es decir, un recargo que se sumó al tipo de referencia, del 15 por ciento) que aplicaría desde entonces a las ganancias corporativas que no fueran distribuidas como dividendos. Esta ley se aprobó definitivamente en junio de 1936 y el «impuesto sobre beneficios no distribuidos», como fue denominado este recargo, se aplicó de forma retroactiva, desde el 1 de enero de 1936, cuyo pago se fijó para comienzos de 1937.

			Roosevelt acabó pagando las consecuencias. En 1937 se dio la «Depresión dentro de la Depresión». La Reserva Federal de Cleveland describió el acontecimiento de la siguiente manera:

			Según el National Bureau of Economic Research, la contracción de 1937, que duró desde mayo de 1937 hasta junio de 1938, fue la tercera peor recesión de Estados Unidos en el siglo XX, moderada en comparación con las recesiones de 1920 y 1929. Algunas estadísticas estiman que la gravedad de la caída de la producción en 1937 fue tal que el PIB real cayó un 10 por ciento. El desempleo, que había disminuido considerablemente después del pico alcanzado en 1933, llegó al 20 por ciento. Finalmente, la producción industrial se desplomó un 32 por ciento [...]. La política fiscal no ayudó. El nuevo impuesto de las cotizaciones sociales debutó en 1937, tras las subidas de impuestos incluidas en la Ley de Ingresos de 1935.10

			Efectivamente, el impuesto de las cotizaciones sociales se había promulgado como ley en 1935 y entraba en vigor el 1 de enero de 1937. Se trataba de un nuevo gravamen aplicado sobre la nómina, con un tipo del 1 por ciento que pagaban tanto el empleador como el empleado. Los aumentos de los tipos fiscales que se hicieron efectivos en 1936, con las Leyes de Ingresos de 1935 y 1936, se combinaron por tanto con este nuevo impuesto ligado a la financiación de la Seguridad Social, sentando las bases para lo que sucedió en 1937. Este episodio de caída de la producción se conoció como la «Pequeña Gran Depresión». El PIB cayó un 10 por ciento y el desempleo aumentó hasta alcanzar el 20 por ciento. Todo ello cinco años después de la llegada de Roosevelt a la presidencia. Y todo sucedió después de que FDR perdiese los nervios por una decisión adversa de la justicia y aumentase sustancialmente los impuestos, rompiendo con su apuesta original de mantener e incluso moderar ligeramente el régimen fiscal de Hoover. Tal planteamiento había coincidido con la recuperación parcial de la economía entre 1934 y 1936.

			De hecho, en aquel contexto, el Congreso y la Presidencia acordaron retrasar la entrada en vigor de las cotizaciones sociales, aprobadas originalmente en la ley de 1935, pero retrasadas posteriormente a 1939. Sobre el papel, las cotizaciones serían originalmente del 1 por ciento para trabajador y empleador, pero subirían gradualmente hasta dejar ambos tipos en el 3 por ciento llegado el año 1948. Sin embargo, los cambios aprobados hicieron que el tipo del 1 por ciento se adoptase finalmente en 1937, pero sin aumentos adicionales en la década de 1940.

			La persistencia de la Gran Depresión: una saga 
de subidas tributarias a todos los niveles

			La secuencia de los cambios impositivos en la década de 1930 está estrechamente relacionada con el desempeño de la economía. Los cambios tributarios fueron los siguientes:

			
					Ley Smoot-Hawley, efectiva desde junio de 1930. Muy específica y planteada también en términos ad valorem. Los aranceles en vigor promediaban el 60 por ciento en 1932. La lista libre de artículos no gravados por estas medidas proteccionistas era muy pequeña.

					Ley de Ingresos de 1932, efectiva en su mayor parte desde el 1 de enero de 1932. El tramo superior del IRPF aumentó del 25 por ciento al 63 por ciento. Se redujeron las exenciones, deducciones, umbrales aplicables o créditos fiscales. El tipo de referencia en el impuesto de sociedades escaló del 12 por ciento al 13,75 por ciento. El tramo superior del impuesto sobre el patrimonio aumentó del 20 por ciento al 45 por ciento. Se adoptó un nuevo impuesto sobre donaciones del 33,5 por ciento. Además, se introdujeron distintos impuestos especiales sobre diversos bienes.

					Confiscación del oro a 20,67 dólares la onza en abril de 1933. Se transfirieron más de 6.000 millones de valor monetario al gobierno federal cuando el precio oficial aumentó de 20,67 a 35 dólares la onza apenas un año después. Todas las cláusulas de oro aplicables en los contratos privados para combatir la inflación fueron prohibidas.

					Ley de Ingresos de 1934. Aumentó la progresividad del impuesto sobre la renta (pero dejó el tramo superior en el 63 por ciento). Redujo las provisiones por depreciación y las exenciones aplicadas a las rentas de capital. Las sociedades de cartera personales fueron gravadas. Se elevó el tramo superior del impuesto sobre el patrimonio del 45 por ciento al 60 por ciento, aumentando también de forma correspondiente el impuesto sobre donaciones.

					Ley de Aranceles Recíprocos, en vigor desde junio de 1934. Otorgó nuevos poderes ejecutivos para reducir los aranceles aplicados sobre los bienes provenientes de países determinados. Socios relevantes como Cuba negociaron sus nuevos términos comerciales en 1934. Poco después lo harían el Reino Unido o Canadá.

					Ley de Ingresos de 1935, efectiva en su mayoría desde el 1 de enero de 1936. El tramo superior del IRPF aumentó del 63 por ciento al 79 por ciento. El impuesto de sociedades se hizo más progresivo y elevó su tipo de referencia al 15 por ciento. Se endureció el tratamiento fiscal de los beneficios, el stock de capital o los holdings empresariales.

					Ley de Ingresos de 1936. Redujo el impuesto a los dividendos, pero reemplazándolo con un recargo del 27 por ciento sobre los beneficios no distribuidos. La fiscalidad empresarial aumentó en su tramo superior del 15 por ciento al 42 por ciento a raíz de estos nuevos recargos. También se adoptaron nuevas sanciones fiscales a las empresas que el fisco designase como «poco cooperativas».

					Ley de Seguridad Social de 1935. A partir del 1 de enero de 1937 se introdujo un impuesto sobre la nómina del 1 por ciento, exigido tanto a empleadores como a empleados. Debía aumentar hasta llegar al 4 por ciento entre 1939 y 1948, pero esta escalada se suspendió tras comprobar las consecuencias negativas de la aplicación original del 1 por ciento desde 1936.

			

			Los resultados económicos siguieron de cerca los cambios fiscales. La Gran Depresión estalló con la Ley Smoot-Hawley, empeoró con la Ley de Ingresos de 1932 y tocó fondo con la confiscación del oro. En 1934 al fin hubo ciertas señales de recuperación gracias a que la Ley de Aranceles Recíprocos contrarrestó parte del efecto de la Ley Smoot-Hawley y la Ley de Ingresos de 1934 y, en vez de aumentar las tasas del impuesto sobre la renta, se centró solamente en abordar la elusión fiscal. El crecimiento económico se mantuvo hasta 1936, pero el golpe de la Ley de Ingresos de 1936 y la aplicación de las nuevas cotizaciones sociales, en ambos casos a partir de 1 de enero de 1937, presagiaron la tremenda recesión económica que se dio ese mismo año.

			Acumulación de impuestos de los estados y municipios 

			Mientras todo esto ocurría a nivel federal, otra capa de la Administración exploraba una senda aún más acusada, si cabe, de creciente gasto y tributación: los gobiernos estatales y locales. Las subidas de la presión fiscal imputables a estos niveles habían comenzado la década anterior. En los años veinte, de forma sigilosa, los desembolsos de los gobiernos estatales y locales crecieron de manera permanente. A comienzos de la década, el gasto de los gobiernos estatales y locales representaba el 5,1 por ciento del PIB de Estados Unidos, un porcentaje similar a los niveles previos a 1913. En 1928, esta proporción había aumentado al 8,1 por ciento, un crecimiento de casi el 60 por ciento que se produjo durante un período de fuerte aumento del PIB.

			El principal culpable de este desarrollo fue el impuesto federal sobre la renta. Desde su creación en 1913, dispuso una exención para los ingresos derivados de la tenencia de bonos de deuda estatal y local. Los ingresos obtenidos por esta vía no estaban sujetos al pago del IRPF. El Congreso no tenía claro si gravar los intereses de estos títulos de deuda era constitucional, de modo que procedió a adoptar esta cláusula especial.

			En un primer momento, cuando el tramo superior del impuesto sobre la renta era del 7 por ciento a nivel federal, poco importaba que los ingresos obtenidos por esta vía quedasen exentos o sujetos al pago de impuestos. Sin embargo, a partir de 1917, cuando se llegaron a cobrar impuestos de hasta un 77 por ciento, las personas de más altos ingresos reorganizaron sus carteras de inversión y se volcaron en acumular títulos de deuda estatales y locales, puesto que los intereses que generaban quedaban exentos de tributación. Esto fue lo que puso en marcha la progresiva inflación del gasto de estas instancias del Estado.

			Como discutimos en el capítulo 2, dedicado a la década de 1920, el secretario del Tesoro, Andrew Mellon, instó a rebajar el IRPF y aludió explícitamente a este desarrollo. Al bajar el impuesto sobre la renta, los bonos de deuda estatal y local perdieron atractivo en comparación con otro tipo de inversiones propias de la economía real, por lo que reduciendo los tipos, al disminuir el atractivo de estos instrumentos de financiación de los gobiernos estatales y municipales, se promovió el crecimiento de la actividad y, con ello, la recaudación fiscal.11

			No obstante, el tramo superior del IRPF nunca bajó del 24 por ciento a lo largo de la década de 1920. Seguía estando, pues, muy por encima de la tasa impositiva del 7 por ciento que imperaba cuando se adoptó, en 1913, la exención aplicable a los bonos de deuda estatal y local. En este contexto, el gasto estatal y local podía seguir subiendo y, de hecho, escaló hasta situarse un 160 por ciento por encima de los niveles previos a 1913. En la década de 1930, esta deriva se intensificó. A partir de la aprobación de la Ley de Ingresos de 1932, los tramos superiores del IRPF se incrementaron muy por encima de los umbrales observados durante la década de 1920. El tramo superior del 63 por ciento que prevaleció entre 1932 y 1935, así como la tasa del 79 por ciento exigida desde 1936, hicieron que el interés de los bonos estatales y locales exentos de tributar en el IRPF se volviese aún más extraordinariamente atractivo para los contribuyentes de rentas altas que tenían recursos y flexibilidad suficiente para reorganizar sus carteras.

			En 1933, el gasto estatal y local se había disparado al 14,2 por ciento del PIB y, de hecho, se mantuvo en torno al 11 por ciento hasta 1939. Los repuntes del gasto público a nivel federal también fueron significativos: del 3,6 por ciento del PIB en 1929 creció hasta el 10 por ciento en 1936-1939. Los ingresos tributarios estatales y locales aumentaron del 8,8 por ciento del PIB, en 1929, al 13,1 por ciento, en 1933. Así, la presión fiscal impuesta por los gobiernos estatales y locales aumentó enormemente a medida que la Gran Depresión fue ganando profundidad. Pero los impuestos medidos como porcentaje del PIB solamente transmiten el aspecto más superficial de todo el daño causado. Para entender lo sucedido, es aún más importante fijarnos en los tipos impositivos aplicados.12

			La irresponsabilidad de las autoridades fiscales estatales y locales durante este período representa uno de los episodios más dramáticos, más horribles de la historia fiscal de Estados Unidos. A pesar de que los ingresos fiscales estatales y locales se dispararon durante la década de 1920, en buena parte debido a la exención de tributación ofrecida a sus bonos de deuda, lo cierto es que, a finales de la década, estos niveles de la Administración pública gastaban tanto que sus ingresos no llegaban a cubrir los gastos. Esto siguió ocurriendo durante toda la década de 1920 y hasta 1929, en un contexto en el que la economía estaba en auge. Cuando estalló la Gran Depresión en 1930, las finanzas estatales y locales vieron cómo su problema presupuestario crecía de forma significativa. Este asunto —a menudo descuidado por la historiografía y la investigación económica— constituye el tema central del próximo capítulo. Como explicamos en dicha sección, consideramos que los regímenes fiscales instaurados por buena parte de dichos gobernantes a lo largo de la década de 1930 pueden considerarse coautores de la Gran Depresión, pese a lo cual rara vez han sido acusados de desempeñar este nefasto papel.

			Junto con los inmensos aumentos de impuestos aprobados a nivel federal en 1930, 1932 y 1936-1937, las subidas tributarias decretadas por las autoridades estatales y locales, así como la ampliación de las bases imponibles orientada a expandir el alcance de tales gravámenes, aseguraron que la producción económica real no recuperase nunca los niveles propios de los años veinte durante toda la década de 1930. En 1937, el punto más alto del New Deal de FDR, el PIB era un 40 por ciento más alto que en 1933 y un 5 por ciento mayor que en 1929, pero excluyendo el gasto público, el diferencial seguía siendo negativo. La diferencia radicaba en que el peso total del gasto (federal, estatal y local) era mayor en 1937 que en 1929 en siete puntos del PIB.

			El legado de FDR

			Los defensores de la política del New Deal sostienen que el gobierno federal empleó bien ese aumento del dinero desembolsado por las Administraciones. Por ejemplo, citan el desarrollo de obras públicas bajo la Works Progress Administration. El proyecto «Living New Deal», de la Universidad de California en Berkeley, describe del siguiente modo la vertiente artística de dicha iniciativa:

			Como parte de los programas del New Deal dedicados al desarrollo masivo de obras públicas, la Administración cuidó la importancia de apostar por la belleza en los lugares públicos. Se contrató a algunos de los mejores arquitectos del país para diseñar nuevos edificios públicos. Se diseñaron finas estructuras rústicas en el entorno de los parques nacionales. Los nuevos paisajes mejoraron los espacios públicos. Y, como es ampliamente sabido, se contrató a miles de artistas para decorar los edificios públicos, nuevos y antiguos, con murales, pinturas, estatuas y esculturas en bajorrelieve. Los artistas y arquitectos que se quedaron sin empleo como resultado de la Gran Depresión pudieron mantener su trabajo asumiendo este tipo de proyectos del New Deal. Muchos de esos artistas, como Sargent Johnson y Ben Shahn, se hicieron famosos por derecho propio.

			Se apunta, pues, que el New Deal no sólo apuntaló la economía, sino que incluso mejoró la estética y el patrimonio artístico en poder de la nación. Sin embargo, incluso en este elemento aparentemente menor del New Deal vemos cómo la acción del gobierno arruinó la principal fuente de financiación del arte y la estética estadounidense: el patrocinio y la filantropía aportada por los ricos, que tradicionalmente habían sido el gran soporte económico de estos artistas y de sus creaciones.

			FDR, basándose en el precedente de Hoover, atacó precisamente esta cuestión al aumentar el IRPF de las rentas altas y disparar también los gravámenes de sucesiones y donaciones. Por esta vía, se secaron muchas de las fuentes que sostenían la financiación y el patrocinio del arte, como había sido tradición en Estados Unidos y en la mayoría de las sociedades a lo largo de la historia.13

			Antes de la Gran Depresión, a Estados Unidos le iba espléndidamente en lo referido al desarrollo de su propio legado artístico nacional. La década de 1920 sigue siendo una de las más fecundas de toda la historia del país norteamericano en términos de experimentación y logros estéticos. Son los años de la literatura imaginativa coronada por la obra de F. Scott Fitzgerald, de las aportaciones de compositores como George Gershwin al jazz y otros géneros, de la nueva influencia estadounidense en la cultura europea... Todos estos logros tan singulares de la década de 1920 se vinieron abajo con los impuestos altos y la Gran Depresión. Las subidas de impuestos acabaron con parte importante de esta actividad y dejaron a los artistas sin mecenas ni patrocinios. Que el gobierno interviniera e hiciera algo en ese sentido, a base de contratar artistas, no es más que la culminación de una triste y confusa historia. Fueron los impuestos altos y la crisis económica los factores que evisceraron una floreciente escena cultural. Posteriormente, se quiso atribuir al New Deal el supuesto mérito de que siguiese habiendo producción artística en la década de 1930. En cambio, si la economía y las fuerzas culturales de la década de 1920 se hubieran dejado a su suerte en aquellos años, es más que probable que la crisis hubiese sido mucho menos intensa y la década de 1930 habría sido otra era de renacimiento cultural bajo los auspicios privados.14

			Además, huelga decir que los defensores del New Deal aplauden los logros aparentes de estos programas, pero ignoran sus costes y efectos secundarios. Sin duda, seguro que había algunas piezas de arte valiosas entre las más de cien mil creaciones financiadas por este tipo de programas de gasto público. Sin embargo, el coste de desarrollarlas fue enorme, casi incalculable. De entrada, estaban los costes directos para la economía y el empleo derivados de mantener un modelo económico basado en un IRPF que llegaba al 79 por ciento, amén de los aumentos aplicados en otros gravámenes. Luego estaban los costes indirectos difíciles de enumerar, pero indudablemente sustanciales, que se derivan de esta circunstancia: personas que desplazaban sus ingresos o la producción de sus empresas hacia fórmulas más favorables desde el punto de vista fiscal, pero resultaban menos eficientes desde el punto de vista económico. La ocultación de ingresos, la reducción de las horas trabajadas, la caída en la participación laboral y el descenso de la inversión eran también consecuencia de aquel entorno de impuestos altos y sobrerregulación. El New Deal financiaba, por ejemplo, el arte público... pero lo hacía a cambio de un precio que cada vez estaba más claro: la consolidación de un gran ejército de desempleados. El gasto, los déficits presupuestarios y los impuestos aumentaron. Una gran cantidad de personas talentosas lo tenían casi imposible para hacer el mejor uso de sus habilidades. ¿Y qué hizo el gobierno? Ayudó a algunos de ellos con ciertos encargos artísticos. Fue, por lo tanto, una transacción horriblemente desequilibrada.

			Este trasfondo resulta esencial para comprender la mentalidad del equipo de Roosevelt a finales de la década de 1930. La filosofía de aquel tiempo aparece perfectamente recogida en un documento que se ha descubierto en tiempos recientes y que transcribe los comentarios del secretario del Tesoro de FDR, Henry Morgenthau, al respecto. En una reunión con representantes del Congreso celebrada en mayo de 1939, éste dijo lo siguiente:

			Caballeros, lo que hemos intentado es gastar dinero. Estamos gastando más de lo que nunca antes habíamos hecho, pero no funciona [...]. Quiero ver cómo el país prospera. Quiero ver a la gente consiguiendo un trabajo. Quiero que la gente tenga suficiente comida. Pero nunca hemos cumplido nuestras promesas [...] [Después de ocho años], si no podemos tener éxito, alguien más dirá que hay otro camino y, sin duda, tendrán derecho a emitir este juicio. Yo digo que, después de ocho años de gobierno de esta Administración, seguimos teniendo tanto desempleo como cuando empezamos... ¡y, para colmo, tenemos una deuda enorme encima!15

			Morgenthau se estaba planteando otra subida de impuestos a los ricos mientras pronunciaba estas palabras. Pese a su tono pesimista, no llegó a referirse de forma directa al efecto que tuvieron en este gran fracaso los elevados impuestos exigidos por el gobierno federal a las élites económicas, desde 1930 hasta 1939. Con impuestos tan altos, el capital privado fluyó desproporcionadamente a las arcas públicas y se alteró para mal la estructura de incentivos de la economía mediante la reducción de las tasas de retención (es decir, de los ingresos netos después de impuestos) asociadas a las rentas del trabajo.

			Los impuestos altos animaron el aumento del gasto estatal y local, al obligar a los ricos a recurrir a la inversión en instrumentos libres de impuestos proporcionados por estas capas de la Administración. A su vez, estas instancias del Estado exprimieron sus sistemas impositivos para cumplir con los debidos pagos de intereses a los tenedores de estos bonos. Este tema se aborda con mayor detenimiento en el capítulo 7. Como exponemos en dicha sección, los gobiernos estatales y locales querían reducir el peso que tenían los impuestos sobre la propiedad y volcar su financiación hacia gravámenes aplicados sobre la renta y las ventas (consumo). Este continuo aumento de impuestos produjo un grave deterioro del contexto fiscal y prolongó y agravó la Gran Depresión.

			Si FDR hubiera reducido los impuestos, en particular los aplicados a las rentas altas, es probable que este círculo vicioso se hubiera convertido en un círculo virtuoso. Con impuestos más bajos a las rentas altas, se habría liberado capital para su inversión, al calor de unos ingresos por recaudación más altos y un menor recurso a los títulos de deuda estatal o municipal. El impulso a la economía real habría sido muy fuerte.

			Pero esto nunca sucedió. El ligero rebote de mediados de la década de 1930 se asoció con la tímida mejora de la fiscalidad en 1933-1935, así como el repliegue de parte de las subidas arancelarias. En cambio, la contracción de 1937-1938 se produjo bajo el peso de una nueva ronda de subidas de impuestos a nivel federal, así como a nivel estatal y local.

			Es importante tomar en consideración qué movió a Franklin D. Roosevelt a postularse a la reelección en 1940, buscando un tercer mandato como presidente y rompiendo el sagrado precedente de George Washington. Esta circunstancia requirió de una enmienda constitucional aprobada poco después de la muerte de FDR para asegurar que nadie intentara algo así de nuevo.

			El presidente dijo que la grave situación internacional, con guerras en curso en Europa y Asia, requerían de su permanencia en el liderazgo. El problema con este argumento es que su liderazgo había hecho que el Estado creciese enormemente durante la década de 1930. Insinuar que no había otros políticos capaces de liderar al país era absurdo. Al parecer, el New Deal fichó a muchos empleados públicos, pero no mejoró la preparación y las habilidades de estos trabajadores.

			Pero este argumento no era más que una distracción que ideó Roosevelt para ocultar la verdadera razón por la que buscó una tercera legislatura al frente de la presidencia. Sin duda, el motivo era demasiado práctico y personal como para revelarlo sin más, pero es evidente que si Roosevelt hubiera respetado el precedente de Washington y hubiera dejado el cargo a principios de 1941, sin haberse postulado nuevamente, probablemente se habría convertido en el presidente que trató de resolver la Gran Depresión y nunca lo consiguió. Llevaba ocho años intentándolo con todo tipo de medidas y fustigó a todo tipo de enemigos, reales o imaginados, pero sin éxito. El desempleo se mantuvo muy por encima del 10 por ciento y buena parte de los que sí encontraron empleo fueron encadenando trabajos temporales financiados por el gobierno que no producían bienes y servicios reales. Todo apunta a que FDR habría sido considerado por la historia como un fracasado. Un fracasado muy enérgico, tal vez, pero un fracasado al fin y al cabo.

			Desde este punto de vista, el tercer mandato de FDR bien puede entenderse como una vanidad, como la última oportunidad de lograr una victoria. Después de todo, las palabras de Morgenthau confirman cuál era el ánimo del gobierno en 1939. «Nunca hemos cumplido nuestras promesas», confesaba el secretario del Tesoro al final del segundo mandato de Roosevelt, expresando la forma en que el pueblo estadounidense sin duda recordaría a FDR si acaso salía del escenario y dejaba la política en aquel momento, como en principio le correspondía.

			Esto hubiese sido inaceptable para su inmenso ego. En 1940-1941, su ánimo no era otro que buscar un gran triunfo inequívoco en el campo de los asuntos exteriores y militares con el que aplacar todos los recuerdos negativos derivados de una presidencia que se remontaba a 1933 y no había exhibido avances económicos durante ocho largos años. FDR quería una victoria global, un triunfo en la Segunda Guerra Mundial que sirviese como una hazaña tan aplastante como para alterar las percepciones de lo que había logrado en la década de 1930 con su política económica, sus aumentos de impuestos y su New Deal.
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			Los coconspiradores implicados: los estados y municipios durante la Gran Depresión

			En el terrible año económico de 1932, la recaudación tributaria obtenida por los gobiernos locales fue tan alta que superó la suma de los ingresos obtenidos por las Administraciones estatales y la Hacienda federal. En su conjunto, el monto recaudado por la presión fiscal alcanzó el 13,3 por ciento del PIB, cifra que incluye el 7,6 por ciento alcanzado por los ayuntamientos, el 3,2 por ciento de los gobiernos estatales y el 2,5 por ciento del gobierno federal.

			Los impuestos a la propiedad fueron la tasa de referencia de los gobiernos locales a partir de 1932. Mientras las colas del paro superaban el umbral de los diez millones de afectados, los ayuntamientos generaron ingresos que ascendieron al 7,6 por ciento del PIB a través de gravámenes repercutidos sobre los propietarios de viviendas y otros bienes inmuebles. Por tanto, en el punto más profundo de la Gran Depresión, Estados Unidos estaba aplicando una fiscalidad local equivalente a aprobar un gran impuesto nacional sobre la propiedad.

			La escalada de los ingresos tributarios del gobierno federal a partir de 1930 es, indudablemente, un tema relevante para entender el estallido y el afianzamiento de la Gran Depresión. A este tema le dedicamos los dos capítulos anteriores. Sin embargo, puede decirse que ésta fue una causa secundaria de las calamidades económicas de la época. Evidentemente, los tributos federales subieron significativamente en 1930 y 1932, primero a través de los aranceles y después mediante subidas impositivas varias, pero por aquel entonces, la huella del gobierno federal sobre el conjunto de la economía no era tan grande como la de los estados y, sobre todo, los miles de gobiernos locales de Estados Unidos.

			El papel que tuvieron los impuestos estatales y locales en la sangría de la producción económica observada a comienzos de la década de 1930, así como los ajustes que se produjeron en este ámbito de la tributación a medida que la Gran Depresión se extendió hasta finales de la década de 1930, es el tema central del presente capítulo. Las subidas de impuestos desempeñaron un papel crucial en el estallido y el enquistamiento de la Gran Depresión, y la vertiente estatal y municipal de esta deriva fiscal tuvo especial influencia en lo ocurrido.

			A continuación recogemos algunos datos generales sobre la evolución de la fiscalidad estatal y local en los años de la Gran Depresión:

			
					Los ingresos totales derivados de los impuestos estatales y locales a la propiedad aumentaron del 4,7 por ciento del PIB en 1929 al 7,6 por ciento en 1932.

					Entre 1930 y 1939, veintiséis de los cuarenta y ocho estados de la Unión adoptaron un impuesto sobre las ventas, similar al IVA europeo. Posteriormente, cuatro de estos estados eliminaron estos gravámenes, lo que dejó en un total de veintidós el número de territorios que aplicaban el impuesto sobre las ventas. De igual modo, en la década de 1930 hubo seis gobiernos estatales que elevaron el tipo de referencia de dicho gravamen.

					En 1928, unos doce gobiernos estatales aplicaban su propia versión del IRPF, añadiendo más carga fiscal a la vertiente federal de dicho tributo. En 1939, esa cifra había subido a treinta y tres. A lo largo de la década de 1930 hubo veintiuna subidas de este gravamen y solamente una medida de rebaja.

					En 1928, doce de los estados de la Unión aplicaban su propio impuesto de sociedades. En 1939, la cifra ascendía a treinta y cuatro. Durante la década de 1930, hubo diecinueve aumentos y apenas dos rebajas de estos tributos.

					La categoría de «otros» impuestos estatales y locales, que agrupa todo tipo de figuras recaudatorias, creció del 1,35 por ciento al 3,33 por ciento del PIB entre 1929 y 1939.

			

			Los impuestos sobre la propiedad, el desarrollo de distintos impuestos al consumo, la creación de un impuesto estatal sobre la renta y de un impuesto de sociedades de cada estado, y el impacto de otros gravámenes decretados por los gobiernos estatales y locales acabaron superando el peso de la fiscalidad imputable al gobierno federal. De principio a fin, los años treinta estuvieron caracterizados por un marco de impuestos excesivos que se reprodujo a todos los niveles y en todas las capas del Estado.

			Chicago

			Los impuestos municipales representaron alrededor del 4 por ciento del PIB estadounidense durante las dos primeras décadas del siglo XX. Su promedio en el siglo XIX había sido del 3 por ciento. La diferencia de ese 1 por ciento se correlacionó con el despliegue de la educación pública para las masas, financiada en gran medida a través de tributos locales que, por lo general, gravaban la propiedad. En la década de 1920, los ingresos fiscales de los ayuntamientos empezaron a crecer de forma mucho más intensa. En 1920 representaban el 3,6 por ciento del PIB, porcentaje que subió al 4,8 por ciento en 1923, al 5,6 por ciento en 1925 y al 6,5 por ciento en 1929. El peso de los ingresos tributarios municipales sobre el PIB creció en un 80 por ciento durante la década de 1920. Aquélla fue una época de claro crecimiento económico, pero el aumento de los ingresos fiscales municipales fue aún más intenso.

			El factor que más precipitó estos nuevos ingresos (y gastos) a nivel municipal, con un ímpetu mucho mayor que cualquier otra variable, fue la citada exención fiscal concedida a los bonos de deuda emitidos por las entidades estatales y locales. Desde 1917 hasta comienzos de la década de 1920, los tramos superiores del IRPF subieron con mucha fuerza, pero este tipo de títulos de deuda, conocidos popularmente como los munis, se volvieron activos extremadamente atractivos para las personas de mayor renta y riqueza. Los munis ofrecían una salida ante el tramo superior del 73 por ciento vigente en el IRPF de 1919 a 1921, así como en los niveles del 46-58 por ciento del período 1922-1924 o incluso en comparación con las retenciones del 24-25 por ciento aplicables durante el resto de los años veinte.

			Esta circunstancia era de una gran ayuda para los gobiernos municipales que buscaban financiación. Todo lo que tenían que hacer a cambio era asegurarse de que sus sistemas fiscales recaudaban suficiente dinero para pagar los intereses correspondientes. Algunas de las principales fortunas generadas al calor de la Revolución Industrial, desde las últimas décadas del siglo XIX, tenían ahora un nuevo destino preferido en el que concentrarse. Andrew Mellon entendía perfectamente el fenómeno y luchaba por reducir todo lo posible los impuestos federales, como efectivamente hizo durante su periplo como secretario del Tesoro en la década de 1920 (véase el capítulo 2). Mellon citó a William Rockefeller como ejemplo de un titán de la industria que pasó de invertir en sus empresas a consignar el grueso de su patrimonio a este tipo de títulos de deuda.

			La fiebre de los munis observada en la década de 1920 incubaba en su interior los elementos que condujeron a su eventual pinchazo. Cuanto más apetito hubiese en un mercado tan ansioso, más fácil sería endeudarse... pero cuanto más se endeudasen los ayuntamientos, más intereses acabarían pagando y, por tanto, más deberían crecer sus ingresos fiscales. Si la recaudación de ingresos se hacía a través de aumentos tributarios o de la creación de nuevos gravámenes, la riqueza que estaba financiando la compra de los munis estaba en peligro. Una experiencia especialmente notable de aquel tiempo fue la de Chicago, una de las ciudades más emblemáticas de Estados Unidos durante los locos años veinte.

			Chicago constituye un excelente ejemplo de cómo muchos gobernantes locales llegaron a dar por bueno que la creciente demanda de bonos municipales y el aumento constante de los ingresos tributarios iban a durar para siempre. La ciudad (incluido su distrito escolar) se lanzó con entusiasmo a desarrollar distintas innovaciones orientadas a mejorar la financiación de los bonos municipales. Por ejemplo, se puso en marcha la «garantía por anticipo de impuestos», un bono cuyo principal interés quedaba vinculado a un derecho específico sobre los ingresos fiscales que obtendría el emisor en el futuro. A pesar de que los ingresos fiscales locales, medidos en términos ajustados por inflación, aumentaron más del 150 por ciento durante la década de 1920, los gobiernos locales emitían este tipo de garantías para ofrecer a los compradores una participación de la recaudación futura. Por lo general, un gobierno local sólo debería actuar así si requiriese mucho dinero de forma repentina, por ejemplo con un proyecto de capital que pudiera suponer un desembolso muy importante. Pero a finales de 1920, esta situación se estaba generalizando. Es evidente que en un contexto de ingresos crecientes, si los gobiernos necesitaban endeudarse más y ofrecer a cambio una parte de la recaudación futura, la gestión presupuestaria no estaba siendo prudente.

			En línea con la cultura del todo vale, Chicago supone un caso notorio de este tipo de comportamiento. En la década de 1920, a pesar de que cada vez obtenía más ingresos fiscales, el Ayuntamiento empezó a recurrir a estas «garantías por anticipo de impuestos». Al final de la década, cuando la economía experimentó un cambio a peor en 1929-1930, los ingresos se desplomaron y el gobierno local acabó buscando financiación de forma desesperada, recurriendo a una suerte de esquema piramidal.

			En la obra donde repasa la crisis fiscal estatal y local de la década de 1930, Taxpayers in revolt (1989), el historiador David T. Beito escribe lo siguiente sobre lo sucedido en Chicago:

			Los suscriptores de las garantías [...] recibieron títulos que prometían un interés del 6 por ciento y estaban vinculados a los ingresos fiscales de años posteriores, de 1928, 1929 o 1930. Esos caudales públicos esperados a futuro servían como garantía. Las autoridades [de Chicago] habían cumplido su objetivo de recaudar 74 millones de dólares. Los principales suscriptores de estas emisiones fueron grandes corporaciones nacionales o regionales, como Standard Oil, de Indiana, [y] Sears Roebuck [...]. Los principales bancos de Chicago, sin duda aliviados de transferir parte de la deuda del gobierno de la ciudad a corporaciones no financieras, actuaron como intermediarios y tramitaron la venta de estos bonos.1

			Sin embargo, los impuestos con los que se debían respaldar estas emisiones se correspondían con los ingresos fiscales de los años posteriores a 1929, cuando la economía sufrió una gran depresión y la recaudación tributaria se hundió.

			A finales de 1930, como detallamos en el capítulo 5, resultaba evidente que la subida arancelaria aprobada en el primer semestre del año empezaba a tener efectos sobre el conjunto de la economía. En noviembre de ese año eran muchos los contribuyentes que se sentían asfixiados por el rápido deterioro de la producción. Los ciudadanos de Chicago se replantearon las abultadas facturas que estaban pagando en concepto de impuestos a la propiedad. Entonces, a lo largo del penúltimo mes de 1930, más de cuatro mil propietarios de viviendas y otros bienes inmuebles se presentaron ante las autoridades municipales para impugnar los impuestos que se les exigían. Aquello fue solamente el comienzo. En 1931 y 1932 se coordinó una «huelga de contribuyentes» y, como resultado de ello, aproximadamente la mitad de los propietarios de Chicago no pagaron sus impuestos sobre la propiedad correspondientes al año 1932. Por descontado, un buen número de estos «rebeldes» estaban arruinados por la Gran Depresión. Otros se negaron a pagar por principio, porque la tasación municipal era demasiado alta dado el colapso en el valor de mercado de las propiedades. También hubo muchos contribuyentes que lamentaron que la fiscalidad aplicada sobre la propiedad no estuviese indexada a la evolución de los precios, que sufrieron una profunda deflación. La situación llegó a ser tan grave que los profesores de las escuelas municipales solamente cobraron cuatro meses de salario en los dos años escolares comprendidos desde otoño de 1930 hasta primavera de 1932. Las autoridades contemplaron incluso el cierre completo del sistema escolar para el otoño de 1932. De hecho, solamente cedieron por miedo a que, si efectivamente cerraban las aulas, muchos alumnos nunca volviesen.

			El Ayuntamiento de Chicago intentó salir del paso dando palos de ciego. En 1932-1933 se presentaron varias denuncias contra los organizadores de la «huelga de contribuyentes». También se intentó presionar a estos contribuyentes con la venta por liquidación de sus bienes inmobiliarios. Además, se buscaron otras formas de ingresos no vinculadas a la propiedad.

			La situación era grave. También se dieron estallidos similares en otras ciudades del país. En Newark, Nueva Jersey, un tercio de los propietarios esquivaban el pago de los impuestos municipales sobre la propiedad. La magnitud de la devastación humana provocada por el persistente aumento de los impuestos estatales y locales fue inusualmente grande en la década de 1930. La producción económica cayó alrededor de un 25 por ciento y el número de desempleados aumentó por millones, mientras la recaudación de impuestos estatales y locales se mantuvo en niveles propios de la etapa anterior al colapso.

			Cabe subrayar que el caso más escandaloso fue, en efecto, el de los impuestos sobre la propiedad. La increíble crisis de ejecuciones hipotecarias que sufrieron muchas propiedades inmobiliarias rurales a principios de la década de 1930 no se produjo solamente por la caída de la economía y de la actividad agrícola, sino también por las medidas excepcionales que tomaron los recaudadores de impuestos estatales y locales, que obligaron a muchos propietarios afectados por el colapso económico a pagar los impuestos adeudados o perder sus casas, granjas u oficinas.

			El historiador Beito analizó el problema en los siguientes términos:

			En un estudio para Dun y Bradstreet, el economista Frederick Bird estima que la morosidad tributaria promedio en las ciudades de más de 50.000 habitantes subió del 10,1 por ciento en 1930 a una tasa récord del 26,3 por ciento en 1933 [...]. La grave incidencia de esta morosidad llegó a ser del 68,6 por ciento en Shreveport, Luisiana, aunque también hubo ciudades donde fue mucho menor, como Providence, en Rhode Island, donde se situó en el 2 por ciento. Sin embargo, ninguna región del país evitó los aumentos de la morosidad tributaria a partir de 1930.

			La historia era parecida, si no peor, en las zonas rurales. Los impuestos a la propiedad aumentaron en la década de 1920 para financiar el interés vinculado a los bonos municipales que adquirieron aquellas personas de ingresos altos que buscaban evitar el pago del IRPF. Esta circunstancia acabó golpeando a los pequeños y medianos propietarios, a medida que se profundizaba la Gran Depresión, durante la década de 1930. En 1932, Hoover aumentó los impuestos en un intento vano de equilibrar el presupuesto, pero el efecto derivado de tal medida no fue más que un aumento de la demanda de títulos de deuda estatales y locales. Aunque esto podía tener un impacto presupuestario a corto plazo, generando más ingresos, su efecto a medio y largo plazo era demoledor, puesto que las obligaciones de pago de los gobiernos estatales y locales iban en aumento. Ocurrió algo parecido cuando Roosevelt elevó la fiscalidad aplicada a las rentas altas, los patrimonios más acaudalados y las grandes empresas. En la Ley de Ingresos de 1935, FDR quiso incluir el fin de la exención de tributar en el IRPF por los intereses devengados de los bonos estatales y locales, pero no pudo lograr su propósito.

			El gran cambio en la fiscalidad de los estados y municipios

			El efecto de las continuas subidas de los impuestos a la propiedad precipitó distintas respuestas. La primera fue un aumento de la «resistencia fiscal». Había tantas personas que no podían pagar los tributos exigidos por las autoridades estatales y locales que muchas de ellas sumaron fuerzas (y a veces armas) para negarse a realizar estos pagos. Esto fue lo que observó la periodista Anne O’Hare McCormick en 1932:

			Dondequiera que vayas te encuentras con mítines masivos que han sido convocados para protestar contra los impuestos. Eso no es nada nuevo, por supuesto, pero la oposición a la tributación rara vez ha sido tan espontánea, tan universal y tan determinada. Lo más parecido a una revolución política que vemos hoy en nuestro país es esta revuelta fiscal. Por primera vez en una generación, los contribuyentes se muestran dispuestos a renunciar a los servicios públicos, si es necesario. «Nos las arreglaremos sin los políticos —dicen—. Renunciaremos al servicio de salud pública, porque ya no podemos seguir sufragando el creciente coste del Estado», advierten.

			Al respecto, Beito hizo el siguiente comentario sobre los acontecimientos de la década de 1930:

			Todos los estados, así como cientos de condados, fueron testigos de la creación de ligas económicas y asociaciones de contribuyentes. Si se analiza el número de organizaciones que participaban en esta forma de activismo, de repente la revuelta fiscal de los años setenta y ochenta parece insignificante, al menos en comparación.2

			Es importante recalcar, pues, en qué medida la Gran Depresión fue también un carnaval de subidas de impuestos sin comparación en la historia económica estadounidense y, de hecho, sin parangón a nivel global. La historiografía ha dejado de lado esta historia, pero es evidente que no hablamos de un desarrollo menor, puesto que las nuevas imposiciones fiscales aprobadas por las autoridades estatales y, sobre todo, municipales tuvieron un efecto muy importante en los brutales comienzos de la crisis.

			La crisis de las ejecuciones hipotecarias que afectó a tantas explotaciones y granjas agrícolas, así como a muchos locales de negocios, oficinas, pisos y casas residenciales, puede atribuirse convenientemente a la caída de los precios y las quiebras bancarias, pero los impuestos a la propiedad, que se mantuvieron en niveles de 1929 con una economía muy disminuida, fueron aspectos cruciales que desencadenaron estos episodios. De igual modo, las revueltas fiscales de principios de la década de 1930 hacen que el movimiento de la Proposición 13 de California de la década de 1970 parezca un juego de niños. Eso sí: la revuelta fiscal de la década de 1970 que tuvo lugar tras la aprobación de la Proposición 13 en California fue exitosa, mientras que la resistencia de los contribuyentes en la década de 1930 no llegó a buen puerto.

			El impuesto aplicado a la propiedad fue particularmente dañino en los primeros años de la Gran Depresión debido a que era un gravamen unitario específico. El dueño de cada activo inmobiliario debía una cantidad específica de dinero calculada a partir de la propiedad que poseía (por ejemplo, 100 dólares por una casa tasada en 5.000 dólares). A principios de la década de 1930, se produjo una grave deflación que no vino seguida de ajustes en estos tributos. En 1933, el índice de precios al consumidor (IPC) estaba un 25 por ciento por debajo de su nivel de 1929, pero la declaración de impuestos exigida en nuestro ejemplo seguía siendo de 100 dólares, de modo que la factura del contribuyente se mantenía constante en términos nominales y se disparaba en términos reales. Si estos gravámenes hubiesen sido tributos calculados ad valorem, se hubiesen calculado como un porcentaje determinado del valor asignado a cada inmueble, de modo que las fluctuaciones a la baja en la economía, el mercado inmobiliario y el empleo habrían corregido a la baja el impuesto. Dada la deflación, las tasas ad valorem disminuyen en términos nominales.

			Los impuestos específicos a la propiedad se mantuvieron muy altos por estas circunstancias. Y, puesto que se calculaban anualmente en virtud de la propiedad, las autoridades no llegaban a reflejar de forma actualizada la circunstancia de cada propiedad y cada propietario. En los primeros años de la Gran Depresión, la combinación de unos impuestos a la propiedad diseñados de esta forma y el efecto de una gran deflación tuvieron el efecto de hundir la economía, exacerbando una crisis sin precedentes.

			Este mismo problema afectó a la Ley Smoot-Hawley de 1930. Como ha señalado el historiador Douglas Irwin, dos tercios de los miles de aranceles en esa tarifa eran impuestos específicos (por ejemplo, cinco centavos por cada docena de pañuelos de vestir), a diferencia de suponer un margen ad valorem (por ejemplo, un porcentaje del 5 por ciento). Esos cinco centavos valían cada vez más en términos reales, debido a la deflación observada de 1929 a 1935. Esto equivalía a subir más aún los gravámenes que afectaban a las importaciones.

			En el capítulo 5 se ha discutido que el efecto de la Ley Smoot-Hawley y la Ley de Ingresos de 1932 supuso un duro golpe. Pues bien, el repunte de los impuestos estatales y locales ahondó en la misma dirección. Fue como recibir tres golpes, uno detrás de otro.

			Las protestas contra los excesos fiscales dejaron clara la falta de sostenibilidad de los impuestos sobre la propiedad. A partir de 1932, los gobiernos estatales y locales reaccionaron buscando nuevas fuentes de ingresos. Mientras se intensificaba la crisis de morosidad, los estados de la Unión comenzaron a instaurar su propio IRPF, así como un impuesto sobre las ventas orientado a reducir el peso relativo del impuesto sobre la propiedad. La justificación ofrecida era que, de esta forma, se gravarían flujos reales de ingresos y gastos, es decir, actividad económica real, en vez del mero valor de una propiedad. Por lo general, los estados y los ayuntamientos colaboraron a la hora de diseñar estos gravámenes, puesto que ambas capas de la Administración deseaban disminuir la importancia de los impuestos sobre la propiedad para evitarse situaciones como las de 1929-1932.

			Entre 1930 y 1937, un total de dieciséis gobiernos estatales adoptaron su propio IRPF, mientras que catorce territorios hicieron lo propio con el impuesto de sociedades y veintidós jurisdicciones empezaron a aplicar un impuesto general sobre las ventas. El año en que se produjo un mayor avance hacia este nuevo marco fiscal fue 1933. En ese nefasto ejercicio, hubo doce territorios que instauraron un impuesto general sobre las ventas, cinco estados que adoptaron una escala particular en el IRPF y cuatro que aprobaron su propio impuesto de sociedades. Fue un nefasto récord: no hubo ningún otro año en el que se introdujesen tantos gravámenes estatales sobre la renta de los asalariados, los beneficios empresariales o las ventas al consumo. Por tanto, era natural que 1933 exhibiese el peor desempeño del PIB en la larga y centenaria historia económica estadounidense.

			Los nuevos impuestos sobre la renta personal vigentes a nivel de los estados incluían tramos superiores que iban desde un moderado 0,5 por ciento hasta la friolera del 15 por ciento vigente en California. En promedio, el tipo aplicable a las rentas altas por parte de los estados era de alrededor de un 5 por ciento. Recordemos que, a nivel federal, este umbral había subido del 25 al 63 por ciento en 1932, para después aumentar hasta el 79 por ciento en 1936. El impacto directo de estos aumentos fue una reducción drástica de las tasas de retención, es decir, del dinero neto que percibían las rentas altas tras pagar los impuestos correspondientes sobre sus ingresos del trabajo. Pues bien, con los nuevos impuestos estatales sobre la renta, se reducían más aún esos ingresos netos. En el caso de California, una persona de ingresos altos que enfrentaba el tramo superior del 79 por ciento a nivel federal pasó a retener apenas 18 centavos por cada dólar de ganancia. Esa tasa de retención (equivalente a una fiscalidad total del 82 por ciento) es la que se obtiene después de considerar la deducibilidad de los impuestos estatales en la declaración del IRPF federal. Esta tributación estatal era deducible, en gran medida, porque el Congreso temía que, de lo contrario, el IRPF federal sería declarado inconstitucional. Los umbrales a partir de los cuales se pagaban impuestos sobre la renta también se redujeron precipitadamente. En Nueva York, en la década de 1920, las rentas que ascendían a 50.000 dólares de la época, es decir, 750.000 dólares de la actualidad, debían pagar el IRPF. En 1934, este umbral se redujo de 50.000 a 9.000 dólares, es decir, 175.000 dólares de la actualidad. El tramo superior de la vertiente estatal del impuesto aumentó ese mismo año del 3 por ciento al 8 por ciento.

			Los nuevos impuestos aplicados sobre los beneficios empresariales a nivel estatal alcanzaban un tipo medio de más del 3 por ciento, mientras que los nuevos impuestos sobre las ventas imponían un gravamen medio del 2 o 3 por ciento. Estas cifras no son mucho menores del margen de beneficio propio de pequeños negocios como, por ejemplo, las tiendas de alimentos.

			El flujo de efectivo de las empresas se veía directamente afectado por el impuesto sobre las ventas y el IRPF, pero también por la superposición de un impuesto de sociedades que ya no solamente tenía una vertiente federal, sino que también incluía su propia versión estatal. Para los accionistas que recibían el reparto del beneficio en forma de dividendo, el tipo combinado que suponían todos estos gravámenes ascendía al 82 por ciento. (Esta circunstancia fue un precedente de las revueltas fiscales de la Proposición 13 de California de la década de 1970.)

			Todo esto se había producido porque los impuestos sobre la propiedad eran demasiado altos. Se suponía que la adopción de los nuevos impuestos estatales sobre la renta y los beneficios empresariales, así como la creación de nuevos gravámenes sobre las ventas, iban a aliviar la carga de recaudación estatal y local dependiente de los impuestos sobre la propiedad. Con esa justificación, y con la crisis que vivía la ciudad de Chicago muy presente, el estado de Illinois justificó la adopción de su propio impuesto sobre las ventas, creado en 1933, y de un tributo sobre el alcohol, introducido en 1934. Sin embargo, como vimos anteriormente, la suma de la recaudación tributaria aportada por estos gravámenes no se mantuvo estable, sino que fue a más.

			La década de 1930: impuestos altos en todos los niveles de la Administración

			Uno de los propósitos del federalismo, el sistema constitucional propio de Estados Unidos, es permitir que las capas subsidiarias del gobierno puedan ofrecer diferentes modelos legales y distintos marcos económicos. Se fomenta, pues, la competencia institucional y el desarrollo de políticas estatales y locales divergentes en todo tipo de ámbitos. Sin embargo, durante la Gran Depresión, la competencia fiscal se desvaneció. Sí, los republicanos se enfrentaban a los demócratas, y viceversa, pero la política económica se movió implacablemente en una dirección y sólo en esa dirección: a nivel federal, estatal y local, la norma era subir los impuestos e introducir nuevos tributos. Los estados y los ayuntamientos estaban sincronizados con el rumbo que seguía la política nacional. Esta alianza garantizó el desastre de la Gran Depresión. La evidencia disponible refuerza nuestra sólida opinión de que, de todas las causas sugeridas de la Gran Depresión, la referida al impacto de esta ofensiva fiscal destaca como el aspecto principal.

			Los ingresos tributarios de los gobiernos estatales y locales a finales de la década de 1920 y comienzos de la década de 1930 eran, en suma, considerablemente mayores que los ingresos fiscales obtenidos por el gobierno federal (gráfico 7.1). Este simple hecho hace que estos niveles subsidiarios de gobierno merezcan parte importante de la culpa del deplorable estado de la economía estadounidense en este momento de la historia. A comienzos de la década de 1940, y durante la Segunda Guerra Mundial, el gobierno federal dominó los asuntos políticos y económicos de la nación, pero la cosa era distinta en los años de la Gran Depresión, como vemos en el siguiente gráfico.

			El gráfico 7.1 analiza solamente los ingresos fiscales, pero no el gasto ni los tipos impositivos. Durante la Segunda Guerra Mundial, los ingresos obtenidos de los impuestos federales fueron mucho menores que el gasto de dicha capa del Estado, un hecho que resulta ser engañoso. En aquellos años, el gasto en defensa se disparó hasta el 37 por ciento del PIB, mientras que los ingresos fiscales federales medidos como porcentaje del PIB aumentaron del 9,9 por ciento del PIB en 1942 (el primer año completo en el que Estados Unidos participó en la contienda) al 20,5 por ciento del PIB en 1944 (último año completo en el que se libró la guerra tras el inicio de la participación estadounidense en 1942). Esta anormal divergencia entre ingresos tributarios y gasto federal, observada en la primera mitad de la década de 1940, no volvió a darse hasta la segunda década del siglo XXI.

			Gráfico 7.1. Ingresos fiscales totales (federales, estatales y locales; datos anuales, expresados en términos reales y en miles de millones de dólares de 2018)

			[image: ]

			Fuente: Statistical abstract of the United States, Federal Reserve Economic Data, Federal Reserve Bank of St. Louis, BEA.

			Como vemos en la tabla 7.1, los ingresos tributarios federales alcanzaron en 1929 el equivalente a 41.420 millones de dólares de 2018. Esta cifra no se volvió a superar hasta 1934. En 1932, el desplome fue tal que los ingresos federales cayeron a poco menos de 23.000 millones, una reducción de casi el 45 por ciento desde los niveles de 1929. Esta circunstancia reflejó el enorme colapso de la economía, incluido un nivel de desempleo increíblemente alto y unos precios increíblemente bajos en las acciones cotizadas en el mercado de valores.

			En cambio, los ingresos por impuestos estatales y locales crecieron vigorosamente entre 1929 y 1932. Marchaban al ritmo de otro tambor. Los ingresos obtenidos en concepto de impuestos municipales alcanzaron su punto máximo en 1932. Era como si el gobierno federal viviese en un universo totalmente diferente al de los gobiernos estatales y locales, cuyos ingresos aumentaron con fuerza. En el caso de los estados, el aumento fue superior al 50 por ciento, al pasar de 18.880 millones en 1929 a 29.010 millones en 1932 (en dólares de 2018). En el mismo período, los ayuntamientos aumentaron un 25 por ciento su recaudación, pasando de 55.880 millones a 69.830 millones (en dólares de 2018). Sin embargo, a partir de 1932, los ingresos del gobierno federal se dispararon, en línea con las subidas de impuestos descritas en capítulos anteriores. Todos estos datos vienen recogidos en la tabla 7.1.

			Tabla 7.1. Ingresos fiscales totales (federales, estatales y locales) 
y PIB, 1929-1940 (datos anuales, expresados en términos reales 
y en miles de millones de dólares de 2018)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							 

						
							
							Ingresos tributarios y PIB (expresados en términos reales y en miles de millones de dólares de 2018)

						
					

					
							
							Año

						
							
							Recaudación total

						
							
							Ingresos federales

						
							
							Ingresos estatales

						
							
							Ingresos locales

						
							
							PIB

						
					

					
							
							1929

						
							
							116,18

						
							
							41,42

						
							
							18,88

						
							
							55,88

						
							
							1.110,17

						
					

					
							
							1930

						
							
							114,15

						
							
							33,78

						
							
							21,64

						
							
							58,73

						
							
							1.015,76

						
					

					
							
							1931

						
							
							110,69

						
							
							24,39

						
							
							24,09

						
							
							62,20

						
							
							950,63

						
					

					
							
							1932

						
							
							121,74

						
							
							22,90

						
							
							29,01

						
							
							69,83

						
							
							828,07

						
					

					
							
							1933

						
							
							129,28

						
							
							38,44

						
							
							23,76

						
							
							67,09

						
							
							817,77

						
					

					
							
							1934

						
							
							142,66

						
							
							48,54

						
							
							29,62

						
							
							64,51

						
							
							900,25

						
					

					
							
							1935

						
							
							146,73

						
							
							51,77

						
							
							27,66

						
							
							67,31

						
							
							986,85

						
					

					
							
							1936

						
							
							165,69

						
							
							60,79

						
							
							38,26

						
							
							66,64

						
							
							1.113,99

						
					

					
							
							1937

						
							
							175,27

						
							
							69,55

						
							
							46,68

						
							
							59,04

						
							
							1.171,17

						
					

					
							
							1938

						
							
							172,35

						
							
							61,45

						
							
							54,83

						
							
							56,06

						
							
							1.132,38

						
					

					
							
							1939

						
							
							174,92

						
							
							63,80

						
							
							56,09

						
							
							55,02

						
							
							1.223,16

						
					

					
							
							1940

						
							
							208,16

						
							
							88,90

						
							
							59,32

						
							
							59,93

						
							
							1.330,99

						
					

				
			

			
			Fuente: Statistical abstract of the United States, BEA.

			 

			Aunque 1932 fue un año anómalo, en dicho ejercicio también encontramos que los ingresos fiscales federales, medidos en términos reales, fueron más bajos que los caudales públicos recabados por las haciendas de los gobiernos estatales o municipales. Del total de impuestos recaudados en Estados Unidos durante el año 1932, solamente el 20 por ciento fueron ingresos obtenidos por el gobierno federal. Sin embargo, esta situación tan extraña no se volvió a repetir.

			De hecho, los ingresos fiscales de los gobiernos locales (de nuevo, en dólares de 2018) llegaron a los 55.020 millones en 1939, una cifra elevada que, no obstante, suponía un descenso de más del 25 por ciento en comparación con el pico alcanzado en 1932, de 69.830 millones. En los años posteriores, los impuestos federales y estatales aumentaron drásticamente. Los primeros crecieron mucho más rápido que los segundos, mientras que ambos avanzaron con más velocidad que los ingresos tributarios de las corporaciones locales.

			En 1937, los ingresos derivados de los impuestos dependientes del gobierno federal superaron por vez primera los ingresos obtenidos en concepto de impuestos estatales o municipales. Ésta fue la norma desde entonces. La recaudación de los gobiernos estatales, medida en dólares de 2018, casi se duplicó de 1932 a 1939, pasando de 29.010 millones a 56.090 millones, mientras que en los ingresos de los ayuntamientos se produjo un descenso del 21 por ciento.

			En 1939, los ingresos fiscales estatales superaron finalmente las cifras de recaudación de los tributos municipales. Esta circunstancia se mantuvo de forma continuada a partir de 1940. Ese año, los ingresos obtenidos en concepto de impuestos federales aumentaron con fuerza, abriendo una gran brecha entre los impuestos federales y los estatales. Entre 1938 y 1940, los ingresos del gobierno federal subieron casi un 45 por ciento, frente al salto del 8 por ciento y el 7 por ciento observado en el caso de los gobiernos estatales y locales, respectivamente.

			Los gobiernos estatales tienen capacidad normativa para explorar el desarrollo de distintos tipos de impuestos y, de hecho, han experimentado con opciones muy diferentes de recaudación. El problema es que esa capacidad de crear nuevos impuestos parece operar como una adicción que rara vez se abandona, como una droga. Muchos han sido los impuestos nuevos creados por los gobiernos estatales y pocos los que han sido retirados o eliminados.

			La experimentación con los impuestos estatales siempre evoluciona al alza, como un cohete. Esta situación fue especialmente marcada en la década de 1930, cuando la inmensa mayoría de los gobiernos estatales se dedicaban a subir los impuestos y crear nuevos gravámenes. El período comprendido entre 1929 y 1939, que abarca los años de la Gran Depresión, estuvo marcado por esa insistencia en elevar la presión fiscal, que tuvo como resultado un descenso del crecimiento, la producción y el empleo. En aquellos años, los gobiernos estatales y municipales tuvieron mucho más peso que la Administración federal, de modo que cualquier investigación de la naturaleza y las causas de la Gran Depresión debe tomar esta circunstancia en consideración.

			Los nuevos impuestos sobre la renta o las ventas que se desarrollaron a nivel estatal en la segunda mitad de la década de 1930 revelan que las autoridades no aprendieron nada de sus errores fiscales pasados. Los impuestos sobre la propiedad crecieron tanto que acabaron secando los ingresos tributarios y agravaron la Gran Depresión, pero en vez de haber tomado nota de lo ocurrido y haber aprendido la lección, la respuesta fue mantener esos gravámenes y crear otros nuevos. Lo lógico hubiese sido reducir el peso de la fiscalidad, pero lo que ocurrió fue un aumento de la presión impositiva sobre los impuestos y las ventas. El pueblo estadounidense toleró estas cargas debido al estallido de la Segunda Guerra Mundial, pero lo cierto es que la adopción de tantos impuestos hundió la economía del país y prolongó la Gran Depresión durante la década de 1930.

			La explosión de impuestos de los estados y municipios 
de 1929-1939: datos específicos

			En los siguientes párrafos detallamos de forma más específica la expansión de los gravámenes estatales y locales. Hablamos de la versión estatal del IRPF y del impuesto de sociedades, así como de los nuevos impuestos estatales sobre el consumo. También nos referimos a la incidencia de los impuestos locales sobre la propiedad y a la categoría de «otros» gravámenes municipales, donde se incluyen, por ejemplo, las figuras fiscales que crearon las autoridades locales para gravar el empleo, el alcohol, el tabaco, el combustible empleado en vehículos a motor, etcétera.3 Nos enfocaremos en los tipos impositivos, así como en los ingresos tributarios generados, puesto que ambas cuestiones tienen implicaciones económicas muy serias.

			Por aquel entonces, asombra ver lo reducido que era el peso de las figuras tributarias estatales que gravaban los beneficios empresariales, la renta o las ventas. Estos tributos solamente se aplicaban a nivel estatal, no municipal. La cosa cambiaría en la década de 1960, cuando ciudades como Nueva York empezaron a aplicar este tipo de gravámenes, por ejemplo, sobre la renta. En cambio, lo que sí era mucho más elevado en aquel tiempo eran los impuestos sobre la propiedad, que de hecho eran mucho más importantes en el conjunto recaudatorio que el resto de los tributos federales, estatales y municipales. Y si bien había algunos gravámenes estatales aplicados sobre la propiedad, el grueso de esta fiscalidad era municipal.

			En la tabla 7.2 y el gráfico 7.2 desglosamos los datos de los ingresos fiscales obtenidos por los gobiernos estatales y municipales. Los datos de la tabla 7.2 han sido redondeados para facilitar su análisis y comprensión, de ahí que pueda haber una ligera diferencia entre el dato general de ingresos tributarios y la suma individual de sus componentes.

			Tabla 7.2. Ingresos tributarios de los gobiernos estatales y locales (datos anuales, 1929-1940, en términos reales y en miles de millones de dólares de 2018)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Gobiernos estatales + locales

						
							
							Gobiernos locales

						
							
							Gobiernos estatales

						
							
							Gobiernos estatales + locales

						
							
							
							 

						
					

					
							
							Total

						
							
							Impuestos sobre la propiedad

						
							
							Impuestos sobre la propiedad

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Otros 
tributos

						
							
							PIB real

						
					

					
							
							1929

						
							
							74,71

						
							
							53,26

						
							
							4,09

						
							
							0,88

						
							
							Incluido en el IRPF

						
							
							—

						
							
							16,47

						
							
							1.110,20

						
					

					
							
							1930

						
							
							80,32

						
							
							55,41

						
							
							4,19

						
							
							0,94

						
							
							Incluido en el IRPF

						
							
							0,01

						
							
							19,77

						
							
							1.015,80

						
					

					
							
							1931

						
							
							86,24

						
							
							58,1

						
							
							5,02

						
							
							1,17

						
							
							1,56

						
							
							0,11

						
							
							20,29

						
							
							950,6

						
					

					
							
							1932

						
							
							98,77

						
							
							64,57

						
							
							5,03

						
							
							1,14

						
							
							1,21

						
							
							0,11

						
							
							26,72

						
							
							828,1

						
					

					
							
							1933

						
							
							90,79

						
							
							63,42

						
							
							4,5

						
							
							1,01

						
							
							0,9

						
							
							0,25

						
							
							20,72

						
							
							817,8

						
					

					
							
							1934

						
							
							94,06

						
							
							62,36

						
							
							4,08

						
							
							1,19

						
							
							0,73

						
							
							2,59

						
							
							23,09

						
							
							906,3

						
					

					
							
							1935

						
							
							94,91

						
							
							64,34

						
							
							3,63

						
							
							1,53

						
							
							0,79

						
							
							1,16

						
							
							20,44

						
							
							986,9

						
					

					
							
							1936

						
							
							104,84

						
							
							62,98

						
							
							3,3

						
							
							2,22

						
							
							1,63

						
							
							5,27

						
							
							29,43

						
							
							1.114,00

						
					

					
							
							1937

						
							
							105,64

						
							
							55,52

						
							
							4,05

						
							
							2,76

						
							
							2,18

						
							
							6,02

						
							
							35,1

						
							
							1.171,20

						
					

					
							
							1938

						
							
							110,81

						
							
							52,59

						
							
							3,49

						
							
							3,11

						
							
							2,36

						
							
							6,39

						
							
							42,86

						
							
							1.132,40

						
					

					
							
							1939

						
							
							111,04

						
							
							51,23

						
							
							3,74

						
							
							2,85

						
							
							1,93

						
							
							6,35

						
							
							44,94

						
							
							1.223,20

						
					

					
							
							1940

						
							
							119,18

						
							
							55,47

						
							
							3,71

						
							
							2,93

						
							
							2,21

						
							
							7,12

						
							
							47,74

						
							
							1.331,00

						
					

				
			

			
			Fuente: Statistical abstract of the United States, Historical statistics of the United States, Censo Oficial de Estados Unidos.

			Gráfico 7.2. Evolución de distintas figuras fiscales estatales 
y locales (datos anuales, 1929-1940, en términos reales y en miles de millones de dólares de 2018)

			[image: ]

			Fuente: Statistical abstract of the United States, Historical statistics of the United States, Oficina del Censo de Estados Unidos.

			La evolución de la subida de impuestos y la creación de nuevos gravámenes a lo largo de la década de 1930 está marcada por dos rasgos clave. Por un lado, el impacto de esta política fiscal fue grande; por otro, su efecto fue generalizado. Sin duda, las subidas fiscales adoptadas en plena Gran Depresión fueron grandes en la medida en que elevaron sustancialmente los tipos en vigor e introdujeron nuevas vías de recaudación. Un ejemplo evidente lo tenemos en los tramos del IRPF, que en 1931 se movían entre el 1,5 por ciento y el 25 por ciento, pero en 1932 ya alcanzaban el 4 por ciento, por la franja baja, y el 63 por ciento, en el caso de las rentas altas, con umbrales y exenciones más bajos. De igual manera, el efecto fue generalizado, porque las medidas adoptadas generalizaban la carga fiscal y la extendían a todo tipo de ámbitos. No es sencillo, de hecho, hacer una enumeración de todos los aumentos fiscales que se dieron a nivel federal, estatal y local. Parece, pues, que estamos lidiando con una bestia de muchas cabezas. En cualquier caso, en la tabla 7.3 se recoge un listado de las principales subidas de impuestos estatales en los años de la Gran Depresión, con la vista centrada en los impuestos sobre las ventas y en la nueva adopción de un impuesto de sociedades y un IRPF de naturaleza estatal.

			Tabla 7.3. Subidas de impuestos por parte de los gobiernos estatales, 1929-1937

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							IRPF

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							Impuesto sobre las ventas

						
					

					
							
							Estado

						
							
							Año

						
							
							Tramo superior

						
							
							Estado

						
							
							Año

						
							
							Tramo superior

						
							
							Estado

						
							
							Año

						
							
							Tipo general

						
					

					
							
							Arkansas

						
							
							1929

						
							
							5,00%

						
							
							Arkansas

						
							
							1929

						
							
							2,00%

						
							
							Misisipi

						
							
							1930

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Georgia

						
							
							1929

						
							
							N/A

						
							
							Califomia

						
							
							1929

						
							
							2,00%

						
							
							Arizona

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Oregón

						
							
							1930

						
							
							5,00%

						
							
							Georgia

						
							
							1929

						
							
							N/A

						
							
							California

						
							
							1933

						
							
							2,50%

						
					

					
							
							ldah

						
							
							1931

						
							
							4,00%

						
							
							Oregón

						
							
							1929

						
							
							5,00%

						
							
							lllinois

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Tennessee

						
							
							1931

						
							
							5,00%

						
							
							ldaho

						
							
							1931

						
							
							4,00%

						
							
							Iowa

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Utah

						
							
							1931

						
							
							4,00%

						
							
							Oklahoma

						
							
							1931

						
							
							N/A

						
							
							Míchigan

						
							
							1933

						
							
							3,00%

						
					

					
							
							Vermont

						
							
							1931

						
							
							4,00%

						
							
							Utah

						
							
							1931

						
							
							3,00%

						
							
							Nuevo México

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Alabama

						
							
							1933

						
							
							5,00%

						
							
							Vermont

						
							
							1931

						
							
							2,00%

						
							
							Carolina del Norte

						
							
							1933

						
							
							3,00%

						
					

					
							
							Arizona

						
							
							1933

						
							
							4,50%

						
							
							Alabama

						
							
							1933

						
							
							3,00%

						
							
							Oklahoma

						
							
							1933

						
							
							1,00%

						
					

					
							
							Kansas

						
							
							1933

						
							
							4,00%

						
							
							Arizona

						
							
							1933

						
							
							5,00%

						
							
							Dakota del Sur

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Minnesota

						
							
							1933

						
							
							5,00%

						
							
							Kansas

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
							
							Utah

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Montana

						
							
							1933

						
							
							4,00%

						
							
							Minnesota

						
							
							1933

						
							
							5,00%

						
							
							Washington

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Iowa

						
							
							1934

						
							
							5,00%

						
							
							Iowa

						
							
							1934

						
							
							2%

						
							
							Virginia Occidental

						
							
							1933

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Luisiana

						
							
							1934

						
							
							6,00%

						
							
							Luisiana

						
							
							1934

						
							
							4,00%

						
							
							Misuri 

						
							
							1934

						
							
							0,50%

						
					

					
							
							California

						
							
							1935

						
							
							15,00%

						
							
							Pensilvania

						
							
							1935

						
							
							6,00%

						
							
							Ohio

						
							
							1934

						
							
							3,00%

						
					

					
							
							Kentucky

						
							
							1936

						
							
							5,00%

						
							
							Kentucky

						
							
							1936

						
							
							4,00%

						
							
							Arkansas

						
							
							1935

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Colorado

						
							
							1937

						
							
							6,00%

						
							
							Colorado

						
							
							1937

						
							
							4,00%

						
							
							Colorado

						
							
							1935

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							Maryland

						
							
							1937

						
							
							0,50%

						
							
							Maryland

						
							
							1937

						
							
							0,50%

						
							
							Hawái

						
							
							1935

						
							
							N/A

						
					

					
							
							
							 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							Dakota del Norte

						
							
							1935

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							Wyoming

						
							
							1935

						
							
							2,00%

						
					

					
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
						
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							Alabama

						
							
							1936

						
							
							1,50%

						
					

					
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
						
								 

						
							
							Kansas

						
							
							1937

						
							
							2,00%

						
					

				
			

			
			Fuente: Significant Features of Fiscal Federalism.

			 

			Tabla 7.3.A. Marco fiscal vigente a nivel estatal, 1928

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
					

					
							
							NY

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							WI

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							AR

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							RI

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							PA

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							GA

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							SC

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							ND

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
					

					
							
							IL

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							AL

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							WV

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							MT

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							1

						
					

					
							
							OH

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							TN

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							1

						
							
							MD

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							UT

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							TX

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							KY

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							CT

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							1

						
							
							NH

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							1

						
					

					
							
							CA

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							MN

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							WA

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							ID

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							MI

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							IA

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							FL

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							AZ

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							MA

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							VA

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							NE

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							NM

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							NJ

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							OK

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							1

						
							
							CO

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							VT

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							MO

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							LA

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							OR

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							DE

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							1

						
					

					
							
							IN

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							MS

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							ME

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							WY

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							NC

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							KS

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							SD

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							NV

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

				
			

			
			Nota: los datos están ordenados de mayor a menor población de los distintos Estados. «X» indica que el estado aplica dicho tributo, mientras que «--» señala que no está en vigor este gravamen.

			 

			Tabla 7.3.B. Marco fiscal vigente a nivel estatal, 1929-1939

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
							
							Estado

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
							
							Total

						
					

					
							
							NY

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							WI

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							AR

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							RI

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

					
							
							PA

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							1

						
							
							GA

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							SC

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							ND

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
					

					
							
							IL

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							1

						
							
							AL

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							WV

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							2

						
							
							MT

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
					

					
							
							OH

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							1

						
							
							TN

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							MD

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							UT

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
					

					
							
							TX

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							KY

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							CT

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							1

						
							
							NH

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							1

						
					

					
							
							CA

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							MN

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							WA

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							2

						
							
							ID

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
					

					
							
							MI

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							1

						
							
							IA.

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							FL

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							AZ

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
					

					
							
							MA

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							VA

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							NE

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							NM

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
					

					
							
							NJ

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							1

						
							
							OK

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							CO

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							VT

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
					

					
							
							MO

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							LA

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							OR

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							2

						
							
							DE

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							1

						
					

					
							
							IN

						
							
							X

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							1

						
							
							MS

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							ME

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
							
							WY

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							X

						
							
							1

						
					

					
							
							NC

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							KS

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							SD

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							X

						
							
							3

						
							
							NV

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							—

						
							
							0

						
					

				
			

			
			Nota: los datos están ordenados de mayor a menor población de los distintos estados, según su número de habitantes en 1930. «X» indica que el estado aplica dicho tributo, mientras que «--» señala que no está en vigor este gravamen. Como el período analizado abarca de 1929 a 1939, la «X» sugiere que el gravamen fue introducido en cualquiera de los once años fiscales estudiados.

			En la tabla 7.3.A vemos cuál era la situación de partida en 1928, es decir, qué territorios de la Unión aplicaban algún tipo de imposición para gravar la renta, los beneficios empresariales y las ventas. Entonces, había doce gobiernos estatales que aplicaban un impuesto de sociedades propio, doce que hacían lo mismo con el IRPF y ninguno que mantuviese un impuesto sobre las ventas.

			La situación cambió drásticamente durante la Gran Depresión. De 1929 a 1939, no pocos estados adoptaron su propia versión del IRPF y del impuesto de sociedades, así como nuevos gravámenes aplicados sobre las ventas. Llegado el año 1939, un total de treinta y tres territorios de la Unión contaban ya con su propio IRPF, mientras que treinta y cuatro habían introducido su propio impuesto de sociedades y un total de veintiséis mantenían algún tipo de fiscalidad sobre las ventas. Lo vemos en las tablas 7.3.B y 7.3.C.

			Tabla 7.3.C. Número de estados que aplican impuestos sobre 
la renta, los beneficios empresariales y las ventas, 
1928 versus 1929-1939

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							 

						
							
							Impuesto de sociedades

						
							
							IRPF

						
							
							Impuesto a las ventas

						
					

					
							
							Número de estados, 1928

						
							
							12

						
							
							12

						
							
							0

						
					

					
							
							Número de estados, 1929-1939

						
							
							34

						
							
							33

						
							
							26

						
					

					
							
							Número de estados que introdujeron estos impuestos entre 1929 y 1939

						
							
							22

						
							
							21

						
							
							26

						
					

				
			

			
			Nota: la tabla se hizo analizando la fiscalidad de cuarenta y ocho estados. 

			Impuesto de sociedades de los estados 

			El IRPF y el impuesto de sociedades de los estados suponían en 1929 un reducido 1,18 por ciento de los ingresos fiscales estatales y locales. Sin embargo, este porcentaje no tardó en crecer, y de hecho lo hizo con fuerza. Su impacto en la Gran Depresión fue notable, puesto que el alcance de estos gravámenes fue a más y, además, la progresividad que introdujeron en el sistema tributario fue notable, especialmente si tenemos en cuenta que su adopción se hizo de forma complementaria a la existencia de un IRPF y un impuesto de sociedades de naturaleza federal. Este último punto nos recuerda la importancia de analizar los tipos fiscales con la mirada puesta en su impacto marginal.

			En 1928, doce de los cuarenta y ocho estados del país aplicaban su propio impuesto de sociedades (tabla 7.3.A). En 1939, esta cifra había subido hasta un total de treinta y cuatro (tabla 7.3.B). Dicho con otras palabras, veintidós de los treinta y seis estados que no tenían este tipo de tributo en vigor en el año 1928 acabaron aplicándolo en el período que va de 1929 a 1939, coincidiendo con la Gran Depresión, en medio de los años más sombríos de la economía estadounidense. Pero no solamente hubo veintidós gobiernos estatales que adoptaron un impuesto de sociedades, sino que también hubo diecinueve territorios de la Unión que aumentaron los tipos estatales aplicados en este gravamen, frente a apenas dos casos en los que se redujo. Las dos excepciones fueron Pensilvania, donde el gravamen llegaba al 10 por ciento en 1937, pero bajó al 7 por ciento un año después, y Minnesota, donde pasó del 7 por ciento al 6 por ciento entre 1938 y 1939.

			A pesar de que estos tramos pueden parecer reducidos a primera vista, hay que tener en cuenta que se trataba de un escenario de doble imposición, puesto que la carga se añadía al impuesto de sociedades federal, de modo que se producía una combinación de dos tributos sobre una misma realidad económica. Esta pinza actuó como un poderoso factor que contribuyó a la depresión de la economía estadounidense.

			En 1939, los ingresos del impuesto de sociedades obtenidos por los gobiernos estatales seguían siendo reducidos, puesto que apenas alcanzaban un mísero 1,74 por ciento del total de los ingresos tributarios obtenidos por los gobiernos estatales y locales. Sin embargo, es importante aclarar que el impacto real se debe analizar teniendo en cuenta dos aspectos: el primero, el efecto combinado de este gravamen y de su gemelo federal; el segundo, el hecho de que los ingresos obtenidos por esta vía eran bajos porque muy pocas empresas obtenían ganancias en ese contexto económico.

			Impuesto sobre la renta de las personas físicas de los estados 

			A partir de 1928, doce de los cuarenta y ocho estados de la Unión tenían en pie su propio IRPF (tabla 7.3.A). No parece haber ningún patrón específico que explique por qué estos territorios habían dado ese paso. Por ejemplo, entre los diez estados de mayor tamaño (según su población en 1930), había tres con este tipo de gravamen (a saber, Nueva York, Massachusetts y Misuri), mientras que dos de los territorios con menos habitantes (Delaware y New Hampshire) presentaban la misma situación (aunque limitaban su efecto a las rentas del ahorro y del capital). Dakota del Norte, el undécimo estado más pequeño en ese momento, tenía un gravamen de estas características, al igual que algunos territorios de tamaño mediano, como Carolina del Norte, Wisconsin, Virginia, Oklahoma, Misisipi y Carolina del Sur. La heterogeneidad, pues, era la norma.

			Sin embargo, llegado el año 1939, había treinta y tres gobiernos estatales que estaban aplicando un impuesto estatal sobre la renta (tabla 7.3.B). A pesar de que los ingresos obtenidos por esta vía generaban en 1939 solamente el 2,5 por ciento del total de los ingresos tributarios estatales y locales, el daño producido por esta vía fue considerable. De nuevo, estamos hablando de los años más sombríos de la Gran Depresión, pese a lo cual hubo veintiuno de los treinta y seis territorios que no tenían este impuesto en 1928 y optaron por introducirlo entre 1929 y 1939. Frente a esas veintiuna subidas, solamente hubo una bajada: Georgia, que en 1931 redujo el tramo del 8,33 por ciento (suponía alrededor de un tercio del gravamen federal) al 5 por ciento.

			Impuesto de los estados sobre las ventas 

			Antes de 1929, los impuestos estatales sobre las ventas no existían en Estados Unidos (tabla 7.3.A). Sin embargo, durante el período de 1929 a 1939, un total de veintiséis gobiernos estatales adoptaron gravámenes con estas características (tabla 7.3.B). Durante este período hubo cuatro rebajas de los tipos aplicados, de modo que el saldo neto sería de veintidós aumentos. En suma, los caudales públicos generados por esta vía pasaron del 0 por ciento al 5,72 por ciento del total de ingresos tributarios recaudados en Estados Unidos a nivel estatal y municipal. Este tipo de impuesto se convirtió en una figura fiscal bien recibida por legisladores y gobernadores, que no dudaron en impulsar su generalización, contribuyendo así al mal desempeño de la economía.

			Como hemos visto, en 1928 no había impuestos estatales generales sobre las ventas en Estados Unidos (tabla 7.3.A). Dada su naturaleza (base imponible relativamente amplia, tipos impositivos relativamente bajos), puede parecer sorprendente que así fuese. El primer territorio que abrió la veda fue Misisipi, que lo adoptó en 1930. Pasados dos años, en 1933 hubo once gobiernos estatales que siguieron este mismo camino. A lo largo del período de la Gran Depresión (1929-1939), veintidós de los cuarenta y ocho gobiernos estatales habían adoptado y desarrollado su propio impuesto sobre las ventas, similar a lo que hoy es el IVA que se cobra en Europa.

			Debajo de estos números agregados, encontramos casos individuales que merece la pena analizar con algo más de detalle. Nueva York, por ejemplo, adoptó un impuesto estatal sobre las ventas en 1933, aplicando una tarifa de un 1 por ciento. Nueva Jersey hizo lo propio en 1935, empezando por un 2 por ciento que luego redujo en 1939. Carolina del Norte introdujo un impuesto sobre las ventas del 3 por ciento en 1933, lo eliminó en 1938 y lo volvió a adoptar en 1939, nuevamente con un tipo del 3 por ciento. Por su parte, Kentucky aplicó un impuesto sobre las ventas del 3 por ciento durante apenas tres años: 1934, 1935 y 1936.

			Además de los veintiséis territorios que adoptaron un impuesto sobre las ventas entre los años 1930 y 1939, hubo siete que subieron el tipo aplicado durante ese mismo período, frente a una única reducción. Al igual que con el IRPF que cobraban los estados y el impuesto de sociedades, el efecto de este gravamen no fue otro que redoblar el impacto de las subidas impositivas que se estaban dando a nivel federal, coincidiendo con los peores años de la Gran Depresión. Muy pocas cosas en la vida tienen menos sentido que subir los impuestos durante una crisis económica, pero eso es lo que hicieron los estados con sus decisiones sobre recaudación, por ejemplo en el caso del impuesto sobre las ventas.

			Impuestos de los estados y municipios a la propiedad

			En la década de 1930, los impuestos a la propiedad eran la mayor fuente de ingresos de los gobiernos estatales y locales. En 1929, ascendían a casi el 77 por ciento de todos los caudales públicos obtenidos por las autoridades estatales y municipales, y se situaban ligeramente por debajo del 50 por ciento del total de los ingresos recabados por todas las capas del Estado (tablas 7.1 y 7.2).

			Por muchos años, incluido el período que estamos tomando en consideración (1929-1939), los impuestos a la propiedad fueron casi exclusivamente dominio de los gobiernos locales y no tuvieron mucho desarrollo por parte de las autoridades estatales o federales (tabla 7.4). Los gobiernos municipales eran, con diferencia, los que más recaudaban, y los impuestos sobre la propiedad eran prácticamente su única fuente de ingresos. Entre 1929 y 1939, los ingresos obtenidos por los gobiernos estatales que adoptaban algún tipo de impuesto a la propiedad apenas suponían el 6,6 por ciento del total de caudales públicos derivado de este tipo de gravámenes. Por su parte, a lo largo de la década de 1930, los impuestos locales a la propiedad supusieron, en promedio, casi el 95 por ciento del total de impuestos recaudados por los ayuntamientos (tabla 7.4).

			Tabla 7.4. Ingresos estatales y municipales por impuestos 
a la propiedad (en miles de millones de dólares, datos anuales 
para el período 1929-1939)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							1

						
							
							2

						
							
							3

						
							
							4

						
							
							5

						
							
							6

						
							
							7

						
							
							8

						
					

					
							
							Año

						
							
							Gobiernos estatales (E)

						
							
							Gobiernos locales (L)

						
							
							E + L

						
							
							% de E sobre E + L

						
							
							Ingresos estatales y locales obtenidos de los impuestos a la propiedad como % de la recaudación total de ambas capas de la Administración

						
							
							Peso de los impuestos municipales a la propiedad sobre el total de ingresos recaudados por los ayuntamientos

						
							
							Peso de la recaudación de los impuestos estatales y municipales a la propiedad, como % del PIB

						
					

					
							
							1929

						
							
							0,35

						
							
							4,55

						
							
							4,9

						
							
							92,90

						
							
							76,80

						
							
							95,40

						
							
							4,70

						
					

					
							
							1930

						
							
							0,35

						
							
							4,56

						
							
							4,91

						
							
							93,00

						
							
							74,30

						
							
							94,40

						
							
							5,30

						
					

					
							
							1931

						
							
							0,37

						
							
							4,29

						
							
							4,66

						
							
							92,00

						
							
							73,20

						
							
							93,50

						
							
							6,00

						
					

					
							
							1932

						
							
							0,33

						
							
							4,21

						
							
							4,54

						
							
							92,80

						
							
							70,50

						
							
							92,50

						
							
							7,60

						
					

					
							
							1933

						
							
							0,29

						
							
							4,02

						
							
							4,31

						
							
							93,40

						
							
							74,80

						
							
							94,60

						
							
							7,50

						
					

					
							
							1934

						
							
							0,27

						
							
							4,17

						
							
							4,44

						
							
							93,90

						
							
							70,60

						
							
							96,80

						
							
							6,70

						
					

					
							
							1935

						
							
							0,25

						
							
							4,39

						
							
							4,64

						
							
							94,70

						
							
							71,60

						
							
							95,60

						
							
							6,30

						
					

					
							
							1936

						
							
							0,23

						
							
							4,35

						
							
							4,58

						
							
							95,00

						
							
							63,30

						
							
							94,60

						
							
							5,40

						
					

					
							
							1937

						
							
							0,29

						
							
							4

						
							
							4,29

						
							
							93,20

						
							
							56,40

						
							
							94,10

						
							
							4,60

						
					

					
							
							1938

						
							
							0,24

						
							
							3,68

						
							
							3,92

						
							
							93,80

						
							
							50,60

						
							
							93,90

						
							
							4,50

						
					

					
							
							1939

						
							
							0,26

						
							
							3,55

						
							
							3,81

						
							
							93,20

						
							
							49,50

						
							
							93,20

						
							
							4,10

						
					

					
							
							Total

						
							
							3,22

						
							
							45,77

						
							
							48,99

						
							
							93,40

						
							
							65,70

						
							
							94,40

						
							
							5,50

						
					

				
			

			
			Fuente: Statistical abstract of the United States, Historical statistics of the United States, Oficina del Censo de Estados Unidos.

			Los impuestos a la propiedad desempeñaron un papel fundamental en el proceso de asfixia de la economía de principios de la década de 1930, en un contexto muy acusado de deflación. Entre 1929 y 1932, los ingresos obtenidos por esta vía cayeron en términos nominales de 4.900 millones de dólares a 4.540 millones. No obstante, debido a la enorme caída en el nivel general de precios durante ese período, los ingresos por impuestos a la propiedad medidos en términos reales fueron a más. En dólares de 2018, subieron de 57.400 millones a 69.680 millones. En ese mismo período (1929 a 1932), el PIB real cayó de 1.224.800 millones de dólares a 913.500 millones. Fue un tiempo de impuestos altos e ingresos menguantes que coincidió con una producción renqueante que tardaría años en recuperarse. En total, desde 1929 hasta 1932, los ingresos obtenidos en concepto de impuestos a la propiedad y medidos como porcentaje del PIB aumentaron del 4,7 por ciento al 7,6 por ciento. Esto contribuyó notablemente al desplome de la economía durante dicho período.

			A la hora de estudiar los impuestos sobre la propiedad, así como los impuestos sobre la renta de las personas físicas, los impuestos sobre los beneficios empresariales, los impuestos sobre las ventas y otros gravámenes, no sólo debemos fijarnos en lo recaudado, sino también en los tipos que se han adoptado en cada figura fiscal. Solamente de esta forma podemos entender la estructura de incentivos fiscales vigente en la economía estadounidense y estudiar su evolución. Desafortunadamente, en lo referido a los impuestos sobre la propiedad, las características y los atributos específicos de este tipo de gravámenes resultan tan arcanos, complejos, confusos y dispares, y abordan una gama tan amplia de categorías y propiedades, que resulta imposible ofrecer una foto completa, precisa y manejable. Esto nos obliga a depender de la evolución de los ingresos tributarios como métrica de referencia. Sin embargo, la ausencia de datos comparables y certeros sobre la estructura de los impuestos a la propiedad no puede llevarnos a interpretar que los tipos no importan. De hecho, son muy importantes. El problema es la disponibilidad de información y su complejidad.

			Los primeros años de la Gran Depresión estuvieron marcados por aumentos muy grandes de los impuestos a la propiedad, como vemos en el peso de su recaudación como porcentaje del PIB (tabla 7.4, columna 8). En aquel momento, esos gravámenes eran la mayor fuente de ingresos tributarios de todas las existentes a nivel federal, estatal o local, y eran administrados casi exclusivamente por los gobiernos locales (tabla 7.4, columnas 5 y 6).

			«Otros» impuestos de los estados y municipios

			Había otros impuestos vigentes en los sistemas tributarios de los gobiernos estatales y locales (tabla 7.5). Dentro de esta categoría, se incluían los impuestos aplicados a los vehículos a motor, los impuestos sobre el empleo, sobre la venta de combustible, sobre el alcohol y otras figuras recaudatorias. Los gravámenes incluidos en la categoría «otros» tuvieron una importancia variable, pero en general aumentaron de forma notable su peso sobre el PIB durante los once años que van de 1929 a 1939. En un momento crítico, en pleno colapso de la economía, pasaron del 1,35 por ciento del PIB registrado en 1929 al 2,93 por ciento observado en 1932. De nuevo, un fuerte aumento en la carga fiscal estatal y local que coincidió con los peores años de la economía estadounidense. Y éste no fue el final, porque esta categoría de impuestos siguió creciendo hasta llegar al 3,33 por ciento del PIB en 1939. Sumados a los impuestos sobre la propiedad, las ventas y las versiones estatales del IRPF y el impuesto de sociedades, parece evidente que hablamos de una suma de medidas recaudatorias que, combinadas con los gravámenes en vigor a nivel federal, incidían de forma clara en la caída de la producción que se observó durante la Gran Depresión.

			Tabla 7.5. «Otros» ingresos estatales y locales (dato anual en miles 
de millones de dólares y en términos nominales)
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							Local (L)

						
							
							Estatal (E)

						
							
							L + E

						
							
							L + E como % PIB

						
					

					
							
							1929

						
							
							0,22

						
							
							1,19

						
							
							1,41

						
							
							1,35

						
					

					
							
							1930

						
							
							0,27

						
							
							1,36

						
							
							1,63

						
							
							1,77

						
					

					
							
							1931

						
							
							0,30

						
							
							1,20

						
							
							1,50

						
							
							1,94

						
					

					
							
							1932

						
							
							0,34

						
							
							1,40

						
							
							1,74

						
							
							2,93

						
					

					
							
							1933

						
							
							0,23

						
							
							1,08

						
							
							1,31

						
							
							2,30

						
					

					
							
							1934

						
							
							0,14

						
							
							1,40

						
							
							1,54

						
							
							2,31

						
					

					
							
							1935

						
							
							0,20

						
							
							1,20

						
							
							1,40

						
							
							1,88

						
					

					
							
							1936

						
							
							0,25

						
							
							1,78

						
							
							2,03

						
							
							2,40

						
					

					
							
							1937

						
							
							0,25

						
							
							2,28

						
							
							2,53

						
							
							2,72

						
					

					
							
							1938

						
							
							0,24

						
							
							2,76

						
							
							3,00

						
							
							3,43

						
					

					
							
							1939

						
							
							0,26

						
							
							2,85

						
							
							3,11

						
							
							3,33

						
					

					
							
							Total

						
							
							2,70

						
							
							18,50

						
							
							21,20

						
							
							2,38

						
					

				
			

			
			Fuente: Statistical abstract of the United States, Historical statistics of the United States, Oficina del Censo de Estados Unidos. 

			Los impuestos como factor clave en el estallido 
y el enquistamiento de la Gran Depresión

			En la tabla 7.6 mostramos los impuestos aplicados por los gobiernos estatales en 1928 y en el período 1929-1939, con la mirada puesta estrictamente en la existencia (o no) de un impuesto estatal de sociedades, un impuesto estatal de la renta y algún tipo de impuesto sobre las ventas. En 1928 había treinta y tres territorios que no tenían en vigor ninguno de estos gravámenes, seis que habían adoptado solamente uno, dos que aplicaban un par de estas figuras fiscales y ninguno que estuviese exigiendo los tres al mismo tiempo. En el período de 1929-1939, un total de diecinueve gobiernos estatales tenían en vigor estos tres gravámenes, frente a apenas seis que seguían sin introducir ninguno de ellos, diez que tenían uno solamente y trece que habían adoptado dos de estas figuras recaudatorias.

			Tabla 7.6. Comparación de tributos por el número de estados 
que aplican un impuesto de sociedades, un impuesto sobre 
la renta o un impuesto a las ventas, 1928 versus 1929-1939

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estados por número de impuestos aplicados

						
					

					
							
							Número de impuestos aplicados

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							3

						
					

					
							
							Número de estados, 1928

						
							
							33

						
							
							6

						
							
							9

						
							
							0

						
					

					
							
							Número de estados, 1929-1939

						
							
							6

						
							
							10

						
							
							13

						
							
							19

						
					

					
							
							Cambio

						
							
							–27

						
							
							4

						
							
							4

						
							
							19

						
					

				
			

			
			Nota: el análisis se limita a los tres citados gravámenes y excluye otras figuras fiscales estatales.

			Fuente: páginas web estatales (oficiales) de información tributaria y legislación histórica.

			 

			Los gobiernos estatales y locales aumentaron significativamente el alcance de sus impuestos propios en un contexto en el que los tributos exigidos por las autoridades federales se estaban disparando. Esto provocó una tormenta perfecta para la economía. Este repaso a la evolución de los impuestos estatales y locales durante la década de 1930 refuerza la tesis de que los impuestos fueron, de hecho, la causa principal de la Gran Depresión.

			En los dos capítulos anteriores señalamos la estrecha correlación temporal que guardaron los cambios observados en la fiscalidad federal (particularmente, las subidas de impuestos) con el rumbo general de una economía que cayó en la Gran Depresión entre 1929 y 1933, y luego permaneció atrapada en dicho escenario de estancamiento y bajo rendimiento durante el resto de la década de 1930.

			Los mismos efectos que se observan tan estrechamente cuando se cruza el cronograma de cambios en los impuestos federales con el desplome de la producción se aprecian también en nuestro análisis referido a la evolución de los impuestos estatales y locales. Los tributos municipales eran, de hecho, los más abultados de todo el sistema impositivo estadounidense a comienzos de la década de 1930 y, además, llegaron a alcanzar niveles extraordinariamente altos conforme la Gran Depresión evolucionó a peor. La correlación es simple y directa: los impuestos locales alcanzaron niveles extremos coincidiendo con la etapa en que la Gran Depresión desarrolló su primera y peor fase. La segunda correlación observada resulta igual de simple: tras ese primer golpe, y habida cuenta de la insostenibilidad que había alcanzado la fiscalidad de la propiedad, el resto de la década de 1930 estuvo marcada por el desarrollo de otros gravámenes estatales sobre la renta, los beneficios empresariales, las ventas y otras categorías. De igual forma que la renuencia de FDR a desmantelar el elevadísimo IRPF que heredó de Hoover se correspondió con la incapacidad de la economía para lograr una recuperación real desde mediados de la década de 1930 en adelante, la incesante creación de nuevos y elevados impuestos estatales y locales aseguró que el crecimiento siguiese siendo anémico en 1933-1939.

			De acuerdo con la historiografía económica, y especialmente desde la década de 1990, la interpretación estándar que se hace de la Gran Depresión vincula lo sucedido en Estados Unidos y a nivel mundial con una serie factores monetarios. Milton Friedman y Anna Schwartz introdujeron esta tesis en la década de 1960, cuando afirmaron que la estrecha política monetaria de la Reserva Federal fue el desencadenante clave de la Gran Depresión.

			Ben Bernanke, el expresidente de la Reserva Federal, y otros expertos argumentan que la adhesión al patrón oro hasta el año 1933 fue la causa principal de tan terrible crisis. Estas teorías son interesantes y seguramente tienen su fuerza interpretativa en algunos casos. Nuestros trabajos de investigación, como el estudio citado a pie de página, analizan estos puntos de vista de manera extensa y detallada.4 Sin embargo, el problema con la interpretación monetaria de la Gran Depresión es que el impacto de la política fiscal en esos años fue muy pronunciado como para ser ignorado. Las tasas de impuestos aumentaron muy rápido y con mucha fuerza, con repuntes de la carga fiscal que se dieron en todas las capas del Estado y que fueron a más conforme se desarrollaba la crisis. Es difícil ignorar, pues, en qué medida estas enormes cargas tributarias generadas por las distintas Administraciones acabaron conduciendo a la economía a una crisis económica tan prolongada. A la hora de buscar responsables, los impuestos deberían ser los principales acusados.
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			La Segunda Guerra Mundial y la economía

			«La Segunda Guerra Mundial puso fin a la Gran Depresión.» Desde la década de 1940, ésta ha sido la visión estándar que predomina en la mayoría de los análisis que se hacen sobre la economía y la política económica de Estados Unidos en los años treinta. Pero esta visión es errónea. En esencia, la Gran Depresión supuso una caída masiva del nivel de vida promedio observado en el país norteamericano. No puede decirse, de ninguna manera, que la Segunda Guerra Mundial contribuyese a mejorar esta situación. De hecho, en no pocos indicadores relevantes, el nivel de vida de los estadounidenses se redujo en los años de la guerra, a pesar de que ya partía de niveles bajos a raíz de la Gran Depresión.

			Nuestro punto de vista sobre la economía estadounidense y su desempeño durante la Segunda Guerra Mundial puede resumirse de esta manera: si el gobierno le quita a la población el dinero para comprar los bienes y servicios que necesita, entonces a la población cada vez le sale menos a cuenta trabajar para intentar ganarse la vida. Si, además, el gobierno devuelve parte de ese dinero a través de programas que no están vinculados con el esfuerzo y el desempeño laboral, hasta el punto de que puedan primarse los valores contrarios, entonces se reúnen todos los incentivos para que la gente trabaje menos. Y si la situación se lleva al extremo de que estar ocupado conlleve una recompensa muy decepcionante, solamente seguirán ocupados aquellos que realmente amen su trabajo, el resto tirará la toalla.

			Como hemos expuesto en capítulos anteriores, los impuestos determinaron el curso de los acontecimientos económicos en los años de la Gran Depresión, desde su comienzo en 1929 hasta la década de 1940, pasando por todos los años de la década de 1930. Los niveles de tributación fueron más elevados que nunca antes y el gasto público superó cualquier registro anterior en tiempos de paz. A la gente se le cobraban más y más impuestos por trabajar, de manera que producía menos. Asimismo, el gobierno dedicaba una parte creciente de la recaudación a subsidiar a los desempleados a través de los programas de empleo del New Deal, de modo que cada vez había menos incentivos para intentar obtener ingresos y ganarse la vida. Se gravaba a la gente por trabajar y se la subvencionaba por no trabajar. Éste fue el orden económico de la Gran Depresión durante el segundo mandato presidencial de Franklin D. Roosevelt.

			A comienzos de la década de 1940, cuando empezaron los preparativos para la guerra, el gobierno federal siguió desarrollando la ofensiva fiscal observada en la década de 1930. Además, muchos de los cambios que se introdujeron de forma supuestamente temporal se volvieron permanentes a partir de 1945. Por ejemplo, tras la Segunda Guerra Mundial, el IRPF pasó a ser un gravamen prácticamente generalizado. Desde entonces, casi todos los asalariados están obligados a pagarlo y a presentar su declaración de impuestos. Esto no siempre había sido así, como hemos visto, pero de 1938 a 1943 el número de declarantes de impuestos se cuadruplicó.

			Al repasar la historia tributaria de los años de la Segunda Guerra Mundial y su relación con el desempeño económico, encontramos que la teoría del «estímulo keynesiano» presenta deficiencias severas. Así lo ponemos de manifiesto en este capítulo, que toma como referencia un episodio claro de aumento extremo del gasto a raíz del creciente gasto militar de la década de 1940.

			Al final del anterior capítulo comentamos las explicaciones que dio el monetarismo al estallido de la Gran Depresión. Pues bien, la otra tesis predominante a la hora de hablar de esta época de la historia económica de Estados Unidos ha tendido a ser la de la escuela del keynesianismo. En esta tradición interpretativa, el punto de partida es el análisis expuesto por el economista británico, John Maynard Keynes, en su libro de 1936, Teoría general del empleo, el interés y el dinero. En dicha obra, Keynes esboza un modelo según el cual una economía renqueante como la de 1930 no era más que el resultado de una «demanda agregada» insuficiente y una «trampa de liquidez». El desempleo alto y persistente significaba que no había suficientes compras totales de bienes y servicios (demanda agregada) y hacía que la producción no fuera rentable. Los tipos de interés habían bajado casi a cero, pero incluso en estas condiciones de acceso al crédito escaseaba la predisposición a desplegar capital. Keynes hablaba de esa «trampa de liquidez» refiriendo la inhibición apreciada en el «espíritu animal» de los inversores. El remedio que propuso el británico fue el aumento del gasto público. Cuando escribió Teoría general, lo hizo en respuesta directa a los acontecimientos económicos de principios y mediados de la década de 1930. Ante el cataclismo, su recomendación era la de disparar los desembolsos de las Administraciones públicas. En la medida en que la guerra motivó un fuerte acelerón del gasto, primero, y del empleo, después, parecía que su tesis quedaba probada.

			El principal descubrimiento que presentamos en este capítulo es que la explicación keynesiana que vincula la demanda agregada a los niveles de empleo no es esclarecedora. En cambio, se mantiene la explicación clásica. Las subidas y bajadas del empleo correspondieron, en la década de 1940, a lo que en economía se conoce como los efectos de «ingreso» y «sustitución». Por tanto, la ocupación se movió a partir de la prolongada Gran Depresión, de los cambios impositivos, de la naturaleza militar del aumento del gasto público, de la financiación de dicho gasto a través de los ingresos tributarios y (sobre todo) de deuda y, finalmente, a la caída precipitada en dichos desembolsos al final del conflicto armado.

			Estados Unidos no prosperó de manera significativa. El gasto militar se disparó a principios de la década de 1940, pero los impuestos aumentaron con fuerza y, en suma, la gente apenas estaba un poco mejor que en los años de la Gran Depresión. En cambio, a partir de 1945, cuando el gasto público se desplomó y los impuestos empezaron a bajar, la economía logró al fin una recuperación, quince años después del estallido de la crisis.

			Las premisas del keynesianismo y de la economía 
de la oferta

			El punto de partida de la economía keynesiana es directo y correcto. En efecto, todas las personas tienen deseos y necesidades, y consumen, de acuerdo con sus ingresos, para satisfacerlos. Lo que queda o no de su ingreso tras descontar los gastos de consumo es ahorro o «desahorro», según denomina la jerga económica.

			El ingreso sería la suma del ahorro más el consumo. Pues bien, la proposición central del keynesianismo sostiene que un aumento de la renta resultará en un aumento del consumo, que será mayor o menor dependiendo de la propensión marginal a consumir que exhiba cada individuo. Cuanto menor sea esa fracción, menor será el «multiplicador» keynesiano y, por tanto, será más probable que la economía se atasque y permanezca en un estado de producción mediocre, provocando a su vez un alto desempleo. Si la fracción es del cien por cien o superior, la economía tiende necesariamente al pleno empleo. Esa fracción, esa tasa, es la «propensión marginal a consumir».

			Pero en la economía no sólo se demandan bienes, también se ofertan con ánimo de capturar el consumo o la inversión de los distintos agentes. Es decir, las decisiones de producción que toman las empresas y las personas de mayor nivel económico acaban influyendo de forma directa en la actividad económica, puesto que contribuyen a forjar cuánto dinero se ahorra, en qué ámbitos se invierte el ahorro con ánimo de obtener ganancias, etcétera. El problema vendría si surge una diferencia notable entre el ingreso (hemos definido la renta como la suma de consumo más ahorro) y el gasto (entendido, pues, como el consumo más la inversión). A Keynes le fascinaba esa intersección en la que el ahorro detraído del ingreso se encontraba con las decisiones de inversión que estaban dispuestos a asumir los «espíritus animales» que movían la economía, es decir, los líderes empresariales y los ricos.

			Keynes se refirió a los tipos de interés cercanos a cero observados en los años de la Gran Depresión y constató que la escasez de inversiones se debía al hecho de que los «espíritus animales» estaban desanimados. Esta escasez de inversión reducía los ingresos, el consumo y el ahorro observado en la economía. Con el consumo hundido y sin el ahorro dedicado a la inversión, la producción iba a menos y, por el camino, la renta de los productores también se reducía. Los acontecimientos se iban sucediendo en cadena y la espiral decadente solamente se detenía cuando la economía se estabilizaba en un estado deprimido en el que los ahorros reales cayeron en línea con la inversión real. La economía se quedaba, pues, en un nivel de equilibrio muy inferior al que habría producido un escenario de pleno empleo. Ese equilibrio inferior sería más grave en función de lo bajo que hubiese caído la demanda de inversión.

			Resulta extraño que la explicación keynesiana de la Gran Depresión como un período marcado por una demanda insuficiente de bienes de inversión no se adentre en el efecto que tuvo disparar los impuestos aplicados a los ricos. Esta circunstancia resulta evidente cuando se propone la solución keynesiana para una crisis como la de la década de 1930: en vez de bajar los impuestos a los ricos, propone aumentar el gasto público y así complementar una inversión suficiente hasta que la economía vuelva a funcionar, alcanzando el pleno empleo y logrando que el ahorro sea igual a la inversión más el gasto público.

			En el marco keynesiano, el gasto en defensa cuenta como una de las categorías de gasto «autónomo» que el gobierno tiene a su alcance para estimular la economía a su voluntad. Con todo, resulta curioso que el keynesianismo haga muy poca distinción entre el gasto en defensa y otras formas de desembolsos públicos. (Los keynesianos hacen una distinción cuantitativa, pero no cualitativa, entre las compras de bienes y servicios y los pagos en forma de transferencias.)

			Bajo este marco, un aumento en el gasto autónomo en bienes y servicios se suma a la producción de forma directa, pero también indirectamente. Quienes obtienen ingresos adicionales merced a ese nuevo gasto autónomo gastarán una fracción de esos ingresos adicionales (mayor o menor dependiendo de la propensión de cada individuo a consumir su renta extra). Esto creará más puestos de trabajo y conducirá a una economía con un mayor nivel de ingresos en el futuro. El gasto autónomo del gobierno hará que la economía se levante por sus propios medios. El ahorro aumentará para acomodar una inversión que ahora es más alta porque se apoya en el gasto público. Así pues, el gasto público iniciará un proceso por el cual la producción, en forma de PIB, aumentará. Y ese crecimiento alcanzará un múltiplo del aumento del gasto autónomo: éste es el famoso «multiplicador» keynesiano.

			Durante la Segunda Guerra Mundial, el gasto en defensa, el PIB y el empleo aumentaron considerablemente, lo que parece validar la posición keynesiana. La profundidad y la persistencia de la Gran Depresión en la década de 1930, así como lo ocurrido en la década de 1940, con un fuerte aumento del gasto en defensa que conllevó una subida del PIB real, serían ejemplos claros de la validez de la lógica y los postulados recogidos en Teoría general. El drama económico de todo el período excepcional observado de 1929 a 1945 mostraría la vigencia —y propiciaría el triunfo— del keynesianismo. Sin embargo, esta interpretación, por más persuasiva que pueda haber sido para ciertos economistas, no deja de ser incorrecta.

			El inicio y la persistencia de la Gran Depresión no provinieron de ningún déficit abstracto en los «espíritus animales» de los empresarios o los ricos. Fue, de hecho, consecuencia directa de los impuestos: primero, el aumento de los impuestos sobre los productos importados (la Ley Smoot-Hawley); después, la subida de los impuestos aplicados sobre la producción y la riqueza, acometidos por todas las capas de la Administración (federal, estatal y local).

			La gente no ahorra ni invierte si sabe que va a acabar en la quiebra. La gente ahorra e invierte porque quiere obtener cierto nivel de renta después de pagar impuestos. La década de 1930 fue una auténtica maratón de impuestos. La tradición económica clásica, que los autores del libro consideramos como propia, es la de economía del lado de la oferta, escuela que enfatiza los efectos derivados de los incentivos implícitos en los tipos impositivos marginales que pagan empresas y familias.

			Dado que los impuestos volvieron a aumentar considerablemente durante la Segunda Guerra Mundial (detallaremos estos aumentos en páginas posteriores de este mismo capítulo), ¿qué nos dice la economía de la oferta en relación con el enorme aumento del PIB durante la guerra? La respuesta sería que tal desarrollo se debió al fortísimo avance del gasto en defensa.

			La visión del lado de la oferta plantea que, durante la Segunda Guerra Mundial, el fuerte aumento observado en el PIB se explicó por el crecimiento del gasto militar, pero vino de la mano de una gran disminución en el nivel de vida del pueblo estadounidense. Esto fue especialmente cierto en términos de cuánto tuvieron que trabajar los estadounidenses durante la guerra para mantener constante el componente del PIB que aludía a su propio consumo.

			El gasto en defensa desencadena un efecto de ingreso en toda la economía que requiere aumentos del trabajo, la producción y el empleo. En cambio, las formas de gasto público que no se dedican a la defensa no desencadenan tal efecto, porque esa forma de gasto se devuelve a la población en forma de artículos de consumo.

			Para un keynesiano, cualquier aumento del gasto público conduce a un aumento del PIB y del empleo. Sin embargo, de acuerdo con la lógica del lado de la oferta, cualquier aumento en el gasto público, excepto el gasto en defensa, conduce a una disminución de la producción y el empleo. Solamente el gasto en defensa genera un PIB más alto. Sin embargo, todo aumento del gasto público, incluido el aumento del gasto en defensa, conduce a una disminución del nivel de vida. Los autores argumentamos que durante una guerra, la gente «no consume PIB»: lo que consume es lo que queda después de ajustar el PIB para eliminar el componente de la producción de defensa. Si la cantidad sobrante es lo suficientemente pequeña, la gente trabajará hasta que se agote. Eso fue lo que sucedió durante la Segunda Guerra Mundial.

			La forma y el monto del gasto autónomo son críticos para una explicación clásica completa del lado de la oferta. En el caso de los gastos de defensa, los ingresos no satisfacen los deseos y necesidades de las personas. El gasto en defensa, debido a que no se devuelve a la población en forma de bienes y servicios, empuja a la gente a trabajar cada vez más y a la economía a producir cada vez más para mantener un nivel de vida básico. A diferencia de la teoría keynesiana, que sostiene que todo el gasto público da como resultado un mayor crecimiento, la perspectiva de la oferta es que habrá un aumento del PIB si, y sólo si, el aumento del gasto no se devuelve a la economía en forma de bienes y servicios. En el ejemplo histórico crucial de la Segunda Guerra Mundial, el gasto en defensa y el PIB aumentaron enormemente, al igual que todas las medidas de empleo, mientras que el PIB no relacionado con la defensa se mantuvo estable, a la vez que los salarios por hora ajustados a la inflación y después de impuestos colapsaban. La gente trabajó más duro y durante más tiempo sólo para intentar alcanzar el nivel de vida de los años de la Gran Depresión. En términos amplios, ambos modelos «explican» los resultados que llegaron en la primera mitad de la década de 1940. El keynesianismo explica por qué la producción y el empleo se dispararon con el enorme aumento del gasto militar. La economía de la oferta explica la caída en los salarios reales netos por hora y por qué la gente estaría dispuesta a trabajar tanto como lo hizo.

			En la terminología keynesiana, el gasto en defensa se encuentra dentro de la categoría de «bienes de estímulo» propios del gasto público. Éstos serían aquellos bienes que el sector privado no está produciendo por sí mismo, por una u otra razón. También serían aquellos bienes de los que el sector privado obtiene poco o ningún beneficio directo. Más allá del gasto en defensa, hemos conocido otro tipo de programas de este tipo. Por ejemplo, en la Gran Recesión se aprobó el «Cash for Clunkers»,1 y en otros momentos históricos hemos conocido programas de obras públicas que básicamente se dedican a cavar zanjas y volver a llenarlas (el propio Keynes puso este tipo de programas como ejemplo). Todos ellos tienen el mismo efecto en la economía. Se produce una disminución del bienestar general, pero tal evolución coincide con un aumento nominal del PIB: menos por más.

			Milton Friedman destacó la diferencia entre empleo y consumo con un chiste que cobró fama: «Si realmente quieres priorizar el empleo sobre el consumo, entonces deberías exigir que, en los proyectos de construcción, se reemplace a las máquinas por trabajadores con palas. Y, si eso no funciona, habrá que cambiar a los trabajadores con palas por trabajadores con cucharas».

			La economía de la oferta establece una distinción entre el gasto en defensa y otras formas de gasto público. El primero se produce bajo la dirección del gobierno, que adquiere estos bienes y los destruye en una guerra sin beneficio directo alguno para la población. En cambio, el segundo lo produce el sector privado para su adquisición por parte del sector público o, en algunos casos, lo produce directamente el sector público, de modo que la producción redunda de vuelta en el sector privado, con un aumento (mayor o menor) de su nivel de vida.

			El profesor Keynes escribió sobre los bienes de estímulo en Teoría general:

			En la medida en que los millonarios se divierten construyendo grandes mansiones para albergar sus cuerpos vivientes o enormes pirámides que acoger sus cuerpos yacentes, o en la medida en que el arrepentimiento que sienten por sus pecados los lleva a erigir catedrales, levantar monasterios o financiar misiones en el extranjero, habría que posponer la fecha en la que la abundancia de capital pueda interferir en la abundancia de la producción. «Cavar zanjas en el suelo» y pagarlo con ahorro aumentará el empleo, pero también el dividendo nacional de bienes y servicios útiles.

			Paul Krugman sugirió una vez que «prepararse para la llegada de los extraterrestres que planean atacar la Tierra» podría ser un estímulo efectivo. Incluso si tal amenaza fuera un «engaño», cualquier «recesión económica terrenal» terminaría rápidamente merced a los gastos que requerirían estos preparativos. Krugman discutió este escenario en un debate con uno de nosotros en el programa de televisión Real Time with Bill Maher, en 2012.2

			El gasto en defensa elimina bienes de la economía mientras consume recursos económicos, tanto de capital como de mano de obra. Por tanto, conduce a una escasez en la producción de bienes cotidianos. Tal escasez empuja a la gente a trabajar más para cubrir las necesidades propias de la vida común. Con gastos de defensa muy elevados, los bienes cotidianos se vuelven tan valiosos que la gente hace todo lo posible por adquirirlos. Una fuerte caída en los salarios reales como la que implica tal escenario puede ser difícil de imaginar, pero es similar a lo que sucedió en San Francisco después del terremoto de 1906. Con el stock de capital agotado, la economía experimentó enormes caídas en los niveles de renta y los salarios reales, pero los habitantes de la localidad californiana trabajaron el doble porque tenían que sobrevivir y, al mismo tiempo, reconstruir su ciudad. Pues bien, lo que sucedió en Estados Unidos durante la Segunda Guerra Mundial fue exactamente una fuerte caída de los salarios reales después de impuestos combinada con una expansión del PIB.

			Financiación de la deuda, impuestos y gastos: 
los efectos de la Segunda Guerra Mundial

			Las tasas impositivas subieron cada vez más en la década de 1930, y volvieron a hacerlo a comienzos de los años cuarenta, cuando empezó la Segunda Guerra Mundial. Un aumento del IRPF hace que el ingreso después de impuestos de los contribuyentes disminuya en términos estáticos. El efecto renta derivado de este tipo de desarrollo induce un mayor esfuerzo laboral como única forma de compensar la pérdida de consumo y ahorro. El «efecto sustitución» de un aumento fiscal actúa en la dirección opuesta y afecta al equilibrio trabajo-ocio. El efecto sustitución de un aumento impositivo siempre tenderá a reducir el esfuerzo laboral. Si el trabajo resulta menos atractivo después de impuestos, la gente estará menos dispuesta a trabajar. Si lo recaudado se devolviese a la economía, el efecto renta sería menor o incluso quedaría anulado.

			Los efectos sustitución se suman. En términos del efecto sobre el ingreso, si las personas enfrentan impuestos más altos y el gobierno obtiene más dinero a cambio, los contribuyentes ganarán menos en la medida exacta en que el gobierno gane más. En términos del efecto sustitución, cuando las personas enfrentan gravámenes más altos, habrá menos trabajo y, por lo tanto, tendremos menos producción. En el caso de los gastos de defensa, no existen transferencias ni perceptores de gastos que puedan reducir o cancelar los efectos renta negativos; por tanto, los contribuyentes, por sí mismos, estimulan un mayor PIB.

			En la interpretación de la Segunda Guerra Mundial que hacemos desde la economía de la oferta, el enorme aumento del gasto de defensa habría tenido tremendos efectos agregados sobre los ingresos de los ciudadanos. Debido a que el gasto en defensa redujo la cantidad de bienes y servicios dedicados al consumo cotidiano, la gente tuvo que trabajar cada vez más para compensar, al menos parcialmente, esa pérdida de su capacidad adquisitiva. Los estadounidenses acabaron trabajando más duro y produciendo más para consumir menos. No parece el mejor de los mundos...

			Los tipos del impuesto sobre la renta aumentaron de forma progresiva a partir de 1941. El tramo inferior subió del 4 por ciento al 23 por ciento, mientras que el superior lo hizo del 79 por ciento al 94 por ciento. En los numerosos tramos intermedios, se aprobaron aumentos proporcionales a los observados a ambos extremos. Además, el umbral de ingresos para pagar el impuesto sobre la renta se redujo y el gobierno federal empezó a retener el IRPF en las nóminas mensuales. Al final de la guerra, casi todos los asalariados estadounidenses habían quedado sujetos al pago del IRPF y a la obligación de presentar una declaración de impuestos. Además, el gobierno federal estableció un extenso sistema de controles de salarios y precios durante la guerra.

			Los aumentos de los tipos impositivos no produjeron suficientes ingresos adicionales para cubrir el enorme aumento del gasto en defensa. Estados Unidos financió el diferencial a través de distintos recortes en otros programas de gasto público, la impresión de dinero y la emisión de deuda. El papel que tuvieron la fiscalidad y los déficits (incluida su monetización a través de la impresión de dinero) en la financiación de los gastos de defensa del gobierno de Estados Unidos fueron bastante distintos. Sin la posibilidad de financiarse a través de la emisión de deuda, el enorme repunte del gasto en defensa habría requerido una subida equivalente de los ingresos tributarios. A su vez, esos impuestos tan elevados habrían precipitado unos efectos de sustitución negativos cada vez mayores sobre el trabajo y la producción. Por lo general, las personas pierden interés en percibir un ingreso que se les confisca de forma creciente. Por eso, el gobierno no se apoyó únicamente en los impuestos, porque haber financiado de esta forma todo el aumento del gasto en defensa habría desplomado la producción, de modo que el presupuesto militar tampoco podría haber aumentado tanto como se buscaba.

			Al escoger la financiación mediante deuda, el gobierno optó por la opción de las «transferencias intertemporales». Esto significa gravar a los futuros trabajadores potenciales (después de la guerra) para pagar y aliviar parte del golpe fiscal aplicado a los trabajadores actuales en tiempos de guerra. Las transferencias intertemporales pueden afectar la forma en que las personas perciben los beneficios del trabajo. La financiación de la deuda hace que los trabajadores en tiempo de guerra reciban ciertos gastos no militares y una promesa de pagos futuros a cambio de comprar bonos de deuda. Esta combinación hace que el esfuerzo laboral sea un poco más atractivo.

			La financiación del déficit provocado por la Segunda Guerra Mundial a través de bonos de deuda permitió al gobierno incentivar a los proveedores de bienes y servicios en tiempos de movilización militar. Por tanto, el gobierno adquirió mayores cantidades de productos de defensa de lo que podría haber hecho apoyándose únicamente en lo recaudado por impuestos. Necesariamente, la financiación de la deuda durante la guerra tuvo el efecto adicional de reducir la producción después de la guerra. La transferencia intertemporal no fue solamente cosa de aquellos años: hoy en día escuchamos, por ejemplo, que el gasto deficitario está aumentando las cargas fiscales y financieras que soportarán nuestros nietos. Esto es literalmente cierto en muchos casos. Por ejemplo, Alemania terminó de devolver la deuda que acumuló en la Primera Guerra Mundial en 2010 y el Reino Unido pagó el último de los préstamos que adquirió en 1917 en 2015.3

			En 1939, justo antes de que Estados Unidos entrase en la Segunda Guerra Mundial, el gasto en defensa alcanzaba el 1,8 por ciento de la producción total del país. Tal rúbrica aumentó considerablemente y, al final del conflicto armado, en 1945, cayó considerablemente. En el gráfico 8.1 vemos el PIB total en dólares constantes (o «reales») y después mostramos ese mismo indicador, pero aislando la parte de la producción relacionada con la defensa. La diferencia entre el PIB real total y el PIB real no relacionado con la defensa es el gasto equivalente en defensa. En 1944, en el punto álgido de la Segunda Guerra Mundial, vemos que el gasto real en defensa fue del 43,4 por ciento del PIB total. En dólares corrientes, el gasto en defensa ascendió a 340.600 millones de dólares durante el período comprendido entre 1940 y 1945.

			Gráfico 8.1. PIB real y PIB real excluyendo el gasto en defensa (datos anuales, 1929-1956, en miles de millones de dólares de 2018; las barras grises representan períodos de recesión)
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			Fuente: BEA, National Bureau of Economic Research (NBER).

			Lo que resulta más notable al observar este gráfico no es sólo el enorme crecimiento tanto del gasto de defensa como del PIB, ambos en términos reales: igual de notable es el relativo apuntalamiento de la producción no relacionada con la defensa durante los años de la guerra. De 1940 a 1943, el gasto real en defensa aumentó cerca de 900.000 millones (en dólares de 2018), mientras que la producción real no relacionada con la defensa se redujo en sólo 48.200 millones (de nuevo, en dólares de 2018). A comienzos de la década de 1940, había muchas más armas, pero sólo un poco menos de mantequilla. El PIB real se disparó.4

			De 1933 a 1941, el PIB real no relacionado con la defensa (bienes y servicios producidos en la economía nacional) aumentó, pero se mantuvo dentro de los niveles propios de la Gran Depresión. De hecho, aunque el PIB real no relacionado con la defensa alcanzó su punto máximo en 1941, cuando era un 15 por ciento más alto que en 1939, llegado el año 1943 había caído desde su máximo de 1941 a un magro 4 por ciento por encima del nivel de 1939.

			El aumento total del PIB fue casi suficiente para explicar el aumento del gasto en defensa. La producción privada disminuyó, pero lo hizo apenas levemente. Esta respuesta del mercado refleja el efecto renta tan enormemente poderoso del gasto en defensa desarrollado durante la Segunda Guerra Mundial. Los agentes económicos se resistían a realizar renuncias más profundas en sus niveles de consumo para financiar la guerra. Si en lugar de gastar en defensa, el gobierno hubiera gastado una cantidad equivalente en pagos de transferencias o en bienes públicos, el PIB habría tenido una disminución sustancial, porque se habría observado un efecto renta igual de grande.

			Tabla 8.1.A. Finanzas públicas, 1940-1945 (datos anuales, en miles de millones de dólares corrientes de 1940-1945)
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			Fuente: BEA, Oficina de Administración y Presupuesto de Estados Unidos.

			Como vemos en la tabla 8.1.A, el gobierno pagó la guerra con una combinación de impuestos, operaciones de endeudamiento, reducciones del gasto no militar y aumentos de la base monetaria. Durante el período 1940-1945, los ingresos tributarios crecieron en 105.100 millones de dólares, la deuda subió en 211.900 millones, los gastos no militares se redujeron en 2.200 millones y la masa monetaria creció en 19.200 millones. Estas cuatro fuentes de financiamiento suman un total de 338.400 millones, frente a un aumento del gasto en defensa de 340.700 millones. Así fue como Estados Unidos pagó su participación en la guerra.5

			La fuerza de trabajo en tiempos de guerra

			El enorme aumento del gasto real en materia de defensa observado durante la Segunda Guerra Mundial desencadenó una impresionante respuesta del mercado laboral. Los estadounidenses replantearon sus escenarios de equilibrio en la dicotomía trabajo-ocio. El aumento de la producción total (PIB) se produjo de la mano de una disminución sustancial del ocio. El reequilibrio en la compensación trabajo-ocio se manifestó de distintas maneras:

			
					Mayor participación en la fuerza laboral.

					Aumento en la proporción de ocupados de la fuerza laboral total.

					Crecimiento en el promedio de horas trabajadas por empleado.

					Mantenimiento de la productividad total por empleado y hora trabajada.

			

			El aumento en los insumos de mano de obra (es decir, en el total de horas trabajadas) redujo drásticamente el impacto del repunte del gasto en defensa sobre el consumo. Esto es precisamente lo que uno habría esperado que sucediera, dado el enorme efecto renta negativo resultante del enorme aumento en el gasto real en defensa. A principios de la década de 1940, los estadounidenses mostraron una aversión extrema a seguir reduciendo sus niveles de consumo, mermados tras una década de crisis. Lo que lograron fue mantener su nivel de vida, pero no más, porque aunque el PIB era mucho más elevado al final del conflicto armado, su parte no relacionada con la defensa era muy similar a la de los años de la Gran Depresión.

			De 1940 a 1944, la tasa total de participación en la fuerza laboral estadounidense (incluyendo tanto todos los trabajadores civiles que apoyaron el esfuerzo militar como la totalidad de miembros de las Fuerzas Armadas) subió del 56 por ciento al 63,3 por ciento. La tasa de empleo sobre el total (calculada como 100 – la tasa de paro) subió del 85,5 por ciento al 99 por ciento. El promedio de horas trabajadas pasó de 38,1 a 45,2 por semana. En términos anuales totales, las horas trabajadas aumentaron de 91.300 millones en 1940 a casi 149.000 millones en 1944. En apenas cuatro años, el total de horas trabajadas por ocupado subió un 62,8 por ciento.

			De 1940 a 1944, el gasto en defensa escaló hasta llegar a su punto álgido. Para ese mismo período, el PIB real no relacionado con la defensa aumentó un 2,9 por ciento, a pesar de haber caído durante los tres primeros años del período analizado, como vimos en el gráfico 8.1. En términos per cápita, el gráfico 8.2 muestra que el PIB real no relacionado con la defensa, medida que empleamos para estudiar la evolución del nivel de vida, se redujo un 1,7 por ciento. De igual modo, en el gráfico se puede ver una línea gruesa que describe el comportamiento del PIB real por ocupado y hora de trabajo, indicador que nos muestra cómo evoluciona la productividad. El crecimiento de este indicador sugiere que el gasto en defensa no tuvo mucho impacto en la productividad, que se mide precisamente con este indicador.6

			Gráfico 8.2. PIB real total por ocupado y hora trabajada, 
PIB real excluyendo gasto militar por ocupado y hora trabajada, 
y PIB per cápita excluyendo el gasto militar (datos anuales, 
1930-1948, PIB real en dólares de 2018, horas de trabajo = empleo total x promedio anual de horas trabajadas)
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			Fuente: BEA, Oficina del Censo de Estados Unidos, Historical statistics of the United States, Laffer Associates.

			De las distintas variables analizadas, el gasto en defensa tuvo un mayor impacto sobre el PIB real por ocupado y hora trabajada, excluyendo el gasto militar (gráfico 8.2). Esta estadística cayó precipitadamente de 1940 a 1944. Medir la producción por asalariado y hora trabajada aislando el gasto en defensa no es tanto una medida de productividad como un estudio de lo que se necesitaba para producir todos los bienes que la gente consume a diario. Muestra de forma cruda la realidad de los efectos del ingreso sobre la oferta de mano de obra, en un contexto en que gran parte del trabajo se volcó en la defensa.

			Si Estados Unidos no hubiera tenido un enorme aumento en las horas-hombre trabajadas durante la Segunda Guerra Mundial, es cuestionable que el país hubiera logrado seguir adelante en clave interna. Los efectos sobre los ingresos del enorme aumento del gasto en defensa en la población estadounidense fueron enormes, pero los estadounidenses no estaban dispuestos a renunciar, o no podían renunciar, a parte importante de su consumo de bienes y servicios no relacionados con la defensa. Por lo tanto, la población trabajó muchísimas más horas: un 62,8 por ciento más, en promedio. Una perspectiva de penuria o un escenario de derrota y rendición nacional resultaron ser increíbles factores motivadores que impulsaron el trabajo.

			Gráfico 8.3. Población total de Estados Unidos, fuerza laboral total, total de ocupados y miles de horas trabajadas (datos anuales, 1929-1950)
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			Fuente: BEA, Oficina del Censo de Estados Unidos, Historical statistics of the United States, Laffer Associates.

			Los datos que se muestran en el gráfico 8.3, en particular el total de horas trabajadas al año, son asombrosos. Lo que hace que estos números sean casi inverosímiles, a pesar de que son totalmente rigurosos, es que parecen decirnos que la economía retrocedió en el tiempo a antes incluso de 1929 y regresó a niveles de productividad muy pequeños, más propios del período temprano de la industrialización. Para encontrar niveles tan bajos de PIB real por ocupado y hora trabajada, excluyendo el gasto en defensa, deberíamos remontarnos al siglo XIX.

			Los trabajadores de baja productividad que luchan por salir adelante con sus ingresos trabajan muchas horas. A menudo, su trabajo no es tan gratificante, de modo que lo único que explica ese empeño es el impulso por mantenerse a flote. La idea de tomar la Segunda Guerra Mundial como referencia y argumentar que el gasto en defensa fue un estímulo para la prosperidad económica y el pleno empleo es totalmente absurda.

			La economía de posguerra

			Otra prueba crítica para comparar las tesis del keynesianismo con las de la economía de la oferta es la que nos brinda el período de posguerra, marcado por las secuelas de la Segunda Guerra Mundial. Cuando el conflicto armado ya estaba terminando, en 1944-1945, los economistas keynesianos creyeron que la economía estadounidense colapsaría en cuanto el gobierno federal adoptase los recortes presupuestarios propios del nuevo escenario. Dado que creían que el gasto de la guerra había sacado a la economía de la Gran Depresión, pensaban que la eliminación de tal «estímulo» haría que la economía colapsase y volviese a su punto anterior.

			Paul Samuelson, que entonces era un joven profesor del MIT y apenas estaba empezando su legendaria carrera, fue uno de estos economistas keynesianos. En 1944, escribió lo siguiente en The New Republic:

			Cada mes, cada día, cada hora, el gobierno federal inyecta millones y millones de dólares en el torrente sanguíneo de la economía estadounidense. Es como si estuviéramos construyendo una TVA7 todos los martes. ¿He dicho todos los martes? Pues más bien deberíamos decir que todos los martes se crean dos TVA, eso estaría más cerca de la verdad.

			Hemos alcanzado los altos niveles de producción y empleo que vemos hoy solamente por medio de la activación de 100.000 millones de gastos gubernamentales, de los cuales 50.000 millones se financian con déficits presupuestarios. En el sentido habitual de la palabra, la prosperidad actual es «artificial», aunque esto no implica crítica alguna. [...]

			Nuestro sistema económico vive de una rica dieta basada en el gasto público. En términos humanos, y pensando en el largo plazo, es infinitamente preferible «destetar» a la economía gradualmente. No puede haber ningún semestre en que los recortes en el gasto del gobierno se adelanten a la expansión de la actividad privada en más de 10.000 millones de dólares [...]. Hasta que la producción civil esté en posición de expandirse, el gobierno debe ser moderado en sus recortes.

			Esto significa que debemos embarcarnos en un programa sustancial basado en el mantenimiento de las rentas a través de pagos como la asistencia social, la seguridad social, etcétera. Debemos desplegar el mayor ingenio posible para superar los retrasos técnicos que puedan retrasar la reconversión y el fin efectivo de la guerra. Debemos planificar más a escala nacional y estatal, y así impulsar una gran expansión de la construcción pública de obras útiles, por nuestro propio bien y para el mantenimiento de los ingresos y el empleo.8

			La afirmación de Samuelson de que el gobierno en la Segunda Guerra Mundial estaba «construyendo TVA» es engañosa. La Autoridad del Valle de Tennessee producía un bien para el consumo doméstico: la electricidad. En cambio, el gasto en defensa del gobierno producía bienes de guerra que se destruían en el frente del Pacífico o en las trincheras europeas.

			En 1944-1945, cuando se hizo evidente que la guerra estaba terminando, los funcionarios políticos comenzaron a entrar en pánico. Algunos altísimos cargos públicos estaban particularmente inquietos. En diciembre de 1944, el vicepresidente electo y senador por Misuri, Harry S. Truman, señaló lo siguiente sobre el estado de la economía:

			Casi la mitad del marco que sustenta esta gigantesca estructura consiste en contratos de guerra. Cuando se retiren esos contratos, corremos el peligro de que todo el edificio se derrumbe [...]. A menos que encontremos un sustituto económico para los contratos bélicos, el desempleo masivo se convertirá en una seria amenaza, y el número de hombres y mujeres desempleados de nuestro país podrá superar fácilmente todo lo que vivimos durante la última depresión.9

			Para no quedarse atrás, Henry A. Wallace, el vicepresidente en funciones, reemplazado en la candidatura electoral de 1944 por el propio Truman, usó su tiempo libre en 1945 para escribir un libro en el que se refirió a estos mismos miedos. El ensayo se llamó Sixty Million Jobs («Sesenta millones de empleos») y se publicó en 1945. Wallace sostuvo que la Gran Depresión de la década de 1930 se había producido debido a la falta de «planificación» de los años veinte, una falla que se había reproducido a todos los niveles empresariales y, en particular, en el ámbito del gobierno. Wallace escribió: «Debido a la falta de planificación de los años veinte, y debido a la falta de acciones valientes inmediatamente después del colapso, nuestra nación perdió 105 millones de horas trabajadas en los años treinta». Además, Wallace señaló que incluso si se produjera un aumento en el gasto de los consumidores cuando los soldados regresaran a casa en 1945-1946, ese boom resultaría efímero y quimérico: «Puedo ver cómo ese auge se desvanecería a comienzos de los años cincuenta por las mismas razones que a finales de los años veinte, pero con la certeza de que esta vez viviríamos una depresión mucho más grave».

			El exvicepresidente, que sería candidato presidencial en las elecciones de 1948, se mostraba «seguro de que el 90 por ciento de la gente quiere que el gobierno ayude a crear las condiciones básicas para el pleno empleo. Estoy confiado en que, así como llamaron al gobierno a sanear la economía del desastre de 1929-1932, ahora esperan que el gobierno dé una dirección centralizada y prevenga otra crisis similar en 1952».10

			Como explicaremos en el siguiente capítulo, no hubo nada como una Gran Depresión en 1952 (aunque sí que hubo una pausa en el crecimiento del nivel de vida, al ajustar el impacto de los impuestos y el gasto público). El temor que Wallace y Truman expresaron al Congreso y al público fue que si los gastos de defensa se reducían drásticamente, la economía estaría en grave peligro. Su falta de comprensión de la macroeconomía era extrema. En 1946, en un artículo en la Journal of Political Economy, el profesor Lawrence Klein discutió los pronósticos fallidos que habían formulado ambos dirigentes el año anterior:

			Todos recordamos claramente los titulares de la prensa del otoño pasado, explicándonos cómo «Los economistas del gobierno predicen ocho millones de desempleados para 1946» [...]. Pues nos encontramos en la primera mitad de 1946 y tenemos cerca de tres millones de desempleados. Lo que estamos enfrentando es una de las mayores presiones inflacionarias que jamás haya experimentado el país. Los economistas que nos advirtieron del peligro deflacionario durante los primeros meses del período de transición de la posguerra deberían haber hecho hincapié en la necesidad de seguir una política económica totalmente opuesta a lo que recomendaron».11

			Con el beneficio de la retrospectiva, podemos entender por qué los economistas y políticos se equivocaron en 1944-1945. Al pasar a la producción privada y desistir de la fabricación de bienes propios de tiempos de guerra que resultan inútiles en una economía que vive tiempos de paz, los trabajadores estadounidenses pudieron comprar muchos más bienes y servicios con sus ingresos y ahorros. Cuando terminó la Segunda Guerra Mundial, los asalariados del país norteamericano recibieron importantísimos aumentos en su remuneración real por hora trabajada. Esto tuvo el efecto análogo a una importante rebaja de impuestos. Los ingresos disponibles aumentaron como nunca antes. Además, aquellos que habían comprado bonos de deuda en tiempos de guerra ahora contaban con los intereses que generaban estos títulos como otra vía para obtener ingresos y comprar bienes una vez que el gobierno comenzó a redimir la deuda acumulada.

			El PIB cayó, como esperaban ambas visiones del mundo, la keynesiana y la de la economía de la oferta. Sin embargo, confirmando la tesis de la segunda y tumbando las argumentaciones de la primera, los aumentos de la renta disponible de los que se benefició toda la sociedad llevaron a aumentos igualmente grandes en el consumo. El fuerte aumento del ocio voluntario, que compensó parcialmente la caída del PIB, ilustró procesos cruciales similares a los que describió Slutsky. En 1946, los salarios reales más altos y la acumulación de activos crearon efectos de renta y sustitución en todo el país, generando al mismo tiempo más consumo y más ocio. La economía estaba ante el amanecer de la prosperidad que se vivió en la posguerra.

			La posguerra inmediata fue un ganar-ganar para todos: trabajar menos, ganar más y vivir en paz. Las medidas oficiales muestran que el PIB cayó, pero esta disminución fue mucho menor que el descenso en el gasto de defensa (véase gráfico 8.1). La producción no relacionada con la defensa se expandió considerablemente. El gasto en defensa rara vez constituye una buena receta política o económica si no hay un enemigo. Pues bien, cuando las potencias del Eje fueron derrotadas en 1945, el gobierno de Estados Unidos recortó el gasto en defensa tan rápido como lo había aumentado anteriormente. De 1944 a 1947, esta reducción cayó un 78 por ciento en términos nominales. Oficialmente, el PIB real total se redujo un 1 por ciento en 1945 y otro 11,6 por ciento en 1946 (véase gráfico 8.1). Ante estas cifras oficiales, la Oficina Nacional de Investigación Económica (NBER) solamente observó como recesivo el período comprendido entre febrero y octubre de 1945 (zona sombreada del gráfico 8.1).12

			Vale la pena señalar que la definición de recesión del NBER puede resultar engañosa. Se basa principalmente en el PIB total (producción) y no en la producción no relacionada con la defensa ni en los bienes disponibles para la población. Así, esta catalogación no contempla el hecho de que el gasto en defensa cayó mucho más de lo que aumentó el consumo total. En total, la gente producía menos, tenía más tiempo libre y consumía más. De hecho, los estadounidenses estaban mucho mejor en el punto más bajo de la recesión de 1945 que en el pico del auge anterior.

			En los cinco años que van de 1946 a 1950, la deuda pública de Estados Unidos se redujo merced a los sucesivos superávits presupuestarios. Los ingresos fiscales cubrieron todos los gastos y, de hecho, arrojaron un remanente positivo. La caída del gasto en defensa fue precipitada: primero cayó de 84.900 millones de dólares en 1945 a 28.100 millones en 1946, pasando luego a 21.200 millones en 1947 y a estabilizarse en dichos niveles hasta 1950. Estas cifras aparecen recogidas en la tabla 8.1.B.

			Tabla 8.1.B. Finanzas públicas, 1946-1950 (datos anuales, 
en miles de millones de dólares corrientes de 1946-1950)
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			Fuente: BEA, Oficina de Administración y Presupuesto de Estados Unidos.

			 

			En los cinco años posteriores a la Segunda Guerra Mundial (1946-1950), la deuda del gobierno se redujo en 3.200 millones, la base monetaria se mantuvo estable y el gasto público no relacionado con la defensa se redujo en 4.400 millones. En 1945 se puso en marcha un cambio masivo que permitió pasar de una economía propia de tiempos de guerra a una de tiempos de paz. Por este camino, la producción real de bienes y servicios no relacionados con la defensa saltó un 15 por ciento por ocupado y hora trabajada. En 1946, este indicador volvió a aumentar, esta vez un asombroso 49 por ciento (véase gráfico 8.2). Este repunte supone el mayor aumento anual observado en la historia de Estados Unidos en el salario y el poder adquisitivo que obtienen los asalariados por hora trabajada. Mirando el período de 1944 a 1946 en su conjunto, el PIB real, medido convencionalmente, cayó alrededor de un 12,5 por ciento, pero si se aíslan los datos referidos al gasto en defensa se ve que la producción real por ocupado y hora no trabajada aumentó un 71 por ciento. De igual modo, el consumo total per cápita del PIB no relacionado con la defensa aumentó un 33 por ciento durante este mismo período de dos años. Las personas trabajaban mucho menos, tenían mucho más tiempo libre y obtenían muchos más ingresos para gastar a cambio del trabajo que realizaban.

			Por lo general, podríamos decir que todos somos generalmente conscientes de la cadena de eventos económicos que marcaron la economía estadounidense antes, durante y después de la Segunda Guerra Mundial. En 1938, 1939 y 1940, los niveles de paro fueron, respectivamente, del 19,1 por ciento, el 17,2 por ciento y el 14,6 por ciento; en 1944, la tasa de paro alcanzó su mínimo histórico, con un 1,2 por ciento; en los años 1946, 1947 y 1948, el desempleo no sólo no se disparó, sino que se seguía situado en niveles encomiables del 3,9 por ciento, el 3,9 por ciento y el 3,8 por ciento, respectivamente. Los demás indicadores del mercado laboral se movieron de forma similar. La economía de posguerra no puede interpretarse como una recesión, y mucho menos como una depresión. El año 1945 fue el comienzo de uno de los mayores períodos de prosperidad conocidos en la historia de Estados Unidos y el ejercicio 1946 fue el de mayor auge de toda la serie histórica en términos de aumentos del nivel de vida de los trabajadores. Contrariamente a lo que sugieren los informes de la NBER, no podemos entender este lapso de tiempo como un año de recesión.

			El gran aumento del PIB real durante la Segunda Guerra Mundial no fue el resultado de ningún multiplicador keynesiano, sino la consecuencia del efecto renta negativo agregado que resultó del hecho de que los gastos de defensa no tuvieran un beneficio de consumo directo para los agentes de la economía. Intentar replicar el aumento del PIB real observado durante la Segunda Guerra Mundial con «paquetes de estímulo» desarrollados en tiempos de paz indica una falta de comprensión de conceptos económicos básicos y esenciales. Hay que tener en cuenta la diferencia imperativa entre empleo y consumo.

			Lo que corrobora y refuerza el hecho de que no hubo ningún multiplicador keynesiano en funcionamiento en la década de 1940 fue que, una vez que la Segunda Guerra Mundial llegó a su fin y se produjo una reducción masiva en los gastos de defensa, no se produjo ninguna depresión generalizada en los niveles de vida. Ésta es una prueba de los efectos positivos del ingreso que operaron en el agregado. En cuanto a las experiencias macroeconómicas extraordinarias de la Segunda Guerra Mundial y sus secuelas inmediatas, sólo la teoría económica clásica de los precios, es decir, la economía de la oferta, nos proporciona una explicación completa de lo que sucedió.

			Llegado el año 1943, el PIB era el mismo que en 1939 si se excluía el gasto en defensa. Y, no lo olvidemos, 1939 había sido un año emblemático en la Gran Depresión, puesto que fue entonces cuando el secretario del Tesoro, Morgenthau, se quejó de que, después de seis años de aplicación del New Deal, «hemos intentado gastar dinero [...] pero no funciona».

			Para que funcione el multiplicador keynesiano, tiene que haber un aumento del PIB más allá del gasto estrictamente ligado al estímulo. No sucedió tal cosa en la Segunda Guerra Mundial. Para empezar, las horas trabajadas se dispararon, eliminando incluso el ocio como compensación por los niveles de nivel de vida de la era de la Depresión. El nivel de vida estadounidense se mantuvo tremendamente bajo durante los quince años que van desde 1930 hasta 1945. El estímulo fiscal, por no hablar de la política monetaria, no hicieron nada para mitigar este grave problema. Lo que quedaba por probar eran las rebajas de impuestos, que por fin tuvieron una oportunidad a partir del otoño de 1945.
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			El Estado da un paso atrás y empieza la prosperidad en la posguerra

			La legendaria prosperidad del período posterior a la Segunda Guerra Mundial comenzó con un inmenso despegue económico durante los primeros cuatro años (1945-1949). Fue entonces cuando se produjo una transición entre un pasado marcado por el legado de la Gran Depresión y un futuro de riqueza masiva y prosperidad que se concretó en la década de 1950 y, sobre todo, en la de 1960. La exuberante experiencia económica del cuarto de siglo posterior a 1945 sigue siendo, en la memoria nacional, una referencia de cómo hacer realidad el sueño americano.

			La política que acompañó este período de 1945-1949, el punto de apoyo sobre el que se cimentó la prosperidad de posguerra, tiene por tanto un significado muy especial. Al fin y al cabo, fueron estas decisiones las que embarcaron al país en una travesía de muy amplia prosperidad material, más que nunca antes en la historia. Es bien sabido, y quizá una obviedad, que Estados Unidos volvió a dedicarse a la producción propia de tiempos de paz cuando la Segunda Guerra Mundial llegó a su fin, en 1945. No obstante, persiste la impresión general de que el contexto político de la prosperidad alcanzada en la posguerra fue esencialmente keynesiano. En los libros de texto se nos habla de esta época enfatizando unos impuestos altos y progresivos, un gasto público notable y unos extensos programas de regulación que abarcaban el marco del New Deal, heredado de la década de 1930, y las medidas tomadas para la gestión de la guerra a comienzos de 1940. El discurso imperante observa que muchas de estas circunstancias permanecieron más o menos intactas hasta finales de la década de 1940, de modo que se vinculan estos elementos de política económica al equilibrio, la recuperación y el avance de la producción.

			Esta impresión general es incorrecta, al menos en los aspectos más importantes. Hubo tres grandes iniciativas de política económica en este período. Todas y cada una de ellas disminuyeron el papel del Estado en la economía. La primera fueron las rebajas de impuestos de 1945 y 1948, la segunda fue la decisión de desistir en la introducción de un Programa Nacional para el Pleno Empleo en 1946 y la tercera fue la fuerte disminución del gasto público observada entre 1945 y 1948. El gran aparato estatal que tenía Estados Unidos en 1945 empezó a desmontarse entonces y se redujo de forma notable e inmediata en los años posteriores al fin de la guerra. Las políticas de reducción del tamaño del Estado acompañaron, pues, el gran aumento de la prosperidad civil vivido a finales de la década de 1940.

			La forma en que el gobierno establece un sistema tributario afecta, en gran medida, al desempeño económico. Importa cuánto recauda, cómo lo hace y qué uso da a los ingresos obtenidos. Nada de esto dejó de ser cierto a partir del verano de 1945. Evidentemente, después del Día de la Victoria sobre Japón, en septiembre de 1945, el modelo fiscal estadounidense estaba lejos de tener una estructura ideal, que habría enfatizado la aplicación de tramos reducidos sobre bases amplias, combinando dicho esquema con el mejor empleo posible del gasto público. De hecho, los tramos aplicados en los principales gravámenes eran astronómicamente altos, el gasto público también era elevado (devoraba alrededor del 40 por ciento del PIB) y la regulación de la actividad comercial seguía siendo extensa.

			Sin embargo, nada más acabar la guerra, y cada vez con más intensidad, se puso de moda tomar medidas de calado para llevar la economía política estadounidense hacia los principios del libre mercado. Aunque fuesen victorias parciales, y no totales, ésta fue la tónica hasta mediados de 1948, y tal esfuerzo fue suficiente para desencadenar la inmensa y larga expansión que llegó a conocerse como la prosperidad de posguerra y, de hecho, comenzó con una verdadera explosión del crecimiento.

			Prosperidad y política económica: la primera rebaja 
de impuestos

			En el gráfico 9.1 vemos el PIB real de Estados Unidos con y sin gastos de defensa, desde 1935 hasta 1950. Llegado el año 1944, los gastos de defensa se habían convertido en un componente enorme (cerca del 40 por ciento) del PIB real. Como explicamos en el capítulo anterior (de hecho, el gráfico presentado a continuación es solamente un fragmento del gráfico 8.1 incluido en ese capítulo), el gasto en defensa desplegado durante la Segunda Guerra Mundial tenía una conexión mínima con la producción de bienes de consumo privado. Por tanto, la gente producía más, consumía menos y trabajaba más duro para evitar sumergirse en una pobreza aún mayor que la que habían sufrido en los años previos al estallido del conflicto armado. Éste fue, por tanto, un momento peculiar en la historia económica estadounidense, en la medida en que los efectos de la política fiscal sobre los ingresos tuvieron una fuerza predominante desde el más corto plazo.

			A partir del verano de 1945, esos grandes efectos sobre los ingresos se revirtieron, ya que el gasto en defensa empezó a caer. Esto redujo el PIB real, pero elevó el PIB real de consumo privado. Las horas de trabajo cayeron voluntariamente, dando como resultado un aumento del tiempo de ocio, que casi había desaparecido en los años de la guerra. Los salarios reales aumentaron tras el conflicto bélico, lo que a su vez condujo a un aumento de la demanda. Lo que sucedió a partir del verano de 1945 no fue más que lo que la economía estaba esperando: menos PIB real, pero más PIB consumible y más ocio. La gente consumía más y trabajaba menos.

			Gráfico 9.1. PIB real y PIB real excluyendo el gasto en defensa, 1935-1950 (datos anuales, en miles de millones de dólares de 2018; las barras grises representan períodos de recesión)

			[image: ]

			Fuente: BEA, NBER.

			Las estadísticas son claras en relación con el proceso que se consolidó a partir de 1945. De 1945 a 1946, como refleja el gráfico 9.1, el PIB real no relacionado con la defensa aumentó en un 26 por ciento. De 1946 a 1950 lo haría otro 18 por ciento. El avance observado hasta el estallido de la guerra de Corea fue más que notable. Colectivamente, la tasa de crecimiento anual del PIB real excluyendo el gasto en defensa —que no es más que una medida del nivel de vida de la nación— avanzó, desde mediados de 1945 hasta mediados de 1950, a un ritmo del 8 por ciento anual, una cifra enorme en la que ni siquiera se toma en consideración el gran aumento del ocio que también se dio durante el mismo período. La política económica que acompañó a este tremendo aumento en el nivel de vida de los estadounidenses estuvo centrada en una reducción integral del peso del Estado y de la intervención del gobierno en la economía.

			El primer paso en esta dirección llegó rápidamente en la forma de una rebaja de impuestos que se desarrolló a partir de 1945. En la primavera y el verano de ese año, en cuanto empezó a resultar evidente que Estados Unidos lograría pronto la victoria en la guerra, el Congreso y el presidente Truman se mostraron de acuerdo en que las tasas impositivas tan elevadas que se habían aplicado en la guerra debían reducirse de forma significativa.

			En 1944, el tramo superior del IRPF había subido hasta el 94 por ciento, y el inferior, hasta el 23 por ciento. La Ley de Ingresos de 1945, aprobada por el Congreso y firmada por Truman en noviembre, redujo los tramos aplicados en el impuesto sobre la renta. Las nuevas tarifas entraron en vigor a partir del año 1946. La medida más importante fue la reducción del tramo superior, que pasó del 94 por ciento al 86,45 por ciento. Esta diferencia, de 7,55 puntos porcentuales, representaba más del doble de la tasa de incentivo neto de impuestos ofrecido a los trabajadores de mayores ingresos. Su tasa neta de impuestos pasó de una retención de 6 centavos por 1 dólar ganado por encima del umbral máximo de ingresos a una retención de 13,55 centavos por un nivel idéntico de compensación. Los demás tramos también bajaron, y lo hicieron, en la mayoría de los casos, en unos cinco puntos porcentuales. Por otro lado, el tramo inferior se redujo del 23 por ciento al 19 por ciento.

			Además, la Ley de Ingresos de 1945 derogó el recargo aplicado sobre las «ganancias excesivas» de las empresas, pero también redujo el tipo general del impuesto de sociedades del 40 por ciento al 38 por ciento y paralizó el aumento que se había programado en las cotizaciones sociales. Todas estas disposiciones entraron en vigor a partir del 1 de enero del año siguiente. La eliminación del recargo sobre los «beneficios excesivos» de las empresas fue un golpe directo a la ideología de la era del New Deal. El gravamen se había estructurado de tal manera que recaía sobre las corporaciones que ganaban más dinero del promedio entre 1936 y 1939 o ganaban más del 5 por ciento con el capital que tenían invertido. En el caso de las corporaciones más grandes, el impuesto llegaba a suponer un 95 por ciento. Llegado el año 1944, este tributo generaba 9.000 millones de dólares, la mitad de lo que aportaba el IRPF. La cifra era equivalente al 21 por ciento de los ingresos tributarios del gobierno federal.

			Adoptar un recargo sobre los «beneficios excesivos» había sido parte de las opciones de política económica discutidas por el presidente Franklin D. Roosevelt a partir de 1935, que ya incluyó un gravamen de este tipo en la Ley de Ingresos aprobada ese año, centrada en castigar fiscalmente a los ricos. Otra medida similar fue el impuesto a las ganancias no distribuidas que introdujo Roosevelt en 1937 y fue derogado en 1939. Tal figura gravaba a las empresas que no repartiesen dividendos, alegando que esto hacía que no se materializase el pago fiscal asociado a tales operaciones. Pues bien, a partir del 1 de enero de 1946, ninguno de estos impuestos diseñados por la Administración Roosevelt seguía en vigor.

			A efectos prácticos, el recargo sobre los beneficios excesivos de las empresas que estuvo en vigor hasta su derogación en 1945 había eliminado cualquier incentivo tendente a promover la innovación económica. Si una empresa osaba salirse de la media y lograba márgenes de ganancia más abultados, el gobierno confiscaba la práctica totalidad de ese beneficio adicional. En cambio, con la eliminación del impuesto en 1945, el stock de capital acumulado durante la guerra pasó a ser mucho más rentable de lo que había sido hasta entonces, durante la guerra y bajo la aplicación de este impuesto. Sin duda, además del patriotismo, una de las razones por las que las empresas toleraron el impuesto confiscatorio sobre los beneficios excesivos durante la guerra fue la fuerte impresión de que este tributo desaparecería cuando llegara la paz. Así ocurrió. Su derogación permitió que el stock de capital acumulado durante la guerra animase la producción de bienes y servicios para el consumo civil, que resultaba mucho más rentable bajo el nuevo paradigma fiscal.

			En cuanto a la subida de las cotizaciones sociales que se paralizó en 1945, lo cierto es que el mensaje que se envió fue positivo en la medida en que se descartó el encarecimiento de los costes fiscales del empleo. No fue la primera vez que se retrasó o se frenó la aplicación de este tipo de carga. Por ejemplo, en 1935, en el marco del New Deal, se introdujo por vez primera un impuesto sobre la nómina de los trabajadores del 1 por ciento que debían pagar tanto las empresas como los trabajadores. Entonces se dispuso que el gravamen empezase a aumentar a partir de 1940, hasta llegar a más del 3 por ciento. Sin embargo, el pánico que indujo la Pequeña Gran Depresión de 1937-1938, que ya comentamos en el capítulo 6, hizo que el Congreso anulase ese aumento, que de hecho permaneció cancelado durante el resto de la década de 1940 y solamente aumentó al 1,5 por ciento en el año 1950.

			La eliminación del recargo sobre los «beneficios excesivos» de las empresas mejoró la rentabilidad del capital. Las rebajas del IRPF y el aplazamiento de los aumentos de la cotización social que habría afectado tanto a los empleadores como a los empleados aseguraron que la mano de obra no se iba a seguir encareciendo. Estas mejoras redundaron en un mayor rendimiento del capital y contribuyeron a un pago neto por mano de obra más atractivo. Además, la Ley de Ingresos de 1945, con sus derogaciones y rebajas de impuestos y con la cancelación de la subida prevista en las cotizaciones sociales, supuso un cambio conceptual fundamental, al iniciar una desviación con respecto a las políticas del New Deal. A partir de 1946, los estadounidenses tenían tipos impositivos más bajos y veían que los aumentos impositivos que se habían anunciado no se estaban materializando, sino que se estaban derogando. Las vacas sagradas del último New Deal, como el recargo sobre las «ganancias excesivas» o la subida de las cotizaciones sociales, ya no eran una prioridad. Bajo este marco, los ingresos privados empezaron a dispararse.

			Sin programas nacionales de empleo y con el descenso del gasto, la economía empieza a funcionar

			El segundo desarrollo central de la política económica del bienio 1945-1946 fue el abandono por parte del Congreso de una propuesta que pretendía poner en marcha un Programa Nacional de Pleno Empleo. Al igual que los impuestos sobre los «beneficios excesivos», esta noción bebía de la filosofía del New Deal y la política económica de la década de 1930. El Congreso había dado pábulo a las advertencias sobre una depresión de posguerra en 1945, de modo que elaboró extensas intervenciones legislativas orientadas a prevenir tal resultado. El propósito de esta legislación era crear un aparato de planificación económica nacional que pudiera predecir, cada año, cuánto tiempo tardaría la economía privada en proporcionar un nivel de puestos de trabajo de «pleno empleo». Si antes de cada año se proyectase que las operaciones de la economía privada generarían un desempleo por encima del nivel considerado apropiado, del 4 por ciento, el gobierno intervendría y pondría en marcha un programa que condujese a niveles de empleo compatibles con dicha meta. Antes de desarrollar el proyecto de ley en cuestión, se encargó a un nuevo panel gubernamental de economistas (a la sazón, el Consejo de Asesores Económicos, o CEA, por sus siglas en inglés) dependiente de la Casa Blanca la tarea de evaluar, con unos dieciocho meses de anticipación, el devenir de la producción económica y el posible déficit de empleo observado en el país.

			Tales expectativas eran poco realistas. No era razonable pretender que un panel de economistas del gobierno cumpliera tal misión. Cuando el proyecto de ley fue aprobado a principios de 1946 con el nombre de Ley de Empleo de 1946, lo cierto es que vino acompañado de la creación de los organismos que se encargarían de la recopilación de estadísticas para fines gubernamentales. Así nació la CEA y así se constituyó el Comité Económico Conjunto del Congreso, pero su papel quedó reducido al de asesores, entes de recopilación de datos y órganos consultivos y deliberativos. La idea de otro New Deal o un Programa Nacional de Pleno Empleo fue desechada. El Congreso discutió el asunto intensamente a lo largo de 1945 y la primera parte de 1946, pero finalmente abandonó la propuesta. El auge económico del sector privado que ya se había materializado en otoño de 1945 eliminó los miedos que sirvieron como premisa para aquella iniciativa legislativa. La tasa de paro se mantuvo por debajo del 4 por ciento en 1946, 1947 y 1948 sin necesidad de ningún tipo de intervención (o, mejor, gracias a ello). El hecho de que el Programa Nacional de Pleno Empleo no se aprobara en 1945-1946 ponía en tela de juicio la idea de que pudiese quedar apetito político a favor de introducir medidas inspiradas en la filosofía del New Deal. De hecho, cuando resultó evidente que no habría otro New Deal, el repunte del nivel de vida estadounidense cobró más fuerza.

			Mientras el Congreso se preocupaba por la cuestión del mercado de trabajo, desistiendo finalmente de intervenir en dicho frente, la economía real pudo desarrollar sus procesos en ausencia de tal intervención. El resultado fueron niveles de crecimiento que no se habían visto desde la década de 1920. Estados Unidos empezó a prosperar muy por encima de las expectativas. El promedio de horas trabajadas cayó, pero el PIB real, excluyendo el gasto en defensa, se disparó. Dejando a un lado el gasto militar, los tremendos saltos de la producción por ocupado y hora trabajada alcanzaron niveles altísimos, del 15 por ciento en 1945 y del 49 por ciento en 1946. El desempleo nunca alcanzó el 4 por ciento y no hubo ninguna gran movilización de dinero público orientada a este u otro fin. De hecho, los aumentos de la producción neta en términos reales se produjeron cuando se retiró de la agenda la idea de tales formas de intervención pública en la economía. Los fuertes aumentos de la producción real neta vinieron acompañados, en cambio, por rebajas de impuestos que se hicieron efectivas el 1 de enero de 1946 y que fueron de la mano de las disminuciones en el gasto público aprobadas desde finales de 1945.

			En términos absolutos, el PIB total, incluyendo el gasto en defensa, experimentó un descenso notable durante 1945-1946, contrayéndose en un 11,6 por ciento. Sin embargo, esto sucedió únicamente debido a la fuerte disminución del gasto militar. El gráfico 9.1 muestra la enorme caída en el gasto de defensa, pero también recoge el repunte (intenso, pero aún menor) en la producción generada por la economía real. Esto ocurrió porque los trabajadores optaron por destinar parte de su mejorada fortuna económica a trabajar menos y abandonar las frenéticas jornadas laborales propias de los tiempos de guerra. La caída absoluta del PIB fue suficiente para confundir a los políticos sobre lo que estaba sucediendo. No se le dio la debida importancia al fuerte aumento del nivel de vida o el bajo nivel de paro de esos años. Uno de nosotros, Brian Domitrovic, comenta esta situación en Econoclasts (2009), acuñando un término que ha ganado popularidad en los últimos años:

			La economía estadounidense siguió un camino curioso en los primeros años posteriores a 1945. Los formuladores de políticas querían evitar que se repitiera la experiencia interna de la década de 1930 [...]. Después de la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos cambió la depresión por un período agudo de estanflación. En realidad, fue una shrinflation [inflación contractiva], en la medida en que la economía se contraía a medida que aumentaban los precios [...]. La inflación contractiva fue una experiencia desconcertante. Y esto confundió al presidente, Harry S. Truman.1

			En efecto, en la Wikipedia se alude a este pasaje de Econoclasts para expresar que dicho término ha sido atribuido «tanto a Pippa Malmgren [asesora de George W. Bush] como a Brian Domitrovic».

			Pues bien, más allá de las expectativas que podían haber tenido líderes políticos como Harry Truman o Henry Wallace, y más allá de los miedos expresados por los principales economistas keynesianos, como Paul Samuelson, lo cierto es que no se llegaron a dar las calamidades económicas que, como vimos en el capítulo anterior, se anticipaban como el probable desenlace de la desmovilización y el repliegue de la economía de guerra. A finales de 1945, estos temores habían quedado refutados. De hecho, había quedado demostrado que la política necesaria para asegurar la prosperidad en la posguerra era aquella basada en reducir el peso del Estado en la economía. Ése fue el efecto central de la política económica promulgada en aquella época. Primero, las rebajas de impuestos de la Ley de Ingresos de 1945. Después, la histórica caída del gasto público que detallamos a continuación. Y, por el camino, el fracaso de la iniciativa del Programa Nacional de Pleno Empleo también tuvo su papel. Los estadounidenses vieron que, después del final de la guerra en 1945, el gobierno se estaba quitando de en medio y mostraba un claro desánimo ante la perspectiva de seguir extendiendo el alcance del New Deal. La respuesta de los estadounidenses fue reajustar el equilibrio entre el trabajo y el ocio. Así se puso en marcha la etapa inicial de la prosperidad de posguerra.

			Además del gran aumento del nivel de vida que empezó a desarrollarse en otoño de 1945, de la rebaja de impuestos que entró en vigor el 1 de enero de 1946 y del abandono del Programa Nacional de Pleno Empleo, otro aspecto central de esos años fue la fuerte disminución del gasto público. En 1944-1945, los gastos del gobierno federal representaban alrededor del 40 por ciento del PIB. La mayor parte de estos desembolsos estaban ligados a la guerra, que concluyó durante el verano de 1945. Pues bien, llegado el año 1948, los gastos federales se habían derrumbado en casi tres cuartas partes, hasta situarse alrededor del 11 por ciento del PIB, un nivel tan bajo que no se ha vuelto a ver desde entonces. A medida que el gasto cayó drásticamente, el presupuesto federal alcanzó un escenario de superávit entre 1947 y 1949. Este desarrollo replicó lo observado tras la Primera Guerra Mundial, con once superávits presupuestarios en torno al boom de los años veinte, cuando también bajaron los impuestos y se puso en marcha una reducción del gasto público.

			Es poco probable que el gasto federal hubiera caído tanto entre 1945 y 1948 si el New Deal hubiese mantenido su popularidad entre la clase política y la ciudadanía. Ya no quedaba impulso político para este tipo de iniciativas. De hecho, tampoco se pretendió cambiar el gasto en defensa por gasto social. Lo que sí pasó, pues, fue una caída rápida y generalizada del gasto. En 1939, último año fiscal antes de la escalada del gasto militar y punto culminante de la era del New Deal, los gastos federales ascendían al 10 por ciento del PIB, incluyendo en esta rúbrica un gasto militar inferior al 2 por ciento del PIB. En 1948, los gastos federales eran del 11,3 por ciento del PIB, con un gasto en defensa del 3,5 por ciento del PIB. El presupuesto federal, excluyendo la defensa, era aproximadamente el 7,8 por ciento del PIB en 1948, frente al 8 por ciento de finales de la década de 1930. La filosofía del New Deal ya no iba a ninguna parte... y la economía despegó.

			De acuerdo con la concepción keynesiana, el gasto público, en condiciones de estancamiento o depresión, funciona como estímulo para la producción. Cuando la economía privada cae por debajo de los niveles óptimos de producción (un desarrollo natural, según la perspectiva keynesiana), el gasto del gobierno tiene un efecto multiplicador, por el cual la economía privada gasta e invierte más a causa de ese estímulo. Según esta teoría, la única manera de que la economía alcance y mantenga su potencial productivo es que el gasto de estímulo del gobierno la espolee continuamente.

			A medida que el gasto en defensa cayó precipitadamente en 1945 y 1946, y después se mantuvo en niveles reducidos, la economía rugió como no se había visto desde la década de 1920. Sucedió todo lo opuesto a lo que sugiere la lógica keynesiana. La rebaja drástica del gasto público coincidió con un aumento significativo en el crecimiento económico real y mantuvo el desempleo en niveles comúnmente entendidos como coherentes con el pleno empleo (paro inferior al 4 por ciento). La prosperidad de posguerra echó a andar, en última instancia, gracias a la primera rebaja de impuestos en una generación, el abandono de los programas públicos de creación de empleo y la reducción del gasto público. Todo esto se sucedió tras la victoria en la Segunda Guerra Mundial, en verano de 1945, y se prolongó por un lustro.

			Los estados fuerzan una reducción de impuestos

			La otra iniciativa política relevante de la historia económica de este período tiene que ver con una nueva rebaja de impuestos, que data de 1948. Esta reducción de la presión fiscal constituye un episodio muy relevante en la historia fiscal estadounidense y, sin embargo, rara vez se comenta y explica con la debida importancia. Lo sucedido entonces fue una notable muestra del poder de la estructura federalista del sistema de gobierno estadounidense, mediante el cual los gobiernos estatales gozan de poderosas prerrogativas constitucionales que pueden activar para regular su trato con el gobierno federal.

			En 1947 y a comienzos de 1948, el Congreso entendió que debía reducir los impuestos (sin importar la perspectiva de un veto presidencial) si pretendía contrarrestar una estrategia cada vez más exitosa e intensa desarrollada por parte de los estados de la Unión para sortear el impacto de los impuestos federales. La estrategia pasaba por invocar la «propiedad comunitaria» sobre el «derecho consuetudinario». Los gobiernos estatales que siguieron esta vía adoptaron la estrategia poco después del final de la Segunda Guerra Mundial. Sus esfuerzos acabaron empujando la aprobación de la rebaja de impuestos más sustancial de todas las introducidas a nivel federal entre las décadas de 1920 y 1960, que se hizo realidad en 1948.

			Como señalamos en el capítulo sobre la evolución de los impuestos estatales y municipales en los años de la Gran Depresión, a comienzos de la década de 1940 veíamos el caso de muchas personas de ingresos altos que, al residir en estados con leyes de propiedad comunitaria, presentaban rutinariamente dos declaraciones de impuestos por hogar, una por cónyuge. Por lo general, era frecuente que solamente el marido percibiese ingresos. Pues bien, de acuerdo con la tradición jurisprudencial de la propiedad comunitaria, los ingresos y bienes del matrimonio se pueden dividir a la mitad, repartidos de forma igualitaria entre los esposos. Así, si un hombre obtenía un alto nivel de ingresos y ganaba, por ejemplo, 50.000 dólares de 1941 (alrededor de 925.000 dólares en la actualidad), enfrentaba el pago de un tipo marginal del 59 por ciento, con buena parte de su renta gravada a tasas superiores al 40 por ciento; sin embargo, si este asalariado presentaba una declaración de apenas 25.000 dólares y su esposa hacía una declaración equivalente por los 25.000 dólares restantes, el gravamen aplicado a cada declarante pasaba a ser del 48 por ciento, con buena parte de los ingresos gravados a tipos cercanos al 30 por ciento. En este caso, el pago fiscal exigido a dicha familia era un tercio menor que en el caso de una declaración individual al uso. Este proceso se conocía como «división de ingresos». Mediante la aplicación de una estrategia de elusión de impuestos tan simple y legal, las personas casadas de ingresos altos que vivían en los estados con un marco legal de propiedad comunitaria podían burlarse de la estructura impositiva de Hoover y FDR.

			Los estados de propiedad no comunitaria se dieron cuenta de que, efectivamente, sus tipos impositivos federales eran más altos en la práctica que los aplicados en los estados de propiedad comunitaria. Ciertos estados de propiedad no comunitaria habían rectificado este problema permitiendo los regímenes legales de propiedad comunitaria, un fenómeno que empezó a darse antes de la guerra. A partir de 1945, el cambio a la propiedad comunitaria se convirtió en una moda frecuentemente desplegada en los estados que habían venido manteniendo la tradición de la common law.

			Una vez que llegó la paz, nadie podía pedir a los estados de derecho consuetudinario que frenasen este tipo de maniobras para no colaborar en la financiación de la guerra. En 1947, el poder legislativo de Pensilvania empezó a debatir el paso del venerable derecho consuetudinario inglés a la propiedad comunitaria más típicamente latina. Una cosa era que Oklahoma hubiese hecho esto mismo en 1939 y otra que lo hiciese Pensilvania. Oklahoma era, al fin y al cabo, un estado notorio por su pobreza, de modo que casi parecía un caso desesperado. En cambio, Pensilvania era prácticamente el centro neurálgico de las grandes fortunas industriales de Estados Unidos. Solamente en el caso de la familia Mellon, por poner un ejemplo, se encontraban algunos de los contribuyentes más acaudalados del país en aquella época. Permitir la división de ingresos en los matrimonios haría que muchas de estas personas adoptasen tal práctica. Las subidas fiscales aprobadas desde 1932 se verían, pues, directamente afectadas y parcialmente replegadas.

			Pues bien, no solamente dio el paso Pensilvania, sino que también se aprobaron cambios de este tipo en Míchigan (otra potencia industrial), Oregón y Hawái. En Nueva York también empezó a tramitarse un cambio parecido. Ante esta circunstancia, el Congreso celebró distintas sesiones a lo largo de año 1947 dedicadas a abordar este asunto. Los legisladores temían que los tipos impositivos fijados a nivel federal se convirtiesen en papel mojado, fuese con los tramos que fuese, del 91 por ciento o del 50 por ciento.

			En estas audiencias, el Congreso dio a entender que podían tomarse medidas para remediar la situación, pero lo que terminó sucediendo fue una clara rendición. Es cierto que los legisladores intentaron identificar la propiedad comunitaria con la evasión de impuestos, describiéndola como una práctica de mala fe pensada para eludir las leyes federales. Un abogado de Texas que intervino en aquellas sesiones negó la mayor:

			El sistema de propiedad comunitaria no es una ficción, y tampoco es una ley extraña y ajena. De hecho, los historiadores del derecho, sin excepción, señalan que el sistema de propiedad comunitaria es mucho más antiguo que el de derecho consuetudinario. Tuvo su origen en la ley de los visigodos, una tribu germánica que invadió España a comienzos de nuestra era. El Código Visigodo, del año 693 d. C., fue adoptado siglos antes del comienzo de la ley común y delineó claramente este sistema de sociedad marital.2

			El Congreso se desanimó ante tales testimonios, que se sucedieron en la primavera, el verano y el otoño de 1947. La división de ingresos estaba permitida bajo el régimen legal de propiedad comunitaria y cada vez más estados estaban introduciendo esta forma jurídica en sus leyes. De hecho, en muchos territorios que aún no habían dado el paso ya se estaban moviendo para hacerlo. La estructura fiscal federal estaba dejando de aplicarse como había venido siendo habitual. En junio de 1947, el Congreso aprobó un proyecto de ley que reconocía la división de ingresos a la hora de pagar impuestos federales. El presidente Truman vetó este proyecto de ley y volvió a oponerse a dos nuevas versiones de éste. Sin embargo, la tercera formulación de la propuesta, de marzo de 1948, se convirtió en ley cuando el Congreso anuló el enésimo veto de Truman de forma abrumadora y con un amplio consenso bipartidista. La votación en la Cámara arrojó un resultado favorable de 311 a 88 y en el Senado se aprobó el cambio con 77 apoyos y 10 legisladores en contra. Un total de 279 legisladores republicanos y otros 109 demócratas votaron a favor de la anulación.

			Con la Ley de Ingresos de 1948 se permitiría a las parejas presentar una declaración conjunta dividiendo a la mitad sus ingresos sujetos al pago del IRPF federal. Esto tuvo enormes consecuencias y supuso, en la práctica, una profunda rebaja de impuestos para las personas de renta alta. Hasta entonces, estos contribuyentes lidiaban con tramos que superaban el 80 por ciento. Sin embargo, a partir de esta modificación, un neoyorquino de ingresos altos que estuviese casado podría repartir su base imponible con su cónyuge. Los impuestos adeudados por los asalariados que estaban en esta circunstancia se redujeron drásticamente.

			Además de la disposición que permitió la división de ingresos, la Ley de Ingresos de 1948 también se aseguró de rebajar los impuestos en todos los ámbitos. De entrada, una deducción que permitía un descuento del 5 por ciento en la declaración final de IRPF fue aumentada al 10 por ciento para las personas de renta alta, al 12 por ciento para los contribuyentes de renta media y al 17 por ciento para los trabajadores de renta baja. El tramo superior del impuesto bajó del 86,45 por ciento al 82,13 por ciento (tres años antes estaba en su máximo histórico del 94 por ciento). Esto aseguró que los contribuyentes residentes en territorios de propiedad comunitaria (que ya venían beneficiándose de la división de ingresos) sacasen también algún provecho de la nueva ley. Por tanto, lo que entró en vigor en 1948 no fue simplemente una mera rebaja de impuestos pensada para los estados de derecho consuetudinario. De hecho, la ley estableció también distintas exenciones aplicables en los impuestos de sucesiones y donaciones, cuya subida bajo el gobierno de FDR había sido amortiguada, en parte, por las estrategias fiscales seguidas en los estados que reconocían la propiedad comunitaria.

			Las estimaciones divulgadas en 1948 partían de que la ley rebajaría de forma muy notable el peso del IRPF sobre todos los niveles de renta. Un análisis de la Universidad de Stanford señaló que los contribuyentes de ingresos bajos (hasta 5.000 dólares anuales, unos 54.000 dólares en la actualidad) que residiesen en uno u otro tipo de estado se beneficiarían de una rebaja de entre el 25 por ciento y el 50 por ciento en su declaración anual. Los residentes en estados de derecho consuetudinario con ingresos entre los 5.000 dólares y los 60.000 dólares (de 54.000 dólares a 650.000 dólares en la actualidad) experimentarían reducciones de aproximadamente un 30 por ciento. En cuanto a las personas de rentas más altas que viviesen en estados de derecho consuetudinario, la rebaja efectiva de los impuestos sería más moderada. Los residentes de estados de propiedad comunitaria con ingresos superiores a 5.000 dólares anuales obtendrían un recorte medio de sus impuestos del 10 por ciento.

			La ley hizo lo que tenía que hacer. Detuvo la marea de territorios que estaban adoptando la propiedad comunitaria al permitir que todas las parejas casadas dividieran los ingresos y, por tanto, ralentizar el impacto de la progresividad para cualquier contribuyente casado con ingresos sujetos al pago del IRPF.

			El gráfico 9.2 pertenece al estudio de la Universidad de Stanford, publicado en su Stanford Intramural Law Review.3 El eje vertical mide el porcentaje de rebaja de impuestos del que se beneficiaron los contribuyentes a raíz de la Ley de Ingresos de 1948 y el eje horizontal permite observar el porcentaje de rebaja según el nivel de renta. Las dos curvas expresan el grado medio de reducción de impuestos para los contribuyentes; la línea gruesa contempla la circunstancia de los territorios de propiedad comunitaria y la línea discontinua refleja el comportamiento esperado en los estados de derecho consuetudinario. Como puede verse, los residentes de los estados de derecho consuetudinario obtuvieron mayores reducciones porque sus leyes aún no habían adoptado el sistema de propiedad comunitaria y, por tanto, se beneficiaron de la nueva posibilidad de aplicar la división de ingresos al IRPF federal, pero también de las rebajas fiscales incluidas en la Ley de Ingresos de 1948. En cambio, los residentes en territorios que ya contaban con normas de propiedad comunitaria obtuvieron solamente el beneficio de las rebajas fiscales porque ya venían disfrutando los beneficios del reparto de ingresos habilitado por la normativa vigente en sus estados. Al otorgarles a los residentes de derecho consuetudinario una reducción de impuestos mayor que a los residentes de propiedad comunitaria, la Ley de Ingresos de 1948 puso a todos los contribuyentes en condiciones de igualdad para el futuro.

			Gráfico 9.2. Ahorro fiscal derivado de la incorporación de la declaración conjunta en el IRPF con la Ley de Ingresos de 1948

			[image: ]

			Fuente: «The rout of the American bachelor: Revenue Act of 1948», Stanford Intramural Law Review, 2 (1948), p. 99.

			Uno de los propósitos de la ley era evitar una crisis constitucional. Igualar a los contribuyentes de derecho consuetudinario y de propiedad comunitaria detuvo la ola de conversiones que estaba generalizando la propiedad comunitaria. Una vez que se codificó la posibilidad de realizar declaraciones conjuntas, muchos estados que habían modificado su marco jurídico para adoptar el sistema de propiedad comunitaria volvieron a adoptar sistemas de derecho consuetudinario.

			El presidente Truman no reconoció los riesgos evidentes de su veto a los proyectos de ley que intentaron solucionar esta cuestión en 1947 y 1948. De hecho, su último veto no tuvo eficacia por la oposición generalizada que se topó en el Congreso, pero incluso en medio de un debate tan intenso, Truman nunca llegó a entrar en el tema central del asunto, que era la división de ingresos como mecanismo para pagar menos impuestos. Al vetar el proyecto de ley que finalmente se convirtió en norma, Truman afirmó estar «convencido de que, en este momento, reducir los ingresos del gobierno en 5.000 millones mostraría un desprecio temerario por la solidez de nuestra economía y las finanzas de nuestro gobierno». Los dos temas en los que sí se detuvo Truman fueron los siguientes:

			Primero, el proyecto de ley reduciría los ingresos del gobierno hasta el punto de hacer más que probable la aparición de un déficit en el presupuesto público, y todo esto en un momento en el que la gestión responsable de los asuntos financieros de la nación requiere de un superávit sustancial para reducir nuestra gran cantidad de endeudamiento público, paso clave para estar razonablemente preparados ante cualquier contingencia que pueda surgir. En segundo lugar, el proyecto de ley aumentaría en gran medida el peligro de una mayor inflación, al agregar miles de millones de dólares de poder adquisitivo en un momento en que la demanda ya supera a la oferta en muchos ámbitos estratégicos de la economía y en una circunstancia en la que los gastos gubernamentales necesariamente van en aumento.4

			Estos dos puntos eran contradictorios. Truman dijo que vetó el recorte de impuestos para no aumentar el «poder adquisitivo» de la población porque eso avivaría la inflación. Sin embargo, al mismo tiempo, pretendía retener un mayor volumen de ingresos fiscales para que el gobierno estuviera «razonablemente preparado ante cualquier contingencia que pueda surgir». Si estuviésemos juzgando su oratoria, tendríamos que darle cero puntos a sus postulados argumentativos. Las cuatro mil páginas de debate legislativo en el Congreso, incluido el tutorial de historia visigoda, habían dejado claro cuál era el problema de fondo. Fueron dos los proyectos de ley que la Cámara y el Senado aprobaron entre 1947 y 1948, aunque hizo falta un tercero para superar el veto de Truman. El fondo del asunto siempre fue el mismo: o el gobierno federal permitía que las personas casadas repartiesen sus ingresos en la declaración del IRPF o cada vez habría más estados que legislarían para permitir esta circunstancia a base de adoptar sistemas jurídicos de propiedad comunitaria.

			En clave constitucional, el debate sobre la Ley de Ingresos de 1948 constituye un episodio fascinante. Hoover, primero, y FDR, después, hicieron que el gobierno federal explorase los límites de la confiscatoriedad fiscal, con fortísimas subidas de impuestos. A medida que los tramos sobre los ingresos personales se dispararon, primero al 63 por ciento en 1932, luego al 79 por ciento bajo el New Deal y finalmente al 90 por ciento durante la guerra, el gobierno federal parecía haberse convencido a sí mismo de que podría mantener unos niveles tan altos de tributación sin problema alguno. Sin embargo, en las décadas de 1930 y 1940 fue avanzando el cultivo de una estrategia fiscal que permitía reducir notablemente el pago de IRPF al acogerse a la declaración conjunta permitida por los sistemas legales de propiedad comunitaria, lo que dio pie a una devastadora diferenciación jurisprudencial. Desde entonces, el gobierno federal podía establecer impuestos muy altos, pero solamente de jure, puesto que tales medidas ya no funcionaban de facto merced a esta estrategia seguida por tantos contribuyentes.

			En lo referido al federalismo, el activismo de los estados que dio lugar a la aprobación de la Ley de Ingresos de 1948 debería figurar como una de las estrategias de presión más efectivas de todas las que los estados han llegado a idear para poner límites al gobierno federal. En lo tocante a otro principio constitucional fundamental como es la separación de poderes, todo lo que rodeó a la aprobación de esta ley resultó ilustrativo. El presidente Truman no quería capitular ante las presiones de los estados; de hecho, ni siquiera se refirió al problema de fondo en sus comentarios sobre lo que estaba discutiendo el Congreso. Sin embargo, el poder legislativo sí entendió la realidad y cedió con sabiduría. El veto bipartidista sucedió después de tres intentos fallidos de arreglar el problema. La Corte Suprema, por su parte, respaldó las prerrogativas de los estados.

			La saga que condujo a la Ley de Ingresos de 1948 demuestra que el gobierno federal no podía forzar a los estados a promulgar impuestos más altos y, por razones de separación de poderes, tanto el Congreso como los tribunales intervinieron para poner de manifiesto que la Presidencia no tenía autoridad para rechazar los cambios que los estados estaban imponiendo en sistema fiscal federal en 1948, por la vía de los hechos consumados que estaban conduciendo a una gran rebaja de los impuestos que al final se pagaban efectivamente.

			Las principales disposiciones de la Ley de Ingresos de 1948 fueron retroactivas, puesto que se aprobaron con el 1 de enero de ese mismo año como fecha de arranque. Para el año fiscal de 1948 (del 1 de julio de 1947 al 30 de junio de 1948), los ingresos del gobierno federal siguieron por encima de los de 1947 en términos nominales. En el año fiscal de 1949, que ya recogió plenamente el impacto de estos cambios, sucedió lo mismo. Año tras año, el presupuesto arrojó un superávit. Si la experiencia de la rebaja de impuestos y la reducción del tamaño del Estado observada de 1945 a 1948 se hubiese extendido en el tiempo, se habrían alcanzado niveles de desarrollo semejantes a los de los locos años veinte.

			Cómo surgió la prosperidad de la posguerra

			En los libros de texto de historia y economía no se suele contar lo que realmente sucedió en el período de 1945 a 1948, que verdaderamente fue un tiempo de rebajas en los tipos impositivos, de reducción del gasto público y de repliegue legislativo de los programas propios del New Deal. En 1944-1945, la tasa máxima que coronaba el impuesto sobre la renta era del 94 por ciento, pero dicho tramo pasó al 86,45 por ciento en 1946 y al 82,13 por ciento en 1948, con rebajas mucho mayores para todos los declarantes casados que realizasen una declaración conjunta. Los tramos inferiores también bajaron de forma consecuente. El gasto público cayó como una piedra, reduciendo en dos tercios su peso sobre el PIB. Del nivel de 1943-1944, que se movía en torno al 40 por ciento, bajó al 11 por ciento en 1948, coincidiendo con el logro de sucesivos superávits presupuestarios. Además, el crecimiento económico real (excluyendo la defensa) fue tan fuerte a partir de finales de 1945 y en 1946 que los funcionarios federales archivaron sus grandes planes de estímulo y su gran Programa Nacional de Pleno Empleo. La economía era, en sí, un Programa Nacional de Pleno Empleo, gracias al impulso de las rebajas fiscales y el recorte del gasto público.

			La Ley de Ingresos de 1948 demostró que la reducción de impuestos anunciada en 1945 era buena, pero no suficiente. Era preciso avanzar en la reducción de la presión fiscal, ahora que Estados Unidos había ganado la Segunda Guerra Mundial y la economía volvía a operar dentro de la lógica propia de los tiempos de la paz. No tenía sentido, pues, dar un solo paso en materia de rebaja fiscal. Así lo había defendido Mellon en la década de 1920. Entonces, el tramo superior del IRPF pasó del 73 por ciento al 58 por ciento en 1921, pero el gobierno tenía claro que mantener, apuntalar y acelerar el crecimiento en tiempos de paz requería más medidas. Fue entonces, después de esta primera rebaja de impuestos de la década de 1920, cuando Mellon publicó Taxation: The people’s business (1924), el libro en el que exponía la necesidad de nuevas rebajas de impuestos que redujesen el tramo superior del IRPF al 25 por ciento. Las rebajas sucesivas que se acumularon bajo la gestión de Mellon apoyaron un tremendo crecimiento económico protagonizado por el sector privado, lo que generó un enorme aumento en los ingresos tributarios aportados por los que más ganan y favoreció el imparable giro a los superávits presupuestarios.

			La experiencia posterior a 1945 replicó algunos de los matices observados en este precedente histórico, pero careció del liderazgo que había aportado la figura de Mellon. En la posguerra no había oráculo dedicado a promover la rebaja de impuestos entre las más altas esferas del gobierno. Tampoco había una figura comparable a la de Mellon al mando del Tesoro estadounidense. Por lo tanto, el proceso de rebaja de impuestos observado después de 1945 fue menos ambicioso que el apreciado en la década de 1920. En parte, de hecho, fue una dinámica impuesta al Congreso por los estados, que sintieron la presión de sus ciudadanos, cuya paciencia con la estructura fiscal de Hoover-FDR había llegado a su fin. Si el liderazgo político de Washington se hubiera situado en cabeza de este proceso, quizá la mejora económica habría continuado, como ocurrió en la década de 1920.

			Pero la tendencia no continuó. La Ley de Ingresos de 1948 fue el último recorte de impuestos significativo hasta la década de 1960. El Congreso estaba asustado cuando impulsó los cambios de 1947-1948, puesto que se acercaban las elecciones de otoño de 1948 y la ciudadanía no iba a ser muy receptiva ante aquellos mandatarios y legisladores que se negasen a recortar la fiscalidad propia de los tiempos de guerra. Sin embargo, Truman ganó esa elección y, además, los demócratas (más de la mitad de los cuales habían apoyado la Ley de Ingresos de 1948 en el Congreso) le quitaron el control de la Cámara y el Senado a los republicanos.

			Aquello fue un presagio. Las mayorías demócratas, junto con Truman en su segundo mandato, pusieron fin al proceso de reducción de impuestos y el recorte del gasto que había impulsado el crecimiento económico en todos los campos desde 1945, salvo en lo relacionado con la defensa. El crecimiento excepcional observado en el nivel de vida de los estadounidenses durante la segunda mitad de la década de 1940 no volvió a ser una realidad hasta la nueva ola de rebajas fiscales, que llegó en la década de 1960.
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			Cómo influyeron los impuestos en la mediocridad económica de la década de 1950

			A menudo se dice que la década de 1950 fue la quintaesencia de la prosperidad estadounidense. Esta percepción generalizada es, en buena parte, un mito. Sin duda, hubo importantes avances económicos en esa década. La reurbanización reemplazó un parque de viviendas que se había deteriorado a raíz de la privación de los años de la Gran Depresión y la carestía de los años de la Segunda Guerra Mundial. Aparecieron millones de automóviles de nueva creación, algunos con diseños extravagantes, dejando atrás la monotonía observada en dicho ámbito a partir de 1929. Se construyó un número prodigioso de nuevos colegios y escuelas para acomodar al baby boom.

			Las estadísticas macroeconómicas, sin embargo, revelan resultados mediocres a lo largo de toda la década. Esto cuestiona la visión tan popular pero errónea que dibuja la década de 1950 como una era dorada en el campo económico. Las recesiones fueron frecuentes. De hecho, hubo cuatro entre 1949 y 1960. El desempleo fue alto, manteniéndose entre el 5 por ciento y el 7 por ciento durante la mayor parte del período posterior a la guerra de Corea, que se desarrolló entre 1950 y 1953. El crecimiento fue lento y, bajo la presidencia de Dwight D. Eisenhower (1953-1961), su aumento promedió un 2,5 por ciento anual.

			En cuanto a las razones que explican este lento desempeño de la producción, está el hecho de que, en la década de 1950, los tramos superiores del IRPF se situaron en los niveles más altos de la historia de Estados Unidos. Así, en 1950 se aprobó un aumento del tramo superior, que se mantuvo en el 91 por ciento y el 92 por ciento durante toda la década. El tramo inferior se situó en el 20 por ciento. En cuanto al tipo de referencia del impuesto de sociedades, también subió y pasó a retener más de la mitad de las ganancias corporativas, al situarse en un 52 por ciento. Y, puesto que los impuestos progresivos alcanzaron niveles muy altos en la década de 1950, la práctica de eludir o evadir impuestos adquirió proporciones epidémicas en las filas de las clases dirigentes.

			La combinación de estos tres fenómenos (impuestos altos, prácticas generalizadas de ingeniería fiscal entre las rentas altas y atonía económica) debe entenderse de forma conjunta. Lo primero motivaba lo segundo, y lo segundo inducía lo tercero, puesto que los impuestos altos llevaban a las personas de mayor renta a reducir la atención y la energía que dedicaban a realizar inversiones y administrar negocios, centrándose en reducir su factura impositiva. Ahora, toda la atención y la energía estaban en la tarea de adoptar estrategias para lidiar con las subidas de impuestos, tanto a nivel empresarial como a título personal. El crecimiento económico se resintió como consecuencia de ello. Una economía que deja de beneficiarse de la plena dedicación de sus líderes tiene, sin duda, un desempeño inferior. Eso es lo que dejó meridianamente claro la experiencia de la década de 1950.

			El gráfico 10.1 nos muestra el PIB por adulto, excluyendo el gasto en defensa y con datos ajustados para aislar la tendencia.1 Sigue un método similar al del gráfico de la renta promedio que mostramos en el capítulo 3, con ánimo de eliminar la tendencia del crecimiento observada desde 1950 hasta 2017. La referencia para tal período de sesenta y siete años fue un aumento anual del 1,9 por ciento en el PIB estadounidense, medido por adulto y excluyendo el gasto en defensa. En comparación con el punto de inicio de 1950, la desviación de la tendencia al final de 2017 es del 0 por ciento. Cada vez que la línea sube en el gráfico, se constata que hubo una mejora frente a la tendencia de largo plazo. De igual modo, cada vez que la línea baja por debajo de la tendencia de largo plazo, el crecimiento se situó por debajo de lo normal. Los datos son trimestrales, de modo que se puede determinar, a partir de este gráfico, si el nivel de vida estadounidense fue a mejor o a peor, cubriendo una larga serie de datos que arranca en 1950.

			Gráfico 10.1. PIB real por adulto, excluyendo el gasto en defensa y ajustado por componentes tendenciales versus PIB real por adulto ajustado por componentes tendenciales (datos trimestrales, 1T-1939 a 2T-2020, ajustados por componentes tendenciales usando el valor del PIB real de 1T-1950 a 1T-2017)

			[image: ]

			Fuente: BEA, BLS, Laffer Associates.

			Usamos el PIB por adulto y excluyendo el gasto en defensa porque creemos que es la mejor medida del nivel de vida. El gasto en defensa no contribuye directamente al nivel de vida, como explicamos extensamente en el capítulo 8. Por otro lado, analizamos solamente a la población adulta, a diferencia de la población total (incluidos los menores de 18 años) porque son las personas de estas edades las que contribuyen al grueso de la productividad económica. Esta estadística nos explica mejor lo bien o mal que le va a la economía, en términos de rendimientos del trabajo y de los recursos que manejan los trabajadores. Y presentamos los datos a largo plazo para poder analizar el desempeño de una u otra época en relación con la tendencia histórica. Para favorecer la comparación, también incluimos en el gráfico el PIB por adulto incluyendo el gasto militar. Asimismo, llevamos la serie hasta 1939 para mostrar, como explicamos en el capítulo 8, la enorme brecha que se desarrolló durante la Segunda Guerra Mundial, cuando el PIB general sobreestimó el nivel de vida real de las personas.

			Sin lugar a dudas, el gráfico 10.1 muestra un desempeño mediocre en la década de 1950. Después del gran crecimiento observado a mediados de la década de 1940, la serie alcanza su punto máximo en 1950. En cambio, en la década siguiente, cada pequeño aumento quedó anulado por la caída de la producción que ocurrió a renglón seguido. De 1950 a 1960, el nivel de vida mejoró a un ritmo muy modesto.

			Las subidas de impuestos

			El repliegue de los impuestos y del gasto público durante el período 1945-1948 se desaceleró en 1949 y llegó a su fin en 1950. En 1949, el gasto pasó del 11 por ciento al 14 por ciento del PIB. En 1950, la guerra de Corea, que comenzó en junio, precipitó dos fortísimas subidas de impuestos. Tales cambios, aprobados en 1950, desataron un complejo y abrumador repunte de la presión fiscal.

			La primera de las leyes que actuó en este sentido fue la Ley de Ingresos de 1950, que tumbó las rebajas fiscales de la Ley de Ingresos de 1948. La escala progresiva de los tramos del IRPF pasó de moverse en una horquilla comprendida entre el 16,6 por ciento y el 82,13 por ciento a un nuevo marco que arrancó en el 20 por ciento y tocó techo en el 91 por ciento. La entrada en vigor de la subida fue escalonada, cubriendo el año 1950 y el ejercicio de 1951. En paralelo, el tipo de referencia del impuesto de sociedades subió del 38 por ciento al 45 por ciento.

			La segunda modificación, la Ley del Impuesto a los Beneficios Excesivos de 1950, replicaba el recargo que había estado en vigor en la Segunda Guerra Mundial. Esta nueva versión del tributo requería cálculos complejos por parte de las empresas para determinar su declaración y se mantuvo en pie hasta que la guerra de Corea llegó a su fin. En esencia, era un impuesto que calculaba los beneficios adicionales una vez descontados los dividendos que pagaba la corporación y las rentas de capital que podía obtener la compañía. Establecida esa referencia, el gravamen era del 30 por ciento. La combinación de este tributo con el impuesto de sociedades elevó la presión fiscal sobre los beneficios empresariales hasta el 62 por ciento.

			En 1951 se aprobó otra Ley de Ingresos. Esta vez, se elevaron todos los tramos del IRPF, llevando el superior hasta el 92 por ciento. Tal nivel de retención estuvo en vigor hasta 1953. Asimismo, el tipo del impuesto de sociedades aumentó al 52 por ciento. Por otro lado, el impuesto a los beneficios excesivos se reajustó de tal manera que la tasa máxima combinada abonada por las empresas se disparó al 70 por ciento. Todo esto se hizo apelando a la necesidad de pagar la guerra de Corea. Los gastos de defensa aumentaron al 13,8 por ciento del PIB en 1953, situándose diez puntos porcentuales por encima del mínimo de 1948, cuando esta rúbrica bajó al 3,5 por ciento. El presupuesto federal promedió un pequeño superávit entre 1949 y 1952, y registró un déficit del 1,7 por ciento del PIB en 1953.

			Como vemos en el gráfico, el nivel de vida (PIB por adulto excluyendo el gasto en defensa) se redujo por debajo de la tendencia de crecimiento de la economía. En aquel momento era común entender que esto era lo que estaba pasando. Por ejemplo, el exsenador republicano y futuro secretario de Estado, John Foster Dulles, escribió un artículo en julio de 1950 que fue publicado por The New York Times y que anticipaba lo que podía suponer el estallido de la guerra: «La mayoría de nosotros tendremos que trabajar más horas y con mayor intensidad. Todos tendremos que renunciar a algunos placeres materiales y ser más frugales en nuestra vida. Habrá menos automóviles, televisores y aparatos para comprar, y tendremos que pagar una factura de impuestos más elevada». El comentario de Dulles encapsuló la realidad que transmiten nuestros gráficos. Con unos impuestos tan altos (que algunos llamaron «patrióticos») como los de la época de la guerra, no quedaba otra: a principios de la década de 1950, los estadounidenses trabajaron cada vez más mientras su nivel de vida cayó.2

			En 1952, mientras la guerra de Corea se prolongaba, el senador electo por Ohio, Robert A. Taft, intentaba conseguir la nominación republicana a la presidencia. Un elemento principal de su campaña fue la promesa de una rebaja del IRPF, que se reduciría en todos sus tramos entre un 15 por ciento y un 20 por ciento, medida que vendría acompañada de recortes equivalentes en el presupuesto federal. Pese a la derrota de Taft ante Eisenhower en la Convención Republicana, su propuesta de rebaja de impuestos había alcanzado suficiente popularidad como para ser incorporada, hasta cierto punto, en los planes de un hipotético gobierno de Eisenhower.

			Sin embargo, aunque presumiblemente se esperaba que su gobierno moderase la fiscalidad, Eisenhower no cumplió ninguna expectativa en este ámbito. En plena «luna de miel presidencial», a principios de 1953, Ike dejó claro que prefería que los impuestos siguiesen como estaban hasta que se recuperara el superávit del presupuesto federal. Cuando el superávit volvió a ser un hecho consumado (1953 cerró con un descuadre del 1,7 por ciento del PIB, pero en 1954 se planteaba un diferencial negativo minúsculo, del 0,3 por ciento del PIB), Eisenhower indicó que consideraría la propuesta de Taft sobre la rebaja de los impuestos. Por aquel entonces, destacados legisladores republicanos movían ficha en el Congreso para sacar adelante una enmienda constitucional que limitara las tasas impositivas al 25 por ciento, pero Eisenhower desechó este movimiento y tildó de imprudentes a sus promotores.

			La opción de Eisenhower de postergar la rebaja de impuestos encontró cierta resonancia en el Congreso. Cuando se estableció la paz, entre el verano y el otoño de 1953, distintos legisladores presentaron una propuesta que ya no se centraba en bajar los impuestos sino en simplificarlos. Entre 1953 y 1954, mientras Eisenhower se debatía entre reducir o no la presión fiscal, el Congreso empezó a fascinarse con la idea de abordar la complejidad normativa de los impuestos, entendiendo que su gravedad era comparable a la de la aplicación de impuestos muy altos. De repente, los legisladores empezaron a actuar como si ambas cuestiones fuesen igual de relevantes y pudiesen abordarse por separado. Así, si Eisenhower no movía ficha para rectificar unos impuestos de tipos muy altos, parecía lógico dar un paso productivo para reducir la complejidad fiscal.

			La ley que surgió de tales reflexiones fue el nuevo Código de Impuestos de 1954. En él, se mantuvo el modelo de impuestos altos de la guerra de Corea, que alcanzaba el 91 por ciento en el IRPF y el 52 por ciento en la fiscalidad empresarial. Todo lo demás era menor. Se aprobaron pequeñas exenciones de impuestos para los dividendos, algunos cambios incrementales en los programas de depreciación, ligeras ampliaciones de las deducciones por familia o gastos médicos... Pero ¿hizo esto más simple la normativa fiscal? Podría decirse que las principales modificaciones agregaron más complejidad al sistema. Por ejemplo, a la hora de abordar la doble tributación de los dividendos (ganancias corporativas pagadas como dividendos grabados con impuestos tanto a nivel corporativo como a título individual), se agregó otra exención, de la que se podían beneficiar los contribuyentes a título personal. En cuanto al calendario de depreciación, lo cierto es que fue un problema creado por el gobierno. En 1954, el IRS medía la vida útil de los bienes de capital tomando como referencia la maquinaria producida en la década de 1930, la época en que explotó el tamaño de la burocracia federal.

			Al comprobar el código revisado de 1954, parece claro que no se llegó a atajar el problema de fondo. No se trataba de una exención ni de la suma de distintas normas específicas que pudiesen estar elevando la complejidad del sistema. Más bien, el problema de fondo era el tipo que uno enfrentaba cuando no podía acogerse a ningún tipo de descuento fiscal. Si los tramos son altos, la exención cobra más valor.

			El testimonio ante el Congreso de Fred Maytag, representante de la importante Asociación Nacional de Fabricantes (NAM), abordó esta cuestión directamente. Según declaró Maytag, que a su vez lideraba una compañía de electrodomésticos de Iowa, la mejora fiscal no podía quedar limitada a la revisión de este tipo de cuestiones: «Nuestra propuesta parte de que un modelo impositivo apropiado debe tener tramos moderados a todos los niveles». Los tipos elevados, agregó Maytag, son malos tanto para la economía como para la sociedad: «Tales niveles de retención provocan resistencia y elusión, generan cargas que pueden ser ruinosas e inducen al despilfarro de recursos en la búsqueda de mecanismos de mitigación del impacto de los impuestos».3

			El impuesto a los dividendos es un ejemplo atroz de cómo, después de la reforma de 1954, el IRPF gravaba de forma excesiva a las personas capaces de realizar inversiones de gran calado económico. Los dividendos aparecían tratados en la normativa fiscal como ingresos ordinarios y como parte de la base imponible de la tributación empresarial, de modo que eran gravados por partida doble. Si una empresa quería repartir un dividendo, primero debía pagar un impuesto de sociedades que llegaba al 52 por ciento. Si una persona de ingresos altos obtenía el dividendo, éste quedaba integrado en su base imponible del IRPF, que podía llegar a suponer un pago del 91 por ciento. Así, 1 dólar de beneficios corporativos que se destinaba a retribuir con dividendos a los accionistas se quedaba primero en 48 centavos, después de pagar el impuesto de sociedades, y caía después a 4,32 centavos, al incorporar el pago por IRPF. La tasa de rendimiento después de impuestos que enfrentaban las corporaciones que obtenían ganancias y querían retribuir a sus accionistas era de apenas un 4,32 por ciento. Por tanto, el impuesto efectivo sobre los dividendos que pagaban los accionistas que se situaban en el tramo superior del IRPF llegaba al 95,68 por ciento. La producción respondió con un evidente deterioro, avanzando con lentitud ante este orden de tributación.

			La tabla 10.1 presentada a continuación recoge los impuestos de referencia aplicados en 1948-1949 y 1954-1963:

			Tabla 10.1. Impuestos de referencia en 1948-1949 y 1954-1963
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			Al priorizar la revisión de ciertos aspectos de la normativa fiscal y desistir de bajar los impuestos, el Congreso y el presidente parecían confiar en que podrían lograr una mejora significativa y económicamente beneficiosa de las reglas tributarias sin necesidad de tocar los elevados gravámenes que estaban en vigor. Tras la Segunda Guerra Mundial, el Congreso había bajado dos veces los impuestos, primero en 1945 y después en 1948, bajo presión de los estados y a pesar de los vetos presidenciales. Esta vez, en el primer año completo de paz tras la guerra de Corea (1954), el proceder de los legisladores y de la Casa Blanca fue distinto. El tiempo reivindicó la perspectiva de dirigentes empresariales como Fred Maytag y la NAM. El crecimiento mediocre de 1953-1961 se quedó muy lejos del estallido económico posterior a 1945, con el añadido de que se desató un verdadero carnaval de elusión fiscal. Sin duda, esto validó la opinión expresada por Maytag cuando defendió que «un modelo impositivo apropiado debe tener tramos moderados a todos los niveles».

			La cultura de la elusión fiscal 

			Los tipos aplicados a las personas de ingresos altos en las décadas de 1930 y 1940 habían avivado y fomentado entre ellas una cultura de elusión de impuestos. Andrew Mellon ya estaba familiarizado con estos desarrollos, como puso de manifiesto a comienzos de la década de 1920. Llegados los años cincuenta, los estadounidenses con mayores ingresos tenían mucha práctica a la hora de explorar formas de esquivar los tipos de referencia vigentes en el sistema tributario. Además, los tribunales validaron muchos de los mecanismos empleados por los contribuyentes. Para el juez Learned Hand, era una «simple hipocresía» pretender que quienes más ganan se limiten a pagar los tipos de referencia en vez de acogerse a las estrategias legales que les permiten tributar menos al fisco.

			Todo esto parecía haberse arreglado antes de la década de 1950. La rebelión de la propiedad comunitaria, especialmente intensa a lo largo de 1947 y 1948, había enviado un mensaje claro a las autoridades federales. Al margen de los tipos de referencia, si la carga efectiva al aplicar los descuentos fiscales en vigor no era razonablemente moderada, los contribuyentes desplegarían esfuerzos imparables para proceder a una elusión fiscal masiva. Esto hizo que la decisión de mantener unos impuestos tan altos después de la guerra de Corea generase un problema grave. Claramente, los tramos que se exigían no iban a ser asumidos sin más. Los contribuyentes afectados ya habían demostrado en el pasado que estaban decididos a contribuir solamente dentro de niveles moderados de imposición.

			Sin embargo, con la aprobación del código fiscal de 1954, se asentó un modelo que gravaba la renta con tramos que llegaban al 91 por ciento, mientras que los beneficios empresariales quedaban sujetos a un tipo del 52 por ciento, y todo ello en tiempos de paz. Frente a este desarrollo, la tendencia de las personas con mayores ingresos fue la de abandonar cualquier remordimiento y no sentir ningún impedimento (práctico, patriótico o ético) a la hora de canalizar sus ingresos de forma que no quedasen golpeados por una estructura impositiva que consideraban inaceptable.

			La locura de la 

			El primer dispositivo de elusión de impuestos favorito, y extremadamente lucrativo, que pusieron en marcha los directivos empresariales en la década de 1950 pasaba por canalizar sus salarios de forma diferida en el tiempo. Pensemos en el caso de un directivo que asciende dentro de la escala corporativa. A sus 50 o 55 años podía haber llegado al puesto de mayor relevancia de su carrera, teniendo por delante un horizonte de diez o quince años al frente de tal responsabilidad, hasta la jubilación. Si este directivo percibía sin más todo su salario en esos diez o quince años, el golpe del IRPF sería un «mordisco» excesivo. Por tanto, entre los contratos de altos ejecutivos de la década de 1950 se convirtió en una práctica habitual activar una cláusula de retribución diferida. Mediante este dispositivo, al individuo en cuestión se le pagaría una cantidad determinada de dinero por cada año de servicio ejecutivo, pero tal retribución se mantendría en el tiempo, una vez que su carrera llegase a su fin, hasta abonar todos los pagos previstos.

			Dichos contratos eran estándar en la industria estadounidense en la década de 1950. Por ejemplo, el contrato de 1956 de Don G. Mitchell, directivo de Sylvania Electric Products, establecía que este ejecutivo percibiría 200.000 dólares por cada año de gestión como presidente de la compañía. Sin embargo, la forma en que se estructuraban estos pagos no era lineal. Cada ejercicio percibía 150.000 dólares de salario mientras desempeñaba sus funciones presidenciales, pero además, en los diez años posteriores a su salida, siguió ganando unos 50.000 dólares por ejercicio. En 1956, una renta de 150.000 dólares habría llegado a tributar (sin deducciones) dentro del umbral del 81 por ciento. Añadir 50.000 dólares habría supuesto alcanzar niveles del 85 por ciento. Sin embargo, los 50.000 dólares que se diferían en el tiempo pagaban un tipo máximo del 59 por ciento y, en su conjunto, quedaban gravados a un tipo del 36 por ciento (porcentaje que, además, se redujo en la década de 1960 con las rebajas de impuestos de la presidencia de Kennedy). Si Mitchell hubiera cobrado esos 50.000 dólares año tras año, declarando un total de 200.000 dólares, solamente habría retenido 7.500 dólares netos. Sin embargo, al diferir esos 50.000 dólares en diez años de pagos anuales, cada ejercicio de cobro de su retribución diferida le permitió retener 32.000 dólares netos de esta parte de su salario. El acuerdo cerrado le permitió una ganancia neta cuatro veces mayor sobre esos 50.000 dólares.4

			Un salario de 150.000 dólares, excluyendo deducciones personales, reportaba a estos directivos unos 57.660 dólares de salario neto. Sin embargo, aquí entraba en juego la posibilidad que tenía la empresa de deducirse estos 150.000 dólares de su base imponible del impuesto de sociedades. El coste después de impuestos de este salario para la empresa se reducía a 72.000 (el 48 por ciento de 150.000). Además, si Mitchell se acogía a las deducciones que solían reclamar los contribuyentes de su nivel de renta (deducciones familiares, por donaciones caritativas y gastos comerciales), su ingreso sujeto a impuestos podía caer al rango de alrededor de 130.000 dólares, lo que hacía que su salario neto aumentara hasta situarse aproximadamente en torno a la misma cifra que pagaba realmente la corporación que le empleaba, una vez descontados los impuestos. La corporación y el ejecutivo protegían sus ingresos después de impuestos, de modo que la cifra mágica de 150.000 dólares no era ninguna casualidad, sino que suponía el equilibrio óptimo para ambos. Al final, la recaudación de impuestos era mucho menor que si se hubiesen abonado 200.000 dólares de salario anual sin más.

			Las grandes corporaciones, sus jefes y sus asesores fiscales actuaron de manera directa, imperturbable y tajante a la hora de lidiar con un IRPF que llegaba al 91 por ciento. Como expresó con toda claridad un manual tributario ampliamente citado en el ámbito de la retribución ejecutiva de la época, «el gobierno está pagando, en la práctica, un porcentaje de dicha compensación. Por ejemplo, suponiendo un impuesto sobre la renta empresarial del 52 por ciento aplicado sobre una empresa próspera de mayor o menor tamaño, encontramos que un salario de 100.000 dólares al año le cuesta a la corporación solamente unos 48.000 dólares». Por el contrario, «el beneficiario querrá [...] repartir su compensación (y, por lo tanto, sus pagos de impuestos) y diferirla en el tiempo, [...] evitando así tramos impositivos más altos». En cuanto al «plan ideal», el manual recomendaba seguir «uno que persiga el doble objetivo de eliminar o diferir el efecto del IRPF sobre el salario, y dentro de lo posible, hacer que su retribución, cuando la reciba, quede sujeta únicamente a los impuestos que gravan las rentas de capital [de un 25 por ciento para las rentas altas en 1956]» y, al mismo tiempo, «permitir que la corporación que emplea al directivo obtenga una deducción fiscal en relación con estos pagos».

			Ese esquema de retribución esbozado como ideal por los expertos en la década de 1950 era una manera de neutralizar la fiscalidad aplicada a los ejecutivos y permitir «que la corporación que los emplea obtenga una deducción en sus impuestos». Aunque el tramo superior del IRPF llegaba al 91 por ciento en la década de 1950, las fuentes y la evidencia nos dicen que este tope no llegó a ser efectivo. En la práctica, la retribución diferida fue una de las fórmulas más populares de la época y permitió amortiguar el impacto de la reforma fiscal de 1954. Además de Sylvania Electric Products, otras empresas de primer nivel, como Union Carbide, Chrysler, Goodyear y American Home Products, ofrecían a sus directivos la posibilidad de firmar extensos contratos que articulaban la retribución diferida. Tales prácticas acabaron convirtiéndose en los modelos a seguir que adoptó parte importante de la industria.5

			En una era de impuestos altos, la retribución diferida permitió que los ejecutivos obtuviesen una renta monetaria continuada a lo largo de su vida laboral y de sus años de jubilación. La genialidad de la compensación diferida radicaba en la distribución de los ingresos monetarios, que se repartían entre ejercicios de plena actividad laboral y cursos propios del retiro profesional, esquivando así los tramos superiores del IRPF que a priori pagaban las personas de tal nivel de ingresos.

			Este modelo tenía un precedente. Durante décadas, empresas como General Motors y DuPont habían venido distribuyendo primas salariales entre sus empleados, pero en vez de concentrar el pago en un único año, lo hacían a lo largo de varios ejercicios. Esto redujo los impactos fiscales que enfrentaban los beneficiarios. Durante la década de 1950, muchas empresas replicaron y extendieron tales prácticas. En 1954, el 85 por ciento de las empresas de la bolsa de valores de Nueva York reportaron que ofrecían primas y bonos diferidos a sus directivos y trabajadores. Un estudio encontró que la proporción de grandes empresas que ofrecían planes explícitos de retribución diferida se duplicó entre 1955 y 1957, hasta alcanzar el 33 por ciento. La adopción de un tramo del 91 por ciento en el IRPF puso en marcha este tipo de movimientos, demostrando la importancia que daban los directivos empresariales a la presión fiscal y el cuidado con el que articulaban su salario para lidiar en un entorno de impuestos extremadamente altos.6

			La bonanza de las rentas de capital

			El siguiente mecanismo en el que confiaron los ejecutivos para protegerse de la estructura de impuestos de la década de 1950 fue el cobro de parte de su salario en forma de rentas de capital. Tras los cambios de la normativa tributaria aprobados en 1954, el tramo superior aplicable a los ingresos generados por las rentas de capital que se acumulaban durante un período de al menos seis meses era del 25 por ciento. Esto suponía una rebaja de sesenta y seis puntos en relación con el tramo superior de referencia en el IRPF, que alcanzaba el 91 por ciento para los ingresos del trabajo.

			Cuando hablamos de rentas de capital, aludimos a la ganancia que puede generar la apreciación de un activo cuando su propietario materializa su venta. En el lenguaje contable, un activo de capital es aquel sobre el cual el propietario cuenta con el derecho de obtener los ingresos provenientes de él, por ejemplo, las acciones cotizadas o las participaciones en una empresa. La legislación fiscal parecía hacer la vista gorda y los ejecutivos empresariales no dudaron en articular todo tipo de formas de contabilidad creativa. Al Congreso pareció que le complacía esta estrategia y dejó en pie este tipo de oportunidades, mediante las cuales se podía esquivar la estructura ordinaria del impuesto sobre la renta.

			Los empleados que se jubilaban o se desvinculaban de su empresa en la década de 1950 podían optar por recibir su pensión un año después del adiós. Tomando esta forma de retribución, el pago quedaba gravado según la fiscalidad de las rentas de capital. Además, si parte de esa suma formaba parte de las acciones de titularidad de la empresa, el valor apreciado de tales títulos no estaba sujeto a impuestos para el beneficiario y, por tanto, no contaba como un ingreso sujeto a ninguna obligación tributaria. En el primer caso, lo que era una renta ordinaria que tributaba según el IRPF de referencia se replanteaba como una renta sujeta a la fiscalidad de las rentas de capital; en el segundo caso, en vez de pagar el impuesto correspondiente a las rentas de capital se articulaba una plena exención que eximía de cualquier pago a Hacienda.7

			En la década de 1950, un alto ejecutivo que figurase entre el 1 por ciento más rico del país tenía, por lo general, dos fuentes principales de ingresos una vez que se jubilaba. La primera era la retribución diferida, expuesta en la sección anterior. La segunda era la pensión a tanto alzado, sujeta a la fiscalidad de las rentas de capital. De una u otra forma, el resultado era que el contribuyente esquivaba los altísimos niveles de imposición aplicados en la escala de referencia del IRPF.

			La retribución diferida representaba una parte del salario que tanto el ejecutivo como la empresa habían acordado, al entender que no era prudente distribuir la totalidad del salario de golpe, puesto que los impuestos a pagar habrían sido demasiado altos. Esta parte del salario solía cobrarse en la década que seguía a la jubilación. Además, como los ingresos de la pensión abonada por la empresa figuraban como rentas de capital, la renta obtenida por la retribución diferida arrancaba desde cero en el contador de la base imponible del IRPF, de modo que uno y otro pago no se acumulaban y tributaban bajo esquemas fiscales diferentes.

			En cuanto al pago de una pensión a tanto alzado, ya hemos establecido anteriormente que no contaba como ingreso ordinario. Fiscalmente, estaba categorizado de forma diferente y, por tanto, se le aplicaba la escala de tramos de las rentas de capital, que llegaba en su nivel superior a un 25 por ciento. Además, si se trataba de acciones de la empresa que se habían apreciado, generando una plusvalía, tales ingresos no estaban sujetos a impuestos.

			Las grandes empresas se deducían las contribuciones a sus planes de pensiones, de modo que podían reducir por esta vía el pago que se les exigía en concepto del impuesto de sociedades, cuyo tipo general llegaba al 52 por ciento. Cada vez que una empresa hacía, por ejemplo, un depósito de 1.000 dólares en la cuenta de pensiones de un ejecutivo, su coste neto para las arcas de la corporación era de 480 dólares, merced a la deducción aplicable en el impuesto de sociedades. Cuando esos 1.000 llegaban al ejecutivo, se gravaban, como máximo, al 25 por ciento (además, en el caso de las acciones de la compañía que se apreciaban, no se exigía ningún impuesto). Por tanto, haciendo un desembolso de 480 dólares, los empleados recibían una compensación de 750 dólares o más. ¡Nada mal!

			¿Cómo se llegó a este punto? En primer lugar, la subida del impuesto de sociedades confirió un gran valor a las fórmulas que permitían algún tipo de deducibilidad fiscal. En segundo lugar, la subida del IRPF hizo más atractiva la percepción de estos pagos en forma de rentas de capital, sujetas a los impuestos que gravaban tales plusvalías y, en algunos casos, las dejaban exentas de cualquier tipo de tributación. No sorprende, pues, que la recaudación se resintiese. Los ingresos fiscales obtenidos con un impuesto de sociedades tan alto fueron a menos y, desde 1954 hasta 1963, bajaron alrededor de un punto porcentual cada año, en términos de dólares constantes.

			En 1950, con la subida del tramo superior del IRPF del 91 por ciento al 92 por ciento, el Congreso incluyó en la normativa otra exención importante que también incentivó el cobro de parte del salario en forma de rentas de capital. Para ser precisos, las opciones sobre acciones o stock options concedidas a los ejecutivos pasaron a quedar gravadas con los tipos aplicados a las plusvalías, en vez de las tarifas regulares del IRPF. En el capítulo 2 presentamos el caso del presidente de Alcoa, I. W. Wilson, para ilustrar este tipo de situaciones. En su caso, obtuvo 388.000 dólares de renta por sus funciones como máximo responsable de la compañía, pero lo hizo en forma de rentas de capital. Para haber obtenido un salario neto equivalente a través de un salario convencional, Alcoa tendría que haberle abonado casi 4 millones de retribución al año.8

			La comparación con Don Mitchell, directivo de Sylvania Electric Products, resulta instructiva para entender mejor esta cuestión. Como establecimos en páginas anteriores, Mitchell limitó su salario a 150.000 dólares anuales y cobró en diferido el equivalente a percibir otros 50.000 dólares por ejercicio, recibiendo los pagos cuando ya no estuvo a las órdenes de la compañía (Mitchell falleció en 1993). Mientras dirigía la compañía, Sylvania pagó a Mitchell un salario neto de 72.000 dólares, descontando el pago de los impuestos empresariales y personales.

			Wilson quería un poco más que Mitchell, de modo que acordó con Alcoa otro tipo de esquema. De entrada, prescindió de cobrar un salario mayor, pero lo hizo a cambio de percibir stock options que le generaron cientos de miles de dólares al año en ingresos mientras estaba empleado por la compañía. Su compensación bruta realizada fue gravada a un tipo máximo del 25 por ciento, es decir, su tipo efectivo fue similar al tramo inferior de la escala regular del IRPF.

			Como vemos, el diseño de la retribución de alto nivel se ajustó en la década de 1950 a las oportunidades que ofrecía el código tributario para evitar el impacto de unos tipos tremendamente elevados. Las stock options permitían amortiguar los gravámenes de referencia. Un estudio realizado por Stanley S. Surrey, de la Escuela de Derecho de Harvard, encontró que, a finales de la década de 1950, aquellos que declaraban al menos 100.000 dólares de renta pagaban un tipo efectivo medio del 36 por ciento. Si hubiesen estructurado estos ingresos de forma ordinaria, se les habría aplicado un IRPF de hasta el 59 por ciento. No obstante, en vez de canalizar el salario como una nómina al uso, estos directivos convirtieron parte importante de su retribución en pagos que fiscalmente quedaban categorizados como rentas de capital. En cierto sentido, había dos sistemas fiscales. El economista de la Escuela de Negocios de Harvard, Dan Throop Smith, lo expresó de esta manera en 1959: «Con tipos excesivos en el impuesto sobre la renta como los que ahora están en vigor, es prácticamente imposible que alguien ahorre suficientes dólares para comprar una cantidad significativa de acciones». Las opciones eran la forma en que las personas, los ejecutivos, compraban acciones en este entorno. Y si el precio de las acciones bajaba, el consejo de administración de la empresa cambiaría el precio de las opciones para que estuvieran dentro del dinero acordado. Los ejecutivos no podían perder, como observaron los bromistas, gracias a esta «hada madrina» de la fiscalidad de las rentas de capital.9

			La era de las cuentas de gastos

			Los beneficios no imponibles percibidos por los altos ejecutivos alcanzaron su cénit durante la década de 1950 y en los primeros compases de la de 1960. Anteriormente citamos pasajes de John Brooks y Tom Wolfe, que vivieron estos tiempos desde la profesión periodística y asistieron incrédulos al «espectáculo».

			El impuesto del 52 por ciento aplicado a los beneficios de las grandes corporaciones, junto con un IRPF que alcanzaba cotas aún más elevadas en el caso de las rentas altas, alentó a las grandes empresas a remunerar a sus ejecutivos a través de todo tipo de gastos corporativos deducibles que no se clasificaban como ingresos sujetos al pago del IRPF.

			Estos gastos de empresa eran deducibles, lo que a su vez ayudaba a moderar el impacto del tipo general del 52 por ciento vigente en el impuesto de sociedades. El sistema impositivo alentó a las empresas a desarrollar una cultura de gasto y ocio en la que el gobierno «pagaba» más de la mitad de la factura. Fue así como se volvió habitual que los altos ejecutivos almorzasen durante tres horas en los mejores restaurantes del centro de Manhattan y saliesen de estas comidas con ambrosía en las venas. En 1960, The New York Times explicó también la manera en que los empleados «rasos» de estas mismas empresas se beneficiaban de la cuenta de gastos:

			Muchos trabajadores, de hecho, confían en estos banquetes diarios como la comida que los alimenta para las próximas veinticuatro horas. Con una planificación cuidadosa, semana tras semana, estos hombres pueden «comer» hasta «enriquecerse», literalmente [...]. Comiendo todos los días a partir de la cuenta de gastos, ahorran 6 dólares por jornada, o lo que es lo mismo, 30 dólares por semana y 1.500 dólares por año. Además, como este beneficio está libre de impuestos, equivale a añadir varios miles de dólares más al salario.

			Las discusiones sobre la «aristocracia de la cuenta de gastos» se fueron sucediendo en la prensa y las revistas de la época. El experto fiscal Norman Ture ponía el dedo en la llaga en el mismo artículo de The New York Times: «Los beneficiarios no incluyen el valor de estos bienes y servicios en la base imponible de su declaración del IRPF. Dicho con otras palabras, a la compañía se le permite una deducción por el coste de producir ingresos, pero los destinatarios de estos gastos no los declaran como ingresos [...]. Con el actual sistema fiscal, que impone un tipo del 52 por ciento en el impuesto de sociedades, cada dólar deducido en la cuenta de gastos le cuesta a la empresa apenas 48 centavos».10

			Más allá de tales gastos, había otras formas de compensación salarial que también resultaban deducibles para el empleador y no generaban ingresos imponibles para el empleado. Era el caso de los beneficios complementarios y gratificaciones especiales (fringe benefits y perquisites). Lo primero incluía, por ejemplo, el pago de un seguro médico o la aportación de fondos a una cuenta para la jubilación. Por lo general, se ofrecía a todos los empleados. Lo segundo incluía el acceso especial a recursos y dominios que, en principio, eran exclusivos de los altos ejecutivos.

			Las gratificaciones que se ofrecían como incentivos especiales incluían el acceso a todo tipo de bienes cuyo pago se descontaba de la factura fiscal de la empresa y cuyo disfrute no acarreaba ninguna obligación en el IRPF de los directivos agraciados. Aquí van algunos ejemplos de los bienes y servicios que se ofrecían en esta categoría:11

			
					Servicios médicos privados más allá de la cobertura general del seguro de salud ofrecido a todos los trabajadores de la empresa. 

					Comidas de negocios. 

					Acceso a clubes de campo.

					Yates y embarcaciones de lujo para diversión del personal empresarial y sus invitados. 

					Vacaciones disfrutadas alrededor de reuniones de negocios, conferencias o convenciones, a veces incluso en espacios o instalaciones de propiedad de la empresa.

					Compras de ropa para los directivos y sus cónyuges, en el caso de las empresas vinculadas de algún modo con el negocio del entretenimiento. 

					Coches de empresa con chófer y desplazamientos en avión y en jet privado. 

					Acceso a pabellones de caza. 

					Ocupación de pisos y apartamentos de empresa ubicados en la ciudad, así como casas de veraneo. 

			

			Así pues, el 1 por ciento de mayor renta disfrutaba de tres formas de compensación que resultaban deducibles para sus empresas y no quedaban sujetas al pago de impuestos personales: cuentas de gastos, beneficios complementarios y gratificaciones especiales. A lo largo de la década de 1950, el segundo y tercer punto fueron representando cada vez un porcentaje mayor del PIB. El IRS hizo conjeturas sobre su alcance total y sugirió estimaciones de entre 5.000 millones y 10.000 millones de dólares (10.000 millones de 1958 hubiesen supuesto el 2,1 por ciento del PIB estadounidense).

			Las amenazas del IRS y de los tribunales fiscales no llegaron a revertir estas prácticas, que solamente se vieron aminoradas por la intervención de accionistas que las criticaron o abogaron por limitarlas. La regla de Cohan, citada abundantemente en la literatura fiscal y la jurisprudencia tributaria de la década de 1950, legalizó la posibilidad de gastar generosamente para mantener el estilo de vida de los ejecutivos cuando pudiese acreditarse un precedente de ejecutivos y clientes lujosos en los ámbitos relevantes para el funcionamiento del negocio. Las autoridades fiscales centraron sus investigaciones en episodios de elusión fiscal que carecían de precedentes en la historia judicial, como la de un propietario y ejecutivo que dedujo casi todos sus gastos personales de los ingresos de la empresa y apenas percibió un salario.12

			La década de 1950, con sus impuestos altos y progresivos, hizo que aumentase de forma inusual la cifra de ingresos obtenidos mediante formas de compensación que no solamente no estaban sujetas a imposición, sino que, además, tampoco tenían que declararse ante el fisco. La clase ejecutiva acumuló estos ingresos mediante cuentas de gastos, beneficios complementarios y gratificaciones especiales. Un manual de planificación fiscal aclaraba entonces que «los montos pagados de esta forma o reembolsados al ejecutivo por parte de la empresa no necesitan incluirse en su ingreso bruto». Además, añadía que «la gran empresa que cotiza en bolsa emplea la cuenta de gastos [y otros privilegios] principalmente para remunerar a sus altos ejecutivos [...]. Para todos los directivos que ocupan posiciones de gran importancia, sus negocios y los asuntos sociales y personales están tan entrelazados que no es fácil trazar una línea entre ambos». En aquel contexto, los directivos estaban libres de declarar gran parte de sus ingresos efectivos, con los que respaldaban sus lujosos estilos de vida. Tales pagos quedaban exentos de impuestos.13

			Los curiosos episodios de la fiscalidad de la década de 1950 podrían llenar miles de páginas. En aquellos años, dos de cada tres empresas comunicaron a The Conference Board que cubrían las cuotas de los clubes a los que pertenecían sus altos ejecutivos. De igual modo, no pocos resorts anunciaron que sus cómodos alojamientos eran deducibles de impuestos, incluso cuando el cónyuge acompañaba al directivo en el viaje. En vez de viajar con un compañero o una secretaria, los directivos empresariales empezaron a llevarse a sus cónyuges a este tipo de viajes fiscalmente deducibles. Un chiste decía: «Hubo un tiempo en que si un hombre se llevaba a su secretaria a un viaje de negocios, quizá decía que era su esposa, pero hoy en día, por la forma en que tributan los gastos y la estructura del impuesto sobre la renta, lo que hace es llevar a su esposa... y decir que es su secretaria».

			Los programas de becas de la empresa pagaban también la educación de los hijos de sus ejecutivos, cubriendo su asistencia a escuelas, institutos o centros universitarios. Además, las empresas desembolsaban alrededor de 1.000 millones de dólares al año para financiar programas recreativos en beneficio de sus empleados, cantidad idéntica curiosamente a los gastos de las empresas en la compra de bebidas alcohólicas.14

			Millonarios que no declaran ingresos, pero redactan normas tributarias

			En 1957, Fortune informó de que la viuda de Horace Dodge, uno de los directivos de Chrysler Corporation, no había presentado ninguna declaración de impuestos a pesar de contar con una fortuna de 56 millones de dólares (hoy serían 500 millones de dólares). Sus ahorros estaban invertidos por completo en bonos de deuda municipal, los instrumentos financieros de los gobiernos locales que, al igual que ocurría con los títulos de deuda emitidos por los estados, estaban eximidos de pagar IRPF.

			Los estudiosos modernos de la desigualdad que evalúan los ingresos a base de observar los ingresos declarados y las deducciones aplicadas en las declaraciones de impuestos de los contribuyentes que pagan el IRPF se quedan a medias en su esfuerzo, porque tal base de datos excluye los ingresos devengados por este tipo de inversiones. En la década de 1950, el 1,5 por ciento de mayor renta poseía el 85 por ciento de los títulos de deuda municipal. El total de munis en circulación ascendía a 500.000 millones de dólares, cifra equivalente a todo el PIB anual de Estados Unidos.

			Tenía todo el sentido del mundo que la señora Dodge y sus compañeros en los escalones más altos de la distribución de ingresos canalizasen su dinero a través de los munis, cuyos intereses no se declaraban y quedaban exentos de tributar en el IRPF. Asumiendo una rentabilidad promedio (2,5 por ciento), encontramos que alcanzar la misma renta neta y pagar un tipo del IRPF del 91 por ciento hubiese requerido lograr ganancias anuales del 27 por ciento (a todas luces, una quimera). De modo que la señora Dodge ganó alrededor de 1,4 millones de dólares al año y no sólo se libró por completo de pagar impuestos sobre estos ingresos, sino que ni siquiera tuvo que declararlos.

			Otros multimillonarios como la señora Dodge también se libraron de los impuestos tan elevados de la década de 1950 gracias a que consiguieron que el Congreso aprobase normas favorables para sus propias circunstancias. Louis B. Mayer fue el ejemplo más notorio. En 1951, se retiró de Warner Brothers, pero siguió percibiendo ingresos de la compañía otros doce años más. Estos ingresos quedaban identificados como rentas de capital. Pues bien, el Congreso redactó una nueva norma tributaria, siguiendo la dirección de un lobista o cabildero contratado por Mayer, que se aseguró de que las disposiciones introducidas en la legislación fiscal fuesen solamente aplicables a su cliente. Así, Mayer cambió el tipo ordinario aplicable a estos pagos para que pasase del 91 por ciento al 25 por ciento. En principio, para cobrar el salario como rentas de capital, de la forma que describimos en páginas anteriores, uno debía fijar primero la suma global que se iba a repartir. Esto también era así en los contratos de retribución diferida, las pensiones de empresa, etcétera. Sin embargo, Mayer alteró las normas tributarias para beneficiarse del mismo trato.

			Hubo modificaciones similares de la ley tributaria, como, por ejemplo, las que salieron adelante para favorecer la ordenación del patrimonio del presidente de Merrill Lynch, que falleció en 1955, y de la viuda del presidente de General Electric, que falleció en 1956. Los albaceas comprendieron rápidamente que los herederos no habían aprovechado plenamente las cláusulas impositivas vigentes en los años anteriores y, de hecho, habían quedado golpeados por el tramo superior del impuesto de sucesiones, del 77 por ciento, establecido en 1944. A partir de la presión que pasaron a ejercer los herederos una vez fueron debidamente asesorados, el Congreso acabó aprobando (y el presidente terminó firmando) una serie de cambios normativos que solamente se aplicaban a estos dos casos específicos.

			En el caso de los herederos del presidente de Merrill Lynch, la cláusula de la ley abordaba una transferencia que los herederos habían realizado en beneficio de un fideicomiso. A partir de ahí, se declaró que cualquier transferencia de patrimonio a un fideicomiso redactada por alguien que falleciese entre mediados de agosto de 1954 y comienzos de enero de 1957 quedaba libre de cargas fiscales. Charles E. Merrill murió en octubre de 1956. El estatuto se diseñó, consideró y aprobó en abril de 1958, después de su fallecimiento.

			En el caso de General Electric, una cláusula póstuma incluida en la legislación fiscal eliminó un pago de 4 millones de dólares que se exigía sobre el patrimonio que heredó la viuda del presidente de la compañía. En los años subsiguientes, Hacienda no identificó a ningún otro contribuyente o entidad fiscal que pudiese acogerse a esta exención fiscal. Por tanto, los cambios fueron redactados exclusivamente para Mary Hill Swope, que murió poco después, en mayo de 1955, y era la viuda del expresidente de General Electric, Gerard Swope.15

			Una economía en busca de dirección

			La creatividad a la hora de articular los salarios, las cuentas de gastos, los beneficios complementarios y las gratificaciones especiales alcanzó su cénit de brillantez en la década de 1950. Sin duda, tales prácticas habían existido con anterioridad. Ya en la década de 1930 el tema de la elusión de impuestos comenzó a aparecer en el Congreso, lo que elevó el perfil del debate y lo convirtió en un asunto de discusión nacional.

			El veredicto que emitió el economista Henry Simons en la década de 1930 se volvió a citar en los años cincuenta: «Ya es hora de que el Congreso abandone este ridículo empeño de tratar los altos ingresos con un colador». Llegada la década de 1950, esquivar los impuestos altos era cosa tan frecuente que parecía haberse incrustado en el tejido político de la nación. De forma rutinaria, cualquier ciudadano estadounidense podía ver que al gobierno no parecía importarle mucho si los contribuyentes más acaudalados pagaban los tipos de referencia o, en efecto, se acogían a todo tipo de exenciones. El profesor de derecho de Harvard, Stanley S. Surrey, se convirtió en todo un referente a la hora de hablar de estas cuestiones y, en 1959, señaló lo siguiente: «Aquellos de nosotros que estamos fuera del Congreso debemos concluir que el legislador promedio no cree en la procedencia de seguir aplicando los tipos vigentes en el IRPF, especialmente en el caso de los tramos superiores. ¿De qué otra manera se puede explicar si no la continua aquiescencia del Congreso [...], que permite escapar a muchos del pago efectivo de estas tasas tan altas, o el crecimiento constante de la legislación especial que exime a un contribuyente en particular o a un grupo de contribuyentes determinado del pago de estas obligaciones?».16

			En la década de 1950, la variedad de dispositivos legales que permitían reducir los ingresos declarados y sujetos a impuestos alcanzó un alcance nunca antes visto. Frente a los tipos impositivos extremadamente altos que se pretendía cobrar a quienes se situaban en el extremo superior de la escala de ingresos, la mayoría de las personas afectadas buscaron con éxito las fórmulas que les permitían seguir recibiendo una compensación abultada y esquivar los impuestos tan altos que se les pretendía cobrar.

			Ver la década de 1950 como una supuesta era dorada de la igualdad e imputar a estos años un nivel de renta supuestamente modesto en el caso del 1 por ciento de mayor renta supone pasar por alto las dinámicas de dicha época a la hora de articular la retribución de quienes más ganaban. El gráfico que presentamos en el capítulo 1 indica que, efectivamente, los ingresos declarados fueron relativamente bajos durante este período... pero eso no nos dice nada sobre los ingresos reales. En términos clásicos de contabilidad, podríamos decir que, en la década de 1950, la clave no estaba en el resultado final, sino en los ingresos de partida. Los altos ejecutivos buscaban no cobrar demasiados ingresos que quedasen sujetos a un IRPF que llegaba al 91 por ciento, sino más bien beneficiarse de todos aquellos flujos de renta que pudiesen articularse a través de mecanismos con mejor trato fiscal.

			Las cuentas de gastos y otros incentivos (así como el propio salario o las stock options) se descontaban del renglón superior, el de los ingresos, y recortaban el renglón inferior, el del resultado del ejercicio. Este último estaba sujeto a un impuesto de sociedades que llegaba al 52 por ciento, de modo que existían incentivos para actuar de esa forma.

			Mediante el despliegue de estos mecanismos legales para eludir el pago de más impuestos, los directivos seguían obteniendo niveles de retribución muy elevados. Este paradigma permitía, en no pocos casos, que parte de estos ingresos quedasen ocultos, puesto que no era obligado declararlos (así sucedía, por ejemplo, con el flujo de ingresos que generaban los bonos de deuda municipal). Además, las gratificaciones percibidas (como los ostentosos almuerzos, las oficinas decoradas con piezas de arte de gran valor y tantos otros casos) hacían que las rentas altas disfrutasen de sus ingresos no sujetos a impuestos al tiempo que articulaban otras formas de retribución que pagaban tasas más bajas de las previstas.

			Como observó Dan Throop Smith, era fácil deducir que pocas personas que se situasen por debajo del escalón de ingresos más altos podían comprar acciones en la década de 1950. A pesar del abanico de opciones disponibles, solamente tenía sentido hacerlo si se tenían en cuenta los derechos que esto otorgaba sobre los futuros ingresos que se pudiesen obtener con estos títulos. Hubo ciertas objeciones por parte de grupos de accionistas ante la treta de las stock options que se aplicaron muchos directivos, pero en la práctica lo que sucedió en esta época no fue otra cosa que el asentamiento de una cultura empresarial basada en este tipo de prácticas elusivas. El gobierno toleró la elusión en torno a sus impuestos más altos por parte de los que más ganaban porque contaba con una fuerza de trabajo que pagaba de forma masiva y generalizada. En el IRPF, el umbral aplicado a las rentas más modestas era del 20 por ciento, que ya de por sí era un nivel elevado.

			Si se pasa por alto la medida en que las élites económicas se acogieron a este tipo de prácticas en la década de 1950, se llega a conclusiones erróneas y se llega a creer que el nivel de renta de quienes más ganaban era asombrosamente bajo. Este relato es inverosímil y desconoce la forma de vida, la sociología y las costumbres de aquel período. Los personajes arquetípicos de la época nos dan una idea de la importancia que tenía ser un dirigente empresarial de éxito. C. Wright Mills habló de «la élite del poder», William H. Whyte del «hombre organización», Sloan Wilson del «hombre de traje de franela gris»... Incluso en aquellos años se publicó el libro Cómo tener éxito en los negocios sin intentarlo de verdad, luego convertido en un espectáculo de Broadway.

			Si uno quería lograr unos ingresos reales abultados que, al mismo tiempo, no generasen la obligación de declarar ante el fisco, lo que tenía que hacer era tener éxito en una empresa de cierto tamaño. De esta forma, podía recibir la pléyade de bienes y servicios que se descontaban de los ingresos corporativos y se configuraban para articular una forma de retribución no sujeta a impuestos.

			La renta imponible declarada por el 1 por ciento de mayores ingresos era necesariamente baja en la década de 1950. Por lo tanto, la diferencia entre los ingresos declarados y los ingresos reales del 1 por ciento superior se ensanchó como nunca antes (y, de hecho, desde entonces no hemos conocido una brecha tan grande).

			Los imponentes edificios de oficinas de las elegantes zonas del centro de la ciudad, la vida de los trabajadores en sus elegantes oficinas, el entretenimiento nocturno del que disfrutaban los ejecutivos, la decoración de los espacios de trabajo con lo último en diseño y arte de vanguardia... Todo esto eran formas de retribuir a los directivos y nada de esto constituía un ingreso sujeto a la obligación de declarar o pagar IRPF. Esta forma de retribuir a los directivos se derivaba del sistema de impuestos altos de aquella época. Además, todo era deducible y, por tanto, se descontaba del tipo general del 52 por ciento vigente en el impuesto de sociedades. En consecuencia, el gobierno federal pagaba más de la mitad de la cuenta...

			¿Qué impacto tuvo todo esto en la economía? El bagaje de la década de 1950 no es envidiable. Hubo cuatro recesiones oficiales de 1949 a 1960. Durante un período de doce años y dos meses, hasta principios de 1961, la economía pasó un total de cuarenta y dos meses en recesión (el 29 por ciento del tiempo). La tasa de crecimiento anual acumulada en la era de Eisenhower, del 2,5 por ciento, no es una cifra comparable con la prosperidad de la posguerra. Sin duda, hubo grandes caídas en el nivel de vida. Como se muestra en el gráfico 10.1 que presentamos al comienzo de este capítulo, el PIB por adulto, excluyendo el gasto en defensa, se redujo durante la guerra de Corea entre 1950 y 1952, se recuperó levemente cuando la guerra terminó en 1953 y bajó en la recesión de 1953-1954. Después hubo una recuperación más o menos decente entre 1954 y 1957, pero tal mejora vino seguida de una caída precipitada, con la recesión de 1957 y 1958. El crecimiento en relación con la tendencia fue algo mayor en 1958-1959, sólo para hundirse con una nueva recesión en 1960. A finales de 1960, la tasa de desempleo era del 6,6 por ciento, es decir, seguía siendo tan alta como en 1949. Y, al concluir la década de 1950, había unos cuatro millones de personas en una situación de desempleo recurrente y prolongado, cuando este número se había situado en poco más de dos millones en 1948.

			Además, como vimos en el gráfico 10.1, si nos fijamos en el PIB por adulto incluyendo el gasto militar, vemos que mantuvo tasas de crecimiento más altas que el PIB por adulto excluyendo los dispendios asociados a la defensa. Esto pone de manifiesto que la guerra de Corea dio paso a un período de elevado gasto militar que tuvo un impacto en el desempeño económico de la década de 1950. Si la tesis proclive a los planes de estímulo —es decir, el keynesianismo— fuese correcta, estos gastos deberían haber elevado el nivel de vida de los estadounidenses. Dicho de otro modo, debería haberse dado el llamado efecto multiplicador. En cambio, como muestra el gráfico, nunca hubo tal cosa.

			Una lección esencial de la historia fiscal estadounidense que se viene observando desde la introducción del IRPF y que ha sido reiterada en numerosos pasajes del libro es la que nos recuerda que, cuando suben los impuestos aplicados a las personas de mayor renta, hay tres cosas que suceden a renglón seguido: 1) que estos individuos pasan a declarar menos renta, 2) camuflan sus ingresos de la manera más eficaz desde el punto de vista tributario y 3) la economía va mal. Una vez más, la mediocridad de la década de 1950 ilustra esta lección con total claridad. Bajo un régimen de impuestos tremendamente altos, las personas que formaban parte del 1 por ciento de mayor renta se apresuraron a canalizar sus ingresos de forma que sus impuestos fuesen más moderados y parte de sus ganancias quedasen sujetas a regímenes que no generaban imposición o, incluso, ni siquiera generaban obligación de declarar. Las pérdidas de eficiencia subsiguientes fueron agudas. El país tenía un sistema fiscal que resulta objetivamente confiscatorio para las personas de más altos ingresos. Estos asalariados respondieron gastando gran parte de su preciosa energía en buscar fórmulas que permitiesen evitar unos impuestos tan elevados, desviando su atención de los asuntos reales de la producción y el empleo, a los que dedicaron menos atención. Como los impuestos que pagaban quienes estaban en la cima eran muy altos, la economía se desaceleró y su comportamiento a largo plazo fue mucho peor.

			La toma de decisiones económicas normales por parte de quienes más ganan se fue por la borda en la década de 1950 a raíz de unos impuestos tremendamente elevados. Cuando los impuestos se llevan el 52 por ciento del beneficio corporativo y el 91 por ciento de la renta personal, las personas de más altos ingresos dejan a un lado su inclinación libre a pensar en los demás, clientes y empleados por igual. Bajo un modelo así, deben ajustar su perspectiva y cuidar de sus propias necesidades e intereses. Tienen que mirar hacia adentro. Con impuestos tan extremos, las personas de ingresos más altos que están al frente de un negocio o controlan grandes cantidades de capital, se deben hacer una cruda pregunta: ¿qué debo hacer para seguir estando bien, económica y financieramente hablando?

			Cada vez, en la década de 1950, el liderazgo corporativo se desvió de los puros intereses económicos de sus negocios, que se convirtieron en una preocupación secundaria. En cambio, la élite económica se ocupó de brindar almuerzos opulentos u oficinas con estándares de museo a los ejecutivos, amén de audaces planes de opción de compra de acciones, inteligentes contratos de remuneración diferida o una amplia gama de gratificaciones, todo con tal de esquivar el pago de unos impuestos tan altos. El asunto apremiante era determinar cómo mantener un mínimo de viabilidad comercial y conservar un nivel alto de retribución para los ejecutivos, puesto que el sistema fiscal era abiertamente confiscatorio para todo aquel que se negase a jugar con sus deducciones o exenciones.

			Los impuestos altos alteran el equilibrio normal entre la codicia y el desempeño, y lo hacen precisamente entre la gente que toma las decisiones económicas más importantes. Por lo general, una persona dedicada a los negocios con visión o habilidad para la gestión debe hacer mucho más que buscar ser el número uno, puesto que también debe intentar orientar a los empleados o atraer y mantener a los clientes. Son asuntos demasiado imperativos como para restarles prioridad. Sin embargo, cuando la realización de tales operaciones normales significa que el empresario debe pagar impuestos de forma extrema, no queda más remedio que adoptar algunos cambios. Es lógico que, en la década de 1950, la persistencia de una manifiesta lentitud económica fuese de la mano de unos impuestos muy altos. También es lógico que calase hondo el empeño de eludir, en la medida de lo posible, estos niveles de tributación. Los tipos impositivos aumentaron y se mantuvieron muy altos. Así pues, las personas con mayores ingresos pasaron a percibir su renta de aquella forma que estuviese menos gravada por el sistema tributario en vigor, redefiniendo su estructura retributiva para esquivar los tipos impositivos más altos y pagar mucho menos. El resultado económico fue un ritmo mucho más lento en el crecimiento del nivel de vida de todos los estadounidenses.
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			El despegue del crecimiento en la década de 1960

			A lo largo de los años, de todas las trayectorias que se pueden apreciar en nuestro gráfico sobre la tendencia del PIB real por adulto excluyendo el gasto en defensa, la observada entre 1961 y 1966 es particularmente notable. Durante los cinco años que van desde el primer trimestre de 1961 hasta el mismo período de 1966, la serie experimenta una subida del 15 por ciento. Esto significa que el crecimiento real acumulado por adulto (dicho de otra forma, el nivel de vida del estadounidense promedio) creció quince puntos porcentuales más de lo que sugiere la tendencia de la economía a largo plazo. Año tras año, desde 1961 hasta 1966, el crecimiento se situó, en promedio, un 3 por ciento por encima de lo que sugería la tendencia. Este desbordamiento del crecimiento produjo una enorme tasa de crecimiento anual total cercana al 4,9 por ciento. Hubo un gran salto en el nivel de vida después del cuarto trimestre de 1943, cuando la guerra mundial empezó a encarar el final y la producción económica se desplazó hasta quedar profundamente concentrada de nuevo en los usos y las necesidades civiles. Por su parte, el gran cambio de 1961 no vino marcado por este tipo de elementos. El nuevo período de paz había arrancado antes, tras la conclusión de la guerra de Corea, pero el nivel de vida estadounidense se disparó abruptamente. ¿Qué fue lo que impulsó este cambio?

			De 1961 a 1963, la presidencia del malogrado John F. Kennedy —los «mil días» de los que habló su asesor presidencial Arthur M. Schlesinger— fue testigo de importantes desviaciones del statu quo fiscal, rompiendo con la línea de impuestos altos que se había consolidado a lo largo de la década de 1950. Hubo por lo menos tres aspectos en los que Kennedy promovió y logró rebajas significativas de los impuestos. En 1962, Kennedy empezó reformando las reglas de depreciación de bienes de capital. Fue mucho más allá de los esfuerzos de mejora desplegados en 1954 y los combinó con un crédito fiscal a la inversión del 7 por ciento. En segundo lugar, en 1962, el Congreso otorgó al presidente un poder especial para negociar acuerdos comerciales. Esto fue lo que puso en marcha la Ronda Kennedy, vital para reducir de forma significativa los aranceles aplicados a nivel mundial, siempre en el marco de las reglas del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT, por sus siglas en inglés). En tercer lugar, en 1963 Kennedy promovió las mayores rebajas del IRPF y el impuesto de sociedades desde la década de 1920. Estos cambios se convirtieron en ley a principios de 1964, cuando no habían pasado ni tres meses desde el asesinato del presidente. Además de impulsar esta política fiscal de reducción de impuestos, JFK reafirmó también el compromiso estadounidense de mantener constante el precio del oro en dólares, trasladando a las autoridades monetarias extranjeras su intención de preservar la divisa estadounidense en el nivel equivalente a 35 dólares por onza.

			Bajo la Administración Kennedy, de 1961 a 1963, bajaron los impuestos sobre las inversiones, el comercio y los ingresos. En la década de 1950, por el contrario, todos estos gravámenes se habían mantenido muy altos. Los resultados comparados son esclarecedores: en los años cincuenta tuvieron lugar breves expansiones seguidas de recesiones, exhibiendo una clara incapacidad para mantener un crecimiento sostenido del nivel de vida de los estadounidenses; en cambio, en la década de 1960, el crecimiento fue excepcionalmente fuerte y se desarrolló de manera ininterrumpida. La estadística más reveladora de todas es la que muestra cómo evolucionó el nivel de vida. A continuación reflejamos nuevamente nuestro gráfico sobre el PIB real por adulto, excluyendo el gasto en defensa y aislando los componentes tendenciales.

			Gráfico 11.1. Nivel de vida: PIB real por adulto, excluyendo 
el gasto en defensa (datos trimestrales, 1T-1945 a 2T-2020, ajustados por componentes tendenciales usando el valor 
del PIB real de 1T-1950 a 1T-2017)

			[image: ]

			Fuente: BEA, BLS, Laffer Associates.

			La economía, de nuevo en movimiento

			La recesión de 1957-1958 provocó una ola de reflexiones sobre el desempeño económico de la nación. El consenso general que surgió entonces fue que la tasa de crecimiento del PIB a largo plazo, que se venía situando en torno al 2,5 por ciento, era claramente mediocre y debía duplicarse hasta llegar al 5 por ciento. Un informe de 1958 del Fondo Rockefeller Brothers capturó la esencia del momento al hablar de «la importancia cardinal del crecimiento» y plantear que «nuestro gran desafío durante la próxima década y media será alcanzar una tasa de crecimiento suficiente». Al respecto, el estudio consideraba que el objetivo de crecimiento económico acelerado que debía perseguir Estados Unidos sería «posiblemente una tasa del 5 por ciento».

			¿Cómo alcanzar esta meta? Un aspecto planteado de forma recurrente en este tipo de trabajos era el de la rebaja de los impuestos. El mismo informe del Fondo observó lo siguiente: «La experiencia sugiere con claridad que la nación estaría mejor con un impuesto sobre la renta con tipos algo más bajos». En cuanto a los gravámenes empresariales, que llegaban al 52 por ciento, el mismo informe sostenía lo siguiente:

			Estos niveles de presión fiscal alientan los gastos derrochadores y hacen que las consideraciones fiscales ocupen un lugar predominante en la toma de decisiones comerciales [...]. En resumen, con una fiscalidad empresarial tan alta, se tiende a distorsionar e inhibir la contribución vital que deben hacer las empresas a nuestro crecimiento natural a través del uso y la inversión de su capital. La moderación de la fiscalidad empresarial es tarea pendiente desde hace mucho tiempo.

			Cuando el vicepresidente de Eisenhower, Richard M. Nixon, buscó la presidencia en 1960, tuvo que defenderse de las críticas de uno de los hermanos Rockefeller (el gobernador de Nueva York, Nelson), en medio del proceso para conseguir la nominación presidencial del Partido Republicano. Nixon se reunió con Rockefeller en la lujosa casa que éste tenía en Nueva York y ambos emitieron una declaración conjunta a la salida de su encuentro en la que afirmaban que el crecimiento del país estaba avanzando a un ritmo demasiado lento y pronosticaban que, con la política correcta, dicho ritmo de avance de la producción podría duplicarse. La prensa se burló del acuerdo Rockefeller-Nixon de julio de 1960, que fue definido como el «Tratado de la Quinta Avenida».

			Hablar de duplicar la tasa de crecimiento económico implicaba lanzar una crítica implícita a la Administración Eisenhower. La plataforma del Partido Demócrata lo expresó de esta manera: «Nosotros, los demócratas, creemos que nuestra economía puede y debe crecer a una tasa promedio del 5 por ciento anual, casi el doble de rápido de la tasa anual promedio que se ha venido registrando desde 1953».1

			La última recesión bajo el gobierno de Eisenhower comenzó en abril de 1960 y se prolongó hasta febrero de 1961, según los datos oficiales. El PIB se redujo más de un punto porcentual y el desempleo subió rápidamente en la primavera de 1961, hasta llegar a más del 7 por ciento, más o menos el mismo nivel que había alcanzado durante el pésimo desempeño del año 1958. El candidato demócrata Kennedy ganó las elecciones por un estrecho margen, imponiéndose sobre Nixon en los comicios presidenciales de noviembre de 1960. Sin duda, el hecho de que la economía sufriese una nueva recesión bajo el gobierno de los republicanos influyó en el resultado. Durante la transición, Kennedy recibió una serie de informes de política económica que había encargado en caso de resultar victorioso. Uno de estos documentos se refería a la política fiscal que debía seguir su futuro gobierno. Su autor principal fue Stanley Surrey, profesor de Derecho de Harvard que había liderado el movimiento a favor de la reforma fiscal a finales de la década de 1950 y que había contribuido a reducir los tramos del IRPF en aras de la justicia fiscal y del crecimiento económico.

			Los tramos del impuesto sobre la renta a partir de 1961 se mantuvieron lejos del ideal que habían planteado Fred Maytag y la Asociación Nacional de Fabricantes en 1954, cuando hablaron de un sistema «moderado» para todos. En 1961, los tramos del impuesto sobre la renta todavía estaban establecidos entre el 20 por ciento y el 91 por ciento, igual que habían hecho desde 1953. Asimismo, el tipo general del impuesto de sociedades todavía estaba en su máximo histórico del 52 por ciento.

			El informe entregado por Surrey a Kennedy, que llegó a manos del nuevo presidente electo en enero de 1961, puso de relieve las implicaciones de las tasas impositivas desmedidas. Lawrence Kudlow y Brian Domitrovic explican lo más destacado del documento en su libro de 2016, JFK and the Reagan revolution:

			Las cifras que expuso Surrey eran notables. Encontró que el tipo efectivo del impuesto sobre la renta abonado por aquellos que ganaban más de 100.000 dólares (es decir, el 0,5 por ciento de mayor renta) era de apenas el 36 por ciento, no del 67 por ciento que, a priori, sería la tasa aplicable a personas con este nivel de ingresos. La razón por la que esto era así no eran solamente las meras deducciones recogidas en la normativa del IRPF, sino también las disposiciones incluidas en el código tributario que permitían que grandes cantidades de ingresos, particularmente del tipo de ingresos que tenían los más acomodados, no estuviesen sujetos a declaración o imposición. Surrey estimó que, en un año normal, el porcentaje de los ingresos individuales que contaban como ingresos imponibles declarados a Hacienda suponían apenas el 43 por ciento del total de ingresos reales. El resto quedaba exento, por ejemplo, mediante la compra de los bonos municipales que financiaban un gasto cada vez mayor por parte de los gobiernos locales y estatales.

			Además, Surrey introdujo un número destinado a ser un punto de referencia de la era JFK, como lo había sido el objetivo de crecimiento del 5 por ciento anual propuesto por los Rockefeller. En su informe, señaló que «un Tesoro determinado y un Congreso dispuesto a actuar podrían detener [estas] tendencias [...]. Cualquier logro significativo en lo que respecta a los contribuyentes de la categoría superior requeriría una reducción de las tasas máximas al 70 por ciento o al 65 por ciento. La combinación de tal rebaja y la eliminación de las [lagunas legales] a las que se acoge la categoría superior no implicaría una pérdida de ingresos».

			Éste fue el porcentaje de referencia en torno al que giró la conversación fiscal en los años de Kennedy: un tramo superior del IRPF del 65 por ciento o el 70 por ciento, tipo que no implicaba pérdida en los ingresos del gobierno y que fue propuesto por vez primera en 1959 (mencionado después por Surrey en su trabajo académico anterior).2

			El informe de Surrey causó cierta consternación entre las filas del empresariado. Algunos de los principales dirigentes del mundo corporativo habían luchado con ahínco por cada deducción del código fiscal, cuyo valor era más que notable debido a los elevados tipos de referencia que se venían aplicando en el impuesto de sociedades. Por mucho que plantease una reducción de tipos, el fervor de Surrey por limitar las deducciones prometía cambiar los modelos de negocio en vigor y los frutos de años de esfuerzo en materia de cabildeo. The Wall Street Journal reportó en su momento que «el ataque de Surrey a las lagunas tributarias desencadena muchas protestas».

			Kennedy nombró a Surrey como subsecretario del Tesoro. Su nombramiento llegó tras un largo proceso de confirmación. A su conclusión, se incorporó a un departamento dirigido por C. Douglas Dillon, que provenía de la firma de corretaje de Wall Street que lleva su nombre. Ya en el gobierno, se le encomendó la tarea de desarrollar dos proyectos de ley de rebaja de impuestos para el presidente. Uno se volcaba en proporcionar un crédito fiscal para la inversión empresarial y otro en rebajar los tramos en vigor del IRPF. Ambos proyectos de ley fueron sujetos a ciertas revisiones, pero se convirtieron en ley, el primero en octubre de 1962 y el segundo, en febrero de 1964.

			El gran impulso del ritmo de crecimiento del nivel de vida de los estadounidenses no tardó en hacerse notar. La economía sintió, casi de inmediato, que JFK quería moverla hacia adelante. Nuestra serie de largo plazo dedicada a esta cuestión alcanzó su punto más bajo a finales de 1960 y aumentó de forma constante hasta comienzos de 1966. Kennedy promulgó políticas poco significativas en su primer año de gobierno, pero los mercados tienen un sentido de percepción sobre lo que sucederá. Parecía muy probable que, en pocos años, Kennedy y sus aliados sacarían adelante reducciones de impuestos más amplias, en beneficio de todas las categorías del sistema fiscal.

			1962: llega la rebaja de impuestos 

			La primera rebaja de impuestos que promulgó Kennedy atajaba la depreciación de los activos tangibles de las empresas. En julio de 1962, el Departamento del Tesoro publicó nuevos cronogramas que permitían a las empresas amortizar el valor de sus compras de plantas y equipos en un período temporal más corto. El código tributario de 1954 ya permitía que la mayor parte de los gastos de planta y equipo se dedujeran de la base imponible del impuesto de sociedades en los primeros años de uso.

			El problema de fondo había surgido durante la Gran Depresión y había empeorado a raíz de la inflación en los años de la Segunda Guerra Mundial y de la guerra de Corea. Los programas de depreciación habían empezado a desarrollarse en la década de 1930, cuando las empresas se vieron obligadas a que sus plantas y equipos durasen más de lo normal debido a unas desesperadas condiciones económicas. Esta tergiversación del ciclo de vida normal de tales activos se codificó en la normativa tributaria y se mantuvo en pie hasta los cambios de 1954 y 1962. La inflación, que medida según el índice de los precios al consumidor (IPC) aumentó un 120 por ciento entre 1939 y 1962, hizo que el alcance de las reglas de depreciación tuviese cada vez menos valor en términos reales, en relación con el monto realmente pagado por la adquisición de las plantas o los equipos. Las reformas de las reglas de depreciación de 1954 y 1962 se centraron en arreglar los problemas que había creado el gobierno. Los calendarios establecidos durante la Gran Depresión no reflejaban la vida útil de los activos en tiempos de normalidad y los valores fijados entonces no estaban indexados a la inflación, de modo que su efecto era insignificante y menguante. En la medida en que estas circunstancias hicieron que no se pudiesen aplicar deducciones plenas, su efecto no fue otro que el de provocar un aumento efectivo de los impuestos empresariales.

			Kennedy acortó los calendarios de depreciación en el verano de 1962, apoyándose en la autoridad que tenía el Tesoro para actuar en dicho frente. Los anexos entraron en vigor para toda declaración de impuestos presentada con fecha posterior a la segunda quincena de julio. Esto significaba que las empresas podían hacer que esta rebaja de impuestos fuera retroactiva, ya que el código tributario otorga a las empresas la libertad de presentar sus declaraciones de impuestos en función de cualquier año fiscal de cincuenta y dos semanas que finalice dentro del año de calendario determinado. Así, en 1962, las empresas podían acogerse a unas mayores desgravaciones en concepto de depreciación de activos tangibles para así reducir la factura fiscal aplicada sobre los beneficios alcanzados hasta mediados de julio de 1961.3

			En octubre de 1962, el Congreso aprobó una ley que Surrey había ayudado a preparar con apoyo de Dillon. Se trataba de un crédito fiscal a la inversión empresarial. En adelante, las compañías podrían descontar de sus obligaciones fiscales hasta el 7 por ciento de los costes de inversión dedicados a adquirir bienes de capital. Como expresó un análisis de la norma, «este crédito fiscal puede ser visto como una medida que rebaja el precio de las instalaciones y demás activos incluidos en la norma, con un descuento de hasta el 7 por ciento en su precio nominal».4 El efecto también era comparable al de una rebaja de los tipos marginales que pagaban las empresas, en la medida en que recortaba el coste final de hacerse con equipos y bienes de capital. Además, su alcance era más profundo que el del cambio de las reglas de depreciación. Lo primero ampliaba las deducciones disponibles, pero el tipo de referencia seguía siendo un 52 por ciento. Lo segundo tenía el efecto directo de ahorrar a las empresas la totalidad de ese 7 por ciento de sus compras de equipos de capital.

			Una de las críticas que sufrió Kennedy cuando propuso bajar los impuestos a las empresas a través de la reforma de las normas de depreciación y de la aprobación del crédito fiscal a la inversión aludía a su posible impacto en la «balanza de pagos». Al presidente le preocupaba que Estados Unidos estuviera perdiendo demasiado oro frente a reclamantes extranjeros. Entonces, el precio oficial era de 35 dólares la onza. La «fuga de oro» se había convertido por primera vez en un tema de preocupación política, a raíz de la recesión de 1957-1958. Kennedy había criticado a Eisenhower y Nixon por permitirlo. Además, había dejado claro que no prefería el remedio propugnado por los economistas keynesianos, que abogaban por devaluar el dólar frente al oro. Durante la campaña, y a lo largo de su presidencia, insistió en que Estados Unidos no debía aumentar el precio de redención del oro más allá de los 35 dólares por onza. Así lo expresó en una rueda de prensa en julio de 1962, que coincidió con la entrada en vigor su reducción de impuestos por depreciación:

			No vamos a devaluar el dólar. Estados Unidos no sacaría nada bueno de ello. Todas las demás monedas están ligadas, en cierta medida, al dólar. Si devaluamos, todas las demás monedas también lo harán y aquellos que especulan contra el dólar acabarán perdiendo. Estados Unidos no va a devaluar el dólar [...]. Yo tengo confianza en nuestra moneda y creo que, si otros examinan la riqueza de este país [...], creo que sentirán que el dólar es una buena inversión, tan buena como el oro».5

			Desde la perspectiva política de Kennedy, las rebajas de impuestos a las empresas ejercían un papel crucial en el esfuerzo por reducir las operaciones de cambio de dólares por oro. En primer lugar, hacían menos costosa la inversión en términos reales. Esto atraería dólares, que fluirían de la ventanilla de cambio oro-dólar a estas nuevas oportunidades. En segundo lugar, traían de la mano una mayor producción y un repunte de la venta de bienes, lo que haría más rentables las inversiones. La razón principal por la que Kennedy quería que las rebajas de impuestos a las empresas se aplicasen antes de una rebaja del IRPF era su sensación de que la mejora de la fiscalidad aplicada en el campo mercantil estimularía la demanda de inversión en activos radicados en Estados Unidos. Esto, a su vez, resultaría eficaz para frenar la preferencia por parte de los extranjeros de cambiar sus dólares por oro (entonces, a los estadounidenses todavía se les prohibía poseer oro).

			El país había vivido una experiencia similar a principios de la década de 1930, pero entonces la reacción presidencial fue muy diferente (véase el capítulo 5). Tras la aprobación de la Ley Smoot-Hawley en junio de 1930, la demanda de oro aumentó. Esto era natural. El impuesto sobre los productos importados (el arancel) restringía los usos a los que se podía destinar la renta nacional. El mercado de valores respondió cayendo a mínimos nunca antes vistos (y nunca repetidos). El oro encarnaba la forma de protección más tradicional de todas las conocidas contra las adversidades económicas. Su evolución provocó una enorme caída en el nivel de precios. Dado que el precio del oro era fijo y la gente quería tener mucho oro en aquel contexto de impuestos altos, todos los demás precios debían caer para que la gente pudiera comprar oro. Esto profundizó y extendió lo que luego se conocería como la Gran Depresión. En medio del pánico, se precipitaron las «espantadas» bancarias y se desataron todo tipo de problemas económicos. La reacción del presidente Hoover al ver disminuir los ingresos fiscales en el año fiscal de 1931 (es decir, de julio de 1930 a junio de 1931) fue presionar, en otoño de 1931, para lograr una subida del IRPF. Con la economía desplomándose, Hoover logró sacar adelante una gran subida de impuestos en junio de 1932, con aplicación retroactiva desde el 1 de enero de 1932 anterior. La fiebre del oro observada entre 1930 y 1932 se produjo porque los inversores se dieron cuenta de que las subidas de impuestos estaban llevando a Estados Unidos a la Gran Depresión. Por aquel entonces, el oro era el primer refugio de los cautelosos y se erigía como una salvaguardia o una protección contra el desplome.

			Kennedy no repitió esta tragicómica serie de errores. La creciente demanda de oro, a finales de la década de 1950 y principios de la de 1960, indicó que las oportunidades de invertir en dólares no eran lo suficientemente prometedoras ni rentables como esperaban los inversores globales. Tales inversiones ganarían atractivo con un aumento de su rentabilidad después de impuestos. Ése es precisamente el efecto que tienen las rebajas de impuestos volcadas por el lado de la oferta, como las que Kennedy sacó adelante en 1962. Estas rebajas de los impuestos empresariales redujeron el coste después de impuestos de adquirir y usar equipos y bienes de capital para acelerar la producción de bienes vendibles en el mercado.

			Comercio

			Nuestros gráficos revelan una breve pausa en el crecimiento del PIB y el nivel de vida en el año 1962. Este lapso se corresponde con un breve período de preocupación por la agenda económica de Kennedy. En mayo de 1962, el mercado de valores sufrió su caída más pronunciada desde 1929, perdiendo alrededor del 28 por ciento desde su pico anterior. Kennedy había tardado mucho en presentar sus propuestas legislativas. Poco antes, había tenido una pelea con los ejecutivos del acero por los controles de precios. Además, había permitido la sindicalización de los empleados federales. JFK había sido muy claro en 1961 cuando afirmó que deseaba seguir adelante con una agenda de rebaja de impuestos y defensa de un dólar fuerte y vinculado al oro. Sin embargo, un año y varios meses después de su llegada a la presidencia, sus acciones seguían siendo insuficientes. La economía, y en particular los mercados, manifestaron su escepticismo sobre la seriedad, el compromiso y la determinación del presidente.

			Gráfico 11.2. Evolución del Promedio Industrial Dow Jones 
(DJIA; mensual, enero 1960-diciembre 1969, en términos nominales, a cierre del período y con escala semilogarítmica)
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			Fuente: Bloomberg.

			El presidente disipó las dudas en su famoso discurso de graduación de la Universidad de Yale, pronunciado en junio de 1962. Su alocución ha adquirido una merecida popularidad. JFK dedicó mucho tiempo a explicar por qué creía que la perspectiva política de los años treinta había dejado de ser útil y debía dejarse de lado. Cualesquiera que fueran los problemas de la década de 1960, Kennedy tenía claro que no iba a imitar los enfoques que se adoptaron tres décadas antes para hacer frente a la Gran Depresión. Habló de «desentrañar» los «cantos de sirena de un pasado olvidado» e insistió en que «el mundo de hoy es diferente al de mediados de los años treinta».

			La afirmación política más crucial de todas las que hizo Kennedy en su discurso fue la referida a su convicción de la conveniencia de combinar una estrategia monetaria «alta» con una política fiscal «flexible». Al hacer esta distinción, Kennedy hacía explícita su resolución de apostar por conjugar las rebajas fiscales con el mantenimiento de un dólar fuerte ligado al oro. Los mercados debieron percibir que el presidente cumpliría lo prometido, porque los mínimos que se llegaron a alcanzar en el peor momento de la época no se volvieron a ver en términos reales hasta el período de estanflación de la década siguiente, en los años setenta.6

			Además de la reforma de la depreciación y de la aprobación del crédito fiscal a la inversión, Kennedy se anotó un logro más a finales de 1962, precisamente cuando se esforzaba por recuperar el liderazgo político tras algunos meses de dudas. Además de aprobar el crédito fiscal a las inversiones empresariales, que salió adelante en octubre, el Congreso también otorgó al presidente un amplio rango de poder y autoridad para la negociación de tratados comerciales. Los legisladores lo hicieron partiendo del entendido de que el presidente usaría estos poderes especiales para contribuir a una rebaja profunda de los aranceles. La Ronda Kennedy negociada de 1964 a 1967 en el marco del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio resultó en una rebaja media significativa de los impuestos al comercio. Para ser precisos, tanto Estados Unidos como sus socios comerciales acordaron una rebaja del 35 por ciento en dichos recargos. En la práctica, fue otra rebaja de impuestos impulsada por la Administración Kennedy, aunque entró en vigor años después del asesinato del mandatario.

			En 1962, pues, JFK podía sacar pecho por haber mantenido la fortaleza del dólar ligándolo al oro, haber aprobado dos rebajas fiscales a las empresas y haber puesto en marcha una ronda de liberalizaciones comerciales que se desarrolló plenamente en los años siguientes. A finales de año, Estados Unidos estaba experimentando una expansión económica como nunca antes había visto desde la recuperación tan excepcionalmente aguda de la producción (excluido el gasto en defensa) que tuvo lugar inmediatamente después de la Segunda Guerra Mundial.

			La rebaja del IRPF y del impuesto de sociedades 
en 1963-1964

			En diciembre de 1962, Kennedy anunció que estaba a punto de enviar al Congreso una nueva rebaja de impuestos, esta vez con ánimo de revertir los altísimos tipos «progresivos» que se aplicaban en el IRPF y el impuesto de sociedades. En un legendario discurso ante el Club Económico de Nueva York, señaló los siguientes puntos:

			Una economía obstaculizada por unos impuestos demasiado restrictivos no producirá suficientes ingresos como para equilibrar el presupuesto nacional, así como tampoco producirá suficientes puestos de trabajo ni suficientes ganancias. Sin duda, la lección que nos deja la última década es que los déficits presupuestarios no vienen causados por unos dispendios desorbitados, sino por un crecimiento económico lento y un problema periódico de recesiones.7

			Kennedy añadió que «es una verdad paradójica que los tipos impositivos son demasiado altos en la actualidad, pese a lo cual los ingresos fiscales son demasiado bajos. La forma más sólida de aumentar los ingresos a largo plazo es reducir hoy los tipos fiscales». A partir de la década de 1970, este concepto pasó a ser conocido para siempre como la curva de Laffer.

			La Casa Blanca sacó el fin el «hacha» para atajar el tremendo alcance de unos impuestos que, en el caso del IRPF, se movían en una horquilla que iba del 20 por ciento al 91 por ciento de la renta. Estos tramos se habían reducido a finales de la década de 1940, pero volvieron a alcanzar estos niveles tan elevados con la guerra de Corea, y permanecieron imperturbables a pesar de la paz que siguió a 1953. En 1954, los republicanos prefirieron «simplificar» el IRPF en vez de bajarlo. Sin embargo, el crecimiento bajo un código tributario que simplemente se vio reformulado resultó ser insuficiente. Kennedy volvió a abordar la cuestión pendiente: la rebaja de los impuestos.

			La recomendación de Surrey de bajar los tipos alrededor de un 30 por ciento fue la pieza central de la propuesta que Kennedy envió al Congreso en enero de 1963. El tramo superior se reduciría del 91 por ciento al 65 por ciento y el inferior caería del 20 por ciento al 14 por ciento, con rebajas proporcionales para los muchos tramos intermedios. La negociación y el intercambio de favores típico de estas situaciones hizo que Kennedy cediese y aceptase un tramo superior del 70 por ciento. Por el lado corporativo, el plan era pasar del 52 por ciento al 48 por ciento, aunque Kennedy había reivindicado un recorte algo mayor, hasta el 46 por ciento. Con estas ligeras modificaciones, la Cámara de Representantes aprobó el proyecto de ley en septiembre de 1963.

			La rebaja de impuestos ya estaba bajo consideración en un comité del Senado cuando se produjo el magnicidio del presidente. El Senado tenía algunas preocupaciones fiscales, pero el asunto principal que impedía que el proyecto de ley fuese tramitado y sometido a votación en esa cámara era el de los derechos civiles. Los partidarios de la segregación estaban preocupados de que, si Kennedy sacaba adelante la rebaja de impuestos, estaría aprobando uno de los «grandes proyectos de ley», despejando el camino para su Ley de Derechos Civiles. De hecho, en el mismo momento en que el Senado aprobó la rebaja de impuestos de Kennedy, en febrero de 1964, empezaron a darse las primeras maniobras obstruccionistas contra la legislación de derechos civiles. Eso sí: en julio de 1964, esta táctica se vino abajo y, de forma póstuma, Kennedy consiguió que el segundo de sus grandes proyectos de ley se convirtiera en una realidad.

			El presidente Lyndon B. Johnson (LBJ), sucesor de Kennedy en la Casa Blanca, encabezó la tramitación de la rebaja de impuestos de Kennedy en 1963, liderando el proceso en medio de los debates del Senado, las negociaciones entre ambas cámaras legislativas y la aprobación definitiva de los cambios, que firmó y oficializó en 1964. Sin duda, la capacidad de Johnson para forzar a los miembros del Congreso a sacar adelante la rebaja de impuestos desempeñó un papel clave, pero el papel del difunto Kennedy no debe minimizarse. De hecho, la bajada de impuestos ganó la aprobación de la Cámara mientras Kennedy estaba vivo. El asunto empezó a ser discutido en el comité del Senado en las semanas previas al asesinato, pero dicho comité estaba perdiendo credibilidad ante la opinión pública cuando trascendió su aparente voluntad de retrasar tal proyecto de ley para evitar la posterior tramitación de la legislación en materia de derechos civiles. Así pues, la rebaja de impuestos de Kennedy iba camino de su plena aprobación en noviembre de 1963.

			Además, después del asesinato de JFK, el impulso político a favor de sacar adelante los «asuntos pendientes» del difunto presidente tuvo una gran acogida. Los grandes proyectos de ley restantes se convirtieron en su principal legado legislativo. En este sentido, la rebaja de impuestos iba antes incluso que el proyecto de ley de derechos civiles, puesto que se había presentado antes. Si el Senado no hubiese aprobado la rebaja de impuestos poco después de noviembre de 1963, LBJ se hubiese quedado sin una oportunidad fácil de llevar a la práctica el mandato del pueblo estadounidense.

			En cuanto a las posibilidades de Johnson de ser elegido en noviembre de 1964, lo cierto es que sin duda se habrían atenuado si no hubiera asumido el testigo de JFK y hubiese suspendido o retrasado el proyecto de ley para la rebaja de impuestos, que su predecesor había dejado casi aprobado. Sin duda, Johnson no entendió las razones de JFK para sacar adelante la rebaja de impuestos, pero esta torpeza se aborda en el capítulo 12, en el que analizaremos la decadencia de la política económica estadounidense que fue observándose a medida que se avecinaba la década de 1970, marcada por la estanflación.

			Lograr la prosperidad de la posguerra

			La década de 1960 cumplió la promesa de llegar a un relanzamiento de la prosperidad propio de la etapa de posguerra. El gran salto en el nivel de vida observado inmediatamente después de la Segunda Guerra Mundial no había tenido continuación en la década de 1950, tras la guerra de Corea, pero sí se dio en la década de 1960. La gente a menudo habla de la década de 1950 como un tiempo de prosperidad masiva y un clásico ejemplo de avance estadounidense, pero esto no es del todo exacto. Dicho período estuvo marcado por un crecimiento lento, que vino acompañado de recesiones cada vez más frecuentes (véase gráfico 11.1). Pasaron cuatro años entre las recesiones de 1949 y 1953-1954, tres entre las de 1953-1954 y 1957-1958 y apenas dos entre las de 1957-1958 y 1960-1961. Por el contrario, en la segunda mitad de la década de 1940 y en buena parte de la década de 1960 imperaron niveles de prosperidad mucho mayores.

			A partir de febrero de 1961, Estados Unidos no volvió a entrar en recesión hasta el último mes de la década (diciembre de 1969), cuando el mismo hombre al que Kennedy había derrotado en las elecciones de 1960, Richard Nixon, ocupaba la presidencia. El crecimiento anual del PIB durante ese lapso de casi nueve años fue superior al 5 por ciento anual. Sin este historial de distinguidos logros económicos, el pueblo estadounidense nunca hubiera podido recordar la década de 1950 como claramente próspera. En realidad, el crecimiento fue enorme en la segunda mitad de la década de 1940 y durante casi toda la década de 1960. He ahí el secreto de la prosperidad después de la Segunda Guerra Mundial. La década de 1950, pues, fue algo así como un tiempo de espera entre ambas expansiones.

			En la segunda mitad de la década de 1940 y durante toda la década de 1960, los efectos de las rebajas de impuestos se trasladaron de forma estrecha a la economía. Los cambios de 1945 acompañaron un vuelco histórico hacia la recuperación de la producción económica para uso civil. Después, el recorte de impuestos de 1948 formalizó la división de la renta que ya practicaban muchos hogares en aquellos estados que mantenían la forma jurídica de la propiedad comunitaria. Lo observado en los primeros años de posguerra fue, por tanto, un proceso propio de un contexto de rebaja de impuestos. En cambio, en la década de 1950, la desconcertante decisión de los líderes del Congreso y del presidente de no reducir los impuestos hizo mucho daño. Ni la insistencia de Robert Taft en la campaña presidencial de 1952 ni las circunstancias de 1953-1954 después de la guerra de Corea, ni la desagradable recesión de 1957-1958 hicieron que emergiese un nuevo consenso nacional, a pesar de que había una evidente crisis en materia de crecimiento. Las rebajas de impuestos que Kennedy puso en marcha en 1962 (algunas de ellas con aplicación retroactiva para 1961), en 1963 y en 1964 de forma póstuma confirmaron que la insistencia en dejar los tipos como estaban fue el grave error de los procesos políticos de 1954 o 1958. Cuando al fin llegaron las rebajas de tipos impositivos que impulsó Kennedy, el crecimiento promedio se duplicó, pasando del 2,5 por ciento que se venía observando desde 1953 hasta el 5 por ciento alcanzado a lo largo de la década de 1960.

			Kennedy y los funcionarios del Departamento del Tesoro impulsaron las leyes de rebaja de impuestos entre 1962 y 1964, así como distintos cambios fiscales que también suponían una formulación de las políticas del lado de la oferta. Otros altos cargos de la Administración Kennedy abogaron por la introducción de políticas económicas alternativas, especialmente a favor de un mayor gasto y de una actitud de indiferencia hacia el precio del oro en dólares. Como asesor del presidente en 1961, Paul Samuelson afirmó que, «con la aparición de nuevos programas de gasto público en los próximos años, el mantenimiento de unas finanzas sólidas puede requerir el apuntalamiento de nuestra estructura fiscal actual». Los «programas públicos» que Samuelson tenía en mente consistían en la construcción de oficinas de correos, la limpieza y acondicionamiento de los barrios marginales, la puesta en marcha de nuevos parques nacionales, la construcción de bases militares y muchas más actuaciones similares. En cuanto al dólar, Samuelson le dijo a Kennedy que veía «impensable» defender al dólar frente al oro si eso significaba asumir un compromiso contra los «esfuerzos militantes hacia la recuperación interna», es decir, los programas de gasto que él mismo estaba recomendando.8

			En cualquier caso, no puede haber mucho desacuerdo en cuanto a que la apuesta de Kennedy a favor de bajar impuestos y mantener un dólar fuerte vino impulsada por el Departamento del Tesoro, que delineó e impulsó la política económica que efectivamente implementó la Administración. Hay una amplia preponderancia de evidencia que apoya tal interpretación. No obstante, a lo largo de los años, ha surgido la impresión, tanto en la academia como entre el periodismo, de que, en particular la rebaja del impuesto sobre la renta en 1964 fue una medida de corte «keynesiano», es decir, «del lado de la demanda», aprobada a instancias del Consejo de Asesores Económicos, donde había muchos economistas de centro-izquierda y en el que Samuelson tenía mucha influencia. Esta impresión es engañosa. Al rebajar unos impuestos tan altos, lo que hacía Kennedy no era otra cosa que aumentar los incentivos para trabajar y producir, en lugar de consumir y demandar. De hecho, de haber sido un recorte de impuestos keynesiano, los ingresos fiscales tendrían que haber caído. Lo que sucedió fue todo lo contrario: los caudales públicos aumentaron. En cuanto a quién preparó el proyecto de ley y elaboró las justificaciones a favor de la rebaja de impuestos, lo cierto es que fueron claramente los altos cargos y el equipo del Tesoro quienes lideraron esta cuestión dentro de la Administración, no el Consejo de Asesores Económicos.

			Los impuestos y el ethos de la democracia

			En cuanto a las estructuras sociales de la época, lo cierto es que eran fuertes y estaban muy activas cuando Kennedy anunció que bajaría los impuestos. A principios de la década de 1960, el sistema tributario estaba perdiendo credibilidad porque, como había constatado Surrey, los tipos fiscales tan altos que en teoría se debían pagar se habían convertido en papel mojado una vez que se consideraban las distintas formas de esquivar tales niveles de contribución. Surrey también señaló con pesar que si bien la Decimosexta Enmienda hablaba de gravar los ingresos «de cualquier fuente», lo cierto es que tales ambiciones no se cumplieron en la práctica, llegando en ocasiones a circunstancias extremas y ridículas. La brecha entre lo que el sistema tributario tenía que hacer supuestamente y lo que realmente hacía en la práctica desacreditó por completo la normativa en vigor y puso en tela de juicio la credibilidad del Congreso y del gobierno federal en materia de impuestos, un asunto político de vital importancia. En la jerga de la época, se llamaba patsies [‘primos’ o ‘pringados’] a los pocos contribuyentes que no eludían los tipos formales y los tributaban sin acogerse a ningún tipo de deducción, exención o ventaja fiscal. El asunto generaba burla y enfado a partes iguales. Sin duda, un marco de impuestos con tales características no era saludable para el espíritu democrático de la nación.

			De todos modos, los principales altavoces del pensamiento progresista en la década de 1960 siguieron vendiendo la idea de que no había nada de malo con el sistema fiscal y, sobre todo, con los tramos tan elevados que se cobraban a las rentas altas. Quizá el argumento más audaz en este sentido provino del profesor de economía de Harvard, John Kenneth Galbraith, que fue un hombre cercano a Kennedy, a quien sirvió como embajador, asesor y acompañante social de la primera dama, Jacqueline Kennedy.

			Con el lanzamiento de La sociedad opulenta en 1958, Galbraith suscitó un intenso debate que duró muchos años. El autor reflexionaba en el libro sobre por qué los mejores profesionales seguían trabajando bajo un marco de impuestos tan altos como los que estaban en vigor en los años cincuenta:

			Para estas personas, el trabajo, como lo seguimos denominando, es algo completamente diferente. Se da por sentado que es agradable. Si no fuese así, sería una fuente de profunda insatisfacción o frustración. Nadie consideraría extraordinario que un publicista, un magnate, un poeta o un profesor que dejasen de sentirse satisfechos con su trabajo acabasen buscando el consejo de un psiquiatra. Decirle a un alto ejecutivo o a un científico que su principal motivación es cobrar su sueldo sería casi un insulto. Los salarios no son algo menor, de hecho son el principal indicador de prestigio. Y el prestigio, el respeto, la consideración y la estima de los demás es, a su vez, una de las fuentes de satisfacción más importantes asociadas con este tipo de trabajo. Pero, en general, quienes realizan este tipo de trabajo esperan contribuir independientemente de la compensación. De hecho, se sentirían perturbados si se sugiriese lo contrario.9

			Galbraith se refirió a los mejores profesionales de la década de 1950 como la «nueva clase», un grupo que veía el trabajo no como una maldición, sino como una actividad muy gratificante a título personal. Como observó hiperbólicamente, «ningún aristócrata contempló la pérdida de sus privilegios feudales con más dolor del que experimentaría un miembro de esta “nueva clase” si sufriese el descenso a un trabajo ordinario, donde la recompensa fuese solamente el pago de un salario».

			Galbraith prosiguió con este sorprendente pasaje, declarando que «ésta es una de las más importantes razones por las que el actual impuesto sobre la renta, a pesar de los tipos marginales tan altos y de las frecuentes advertencias sobre el daño que puede causar sobre los incentivos, no ha tenido ningún efecto nocivo visible». Curiosamente, en la primavera de 1958, cuando se publicó La sociedad opulenta, el país estaba experimentando la caída más pronunciada de dos trimestres en el PIB en cualquier otro semestre del período 1945-2019... Y Galbraith insistía en su idea:

			Los incrementos de la fiscalidad recaen casi en su totalidad sobre los miembros de la «nueva clase». Se trata de personas que, según sus propias declaraciones, no están motivadas principalmente por el dinero, salvo cuando hablan del efecto del impuesto sobre la renta. De ahí que el impuesto no toque ningún incentivo vital, como tampoco actúa sobre la estructura de prestigio, porque las personas son calificadas con uno u otro nivel de renta antes de pagar el gravamen.

			Su planteamiento era novedoso, en la medida en que surgió una ideología en torno a los impuestos que sostenía que se había producido un cambio fundamental en el mundo del trabajo. Para quienes estaban en la cima, y por primera vez en la historia, trabajar era algo placentero. Por lo tanto, se podían imponer tipos punitivos a dicho grupo porque sus integrantes seguirían trabajando satisfechos. El retrato de Galbraith de esa nueva clase es la base de la erudición económica que defiende unos impuestos tan elevados como los de los años cincuenta. Sobre tal pensamiento se asienta la obra de autores como Piketty y Saez. Los economistas progresistas de izquierdas que justifican el giro a estos niveles de fiscalidad sostienen que esto no perturbaría las ganancias relativas de quienes forman parte del 1 por ciento de mayor renta.10

			Sin embargo, tanto en el pensamiento de Galbraith como en el de otros eruditos de tiempos recientes nos topamos con el problema de la medición del nivel de ingresos reales que obtienen los trabajadores antes de pagar impuestos. El propio Galbraith hizo esta diferenciación en su obra. Pues bien, los datos son perfectamente claros. El ingreso declarado por parte del 1 por ciento de mayor renta fue más bajo tanto en la década de 1950 como a principios de la década de 1960 (véase gráfico 3.3, capítulo 3), pero esta circunstancia cambió con la entrada en vigor de las rebajas de impuestos de Kennedy. Si los miembros de la nueva clase se sintiesen suficientemente reconocidos con la renta percibida antes de pagar impuestos, entonces su prestigio debería haberse resentido durante los años cincuenta y comienzos de los sesenta. Sin embargo, Galbraith no abordó este asunto incómodo para su teoría, y ni hablar de los nuevos economistas progresistas, que también se niegan a tocarlo. Galbraith quería salir ganando por un lado y, por otro, decía que la gente más acaudalada valoraba tener unos ingresos más altos, pero también afirmaba que esto solamente era así por razones de prestigio y no por el interés de tener más renta disponible en términos netos. Por tanto, según su interpretación, estos trabajadores trabajarían igual de duro y de bien con impuestos muy altos y, además, los salarios seguirían siendo muy elevados puesto que el sistema de prestigio de las empresas de élite así lo exigía. En cambio, lo que nos muestra la evidencia empírica es que los ingresos antes de impuestos declarados por el 1 por ciento superior fueron devastadoramente bajos hasta la entrada en vigor de los recortes de impuestos de Kennedy.

			Galbraith debería haber reparado en los refugios, las ventajas existentes en la fiscalidad empresarial, lo que sucedía en los rascacielos de oficinas, el súbito repunte del gasto corporativo en colecciones de arte, las cuentas de gastos que pagaban los almuerzos en Manhattan de la nueva «nobleza» del sector empresarial y tantas otras circunstancias que autores como Tom Wolfe describieron en su evocación de todo tipo de escenarios opulentos propios de aquellos años. Si hubiese prestado atención a todas estas circunstancias, habría llegado a la conclusión que alcanzaron muchos observadores que fueron más allá que él y comprobaron que el sistema fiscal no era lo que pretendía ser. En la práctica, no gravaba los ingresos «de cualquier fuente». Los tramos del 91 por ciento no estaban teniendo implementación efectiva. En la década de 1950 y a comienzos de la de 1960, en un contexto de impuestos altos, los ejecutivos empresariales se centraron en buscar todo tipo de formas de compensación y remuneración que no estuviesen sujetas a impuestos, aminorando así sus ingresos antes de impuestos y sus pagos tributarios. Como explicó John Brooks en su análisis del impuesto sobre la renta vigente en aquellos años, «el efecto económico del IRPF ha sido tan amplio que ha creado dos tipos de moneda: el dinero antes de impuestos y el dinero después de impuestos». Según Brooks, la clave del sistema de prestigio de la época era el dinero obtenido después de impuestos, al contrario de lo que sugería Galbraith.11

			En la década de 1960, cuando Kennedy asumió la responsabilidad de resolver este problema, el sistema fiscal había desbordado la paciencia del pueblo estadounidense y en las filas del gobierno había una preocupación cada vez más evidente. The New York Times publicó el siguiente reportaje en diciembre de 1960:

			La vida de la cuenta de gastos es otra forma mediante la que muchas personas logran aventajar a vecinos que reportan unos ingresos supuestamente similares. Esta situación ha llamado la atención del Tesoro y los funcionarios de esa agencia están tratando de reducir los abusos.

			El diario prosiguió su explicación:

			Al Tesoro le preocupa que, cuando un hombre nota que a su vecino le va mejor a pesar de tener un ingreso comparable, y cuando ese diferencial se explica por la operativa de las cuentas de gastos, el malestar no tardará en aparecer. El sistema del impuesto sobre la renta se basa en el «cumplimiento voluntario» de los contribuyentes individuales y, si la moral tributaria de los trabajadores se ve afectada por estas desigualdades aparentes, todo el sistema puede desmoronarse.12

			Tiempo después, el diario preguntó lo siguiente a William F. Buckley, destacado observador de la era de la posguerra:

			P: ¿Alguna vez ha hecho trampa en sus impuestos?

			R: Supongo que sí, es imposible no hacer algún engaño a la hora de pagar impuestos.

			P: ¿Cuánto deberíamos pagar en concepto de impuestos?

			R: Tanto como pagan nuestros vecinos, pero nunca más.13

			El gran rango del 20 por ciento al 91 por ciento observado en los tramos del IRPF resultaba manifiestamente excesivo y no era en absoluto conducente al cumplimiento voluntario. Sin embargo, asegurar el cumplimiento voluntario de los contribuyentes era esencial para el buen funcionamiento del sistema. Algo tenía que cambiar en la década de 1960. Kennedy fue quien abrió la puerta a una nueva circunstancia y sacó adelante una rebaja del IRPF, que dejó la horquilla de tramos en niveles del 14 por ciento al 70 por ciento. La economía respondió con un largo período de crecimiento, el más intenso por lo menos desde la década de 1920.

			Sin embargo, los tramos del impuesto sobre la renta, que iban del 14 por ciento al 70 por ciento después de la rebaja de Kennedy, aún seguían moviéndose en niveles que eran objetivamente elevados. Dos meses después de que el proyecto de ley se convirtiera en norma, en abril de 1964, se publicó The great treasure raid, de Philip M. Stern, un libro que se burlaba del sistema fiscal y que entró en la lista de títulos más vendidos que elaboraba The New York Times. El autor proponía otra ronda de rebajas en los tramos del IRPF, hasta pasar a una horquilla de entre el 11 por ciento y el 50 por ciento. Stern fue profético, puesto que la siguiente vez que se aprobó una gran rebaja de impuestos, en 1981, bajo la presidencia de Ronald Reagan, los tramos quedaron exactamente en ese rango.

			El libro de Stern describió las preocupantes implicaciones que seguía teniendo el sistema impositivo estadounidense. Incluso después de las rebajas fiscales de Kennedy, los escalones más altos eran tan acusados que no se reportaban ingresos sujetos a tal retención. Stern sintió que culpar al gasto público de unos impuestos tan altos era equivocado. Sin duda, el principal motivo por el que los tipos eran tan altos era que, en paralelo, había todo tipo de exenciones, deducciones, desgravaciones... El gasto federal, medido como porcentaje del PIB en 1963, fue del 18 por ciento. Los tramos del impuesto sobre la renta empezaban, por su parte, en un 20 por ciento. Había una correspondencia entre ambos porcentajes, que casi eran idénticos. Pues bien, aunque la teoría decía que se gravarían los ingresos «de cualquier fuente», lo cierto es que la recaudación llegaba al 18 por ciento del PIB a pesar de que el tramo inferior del IRPF empezaba en el 20 por ciento.14

			Stern también tomó en consideración la tesis que defendía que los impuestos eran altos para lograr que las personas con ingresos más bajos accedieran a tributar bajo unos tramos más moderados. El tramo inferior del IRPF nunca estuvo por debajo del 20 por ciento desde 1950 hasta 1963. Así pues, mientras que los tipos que teóricamente pagaban las rentas altas eran del 91 por ciento, hasta llegar incluso al 94 por ciento, un 20 por ciento podía parecer una tasa razonable, incluso baja. Un «ataque frontal» al sistema de tramos vigentes «sería demasiado ofensivo para con el folclore económico estadounidense —escribió Stern—. A los redactores de la normativa fiscal se les sugiere irreverentemente que deben mantener a toda costa las apariencias y convencer al pueblo de que están gravando apropiadamente a quienes son excesivamente ricos [...]. Mientras todo esto se sostiene sombríamente, los mismos redactores de las normas fiscales socavaban automáticamente su aplicación, alterando el efecto de los tramos superiores de maneras que el público no puede entender fácilmente».15

			Los logros económicos ocasionados por las rebajas fiscales de Kennedy se explican por la forma en que estos cambios cambiaron la «tasa de retención». JFK redujo el tramo superior del impuesto sobre la renta del 91 por ciento al 70 por ciento. Esto hizo que la tasa neta de impuestos sobre los ingresos sujetos a este nivel de impuestos pasara de 9 centavos a 30 centavos por cada dólar de ganancia. Esto suponía un aumento importante, del 233 por ciento (30 vs. 9). Este fenómeno disminuía su magnitud en los niveles de renta más bajos. Por ejemplo, bajar el tramo inferior del 20 por ciento al 14 por ciento significó un aumento de los retornos de sólo un 7,5 por ciento (86 vs. 80). Los costes en los que habían estado incurriendo los altos ejecutivos para proteger sus ingresos de los tramos ya no eran del 91 por ciento, sino del 70 por ciento. Los efectos económicos de tal reconsideración por parte de los que más ganaban eran considerables. Pasar de estar centrado en blindar fiscalmente los ingresos reales a poder declararlos de forma más normal hacía que las rentas se asignasen de manera más eficiente dentro del mercado. Y, además, la rebaja de impuestos aumentó los ingresos fiscales del gobierno.

			Los datos de ingresos posteriores a 1963 ilustran este último punto de forma impecable (véase gráfico 11.3). Entre 1963 y 1966, los caudales públicos obtenidos de las personas con mayor nivel de ingresos aumentaron muy por encima de cualquier crecimiento observado entre las personas con ingresos más bajos. Aquellos que ganaban más de 500.000 dólares aumentaron sus pagos tributarios más de un 80 por ciento. La subida fue del 68 por ciento entre quienes ganaban de 100.000 a 500.000 dólares. En cambio, para quienes percibían menos de 10.000 dólares, los pagos a Hacienda cayeron. Estos resultados se correspondieron con los nuevos niveles de retención, mucho más hondos en la parte superior de la distribución de la renta y más pequeños en la parte inferior de la escala de ingresos. Además, las cifras de recaudación también se vieron empujadas por el auge del crecimiento del PIB, que llegó al 5 por ciento anual desde la toma de posesión de Kennedy, en 1961, hasta 1969.

			Gráfico 11.3. Variación porcentual de los impuestos pagados 
y de la tasa de retención, por nivel de ingresos (comparativa 
entre los años fiscales de 1963 y 1965)
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			Fuente: Comité Económico Conjunto de la Cámara y el Senado de Estados Unidos.

			Una implicación directa del aumento de los ingresos fiscales observado tras las rebajas de impuestos de Kennedy fue el impulso que esto indujo sobre el gasto. A nivel federal, el presupuesto empezó a crecer con fuerza en 1965, precisamente cuando entró en vigor la rebaja del IRPF. Las rebajas de JFK no «mataron de hambre a la bestia», como diría Milton Friedman, y de hecho permitieron financiar un gasto creciente, si así se deseaba. En efecto, eso es lo que hizo el gobierno en los años posteriores a la muerte de Kennedy. Las implicaciones de esta elección fueron muy serias. Una vez que la década de 1960 experimentó su ciclo de crecimiento, Estados Unidos pasó a una larga era de estanflación, en la que se dieron muchas subidas de impuestos (en gran medida por la progresividad en frío) y los problemas fiscales acecharon a los cuatro sucesores de Kennedy en la Casa Blanca. Pero durante los años sesenta, la evidencia muestra que las rebajas de impuestos alentaron un profundo aumento del nivel de vida hasta la segunda mitad de la década. Éste fue uno de los mayores episodios de crecimiento económico que jamás haya visto Estados Unidos.
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			La política fiscal de los estados tras la Segunda Guerra Mundial

			En el capítulo 7 presentamos la cuestión de los impuestos estatales y locales. Su peso fue tan predominante a partir de 1932 que los ingresos tributarios generados por esta vía eclipsaron los caudales obtenidos por la Hacienda federal, hasta el punto de cuadruplicar sus niveles de recaudación.

			Los impuestos estatales y locales desempeñaron un papel importante en la causa y el enquistamiento de la Gran Depresión. De hecho, los impuestos aplicados a este nivel llevaron la economía a un punto de quiebre, y la Gran Depresión, a su vez, tuvo un efecto nefasto sobre el funcionamiento de los sistemas tributarios estatales y locales. A mediados de la década de 1930, los estados y los gobiernos municipales luchaban por reformular sus sistemas tributarios. Algunos estados  introdujeron los nuevos impuestos sobre las ventas (ninguno había aplicado este tipo de gravamen hasta el año 1928), así como nuevos impuestos sobre la renta. También engordó la categoría de «otros» gravámenes. Esta primera gran ola de impuestos estatales sobre la renta y las ventas fue la de la década de 1930.

			Hubo una segunda gran ola de subidas fiscales, principalmente de 1961 a 1976, aunque en un caso muy relevante el período se alargó hasta 1991. Al igual que décadas atrás, hubo un gran número de estados que aplicaron o elevaron su impuesto estatal sobre la renta. Virginia Occidental abrió la veda en 1961, constituyendo un gravamen de este tipo. Hubo nueve territorios que siguieron su ejemplo durante los quince años siguientes, terminando con Nueva Jersey. El estado fiscalmente más solvente de la nación en 1965 era Nueva Jersey, pero también agregó un impuesto sobre las ventas en 1966, así como un impuesto estatal sobre la renta en 1976. En 1991, Connecticut se subió también a esta ola impositiva de treinta años, y fue el último territorio que adoptó este tipo de figura recaudatoria.

			El desempeño en materia de crecimiento de unos y otros territorios estatales durante la década de 1960 se corresponde con las diferencias fiscales apreciadas en el mapa territorial. Allí donde se impusieron nuevas obligaciones impositivas a partir de la década de 1960, el crecimiento fue mucho menor, tanto en términos de población como de PIB. En cambio, los estados que se mantuvieron firmes y no adoptaron este tipo de política fiscal tuvieron resultados mucho mejores.

			La historia tributaria de Estados Unidos en los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial no quedaría completa sin una discusión sobre las políticas tributarias de los estados y sus consecuencias. Sin embargo, llevar a cabo una discusión de este tipo entraña ciertas dificultades. En efecto, para ofrecer una explicación convincente de todo lo que sucedió en torno a los impuestos estatales, primero debemos organizar la información de un total de cincuenta entidades semiautónomas. No es tarea sencilla. A raíz de las diferencias políticas de los legisladores, las autoridades y los electores, emerge una mezcolanza de datos, a menudo contradictorios. Detectar tendencias en la era posterior a la Segunda Guerra Mundial requiere un trabajo de análisis más sutil, cuidadoso y delicado que hacer ese mismo ejercicio en la década de 1930. Aun así, los patrones existen, aunque para observarlos sea preciso desmenuzar los datos con gran dedicación y cuidado.

			La diferencia clave entre este capítulo más breve sobre las medidas tributarias adoptadas a nivel estatal después de la Segunda Guerra Mundial y el capítulo en el que tratamos la tributación estatal y, sobre todo, municipal en la década de 1930 radica en el hecho de que, en la Gran Depresión, los gravámenes estatales y locales eran muy superiores a los impuestos federales. Después de la Segunda Guerra Mundial, los caudales federales eclipsaban a los estatales y locales. En el gráfico 12.1 se presenta la evolución de la recaudación por ingresos fiscales, diferenciando entre las distintas capas de la Administración y expresando los datos como porcentaje del PIB desde 1929 hasta el presente.

			Gráfico 12.1. Ingresos tributarios (% PIB): gobierno federal 
versus estados y municipios, 1927 a 1T-2021 
(datos trimestrales, salvo el período 1927-1946, que presenta cifras anuales suavizadas para recoger la frecuencia trimestral)
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			Fuente: Bureau of Economic Analysis.

			El peso proporcional de los impuestos estatales en Estados Unidos se alteró notablemente en los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial, de modo que el efecto de estos tributos es más distributivo que macroeconómico. Por lo general, los datos muestran que las personas y las empresas parecen preferir un marco de impuestos más ligero, de modo que reubican sus actividades en consecuencia.

			Impuestos de los estados sobre la renta

			Hoy en día, un total de cuarenta y un territorios de la Unión, además del Distrito de Columbia, aplican impuestos propios sobre la renta de base amplia. Además, el estado de Washington introdujo un 2021 un gravamen similar, pero de base estrecha. Por tanto, hay nueve estados que no aplican su propia versión del IRPF, si bien uno de ellos (Washington) impone un tributo de menor alcance sobre los ingresos no derivados del trabajo (intereses, dividendos, rentas de capital...). Los tramos de los gravámenes sobre la renta observados a nivel estatal llegan al 13,3 por ciento, como es el caso de California. Vale la pena señalar que hoy en día estos impuestos, ya sean sobre la renta personal, la renta corporativa o las ganancias de capital, se recaudan simultáneamente con los impuestos federales.

			Estos impuestos tienen consecuencias a escala nacional, con efectos sobre la producción, el empleo y los ingresos tributarios. También afectan al desempeño absoluto y relativo de los distintos estados. La lógica que hay detrás de ese desempeño diferenciado es relativamente sencilla, intuitiva y fácil de documentar. Imaginemos dos estados, A y B. A reduce los impuestos mientras que B los aumenta. Por lo general, habrá más productores, fabricantes y personas que se trasladarán de B a A. Dicho con otras palabras, los cambios en los impuestos estatales alteran la geografía del empleo y la producción. Esto es especialmente acusado en el caso del impuesto sobre la renta por el efecto de su escala progresiva. En el gráfico 12.2, trazamos el crecimiento de la población a diez años de los distintos territorios de Estados Unidos, diferenciando según su fiscalidad en el campo de los gravámenes sobre la renta. En todos los años de la muestra, los datos a diez años son mejores para los estados con cero impuestos sobre la renta que para los dominios donde sí están en vigor estos tributos. No hay ningún año en el que se rompa esta dinámica. Además, la brecha entre uno y otro grupo de estados es muy grande en algunos de los períodos analizados.

			Gráfico 12.2. Crecimiento de la población a diez años: estados sin impuesto propio sobre la renta versus estados con un impuesto propio sobre la renta más alto, 1960-2019 (datos anuales)
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			Fuente: Bureau of Economic Analysis.

			Cuando John F. Kennedy ascendió a la presidencia en noviembre de 1960, había diecinueve estados que no aplicaban un impuesto propio sobre la renta. Hoy solamente quedan nueve. De los once estados que introdujeron un gravamen de este tipo a partir de 1960, hubo uno, Alaska, que posteriormente derogó tal gravamen. Tal decisión se tomó en 1979, al calor de la subida de los ingresos fiscales que motivó el descubrimiento inesperado de distintos yacimientos de petróleo.

			En dos períodos (de 1945 a 1960 y de 1991 en adelante) no ha habido ningún estado que adoptase o eliminase su versión del IRPF. Sin embargo, dos de los estados que hoy no aplican este tipo de gravamen han repercutido algún tipo de impuesto sobre los ingresos «no derivados del trabajo», como es el caso de los intereses, dividendos o rentas de capital. New Hampshire adoptó su gravamen de base estrecha en 1923, mientras que Tennessee aprobó el infame «impuesto Hall» en 1931. Sin embargo, llegado el año 2021, tanto Tennessee como New Hampshire habían derogado estos impuestos sobre las rentas no derivadas del trabajo. En cambio, Washington, que figura entre los territorios que no han adoptado un gravamen propio sobre las rentas del trabajo, introdujo uno en 2021.

			La historia de los once territorios que introdujeron un impuesto sobre la renta entre los años 1960 y 1991 resulta muy ilustrativa del giro hacia un mayor nivel de intervencionismo gubernamental en todos los ámbitos de la vida. De igual forma, la evolución territorial confirma una vez más que los impuestos tienen consecuencias, especialmente en el caso de los territorios que adoptan este tipo de recargos fiscales. Entre las once jurisdicciones que introdujeron un impuesto estatal sobre la renta entre 1960 y 1991 (véase tabla 12.1) nos encontramos una colección muy diversa de circunstancias, sin que se aprecien de forma clara unas características demográficas o geográficas comunes. Los encendidos debates políticos y el malestar generado por la introducción de estos tributos fueron recurrentes en la gran mayoría de los casos. El malestar de los contribuyentes con los políticos que tomaron estas medidas tendió a ser visible y profundo. Rara vez se daban situaciones de acuerdo, entendimiento o compromiso. Hay historias increíbles detrás de estos desarrollos, pero exponerlas sería imposible en un trabajo de estas características. Para los lectores que deseen profundizar en esta materia, recomendamos como manual básico un libro de 2014 que alcanzó el estatus de superventas en la lista que elabora The New York Times y que firman Arthur Laffer, Stephen Moore, Rex Sinquefield y Travis Brown con el título de An inquiry into the nature and causes of the wealth of states.

			Desde que en 1961 comenzó el giro hacia la aplicación de nuevos impuestos estatales sobre la renta, los defensores de este tipo de gravámenes han tendido a salirse con la suya. El hecho de que en la actualidad apenas queden nueve territorios sin un impuesto de este tipo revela en qué medida se han tumbado las pretensiones de aquellos que no aceptan tales gravámenes. Por otro lado, en todos y cada uno de los nueve estados que no han introducido un gravamen de este tipo se han dado múltiples intentos de cambiar la situación. Sofocar este tipo de iniciativas no es tarea fácil. Por ejemplo, la propuesta de aplicar un impuesto a los millonarios presentada en California en 2004, defendida como la supuesta fuente de financiación que permitiría sufragar programas de atención a la salud mental, salió adelante porque la resistencia a un gravamen así fue mínima. Los defensores de la propuesta superaron la financiación de quienes se oponían a tal gravamen por un factor de 245 a 1.1 De igual modo, en 2010 se introdujo una propuesta para adoptar
				un impuesto propio sobre la renta en Washington. Los partidarios de
				dar el paso contaban con la financiación de la familia Gates, cuya fortuna
				se generó a través de su empresa Microsoft, y lograron que la propuesta
				se votase en referéndum. Quienes se resistían a esta situación
				contaban con diez veces menos financiación, pero ganaron con el doble
				de apoyo. Uno de nosotros (Arthur Laffer) mantuvo un largo debate con Bill Gates padre sobre esta cuestión en los años previos a la votación.
				El señor Gates (que, en una divertida anécdota, llamó a Laffer
				«Querido John»), insistió en defender la iniciativa proclamándose «partidario de la fiscalidad progresiva». Según recogió The Seattle Times,
				Bill Gates padre afirmó que Estados Unidos «ha prosperado gracias
				al uso de este tipo de sistemas fiscales, con tramos que incluso han
				llegado al 70 por ciento, por no hablar del 90 por ciento». Sin embargo,
				en Los impuestos tienen consecuencias exponemos el serio daño que sufrió la economía del país cada vez que intentó prosperar «con tramos que incluso han llegado al 70 por ciento, por no hablar del 90 por ciento
				».1

			Tiempo después, en 2021, los legisladores del estado de Washington aprobaron un impuesto sobre la renta que excluye los ingresos del trabajo y que fue convertido en ley cuando el gobernador estampó su firma y refrendó la nueva norma. El destino final del gravamen ha quedado en manos de la Corte Suprema de Washington, que deberá pronunciarse al respecto a raíz de un recurso. La dificultad que enfrentan aquellos que se resisten a este tipo de subidas de impuestos es que, al menos políticamente, es mucho más difícil deshacerse de un impuesto sobre la renta que adoptarlo. Desde la ola de imposiciones que comenzó en 1961, solamente Alaska ha dado un paso atrás y ha derogado esta figura fiscal. De hecho, lo ocurrido en Alaska se produjo en un contexto muy inusual, a raíz del descubrimiento de varios yacimientos de petróleo. Al igual que fumar, adoptar un impuesto sobre la renta es altamente adictivo y tóxico.

			Eso sí: llegado el año 2019, resulta evidente que los once estados que adoptaron un impuesto sobre la renta entre 1961 y 1991 han exhibido un desempeño más negativo que el resto del país en toda la gama de métricas económicas básicas que podamos traer a colación, caso del crecimiento de la población, la renta personal o la evolución de los ingresos tributarios estatales y locales. No hay ninguna excepción. De hecho, la caída relativa ha sido bastante sustancial en todas y cada una de las categorías. La tabla 12.1 compara los resultados con la mirada puesta en los tres indicadores citados anteriormente, presentados según su promedio a cinco años.

			Si medimos, por ejemplo, la población de Míchigan y la comparamos con la de los treinta y nueve estados donde no se introdujo un impuesto propio sobre la renta durante el período analizado, vemos que, desde cinco años antes de la aprobación del gravamen, en 1967, hasta los últimos datos disponibles, de 2020, dicha cuota se redujo en un 39 por ciento, al pasar del 6,33 a 3,89 por ciento. En cuanto a la proporción de la población de Ohio, su evolución en un período de tiempo muy similar exhibe una caída del 40 por ciento. Para Virginia Occidental, el descenso es de en un 55 por ciento. En esta selección de once estados, la cuota correspondiente a Connecticut es la que menos ha disminuido, aunque ha caído un 23 por ciento. Tal resultado supone lo mejor de lo peor. Con todo, Connecticut sigue en declive y, no lo olvidemos, ha sido el último estado en adoptar este tipo de gravamen, de modo que la tendencia indica fuertemente que, con el paso del tiempo, Connecticut se situará en niveles similares a los de los otros diez territorios, todos claramente rezagados.

			Tabla 12.1. Comparación de los resultados del crecimiento de la población, la renta personal y la evolución 
de los ingresos tributarios estatales y locales de los estados y municipios de la Unión

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							
								 

						
							
							Cuota de los treinta y nueve estados restantes

						
					

					
							
							 

						
							
							
								 

						
							
							Tramo superior del impuesto estatal sobre la renta*

						
							
							Población

						
							
							Renta personal

						
							
							Ingresos tributarios totales de los ESTADOS Y MUNICIPIOS

						
					

					
							
							Estados

						
							
							Año de introducción del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							Inicio

						
							
							Actual

						
							
							Cinco años antes de la aprobación del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							2020

						
							
							Porcentaje de variación

						
							
							Cinco años antes de la aprobación del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							2020

						
							
							Porcentaje de variación

						
							
							Cinco años antes de la aprobación del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							2020

						
							
							Porcentaje de variación

						
					

					
							
							Connecticut

						
							
							1991

						
							
							1,50 %

						
							
							6,99 %

						
							
							1,81 %

						
							
							1,39 %

						
							
							(23)

						
							
							2,45 %

						
							
							1,89 %

						
							
							(23)

						
							
							2,35 %

						
							
							1,62 %

						
							
							(31)

						
					

					
							
							Nueva Jersey

						
							
							1976

						
							
							2,5

						
							
							10,75

						
							
							4,94

						
							
							3,46

						
							
							(30)

						
							
							6,18

						
							
							4,45

						
							
							(28)

						
							
							5,4

						
							
							3,81

						
							
							(30)

						
					

					
							
							Ohio

						
							
							1972

						
							
							3,5

						
							
							5

						
							
							7,59

						
							
							4,56

						
							
							(40)

						
							
							8,03

						
							
							4,15

						
							
							(48)

						
							
							6,07

						
							
							4,55

						
							
							(25)

						
					

					
							
							Rhode lsland

						
							
							1971

						
							
							5,25

						
							
							5,99

						
							
							0,68

						
							
							0,41

						
							
							(39)

						
							
							0,74

						
							
							0,43

						
							
							(42)

						
							
							0,65

						
							
							0,43

						
							
							(34)

						
					

					
							
							Pensilvania

						
							
							1971

						
							
							2,3

						
							
							3,07

						
							
							8,51

						
							
							4,99

						
							
							(41)

						
							
							8,94

						
							
							5,29

						
							
							(41)

						
							
							7,66

						
							
							4,9

						
							
							(36)

						
					

					
							
							Maine

						
							
							1969

						
							
							6

						
							
							7,15

						
							
							0,74

						
							
							0,53

						
							
							(29)

						
							
							0,67

						
							
							0,49

						
							
							(27)

						
							
							0,6

						
							
							0,47

						
							
							(21)

						
					

					
							
							Estados

						
							
							Año de introducción del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							Inicio

						
							
							Actual

						
							
							Cinco años antes de la aprobación del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							2020

						
							
							Porcentaje de variación

						
							
							Cinco años antes de la aprobación del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							2020

						
							
							Porcentaje de variación

						
							
							Cinco años antes de la aprobación del impuesto estatal sobre la renta

						
							
							2020

						
							
							Porcentaje de variación

						
					

					
							
							lllinois

						
							
							1969

						
							
							2,5

						
							
							4,95

						
							
							8,08

						
							
							4,91

						
							
							(39)

						
							
							9,73

						
							
							5,28

						
							
							(46)

						
							
							7,77

						
							
							4,86

						
							
							(37)

						
					

					
							
							Nebraska

						
							
							1968

						
							
							2,6

						
							
							6,84

						
							
							1,1

						
							
							0,76

						
							
							(31)

						
							
							1,13

						
							
							0,75

						
							
							(34)

						
							
							0,93

						
							
							0,8

						
							
							(14)

						
					

					
							
							Míchigan

						
							
							1967

						
							
							2

						
							
							4,25

						
							
							6,33

						
							
							3,89

						
							
							(39)

						
							
							6,71

						
							
							3,52

						
							
							(48)

						
							
							6,62

						
							
							3,52

						
							
							(47)

						
					

					
							
							Indiana

						
							
							1963

						
							
							2

						
							
							3,23

						
							
							3,8

						
							
							2,63

						
							
							(31)

						
							
							3,83

						
							
							2,31

						
							
							(40)

						
							
							3,37

						
							
							2,06

						
							
							(39)

						
					

					
							
							Virginia Occidental

						
							
							1961

						
							
							5,4

						
							
							6,5

						
							
							1,54

						
							
							0,7

						
							
							(55)

						
							
							1,26

						
							
							0,54

						
							
							(57)

						
							
							1,09

						
							
							0,64

						
							
							(41)

						
					

				
			

			
			*: Incluye solamente el tramo superior aplicado a nivel estatal, no así cualquier posible impuesto municipal. 

			Fuente: Oficina del Censo de Estados Unidos, Bureau of Economic Analysis, Laffer Associates.

			 

			En los treinta años anteriores a la adopción de un impuesto sobre la renta, Connecticut fue uno de los estados más prósperos y de más rápido crecimiento de Estados Unidos. A partir de 1976, se erigió en una anomalía fiscal en plena región metropolitana de Nueva York, al no tener un impuesto propio sobre la renta. Sin embargo, en los treinta años siguientes a la adopción del gravamen, el estado se convirtió en el segundo con peor desempeño en la nación. Tras la Gran Recesión de 2008, el crecimiento de su PIB se ha situado en el puesto cuarenta y seis de los cincuenta estados de la Unión. Igualmente, el crecimiento de la renta personal ha sido el segundo más bajo de todo el mapa estadounidense, mientras que los indicadores de crecimiento del empleo sugieren que está en la posición número cuarenta.

			De los once estados que adoptaron un impuesto propio sobre la renta, hubo siete que también adoptaron un impuesto propio de sociedades durante el mismo período, así como otros dos que adoptaron un impuesto sobre las ventas de aplicación general. En 1991, cada uno de los once estados que adoptaron un impuesto propio sobre la renta tenía también un impuesto propio de sociedades y un impuesto sobre las ventas. La fiscalidad se duplicó y todos estos territorios salieron perdiendo, y por mucho.

			La tabla 12.1 se erige en una clara demostración de los efectos nocivos de seguir una política fiscal que va contra el crecimiento. Las cifras hablan por sí solas. En cambio, lo que no muestra es la naturaleza intratable de estas nuevas imposiciones fiscales. Ninguno de estos territorios ha logrado revertir la decisión de aplicar su propio IRPF, salvo el caso de Alaska. De igual modo, también resulta muy característico que este gravamen tienda a generar ingresos significativos en un primer momento, pero siempre por debajo de lo pronosticado, para después, en una segunda fase, conforme pasa el tiempo, estos ingresos vayan a menos. La economía de estas jurisdicciones sigue entonces un proceso de transformación para adaptarse a la nueva estructura fiscal, más onerosa. Hay mucha gente que abandona el territorio en cuestión, muchas personas de ingresos altos que toman medidas para proteger sus ingresos, indicadores decrecientes de inversión y cifras de empleo cada vez más mediocres. El deterioro de la economía y la mediocre evolución de los ingresos tributarios se utilizan entonces como excusa para poner en marcha nuevas subidas de impuestos. El proceso entra así en una espiral mortal, un círculo vicioso. Cuando el impuesto estatal sobre la renta ya está claramente establecido y la economía de dicha jurisdicción se ha ajustado a estas circunstancias adversas, se vuelve políticamente inconcebible revertir el curso de los acontecimientos. Esto supondría, además, renunciar durante un período de tiempo a la recaudación que se obtiene por esta vía y, por otro lado, tal renuncia se daría en un momento en que la economía está sufriendo más. De modo que dejar los impuestos es tan difícil, o más, que dejar de fumar.

			Poco después de que Estados Unidos aumentara el tramo superior del IRPF del 25 al 63 por ciento, decisión adoptada en 1932, John Maynard Keynes describió de esta forma la mentalidad de los contribuyentes:

			Tampoco debería parecer extraño el argumento de que los impuestos pueden llegar a ser tan altos como para frustrar su propio objetivo, o que, dado el tiempo suficiente para recoger los frutos, la rebaja de los impuestos pueda ofrecer más posibilidades de equilibrar el presupuesto que un aumento de la presión fiscal. Adoptar el punto de vista opuesto es algo así como ser un fabricante que, estando en una situación de pérdidas, decide aumentar el precio de sus bienes y, cuando sus ventas decrecientes aumentan el alcance de las pérdidas, se envuelve en la rectitud de la simple aritmética y decide que la prudencia exige aumentar el precio aún más, para que por fin su cuenta se equilibre, solamente que con un cero a ambos lados de la ecuación. Quizá incluso podría seguir declarando convencido que habría sido una apuesta arriesgada reducir el precio cuando ya estaba perdiendo.3

			Con una producción, una población y unos ingresos fiscales menguantes, los estados que han caído en una fuerte dependencia de los impuestos propios sobre la renta no tienen forma de abolirlos sin introducir alguna otra fuente de ingresos fiscales como reemplazo, como ocurrió cuando Alaska encontró petróleo. El déficit de ingresos fiscales derivado de la derogación del IRPF estatal se extendería durante un período considerable e interrumpiría la provisión de servicios públicos, generando una situación desfavorable que iría mucho más allá de la capacidad de tolerancia del electorado. Los impuestos son, pues, como una adicción. Es terriblemente difícil para un estado revertir el rumbo una vez se ha «enganchado» a un impuesto.

			En los debates que han rodeado los procesos de adopción de este tipo de figuras impositivas, un argumento que han empleado de forma recurrente los defensores de este tipo de política fiscal es el que sostiene que, para prosperar, es preciso contar con más y mejores servicios públicos. ¿Qué «motor» podría acelerar la prosperidad mejor que contar con una mano de obra más sana y mejor educada? Así, la presunción implícita que subyace en estos debates es que con el nuevo impuesto vendrán más ingresos y estos recursos adicionales podrán desplegarse con tales fines. Sin embargo, como vimos en la tabla 12.1, lo cierto es que con el paso del tiempo los ingresos fiscales de estos territorios no aumentan. De hecho, caen dramáticamente. Y todo a pesar de que los defensores del impuesto estatal sobre la renta siempre sacaron adelante su introducción prometiendo más y mejores servicios. En sentido inverso, a menudo se utilizan argumentos similares contra las rebajas de impuestos: siempre que se proponen, se dice que los servicios públicos se resentirán.

			En medio de la politización sobre los servicios públicos, nada se acerca en importancia a la cuestión de la educación. Alrededor del 55 por ciento del gasto del gobierno estatal y local se dedica a este capítulo. Hablamos de guarderías, primaria y secundaria (K-12), centros de educación superior y universidades, etcétera. Pues bien, la tabla 12.2 muestra el desempeño de cada uno de los once estados que impusieron un impuesto propio sobre la renta después de 1960, tomando como referencia el programa de Evaluación Nacional del Progreso de la Educación (NAEP, por sus siglas en inglés), que coordina el Departamento de Educación y que cubre pruebas de matemáticas y lectura para alumnos de cuarto curso (9-10 años) y octavo curso (13-14 años), durante el período que va de 1992 a 2019 y comparando resultados con el resto de la nación. En esta medición se considera hasta qué punto saben leer los alumnos de 9-10 años o lo bien que hacen cálculos matemáticos los de 13-14 años.

			La tabla 12.2 muestra que, en general, los once estados que adoptaron un impuesto propio sobre la renta a partir de 1960 no mostraron ninguna mejora significativa en los resultados de las pruebas educativas completadas por sus alumnos de cuarto y octavo curso en relación con el desempeño de la totalidad de estados del país. La promesa de más y mejores servicios públicos tras la adopción de un impuesto sobre la renta no se cumplió, como revela esta mirada a un indicador crucial para evaluar el desempeño de la educación.

			Tabla 12.2. Puntuación en el examen NAEP, ordenada de mayor a menor nivel de mejora

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Prueba de lectura, cuarto curso 
(9-10 años)

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 1992

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 2019

						
							
							Variación 
(%)

						
							
							Prueba de matemáticas, cuarto curso 
(9-10 años)

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 1992

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 2019

						
							
							Variación 
(%)

						
					

					
							
							Ohio

						
							
							1,01

						
							
							1,01

						
							
							–0,03

						
							
							Rhode lsland

						
							
							0,99

						
							
							1

						
							
							1,17

						
					

					
							
							Nueva Jersey

						
							
							1,04

						
							
							1,04

						
							
							–0,24

						
							
							Indiana

						
							
							1,01

						
							
							1,02

						
							
							0,9

						
					

					
							
							Rhode lsland

						
							
							1,01

						
							
							1

						
							
							–0,48

						
							
							Ohio

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0,42

						
					

					
							
							lllinois*

						
							
							1

						
							
							0,99

						
							
							–0,51

						
							
							lllinois**

						
							
							0,99

						
							
							0,99

						
							
							–0,54

						
					

					
							
							Connecticut

						
							
							1,03

						
							
							1,02

						
							
							–0,89

						
							
							Pensilvania

						
							
							1,03

						
							
							1,02

						
							
							–0,95

						
					

					
							
							Pensilvania

						
							
							1,03

						
							
							1,02

						
							
							–0,98

						
							
							Nueva Jersey

						
							
							1,04

						
							
							1,02

						
							
							–1,40

						
					

					
							
							Míchigan

						
							
							1,01

						
							
							0,99

						
							
							–1,09

						
							
							Nebraska

						
							
							1,03

						
							
							1,02

						
							
							–1,47

						
					

					
							
							Nebraska

						
							
							1,03

						
							
							1,01

						
							
							–1,58

						
							
							Virginia Occidental

						
							
							0,98

						
							
							0,96

						
							
							–2,06

						
					

					
							
							Indiana

						
							
							1,03

						
							
							1,01

						
							
							–1,81

						
							
							Míchigan

						
							
							1,01

						
							
							0,98

						
							
							–2,19

						
					

					
							
							Virginia Occidental

						
							
							1

						
							
							0,97

						
							
							–3,17

						
							
							Connecticut

						
							
							1,04

						
							
							1,01

						
							
							–2,32

						
					

					
							
							Maine

						
							
							1,06

						
							
							1,01

						
							
							–4,51

						
							
							Maine

						
							
							1,06

						
							
							1

						
							
							–5,34

						
					

					
							
							Prueba de lectura, octavo curso 
(13-14 años)

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 2002

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 2019

						
							
							Variación 
(%)

						
							
							Prueba de matemáticas, octavo curso 
(13-14 años)

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 1992

						
							
							Ratio comparada 
vs. EE. UU., 2019

						
							
							Variación 
(%)

						
					

					
							
							Nueva Jersey*

						
							
							1,02

						
							
							1,04

						
							
							1,93

						
							
							Connecticut

						
							
							1,02

						
							
							1,03

						
							
							1,3

						
					

					
							
							Ohio

						
							
							1

						
							
							1,02

						
							
							1,21

						
							
							Nueva Jersey

						
							
							1,02

						
							
							1,03

						
							
							0,7

						
					

					
							
							Indiana

						
							
							1,01

						
							
							1,02

						
							
							0,44

						
							
							Indiana

						
							
							1,01

						
							
							1,02

						
							
							0,69

						
					

					
							
							Virginia Occidental

						
							
							0,97

						
							
							0,97

						
							
							–0,16

						
							
							Rhode lsland

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0,38

						
					

					
							
							Pensilvania

						
							
							1,02

						
							
							1,01

						
							
							–0,25

						
							
							Pensilvania

						
							
							1,01

						
							
							1,01

						
							
							–0,14

						
					

					
							
							lllinois*

						
							
							1,01

						
							
							1,01

						
							
							–0,35

						
							
							Ohio

						
							
							1,02

						
							
							1,02

						
							
							–0,19

						
					

					
							
							Míchigan

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							–0,43

						
							
							Mchigan

						
							
							1,01

						
							
							1

						
							
							–0,52

						
					

					
							
							Connecticut

						
							
							1,03

						
							
							1,02

						
							
							–0,72

						
							
							lllinois**

						
							
							1,02

						
							
							1,01

						
							
							–0,90

						
					

					
							
							Rhode lsland

						
							
							1

						
							
							0,98

						
							
							–1,54

						
							
							Maine

						
							
							1,03

						
							
							1,01

						
							
							–1,44

						
					

					
							
							Nebraska

						
							
							1,04

						
							
							1,01

						
							
							–2,51

						
							
							Nebraska

						
							
							1,03

						
							
							1,01

						
							
							–1,93

						
					

					
							
							Maine

						
							
							1,04

						
							
							1

						
							
							–3,75

						
							
							Virginia Occidental

						
							
							1

						
							
							0,98

						
							
							–2,78

						
					

				
			

			
			*: Datos no disponibles, reemplazados con los de 2003.

			**: Datos no disponibles, reemplazados con los de 2000.

			Fuente: National Assessment of Education Progress.

			 

			Otras vías de tributación de los estados

			Impuesto de sociedades de los estados

			Antes de la Segunda Guerra Mundial, un total de treinta y dos estados aplicaban su propio gravamen sobre los beneficios corporativos. Idaho y Oregón adoptaron el tramo más alto, del 8 por ciento. Después de la guerra, el número de estados que aplicaban este tipo de gravámenes subió a un total de cuarenta y cuatro, a los que habría que sumar el Distrito de Columbia. La tarifa más alta ha seguido creciendo, hasta llegar al 11,5 por ciento que hoy vemos en Nueva Jersey. Por otro lado, solamente quedan seis estados que no tienen un impuesto propio de sociedades. Además, hay cuatro estados que aunque no cuentan con este gravamen, sí aplican algún tipo de retención fiscal sobre ciertos capítulos de ingresos corporativos. Por ejemplo, en Nevada, Ohio, Texas y Washington se han implementado tasas que gravan parte de los ingresos brutos, en vez de actuar sobre los beneficios empresariales. En estos casos, la forma de gravar los ingresos brutos no es otra que cobrar un impuesto calculado a partir de las ventas de la compañía, frente al impuesto de sociedades tradicional, que se aplica sobre la ganancia, es decir, restando los costes a los ingresos. Así pues, Dakota del Sur y Wyoming son los únicos estados donde no hay ningún tipo de impuestos empresariales, ni sobre los beneficios ni sobre los ingresos. Wyoming nunca ha tenido un gravamen de este tipo y Dakota del Sur dejó atrás esta práctica en 1943, lo que sin duda constituye una rara excepción en la historia tributaria de Estados Unidos. Ya vimos antes que, desde 1960, solamente Alaska ha abolido su impuesto propio sobre la renta.

			En el período posterior a la Segunda Guerra Mundial, Míchigan figuró por unos años entre los pocos territorios que lograron eliminar su impuesto propio de sociedades. Para ser precisos, abolió dicho gravamen en 1976. Sin embargo, Míchigan reemplazó inmediatamente este gravamen con un nuevo impuesto sobre el valor añadido creado para actuar sobre las empresas. Además, en 2011, recuperó su viejo impuesto propio de sociedades y no suspendió el gravamen paralelo que había creado décadas atrás para compensar, precisamente, los ingresos tributarios perdidos con la eliminación del gravamen sobre los beneficios corporativos y, por tanto, la reintroducción del gravamen debía haber motivado la supresión de este tributo. Esta situación se tradujo en la consagración de cargas impositivas comerciales muy notables y la consolidación de una normativa fiscal mucho más compleja. Los defensores de los impuestos bajos y quienes se posicionan a favor de las políticas de crecimiento habían ganado una batalla con la eliminación del impuesto en 1976, pero los partidarios de las subidas impositivas fueron quienes vencieron en esta particular batalla. Por el camino, Míchigan sufrió el declive de su industria mientras culpaba de sus males a todos los demás, especialmente a China.

			Impuestos sobre las ventas

			En 2021, cuarenta y cinco estados y el distrito capitalino de Washington tenían en vigor algún impuesto sobre las ventas. En la mayoría de los casos, no se trata solamente del tipo fijado a nivel estatal, sino también de los recargos que aplican los gobiernos municipales o los condados. El máximo observado en todo el país llega al 9,55 por ciento cuando se suman estos gravámenes adicionales.

			Los impuestos sobre las ventas son especialmente propensos a la introducción de numerosas exenciones y deducciones. Un ejemplo lo tenemos en el estado de Misuri, toda una muestra de lo que supone la complejidad fiscal. En total, Misuri cuenta con 2.452 jurisdicciones distintas aplicando diferentes impuestos sobre las ventas. No sólo eso: en cada una de ellas hay numerosas capas de la Administración (¡hasta ocho!) con poderes para aprobar recargos que se suman al gravamen estatal. En total, hay 8.458 tarifas distintas de impuestos sobre las ventas, muchas aprobadas las unas sobre las otras.4 Por término medio, cada jurisdicción presenta un impuesto sobre las ventas derivado de sumar 3,63 tarifas impositivas distintas, cifra que sube a 4,63 si se suma el tipo de referencia. Esta tela de araña, con miles de normativas fiscales que además están en constante cambio, no es más que una foto fija de la enorme complejidad del impuesto sobre las ventas en Misuri. Además, los calendarios de liquidación no son homogéneos y la constitución del estado dificulta enormemente el proceso de reformar el sistema en vigor. Es notable que algo tan simple como la aplicación de un impuesto sobre una barra de chocolate de 3 dólares vendida en Misuri sea tan complicado, pero lo es.

			En 1969, en la era posterior a la Segunda Guerra Mundial, la cantidad de estados que recaudaban algún tipo de impuestos sobre las ventas aumentó de veinticuatro estados en 1946 a cuarenta y siete estados, además de Washington D. C. Los cuatro estados restantes (Alaska, Delaware, Oregón y New Hampshire) no recaudan ningún tipo de impuesto sobre las ventas. Sin embargo, ningún estado ha eliminado jamás un impuesto sobre las ventas adoptado con anterioridad.

			Impuestos «»

			Todos los estados, y también Washington D. C., gravan el tabaco y la gasolina, mientras que un total de treinta y tres estados, más Washington D. C., aplican impuestos especiales sobre la venta de licores destilados. Este último dato no incluye a los diecisiete estados que aplican un control directo o indirecto sobre la distribución de bebidas alcohólicas dentro de su territorio, una autoridad otorgada constitucionalmente a los estados después de la era de la prohibición. De estos diecisiete estados, diez imponen precios mínimos, dictando en la práctica los precios de los licores. En los otros siete estados, el gobierno ostenta el monopolio de la venta de bebidas alcohólicas, puesto que posee el cien por cien de la participación en el mercado. Todas las ganancias minoristas derivadas de bebidas espirituosas destiladas en Alabama, Idaho, New Hampshire, Carolina del Norte, Pensilvania, Utah y Virginia van a las arcas de sus gobiernos estatales.

			Antes de la Segunda Guerra Mundial, la mayoría de los estados adoptaron impuestos especiales para gravar las decisiones de naturaleza «pecaminosa». Lo hicieron en medio de una fuerte corriente social que quería disuadir a los estadounidenses de beber alcohol, fumar tabaco, pisar el acelerador de sus vehículos o apostar. Estos impuestos sirven como una corriente de recaudación de ingresos estatales, pero a menudo se utilizan también como una herramienta de incentivo para modificar el comportamiento. En este caso, los impuestos se aplican sobre actividades que se consideran indeseables. Al parecer, a los estadounidenses no nos gustan los borrachos y fumadores, aunque a menudo nos disparemos los unos a los otros...

			Después de que el movimiento social a favor de tales restricciones perdiera peso con la derogación de la prohibición constitucional federal, en 1933, las tasas impositivas sobre el alcohol siguieron siendo una prerrogativa importante de las autoridades estatales. Estos gobiernos desarrollaron respecto a estos impuestos la misma adicción de la que intentaban disuadir a los consumidores.

			Los impuestos sobre la propiedad, de nuevo en agonía

			Como expusimos en el capítulo 7, la crisis fiscal observada a comienzos de la Gran Depresión fue principalmente causada por la situación en la que se encontraban los impuestos sobre la propiedad. Ésta era la figura recaudatoria predominante en estos niveles de la Administración pública en el momento en que la crisis golpeó y hundió la economía estadounidense.

			La figura del impuesto a las propiedades inmobiliarias se vio rápidamente afectada por todo tipo de problemas, como los retrasos en la evaluación de los bienes u otros abusos. Además, como el gasto local se disparó en la década de 1920 a raíz del boom de los bonos de deuda local que estaban exentos de tributar en el IRPF, y como la inflación de los años treinta también influyó en estos tributos, que no estaban indexados, la carga soportada por los contribuyentes no paró de crecer precisamente cuando el desempleo estaba en alza.

			La implosión de los distintos modelos de impuestos sobre la propiedad a principios de los años treinta estimuló una primera ronda de aplicación de impuestos sobre las ventas o la renta a nivel estatal desde mediados de la década. Estos nuevos gravámenes contribuyeron al enquistamiento de la Gran Depresión, que se alargó hasta finales de la década y comienzos de la de 1940.

			En la década de 1960, se estaba gestando una nueva crisis en los impuestos sobre la propiedad. Los defectos del sistema original estaban resurgiendo. La evaluación del valor de las propiedades no era competente, oportuna ni justa. Tampoco hubo progreso para lograr la indexación por inflación. Sobre este último punto, no hay que olvidar que el índice de precios al consumidor (IPC) aumentó un 75 por ciento en los veinte años que van desde el final de la Segunda Guerra Mundial, en 1945, hasta 1965. Así, si las evaluaciones del valor de los inmuebles iban a más y los impuestos no se ajustaban para descontar la inflación, los contribuyentes pagaban siempre más y más.

			De igual modo, si uno ganaba más dinero en términos nominales, pero no en clave real porque hay que ajustar los datos para tener en cuenta la inflación, lo que sucedía era que el tramo de IRPF y el tipo efectivo exigido a cada contribuyente era más alto. Se producía un golpe fiscal adicional, aunque la capacidad adquisitiva fuese la misma o inferior. Por lo tanto, solamente elevando la renta muy por encima de la inflación era posible pagar unos tributos cada vez más altos, tanto en el IRPF como en el caso de los impuestos sobre la propiedad. A finales de la década de 1960 se dieron revueltas motivadas por los elevadísimos impuestos a la propiedad que recorrieron todo el país.

			Un caso sorprendente fue el de Youngstown, Ohio. A finales de la década de 1960, la prensa nacional se hizo eco de la impopularidad que tenían los impuestos sobre la propiedad que, supuestamente, iban a financiar las escuelas. Los votantes los rechazaron una y otra vez. De diciembre de 1966 a noviembre de 1968 se celebraron seis referéndums. En cinco de ellos, el apoyo a la subida fiscal no llegó al 45 por ciento. En el último, se quedó en el 49 por ciento. Los medios de comunicación se maravillaron con esta historia. El programa de humor Laugh-In cubrió el tema. Dan Rowan y Dick Martin reconocieron la actitud de los votantes. Sin embargo, en el séptimo referéndum, celebrado en mayo de 1969, se aprobó finalmente el nuevo impuesto sobre la propiedad para financiar el gasto educativo de la ciudad de Youngstown. A nivel estatal, Ohio reaccionó aprobando un impuesto propio sobre la renta en 1971 (efectivo a partir de 1972). Estados Unidos volvía a repetir el sombrío precedente de la década de 1930. Los impuestos locales sobre la propiedad estaban exprimiendo a los ciudadanos y llevando al límite su disposición a pagar, pero nuevamente el gobierno estatal intervino y aprobó su propio IRPF como contestación. Ohio no pareció aprender la lección clave de la década de 1930. Entonces, la respuesta de nuevas imposiciones fiscales como salida tras el colapso de los impuestos a la propiedad solamente sirvieron para frenar gravemente el ritmo del crecimiento económico futuro.

			Llegado el año 1968, el historiador Josh Mound explicó que «en Nueva Jersey se han llegado a tumbar hasta 145 presupuestos municipales. Y en California, más de la mitad de todos los referéndums sobre cuestiones referidas al aumento del gasto de los ayuntamientos terminaron en derrota de sus promotores». No se trataba solamente de la peleona actitud de los ciudadanos de Youngstown. También en otros lugares, como Grosse Pointe, en Míchigan, se daban circunstancias similares, en este caso rechazando propuestas fiscales por un margen de dos votos en contra por cada voto a favor. En 1950, los referéndums que habían propuesto la financiación de los gastos escolares con más impuestos sobre la propiedad lograron un apoyo cercano al cien por cien entre los votantes de Ohio. Llegado 1969, el porcentaje se había reducido al 40 por ciento. De igual modo, la tasa de aprobación en referéndums del mismo corte en el estado de California se redujo constantemente hasta caer a la mitad, pasando del 80 por ciento alcanzado en 1954 al 40 por ciento observado en 1969. En clave nacional, el promedio de respaldo a la subida de estos gravámenes cayó del 75 al 45 por ciento durante la década de 1960.5

			La inflación promedió otro 4,8 por ciento anual entre 1965 y 1969. Las valoraciones de la propiedad aumentaban con el IPC, mientras que cualquier ganancia marginal se contabilizaba en el IRPF. La presión que estaba desarrollándose sobre el bolsillo de los contribuyentes hizo que las autoridades reaccionasen con subidas del impuesto sobre la renta orientadas a evitar cualquier pérdida de ingresos en los tributos sobre los bienes inmobiliarios.

			Los estados incluidos en la tabla 12.1, por ejemplo, Ohio, Míchigan, Pensilvania o Nueva Jersey, actuaron con mayor voracidad fiscal, lo que dio como resultado los mismos problemas que ya se habían producido en la década de 1930. A partir de entonces, el crecimiento cayó tanto que la región del país que abarca esos estados llegó a conocerse, en la década de 1980, como el «cinturón oxidado» (rust belt) de Estados Unidos. La enseñanza inequívoca de la década de 1930 debería haber movido a los políticos a entender que, si se tratan de imponer nuevos recargos tributarios como respuesta a la crisis recaudatoria o política que generan otros gravámenes, caso de lo ocurrido con las subidas del impuesto sobre la renta que intentaban compensar los problemas de los impuestos sobre la propiedad, el único resultado es que se extienden y profundizan los problemas económicos.

			Con el paso del tiempo, sin embargo, surgió una alternativa. Imponer impuestos estatales sobre la renta no era la única respuesta posible ante la crisis que se estaba desarrollando alrededor de la imposición a la propiedad. La alternativa pasaba precisamente por rebajar esa imposición. El ejemplo de referencia lo tenemos en California, que dio un gran paso en 1978. El valor promedio de las viviendas en California había aumentado más del 60 por ciento entre 1972 y 1977, superando incluso la escalada de la inflación en clave nacional. El pago en concepto de impuestos sobre la propiedad aumentó de forma consecuente. En junio de 1978, los votantes de California reaccionaron y aprobaron en referéndum la Propuesta 13, con la que entró en vigor un enorme recorte en las tasas impositivas máximas aplicadas sobre las propiedades inmobiliarias (que, en realidad, no son más que una forma de impuestos sobre el patrimonio). Los tipos pasaron del 2,7 por ciento al 1 por ciento del valor de mercado. La Proposición 13 fue aprobada con el 65 por ciento de los votos. La brecha entre el electorado y el establishment oficialista se estaba ensanchando. Los dos partidos, Demócrata y Republicano, así como los sindicatos más importantes se opusieron a la Proposición 13. También se posicionó en contra la Mesa Redonda de Negocios de California, que integraba a algunas de las corporaciones más grandes del estado y del país. Sin embargo, tras sacar adelante la Proposición 13, California se libró de acabar corriendo la misma suerte que los territorios del «cinturón oxidado» y, de hecho, vivió un importante auge en las últimas décadas del siglo XX.

			En la década de 1970, los estados tenían dos caminos a seguir: reducir sus impuestos propios y apostar por un futuro de mayor crecimiento o sucumbir ante los argumentos a favor del aumento de las imposiciones fiscales y, como consecuencia, enfrentar un franco deterioro de su posición de competitividad económica en comparación con los demás territorios del país.
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			Estanflación e impuestos

			El 18 de enero de 1966, las operaciones intradías realizadas en el índice Dow Jones rebasaron por vez primera el mítico umbral de los mil puntos básicos. Fue preciso esperar a 1982 para volver a ver tales niveles de cotización de manera sostenida. Por el camino, entre 1966 y 1982, Estados Unidos vivió una auténtica desgracia que golpeó duramente a la nación.

			La estanflación se apoderó del país norteamericano desde finales de la década de 1960 hasta comienzos de la de 1980, abarcando toda la década de 1970. El fenómeno no tenía precedentes y, desde entonces, tampoco ha sido una dinámica común ni recurrente. Este período tan excepcional reveló en qué medida los aumentos continuados de los impuestos pueden tener consecuencias económicas muy graves, generando consecuencias tan inusuales como desalentadoras.

			El término en cuestión alude a una desaceleración o cese del crecimiento económico combinado de forma simultánea con una inflación aguda, es decir, una subida generalizada de los precios que pagan los consumidores. En la década de 1970, el crecimiento económico a largo plazo cayó por debajo del 2 por ciento, el desempleo se enquistó en niveles comprendidos entre el 7 por ciento y el 9 por ciento, y las subidas del IPC se situaron de forma recurrente en niveles anuales del 7 por ciento al 10 por ciento.

			En su punto álgido, a principios de 1980, la tasa de inflación anual fue del 20 por ciento. Según la teoría académica que había calado en aquella época, la estanflación era imposible de explicar. Se suponía que una disminución en el crecimiento traería consigo una demanda decreciente que induciría una inflación más baja, no más alta. Sin embargo, la estanflación se convirtió en una realidad incómoda y difícil que se extendió más allá incluso de la década de 1970, hasta los primeros años de la década de 1980.

			Tras el desconcierto inicial que provocó la situación, poco a poco fue resultando evidente que el problema residía en la oferta. Los impuestos habían crecido con fuerza, con tipos más altos aplicados sobre niveles de renta cada vez menos exigentes, amén de tributos y gravámenes de nueva creación. Todo esto impedía el desarrollo de la inversión, el trabajo y la producción, inhibiendo su crecimiento como pocas veces ha ocurrido en la historia económica estadounidense.

			El vínculo de los cambios tributarios con el inicio y la persistencia —además de la salida— de la crisis de estanflación resulta más que notable. Los serios aumentos de los impuestos observados en la segunda mitad de la década de 1960 condujeron a la economía a la estanflación, que se afianzó durante la década de 1970. Las rebajas fiscales aprobadas a partir de 1978 aceleraron la salida de la estanflación en la década de 1980.

			Los aumentos de impuestos (y ciertas regulaciones económicas que equivalían, en la práctica, a una subida de la presión fiscal) apuntalaron la estanflación. A nivel federal, éstos fueron los principales cambios introducidos a lo largo del período 1966-1980:

			Tabla 13.1. Principales cambios impositivos introducidos a nivel federal en el período 1966-1980

			
				
					
					
				
				
					
							
							1966

						
							
							• Recargo en las cotizaciones sociales para pagar el programa de salud pública Medicare.

							• Aumento general de las cotizaciones sociales.

						
					

					
							
							1968

						
							
							• Subida del impuesto sobre la renta.

						
					

					
							
							1969

						
							
							• Subida de la fiscalidad de las rentas de capital.

							• Eliminación de las deducciones fiscales a la inversión empresarial.

							• Aplicación del nuevo «suelo fiscal» a las rentas altas («impuesto mínimo»).

						
					

					
							
							1971

						
							
							• Recargo fiscal arancelario.

						
					

					
							
							1973

						
							
							• Subida continuada de las cotizaciones sociales (en marcha desde 1966).

						
					

					
							
							1976

						
							
							• Subida del «suelo fiscal» o «impuesto mínimo» a las rentas altas.

							• Aumento de los requisitos temporales de corto plazo para la tenencia de rentas de capital.

						
					

					
							
							1978

						
							
							• Creación del impuesto mínimo alternativo.

						
					

					
							
							1980

						
							
							• Adopción de un impuesto sobre los «beneficios excesivos» de la industria petrolera.

							• Generalización de los controles de precios, con un «tope» al combustible que terminó generando colas y escasez en las gasolineras.

							• Normativa de recirculación del aire en aviones comerciales.

						
					

				
			

			
			Fuente: elaboración propia.

			A continuación, el gráfico 13.1 detalla la transición de la economía de los años sesenta a la de la década de 1970, así como la primera parte de la de 1980.

			Gráfico 13.1. PIB real por adulto (ajustado por componentes tendenciales, datos trimestrales de 1T 1960 a 4T 1985, el grosor 
de las barras verticales refleja la severidad de la inflación, 
los acontecimientos económicos de la época se desglosan 
a continuación)
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			Nota: El gráfico ha sido montado bajo la inspiración de Edward R. Tufte. Los números que aparecen dentro de un círculo indican la aprobación de políticas procrecimiento, mientras que las cifras que no han sido rodeadas sugieren la puesta en marcha de políticas anticrecimiento.

			Fuente: Bureau of Economic Analysis, Bureau of Labor Statistics, Laffer Associates.

			 

			Los acontecimientos económicos más relevantes de todo el período analizado (1T 1960-4T 1985) fueron los siguientes:

			
					Primavera de 1961. Kennedy asegura repetidamente que no devaluará el dólar.

					Verano de 1962. El Tesoro flexibiliza las reglas de depreciación.

					Octubre de 1962. Se promulga la Ley de Crédito Fiscal a la inversión, con una deducción general del 7 por ciento y de aplicación retroactiva desde el 1 enero de 1962. Además, el Congreso otorga poderes especiales a la Casa Blanca para que Kennedy pueda negociar acuerdos comerciales por la vía rápida (esto da pie a la Ronda Kennedy, que avanza una rebaja generalizada de aranceles, consagrada en 1967 en el marco del GATT).

					Enero de 1963. Kennedy presenta su propuesta de rebaja del impuesto sobre la renta al Congreso. 

					Febrero de 1964. Aprobación de la rebaja de impuestos de JFK, volcada en el impuesto sobre la renta y el impuesto de sociedades. Su aplicación fue plena en un plazo de once meses.

					Enero de 1965. Plena aplicación de la rebaja de impuestos de 1964.

					Enero de 1966. Lyndon B. Johnson sugiere la aprobación de impuestos especiales aplicables al automóvil, así como otras medidas recaudatorias.

					Octubre de 1966-marzo de 1967. Suspensión de las deducciones fiscales a la inversión empresarial.

					Verano de 1967. LBJ aboga por una subida del impuesto sobre la renta.

					Marzo de 1968. Estados Unidos cambia los términos para el canje oro-dólar y pide a las autoridades de los demás países que no vendan oro comprado a Estados Unidos.

					Junio de 1968. Recargo del 10 por ciento en el impuesto sobre la renta, retroactivo desde el 1 de abril. Subida del impuesto de sociedades, retroactiva desde el 1 de enero.

					Diciembre de 1969. La Ley de Reforma Fiscal recorta el tramo superior del IRPF del 70 por ciento al 50 por ciento, pero aumenta el tramo superior de la fiscalidad de las rentas de capital del 25 por ciento al 35 por ciento, en un período gradual de tres años, al tiempo que elimina los créditos fiscales a la inversión empresarial y aplica también un recargo de diez puntos a las rentas altas, conformando un nuevo «suelo» fiscal con el impuesto mínimo. 

					Agosto de 1971. Estados Unidos deja de aceptar las solicitudes foráneas de canjes oro-dólar. La medida se anuncia de manera supuestamente temporal, pero termina aplicándose de forma permanente. En paralelo, se recuperan los créditos fiscales a la inversión (Nixon se refiere a ellos como los créditos para la creación de empleo), pero quedan limitados a bienes de capital producidos en Estados Unidos.

					Febrero-marzo de 1973. Las principales economías del mundo abandonan un sistema de tipos de cambio fijos y adoptan el nuevo sistema de tipos flotantes. 

					Junio de 1973. Nixon impone controles de precios sobre los salarios y los bienes de consumo.

					Marzo de 1975. Cheque de devolución del IRPF valorado en doscientos dólares. Subida generalizada de las deducciones. Aumento temporal del crédito fiscal de la inversión, del 7 por ciento al 10 por ciento, por un período de dos años (medida que luego sería extendida a lo largo de una década merced a distintas modificaciones normativas).

					Octubre de 1976. Ligero aumento de las deducciones fiscales. Reemplazo del «cheque» de devolución del IRPF con un crédito fiscal cercano a los doscientos dólares. Subida del impuesto mínimo («suelo fiscal») del 10 por ciento al 15 por ciento. Aumento de los requisitos temporales de corto plazo para la tenencia de rentas de capital, de seis a doce meses.

					Mayo de 1977. Aumento ligero de las deducciones fiscales. Pequeño aumento de los créditos fiscales personales.

					Junio de 1978. Rebaja de los impuestos sobre la propiedad en California en virtud de la aprobación en referéndum de la Proposición 13.

					Noviembre de 1978. Rebaja del tramo superior de las rentas de capital del 35 por ciento al 28 por ciento. El tipo de referencia del impuesto de sociedades pasa del 48 por ciento al 46 por ciento. Ampliación de los umbrales de tributación del IRPF y simplificación de los tramos del gravamen. Creación de cuentas de ahorro con beneficios fiscales, vinculadas a gastos sanitarios u ahorros para la jubilación. Subida moderada de las deducciones fiscales. La Administración Carter obliga a las aerolíneas comerciales a recircular el aire de la cabina de los aviones como medida de eficiencia energética.1

					Abril de 1980. El impuesto sobre los «beneficios caídos del cielo» aplicado al sector petrolero se mantiene en vigor.

					Enero de 1983. Entra en vigor una rebaja de impuestos del 20 por ciento.

					Enero de 1985. El código fiscal queda totalmente indexado por la inflación (es decir, se acomete la deflactación de las distintas figuras tributarias en vigor).

			

			Progresividad en frío

			Las subidas de impuestos a las que hacemos referencia fueron desarrolladas de forma explícita, con cambios normativos concretos. Sin embargo, ésta fue solamente una de las dos formas de elevar la presión fiscal en los años de la estanflación. En paralelo, se desarrolló otra manera de subir los impuestos que, si bien podría definirse como «extraoficial», fue igual de extensa y severa. Esta distinta forma de subir los impuestos estaba vinculada con el impacto de la inflación sobre el código tributario. El impuesto sobre la renta, la fiscalidad de las rentas de capital, los programas de depreciación, el impuesto mínimo... Ninguno de estos tributos estaba «indexado» para descontar el efecto de la inflación, por no hablar de los impuestos estatales y locales sobre la propiedad, que enfrentaban el mismo problema. Por eso, cuando los precios subieron de forma intensa en un contexto de estanflación, los tipos impositivos reales aumentaron a un ritmo mucho mayor que la inflación. A esto es a lo que se denomina «progresividad en frío» (bracket creep).

			En aquella época, si alguien vendía un activo que se hubiese revalorizado, tenía que pagar un impuesto que gravaba la apreciación observada en dicho bien... incluso si la subida de su valor no era tan elevada como el aumento generalizado de los precios. Dicho con otras palabras, se pagaba un impuesto sobre ganancias nominales, sin tener en cuenta el efecto de la inflación. La situación era similar en el impuesto sobre la renta que pagaban los asalariados estadounidenses. Si a uno se le revalorizaba la nómina para compensar la subida del coste de la vida, terminaba subiendo de tramo en el IRPF y escalando a umbrales más altos de tributación debido a la estructura progresiva del impuesto. Esto hacía que, en términos netos, los contribuyentes acabasen perdiendo poder adquisitivo después de pagar impuestos. De igual manera, las empresas salían afectadas porque las deducciones por compra de plantas o bienes de equipo estaban vinculadas a reglas federales de depreciación que codificaban las deducciones a partir de su valor nominal. Estas medidas de alivio fiscal perdían efectividad a raíz de la inflación porque, a medida que los precios subían, la depreciación basada en el coste histórico del activo era cada vez mayor que el costo de reposición del activo.

			El término que surgió durante la estanflación para referirse a estas silenciosas subidas de impuestos fue el de progresividad en frío. Los ingresos nominales crecían para intentar seguirle el pulso a la inflación, pero esto hacía que se pagasen más impuestos, de modo que los ingresos reales se veían mermados y la inflación dejaba su huella fiscal en el bolsillo de empresas y contribuyentes.

			En el gráfico 13.2 evaluamos el efecto que tenía esta circunstancia en las rentas de capital aplicables a la venta de activos que se hubiesen poseído a largo plazo. Comparamos el tipo oficial frente al tipo efectivo, asumiendo una rentabilidad anual del 5 por ciento, así como la inflación observada en estos años.2 De 1973 a 1981, la diferencia entre la fiscalidad oficial y la fiscalidad efectiva llegó a experimentar diferenciales de más del cien por cien.

			Gráfico 13.2. Fiscalidad de las rentas de capital: tipo nominal y real (datos anuales, 1960-1985, tramo aplicado a los activos que se han poseído a largo plazo, análisis limitado a la fiscalidad federal)
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			Fuente: Laffer Associates, BLS, normativa fiscal de 1960 a 1985.

			Las subidas de impuestos de tipo legislativo predominaron en la primera parte del período de la estanflación, de 1966 a 1973, y fueron de tipo inflacionario en la última fase, de 1974 a 1982. El IPC medio fue de alrededor del 5 por ciento anual desde 1966 hasta 1973. Posteriormente escaló hasta el 8,5 por ciento anual desde 1974 hasta mediados de 1982. En este contexto de escaso crecimiento y precios altos, surgió una forma adicional de obtener más recursos fiscales, puesto que la combinación de unos impuestos progresivos con un escenario de inflación hacía que, en virtud de la legislación tributaria en vigor, se produjese una subida efectiva de los tipos que pagaban los contribuyentes sin que el Congreso o la Casa Blanca tuviesen que aprobar ninguna medida recaudatoria.

			Las consecuencias para el crecimiento económico y la producción de los aumentos de impuestos del período 1966-1982 fueron asombrosas. Nuestro gráfico sobre el PIB por adulto ajustado por componentes de tendencia confirma esta desgarradora conexión. Después de un crecimiento vertiginoso, claramente por encima de la tendencia en los cinco años que van de 1961 a 1966, el ritmo de aumento se estabilizó a partir de 1969 y cayó en cascada desde entonces. Este descenso es la peor caída de todo el período de setenta y cuatro años que va desde 1946 hasta 2020. La estadística refleja un desplome de veintiún puntos entre 1969 y 1982. Estados Unidos no logró siquiera acercarse a su tendencia histórica de crecimiento, como resultado del aluvión de impuestos observado en esta época, derivado de actos explícitos (legislación concreta) y de fenómenos implícitos (subidas efectivas no legisladas, producidas a través de la inflación), como vimos en el gráfico 13.1.

			En el transcurso de la experiencia de la estanflación, los incesantes aumentos de impuestos convivieron con la expansión del gobierno en todo tipo de campos y áreas. Estados Unidos despojó al dólar de cualquier forma de convertibilidad. Ya no era canjeable por oro ni quedaba sujeto a ningún tipo de cambio fijo. El aparato regulatorio creció en esos años, elevando su tamaño y su alcance, hasta el punto de que se llegó a instaurar un régimen nacional de control de salarios y de precios. El gasto subió hasta nuevos máximos nunca antes vistos en tiempos de paz. El salario mínimo fue elevado de forma continuada. Además, las políticas de discriminación contra los productores extranjeros, justificadas como medidas en defensa de los empresarios nacionales, impidió el desarrollo del libre comercio. Los aumentos de impuestos fueron consistentes con un Zeitgeist político gubernamental que se extendió de finales de la década de 1960 a toda la de 1970 e incluso comienzos de la de 1980. Los resultados económicos fueron claramente perjudiciales.

			Abandonar a JFK

			Las rebajas que John F. Kennedy adoptó en el impuesto sobre la renta se introdujeron gradualmente en 1964 y 1965. El mercado de valores reaccionó positivamente, describiendo una senda alcista que llegó a su pico a comienzos de 1966. Entonces, la bolsa pareció detectar un punto de inflexión. Los inversores observaron que el intenso crecimiento de los años anteriores estaba empezando a replegarse. La caída de la bolsa, y su permanencia en niveles reducidos de cotización durante los siguientes dieciséis años, mientras rugía la estanflación, puso de manifiesto que el mercado entendió perfectamente el contexto de la época, marcada por continuas recesiones, desempleo elevado, desmesurados aumentos de los precios y unos impuestos que cada vez eran más extraordinariamente elevados en términos reales. Mientras tanto, el viejo barómetro de las dificultades económicas, el oro, subió de precio de manera espléndida, multiplicando su valor por veintitrés entre 1971 y 1980.

			Gráfico 13.3. Cotización real del S&P 500 y evolución del precio nominal del oro (datos mensuales, de enero de 1960 a diciembre de 1994)

			[image: ]

			Fuente: Bloomberg, LBMA.

			Lyndon B. Johnson fue un presidente derrochador. De eso no cabe duda. Además de mantener la gran burocracia federal existente, LBJ agregó todo tipo de nuevas iniciativas de gasto después de ganar las elecciones presidenciales en noviembre de 1964. Su programa de la Gran Sociedad acarreó un fuerte repunte de los desembolsos, al igual que sucedió con la guerra de Vietnam. Los nuevos gastos dedicados a capítulos como Medicare, Medicaid y otras formas de gasto social incluidos en su proyecto de la Gran Sociedad sumaron cifras muy abultadas, que se volvieron enormes al contabilizar también el incremento del gasto militar asociado a la guerra. De 1965 a 1969, en un período de apenas cuatro años, el gasto social del gobierno federal aumentó un 56 por ciento en términos reales, mientras que el gasto en defensa lo hizo en un 41 por ciento. Descontando la inflación, el gobierno estaba aumentando sus dispendios a tasas anuales de doble dígito. Además, la Gran Sociedad trajo consigo un nuevo impuesto específico: el que se adoptó en 1966, en forma de recargo de las cotizaciones sociales, con una tasa del 0,7 por ciento repartida entre empresarios y trabajadores, y aplicable a todos los ocupados con salarios de menos de 57.000 dólares actuales (6.600 dólares de la época).

			El presupuesto federal quedó sumido en el desequilibrio bajo la presidencia de LBJ, pero no por falta de ingresos. En 1968, el presidente sacó adelante su recargo en el IRPF. Pues bien, en los cinco años anteriores, los ingresos tributarios recogidos por las arcas públicas del gobierno federal estadounidense habían crecido de manera constante, hasta incrementarse aproximadamente un tercio, o lo que es lo mismo, un 6 por ciento por año, una tasa indudablemente elevada. Después de que el presupuesto casi alcanzara el equilibrio en 1965, el elevado gasto hizo que acabase hundiéndose en números rojos. En 1968, el déficit federal alcanzó el 2,8 por ciento del PIB, el nivel más alto desde 1946, año en que el gobierno estaba recortando los gastos adicionales asociados a la Segunda Guerra Mundial. Dado que el gasto público afecta a los recursos producidos en la economía, los enormes aumentos de gastos que aprobó Johnson después de 1965 fueron equivalentes a una gran subida de impuestos.

			En cuanto al crecimiento económico, ya hemos visto que la expansión de la producción estaba en marcha cuando LBJ llegó al gobierno. Entonces, el sucesor de JFK empezó a gastar. Desde 1961 hasta 1967, al calor de la rebaja fiscal de Kennedy, el PIB aumentaba a una tasa del 5,3 por ciento anual, un nivel muy satisfactorio cuando se evalúa la historia del crecimiento económico estadounidense a largo plazo.

			En su discurso sobre el estado de la Unión en enero de 1966, mientras el mercado de valores alcanzaba su punto máximo, LBJ comenzó a presionar al Congreso para que subiese los impuestos, consciente de la necesidad de financiar todos los programas de gasto que tenía en marcha. En 1967, Johnson concretó sus planes. Quería un recargo en el impuesto sobre la renta. Se trataba de una cantidad adicional que la mayoría de los contribuyentes adeudarían a la hora de hacer su declaración, por encima de las obligaciones a las que ya estaban sujetos. Esta nueva medida recaudatoria terminó siendo aprobada por el Congreso y entró en vigor con la firma del presidente en junio de 1968. Por el lado individual, el recargo era retroactivo a abril y quedaba prorrateado en la declaración del IRPF según el año calendario, que no el año fiscal. Esto hizo que el recargo fuera del 7,5 por ciento sobre los impuestos sobre la renta adeudados para el ejercicio de 1968. Por el lado corporativo, se introdujo también un recargo a las empresas que tuvo carácter retroactivo, remontándose al 1 de enero de 1968 e imponiendo un pago adicional del 10 por ciento sobre las ganancias conseguidas a lo largo del ejercicio.

			El recargo hizo que el IRPF fuera mucho más progresivo. Los tramos iban del 14 por ciento al 70 por ciento, pero aumentaron un 7,5 por ciento a partir de 1968. Los asalariados que enfrentaban los tramos impositivos más bajos quedaron exentos, pero el tramo superior subió hasta el 75,25 por ciento, y el inferior, al 15,05 por ciento. Cuanto mayor fuese el tramo impositivo de cada contribuyente, más puntos porcentuales de presión fiscal suponía el recargo. Además, cuanto más pequeña fuese la tasa de retención después de impuestos, más dura era la incidencia del recargo, que solamente hacía que dicha tasa fuera aún más reducida. Por la franja superior, los asalariados se quedaban con 30 centavos de cada dólar gravable, pero con la entrada en vigor del recargo, esta cifra bajó a 24,75 centavos. Se trataba de una reducción de la tasa de retención después de impuestos del 17,5 por ciento. Para las rentas bajas, dicho indicador pasó de 86 a 84,95 por cada dólar de ganancia marginal, una reducción del 1,2 por ciento.3

			El recargo de LBJ también elevó el tipo general del impuesto de sociedades, que avanzó en 4,8 puntos, pasando del 48 por ciento al 52,8 por ciento. En el caso de la fiscalidad de las rentas de capital, el aumento fue del 25 por ciento al 26,9 por ciento a partir de 1968. Se suponía que el impacto de las medidas sería temporal y que estas tasas recaudatorias iban a expirar el 30 de junio de 1969.

			Johnson y sus aliados en el Congreso ofrecieron tres justificaciones para defender estos recargos fiscales. La primera era de índole recaudatoria. Estados Unidos tenía que pagar su política de armas y mantequilla. El presidente se había comprometido con la temida guerra de Vietnam y con su ansiado programa de gasto de la Gran Sociedad. Sin embargo, si damos por bueno que el recargo era un medio para generar ingresos, lo cierto es que tenía un diseño extraño. Al fin y al cabo, las rebajas de impuestos de Kennedy habían demostrado que el secreto para desbloquear los pagos de impuestos de los que más ganan no es aumentar, sino reducir sus tasas impositivas. Fue curioso que el dispositivo que Johnson eligió para recaudar aún más ingresos de este segmento fuese un aumento de la presión fiscal, puesto que los resultados de las medidas que adoptó su predecesor eran apreciables y saltaban a la vista.

			Las otras razones ofrecidas para justificar el recargo eran la necesidad de frenar la inflación y el empeño de proteger el dólar. La idea era que, al absorber más ingresos fiscales, el consumidor tendría menos dinero para gastar, aliviando la presión sobre los precios y desincentivando al mismo tiempo importaciones. Si la inflación y las importaciones disminuían, habría menos dudas sobre la viabilidad del precio oficial del oro de Estados Unidos de 35 dólares por onza. El Congreso empezó sus preparativos para sacar adelante el proyecto de ley que materializó estos recargos. Se aprobó en junio de 1968, después de una importante «espantada» internacional del dólar con respecto al oro estadounidense oficial. El oro subió a treinta y ocho dólares en los mercados privados de Londres en marzo, luego superó los cuarenta dólares y se mantuvo en esos niveles durante la primavera. El recargo que se aprobó en junio era, en teoría, para hacer que el oro bajara a 35 dólares, pero esto no sucedió.

			Las reservas oficiales de oro habían estado disminuyendo desde las recesiones de finales de la década de 1950. Sin embargo, la tasa de reembolsos netos de dólares extranjeros por oro se había desacelerado considerablemente bajo el gobierno de JFK. En 1964, los rescates fueron de apenas 125 millones netos, muy por debajo del pico de 1958, de 2.275 millones (todo al precio constante de 35 dólares). En 1965, volvieron a aumentar los rescates de dólares extranjeros por oro, esta vez de forma continuada. Ese año, LBJ estableció tanto un programa de «restricción voluntaria del crédito extranjero» como una iniciativa de «inversión extranjera directa», cuyo fin era evitar que las inversiones en dólares se fuesen al extranjero y terminasen en manos de titulares foráneos que podrían acudir a la ventanilla del oro. En la misma línea, Johnson razonó que absorber dólares a través de sus subidas de impuestos detendría la «carrera» por el oro. JFK había demostrado que las rebajas de impuestos, y en particular las rebajas más centradas en la parte superior de la distribución de la renta, generarían una mayor demanda de dólares. Sin duda, JFK había probado opciones reguladoras y de aumento de impuestos, como el gravamen de igualación de intereses o las guías de precios y salarios que propuso. Sin embargo, el sello distintivo de su acción política no fue otro que la rebaja generalizada de los impuestos. Los canjes de oro aumentaron bajo LBJ, promediando unos 890.000 millones por año.4

			Así pues, la lógica subyacente de los recargos impositivos de 1968 tenía la motivación clara de aumentar los ingresos, frenar la inflación y reforzar el dólar con respecto al oro. La furiosa oposición al recargo provino de un sector en particular: destacados activistas de izquierda que prometieron que se negarían a pagar el nuevo impuesto, bajo el principio de que los ingresos se destinarían a financiar una guerra inmoral. Por motivos patrióticos, los periódicos tendieron a negarse a publicar los anuncios o artículos contra los recargos fiscales que habían coordinado docenas de autores de izquierda, como Noam Chomsky, Norman Mailer y Dwight Macdonald. La cantante de folk Joan Baez los superó a todos. Desde 1964, había estado reteniendo parte de sus pagos anuales de IRPF para lavarse las manos por todo lo sucedido en la guerra de Vietnam. Así actuó hasta 1974, obligando a los agentes tributarios a desplegar sus poderes de «confiscación», como ella misma declaró en una entrevista televisiva. Si querían recibir el pago completo de sus impuestos, Baez tenía claro que ella «no lo ofrecería voluntariamente», de modo que las autoridades «podían ir y coger el dinero por la fuerza» si así lo querían, embargando sus cuentas bancarias y apropiándose de sus bienes, amén de aplicando las multas y sanciones habituales.5

			Aunque el Tesoro obtuvo más ingresos desde el 1 de julio de 1968 hasta el 30 de junio de 1969, a raíz del pago de estos impuestos adicionales, lo cierto es que el presupuesto permaneció en déficit. Como contribuyentes, el comportamiento por parte de la mayoría de los trabajadores y empresas estaba cambiando. La tasa de retención después de impuestos cayó más bruscamente para las personas con altos ingresos debido al recargo, y las consecuencias resultaron profundas.

			Poner en práctica estos aumentos temporales y retroactivos en los tramos del impuesto sobre la renta resultó ser todo un incentivo para las estrategias de elusión fiscal. El precedente del recargo establecido en 1968 desalentó a quienes estaban canalizando sus ingresos de forma más evidente. Desde entonces, los asalariados en general, y las rentas altas en particular, tenían motivos para volver a planificar la manera en que recibían sus ingresos partiendo de la idea de que los impuestos en vigor podían subir en cualquier momento. Era solamente cuestión de tiempo que los ingresos obtenidos de las rentas altas volviesen a bajar.

			Como de costumbre, los que más ganaban tenían tanto el incentivo más fuerte para actuar en este sentido, como los medios necesarios. Ante subidas de impuestos como la de 1954, que también se habían presentado como permanentes, las estrategias de planificación e ingeniería fiscal habían ido a más. Las rebajas de JFK frenaron el proceso, pero el recargo de 1968, presentado nuevamente como temporal y aplicado con entre tres y seis meses de retroactividad, elevó un sistema que ya de por sí era muy progresivo y, sobre todo, asentó la noción de que los impuestos podían aumentar en cualquier momento e, incluso, repercutirse sobre ingresos de tiempos pasados. Desde el punto de vista de los contribuyentes, fue todo un estímulo que animó a más y más gente a buscar nuevas formas de reducir sus obligaciones tributarias.

			De nuevo la reforma tributaria

			Cuando Richard Nixon se convirtió en presidente, en 1969, decidió emprender otro importante proyecto de ley fiscal, una «reforma fiscal» que aparentemente se esforzaría por «simplificar» la normativa en vigor, disminuir sus abusos y dobles raseros, y contribuir a reducir los tipos y los tramos en vigor. El impulso reformista se había mantenido firme en el Congreso a lo largo de los años y recibió un empujón muy claro apenas tres días antes de la investidura de Nixon. Entonces, el 17 de enero, Joseph Barr, el secretario del Tesoro de Johnson, designado cuatro semanas antes, en diciembre de 1968, hizo un explosivo comentario cuando prestó testimonio ante el Congreso. Según dijo, los «gastos fiscales» (el término venía de Stanley Surrey y aludía a la suma del impacto de las deducciones o las exenciones sobre le recaudación) le estaban costando al gobierno unos 50.000 millones de dólares cada año. Según un estudio que había elaborado el Tesoro, ésta era la cantidad de impuestos que las personas de altos ingresos lograban ahorrarse al no tener que pagar los tipos y tramos de referencia. El factor decisivo fue otro dato facilitado por Barr, que señalaba que, en 1967, 155 personas que ganaban al menos 200.000 dólares (alrededor de 1,6 millones de dólares en la actualidad) no tuvieron obligación alguna de pagar IRPF gracias a las «lagunas» del gravamen. De esos 155 contribuyentes de rentas altas, veintiuna habían ganado al menos 1 millón de la época durante el ejercicio de 1967. La principal razón de la no tributación por parte de estas élites económicas fue la aplicación de la deducción por pago de intereses personales. Entre las estrategias de los ricos estaba la de pedir dinero prestado con la garantía de las rentas de capital que habían generado ganancias no realizadas. Obtenían crédito pagando tipos de interés favorables (en torno al 5,5 por ciento) y usaban tal financiación para pagar sus decisiones de consumo o realizar nuevas inversiones. Los costes del préstamo eran deducibles en el IRPF, donde a priori el pago esperado de estos contribuyentes llegaba al tramo superior, del 70 por ciento. Así, el coste de pedir dinero prestado pasaba del 5,5 por ciento al 1,7 por ciento una vez que se descontaban estos gastos financieros en la declaración de la renta. De igual modo, las ganancias no realizadas que permitían financiar estos préstamos quedaban totalmente libres de impuestos.

			El Congreso trabajó en un proyecto de ley durante el verano. Los representantes del poder legislativo hicieron una pausa en sus deliberaciones y, con la aprobación de Nixon, acordaron extender el recargo del IRPF más allá de su fecha de vencimiento, programada para el 30 de junio de 1969. Además, el cambio se hizo retroactivamente. Aunque el recargo había expirado hacía dos meses, fue reintroducido en agosto con fecha de 1 de enero, quedando aplicado a todo el año 1969. Por otro lado, además de mantener el recargo en el IRPF, se hizo lo propio en el impuesto de sociedades. El resultado no fue otro que un repunte de diez puntos en relación con los gravámenes que había fijado JFK. 

			El Congreso impulsó su proyecto de ley en diciembre y, como cabía esperar, logró la firma de Nixon. La Ley de Reforma Fiscal de 1969 era densa. Estaba llena de nuevas regulaciones, por ejemplo en el ámbito de las donaciones a entidades caritativas. En cuanto a los tipos fiscales de referencia, lo cierto es que unos subieron y otros bajaron. La ley impuso un recargo del 5 por ciento en el IRPF, aplicado a partir de los primeros seis meses de 1970, de modo que su efecto en cada año fiscal fue del 2,5 por ciento. Asimismo, se estableció una distinción entre ingresos «ganados» y el resto, rebajando la fiscalidad de los primeros. Los ingresos «ganados» del trabajo eran los sueldos y salarios. Esta forma de renta estaba ahora sujeta a un tramo superior del 50 por ciento, por debajo del 70 por ciento establecido por la rebaja de impuestos de Kennedy. En cambio, para los demás ingresos no derivados de salarios laborales (por ejemplo, todo lo generado por las inversiones que hubiesen realizado los contribuyentes) quedaba sujeto a una escala que seguía alcanzando el 70 por ciento. Además, se suponía que los ingresos categorizados de esta forma se reportaban por encima de las rentas comunes del trabajo, de modo que siempre quedaban sujetos al tramo más alto abonado por cada contribuyente.

			La remuneración o compensación diferida, ese mecanismo tan popular en los acuerdos laborales de los ejecutivos de la década de 1950 (que seguía aplicándose en 1969 en las empresas más grandes), quedó ahora sujeto a una nueva fiscalidad que trataba estos ingresos fuera de las rentas «ganadas» con el trabajo. Esto significaba que los contribuyentes que habían activado esta forma de retribución quedaban sujetos a una fiscalidad que llegaba al 70 por ciento en el IRPF. En cambio, los ingresos declarados durante el conjunto del año bajo un esquema retributivo corriente (salario) pagaban veinte puntos menos. Peor aún: el IRS se arrogó el poder de decidir si consideraba o no como forma de dividendo cualquier «compensación excesiva» percibida por un ejecutivo. Este poder resultó un tope efectivo a los más altos salarios, porque los dividendos pagaban hasta un 70 por ciento en el IRPF y no eran deducibles en la declaración de impuestos corporativos.

			El mayor aumento de impuestos recogido en la ley de Nixon fue el incremento de la fiscalidad aplicada sobre las rentas de capital a largo plazo, que aumentó del 25 por ciento al 35 por ciento. Esta subida se produjo cuando la inflación ya alcanzaba el 6 por ciento (1969). La norma no tuvo en cuenta la apreciación de los activos debida a la inflación, al evitar realizar la correspondiente indexación o deflactación. Por tanto, el aumento en estos impuestos fue doble: subía el tramo exigido a los contribuyentes, pero también la base imponible de ganancias debido a la inflación. El aumento de valor podía ser solamente nominal, que no real, pero las reglas tributarias no hacían esta corrección.

			Otro aumento de impuestos incluido en la Ley de Reforma Fiscal de 1969 fue la derogación del crédito fiscal a la inversión que había puesto en marcha Kennedy. Por otro lado, la cláusula más duradera de los cambios aprobados por Nixon fue la introducción del impuesto mínimo. Se trataba de un gravamen del 10 por ciento que aplicaba sobre aquellas personas de rentas altas que rebajasen su obligación de tributar de forma significativa a base de aplicarse deducciones u exenciones varias (caso, por ejemplo, de los 155 contribuyentes a los que aludió Barr). Se trataba, pues, de un «suelo fiscal».

			El aumento del tramo superior de la fiscalidad de las rentas de capital y todos los demás cambios, incluido el nuevo impuesto mínimo, se dieron en un entorno inflacionario y plantearon un obstáculo muy importante para el desarrollo de proyectos de inversión a largo plazo. La rentabilidad real, después de impuestos, de las inversiones se estaba viendo reducida de forma clara por la vía fiscal y debido a la inflación. El efecto sobre el crecimiento, el empleo y las oportunidades económicas fue claramente negativo, como resultó evidente en los años siguientes.

			Al redactar la Ley de Reforma Tributaria de 1969, el Congreso parecía estar muy centrado en abordar la cuestión de la remuneración de los altos ejecutivos. En particular, el Congreso quería minimizar las oportunidades que tenían las personas de más altos ingresos de aprovechar distintos puntos de la normativa fiscal para pagar tipos efectivos muy por debajo de los tramos teóricamente aplicables a tales niveles de renta. Aumentar la fiscalidad de las rentas de capital, generar un tope implícito a los sueldos altos, gravar de forma onerosa los mecanismos de retribución diferida y acumular los ingresos no laborales por encima de los laborales para elevar la factura fiscal resultante fueron algunos de los pasos que dio la Ley de Reforma Tributaria de 1969 y que sirvieron para empujar a más y más ejecutivos a aceptar un salario como su única forma de compensación.

			Quizá todo esto puede ser calificado como una reforma tributaria. Sin embargo, esas vías de escape que se estaban intentando bloquear (por ejemplo, tributar al 25 por ciento a través de ingresos por rentas de capital) habían tenido el efecto positivo de permitir que las rentas altas obtuviesen un nivel sano de ingresos y rentabilidades después de pagar sus impuestos. Al reducir esas rentas y ganancias, y recortar la tasa de retención de quienes más ganan, se estaba adoptando un cambio de política fiscal que no solamente iba a disparar nuevas estrategias de ingeniería fiscal, sino que también iba a tener efectos muy amplios en toda la economía.

			Estas políticas anticrecimiento fueron entendidas como tal de forma casi inmediata. Como un reloj, el mismo mes en que el proyecto entró en vigor y se convirtió en ley, la producción empezó a detenerse. En diciembre de 1969 se observa, según la contabilidad oficial, la primera recesión de la economía estadounidense desde febrero de 1961. Desde las primeras semanas de la presidencia de Kennedy no se había dado una situación así. De hecho, durante buena parte de la década de 1960, Estados Unidos se benefició de una expansión de la producción que se extendió por ocho años y diez meses, promediando una vertiginosa tasa anual de crecimiento del PIB del 5 por ciento. Pero todo eso había terminado. Ya en 1966, la conversación sobre los recargos fiscales que proponía LBJ había alertado al mercado de valores. En efecto, el recargo se convirtió en ley y, casi de inmediato, los legisladores empezaron a trabajar en una reforma fiscal cuyo principal resultado no fue la adopción de tipos bajos sobre bases amplias, sino un repunte de la presión fiscal sobre las rentas altas, amén de una subida de los impuestos a las rentas de capital, el fin del crédito fiscal de JFK a la inversión empresarial o el nuevo impuesto mínimo (véase gráfico 13.1).

			Además del efecto sobre las formas de remuneración diseñadas para pagar a los ejecutivos, la Ley de Reforma Fiscal de 1969 también encareció la contratación de trabajadores de base. Los empleados de cualquier empresa necesitan plantas y bienes de equipo, que se compran a partir de las decisiones de inversión que toman las compañías. Pues bien, la retirada del crédito fiscal a la inversión observada a partir de 1969 hizo que satisfacer tales necesidades fuera más costoso. Por otro lado, la subida de los impuestos aplicados sobre las rentas de capital, que no solamente se debió a los cambios normativos en los tramos, sino también al impacto de la inflación y la no indexación o no deflactación del impuesto, hacía que las empresas enfrentasen costes de financiación cada vez más altos. Por otro lado, como las rentas de capital pasaron a ser incorporadas a la base imponible de las rentas del trabajo, se desalentó cualquier forma de remuneración asociada a la inversión. Naturalmente, el resultado en términos de desempeño del mercado laboral fue una subida del desempleo, que aumentó inmediatamente y se mantuvo en esos niveles a largo plazo.

			Cuando la Ley de Reforma Fiscal de 1969 entró en vigor, había 2,8 millones de desempleados. Esta cifra era similar al promedio de 3 o 4 millones de parados observado tras la rebaja de impuestos que impulsó Kennedy y que salió adelante en 1964-1965. Sin embargo, en apenas un año, de finales de 1969 a los últimos compases de 1970, el número de estadounidenses sin empleo saltó de 2,8 millones a 5 millones de personas. En 1972, la cifra seguía siendo la misma. Durante toda la década de 1970, el número más bajo de desempleados se alcanzó en 1973, pero seguía siendo de 4,3 millones, muy por encima de los 2,8 millones que estaban en esta situación antes de la Ley de Reforma Fiscal de 1969 y dos tercios por encima del promedio de 1965-1969. La población en edad de trabajar estaba creciendo conforme los hijos del baby boom entraban en el mercado laboral... pero no había duda de que las oportunidades para trabajar no iban a más, porque el desempleo estaba aumentando. La tasa de paro del 3,4 por ciento observada a principios de 1969 dio paso a niveles de desempleo del 6 por ciento a finales de 1970. Esta tasa se mantuvo hasta 1971. El desempleo más bajo alcanzado en la década de 1970 fue el 4,6 por ciento en 1973, pero poco después se desató una nueva recesión que hizo que los problemas de 1960 o 1970 pareciesen menores. De hecho, en 1975, 8 millones de estadounidenses estaban en paro y la tasa de desempleo se disparó al 9 por ciento.

			Se han ofrecido todo tipo de explicaciones para dar cuenta de lo ocurrido en la década de 1970, con un franco declive en la producción económica y la industria estadounidense. Se ha comentado mucho la pérdida de competitividad, el auge de otros países competidores, la rigidez laboral motivada por un peso excesivo de los sindicatos en el mercado de trabajo, el supuesto estancamiento de los salarios desde 1973... Incluso se ha hablado mucho del supuesto advenimiento de una «cultura del narcisismo» que habría enfatizado el consumo sobre el trabajo en la psicología y la conciencia social estadounidense. La lista de explicaciones es larga.

			Sin embargo, la clara asociación que no podemos dejar de hacer es que, a raíz de los cambios fiscales de 1968-1971, fue cada vez más costoso contratar. Si subes los impuestos a la inversión tienes menos máquinas o bienes de equipo con los que trabajar, de modo que también hay menos puestos de trabajo. A todo esto hay que agregarle la ola de subidas de impuestos observada a nivel estatal y municipal en los años sesenta y setenta, por ejemplo en Ohio, Míchigan, Illinois, Pensilvania, Indiana y Nueva Jersey, como ya explicamos en el capítulo anterior.

			Cuando en 1974 el profeta de la Revolución Reagan (el legislador Jack Kemp) introdujo por primera vez una propuesta para bajar los impuestos, afirmó que lo que despertó su interés por esta cuestión fue algo que había visto en su distrito electoral de Búfalo, Nueva York. Allí, una fábrica estaba anunciando que contrataba operadores de tornos, «con la condición de que traigan su propio torno»...6

			Los inversores desconfían del dólar

			El problema de la «espantada» del dólar en favor del oro en 1968 fue un anticipo de lo que sucedería a principios de los años setenta. En 1970 y la primera mitad de 1971, el precio del oro en Londres se mantuvo de forma recurrente por encima del precio oficial de 35 dólares la onza. Además, las autoridades extranjeras que se habían comprometido a no vender el oro que adquirieran de Estados Unidos estaban intensificando sus demandas de canje de dólares por oro al precio oficial. El 15 de agosto de 1971, Nixon anunció que Estados Unidos suspendería tal convertibilidad, y además lo haría todo el tiempo que fuese necesario. El presidente anunció entonces un impuesto a las importaciones (un arancel) del 10 por ciento, amén de un crédito fiscal a la inversión «para la creación de empleo» que excluía los productos fabricados en el extranjero. También sacó adelante un plan para controlar salarios y precios.

			En 1933, el presidente Franklin D. Roosevelt puso fin a la convertibilidad del dólar en oro y prohibió incluso su posesión a título personal, una orden que no se anuló hasta 1974. En agosto de 1971, Nixon completó la desconexión del dólar con respecto al oro que se había puesto en marcha décadas atrás por parte de FDR. Este último sí había permitido a las autoridades extranjeras la posibilidad de canjear dólares por oro a un precio fijo (FDR optó por el valor de 35 dólares la onza) y Nixon suspendió esta circunstancia de forma «temporal», según dijo en un discurso televisivo. Sin embargo, ya entonces dejó bien claro a sus ayudantes que la idea era acabar con la convertibilidad «permanentemente».

			Hubo una gran huida del dólar hacia el oro entre 1930 y 1933. Y en 1968-1971 volvió a ocurrir lo mismo. Ambos períodos se distinguieron por los aumentos de impuestos, especialmente en lo tocante a las personas de mayores ingresos, lo que viene a sugerir una conexión muy causal (como vimos en el gráfico 13.3). Los impuestos altos desalientan a los ricos, desaniman su predisposición a realizar inversiones de forma regular y los animan a tomar decisiones económicas orientadas hacia activos de menos riesgo como el oro.

			La espantada del dólar al oro implicaba que la gente quería dejar a un lado el dólar, un medio de cambio líquido, por otro medio, el oro, que no sirve como medio de cuenta en casi ningún ámbito de la economía. Como expusimos en los capítulos 5 y 6, los impuestos altos, especialmente los aplicados a los ricos, hicieron que, en la década de 1930, el interés por el oro fuese a más. Pues bien, a comienzos de la década de 1970, en los impuestos elevados, en particular los que afectan a la parte superior de la distribución de la renta en el caso de las ganancias de capital, se produjo una clara restricción (y, en este caso, el fin) de la convertibilidad del dólar en oro.

			La política económica a partir de 1971 consistía en tipos impositivos altos y actuaciones en política monetaria alejadas de la ortodoxia tradicional. Era, sin duda, todo lo contrario de lo que requería la economía si se quería promover el crecimiento e impulsar la extensión de la prosperidad. Sin embargo, la decisión de Nixon con respecto al patrón oro-dólar, adoptada en agosto de 1971, venía aparejada con una fuerte subida de impuestos. La inflación se había vuelto crónica en tiempos recientes, subiendo a un ritmo de un punto por año, desde una tasa del 1 por ciento en 1964 a niveles del 6 por ciento en 1969 y 1970. Tras la entrada en vigor de los controles de precios de Nixon, la inflación disminuyó ligeramente, al 4 por ciento, en 1971 y 1972. Sin embargo, luego se disparó un 31 por ciento —con una tasa anual media del 9 por ciento— desde principios de 1973 hasta finales de 1975. De 1969 a 1975, cuando Estados Unidos dejó de ofrecer el dólar como convertible en oro, la inflación acumulada llegó a ser cercana al 50 por ciento. Si uno ganaba un 50 por ciento más sólo lograba mantenerse al día con los precios y no incrementaba su poder adquisitivo ni sus ingresos medidos en términos reales. Sin embargo, lo que sí sucedía en estos casos era que el contribuyente enfrentaba tipos impositivos cada vez más altos. A finales de la década de 1960, la inflación anticipó la salida del oro de Estados Unidos en 1971. Una vez que esta posibilidad se convirtió en un hecho consumado, la inflación despegó como nunca antes en tiempos de paz. Como uno de nosotros, Arthur Laffer, escribió en The Wall Street Journal en 1974, «personalmente, siento que el misterio del actual brote de inflación en Estados Unidos se puede resolver fácilmente: es tanto una consecuencia directa de las devaluaciones del dólar como cualquier otra causa».7

			Inflación fiscal (taxflation)

			En la década de 1970, prácticamente no había ningún elemento del código fiscal estadounidense que estuviese indexado por inflación. Si el costo de la vida subía, la obligación tributaria también lo hacía. Cada pequeña variable tributaria sentía de una u otra forma el efecto de la inflación. Por ejemplo, las deducciones por depreciación previstas estaban sujetas a los precios nominales pagados para comprar los bienes del capital en cuestión. Dada la inflación, los montos nominales valían cada vez menos. De igual modo, los tramos de distintos impuestos estaban vinculados a determinados umbrales de renta. Por ejemplo, el impuesto mínimo se activaba, en virtud de la Ley de Reforma Fiscal de 1969, cuando un contribuyente se aplicaba descuentos fiscales (vía créditos, deducciones, exenciones, etcétera) de más de 30.000 dólares. Pues bien, como esta cifra se mantuvo fija (hasta la reforma de 1976), cada vez había más contribuyentes afectados... y todo por la pérdida de valor de esos 30.000 dólares. El ejemplo de las rentas de capital fue quizá más claro aún. Los activos que se apreciaban con la inflación estarían sujetos a un impuesto sobre las rentas de capital que llegaba al 35 por ciento. Sin embargo, lo que se estaba gravando era un encarecimiento nominal que no tenía por qué suponer una ganancia real. Así, un activo que simplemente se mantuviera al día con la inflación (es decir, que no se revalorizase en absoluto al descontar la subida de los precios) pasaría a generar grandes obligaciones por unas ganancias ficticias.

			Con un tramo superior que suponía un tipo marginal del 70 por ciento para las rentas más altas, las cifras eran impactantes. Sin embargo, el efecto se veía en todos los niveles de renta. Un aumento salarial de 1.000 dólares aprobado para compensar la inflación terminaba generando una subida de impuestos de 700 dólares. En última instancia, si se quería lograr esa mejora efectiva de 1.000 dólares que permitiese mantener el poder adquisitivo del trabajador, entonces era preciso aumentar el coste laboral en 3.333 dólares. La brecha era increíble. Los economistas académicos estaban en su mayoría despistados. El presidente de la Asociación Económica Estadounidense, James Tobin, de la Universidad de Yale, dijo sorprendentemente en 1971: «Sin duda, la inflación ha dejado de ser un cliché, el de que es el impuesto más injusto de todos, pues lo ha demostrado con creces».8

			Si los empresarios querían brindar mejoras salariales reales a sus trabajadores, tenían que aprobar aumentos retributivos muy superiores a la inflación, lo que terminaba poniendo en peligro la rentabilidad de sus compañías. Este problema de ajuste asoló la década de 1970. La «inflación fiscal», o taxflation, con la incidencia creciente de la progresividad en frío, hizo que el desplazamiento de más y más contribuyentes a tramos más altos aumentase significativamente la «cuña» de impuestos que separa lo que pagan los empresarios de lo que cobran los trabajadores en términos netos. Mejorar la retribución se volvió tan costoso que afectaba a las rentabilidades y los beneficios de forma directa. La «cuña» del impuesto inflacionario que separaba los objetivos del empleador de los del empleado se amplió gravemente con la estanflación. La solución por la que optaron la mayoría de las compañías pasó por tratar de mantener a menos personas en nómina y utilizar los ahorros conseguidos por esta vía para proporcionarle a su menguante plantilla una revalorización de su nómina según el aumento de la inflación. Esto generó desempleo, menguó la capacidad productiva y resultó en una economía de peor calidad. El paro y el lento crecimiento de la década de 1970 se derivaron de un sistema tributario progresivo y no indexado a la inflación que se desarrolló, además, bajo un entorno de muy alta inflación.

			El deslizamiento a tramos más altos también provocó una crisis de capital. Los ingresos del 1 por ciento mejor remunerado (por definición, la clase ejecutiva e inversionista) se desplomaron a raíz de la inflación fiscal. En términos ajustados a la inflación, el umbral de ingresos que elevaba al contribuyente al tramo más alto del IRPF llegó a su punto máximo en 1968, pero se redujo un 23 por ciento en los siete años siguientes, tocando fondo en 1975 y permaneciendo en niveles mucho más reducidos hasta comienzos de la década de 1980 (tabla 13.2). Si además tenemos en cuenta que los ingresos más altos pagaban un tipo de referencia del 70 por ciento, vemos que cada vez resultó más prioritario no obtener más ingresos de la forma tradicional y proteger las rentas percibidas de la incidencia de una fiscalidad tan alta. En uno u otro caso, todo esto hacía que los ingresos declarados por los ricos bajasen notablemente. Y si las personas de ingresos más altos no materializaban sus ingresos potenciales o reales debido a una presión fiscal tan elevada, no es de sorprender que los ingresos perdiesen fuerza en términos reales. Al fin y al cabo, evitar la incidencia de unos gravámenes tan altos es menos lucrativo e induce una economía menos dinámica que la mera toma de decisiones de inversión que se daría en un entorno de impuestos bajos. En la medida en que estas condiciones prevalecieron durante toda la estanflación, la economía se vio directamente afectada.

			Tabla 13.2. Umbral de renta exigido para entrar en el 1 % de mayor renta, 1960-1985 (en términos reales, con dólares de 2018)
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			Fuente: Piketty, Saez y Zucman.

			 

			El aumento de los impuestos a las rentas de capital y la aplicación de esos tributos más altos a unas ganancias ficticias a raíz de la crisis inflacionaria de la década de 1970 condujo a tendencias muy debilitantes para la inversión a largo plazo y, por tanto, resultó en un crecimiento económico mucho menor. La clave que explica esta circunstancia es que, después de la subida de los tipos impositivos, la fiscalidad de los activos poseídos a largo plazo pasó a tener un tratamiento muy distinto al de los activos manejados a corto plazo. Lo primero se gravaba al 35 por ciento y lo segundo al 70 por ciento. Este diferencial había sido de cuarenta y cinco puntos hasta 1969, cuando el gravamen aplicado a las rentas de capital materializadas en el largo plazo era del 25 por ciento. Además, no lo olvidemos, cuanto mayor fuese el plazo de las inversiones, mayor era el efecto de la inflación y más probabilidad había de que se cobrasen impuestos sobre ganancias que, en términos reales, eran inexistentes. Esto hacía que la fiscalidad efectiva de las inversiones a largo plazo fuese mucho mayor del 35 por ciento (véase gráfico 13.2). Por tanto, la ventaja del trading y de las inversiones a corto plazo fue a más en relación con el tratamiento fiscal que recibían los activos que canalizaban las inversiones a largo plazo.

			Fue en esos años cuando se activaron nuevas formas de inversión orientadas a reducir la carga fiscal. Si un inversor obtenía una ganancia a corto plazo, sujeta a priori a una fiscalidad que llegaba al 70 por ciento, trataba de convertirla en una ganancia a largo plazo. Con la ayuda de brókeres especializados en este tipo de servicio, el inversor compraba ambos lados de un contrato de futuros [era el comprador y el vendedor al mismo tiempo] para algún otro activo, por lo general en el mercado de materias primas. Dada la volatilidad de los precios característica de la era, pronto resultaría evidente cuál sería la evolución futura de dicho activo. Entonces, el inversor vendía el contrato de futuros que llevaba las de perder por un monto equivalente a la ganancia a corto plazo del activo con el que había conseguido su ganancia original. Inmediatamente, el inversor volvía a comprar ese mismo título para seguir protegido a futuro, cubriendo ambos escenarios. De esta forma, se podía presentar una operación de pérdidas a corto plazo que anulaba la obligación fiscal derivada de haber obtenido las plusvalías que generó el activo de referencia con el que empezó todo. Pasados seis meses, el inversor vendía los dos contratos de futuros y el diferencial entre ambos títulos recogía el beneficio de la operación de partida. Esta ganancia equivalía a la ganancia original a corto plazo (gravada con tipos de hasta un 70 por ciento), pero enfrentaba ahora los tipos vigentes a largo plazo (con una retención fiscal máxima del 35 por ciento). De esta forma, un inversor que había obtenido una ganancia a corto plazo con una inversión ordinaria cancelaba la fiscalidad aplicada sobre esa plusvalía y la modificaba para convertirla en una ganancia a largo plazo de igual magnitud, operando en el comercio de materias primas y descontando los costes de transacción.9

			Así pues, para que un inversor medianamente sofisticado vendiera un activo con plusvalías en la década de 1970 y no quedase afectado por unos impuestos muy altos, era aconsejable, si no necesario, dedicarse a emprender actividades económicas totalmente tangenciales y alejadas de lo que hubiese sido normal. Todas estas operaciones, cuya única motivación era la ingeniería fiscal, suponían una pérdida irrecuperable de eficacia en relación con los procesos propios de la economía, la empresa y la inversión. Así lo ponían de manifiesto los datos de crecimiento, sin duda anémicos, y de paro, descomunales. El Congreso agravó más la situación con la Ley de Reforma Fiscal de 1976, que hizo que el período de tenencia de las plusvalías clasificadas como de largo plazo subiese de seis a doce meses. La raíz del problema estaba en los elevadísimos impuestos aplicados a los ingresos no laborales, con una fiscalidad de las rentas de capital muy alta y una inflación muy acusada. Ante el comportamiento natural del mercado, en vez de producirse una mejora, lo que siguió fue la ampliación de los plazos.

			Los ricos tenían cada vez menos capital para comprometer en sus inversiones y, de hecho, cada vez podían desplegarlo con menos libertad, a raíz de una inflación fiscal que desincentivaba las ganancias y fomentaba la elusión fiscal. El mercado de valores lo entendió a la perfección. Los principales índices se derrumbaron un 45 por ciento en el bienio 1973-1974. A finales de la década de 1970, su desempeño en clave nominal era un 15 por ciento inferior a los niveles alcanzados en el «pico» de 1966. Teniendo en cuenta la inflación, las acciones valían la mitad a finales de la década de 1970 que en 1966. En el punto más bajo, en 1982, el descenso rondaba el 75 por ciento. Y si se daba el caso de que un activo se apreciase, lo que ocurría entonces era que el contribuyente pagaba unos impuestos muy elevados, abonando más por la creciente fiscalidad de las rentas de capital. El oro subió de 35 dólares en 1971 a más de 800 en 1980. Ahí podemos encontrar otras fuentes del desempleo en aumento crónico de la década de 1970. Los ingresos declarados de los ricos cayeron de forma intensa, se desperdiciaron en actividades económicas dedicadas a reducir los pagos fiscales o se escondieron bajo distintas fórmulas de ingeniería fiscal. Las empresas no podían expandirse como hubiese sido óptimo con una población en edad de trabajar cada vez más grande. Tampoco podían obtener la financiación necesaria para mantener en pie sus operaciones. Los activos y los ingresos de los ricos disponibles para tales fines propios del crecimiento se estaban volviendo cada vez más escasos.

			El PIB por adulto, ajustado por componentes de tendencia, se hundió. Después de su estabilización de 1966 a comienzos de 1969, se produjo una intensa corrección hasta 1971 (véase gráfico 13.1). Las fuertes subidas de impuestos de 1968 estaban claramente correlacionadas con este resultado. Desde 1972 hasta la primera parte de 1973, la serie de crecimiento describe un avance que se vio gravemente revertido y desbordado con la elevada inflación de mediados de la década de 1970. Además, la inflación fiscal hizo que las cosas fuesen a peor. Cuando la inflación se dispara en un entorno de impuestos altos que, además, no están indexados, ganar dinero y generar empleo pasan a ser realidades cada vez más esquivas. La estanflación fue un fenómeno natural de la década de 1970.

			Punto de inflexión

			Mientras el país soportaba la estanflación y una época altamente politizada por el escándalo del Watergate y sus consecuencias, cada vez resultó más evidente que había que bajar los impuestos. Los tipos reales estaban aumentando debido a la inflación fiscal y, con ello, los niveles de desempleo eran cada vez más altos, incluso en fases de aparente recuperación económica. Por ejemplo, aunque Estados Unidos registró tres años consecutivos de crecimiento económico superior al 4,5 por ciento anual en 1976, 1977 y 1978, la tasa de paro más baja del período fue del 5,8 por ciento. Esto suponía situarse claramente por encima de los mínimos inferiores al 4 por ciento observados en los períodos de recuperación de las décadas de 1950 o 1960.

			Por un momento, el Congreso coqueteó con la posibilidad de aumentar las deducciones estándar o las exenciones familiares. Esto habría hecho que el contribuyente medio estuviera parcialmente a salvo ante el aumento gradual de los tramos por la progresividad en frío, pero los cambios que llegaron a adoptarse no alteraban el efecto de unos tramos crecientes como los que se aplicaban cuando los ingresos de los trabajadores iban a más en términos nominales. Los contribuyentes estaban atrapados. 

			El comisionado fiscal del presidente Jimmy Carter, Jerome Kurtz, declaró con desdén que las personas que se quejaban por el aumento de los niveles de tributación «deberían aceptar un trabajo peor pagado». Mientras tanto, lo que se estaba gestando en el país era, sin duda, una revuelta fiscal.10

			El primer episodio llegó en California. En junio de 1978, los votantes aprobaron la Proposición 13, que supuso un importante recorte de los impuestos sobre la propiedad (que, recordemos, en realidad eran impuestos sobre el patrimonio). Su tipo pasó del 2,7 por ciento al 1 por ciento del valor de mercado de los bienes inmobiliarios. En términos nominales, el valor promedio de las viviendas en California había aumentado más del 60 por ciento entre 1972 y 1977, superando así la tasa de inflación nacional, que se movía también de forma rápida. La factura de los impuestos a la propiedad crecía en consecuencia. Los californianos cada vez lo tenían más difícil para estar al día con sus impuestos estatales y municipales. La Proposición 13 fue aprobada con el apoyo del 65 por ciento de los votantes. La brecha entre el electorado y el establishment oficial se estaba ensanchando. Como ya explicamos en el capítulo anterior, la Proposición 13 contaba con el respaldo del Partido Demócrata y el Republicano, así como de todos los sindicatos importantes del estado de California, la federación de pequeñas empresas o la Mesa Redonda de Negocios de California, que agrupaba a algunas de las corporaciones más grandes del territorio. Parafraseando a un conocido tertuliano de la California de la época, Surfer Joe, «Tío, fue genial».

			Esa primavera y verano, los legisladores nacionales parecieron captar el mensaje. Se estaba gestando una supermayoría que con el tiempo llegó a ser del 90 por ciento de los congresistas y resultó en una rebaja de la fiscalidad empresarial y los impuestos de las rentas de capital. La Ley de Ingresos de 1978, aprobada por una gran mayoría bipartidista, convenció a Carter de retirar su amenaza de veto y redujo el impuesto de sociedades del 48 por ciento al 46 por ciento, además de recortar la fiscalidad de las rentas de capital del 35 por ciento al 28 por ciento. El impuesto mínimo, que había subido del 10 por ciento al 15 por ciento en 1976, se vio reajustado de tal manera que la fiscalidad efectiva soportada por algunos contribuyentes sobre sus rentas de capital bajó del 49 por ciento al 28 por ciento. Eso sí, también se aprobó un impuesto mínimo alternativo, para que si el impuesto mínimo al uso no fuese efectivo con los contribuyentes de alto nivel que aprovechaban las deducciones de forma más extensa, se les aplicase igualmente una tasa del 25 por ciento.

			Los años de 1979 a 1982 fueron, a todas luces, económicamente devastadores. La inflación llegó a tasas de doble dígito en cada uno de los tres años que siguieron (1979-1981), un desarrollo sin precedentes en tiempos de paz para la historia económica de Estados Unidos. La recesión que golpeó al país empezó en 1980, cuando el IPC era del 14 por ciento, con un desempleo del 7 por ciento. La suma de ambos números elevó el índice de miseria al 21 por ciento. La estanflación, el índice de miseria, la progresividad en frío, la inflación fiscal... El vocabulario estadounidense adoptó estos sombríos coloquialismos para describir la situación económica de la década de 1970 y comienzos de la de 1980. Uno de los asesores del presidente Carter habló abiertamente del problema de malaise o malestar generalizado que enfrentaba el país.11

			La progresividad en frío y el salto a tramos más altos del IRPF se profundizaron entre 1979 y 1981. Para intentar mantener su nivel de vida, los trabajadores necesitaban conseguir grandes aumentos en sus niveles de renta. Consciente de ello, Ronald Reagan presentó su candidatura presidencial en 1980 y respaldó una propuesta hecha por el congresista Jack Kemp, de Nueva York, y el senador por Delaware, William V. Roth, dos republicanos que pedían bajar el IRPF a un ritmo del 10 por ciento anual durante tres años sucesivos. El oponente de Reagan en las primarias del Partido Republicano, George H. W. Bush, no parecía haber entendido las lecciones económicas de la década de 1970. Cuando se le preguntó por ello, replicó que una rebaja progresiva de los impuestos como la que proponía Reagan (un 30 por ciento menos durante tres años) tendría el efecto de «resultar en una tasa de inflación del 30 o el 32 por ciento». Según Bush padre, bajar los tramos del IRPF en medio de una aguda estanflación haría que los precios subiesen aún más.12

			Los impuestos estatales y municipales también aumentaron sustancialmente en las décadas de 1960 y 1970, como explicamos en el capítulo anterior. Ocurrió algo parecido con las cotizaciones sociales y, desde 1965 en adelante, las cotizaciones adicionales asociadas a la financiación del programa Medicare. Pues bien, los recargos en el impuesto sobre la renta, los impuestos contra las importaciones (aranceles), el impuesto mínimo, la subida de la fiscalidad de las rentas de capital, la derogación de los créditos fiscales a la inversión empresarial... se sumaron a los gravámenes que ya estaban en marcha y terminaron afectando al dólar, que desde comienzos de la década de 1970 sufrió cada vez más presión, hasta el punto de que Estados Unidos acabó dejando el patrón oro-dólar.

			A partir de 1971, el valor del dólar era tan incierto que los precios de todo subían, menos el propio dólar. Así se desarrolló la gran inflación de la década de 1970. Los aumentos impositivos en la sombra que se derivaron de la inflación, especialmente a través de la progresividad en frío, permearon por completo todos los rincones del código fiscal no indexado y establecieron un círculo vicioso. Si mantener la renta bruta significaba perder ingresos netos después de pagar impuestos, la demanda de dólares tenía que caer en picado. Mucha gente respondió incluso aceptando un trabajo de menor remuneración salarial. De hecho, el comisionado de impuestos de Carter identificó, sin darse cuenta, la raíz fiscal de la estanflación. Por suerte, las semillas para el cambio observado en la década de 1980 ya estaban sembradas al fin. Las rebajas fiscales de 1978, volcadas en la reducción de los impuestos aplicados a las rentas de capital y, en menor medida, del impuesto de sociedades, terminaron erigiéndose en el antecedente de los cambios integrales que se desarrollaron en todo el código tributario durante la década siguiente.
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			El Gran Boom, 1982-2000

			La expansión económica que se desarrolló en Estados Unidos en los dieciocho años que van de 1982 al 2000 llegó después del período de estanflación que afectó al país por más de una década y constituye una de las fases de crecimiento más importantes de la historia. La expansión alcanzó una dimensión fenomenal. El PIB real aumentó a una tasa media del 3,8 por ciento anual. Sólo hubo una recesión durante este lapso de tiempo, que apenas duró seis meses en 1990-1991. La bolsa subió enormemente y los principales índices de referencia, como el Promedio Industrial Dow Jones, se multiplicaron por quince. De hecho, apareció un nuevo selectivo para empresas emprendedoras, el NASDAQ, que multiplicó casi por treinta su capitalización. Y, para sorpresa y alivio del pueblo estadounidense, la inflación cayó abruptamente y, una vez que se consolidó su bajada, se mantuvo en niveles reducidos. En 1983, el ritmo anual de aumento en el índice de precios al consumidor había caído al 4 por ciento y, durante las siguientes cuatro décadas, su promedio fue cercano al 2 por ciento.

			En el corazón de esta gran expansión estaban algunas de las rebajas de impuestos más notables de la historia de Estados Unidos:

			Tabla 14.1. Rebajas de impuestos en la década de 1980

			
				
					
					
				
				
					
							
							1981-1984

						
							
							• Los tramos del IRPF se redujeron, en promedio, un 23 por ciento.

							• El impuesto al patrimonio bajó del 70 por ciento al 55 por ciento.

						
					

					
							
							1982

						
							
							• El tramo superior aplicado sobre las rentas de capital se redujo en un 28,5 por ciento.

						
					

					
							
							1985

						
							
							• Los tramos del IRPF fueron indexados a la inflación, deflactando así el impuesto.

						
					

					
							
							1987-1988

						
							
							• El tipo de referencia del impuesto de sociedades que pagaban las principales empresas se redujo del 46 por ciento al 34 por ciento.

						
					

					
							
							1988

						
							
							• El tramo superior del IRPF llegó al mínimo de la época moderna, con una tasa del 28 por ciento.

							• La estructura del IRPF avanzó hacia un modelo de flat tax, o tarifa plana, al consolidar apenas dos tramos, del 15 por ciento y del 28 por ciento.

						
					

				
			

			
			Fuente: elaboración propia.

			 

			De esta forma, llegó a su fin la era de impuestos altos que se extendió de 1932 a 1980, con gravámenes superiores al 60 por ciento y, con frecuencia, niveles de fiscalidad superiores al 90 por ciento.

			Esto no significa que no se hiciese ninguna subida de impuestos durante el período. En 1981 se diseñaron algunas mejoras de las reglas de depreciación, pero luego fueron descartadas. Los impuestos especiales que gravaban los billetes de avión o las llamadas telefónicas aumentaron. El gravamen aplicado a las rentas de capital, que había bajado del 28 por ciento al 20 por ciento en 1982, volvió a subir al 28 por ciento en 1987. Las cotizaciones sociales aumentaron. Posteriormente, en la década de 1990, el tramo superior del IRPF pasó a ser del 39,6 por ciento y el impuesto de sociedades aumentó al 35 por ciento. Además, se destoparon distintos aspectos de las cotizaciones sociales.

			Pero también hubo recortes adicionales de los impuestos durante la segunda década de este gran auge. El tramo superior aplicable a las rentas de capital volvió a caer al 20 por ciento en 1997. Vender la casa en la que uno vivía pasó a ser considerado un evento fiscal exento de imposición. Se introdujeron las cuentas de jubilación «Roth IRA», que permitían el ahorro libre de impuestos para complementar la pensión. Se eliminó la «prueba de ingresos» de la Seguridad Social. Y el acuerdo de libre comercio firmado con Canadá y México (NAFTA) redujo los aranceles.

			Por tanto, en general, los impuestos fueron mucho más bajos en los años ochenta y noventa que en las cinco décadas anteriores. El fenomenal crecimiento económico y la revalorización de los bienes de capital, de las inversiones, contribuyeron a sostener esta política fiscal y a que se mantuviesen unos niveles moderados de tributación. Al igual que con los otros grandes períodos de auge económico del siglo XX —en los años veinte y sesenta—, el de las décadas de 1980 y 1990 mostró que se puede impulsar una transición económica intensamente poderosa y positiva a partir de convertir un sistema fiscal excesivamente oneroso en un marco de incentivos mejor planteados y menos gravosos.

			La rebaja de impuestos de 1981

			El ex gobernador de California, Ronald Reagan, ganó las elecciones de 1980 derrotando al presidente Jimmy Carter de forma aplastante. La inflación era del 14 por ciento y venía de alcanzar el 11 por ciento en 1979. La progresividad en frío, es decir, la no deflactación o indexación de los impuestos al IPC, se había convertido en un problema grave para los gobernantes. En las elecciones legislativas de 1980, el Partido Republicano de Reagan logró el control del Senado y cosechó avances significativos en la Cámara de Representantes. Además, numerosos congresistas demócratas indicaron que estaban dispuestos a cooperar con Reagan para promover una reducción de los impuestos.

			El respaldo de Reagan a la propuesta Kemp-Roth, que planteaba tres años de reducciones consecutivas del 10 por ciento en los distintos tramos del IRPF, resonó claramente entre el electorado y favoreció la gran victoria republicana en los comicios legislativos de 1980. Sin embargo, cuando Reagan llegó a la Casa Blanca, su nueva Administración se enredó a la hora de concretar lo prometido. ¿Se ampliarían los tramos? ¿Se modificarían los tipos aplicados a cada umbral de renta? ¿El 30 por ciento suponía una rebaja lineal de treinta puntos básicos o una reducción del 30 por ciento en los tipos del gravamen? ¿Cuándo empezaba a contar el período de tres años?

			Cuando el Congreso comenzó a tomar en consideración las propuestas de Reagan, el representante William Brodhead, un demócrata de Míchigan, propuso que la rebaja fuese aplicada de forma completa y de inmediato. Pidió que se eliminase la distinción entre ingresos devengados y no devengados, establecida por la Ley de Reforma Fiscal de 1969, e indicó que debía prevalecer el tipo aplicable a la renta no devengada más baja. Esto significaba dos cosas. La primera, que habría un recorte inmediato en la fiscalidad de dividendos o intereses, llevándola del 70 por ciento al 50 por ciento, una reducción de veinte puntos. La segunda, que el tramo superior aplicado a las rentas de capital también caería inmediatamente, del 28 por ciento al 20 por ciento. La «Enmienda Brodhead» iba más lejos de lo que la propia Administración estaba dispuesta a sacar adelante en aquella primera etapa de gobierno. Una reducción del 10 por ciento anual durante tres ejercicios consecutivos habría dejado la tributación del 70 por ciento en niveles del 51 por ciento.

			Las negociaciones continuaron durante la primavera y el verano con la «Enmienda Brodhead» convertida en parte del proceso. La reforma final, aprobada por una gran mayoría en el Congreso y firmada por el presidente Reagan en agosto de 1981, incluía varios elementos importantes. Lo primero, se anunciaban tres años consecutivos de recortes en los tipos del IRPF. El primer año, del 5 por ciento; el segundo y el tercer año, del 10 por ciento. Además, se anunciaba la deflactación del gravamen, con indexación de los tramos a la inflación a partir de 1984. Lo segundo, la tasa máxima no devengada caería de golpe el 1 de enero de 1982, pasando del 70 por ciento al 50 por ciento, mientras que el tramo superior de los ingresos devengados seguiría en el 50 por ciento. Esto también significaba que el tramo superior aplicable a las rentas de capital sería del 20 por ciento. Lo tercero, el proyecto de ley permitió una deducción más rápida de las inversiones en nuevos bienes de capital.

			La naturaleza gradual de la rebaja del IRPF hizo que, en la práctica, la mejora fuese dilatada y compleja. La primera rebaja, del 5 por ciento, entró en vigor el 1 de octubre de 1981. Por tanto, no cubrió todo el año fiscal y su efecto fue la cuarta parte (es decir, un 1,25 por ciento). ¿Qué supone un 1,25 por ciento sobre un 70 por ciento? En esencia, bajar del 70 por ciento al 69,125 por ciento el tramo superior del IRPF para 1981. Los recortes adicionales entrarían en vigor el 1 de julio de 1982 y el 1 de julio de 1983. Para las rentas de capital, la tributación caía un 29 por ciento, al pasar del 70 por ciento al 50 por ciento. Para las rentas del trabajo, los tramos inferiores al 50 por ciento se reducían un 8,6 por ciento. La rebaja del 5 por ciento se aplicaba a la parte del año 1981, que se difería en el calendario fiscal a la declaración de la renta de 1982, en la que también se contabilizaría la mitad de la rebaja del 10 por ciento que se había activado el 1 de julio de 1982. En 1983, los tramos se reducirían con más intensidad, bajando en un 9,75 por ciento. La reducción del 10 por ciento aplicada desde julio de 1982 sería ahora totalmente aplicable al ejercicio fiscal y a esta cifra habría que sumarle la mitad del recorte del 10 por ciento activado el 1 de julio de 1983. El efecto total de los cambios aplicables en 1983 quedaba retrasado a 1984. Y en 1985 entraría en vigor la indexación según la inflación. Esa deflactación del IRPF es el único elemento de la rebaja fiscal de 1981 que sigue vigente en la actualidad.

			Por tanto, la reducción del IRPF se fue articulando de forma muy escalonada. En 1981, la caída fue minúscula. En 1982 alcanzó un nivel más importante, del 8,6 por ciento, aunque por debajo de la mejora de 1983. Lo que se hizo de manera rápida y completamente inmediata fue el recorte de las tasas máximas no devengadas y, por extensión, de las plusvalías. Con todo, la inflación fue del 10 por ciento en 1981 y del 6 por ciento en 1982, de modo que la progresividad en frío hizo que muchos contribuyentes saltasen de tramo y no se llegasen a beneficiar de las rebajas fiscales.

			Además, el Congreso aprobó un aumento de impuestos que Reagan firmó en verano de 1982. Esta ley derogó las reformas de las reglas de depreciación incluidas en la rebaja fiscal de 1981 e incorporó distintos impuestos especiales. Al menos, este aumento de impuestos de 1982 no perturbó las rebajas planteadas en el IRPF para 1983-1985.

			El comportamiento de la economía no fue bueno. La recesión de 1981-1982 fue la más espantosa que había experimentado el país desde la década de 1930. A finales de 1982, el desempleo alcanzó el 11 por ciento, el nivel más alto desde la Gran Depresión. El número de desempleados aumentó a 12 millones de personas, cuadruplicando el número de parados alcanzados en 1969 y superando en un 40 por ciento el pico de paro de la recesión de 1973-1975. El PIB cayó gravemente. El crecimiento económico en 1980 fue negativo en un 0,3 por ciento, para luego registrar un mediocre 2,5 por ciento en 1981, un nivel muy pobre según los estándares históricos de las recuperaciones económicas estadounidenses. En 1982, el crecimiento volvió a ser negativo, con una caída del 1,8 por ciento. A raíz de la recesión de 1981-1982, los cierres de fábricas llegaron a convertirse en una característica recurrente de la vida económica en los estados del «cinturón oxidado», algunos de los cuales habían introducido recientemente un impuesto propio sobre la renta que actuaba como recargo adicional al IRPF.

			La desagradable recesión de 1981-1982 estuvo estrechamente relacionada con dos cambios impositivos que ocurrieron durante este período. Por un lado, al introducir las rebajas del IRPF de forma gradual, se incentivaron las estrategias tendentes a posponer los ingresos hasta que el grueso de la reducción tributaria estuviese en vigor, en enero de 1983. Tributar por esas mismas rentas en 1981 o 1982 suponía pagar más impuestos. Por otro lado, aunque la subida fiscal de 1982 no tocó el IRPF, sí introdujo nuevas cargas tributarias que golpearon la actividad empresarial y redujeron los beneficios de las compañías después de impuestos.

			Sin embargo, las medidas de 1982 no perturbaron las rebajas del IRPF que seguían pendientes de aplicación, lo que generó cierta certidumbre en torno al hecho de que, en efecto, esa mejora se produciría y no quedaría cancelada. La notable rebaja del IRPF aplicable desde enero de 1983 resultó visible, por mucho que en agosto y septiembre de 1982 resultase evidente que se iban a subir los impuestos especiales. El mercado de valores tocó fondo en este período; de hecho, hoy podemos identificar el 12 de agosto de 1982 como el mínimo del Promedio Industrial Dow Jones, que cerró esa jornada en 776 puntos, un nivel nunca antes visto. Teniendo en cuenta la inflación acumulada desde 1966, del 207 por ciento, la pérdida de cotización desde el pico alcanzado el 18 de enero de 1966 hasta el mínimo de verano de 1982 fue del 75 por ciento.

			Dos semanas después del mínimo alcanzado el 12 de agosto de 1982, el mercado de valores ya había subido un 15 por ciento. El último día de aquel mes de agosto, el índice Dow Jones cerró por encima de los 900. En octubre, superó el umbral de los 1.000, que ya nunca perdió desde 1983 hasta nuestros días. Quienes liquidaban sus posiciones, se beneficiaban de un tramo superior del 20 por ciento en las rentas de capital, el nivel más bajo desde 1942. Además, la inflación por fin se estaba desacelerando. En los últimos seis meses de 1982 fue de apenas un 1,4 por ciento, en tasa anual. Esto propició el anhelado fin de los continuos aumentos del IPC, una mejora que los estadounidenses llevaban esperando desde finales de la década de 1960.

			«Por fin una rebaja de impuestos»

			El lunes 3 de enero de 1983, el primer día laboral del año, The Wall Street Journal publicó un editorial titulado «Por fin una rebaja de impuestos». El texto subrayaba que «1983 es el año en el que finalmente tendremos un recorte de la carga tributaria». Dentro del calendario trianual que se aprobó en 1981 y que planteaba rebajas del 5 por ciento, el 10 por ciento y nuevamente el 10 por ciento, el curso 1983 era el que verdaderamente marcaba la diferencia. Desde entonces, si la gente percibía más ingresos, podía estar segura de lo que haría en un contexto fiscalmente ventajoso.

			El despegue del crecimiento en 1983-1984 sigue siendo uno de los más grandes registrados en la historia de Estados Unidos. En 1983, el crecimiento del PIB fue del 7,9 por ciento en términos reales. En 1984, alcanzó el 5,6 por ciento. Durante los dos años posteriores a 1982, el aumento del PIB real fue del 13,9 por ciento, una cifra sin duda estupenda. The Wall Street Journal había citado en su artículo sobre la rebaja fiscal de 1983 a una firma de inversión que preveía tales resultados y avanzaba que la economía estadounidense se encaminaba a «uno de los períodos de mayor crecimiento desde la Segunda Guerra Mundial».1

			A medida que la introducción gradual de la rebaja de impuestos de 1981 completó su curso, el crecimiento fue alto y se mantuvo en tales niveles. Las rebajas de los tramos del IRPF entraron de forma plena en el año fiscal de 1984. Llegado 1985, cuando también fue de plena aplicación la indexación del gravamen, con la consecuente deflactación de sus tramos y umbrales para descontar el IPC, el crecimiento de la economía estadounidense fue magnífico, con una mejora del 4,2 por ciento. El crecimiento real de la producción económica en los tres años posteriores a 1982 —cuando se introdujo por completo la reducción de impuestos de 1981— fue del 18,6 por ciento o, lo que es lo mismo, llegó al 5,8 por ciento anual. Comparando con otros períodos de expansión económica como los años veinte y sesenta, hablamos de un nivel indudablemente superior. Por otro lado, tras más de una década de precios altos, la inflación al fin iba a menos. El IPC anual medio observado de mediados de 1982 a 1985 fue del 3,5 por ciento, es decir, apenas un tercio del nivel alcanzado de 1971 a 1981. El empleo también iba a mejor. El auge propició la creación de 9 millones de empleos entre 1982 y 1985.

			A mediados de la década de 1980, la economía de Estados Unidos estaba experimentando un momento excepcional. Que el auge sucediese tras el mayor recorte fiscal en muchas décadas es solamente cuestión de correlación temporal. Sin duda, han surgido otras teorías sobre la naturaleza y las causas de esta gran expansión. Entre ellas, se habla del endurecimiento de la política monetaria de la FED, desde 1980 hasta la primera mitad de 1982, y del relajamiento observado a partir de entonces, así como del efecto calmante de la subida de impuestos especiales de 1982, que habría convencido a los inversores de que el déficit presupuestario no sería demasiado grande. Incluso hay quienes consideran que el aumento del presupuesto de defensa y el gasto militar habría sido un estímulo keynesiano que aumentó la actividad económica.

			En aquel tiempo se hablaba mucho de la importancia de «quebrarle la espalda a la inflación». Para alcanzar la meta a la que aludía esta expresión tan comúnmente empleada durante aquel tiempo, deberíamos tener en cuenta la contribución que hicieron las rebajas de impuestos. Por definición, la adopción de grandes reducciones de la carga tributaria conduce a un mayor crecimiento, como vimos en el fenomenal período de 1983-1985, lo que a su vez aumenta la oferta de los productores, que pone al servicio de los consumidores un mayor número de bienes y servicios que se pueden comprar con dinero. La inflación, naturalmente, debe bajar en tiempos de crecimiento económico, con el cual, el denominador de la fracción mediante la que se calcula la inflación —el cambio en el precio promedio de la producción— sube, y al hacerlo, hace que el resultado de la fracción sea menor, es decir, reduce sus ni­veles.

			En esos años, el precio del oro, el refugio de los cautelosos, disminuyó. Después del pico de 1980, por encima de los 800 dólares la onza, experimentó una reducción hasta los 350 dólares a finales de 1985. Robert Bartley, editor de The Wall Street Journal (y probable autor del editorial «Por fin una rebaja de impuestos») consideró que este precio reducido era, de hecho, apropiado. En realidad, suponía diez veces el precio al cual se fijó el patrón oro-dólar vigente desde Bretton Woods hasta 1971 (35 dólares la onza). Tal vez, reflexionó Bartley, Estados Unidos debería llevar a cabo una política monetaria en la que el dólar se mantuviera estable en el entorno de los 350 dólares por onza de oro. La certeza de un precio dólar-oro relativamente fijo, en línea con los grandes años de la Revolución Industrial en el siglo anterior, sería una fórmula perfecta para un crecimiento continuo, sobre todo si se aplicase junto con rebajas tributarias que ayudasen a aumentar la rentabilidad después de impuestos de la nueva actividad económica generada.2

			Por lo que respecta al déficit, sin duda la brecha en el presupuesto federal era elevada a mediados de los años ochenta. Nominalmente, los déficits casi se triplicaron, puesto que rondaban los 80.000 millones en los peores años de Carter, pero subieron a un promedio de 200.000 millones. Sin embargo, los tipos de interés asociados a las emisiones de deuda que financian el déficit cayeron de forma notable. El bono a treinta años pagaba un 15 por ciento en septiembre de 1981, tras el anuncio de la rebaja fiscal, pero acumuló desde entonces cuatro décadas de reducción progresiva. En 1985 ya se había moderado hasta el 9 por ciento. Por tanto, aunque el déficit aumentó, lo cierto es que se redujo el coste de financiarlo, lo cual supone una relación normal en economía.

			Más allá de las rebajas fiscales, hay otros factores que deben tenerse en cuenta como parcialmente responsables del gran auge de la década de 1980. El principal de ellos es la desregulación, que de hecho comenzó a darse durante la Administración Carter. El transporte experimentó grandes mejoras regulatorias, sobre todo en el caso de los camiones de carga y las aerolíneas de pasajeros. Desde la década de 1970, la regulación aplicada a ambas ramas de actividad dio un paso atrás. La revolución en las ventas minoristas (comúnmente asociada con el auge de Walmart) habría sido impensable sin la desregulación del transporte por carretera en los años ochenta y noventa. De igual manera, el transporte aéreo y su llegada a las masas se produjo a raíz de la caída en los precios de los billetes de avión, otra consecuencia de la desregulación de la industria.

			Las rebajas de impuestos y la desregulación resultaron ser un poderoso estímulo para apuntalar un crecimiento no inflacionario y de largo plazo.

			Casi un impuesto fijo

			Uno de los desarrollos legislativos más notables de la historia estadounidense moderna es la Ley de Reforma Fiscal de 1986. Se trata de un proyecto de ley tremendamente relevante desde cualquier punto de vista. Su característica principal fue una reducción radical del tramo superior del IRPF, que en 1981 seguía siendo del 70 por ciento, pero bajó entonces al 28 por ciento. Esta medida no se tomó de forma aislada: vino acompañada de un aplanamiento de los demás tramos, de modo que los umbrales de tributación del IRPF se redujeron a apenas dos escalones, con un tipo del 15 por ciento para las rentas más bajas y otro del 28 por ciento para las rentas más altas. Como apuntamos en Los impuestos tienen consecuencias, el IRPF ha adolecido históricamente de dos problemas de diseño muy graves: muchos tramos y tipos excesivos. Hasta 1981, el tramo superior superó sistemáticamente el 60 por ciento, manteniéndose durante décadas en niveles muy altos. Además, había muchos tramos en vigor (en 1978, por ejemplo, un total de veinticinco). Otro cambio notable de la Ley de Reforma Fiscal de 1986 fue la reducción del tipo general del impuesto de sociedades, cuya tasa corporativa superior bajó del 46 por ciento al 34 por ciento, el nivel más bajo desde 1941.

			La Ley de Reforma Fiscal de 1986 fue ante todo un ejemplo de superación del bipartidismo. En la Cámara, fue aprobada de forma masiva. En el Senado, salió adelante con noventa y siete votos a favor y apenas tres en contra. Entre los legisladores demócratas que votaron a favor de la ley —que, por tanto, aprobaron reducir un 44 por ciento el tramo superior del IRPF (del 50 por ciento al 28 por ciento) y simplificar el número de tramos a apenas dos—, nos encontramos a figuras como Joe Biden, Edward «Ted» Kennedy, Al Gore, Patrick Leahy, Lloyd Bentsen, William Proxmire o Paul Sarbanes. Mientras se diseñaba el proyecto de ley, el presidente de la Cámara de Medios y Arbitrios del Congreso de Estados Unidos, Dan «Rosty» Rostenkowski, un demócrata elegido por Illinois, pronunció un discurso televisado a todo el país, instando a los ciudadanos a respaldar el proyecto de ley. El discurso se produjo justo después de que uno de los republicanos más cercanos a Reagan instó a lo mismo. Para ilustrar el deseo generalizado que despertaba esta nueva rebaja fiscal, Rostenkowski invitó a los estadounidenses a «escribir a Rosty» (es decir, que le enviasen cartas para respaldar la rebaja fiscal). Literalmente, a su oficina llegaron decenas de miles de misivas de apoyo.3

			La Ley de Reforma Fiscal de 1986 se esforzó por responder a las expectativas que su mismo título sugería. Se pretendía «ensanchar la base» imponible del IRPF a partir de limitar las deducciones y de simplificar y reducir los tramos. El objetivo último era que el proyecto de ley resultase neutral en cuanto a la generación de ingresos para las arcas públicas. Ello explica la supresión de diversas deducciones, como las aplicables a los préstamos y deudas personales, ciertos escenarios de pérdidas asociados a activos inmobiliarios u otros resquicios aplicables en el impuesto mínimo alternativo (AMT). La cultura de las deducciones masivas se había vuelto tan compleja en la década de 1980 que casi todas las autoridades y funcionarios del país estaban de acuerdo en que sería mejor desincentivar estas excepciones. A diferencia de intentos anteriores de acometer una reforma tributaria, como los de los años cincuenta y sesenta, esta vez sí se entendió de forma clara y generalizada que lograr el resultado anhelado pasaría por adoptar recortes drásticos de los niveles de tributación, incluyendo aquí la fiscalidad de las rentas altas.

			El recorte del tramo superior del IRPF del 50 por ciento al 28 por ciento aumentó la tasa de retención de forma notable. Sobre 1 dólar de ingresos, la renta neta después de impuestos aumentó de 50 centavos a 72 centavos —una mejora del 44 por ciento—. La disminución del tipo general del impuesto de sociedades fue del 46 por ciento al 34 por ciento, lo que aumentó la tasa de retención de beneficios corporativos después de impuestos de 54 centavos a 66 centavos por cada dólar de ganancia bruta —un aumento del 22 por ciento—. No importaba tanto si se cancelaban algunas deducciones, exenciones, exclusiones, «lagunas» y «preferencias fiscales» o se ampliaba la base imponible. Al final, la rebaja general de los tipos aplicables era tan generalizada que seguir buscando cláusulas especiales ya no resultaba útil, atractivo ni provechoso. Como escribió Robert Bartley, «si reduces el tramo superior al 28 por ciento, no hace falta lanzar ninguna misión de búsqueda y destrucción de las lagunas fiscales, que de todos modos desaparecerán».4

			La principal compensación de la tasa impositiva en la Ley de Reforma Fiscal de 1986 fue el aumento del tramo aplicado a las rentas de capital, que pasó a ser también del 28 por ciento. Ya no existía ninguna exclusión parcial de las tasas ordinarias aplicable a las ganancias de capital a largo plazo. Por otro lado, las ganancias a corto y largo plazo debían declararse como ingresos regulares. El AMT también aumentó en un punto, hasta el 21 por ciento. Pero, dada la normalización de los ingresos obtenidos de las rentas de capital, el AMT «capturaba» menos impuestos. Fue muy revelador que, mientras se debatía esta legislación fiscal, en los años 1985-1986, aumentó el número de ganancias declaradas en concepto de rentas de capital a largo plazo. Los inversores se aseguraron unas mayores ganancias pagando impuestos antes del aumento del tipo del 20 por ciento al 28 por ciento.

			La ley se introdujo gradualmente, en un período de dos años. Alrededor de la mitad de las rebajas entraron en vigor en 1987, mientras que las principales provisiones, incluidos los cambios en los tramos del IRPF, estuvieron vigentes desde 1988 en adelante. El crecimiento económico se mantuvo sólido. Desde 1985 hasta 1988, el PIB se expandió a una tasa anual del 3,7 por ciento. Desde finales de 1982 hasta finales de 1988, cuando se hicieron efectivas las dos rebajas de impuestos de Reagan, el crecimiento anual promedio de la economía fue del 4,8 por ciento en términos reales. Esta tasa duplica los niveles de aproximadamente un 2 por ciento observados durante el período de la estanflación. Además, la inflación bajó de forma definitiva, registrando un IPC anual promedio del 3,3 por ciento para el período 1985-1988.

			Otro propósito central de la Ley de Reforma Fiscal de 1986 fue el de disminuir la influencia de los grupos de interés sobre la normativa fiscal y, especialmente, en el ámbito de las exenciones diseñadas para contribuyentes de rentas altas. En el libro que mejor describe el proceso de diseño y promulgación de la ley, Showdown at Gucci Gulch, se recoge a la perfección el meollo de la cuestión desde el mismo título, puesto que los cabilderos vestidos con finos trajes de Gucci, la casa de referencia de la alta costura en la década de 1980, eran quienes abarrotaban los pasillos del Congreso, intentando influir en los procesos legislativos fiscales para lograr ventajas para sus clientes.

			La reducción drástica de los impuestos, junto con la anulación de exenciones, deducciones y otras lagunas, disminuiría severamente la actividad de los grupos de interés y el trabajo que tenían sus elegantes mensajeros en los pasillos de Washington. Sin embargo, los miembros del Congreso no aceptaron del todo esta perspectiva. Desde su estrecho interés propio, entendían que no era del todo recomendable actuar de modo que su papel se volviese menos relevante. Si pasaban a ser políticos menos buscados e influyentes, su trabajo perdía importancia aparente. Con una rebaja fiscal que brindase todo lo esperado a las rentas altas, dicha parte del electorado dejaría de preocuparse por influir o relacionarse con los congresistas.

			En la década de 1920, Andrew Mellon había sugerido que el IRPF podría quedar simplemente reducido a un «impuesto de los ricos» si se limitase su umbral superior a un nivel lo suficientemente moderado, alrededor del 25 por ciento. Siguiendo el modelo original de 1913, Mellon imaginó un IRPF en el que sólo pagarían los ricos. Tal gravamen tendría que mantener un tipo de referencia lo suficientemente bajo para que los ricos pagaran voluntariamente una cantidad importante de su dinero, permitiendo a su vez que el resto de la ciudadanía quedase exenta. El plan de Mellon tenía en el punto de mira la eliminación de los impuestos, pero el tema era políticamente complejo. Solamente si el tamaño del Estado se mantenía relativamente pequeño sería factible volcar el grueso de la carga fiscal hacia los ricos, y hacerlo con tipos moderados que serían aceptados sin tanta oposición.

			La pregunta tácita que se deriva de la visión de Mellon es si el Congreso hubiera soportado pasar a tener un papel tan secundario que nadie se preocuparía ya por pedir o defender reformas fiscales en beneficio propio. En el siglo XIX, durante los períodos de mayor incidencia de los aranceles, el Congreso se llenaba de cabilderos que pretendían influir en la categoría administrativa de los productos de las empresas a las que representaban, para lograr un trato más ventajoso a la hora de diseñar las reglas de importación. A partir de 1917, cuando los tramos del IRPF empezaron a subir, el mundo del lobby se volcó en conseguir exenciones aplicables a los contribuyentes de mayores ingresos. Los miembros del Congreso se sentían importantes al tener tanto que decir y recibir tantos reclamos y propuestas.

			Podría decirse que la adopción del tramo superior del 28 por ciento de 1988-1990, así como la rebaja del tipo general del impuesto de sociedades al 34 por ciento, se tradujeron en una crisis existencial que afectó al Congreso. ¿Podían los legisladores aceptar que ya nadie les pediría nuevos favores fiscales? Ésta era la perspectiva implícita derivada de moderar al 28 por ciento el tramo superior del IRPF. La curva de Laffer gira en torno a esa idea: avanzar hacia un grado de imposición que logra más ingresos con menos carga relativa. Sin embargo, en clave de política económica, el equilibrio de la curva de Laffer sería aquel punto de la curva en el que los ricos dejan de buscar el favor del Congreso. De hecho, este último tiene un incentivo para mantener la fiscalidad por encima de dicho umbral porque su propia importancia política e institucional está ligada al interés que despierta su capacidad de modificar tal escenario. Estos pensamientos encajan con el episodio que describimos a continuación y que muestra cómo un sistema de impuestos bajos acordado por una extraordinaria mayoría bipartidista en 1986 acabó siendo deformado y alterado en 1990.

			El interregno del aumento de los impuestos

			Los ingresos fiscales cosechados durante la década de 1980 de las personas de ingresos altos fueron indudablemente elevados. El crecimiento aumentó, como hizo también el ingreso promedio declarado por las personas de más altos ingresos. Los tipos efectivos abonados por el 1 por ciento de mayor renta se mantuvieron estables, como había sido la norma. Bajo el nuevo sistema de impuestos bajos, los ingresos fiscales aportados por este subgrupo de contribuyentes acaudalados fueron en aumento y crecieron a largo plazo. El fenómeno ya se había observado tras la rebaja de la tributación de las rentas de capital, en 1978. Así, durante la época de los recortes de impuestos de Reagan, de 1981 a 1988, la recaudación obtenida de las rentas altas aumentó, en términos reales, un 146 por ciento.

			No obstante, el déficit del presupuesto federal siguió siendo grande, reflejando un problema crónico. Fue de unos 150.000 millones por ejercicio en los últimos años de la década de 1980. Esto no se debió a una caída en los ingresos tributarios obtenidos de los ricos. Los ingresos de esta fuente crecieron de forma notable y alcanzaron cotas enormes, de modo que no pueden ser vinculados al deterioro de la estabilidad presupuestaria. Lo que sí ocurrió fue que el gasto público se mantuvo muy alto durante la década de 1980. A finales de los años ochenta, los desembolsos del gobierno federal fueron ligeramente superiores al 20 por ciento del PIB. De hecho, ésta fue la norma desde la segunda mitad de la década de 1970, tras el retorno de Vietnam. En 1989, el déficit del presupuesto federal era del 2,7 por ciento del PIB, un porcentaje ligeramente superior al de los años 1977 y 1978, cuando alcanzaba el 2,6 por ciento del PIB.

			La demanda mundial de títulos de deuda de Estados Unidos era enorme a finales de la década de 1980. Esto ayudó a que los tipos de interés abonados por el Tesoro siguiesen reduciéndose. En 1986, el bono federal a treinta años cotizaba al 7 por ciento, muy por debajo del 15 por ciento alcanzado en 1981. Ésta es otra de las razones por las que existía un déficit presupuestario federal a finales de la década de 1980: la comunidad inversora, en todo el mundo, deseaba hacerse con más títulos del Tesoro estadounidense. Con una inflación muy por debajo de los niveles de la década de 1970, la deuda pública del país ganó en atractivo. Además, el crecimiento regular de la economía de Estados Unidos a un 4 por ciento anual descartó cualquier miedo a que el país no fuera solvente.

			No obstante, cuando el republicano George H. W. Bush se convirtió en presidente en 1989, no tardó en reivindicar la necesidad de aprobar un aumento de impuestos. Esta medida llegaría con una ley que Bush firmó en noviembre de 1990, elevando los tramos superiores del IRPF y creando un tercer escalón. Las nuevas tarifas eran del 15 por ciento, el 28 por ciento y el 31 por ciento. El AMT subió del 21 por ciento al 24 por ciento. También se revisaron al alza los impuestos especiales, en particular los aplicables a los aviones privados y las embarcaciones de gran tamaño.

			La correlación entre el aumento de impuestos y el inicio de la recesión fue estrecha. Por primera vez desde 1982, Estados Unidos entró en recesión... y lo hizo justo cuando el aumento de impuestos se convirtió en ley, en otoño de 1990. Fue una recesión breve, que duró hasta principios de 1991, y fue la única de todo el período de 1982-2000. La última vez que sucedió algo así, en el período de 1981-1982, la caída de la producción coincidió con el tiempo de espera para la entrada en vigor de una rebaja fiscal gradual y escalonada en el tiempo. Estábamos, pues, ante un cambio a peor de la producción que se correlacionó con el primer aumento del tramo superior del IRPF desde finales de la década de 1960.

			Bush no tuvo opción alguna en las siguientes elecciones. Perdió los comicios y logró menos del 40 por ciento del voto popular, un resultado excepcionalmente malo a la vista de la trayectoria de los dos grandes partidos en la historia política moderna de Estados Unidos. Su sucesor, el demócrata Bill Clinton, volvió a subir los impuestos al asumir el cargo. En 1993, el tramo superior del IRPF subió al 39,6 por ciento. También se destoparon las cotizaciones sociales para añadir una «cuña fiscal» adicional del 2,9 por ciento, nuevamente golpeando a las rentas altas. De igual modo, el impuesto de sociedades creció del 34 por ciento al 35 por ciento. Pero al mismo tiempo, Clinton tomó algunas medidas compensatorias. Por ejemplo, logró la ratificación final del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (NAFTA), que se había estado discutiendo desde 1980.

			El crecimiento económico desde finales de 1991 hasta finales de 1995 fue del 3,4 por ciento anual, por debajo de la tendencia establecida en la década de 1980. La recuperación observada tras la recesión de 1990-1991 fue respetable, de modo que parecía que el gran auge iba a seguir, aunque fuese con menos fuelle. El crecimiento observado de 1995 a 2000, cuando Clinton dejó el cargo, fue del 4,3 por ciento anual. Reagan comenzó con un crecimiento vertiginoso, una vez que sus rebajas de impuestos se hicieron efectivas, y puso a Estados Unidos en una buena trayectoria de crecimiento elevado. Clinton obtuvo un crecimiento decente al comienzo de su mandato, cuando no tenía una política fiscal clara, pero logró un crecimiento estelar cuando se definió como un presidente comprometido con bajar impuestos y recortar gastos.

			Las rebajas de impuestos y el despegue de finales 
de la década de 1990

			Las principales iniciativas de política económica de Clinton en la última parte de su presidencia fueron las siguientes:

			Tabla 14.2. Principales iniciativas de política económica 
de la última etapa de Clinton

			
				
					
					
				
				
					
							
							1996

						
							
							• Reforma del «gasto social» del estado de bienestar.

						
					

					
							
							1997

						
							
							• Rebaja del 28 por ciento al 20 por ciento de la fiscalidad de las rentas de capital.

							• La venta del domicilio principal quedó, en la mayoría de los casos, exenta de pagar el impuesto sobre las rentas de capital.

							• Establecimiento de las cuentas de ahorro para la jubilación «Roth IRA» libres de impuestos.

						
					

					
							
							2000

						
							
							• Eliminación de la «prueba de ingresos» en la Seguridad Social.

						
					

					
							
							1995-2000

						
							
							• Reducción progresiva del gasto público federal, que pasó del 20 por ciento al 17,6 por ciento.

						
					

				
			

			
			Fuente: elaboración propia.

			 

			Los republicanos lograron la mayoría en la Cámara de Representantes en 1995, algo que no sucedía desde hacía cuarenta años. Esta nueva mayoría envió a la Casa Blanca varios proyectos de ley para la reforma del «gasto social» del estado de bienestar. Clinton firmó uno de ellos en 1996. Ahora se requería a los beneficiarios de la asistencia social que encontraran trabajo rápidamente y se alteraban las fórmulas de las prestaciones para no desalentar a las familias. No era una medida fiscal per se, pero sirvió para recortar un importante programa federal que pagaba a la gente para que no trabajara.

			La Ley de Alivio al Contribuyente de 1997 introdujo un recorte de impuestos en toda regla. Recortó la fiscalidad de las rentas de capital al 20 por ciento, recuperando el nivel que había estado vigente de 1982 a 1986. Eximió de tributar al grueso de las familias que vendiesen su vivienda principal, puesto que esta medida se aplicaba a activos inmobiliarios valorados en menos de 500.000 dólares. El stock de vivienda beneficiado por la medida fue valorado en 8.000 millones de dólares, un monto equivalente a la mitad de los activos de capital fijo de la nación. También se puso en marcha el modelo Roth IRA de cuentas para la jubilación, bajo el cual las ganancias obtenidas gracias a estos vehículos de ahorro quedaban exentas de impuestos en el futuro. En la década de 1980, las cuentas IRA «tradicionales» se habían generalizado y, desde 1997, este nuevo modelo favorecía su desarrollo.

			El tremendo despegue económico de finales de la década de 1990 y comienzos de los años 2000 hizo que el desempleo se redujera por debajo del 4 por ciento. Fue la primera vez que esto sucedía desde 1948 (salvo en tiempos de guerra o de desmovilización militar). En total, desde 1982 hasta 2000, se crearon 38 millones de puestos de trabajo en el país, un aumento del 38 por ciento, que se compara favorablemente con un aumento de la población del 22 por ciento para el mismo período. La inflación se mantuvo regularmente por debajo del 3 por ciento anual. El último gran pico de nuestra serie de PIB real por adulto ajustada por componentes tendenciales se observa en 1999. Tras recuperar la tendencia a largo plazo en 1982, esta estadística aumentó al calor del crecimiento de los años ochenta y noventa. Gracias a un auge que duró dieciocho años, el PIB aumentó dieciséis puntos porcentuales más de lo que habría sugerido el patrón de largo plazo (1946-2019).

			Los ingresos tributarios obtenidos del 1 por ciento de mayor renta alcanzaron niveles inmensos. Como se puede ver en el gráfico 3.4.A en el capítulo 3, y en contra de la tendencia a largo plazo, estos ingresos aumentaron un 150 por ciento entre los años 1991 y 1999. Durante el mismo período, el gasto se fue reduciendo hasta situarse por debajo del 18 por ciento del PIB, el nivel más bajo desde 1966. A pesar de la demanda mundial de más títulos de deuda estadounidense, y de unos tipos de interés menguantes, el gobierno federal acabó logrando un superávit presupuestario.

			Bill Clinton firmó una reducción de impuestos en su último año en el cargo. Permitió a las personas en edad de jubilación que pudiesen compatibilizar el cobro íntegro de su pensión con las rentas que pudiesen lograr en caso de seguir trabajando. Y las cotizaciones sociales, que habían aumentado incesantemente desde su introducción en la década de 1930, al fin se mantuvieron estables en la década de 1990.

			Transformaciones económicas

			El mercado de valores experimentó uno de sus mejores rallies en la década de 1990. El índice Dow Jones se triplicó entre 1994 y 2000. El NASDAQ se multiplicó por seis durante el mismo período, encarnando así el fenomenal auge de las nuevas compañías dedicadas a aspectos como internet, la telefonía móvil y otras innovaciones tecnológicas. Fueron años muy notables para el capital de riesgo y la puesta en marcha de nuevas compañías, entre otras razones por la rebaja de la tributación aplicada a las rentas de capital. Primero, la tasa aplicada a las rentas de capital se redujo en 1978 al menor nivel en varias décadas. Después, a partir de 1982, se modificó el tratamiento impositivo de estos ingresos y se anunció la indexación fiscal para evitar la progresividad en frío que confiscaba ganancias nominales que no necesariamente constituían ganancias reales. Este doble recorte de impuestos para las rentas de capital, mantenido entre 1978 y 2000, alimentó el mercado de capitales de las empresas como nunca antes y favoreció el surgimiento de nuevas compañías.

			Las corporaciones tuvieron que adaptarse a un nuevo modelo económico. En los tiempos de la estanflación, las principales compañías se centraban en protegerse de la inflación, lidiar con el caos de los controles de precios, buscar fórmulas que permitieran reducir las bases imponibles, anticiparse a la progresividad en frío y al efecto del IPC en los impuestos, aprobar todas las deducciones posibles para descontarlas de un tipo de referencia del 46-48 por ciento, etcétera. Sin embargo, en las décadas de 1980 y 1990, la bajada de los impuestos personales y empresariales obligó a un replanteamiento integral de la estrategia empresarial. Los sueldos ahora eran deducibles contra una fiscalidad mucho más baja de los beneficios empresariales, del 34-35 por ciento, y los asalariados pasaron a conservar una mayor parte de sus salarios después de impuestos, lo que suponía una clara receta para animar el crecimiento y cultivar el espíritu empresarial.

			En los años cincuenta, y también a comienzos de la década de 1960, en la era de los «empleos de por vida», las empresas podían deducirse los salarios en el impuesto de sociedades, que llegaba al 52 por ciento. Bajo este modelo, las empresas sólo necesitaban que sus empleados fueran al menos la mitad de productivos que su salario. El gobierno federal estaba de hecho haciéndose cargo de la mitad de estos pagos. A su vez, los empleados, más especialmente los directivos y ejecutivos de las compañías, preferían que una parte importante de su paga se concediese en especie o mediante distintos servicios, en vez de mediante un salario convencional, para así esquivar los elevados tipos del IRPF vigentes entonces. Todo cambió en las décadas de 1980 y 1990. Con impuestos más bajos, los empleados se mostraron mucho más interesados en el pago monetario y fueron abandonando la remuneración en especie. De igual forma, las corporaciones necesitaban que sus empleados fueran más productivos.

			Necesariamente, las corporaciones despidieron a parte de su fuerza laboral, que buscó acomodo en otras compañías o sectores. La economía estadounidense vivió la expansión de un espíritu empresarial que dio pie al auge de muchas corporaciones y también a la formación de pequeñas y medianas empresas. Los viejos gigantes del sector privado que tenían miles y miles de empleados, y contaban con modelos de integración vertical que reunían numerosas fábricas o centros de producción e investigación, pasaron a ser algo del pasado y dejaron de ser la norma en el diseño corporativo. Los científicos de los centros de investigación corporativos de las décadas de 1950 y 1960 tenían que producir ahora más resultados que permitieran a la empresa justificar al menos 48 centavos por cada dólar de salario. En las décadas de 1980 y 1990, estos profesionales no sólo querían más dinero porque los impuestos bajos aumentaban su ingreso neto, sino que también tenían la capacidad de acumular reservas de efectivo y montar su propia nueva empresa. Además, los gastos que generaban costaban más, después de impuestos, a sus empleadores. Las start-ups que nacían en garajes empezaron a ser la norma en los años de Reagan y siguieron siéndolo con Clinton, porque las rebajas de impuestos disminuyeron el tamaño de las grandes plantillas corporativas y permitieron la acumulación de capital (por ejemplo, con cuentas de jubilación independientes de la empresa, caso de los vehículos IRA) por parte de los empleados. Las décadas de 1980 y 1990 demostraron que la investigación y la innovación que querían canalizar las grandes corporaciones obedecía a una naturaleza antinatural y solamente se justificaba en función de unos impuestos muy elevados.

			Como explica Tom Wolfe en referencia a la fundación de Intel en la década de 1960, el almuerzo de las empresas emergentes era diferente. Atrás quedaron las onerosas comidas de restaurante de varias horas con camareros que hablaban un «francés de película». Aquello había sido un elemento básico de la cultura empresarial de las décadas de 1950, 1960 y 1970. Ahora, las nuevas compañías servían unos sándwiches fríos y sencillos, y unos refrescos convencionales. Wolfe no lo mencionó explícitamente, pero es fácil inferir los motivos fiscales que justificaban uno y otro tipo de comportamiento. Cuando las empresas se pueden deducir muchos gastos corporativos para compensar un tipo muy alto en el impuesto de sociedades, y cuando los trabajadores de rentas altas sufren tramos muy elevados en el IRPF, es fácil que la compensación se materialice principalmente en especie. En cambio, cuando las empresas pueden compensarse menos gastos operativos y se benefician de una fiscalidad más baja, y cuando los trabajadores también tienen un trato más moderado en el IRPF, la compensación se dará principalmente por la vía monetaria, alterando las prioridades y preferencias de los agentes económicos.

			Un desarrollo muy revelador es el que se dio en el mundo del arte. En 1995 apareció en The Wall Street Journal un notable artículo sobre las colecciones de arte corporativas. Señalaba lo siguiente:

			Una de las pinacotecas corporativas más antiguas del país, iniciada en la década de 1930, es la conocida como «colección permanente» de IBM. Impulsada por su presidente, Thomas J. Watson Sr., incluía importantes artistas estadounidenses y latinoamericanos, y recogía valiosas obras contemporáneas [...]. IBM [...] declaró en 1939 que «sería mutuamente beneficioso que los negocios se interesen más por el arte y los artistas se interesen más por los negocios». Ese interés mutuo no llegó a darse, pero IBM ha sido un claro ejemplo de cómo una corporación puede sacar provecho de su colección de arte [...]. Pero los tiempos y la dirección han cambiado. «IBM ya no puede darse el lujo de ser un gran coleccionista de arte», declaró el portavoz de la empresa, Tom Beermann. El enfoque, según dice, estará ahora en lograr el «dominio global» de la industria informática.5

			Asegurarse el «dominio global» en una industria de este tipo no siempre ha requerido lo mismo. En un tiempo, pasaba por permitir que los trabajadores obtuvieran su compensación a través del acceso a oficinas o centros de investigación elegantemente decorados con grandes obras de arte que, a su vez, eran deducibles para la compañía. También implicaba cubrir muchos gastos de estos trabajadores. En cambio, con el paso del tiempo, el «dominio global» pasaba por ofrecer una mayor remuneración monetaria. Refiriéndose a «colecciones como la de IBM», el artículo de The Wall Street Journal comentaba cómo «la cultura corporativa austera de los años noventa choca con lo que alguna vez fue un símbolo de sofisticación y prosperidad. Hoy en día, tales gastos son vistos por la gerencia, los trabajadores y los accionistas como una asignación de recursos que va a fines no esenciales e incluso a propósitos frívolos. Esto resulta especialmente inaceptable si, al mismo tiempo, se cierran instalaciones y se eliminan puestos de trabajo. Hablamos, pues, de gastos que se han vuelto política y económicamente incorrectos».6

			El arte siempre había sido una forma inteligente de proporcionar una compensación deducible y no imponible en beneficio de las rentas altas que, en caso de recibir todo su salario en términos monetarios, quedarían sujetas a tasas impositivas muy altas. Una vez que los tramos del IRPF se redujeron de forma significativa, toda la cultura y la moda del arte corporativo, así como la generalización de la remuneración en especie, pasaron a ser algo prescindible.

			Las empresas estadounidenses se habían ajustado, de forma tan notable como encubierta, al contexto de impuestos altos observado durante las cinco décadas de mediados del siglo XX. No fue casualidad que IBM comenzara a coleccionar arte en los años treinta, que fue precisamente cuando los impuestos altos se volvieron permanentes. En cambio, en las décadas de 1980 y 1990, cuando la carga fiscal personal y corporativa se redujo, las empresas estadounidenses tuvieron la oportunidad de centrarse en su productividad como no habían podido hacer desde la década de 1920.

			
		

	
		
			15

			El deterioro de la economía en la década del 2000

			La década de los 2000 fue una época de mediocridad económica. De hecho, desde finales del año 2000 hasta las postrimerías de 2019, dejando de lado la recesión inducida por la pandemia de 2020, el crecimiento económico promedio fue de poco menos del 2 por ciento anual. Se trata de un número bastante bajo cuando se compara el desempeño de esta tasa a largo plazo. Entre el pico de 1969 y el valle de 1982, en medio de una grave estanflación, el crecimiento económico fue algo mayor, pero de apenas un 2,4 por ciento. En el gráfico 15.1 se puede ver cómo el crecimiento del PIB per cápita (ajustado por población adulta, en tasa trimestral y cubriendo de enero-marzo del 2000 a octubre-diciembre de 2019) siguió una caída notable durante los dieciséis años posteriores al 2000.

			Nuevamente, los cambios impositivos se correlacionaron muy estrechamente con los niveles de crecimiento observados durante el período. En los primeros años del nuevo milenio, hubo rebajas paulatinas de los impuestos. Esto produjo una expansión retrasada en el tiempo y afectada por el calendario. A medida que los recortes de impuestos se acercaban a su fecha de vencimiento de 2010, se materializó la Gran Recesión, de 2008-2009. La recuperación que siguió a dicha crisis se dio a paso de tortuga. En consecuencia, el Congreso y el presidente pospusieron la expiración de los recortes de impuestos por dos años. La recuperación siguió sin hacerse realidad y la economía siguió operando bajo tipos más altos de IRPF y nuevos gravámenes asociados al gasto sanitario del nuevo programa conocido como Obamacare. A finales de 2017 se dio al fin una rebaja fiscal relevante, no gradual y bien planteada. Era la primera medida de estas características desde la entrada en el nuevo milenio. La rebaja de Trump se volcó especialmente en el impuesto de sociedades, pero también redujo, en menor grado, el tramo superior del IRPF. El mejor crecimiento observado en Estados Unidos desde la Gran Recesión tuvo lugar entonces.

			Gráfico 15.1. Crecimiento del PIB per cápita ajustado por población adulta (tasa trimestral, de enero-marzo del 2000 a octubre-diciembre de 2019)

			[image: ]

			Fuente: BEA, BLS, Laffer Associates.

			Este capítulo se ocupa de la economía estadounidense en los dieciséis años de gobierno de los presidentes Bush y Obama, es decir, de 2001 a 2017. Año tras año, a lo largo de este lapso temporal, el crecimiento económico fue bajo o directamente negativo. En términos acumulativos, y en comparación con la tendencia posterior a 1945, la economía creció un 19 por ciento, como se puede ver en el gráfico 15.1. Para entenderlo mejor: si la tendencia de crecimiento en los años de Bush y Obama hubiese seguido la norma observada tras la Segunda Guerra Mundial, el pueblo estadounidense habría sido aproximadamente un 20 por ciento más rico que cuando Obama dejó el cargo, en 2017. Los impuestos tienen consecuencias y, sin duda, los impuestos tuvieron consecuencias sombrías en los dieciséis primeros años del siglo XXI.

			Esquilo escribió lo siguiente en su obra Agamenón:

			Incluso en nuestros sueños, hay dolores que no se pueden olvidar, caen gota a gota sobre el corazón, hasta que, en nuestra propia desesperación, y contra nuestra voluntad, viene la sabiduría por la terrible gracia de Dios.

			Las rebajas de impuestos de Bush

			George W. Bush asumió el cargo en 2001, tras hacer campaña a favor de una rebaja de impuestos a lo largo de la campaña electoral del año anterior. El presupuesto federal había alcanzado un superávit de 1998 a 2001. De hecho, Estados Unidos había suspendido las subastas a treinta años de nuevos bonos de deuda del Tesoro. Los requisitos de financiamiento del gobierno federal estaban disminuyendo a tal velocidad que tales operaciones a largo plazo ya no eran necesarias. Tal circunstancia dio pie incluso al miedo a que el gobierno pudiese usar el superávit para hacer adquisiciones a gran escala de valores privados. Este temor era la comidilla del pueblo. Por su parte, el presidente de la Reserva Federal, Alan Greenspan, estaba muy preocupado ante la disminución, o incluso la eliminación, de la deuda pública en caso de que continuaran los superávits. En 2001 declaró que: «A pesar de las evidentes ventajas derivadas de liquidar la deuda federal, admito que hacer algo así tendría algunas posibles consecuencias adversas, por encima de otras posibles dificultades, como la acumulación de activos privados por parte del gobierno. El mercado del Tesoro sirve, pues, para una serie de propósitos útiles». Entre estos propósitos, Greenspan enumeró la naturaleza libre de riesgo de los bonos del Tesoro, su influencia en la fijación de precios de activos a nivel global o su uso en las operaciones de política monetaria que realiza la Reserva Federal en el mercado abierto. «Por lo tanto, la eliminación de la deuda del Tesoro también supondría perder algo de valor económico», sostuvo Greenspan.1

			Dada la experiencia real de los años que siguieron, las palabras de Greenspan tal vez pueden antojarse un tanto fuera de lugar, si no desorientadas. El presupuesto del gobierno federal volvió rápidamente a presentar déficit en la década de los 2000. En la Gran Recesión, los números rojos superaron en un año el umbral de un billón de dólares, una cifra que primero resultó sorprendente, pero luego se convirtió en rutina. Sin embargo, hay algo que no debe pasar inadvertido. El presupuesto federal registró un superávit solamente cuando Bill Clinton se embarcó en su reducción de impuestos, después de 1996. Sin duda, Clinton y Bush (padre) habían moderado las rebajas de impuestos de Reagan, a principios de la década de 1990, pero jamás llegaron, ni por asomo, a revertirlas. En 1995, los tramos superiores del IRPF estaban muy por debajo de los niveles observados cuando Reagan asumió el cargo. El giro de Clinton hacia la rebaja de impuestos, apreciado a partir de 1996, se sumó a otros factores, como un gran nivel de crecimiento, un gasto público menguante y ajustado, y el aumento de los ingresos fiscales. Esas variables, en conjunto, produjeron los superávits observados a partir de 1998 y en los años siguientes.

			Por tanto, cuando el Congreso preparó un proyecto de ley fiscal en 2001 a instancias del presidente Bush (proyecto que se convirtió en ley en junio de ese mismo año), la prioridad debería haber sido extender la rebaja tributaria que había servido como principal aspecto generador del buen desempeño fiscal observado de 1981 a 2000. Pero esto no es lo que ocurrió. Más bien, con la aprobación del presidente, el Congreso ideó un proyecto de ley de impuestos que se enfocaba en artículos tales como las devoluciones de impuestos, la expansión de los tramos impositivos, las deducciones por hijos o gastos de educación o la reforma (significativa) del impuesto sobre el patrimonio. Las rebajas en los tipos del impuesto sobre la renta y, en particular, en el tramo superior, fueron menores y tuvieron una relevancia secundaria, en comparación con todos los elementos que se estaban modificando. Además, se introdujeron gradualmente importantes disposiciones que hicieron, por ejemplo, que todo el paquete fuese temporal. Tendría vigor de 2001 a 2006 y luego expiraría por completo en 2010, tras una reducción gradual en 2007, 2008 y 2009. Como expresó un análisis de la Institución Brookings, «se alcanzará un punto [...] en el que el código tributario volverá a ser lo que hubiera sido si esta ley de impuestos nunca hubiera existido».2

			Las rebajas del tramo superior aplicable en el IRPF aprobadas en junio de 2001 hicieron que el tipo máximo bajase del 39,6 por ciento al 35 por ciento, pero tal reducción sólo fue completa en 2006. En 2001, el recorte fue de 0,5 puntos porcentuales (del 39,6 por ciento al 39,1 por ciento). En 2002, el umbral bajó al 38,6 por ciento, otro recorte de medio punto. De 2003 a 2006 se siguieron dando nuevas rebajas paulatinas y lentas. El tramo inferior del IRPF, en cambio, se redujo de inmediato y de forma más intensa, tanto en términos absolutos como proporcionales. En 2001 ya pasó del 15 por ciento al 10 por ciento. Esta reducción, de cinco puntos, recortó en un tercio dicho umbral de tributación. En cambio, la reducción de 0,5 puntos aplicada ese mismo año en el tramo superior suponía apenas el 1,3 por ciento de dicho nivel de presión fiscal. Por otro lado, la ley redujo la tasa aplicada sobre las rentas de capital, pero lo hizo solamente para personas de ingresos bajos; en cambio, el tipo superior quedó intacto en el 20 por ciento.

			Estas medidas fiscales eran, en cualquier caso, un espectáculo secundario. El objetivo principal de la reforma era dotar al IRPF de numerosos créditos y deducciones volcadas en los contribuyentes de ingresos más bajos. Por ejemplo, la deducción por hijo se duplicó y, en 2010, un contribuyente medio podría aplicarse un ahorro lineal de 1.000 dólares por cada hijo que tuviese a su cargo. Las personas de ingresos más altos no podían optar a ello. Dicho crédito fiscal era parcialmente «reembolsable»: si las personas de ingresos bajos no tuvieran suficientes ingresos para obtener acceso al monto total del crédito, recibirían la parte pendiente en forma de cheque. Dicho de otro modo, aquello era un programa de asistencia social con otro nombre, no un recorte de impuestos. En mayo de 2001, el gobierno envió cheques de reembolso de este tipo (valorados cada uno en más de 600 dólares) a los contribuyentes que el año anterior habían presentado unos ingresos acordes a las condiciones determinadas para este programa.

			Las deducciones educativas fueron otro aspecto relevante de los cambios fiscales de Bush. Los asalariados que no estaban cerca del escalón superior de la escala de ingresos podían descontar de su base imponible de ingresos declarados los intereses derivados de préstamos asociados a gastos de formación, así como otros gastos educativos vinculados a la escolarización de hijos menores de edad y también una pequeña parte de la matrícula universitaria. La ley aumentó también los umbrales de los tramos impositivos, así como el rango de deducciones que no estaban sujetas al AMT. Asimismo, se ensancharon las exenciones del impuesto sobre el patrimonio y se programó una reducción de su tasa máxima, del 55 por ciento al 45 por ciento. El último año en que la reducción de impuestos de 2001 iba a ser efectiva, 2010, estaba previsto que el impuesto de sucesiones quedase totalmente abolido, aunque las grandes propiedades quedarían sujetas, por distintas vías, al impuesto aplicable a las rentas de capital.

			Hablamos, pues, de reducciones que no actuaban sobre los incentivos y los tipos marginales, que no se aplicaban de manera inmediata y que tenían una naturaleza transitoria. Por tanto, no podemos sorprendernos de algunos de los acontecimientos económicos que siguieron. De entrada, en la primavera de 2001, mientras se preparaba el proyecto de ley que se convirtió en ley, se desencadenó una recesión que duró casi hasta el final del año y, además, dio paso a una recuperación angustiosamente lenta, adelantando lo que también ocurrió años después tras la Gran Recesión. Desde el punto más bajo de la recesión, en otoño de 2001, hasta finales de 2002, la tasa de crecimiento anual fue de apenas un 1,8 por ciento, una cifra inferior que impedía una recuperación real. No hay que olvidar que la caída del denominador de la ecuación del crecimiento (es decir, el descenso del PIB contra el que se mide el aumento o descenso de la producción) hace que, tras una recesión, sea matemáticamente mucho más probable que la recuperación, una vez eche a andar, se sitúe por encima de la tendencia de crecimiento a largo plazo. El crecimiento del 1,8 por ciento se quedó, pues, a años luz de la tendencia observada a partir de 1945, de más del 3 por ciento.

			Las lecciones de 1981-1982 habían sido olvidadas. La introducción gradual del primer recorte de impuestos de Reagan hizo que no fuese posible frenar la caída de la economía en recesión a finales de 1981. Tal situación se prolongó hasta 1982. El recorte de impuestos de Reagan que se anunció inicialmente se situaba en el entorno del 30 por ciento, pero luego se acabó convirtiendo en una rebaja de aproximadamente un 25 por ciento. Al final, en 1981, la única rebaja que entró en vigor fue de apenas un 1,25 por ciento. Había un plan de ampliar la rebaja fiscal a partir del 1 de enero de 1982, pero el grueso de las reducciones había quedado aplazado a enero de 1983. Como es lógico, la economía se enfrió a la espera de un marco de incentivos más propicio para la recuperación. El crecimiento fue negativo desde el otoño de 1981, cuando se concretó la rebaja de impuestos, hasta 1982. En cambio, en 1983-1984, con la rebaja ya en vigor, el crecimiento fue enorme.

			La economía estadounidense recapituló la primera parte de aquella experiencia durante los años 2001 y 2002. Los recortes graduales de las tasas de impuestos y el derroche que supusieron los incentivos fiscales dedicados a personas de ingresos bajos tuvieron el efecto de desincentivar la actividad productiva. El dinero que la gente retuvo u obtuvo de los recortes de impuestos, las modificaciones de los tramos, los créditos fiscales o los cheques de reembolso se dedicó en parte al consumo y tal vez al ahorro, pero no había incentivos para ganar más, puesto que seguía siendo mejor esperar a que el rendimiento después de impuestos del próximo dólar percibido aumentara realmente, cuando se aplicasen todas las reducciones anunciadas. De hecho, incluso entonces había que tener cuidado, porque la ley tenía fecha de caducidad a partir de 2010. Robert Bartley reflexionó sobre el tema en las siguientes líneas publicadas en octubre de 2001:

			La cuestión no es si necesitamos estimular la economía. El verdadero debate, que la Administración necesita abrir urgentemente, es qué estimula y qué no [...]. La forma más directa de actuar, por repetir lo que escribí en plena crisis económica de la década de 1970, pasa por bajar los impuestos, una política que mejora los incentivos de los agentes económicos. Es decir, hay que bajar los tipos impositivos marginales, la cantidad de impuestos que paga el contribuyente por cada dólar de ingreso adicional [...]. Desafortunadamente, introducir una rebaja gradual de los tipos que se extiende a lo largo de una década no es forma de estimular nada. De hecho, la perspectiva de que habrá tramos más bajos en el futuro es un antiestímulo, un incentivo que solamente conduce a retrasar la realización de los ingresos.

			Al año siguiente, Bartley lo expresó de manera más cruda. Los recortes de impuestos tienen que ser «permanentes, marginales e inmediatos. ¿Queda claro?».3

			La recuperación observada en 2002 fue tan miserable que el presidente Bush se dio cuenta de que tenía que hacer algo para corregir los errores de 2001. Presionó al Congreso para acelerar las reducciones fiscales. La victoria no llegó hasta mayo de 2003, veintitrés meses después de la aprobación de la ley original. La nueva versión de 2003 era no sólo inmediata, sino además retroactiva, e hizo efectivas las rebajas de impuestos que, hasta entonces, estaban programadas para 2006. Ahora, el tramo superior del IRPF en vigor sería del 35 por ciento, desde el 1 de enero de 2003 (aunque aún con la fecha de caducidad de 2010). También cayó el tramo superior aplicado a las rentas de capital, que pasó del 20 por ciento al 15 por ciento, mientras que la fiscalidad de los dividendos pasó a ser de ese mismo gravamen, del 15 por ciento, y dejó de corresponder al tramo superior del IRPF, del 35 por ciento.

			Se produjo así una respetable expansión económica, cuyo crecimiento promedió el 3,1 por ciento desde el comienzo de 2003 hasta 2007. El crecimiento del PIB fue superior al 3 por ciento en 2004 y 2005. Ésta fue la última vez que se lograron tales tasas hasta 2020, pero el aumento entonces vino precedido de una caída muy intensa por la pandemia. Cabe señalar, en cualquier caso, que basta con repasar la historia económica estadounidense para ver que lograr un crecimiento anual del 3 por ciento solía ser algo rutinario y normal.

			El auge económico de la presidencia de Bush tuvo lugar entre 2003 y 2007, cuando las medidas fiscales estaban cada vez más cerca de expirar. Mientras tanto, el precio del oro no paraba de crecer: entró en la década de 2000 justo por debajo de los 300 dólares la onza y mantuvo este nivel hasta principios de 2002, pero luego comenzó a subir de forma regular y llegó a más de 800 dólares la onza a finales de 2007. Esta evolución sirvió como indicador de la creciente cautela por parte de los inversores. El aumento del precio del oro ponía en duda la afirmación común de que los recortes de impuestos de Bush favorecían a los ricos. Sin embargo, las élites económicas manejan su patrimonio en función de las circunstancias, y el auge en el precio del oro observado de 2002 en adelante sugería que los ricos veían pocas razones para interpretar la política económica de Bush como un motivo suficiente para apostar por un modelo siempre alcista.

			En gran medida, la política de Bush hijo (y sus resultados económicos) fue un reflejo de la experiencia de Bush padre y de los primeros años de gobierno de Clinton. Todo había sucedido a comienzos de la década anterior. Uno y otro presidente se apartaron del legado de Reagan y subieron los impuestos. La economía respondió con una recesión que vino seguida de un crecimiento mediocre durante el período posterior. Entonces, Clinton dio un giro. Las rebajas de impuestos y el repliegue del peso del Estado en la economía pasaron a ser su planteamiento de referencia en 1996 y, merced a estas recetas, la economía estadounidense vivió cuatro años consecutivos de crecimiento superior al 4 por ciento. Fue una racha muy notable.

			Bush hijo había optado por «cancelar» el efecto a largo de plazo de sus propias rebajas de impuestos a base de imponerles una fecha de caducidad. En cambio, cuando Clinton bajó los impuestos, lo hizo sin ninguna limitación de este tipo. Por eso, los agentes económicos reaccionaron favorablemente, impulsando un aumento de la actividad que buscaba obtener mayores rentabilidades y, de esa forma, beneficiarse de la rebaja en los impuestos aplicados a las rentas de capital.

			El mercado de valores, el capital riesgo y la revolución de las empresas emergentes o start-ups vivieron una época dorada en el segundo mandato de Clinton. Esto es indiscutible. Dado el crecimiento económico, y habida cuenta de los superávits presupuestarios observados a partir de 1998, los inversores y los trabajadores tenían motivos para esperar que el tamaño y la intervención del Estado en la economía se redujese durante la década de los 2000, de ahí el optimismo que mantuvieron hasta el final de los años de presidencia de Clinton.

			Bush hijo, en cambio, implementó unas defectuosas rebajas de impuestos. Estaban mal diseñadas desde la raíz. Sin embargo, es cierto que también Reagan y Clinton cometieron errores similares, pero después de dar algunos pasos en falso, se comprometieron firmemente con verdaderas reformas capaces de reducir los impuestos de forma notable. Ambos mandatarios indujeron de esta forma una expansión económica fenomenal. En 1982, Reagan resistió las quejas de quienes pedían que abandonase su plan de seguir bajando los impuestos y, de hecho, al final cultivó un amplio consenso bipartidista que hizo posible la reforma fiscal de 1986. Clinton, por su parte, cambió de rumbo y, entre los años 1996 y 2000, aceptó las posiciones de los republicanos sobre la reforma del estado de bienestar, la rebaja de la fiscalidad aplicada sobre las rentas de capital y la minoración de las cotizaciones sociales. El único giro que intentó hacer Bush hijo después del paso en falso que dio en primera instancia fue reconfigurar las rebajas fiscales que había anunciado, pero todos los cambios se dieron dentro del marco erróneo que ya estaba operando. Si Bush no hubiera introducido una fecha de caducidad que condicionaba la sostenibilidad en el tiempo de las rebajas fiscales de 2001-2003, la expansión económica hubiera sido más grande y duradera. Y, como bien anotó Bartley, si la Administración Bush hubiera tenido una mejor comprensión de los efectos que tenían estos defectos de diseño sobre los incentivos económicos (así como un entendimiento más amplio de la futilidad de las rebajas tributarias que en realidad no eran más que ayudas y «cheques» fiscales), el capital no se habría apresurado a buscar salidas como, en efecto, hizo en los mercados refugio del oro, el petróleo o el inmobiliario. Esto llevó a la economía al gran colapso del año 2008.

			La Gran Recesión

			Estados Unidos cayó en una grave recesión en otoño de 2008. Durante dicho ejercicio, el PIB se redujo un 2,5 por ciento. En la primera mitad de 2009, cuando Barack Obama asumió la presidencia, el PIB caía a una tasa anual del 2,6 por ciento. El mercado de valores se derrumbó: desde el máximo alcanzado en agosto de 2007, los principales índices cayeron un 50 por ciento hasta llegar al mínimo de marzo de 2009. La Ley de Recuperación y Reinversión (ARRA, por sus siglas en inglés), que Obama promulgó en febrero de 2009, un mes después de asumir la presidencia, contemplaba importantes cambios en los tipos efectivos de los impuestos.

			La ARRA era muy extensa. Los principales cambios fiscales aprobados entonces fueron los siguientes: 

			
					Crédito fiscal de hasta 1.000 dólares para las cotizaciones sociales a cargo del trabajador, pero sólo para rentas medias y bajas.

					Deducciones de hasta 1.000 dólares por hijo. La medida también beneficiaba a contribuyentes que no estuviesen trabajando.

					Exención tributaria en el IRPF para una parte del subsidio de paro percibido por los trabajadores en dicha circunstancia.

					Deducciones para la compra de coches, pero sólo para rentas medias y bajas.

					Nuevos créditos fiscales aplicables en el IRPF para la compra de vehículos y las reformas del hogar basadas en la mejora de la eficiencia energética de las viviendas.

					Deducciones fiscales para las empresas que produjesen energía renovable.

			

			Pero el grueso de los cambios venía por el lado de los gastos. El proyecto de ley incluía un aumento de los desembolsos del gobierno federal valorado en cientos de miles de millones de dólares, así como importantísimas transferencias a las autoridades estatales. En suma, las medidas incluidas en el paquete legislativo tenían un impacto de 800.000 millones de dólares. Esta monstruosidad fue definida como un «estímulo» económico.

			La lógica ofrecida por la Administración Obama seguía la línea de pensamiento keynesiana. Los economistas de referencia del nuevo presidente divulgaron un estudio que recomendaba este «plan de recuperación». Dicho documento, divulgado un mes antes de que la ARRA fuese aprobada, aludía a los «multiplicadores fiscales» que se darían «con los aumentos del gasto público y los recortes de impuestos». Los autores confiaban en que sus cálculos eran «similares a los de otras estimaciones». Según la teoría keynesiana, el multiplicador es la cantidad adicional total de dinero que se gasta a partir de un «estímulo» basado en subir el gasto o bajar los impuestos. Se trata de medir la reacción en cadena que desatan estas medidas. La primera sacudida se daría cuando los destinatarios del gasto adicional o las rebajas fiscales obtienen un mayor ingreso. Lo lógico sería que gastasen parte de esos fondos y ahorrasen otra parte. Y los fondos que se repercutiesen inmediatamente en forma de consumo crearían nuevos empleos y elevarían el ingreso de otras personas que, a su vez, gastarían y ahorrarían el salario que hubiesen empezado a percibir. Toda esa actividad adicional generaría más empleo y mayores rentas, induciendo nuevos patrones de gasto y ahorro, y continuando hasta llegar a un punto en que el gasto adicional tienda a cero. Todo el gasto adicional derivado de esta reacción en cadena, que describe el efecto multiplicador, aumentaría la producción y el empleo.4 Sin embargo, desde nuestra perspectiva, este marco analítico pasa por alto los efectos negativos derivados del aumento del gasto y las transferencias (efectos sobre la renta), ni tampoco considera los efectos impositivos sobre los no productivos (efectos de sustitución). Así, lejos de estimular la economía, lo que hacen en realidad estos programas de gasto es dañar la economía.

			Los economistas de cabecera de Obama predijeron que el multiplicador del estímulo anunciado a principios de 2009 tendría un valor de más de 2,5. El gobierno aprobaría medidas de gasto y créditos fiscales por una suma de 800.000 millones de dólares, cuyo resultado sería un aumento de 2 billones en los niveles de actividad económica. Esta producción e ingresos adicionales impulsarían la demanda y generarían nuevos empleos. Para sustentar su previsión, aportaron un gráfico en el que mostraban su proyección de la evolución del desempleo, con y sin estímulo. El gráfico 15.2 describe esa estimación y también presenta los datos que finalmente se terminaron dando.

			Gráfico 15.2. Evolución de la tasa de paro según el plan de estímulo de Obama, Bernstein y Romer. Evolución real versus proyecciones de la Casa Blanca, con y sin plan de estímulo

			[image: ]

			Nota: el gráfico describe la trayectoria real de la tasa de paro y también las estimaciones que manejaba la Casa Blanca en ausencia o bajo la aplicación del plan de estímulo, que se aprobó el 17 de febrero de 2009. Los datos se corresponden con la tasa de paro trimestral y abarcan el período comprendido entre el primer trimestre de 2007 y el mismo período de 2014.

			Fuente: BLS, Romer y Bernstein (2009).

			Las proyecciones recogidas en el gráfico 15.2 se convirtieron en motivo de escarnio para la Administración Obama, ante los resultados que realmente tuvo el plan de estímulo. No sólo no se cumplieron las proyecciones keynesianas anticipadas por los economistas de cabecera de la Casa Blanca, sino que el paro llegó a ser mayor de lo que el equipo de Obama creía posible en ausencia del plan de estímulo.

			El problema de partida era la defectuosa teoría sobre la que descansaba la iniciativa. Los flujos de ingresos recogidos en el multiplicador keynesiano suman cero, no un número positivo (2,5). El gasto público y los déficits presupuestarios se pagan tomando dinero de unos para dárselo a otros. Con un plan de estímulo se absorbe dinero de los contribuyentes y los inversores, de modo que esos agentes económicos enfrentan un multiplicador negativo. Esto hace que gasten menos, porque su dinero se ha esfumado. A su vez, aquellos que reciben el gasto financiado de esta forma harán un desembolso, pero en el mejor de los casos sólo movilizarán el conjunto del dinero que se ha transferido de otros elementos de la producción. Por tanto, los multiplicadores necesariamente se anulan. El efecto sobre los ingresos de un programa económico de estas características es un juego de suma cero.

			Lo que la Administración Obama no tuvo en cuenta son los «efectos de sustitución» compensatorios, es decir, el impacto que tienen los cambios en el comportamiento económico de los agentes afectados por la financiación del programa de estímulo. Cuando el gasto del gobierno sube de forma significativa, y los déficits presupuestarios van a más, el sector privado pierde el control de esos recursos. Esto actúa, en la práctica, como un impuesto, alterando las decisiones de inversión y afectando a los niveles empleo. La gente producirá menos. Aquellos que reciben beneficios por tener una renta muy baja o estar en una situación de paro también cambiarán su comportamiento, puesto que encontrarán más valor económico asociado a seguir en tales circunstancias. Si las ayudas están condicionadas, los beneficiarios tendrán cuidado de no exceder los umbrales que permiten acceder a tales ingresos. Estos desarrollos resultarán, en la mayoría de los casos, en una producción económica más baja. Por tanto, en términos netos, los gastos del programa de estímulo y los créditos fiscales centrados en aumentar las transferencias o el gasto social darán como resultado una menor producción y un empleo más reducido que el que habríamos visto en condiciones normales. El multiplicador suma cero y el efecto agregado de los efectos de sustitución es negativo.

			Más allá de la teoría, en el gráfico 15.2 se pueden contraponer ambas formulaciones. La posición keynesiana defendía que el estímulo en 2009 conduciría a un menor desempleo, amén de una mayor producción. Los datos dijeron todo lo contrario. Así, el enorme desempleo observado tras el estímulo económico de 2009 vino a confirmar la teoría clásica que sugiere que el efecto de sustitución hace que el efecto total del estímulo sea necesariamente negativo.

			Una recuperación débil

			Bajo el gobierno de Obama, los economistas de la corriente oficialista pronosticaron año tras año un nivel de crecimiento más alto y, posteriormente, se vieron obligados a reducir de forma reiterada sus expectativas, a medida que se imponía la realidad (tabla 15.1). El crecimiento fue, de hecho, muy bajo. Tras la gran caída de 2008-2009, el PIB solamente rebotó un 2,7 por ciento en 2010 y, de 2011 a 2016, el crecimiento bajo la presidencia de Obama fue de apenas un 2,05 por ciento anual. Esta cifra no se acercaba, ni de lejos, a los grandes aumentos del 4 por ciento que habían caracterizado las recuperaciones económicas y las etapas de crecimiento de los años de Reagan y Clinton. De hecho, ese 2,05 por ciento también se quedó muy por debajo del 3 por ciento observado en los años de George W. Bush. Los economistas se refirieron a lo que estaba ocurriendo como un «estancamiento secular»: dieron por sentado que habíamos entrado en un marco de crecimiento económico mediocre que se prolongaría en el largo plazo.

			Pronto llegaron las subidas de impuestos. La reforma sanitaria de 2010, el Obamacare, incluyó una serie de medidas recaudatorias, incluidos varios recargos e impuestos. Además, se aprobó el «mandato individual» que, en la práctica, sancionaba a quienes no compraran un seguro de salud. Después llegó la eliminación de las rebajas impositivas de 2001-2003, en concreto para las rentas más altas. En 2013, el tramo superior del IRPF recuperó los niveles anteriores a 2001 y subió del 35 por ciento al 39,6 por ciento. También se incrementó el recargo del Medicare aprobado a las rentas altas, que pasó del 2,9 por ciento al 3,8 por ciento. Había, además, una serie de exenciones que reducían las cotizaciones sociales, pero tras estar en vigor en el bienio 2011-2012, expiraron en 2013. El tramo superior de la fiscalidad de las rentas de capital y los dividendos subió del 15 por ciento al 20 por ciento y, además, sufrió el recargo adicional del 3,8 por ciento asociado a la financiación del Medicare. Con todo, la fiscalidad sobre los dividendos no volvió a igualarse con el tramo superior del IRPF, que es lo que, en teoría, debería haber ocurrido si se hubiese permitido que las medidas de Bush expirasen por completo, de modo que Obama sí mantuvo en vigor esa reducción.

			La economía no creció de la forma esperada y, de hecho, se arrastró de forma mediocre. Los agentes productivos se toparon con importantes obstáculos para desarrollar su actividad. Para los inversores, el beneficio después de impuestos era más bajo a raíz de las subidas fiscales en el IRPF, los dividendos y las ganancias del capital. Los trabajadores también tenían menos incentivos para mejorar su situación (salir del paro, lograr un ascenso, etcétera). Se empezó a hablar entonces de los «precipicios fiscales», una característica distintiva de la economía de lento crecimiento del mandato de Obama.

			Tabla 15.1. Proyecciones de crecimiento de la Administración Obama versus crecimiento real del PIB
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			*: el presupuesto del año 2010 se publicó oficialmente el 26 de febrero de 2009. Sin embargo, el gobierno publicó una actualización de las tablas en mayo.

			Nota: los datos de PIB se expresan en términos reales y son anuales (es decir, comparan el PIB del 4T con el del mismo período de cierre del ejercicio anterior).

			 

			El economista Casey Mulligan, de la Universidad de Chicago, se especializó en detallar los efectos nocivos de la política económica de Obama, centrándose en los incentivos que tenían las personas con ingresos más bajos para mejorar su situación. En una comparecencia ante el Congreso de Estados Unidos, declaró lo siguiente:

			Cuantos más ingresos reciba una persona que no trabaja, menor será la recompensa que obtenga por volver a trabajar [...]. El efecto combinado de los impuestos y los subsidios sobre la recompensa asociada a aceptar un nuevo empleo puede resumirse como una sanción: es, por tanto, la cantidad efectiva que se pierde al pasar a pagar impuestos y al renunciar a los beneficios asociados con no trabajar. Me gusta expresar tal sanción como si fuese un impuesto marginal, es decir, como un porcentaje de la remuneración del empleado [...]. Gracias al laberinto de impuestos y subsidios que están en vigor, el tipo marginal que enfrenta quien da el paso del paro al mercado laboral puede llegar a igualar o superar el cien por cien, lo que significa que una persona que está en paro puede llegar a percibir tantos o más recursos que trabajando. Bajo tales supuestos, la persona en cuestión puede tener más recursos disponibles para usar o ahorrar si opta por trabajar menos o, directamente, por no trabajar.

			Ésta era la esencia que explicaba los «precipicios fiscales» de Obama. Cuando una persona pierde una cantidad significativa de ayudas y pasa a pagar muchos más impuestos, a la hora de decidir si trabaja o sigue viviendo del asistencialismo tendrá que comparar el efecto que tendrá el decir adiós a los subsidios y pasar a tributar sobre sus ganancias. Éste es el «precipicio fiscal» que pasaron a enfrentar muchas personas.5

			Las personas de ingresos bajos enfrentaron esa brecha de forma creciente. Por un lado, el subsidio de paro fue en aumento. Por otro lado, aumentaron los programas de ayudas que cubrían la atención médica o el acceso a la vivienda de los hogares de menor renta. También se expandieron los presupuestos de asistencia familiar, los cheques de comida, los programas de lucha contra la pobreza o el crédito fiscal mejorado sobre los ingresos del trabajo sujeto a una eliminación gradual de los ingresos. Todos estos factores conspiraban para hacer más pronunciado el «precipicio fiscal». Para el período anterior a la Gran Recesión, Mulligan estimó que, para un ciudadano promedio de ingresos bajos, el tipo impositivo efectivo alcanzaba, en términos marginales, niveles del 40 por ciento teniendo en cuenta el efecto de las cotizaciones sociales, los recargos del programa Medicare, el efecto sobre el acceso a ayudas para la vivienda o diversos créditos fiscales. Tras el estallido de la crisis, ese «precipicio fiscal» llegó a ser del 49 por ciento, para después estabilizarse en el 47 por ciento. Hasta 2008, el ciudadano promedio que percibía un nivel de renta bajo habría retenido 60 céntimos por cada dólar de ingresos. Bajo el gobierno de Obama, esta cifra se redujo a 52 céntimos por cada dólar percibido, una disminución del 13 por ciento.6

			Como era de esperar, el mercado laboral se contrajo. La gente decidía cuánto quería trabajar a partir de la frontera que suponían los nuevos impuestos y la pérdida de beneficios y ayudas. Cuanto más crecían los impuestos o, especialmente, se retiraban las ayudas por el paso a un empleo que generaba ingresos, menos incentivos había para intentar mejorar las circunstancias propias de cada uno. La tasa de participación en la fuerza laboral (es decir, el porcentaje de adultos que tienen un trabajo o lo están buscando activamente) pasó de ser una estadística nicho a la que pocos habían prestado atención a convertirse en un titular crónico de los informes del mercado de trabajo durante los años de Obama. Desde la década de 1980, esta tasa se había mantenido en torno a dos tercios de la población adulta. A partir de 2007, se desplomó, permaneciendo en niveles del 61-62 por ciento durante los mandatos de Obama. La caída de cinco a seis puntos en la participación laboral significa que unos trece millones de personas abandonaron la fuerza laboral. Pagar menos a las personas por trabajar, a raíz de los impuestos y la pérdida de beneficios, y aumentar los gravámenes sobre los inversores, fundamentales para la actividad económica, se tradujo en la histórica salida de millones de estadounidenses que, simple y llanamente, abandonaron el mundo del trabajo.

			Además, hubo otros efectos negativos derivados de los multiplicadores keynesianos. Cada puesto de trabajo que no se estaba creando a partir de la subida fiscal sobre las rentas de capital y los dividendos, y cada deterioro de los «precipicios fiscales» que enfrentaban las personas de rentas bajas, se traducían en una economía con menores niveles de actividad, con una caída del gasto y del ahorro.

			En cuanto a los efectos de sustitución, el fenómeno de la deserción laboral expresó tal cuestión de forma clara. La gente sustituyó el trabajo por el «no trabajo» debido a unas condiciones económicas generales que no propiciaban la prosperidad. Tal deserción del ámbito laboral se produjo en un grado y con una intensidad sin precedentes. Los propietarios del capital, que enfrentaban tasas de rentabilidad más bajas después de impuestos, se mostraron desesperados a la hora de intentar repescar a los desertores que habían abandonado la fuerza de trabajo.

			Los impuestos y el estancamiento secular

			Los largos períodos de estancamiento económico observados en el IRPF han sido los de las décadas de 1930, 1970 y 2000. En términos de política fiscal, hay muchos puntos en común en todos estos períodos. Los aumentos tributarios golpearon la economía en los primeros años de la Gran Depresión (1930-1931). Tras una subida arancelaria que hundió la actividad comercial, los niveles de vida y los ingresos fiscales del gobierno federal, el Congreso decretó un gigantesco aumento del IRPF. La respuesta de la economía fue un hundimiento como nunca antes se había visto.

			En la década del 2000, la naturaleza temporal, escalonada y, en gran parte, carente de incentivos marginales observada en el paquete original de rebajas fiscales de Bush dio pie a una recuperación vacilante y, de hecho, devino en una crisis como la Gran Recesión a medida que se fue acercando la fecha de caducidad de las medidas. Aunque se pospuso el vencimiento, quedó claro que sería efectivo, en gran medida, apenas dos años después. Además, se anunciaron nuevos impuestos sobre los contribuyentes de ingresos altos y se aumentaron, en términos efectivos, los impuestos soportados por las personas de ingresos bajos. No sorprende, pues, que la recuperación fuese lenta y costosa. Después de la Gran Recesión, la norma fue un mísero crecimiento del 2 por ciento.

			En la década de 1970, la inflación incrementó los impuestos en términos reales, especialmente el nivel de las retenciones aplicadas sobre las rentas de capital, lo que desanimó a cada vez más personas, conscientes de que la progresividad en frío y la no deflactación del IRPF desincentivaban el empeño por ganar más dinero. En la década del 2000, la extinción de las rebajas fiscales, la adopción de nuevos impuestos y recargos aplicados a las rentas altas y el aumento de los «precipicios fiscales» que enfrentaron los trabajadores de ingresos más bajos reprimieron el giro a comportamientos propiciadores de la inversión, la actividad y el trabajo.

			Los períodos en los que Estados Unidos logró salir disparado de las crisis (décadas de 1920, 1960, 1980 y 1990) fueron, en cambio, tiempos marcados por un compromiso serio con la rebaja y la minoración de las cargas impositivas. Sin duda, en estos períodos hubo algunos retrocesos o algunas fases de menor compromiso con el repliegue de la carga tributaria, pero en todos estos casos prevaleció finalmente un marco tendente a las rebajas de impuestos, precipitándose así un crecimiento sostenido y de alto nivel.

			En la década de los 2000, bajo las presidencias de Bush y Obama, se anunciaron algunas medidas de rebaja fiscal, pero los programas planteados carecían del compromiso, el calado y la capacidad de seguimiento en el tiempo que sí se dio en los episodios históricos que estuvieron marcados por rebajas significativas de los impuestos y niveles estelares de crecimiento a largo plazo. Durante dicha década, el compromiso de las élites políticas con el mantenimiento de una fiscalidad más moderada para las rentas altas empezó a quedar cuestionado. La Gran Recesión y la mediocre recuperación que se observó tras la crisis son inseparables de la falta de compromiso de los políticos de Washington con las rebajas de impuestos. Este problema se mantuvo desde el final de la presidencia de Bush hasta el final de la presidencia de Obama.

			Fue en estos años cuando el déficit del presupuesto federal se hizo más asombrosamente grande. Que los números rojos superasen el umbral del billón de dólares pasó a ser algo normal. En los últimos años de Reagan, el déficit nunca fue más alto que durante los años de la recuperación de Carter y, de hecho, se proyectó una reducción a largo plazo, merced al aumento del crecimiento económico que indujeron las rebajas de impuestos de la década de 1980. La adherencia a las rebajas de impuestos de Bill Clinton a partir de 1996 sirvió como una sentencia de muerte para el déficit, que se transformó en superávit.

			En la década del 2000, los déficits resurgieron bajo los recortes de impuestos de Bush, que en gran parte no reflejaron los elementos marginales que toda rebaja fiscal debe llevar aparejada. Posteriormente, los déficits se dispararon fenomenalmente conforme desapareció el compromiso del gobierno con la necesidad de reducir la carga fiscal. Por el flanco de las rentas altas, se estranguló la actividad económica con la adopción de impuestos más elevados; por el flanco de las rentas bajas, los «precipicios fiscales» redujeron los incentivos para trabajar gracias a más gasto público y más ayudas. El emprendimiento y el vigor del sector privado se vieron afectados negativamente. El grueso de la población se empezó a acostumbrar a circunstancias mediocres. Los impuestos altos no lograron generar los ingresos esperados, puesto que el crecimiento económico se mantuvo bajo. Además, el aumento masivo de las ayudas, durante y después de la Gran Recesión, hicieron que el déficit siguiese siendo elevado.

			Como en cualquier otro período anterior en la historia de Estados Unidos y la trayectoria de su impuesto sobre la renta, la década de los 2000 y las políticas adoptadas bajo Bush y Obama pusieron de manifiesto que los impuestos tienen consecuencias. Si uno opta por mantener los impuestos más bajos, la economía prosperará y las cuentas se sanearán y avanzarán hacia un escenario de solidez. Si uno muestra vacilación sobre esta cuestión, por ejemplo con impuestos más altos para las rentas altas, con rebajas fiscales que en realidad son subsidios encubiertos o con programas paralelos de aumento del gasto y las transferencias a las personas de ingresos más bajos, el resultado será el estancamiento secular, como también ocurrirá si uno se niega a reducir la carga fiscal cuando la economía está deteriorándose y experimentando un cambio a peor.
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			La rebaja de impuestos de Donald Trump y el relanzamiento de la economía

			Cuando Donald J. Trump se convirtió en presidente en enero de 2017, las tasas impositivas estadounidenses se mantenían en niveles altos, al menos en lo tocante a dos aspectos muy relevantes: por un lado, los tipos aplicables eran mayores que en años anteriores; por otro, los gravámenes en vigor superaban los umbrales observados en las principales economías del mundo.

			El tipo marginal del impuesto sobre la renta individual llegaba al 39,6 por ciento. Éste era el umbral que había establecido Bill Clinton con la subida impositiva que decretó en 1993. Desde 2001 hasta 2012, bajo la presidencia de George W. Bush y durante el primer mandato de Barack Obama, este umbral se redujo del 39,6 por ciento al 35 por ciento, manteniéndose en esos niveles desde 2003 hasta 2012. Por otro lado, el tipo general del impuesto de sociedades siguió siendo del 35 por ciento desde 1993 hasta 2017, en el nivel de fiscalidad empresarial que se mantuvo vigente en todo el mundo desarrollado. En ese momento fue cuando Trump asumió la presidencia.

			Entre las treinta y seis naciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), ningún país cobraba tantos impuestos a las ganancias de las empresas. El tipo federal alcanzaba el 35 por ciento, mientras que los recargos estatales o locales hacían que la factura total llegase, en promedio, a niveles superiores al 38 por ciento. Francia, por ejemplo, lo había situado en un 34 por ciento, mientras que otros socios comerciales importantes de Estados Unidos, como el Reino Unido, Israel y España, aplicaban gravámenes de menos de un 25 por ciento. El nivel más bajo, con un 12,5 por ciento, era el de Irlanda, un modelo de fiscalidad tan atractivo que se convirtió en un imán para la captación de inversión global.

			Como los tipos impositivos se mantuvieron en niveles elevados en Estados Unidos durante los años 2016 y 2017, el crecimiento económico fue ciertamente mediocre, tomemos el criterio que tomemos. De entrada, el ritmo de crecimiento fue lento no sólo con respecto a la historia estadounidense reciente, sino también en relación con las principales naciones del resto del mundo. Llegado el año 2017, Estados Unidos encadenaba una docena de años sin lograr una tasa de crecimiento económico que llegase al 3 por ciento, algo que nunca antes había sucedido en toda la historia del país. Además, en los años 2016 y 2017, la tasa de crecimiento de la eurozona fue más rápida que la de Estados Unidos. Por ejemplo, en 2016, el avance de la economía en Europa, notoriamente esclerótica, creció alrededor de un 2 por ciento, mientras que en Estados Unidos se quedó en un 1,75 por ciento. De igual modo, en 2017, la eurozona casi llegó al 2,5 por ciento, pero Estados Unidos se quedó una fracción por debajo, con un 2,25 por ciento. En los años de la llegada a la presidencia de Trump, el crecimiento estadounidense presentaba datos mediocres con respecto al historial del país e incluso empezaba a quedarse por detrás de las cotas de actividad observadas en el Viejo Continente.

			Un dolor de muelas

			En diciembre de 2017, el presidente Trump firmó la Ley de Empleos y Reducción de Impuestos (TCJA, por sus siglas en inglés). Su Administración había impulsado durante un año las líneas generales de la ley y la había canalizado a través de los procesos legislativos del Congreso. Sin duda, éste fue el logro legislativo más característico de la presidencia de Trump. La TCJA logró la aprobación por un puñado de votos; para ser exactos, alcanzó la mayoría gracias a una docena de apoyos en la Cámara y a un par de sufragios en el Senado. Todos los votos a favor de la reforma y rebaja fiscal fueron de los legisladores republicanos. Algunos de estos legisladores no se mostraron muy entusiastas. Recordamos el caso del senador republicano Bob Corker, de Tennessee, sentado junto a nosotros y repasando una montaña de papeles. Evaluó en detalle los efectos de la política de incentivos que queríamos impulsar y sólo entonces acabó dándonos su garantía de que votaría a favor.

			La TCJA redujo el tipo marginal del impuesto sobre la renta del 39,6 por ciento al 37 por ciento y también actuó sobre los tipos medios-bajos, dejando el inferior en el 10 por ciento. En cuanto al impuesto de sociedades, su tipo general bajó del 35 por ciento al 21 por ciento. Otras medidas adoptadas incluyeron un aumento en la deducción fiscal por hijos, un aumento en la exención del impuesto sobre el patrimonio y un tope a la deducción que permitía descontarse los impuestos estatales y locales en la declaración del IRPF federal.

			El elemento central de la rebaja de impuestos que entró en vigor en diciembre de 2017 fue la reducción del tipo marginal que pagaban la mayoría de las «C-corp» —es decir, las compañías en las que los accionistas pagan impuestos por separado de la entidad— sobre sus beneficios. Para estas compañías, el impuesto de sociedades se había convertido en un dolor de muelas que afectaba de manera notable a su actividad. Esta circunstancia resultaba desagradablemente evidente al revisarla. El tipo marginal del IRPF, del 39,6 por ciento, rebasaba los niveles históricos en los que se había movido este impuesto cuando sus umbrales no fueron elevados de forma dramática, pero seguía siendo un nivel inferior al observado en el resto del mundo y, merced a la TCJA, se redujo de forma moderada. En cambio, la tasa de las C-corp en el impuesto de sociedades era la más alta del mundo desarrollado y claramente estaba contribuyendo a que los negocios se fuesen de Estados Unidos. Así pues, al IRPF se le hizo un simple recorte, pero al impuesto de sociedades se le aplicó una rebaja de calado. Pasar del 35 por ciento al 21 por ciento suponía un 40 por ciento menos. En términos de los beneficios retenidos, cada dólar de ganancia generaba 65 centavos de ganancia, pero el nuevo marco aumentaba esta cifra hasta los 79 centavos por cada dólar de beneficio. En consecuencia, la tasa de retención subió un 21,5 por ciento, pasando del 65 por ciento al 79 por ciento.

			Otros dos elementos relativos a la vertiente empresarial de la TCJA se referían a las operaciones en el extranjero de las empresas estadounidenses. Primero, la TCJA cambió el sistema de impuestos corporativos para evolucionar de una base imponible «global» a una «territorial» o «nacional». Hasta 2017, el gobierno federal gravaba las ganancias de las empresas estadounidenses dondequiera que se obtuvieran en todo el mundo y luego aplicaba una cierta deducción a partir de los impuestos pagados en el extranjero. Sin embargo, esa deducción calculaba lo tributado en el extranjero con el tipo de referencia estadounidense, lo cual era problemático en la medida en que Estados Unidos tenía la tasa impositiva corporativa más alta. Entonces, cada vez que sus ganancias fueran «repatriadas» y volviesen a las matrices ubicadas en Estados Unidos, se pagaban más impuestos aún. Dicho con otras palabras, el umbral del 35 por ciento actuaba sobre las empresas en suelo estadounidense y volvía a afectar también a las compañías del país que lograban ganancias en el extranjero, pero querían traer esos beneficios de regreso al país. En cambio, en los demás países, lo habitual era tributar solamente por las ganancias cosechadas en el extranjero y repatriarlas sin pagar un recargo adicional.

			Con la TCJA, Estados Unidos optó por un sistema tributario territorial que permite que las ganancias de las empresas estadounidenses se graven solamente en el país en el que se han producido. Además, la TCJA permitió la repatriación de beneficios obtenidos en el extranjero antes de diciembre de 2017, pagando un recargo notablemente inferior al 35 por ciento, del 15,5 por ciento en el caso del efectivo y del 8 por ciento para los envíos de activos no monetarios. Esta disposición por sí sola generó 250.000 millones de ingresos fiscales adicionales en diciembre de 2017.

			Prolongar una expansión económica

			Por lo general, el crecimiento económico propio del transcurso de expansión prolongada de la economía es mayor al principio y más moderado conforme el proceso va madurando. Esto es así por razones estadísticas. Después de una recesión, el denominador de la fracción de crecimiento del PIB es bajo. El crecimiento a lo largo de un año se calcula como el nivel del PIB del año en cuestión dividido por el PIB alcanzado durante el año anterior. Si el año anterior tuvo una recesión, el año de la recuperación arrojará una tasa de crecimiento claramente alta. En cambio, una tasa de crecimiento relativamente alta, pero alcanzada un año después de años de una expansión más fuerte, arrojará un resultado menor.

			En las décadas de 1930, 1960 y 1980, así como a comienzos de la década del 2000, se mantuvo ese patrón. El crecimiento fue más intenso a medida que se afianzaba la recuperación en relación con la recesión, pero luego se desaceleró a medida que la expansión iba madurando y transcurrían tres o cuatro años. El ejemplo por excelencia fue la expansión durante la presidencia de Ronald Reagan en la década de 1980. En 1983 y 1985, durante la fase inicial de su expansión económica, el crecimiento fue del 5-6 por ciento, superando así las recesiones de 1980-1982. En cambio, la tasa de crecimiento se moderó al 3-4 por ciento durante el período de 1986-1989.

			Sin embargo, la recuperación de la economía tras la severa Gran Recesión de 2008-2009 no se ajustó a este patrón. Más bien, la reactivación se caracterizó por ser lenta y por mantenerse en niveles bajos de crecimiento durante los años subsiguientes. Desde 2010 hasta 2017, el máximo crecimiento alcanzado fue de apenas un 2,7 por ciento anual. La tasa promedio para dicho período fue del 2 por ciento, claramente por debajo de la norma observada durante el siglo XX, del 3 por ciento.

			Sin embargo, en 2018 y 2019, la tasa de crecimiento aumentó. El aumento de 2018 fue del 2,9 por ciento, el nivel más alto desde la Gran Recesión. De hecho, comparando el tamaño de la economía en diciembre de 2018 con el de finales de diciembre de 2017, el aumento fue del 3 por ciento, la primera vez que se alcanzó dicho umbral desde 2005. En 2019, el crecimiento fue del 2,3 por ciento, una tasa menor, pero nuevamente más alta que el promedio de los años 2010-2017.

			Este repunte de la actividad vino a romper la norma histórica. Ocho años después de la expansión económica (sin duda mediocre) de 2010-2017, el crecimiento económico no fue a menos, sino que se aceleró. Esto fue así a pesar de que el crecimiento a nivel global se estaba desacelerando. En la eurozona cayó bruscamente a partir de diciembre de 2017, pasando del 2,5 por ciento al 1 por ciento, nivel en el que permaneció durante el bienio siguiente. Bajo Obama, el crecimiento económico había sido más lento y, de hecho, se había visto superado por los niveles observados en Europa. Después de la rebaja de impuestos de Trump, el crecimiento fue mayor que con Obama y también superó al de Europa (gráfico 16.1).

			La desaceleración en la eurozona fue tan acusada que hizo imposible que Estados Unidos superase nuevamente el umbral de crecimiento del 3 por ciento en 2019. En la economía mundial es difícil que un actor importante, en este caso Estados Unidos, se aparte mucho de la tendencia general. Lo más notable, en cualquier caso, fue que, a medida que la recuperación mundial cumplía nueve años desde el final de la Gran Recesión, el crecimiento estadounidense se aceleraba mientras que el de nuestros principales socios comerciales se desaceleraba.

			Gráfico 16.1. PIB real: Estados Unidos versus eurozona 
(T1 2016 a T4 2019, T1 2016 indexado = 100)
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			Fuente: Eurostat, Bureau of Economic Analysis.

			La conexión entre el sólido historial de crecimiento de Estados Unidos en 2018-2019 y las rebajas de impuestos de finales de 2017 es evidente y se pone de manifiesto en varios aspectos. De entrada, tengamos en cuenta la cronología. El crecimiento del 2,9 por ciento alcanzado en 2018, una cifra récord desde 2005, se da en los cuatro trimestres inmediatamente posteriores a la reducción de impuestos. El segundo aspecto que debemos tener en cuenta es el repunte de la actividad empresarial, observado por ejemplo en la contratación de empresas por parte de las C-corp. Desde el mes anterior a la reducción de impuestos de diciembre de 2017 y hasta finales de 2019, el mercado de trabajo creó cinco millones de nuevos empleos. En consecuencia, la tasa de paro cayó a mínimos sin precedentes. A comienzos de 2020, esa tasa era del 3,5 por ciento, un nivel que no se había alcanzado en tiempos de paz desde finales de la década de 1940.

			Una de las razones por las que la tasa de paro alcanzó el nivel más bajo de los últimos setenta años, varios años después de la entrada en vigor de la rebaja de impuestos de Trump, fue el repunte de la participación en la fuerza laboral de la nación, que se había erosionado debido a la Gran Recesión y se había mantenido en niveles decepcionantes a raíz de la baja recuperación observada a lo largo de los siete años posteriores a la crisis. La tasa de paro se calcula como una división, tomando a aquellos que buscan activamente un trabajo y dividiendo su número por el de todos aquellos que tienen un trabajo o quieren uno. No se cuenta, por tanto, a quienes han «abandonado» la fuerza laboral. Sin embargo, tales «deserciones» habían crecido enormemente en número a lo largo de la década anterior. Desde 2008 hasta principios de 2017, muchas personas que deseaban conseguir un trabajo digno y bien remunerado se enfrentaron desesperadas al hecho de que no lo conseguían y abandonaron el mercado de trabajo. Además, los programas de asistencia social de la era de Obama desalentaban el trabajo, tal y como expuso de forma certera el economista Casey Mulligan, que trabajó para el presidente Trump. Esto sólo contribuía a exacerbar este triste desempeño.

			Por tanto, toda la evidencia sugiere que la rebaja de impuestos de Trump probablemente tenía más recorrido, en términos de alentar el crecimiento económico, pero la pandemia de la COVID-19 llevó la economía a un práctico cerrojazo a partir de marzo de 2020. La ola de contrataciones motivada por la rebaja de la fiscalidad empresarial y la menor imposición sobre los salarios de los trabajadores animaban el curso de la economía. La tasa de participación en la fuerza laboral, que parte del total de población en edad de trabajar y mide el número de personas con empleo o con voluntad de trabajar, cayó sin piedad durante los años de la Gran Recesión y bajo los dos mandatos presidenciales de Obama, pasando del 66 por ciento a poco más del 62 por ciento en sus últimos años. Sin embargo, tras la rebaja de impuestos de Donald Trump, la situación se revirtió y la participación escaló hasta el 63 por ciento. Probablemente, hubiese sido posible alcanzar niveles cercanos a dos tercios de la fuerza laboral potencial, en línea con el estándar observado en la próspera década de 1990, todo gracias a los incentivos de las tasas impositivas reducidas que indujo la TJCA. Pero entonces llegó la COVID-19.

			Hubo otras dos estadísticas que evolucionaron de manera notable en los dos años posteriores a la rebaja de impuestos de diciembre de 2017. La primera fue el desempleo de los afroamericanos. En 2019, dicha tasa se desplomó hasta el 5,4 por ciento, una cifra sin precedentes. Esa misma estadística era dos veces mayor en 2014 y, desde mediados de 2008 hasta principios de 2015, nunca estuvo por debajo del 10 por ciento. El desempleo entre la población negra observado tras la rebaja de impuestos de Trump fue el más bajo de todos los tiempos. Antes de la aprobación de la TJCA, el paro de los afroamericanos (según los registros de esta estadística, que se remontan a 1972) sólo había llegado a reducirse hasta el 7 por ciento, registro que se alcanzó en el año 2000.

			Otra estadística importante, referida a la igualdad económica y la distribución de la prosperidad entre el conjunto de la población, es el ingreso familiar medio. Esta métrica mide la cantidad de dinero que ganan los miembros de un hogar ubicados en el quincuagésimo percentil de ingresos, que se sitúa justo en la mitad de la distribución, porque hay tantos hogares que ganan por encima de dichos niveles de renta como por debajo. Por muchos años, el ingreso familiar medio se había estancado y se mantenía en un nivel neutral. El pico logrado en 1999 no se recuperó en términos reales hasta 2015-2016. Sin embargo, tal hito apenas duró un suspiro. En cambio, dicha estadística aumentó un 9,2 por ciento desde 2016 hasta 2019, a raíz de un pequeño aumento en 2017 y dos grandes incrementos en 2018 y 2019. El aumento de esta métrica sólo había sido comparable a estos niveles en el período posterior a 1945 y en las décadas de 1980 y 1990. Sólo entonces se produjeron mejoras comparables a las que se dieron en los años posteriores a la rebaja de impuestos de Trump. De nuevo, el sueño americano reafirmaba sus prerrogativas, propias de la Edad de Oro, merced al cambio en la política fiscal y el giro a unos impuestos más moderados.

			Los ingresos tributarios aumentaron

			Los impuestos tienen consecuencias. Éste es el título y el tema central de este libro. Pues bien, las principales consecuencias de la tributación obedecen a las acciones de los agentes económicos y sus decisiones de producción, inversión, ahorro o compra. Harán más o menos dependiendo de los incentivos fiscales. Sin embargo, estas decisiones económicas tienen algunas implicaciones en otros campos, por ejemplo, en términos de recaudación. Si los tipos impositivos cambian y se reducen como en el año 2017, ¿qué ocurre después con las cuentas financieras del propio gobierno?

			Los recortes de impuestos de Donald Trump, promulgados en diciembre de 2017, sin duda ocasionaron un fuerte crecimiento económico, más intenso en comparación con los niveles observados hasta entonces en el país y también en el resto del mundo. Las estadísticas y cifras, apabullantes en el caso de las tasas de desempleo y pobreza, hacen ineludible esta conclusión. Sin embargo, resulta interesante observar que los ingresos tributarios obtenidos por el gobierno federal durante los dos años siguientes a la rebaja de impuestos también fueron significativamente mayores.

			Gráfico 16.2. Ingresos tributarios (en miles de millones de dólares, desestacionalizados, promedio de los cuatro trimestres anuales)
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			Fuente: Bureau of Economic Analysis.

			El recorte de la tasa aplicada a las ganancias corporativas tuvo varios efectos sobre los ingresos tributarios federales. Lo más obvio es que la reducción del 40 por ciento en la tasa que pagaban las C-corp hizo que los ingresos obtenidos de dicho gravamen bajaran. La caída repentina en la tasa de referencia, que pasó del 35 por ciento al 21 por ciento, necesariamente resultó en menos ingresos obtenidos a través del impuesto de sociedades. No podemos olvidar, en cualquier caso, que se produjo una poderosa respuesta por parte de las empresas, que volvieron a comprometerse de manera más firme con sus negocios gracias a este nuevo marco de incentivos. De hecho, en 2018, los impuestos obtenidos por esta vía bajaron menos que el tipo impositivo: mientras que el impuesto de sociedades se redujo en un 40 por ciento, la comparativa de los tres primeros trimestres de 2018 con el mismo período de 2017 revela que los ingresos obtenidos por esta vía se redujeron en menor cuantía, alrededor de un 30 por ciento.

			Sin embargo, los ingresos del gobierno aumentaron a partir de otras fuentes de impuestos, especialmente merced a la subida de los impuestos sobre el reparto de beneficios. La suma de todos los impuestos federales no corporativos creció más del 10 por ciento durante el año fiscal, que comenzó en el último trimestre de 2017. Las personas con ingresos altos llevaron la carga de este repunte. El 1 por ciento de quienes más ganan pagaron en 2018 una cuota más elevada (alrededor del 26 por ciento) del total de impuestos federales que en todos los años registrados desde 1979, salvo tres ejercicios. En suma, los ingresos tributarios federales de los dos años fiscales que comenzaron en el último trimestre de 2017 aumentaron en 245.0000 millones, en comparación con los dos cursos anteriores a la TJCA. Por tanto, el recorte de impuestos de Trump no hundió los ingresos y, de hecho, fue de la mano de un aumento recaudatorio.

			Y todo esto sin tener en cuenta la evolución de los ingresos totales del Estado, incluyendo también los caudales que fluyen de empresas y familias a gobiernos estatales y locales. Al fin y al cabo, cuando el gobierno federal recorta una tasa impositiva como la del impuesto de sociedades, el crecimiento económico subsiguiente conduce a que los estados y los ayuntamientos logren más ingresos sin necesidad de alterar sus tributos. En los dos años fiscales que comenzaron en el último trimestre de 2017, con la entrada en vigor de la TCJA, los ingresos totales del Estado (incluyendo aquí la recaudación del gobierno federal y la de los estados y municipalidades) aumentaron en comparación con los dos años anteriores a la rebaja de impuestos, generando una mejora recaudatoria de 428.000 millones de dólares. Dicho de otro modo, el recorte de impuestos de Trump se financió por sí solo.

		

	
		
			Conclusión

			En nuestro examen de la historia del impuesto sobre la renta en Estados Unidos hemos alcanzado varias conclusiones generales. Todas ellas encajan con nuestra máxima: los impuestos tienen consecuencias. Los economistas keynesianos, monetaristas o de la izquierda progresista se han olvidado, en mayor o menor medida, del impacto tan fuerte que tienen los tipos impositivos para todos y cada uno de los segmentos de la economía. Encontramos que la evidencia de la historia económica durante el último siglo pone de manifiesto que las subidas impositivas (sean nacionales, regionales o locales, y se apliquen mediante tributos o aranceles) causan un efecto dañino sobre la economía. El ejemplo de la Gran Depresión, en sí mismo, ilustra este punto de forma clara y contundente. De igual manera, la evidencia indica, caso por caso, que bajar los tipos impositivos genera siempre un mayor crecimiento económico, una mejora del empleo y más oportunidades económicas. Por último, encontramos evidente que los estímulos vía gasto no son una forma útil de mejorar el nivel de vida de las personas. La historia pone de manifiesto que la curva de Laffer funciona, que el tipo óptimo está más cerca del 20 por ciento, al que nos gustaría avanzar, que del 70 por ciento, hacia el que quieren ir algunos. Los políticos necesitan cuestionarse seriamente estos temas y preguntarse a sí mismos si realmente pueden dar por buenos y convincentes los argumentos de quienes defienden un aumento de los impuestos.
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